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con los señores Márquez Hermanos y -Cía., sobre apli- 
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por cobro de pesos : sobre procedencia del recurso ex- 
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nal. .-obre cobro de impuestos. Recurro de hecho . ... -*«7 
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Boero. don Angel, contra Philip? y Cinoljo Yerneugo. 
sobre vojno «le pesos. Competencia negativa 
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Bóndámta. doña Camila Patria de. ( su juicio ad-inteS- 
lato); Contienda «le convetencia W 
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Briñas, Demetrio, contra la provincia de Buenos Aires, 
sobre inconstitucionalidad de un decreto 157 

Brown, don Francisco, contra el Gobierno Nacional, so- 
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Bnbis Sahai Leib, recurso ú<* hateas cor fus 154 

BtYdelacci, don Angel, contra el Nuevo Banco Italiano, 
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Cachero, don Juan, en autos ^on don Juan Peduzzi, sobre 
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siderio Martínez Montero, .por falsificación y tentati- 
va de defraudación 166 

Castro Xúñez, Manuel, solicita acogerse a los beneficios 
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bre daños y jierjutcios *43 

Ccdeyra. Domingo E . solicitando acogerse a los beneficios 
de" los artículos 73 y 74 del Código Penal. Recurso 
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mente 
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tra como encubridor «le un huno y empeño de armas 
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Cinto Hnos., contra la provincia de Entre Ríos, sobre 
devolución de dinero 

Cinto Unos., contra la provincia de Entre Ríos, sobre 

devolución de dinero 37 

Compañía de Aguas Corrientes de Babia Blanca, contra 
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llos Aires al Pacifico, contra la provincia de Mendoza 
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t rucia V 

Compara Hidro Eléctrica de Tueumán. en autos con ia 
Municipalidad de la misma prpvinria, sobre cobro de 
una multa. Recurso de hecho • • • ->l 

Consejo Nacional de Educación, en autos con don Efratu 
•Rudia. en el juicio sucesorio de don PolMoró Rocha. 337 

Contarini. don José, en autos con doña Catalina Mon- 
jeaux de Noceda, sobre cobro de (tesos* Recurso de 
hecho ! ?° 

Cordich. don Jorge y otros, contra doña María Itigaud 
de Fitti. sobre cobro de pesos. Contienda de com- 
petencia 

Comú. don Manuel, contra Carlos Xiuiez Monasterio, 
por reivindicación 2 5 r 
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Dabual, don Camilo, en autos con el Departainenta Na- 
cional de Higiene, sobre ejercicio ilegal de la medici- 
na. Recurso de hedió 214 

Devoto, don Juan Mateo, en la causa criminal seguida 
en su contra, por el delito de lesiones. Recurso de 
hecho 287 

Difehalde. don Santiago J.. en autos con la Caja Nació- 
pal de Ahorro Postal, sobre desalojo. Recurso tle hecho 135 

Duraftona. doña Juana, contra el Gobierno Nacional so- 
bre revocación de una donación 01 

Durao. don Juan, en la causa sobre falsedad seguida con- 
tra don Miguel Vadell. Recurso de hecho 37 

Durao. don Juan Esteban, en autos con don Miguel Va- 
dell. Recurso de hecho 149 
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Elizondo, don Toma* en la causa seguida en su contra 
por infracción a la ley 4.53 1. Recurso de hecho 179 

Enriquez. don Luis, contra al Empresa del Ferrocarril 
del Sud. sobre indemnización de daños y jierjuicios. 
Contienda de competencia 19 

Repeche, don José í„ en autos don doña Pasión Lcdes- 
ina de Ibarra, sobre embargo preventivo. Recurso de 
hecho .* 133 

Espindola. don A. J.. en autos con don Pedro Oros. ]>or 
desalojamiento. ¡Recurso de hecho 216 



w 

Faescke, don Julio y otros, en autos don don Bernardo 
Fuchs. hijo, sobre nulidad de contrato. Recurso tle hecho 310, 

Farriols, don Narciso, sus herederos, contra el Gobierno 
Nacional, por cobro de pesos: sobre competencia ... 300 
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Ferrari, doii Antonio M.. en autos con la sociedad Leo- 
nardihi* Beretcrvidc y Cía., *obre declaración <lc quie- 
bra . Recurso de hecho > • ■ • 1 5 o 

Ferrocarril Buenos Aire* al Pacifico, en autos con la 
provincia de Mendoza, por interdicto de obra nueva, 

sobre pertnción de la instancia . , . : IR 

Ferrocarril Central Argentino contra el Procurador Fis- 
cal de la Cámara Federal de Apelaciones del Rosario, 

por repetició» de una suma de dinero 

Ferrocrril Central (Córdoba; en autos con la Municipali- 
dad de Tucumán. sobre cobro de impuestos de alum- 

brado y limpieza. Recurso de hecho ¿30 

Ferrocarril del Sud. en autos con don Luis Enrique*, 
sobre indemnización de daños y perjuicios. Contienda 

de competencia 1 * 

Ferrocarril Oeste de Buenos Aires, en autos con la Muni- 
cipalidad de La Plata, sobre cobro de |*sos. Recurso 
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Fiscal de Gobierno de la provincia de Tucumán. en autos 
con don Agustín H. Albornoz, sobre devolución de dé& 

cuentos de sueldos. Recurso de hecho -'M 

Fisco Nacional contra la Sociedad de Navegación Ar- 
gentina Nicolás Mihanóvich Limitada, sobre desalo- 

jamiento 

Fisco Nacional contra la Sociedad de Navegación Ar- 
gentina Nicolás Mihanóvich Limitada, sobre cobro 

de pesos ">.•-• 3f 1 

Fisco Nacional, en los autos Nicanor C. del Solar, hijo, 
contra la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones. 

Contienda de competencia 30* 

Fiti|>aldi. don Fernando (su juicio sucesorio). Contienda 

de competencia ; s ? 2 

Fitte. doña María Kigaud de. en autos con don Vicente 
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Zar c y don Antonio Martinich, sobre cobro de peso*. 
Contienda de competencia 

Fitte. doña María Bigaud de. en autos con don Marco.- 
Milich y don Miguel Stancevich, sobre daños y perjui- 
cios. Contienda. de competencia 

Fitte. doña María Bigaud de. en autos con don Jorge Cor- 
dich y otros, sobre cobro de pesos. Contienda de com- 
petencia 

Frigorífico Wílson, contra la Aduana de la capital, por 
imposición de inulta: sobre liquidación 

Fueyo, Bautista, en «a caus* seguida en su contra, por in- 
fracción a la ley de defensa social número 7.029; so- 
bre recusación 
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Galeotti. Roberto y otros, sumario instruido en su con- 
tra por defraudación a las Obras Sanitarias de la Na- 
ción. Contienda de competencia 

Gallegos Serna, Gregorio, en la causa criminal seguida 
en su contra «por disparo de anua de fuego y lesione-. 
Recurso de hecho . > 

García, don Leandro, en los autos don Agustín Zavala 
(su sucesión), por petición de herencia; sobre embargo 
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Gath, don Alfredo E., < su sucesión >, en autos con el Cou- 
sejo Nacional de Educación, sobre cobro de un impues- 
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Gascón, don Manuel, hijo, en auto» con doña María Giró 
de las Carreras, sobre cobro de honorarios, decur- 
so <le hecho ■ 

Gobierno Nacional contra don Antonio Martínez Rufino, 
por reínvindkación : sobre perdición de la- instancia . . . 
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Gobierno Nacional, en autos con don Carlos S. Pcarsons 

Hornc. sobre escrituración 280 

Gobierno Nacional, en autos con don Eugenio Tofanelli 

y Cía., sobre cobro de pesos 77 

Gobierno Nacional, en autos con don Francisco Brown, 
sobre <Iaños y perjuicios 6* 

Gobierno Nacional, en autos <xui doña Juana Duraño- 
iks. sobre revocación de una donación 9 l 

Gobierno Nacional, en autos con don José Mar.:dei, so- 
bre indemnización de daños y perjuicios > 382 

Gobierno Nacional, en autos con don Juan Constantino 
Storani, sobre cobro de pesos 184 

Gobierno Nacional, en autos con clon Narciso Farriols, 
( sus herederos ), por cobro de pesos ; sobre competencia 399 

Gobierno Nacional en autos con The Catalinas Warehou- 
ses and Mole Limited, por cobro de pesos ■ 217 

Godfrid. don Juan, contra don Pedro N. Affranchino. 
por cobro de pesos ; sobre competencia ¿"o 

González Calderón, don Krasto. contra don Braulio Gu- 
tiérrez (su sucesión), por cobro de pesos. Contienda 
de competencia • *7° 

González del Solar. Nicanor, hijo, contra la Caja Nacio- 
nal de Jubilaciones v Pensiones. Contienda de com- 
petencia ••••• m 

González o Molina o Meza, don Ignacio, criminal contra 
por homicidio 5 1 

Guidi, don Luis, en el juicio "Laurentino Olascoaga y Pa- 
blo M. Ramos, por cobro de honorarios". Recurso 
de hecho 286 

Gutiérrez, don Braulio, (su sucesión), en autos con don 
Krasto González Calderón, por cobro de pesos. Con- 
tienda de competencia l7 ° 
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I lause clever y Cía., contra don Juan A. Argcrich, por 
cobr de pesos; sobre procedencia del recurso ex- 
traor ünario - . 35°* 

rlurnck r. Simón. Recurso de habrás corpas 21$ 
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hurraspc. don Carlos, y otros, en autos con don José Mi- 
les-.i, sobre reivindicación 404 
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Kopcl, Bernardo y otros, sumario instruido en su contra, 
por hurto de barreras pertenecientes a la IMensa Agrí- 
cola. Contienda de competencia 320 
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I^ahore, don Emilio, en autos con el Banco de la Nación 
Argentina, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho ... 12 

Lalor, don Juan, en autos con don José A. Loinaz y otro, 
sobre cobro de tpcsos. Recurso de hecho 5 o 

Una, dort Antonio, capitán del vapor italiano "Principe 
di Udine", en autos con don Magnas Afcrow, capitán 
del vapor inglés "Jnduna" por abordaje, sobre com- 
petencia 

Una, don Antonio, capitán del vaswr italiano "Princi- 
pe di Udtue'', en las actuaciones deducidas sobre infor- 
mación ad pcrpetuam 9*> 

Uztca AUear, don Diego y señora, contra la provincia «le 
Buenos Aires, sobre daños y perjuicios 105 



Liebano, don Pedro, contra «Ion Hermán Scgall, por cum- 
plimiento de contrato. Contienda de competencia .... 39 
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Linlottsin. «Ion G. A., en auto.- con doña María Gallar, 
por cobro de documentos. Recurso de hecho 213 

López. Marcelino, solicitando su libertad. Recurso de 
hecho «53 

Llera, clon Vicente, y don Benito Fresno, contra la pro- 
vincia de San Luis, por inconstitucionalidad de ley. 
nulidad de procedimiento* y cobro de pesos; sobre 
competencia • • • 2 ^ 

Llerena. don Rafael, en autos con don Nemesio Gon- 
zález, sobre injuria-. Recurso de hedió 133 
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Malkt. don Cecilio, contra la provincia de Santa Fe. so- 
bre entrega de tierras 299 

Manzitti Hrift 1 .. eH "aTRos' tfm los señores Bernaldez y 
Rasch. sobre convocatoria de acreedores. Recurso de 
hecho 50 

Maradei. don José, contra el Gobierno Nacional, sobre 
imlemnización de daños y perjuicios , 3&s 

Marenco, Cristóbal, en la causa seguida en su contra por 
falsificación de moneda. Recurso de hecho 287 

Márquez Hermanos y Cía., apelando de una resolución 
de la Administración General de impuestos Interno-, 
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Martinete, don José de. en autos con el Poder Ejecuti- 
vo Nacional. Recurso de hecho 286 

Martinetti. Martin, en la causa seguida en su con- 
tra por* infracción a la ley de marcas. Recurso 
he hecho 3*> 

Martínez, Catalino Rafael, en la causa seguida en su 
contra, i*>r adulteración de documento y robo. Rectir- • 
so de hecho 553 
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Martínez, doña María Molinuevo de. en autos con clon 
Luis Vaccaro, sobre nulidad de juicio ejecutivo. Re- 
curso de hecho l¿4 

Massera. doña María Zapiola de. en amos con el Con- 
sejo Nacional «le Educación de la (provincia de Bue- 
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Martínez Rufino, don Antonio, en autos con el C.obierno 
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sobre reivindicación - • 4°4 
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Mujiea y Covián, en autos con el Ferrocarril Oeste de 
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de hecho *>4 

Municipalidad de Lonfes de Zamora, en autos con los 
señores Marengo. Perrone y riuglielmino. sobre cobro 
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Nappi. Juan, su extradición, a solicitud de las autoridades 

del Reino de Italia Í77 

Nocera. Ceferíno. Recurro «le ¡tabeas corpus 2\6 
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Nuevo I Sanco Italiano en amos con don Angel Budelacci. 

sobre devolución de dinero 3-8 

Xúñez Monasterio, don ¡Carlos, en autos con don Ma- 
nuel Cornú. por reivindicación 251 
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Olivero, don Alejandro, en el juicio Juan Carlos y Arge- 
lia K«ther Covaro. contra Teresa Bertucci de Cova- 
ro. sobre filiación natural. Recurso de hecho 151 
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Partió García, don Benjamín en amos con don Francis- 
co Lucía, sobre cobro dé Recurso de hecho 152 

Parsons Horoe. don Carlos S.. contra el Gobierno Xacio- 
nal. sobre escrituración 280 
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Pinasco y Dallolio contra Boero Hermanos y Cía.. sobre 
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Tisano. don Luís, en autos con «Ion Enrique B. Pesco, so- 
bre calunmias e injurias. Recurso de heclio 50 

Poli, don Ernesto. ?n autos con la Sociedad Andiare- 
na. Bisquert y Kraso, por cobro de pesos; so- 
bre competencia f V7 

Procurador Fiscal del Juzgado Federal de La Plata, en 
la causa seguida contra Edmundo Perkíns. por anota- 
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curso de hecho 2:7 

Procúra lo.- Fiscal de la Carnada Federal de Apelaciones 
del Rosario t en autos con el Ferrocarril Central Argen- 
tino, por repetición de una suma «le dinero 4-5 
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Provincia de Buenos Aires, en autos con don Diego Lé- 
xica Alvear y señora, sobre daños y perjuicios i<> 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Juan Cava, 
sobre daños y perjuicios - • • l A 

Provincia de Buenos Aire>. en autos con don Demetrio 
Briñas, sobre inconstitucionaltdad de un decreto ¡5J 

Provincia de Buenos Aires, en autos con doña María Fe- 
liz de Amaría, por indemnización de daños y perjui- 
cios; sobre juri> licción originaria 3 i 

Provincia de Entre Ríos, en autos con Cinto Hnos.. sobre 
devolución «e dinero • * 

Provincia de Entre Ríos, en autos con Cinto Hnos., so- 
bre devolución de dinero 5 

Provincia de Mendoza, en autos con la Compañía de Fe- 
rrocarriles Gran Oeste Argentino y Buenos Aires al 
Pacifico. Competencia por inhibitoria, sobre perención 

de la instancia ; " 

Piwincia de Mendosa contra el Ferrocaril Bueno* Aires 
al Pacífico, por interdicto de obra nueva, sobre peren- 

ción de la instancia • • * 

Provincia de Mendoza, en autos con don Natalio Spósi- 
sito. por incoiwítucionalidad y devolución de dinero; 

sobre medida de prueba 

Provincia de San Luis, en autos con don Vicente Llera 
y «Ion Benito Fresno, por inconstitucionalidad de ley, 
nulidad «le procedimientos y cobro de pesos : sobre com- 
petencia V'"\í 11 * 2 

Provincia de Santa Fe. en autos con don Cecilio Mallet. 
sobre entrega de tierras 2 



Qnadri, don Yictorio. en autos con el Banco Anglo Súd 
Americano Ldo.. por cobro ejecutivo de pe<o*: so- 
bre competencia 



454 KM.1.0S DE LA CORTE SUP1EMA 



Repetto. don lázaro, en el .juicio seguido por don Juan 
Pedretti. contra Santiago Laimbruscrini, sobre compe- 
tencia. Recurso de hecho l $ l 

Rocha, don Kfrain, contra el Consejo Nacional de Kdu- 
cación, en el juicio sucesorio de don Polido Rocha . 357 

Rogerio. Pascual, su extradicción, solicitada por el Go- 
bierno de los Estados Unidos del Brasil 195 

Russo. Ksteban. su extradicción, a solicitud de las auto- 
ridades de la República de Bolivia 43$ 



Salmón, don ¿osé, y Cia., en los autos : Nicolás Caravias 
contra don José Salomón, sobre tercería de dominio. 
Recurso de liedlo 43 

Scotti, don C.regorio, en auto> con dótt Francisco Sottt- 
llo, *obre calumnas e injurias i¿i 

Segall. don Hermán, en autos con don Pedro Licbano. 
por cum])limiento de contrato. Contienda de eoinpc- 
tencia • 39 

Sitcovsky, I-aac. Rccur-o de habrás tarpus 5 1 

Sociedad Anónima "P»años y Parques del Saladillo", en 
autos con la Sociedad Anónima "El Saladillo", sobre 
ejecución hipotecario. Recurso de hedió i"¿ 

Sociedad Crédito Territorial de Santa Fe, en autos con 
doña Dolores Arteaga de Martínez, sobre reivindica- 
ción. Recurso de hecho 

Sociedad de Navegación Argentina Nicolás Mihanovich 
Limitada en autos con el Fisco Nacional, sobre 
desalojamiento 3*o 

Soledad de Navegación Argentina Nicolás Mihanovich 
Limitada, en autos con el Fisco Nacional. *obre co- 
bro de petaos 37 1 
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Sotullo, don Francisco, contra don Gregorio Scotti, sobre 
calumnias c injurias -.■ - 121 

Spont, don Aristides. en autos con doña María Elena Sán- 
chez de Boreosque, sobre rendición de cuentas. Recur- 
so de hecho 59 

Spósitp. don Natalio, contra la provincia de Mendoza, por 
¡nconstitucionalidad y devolución de dinero; sobre me- 

dtda de prueba • 

Storani, don Juan Constantino, contra el Gobierno Xa- 
cional, sobre cobro de -pesos 1**4 

T 

Terroni. don Nemesio Enrique, en autos con don Flo- 
rencio Martínez, sobre nulidad de titulo. Recur- 
so de hecho • • 5 o 

The Catalinas Warchouses and Mole Company Limited, 
contra el Golwerno de la Nación por cobro de pesos ... 217 

The Sínger Manufacturé* C\. en autos con don Fran- 
cisco Blay. por usurpación y uso indebido de marca. 
Recurso de hecho 10 

Tiscornia. don Humberto, en autos con don Roberto Roth. 
sobre desalojo. Recurso de hecho 33 

Tofanelli, don Eugenio y Cía., contra el Gobierno Na- 
cional, sobre cobro de pesos 7? 

u 

UHice, «Ion Aquiles. contra don Enrique Giménez, sobre 
desalojamiento. Recurso de hecho 3 f 4 

v 

Vievra, don Jaime, (su sucesión). Conqwtencia por inhi- 
bitoria .." 2 ¿ 
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Yillafañe. don Diego J., en autos con don Agustín Stor- 
ni por reivindicación. Recurso de hecho 215 

w 

\Vas<erman y Cía., en la causa seguida en su contra, por 
infracción aduanera. Recurso de hecho , 52 

t 

/átala. Ricardo, su extradicción. a solicitud del Gobierno 
de España. Recurdo de hecho 74 
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Accidentes del trabajo, (ley $68$). — Véase "Dallos y per- 
• • • 

JUICIOS . 

Acción conjunta de acreedores no constituidos en sociedad 
anónima. — Véase "Jurisdicción*'. 

Afirmados, su cobro. — Es procedente el cobro de afirma- 
dos a la Nación por immibles de que ella es propietaria 
en el municipio de La Plata, contrtiídos en virtud de 
contratos celebrados por el comisionado municipal, de 
acuerdo con la ley orgánica y ordenanza* respectivas. 
Página 77- 

Almacenaje y eslingaje, (servicios del. — Un crédito por co- 
bro de servicios de almacenaje y eslingaje de mercade- 
rías, prestados .j>or la sociedad The Catalinas Warehou- 
ses and Mole Cotnpany Limited, propietaria de depó- 
sitos de Aduana situados en el Puerto de la Capital, re- 
viste los caracteres de gastos de conservación de las 
mercaderías allí depositadas, venenen, al igual que di- 
dios gastos de conservación, privilegio especial sobre el 
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precio de las cosas conservadas y andidas y prefación 
sobre tmlos los créditos en cuyo interés aquéllos fueron 
efectuados ; por lo que. no consignando ninguno de los 
preceptos de las leyes números 810 y 4¿;¿3. que rigen 
la- operaciones ele Aduana, en favor del crédito del tis- 
co por concepto de derechos de imanación, expresa 
prelación sobre el del depositario, como seria indispen- 
■sable para jxwler considerar <lerogado el principio esta- 
blecido ]*>r las leve* generales en favor de los <|Ue han 
conservado los bienes (Código Civil artículos 389* y 
¿.901 >. la Xación está obligada a satisfacer el crédito 
reclamado por concepto de servicios de almacenaje y es- 
lingaje prestado» por la expresada sociedad, del producto 
de la venta de las mercaderías depositadas, con prefe- 
rencia respecto de los bienes de imjwrtación Pág. ¿17. 

Apelación ordinaria. — Es improcedente el recurso de apela- 
ción ordinaria autorizado por el inciso 2." del articulo 3. 
de la ley 4.055, interpuesto en una causa que no es con- 
tra la Xación. ni es acción fiscal, ni se halla comprendí- 
da en el inciso 2.". articulo 3° de la ley 4.055. P;g. 357. 



Banco Hipotecario Nacional. — Véase "Impuesto dé >ella'\ 

c 

Competencia. — Véase 'Jurisdicción'*. 

CófISUles italianos. — Los cónsules italiano acreditados en la 
República no se encuentran investidos de otras facul- 
tades respecto de los bienes de sus connacionales falle- 
cidos intestados en el país, que aquellas que en gene- 
ral acuerdan las leyes de la Nación a los cónsules extran- 
jeros, hallándose reducida la intervención de éstos en las 
sucesiones de sus connacionales a gestionar medidas con- 
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senatorias del patrimonio de los mismos, como son la 
de concurrir con las autoridades locales, a sellar los bie- 
nes muebles y impeles del difunto y la de designar la 
persona que lia de desempeñar el cargo de albacea da- 
tivo, entre las que no callen las de posesionarse de los bie- 
nes, cobrar los créditos y percibir los fondos corres- 
pondientes al patrimonio del causante, y menos aún la 
facultad de realizar tales actos sin noticia del juez de 
la causa. I Vigilia 328. 

Contiendas de competencia. — Radicada la jurisdicción por 
no haber sido objetada por el demandado que, por otra 
parte, fué citado por el juez de su domicilio donde Se 
contrajo la obligación, y terminada la ejecución ]>or sen- 
tencia firme de trance y remate, no procede la promoción 
de contienda de competencia para el conocimiento de 
dicha ejecución. Página 14. 

Contiendas de competencia. — Kl argumento de que substraer 
determinado juicio del conocimiento del juez de la su- 
cesión importa derogar el articulo 3.284* del Código Ci- 
vil, no dignifica sino plantear una cuestión de competen- 
cia con fundamentos independientes de los qué consig- 
nan las leyes de procedimientos locales, substituidos en 
el caso, por el aludido precepto del Código Civil que 
legisla, también, sobre jurisdicción privativa en materia 
de sucesiones. Página 59. 

Contiendas de competencia entre jueces federales. — Corres- 
ponde a las Cámaras Federales derimir las contiendas 
de competencia que se susciten entre los jueces «le sec- 
ción. Página 8. • 

Contribuciones, (su pago). — El pago de contribuciones no 
importa, en general, un acto de reconocimiento de do- 
minio i*>r ]>arte del fisco. Página 299. 

Crídita hipotecario contra una sucesión. — Véa*e "Juris- 
dicción". 
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Danos v perjuicios. — Para establecer las resjwnsabilidades 
de la Nación, fuera de las relaciones contractuales, por 
actos de los empleados que la representan, es necesaria una 
disposición legal expresa que se les imponga, y tío existien- 
do ese requisito y fundándose la demanda de daños y 
perjuicios en la falta de cumplimiento de un contrato 
celebrado por ella, en su carácter de persona jurídica, 
que se pretende hacer derivar de negligencia culpable o 
complicidad de mis agentes, corresponde el rechazo de 
la acción instaurada. Página 6¿; 

Daños y perjuicios. — El incendio como acto reprobad»» por 
la ley. impone al que lo ocasiona por culpa o negligen- 
cia la obligación de indemnizar los daños y perjuicios 
que con él se causan a terceros (Código Civil, articu- 
lo i.ifl9) f extendiéndose esa responsabilidad (articulo 
1.113, Código Civil), a la persona bajo cuya dependen- 
cia se encuentre el autor del daño o ]>or las cosas de que 
Mrve o que tiene a su cuidado. 

El ferrocarril es responsable de los daños causados 
]>or incendio, si hay prueba para atribuirlo a él. y no la 
hay para demostrar que procedió de caso fortuito o 
fuerza mayor. Página 105. 

Daños y perjuicios. — Él incendio como acto reprobado por 
la ley. impone al que lo ocasiona j>or culpa o negligen- 
cia, la obligación de indemnizar los daños y perjuicios 
<pie con él se causen a terceros «Código Civil, artícu- 
lo 1.109), extendiéndose esa rtesponsabilidad, «articu- 
lo 1.113, Cod "g° Ctvil)¿ a la persona bajo cuya depen- 
dencia se encuentre al autor del daño o por las cosas 
de que sirve o que tiene a su cuidado. 

El ferrocarril es responsable de los daños causados 
por incendio, si hay prueba para atribuirlo a él. y no la 
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hay para demostrar que procedió de caso fortuito o fuer- 
za mayor. Página 143. 
Daños y perjuicios. — Tiene derecho a ser indemnizado i*>r 
ia Nación con arreglo a lo dispuesto en el articulo 22. 
incisos o. b y c de la ley o.<>88. el obrero que hallándose 
al senicio de aquélla, contrae la enfermedad llamada 
saturnismo y queda incapacitado para dedicarse a su 
profesión y disminuida en un 50 por ciento su cajKtci- 
. dad para el trabajo. Página 382. 

l>ecisiones de los tribunales locales cu cuanto deslindan la 
competencia de sus propios jueces. — \ea>c "Recurso 
extraordinario". 

Delitos de imprenta. — Las leyes locales ya sean dictadas 
por las legislaturas de provincia o bien i>or el Honora- 
ble Congreso en ejercicio de la atribución consignada en 
los incisos 14 y 27 del articulo 67 de la Constitución 
respecto a la Capital y Territorios Nacionales, son las 
qae deben reglamentar el ejercicio de la libertad de im- 
prenta, determinando las sanciones con que reprimirán 
sus abusos y los tribunales que conocerán de las re< 
pectivas causas. En consecuencia, una sentencia de un 
tribunal de la Provincia de Buenos Aires, que fundé en 
las disposiciones del Código Penal de la Nación la re 
presión de delitos «le imprenta, sin invocar disposición 
alguna de carácter provincial por las que las sanciones 
de aquel Código hayan sido incorporadas a la legisla- 
ción sobre la materia, conraría al artículo 32 de la Cons- 
titución, y al 18 «le la misma, por el que "ningún habi- 
tante de la Nación puede ser |>cnado sin juicio previo 
fundado en ley anterior al hecho del proceso' 9 . Pág. tól. 

Defensa en juicio. — El articulo 18 «le la Constitución Na- 
cional no tiene otro alcance que garantir al litigante la 
la libertad de defensa |K>r si. y cuando se trata de ha- 
cerlo por terceros, las leyes pueden determinar las con- 
diciones que éstos deben reunir para desempeñar las 
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funciones de defensores, como también las circunstan- 
cias a que se halla subordinada su intervención. Pá- 
gina 74. 

Desalojo. — La acción de desalojo procede contra el que 
ocupa un inmueble a titulo de locatario, el que no puede 
negarle a restituirlo al vencimiento del término de la 
locación. Página }0o. 
Domicilio. — Dclx? considerarse como el último domicilio de 
la causante a los efectos de declarar la competencia del 
juez que ha de conocer en su sucesión, el lugar en que 
se afirma en la acta de defunción, de haber estado aqué- 
lla ílomiciliada. en un caso en que esa circunstancia se 
halle corroborada jnir la de que todos los pretendientes 
a la herencia que se dicen hijos de la causante, resi- 
den en el mismo lugar, y en <jue los testip>s que depo- 
nen lo contrario, no dan razón de su creencia y sólo re- 
sulta de sus dichos que aquélla residía altcmathwuente 
en el lugar de su fallecimiento y en donde éllos decla- 
ran que tenia su domicilio. Página 131. 
Domicilio. — La traslación del causante de la sucesión a la 
Capital Federal ton el objeto de asistirse de la enfer- 
medad de que falleció, no es prueba de que tuvo el áni- 
mo de cambiar el domicilio que tuvo hasta poco antes 
de su muerte, acreditado ¡por documentos públicos y 
declaraciones de testigos. Página 170. 
Domicilio. — Véase Prueba del último domicilio". 
Dominio (su adquisición». — Las leyes que regian en la Re- 
pública antes de ponerse en vigor el actual Código Ci- 
vil, no autorizaban la transmisión de la propiedad |>or 
el sólo efecto del contrato, por lo que era indispensable 
la tradición efectiva de los inmuebles donados para la 
adquisión del dominio: constituyendo lo establecido en 
la ley 8, título 30, partida 3/. una excepción al prin- 
cipio general, que obliga, por lo mismo, a interpretarla 
restrictivamente: además de que dicha ley concuerda 
con la L. í. C. De DónártonibHs cuya aplicación 
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debía limitarse a los casos en que la remisión cíe los 
títulos se efectuaba en pnesencia de la cosa donada, lo 
que no ocurre en el caso de autos. Página ¡299. 

Dominio (en caso de expropiación), — Tratándose de un 
inmueble adquirido para fine- de utilidad pública y en 
virtud de expropiación autorizada por ley y convenio 
con el expropiado, su dominio pasa a la Nación, aún 
cuando no se hubiera otorgado escritura pública. Pá- 
gina 360. 

Donación (su revocación». — Tratándose de terrenos entre- 
gados voluntaria y espontáneamente i>or sus dueños al 
Gobierno de la Nación con fines de utilidad pública y 
sin reserva alguna yor parte del donante, no es lin requi- 
sito necesario y esencial para su existencia y validez el 
otorgamiento de una escritura pública i>ara que la do- 
nación se perfeccione cuando la tierra objeto de la dona- 
ción ha sido entregaila voluntariamente como se ha di- 
cho, después ele ser aceptada j*>r un decreto del gobier- 
no como donatario. 

•No tienen aplicación las disposiciones de los articu- 
los 1.849 y 1.850 del Código Civil en un caso en que 
aceptada por el Gobierno Nacional, mediante el respec- 
tivo decreto una donación de tierras con destino a la 
instalación de una Escuela Práctica de Agricultura, y 
recibida la posesión definitiva de las mismas, se proce- 
dió, para su funcionamiento, a levantar diversas con?- 
trucciones e instalaciones en que se invirtió aproxima 
damente la suma de ciento veinte mil pesos, y se nombró 
el cuerpo de profesores y el personal necesario para 
que funcionase la escuela; máxime, cuando, por otra 
}>arte, no se estab' ció un plazo determinado dentro del 
cual debiera ésta funcionar. Página 91 . 

Donante, facción contra el) — No habiendo el donatario ni 
sus sucesores adquirido el dominio, la acción contra el 
donante no nace de la enajenación a terceros de la cosa 
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clonada, sino de la obligación de escriturar, éstas, que 
nace juntamente con el derecho correlativo «le exigir su 
entrega, en el momento mismo de la donación. Pág. 399- 

t 

E 

Escrituración de tierra fiseal. — Corres|>ondc el rechazo de 
una demanda contra la Nación |*>r escrituración de tie- 
rra fiscal, si el actor no logra comprobar que lia cum- 
plido con las obligaciones contraídas e impuestas j>or la 
lev resistiva. el caso, la número 4.107 ». fa- 

gina ¿80. 

Existencia y alcance de las leyes locales qué organizan su po- 
der judicial v reglan los procedimientos. — Véase "Re- 
curso extraordinario**. 

Extradición, — lis ímptinredente mía extradición solicitada 
¡>or el Cobiernó de los listados Unidos del Brasil, en 
que, además de no haberse llenado los requisitos exigi- 
dos por el articulo 652 del Código de Procedimiento* 
en !o Criminal no hay pruebas concluyentes que per- 
mitan establecer la identidad del requerido. Página 105. 

lixtradición. — Procede la extradición solicitada por el minis- 
tro diplomático tic la República de Bolivia, de un pro- 
cesado ante los tribunales de dicho i>ais. en que se ha 
presentado copia legalizada tle la ley j>enal corrcs¡>on- 
dientc y «leí auto que admitió el j>cdtdo de detención 
del |iresimto delincuente y demás antecedentes a que se 
refiere el inciso 3." del articulo 19 del Tratado de De- 
recho Penal Internacional suscripto en Montevideo. Pá- 
gina aoo. , 

lixtradición. — Cuando la documentación con que se «olicita 
una extradición es presentada |*>r la vía diplomática, 
su autenticidad es indiscutible. 

Procede la extradición de un súlidito italiano por el 
delito de estafa imputado al requerido, en un caso en 
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que han sido llenados los tres requisitos determinados 
en el artículo 12 de la Convención celebrada con el Rei- 
no de Italia el 12 «le Junio de 1886 (articulo 048 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal), o sea. el man- 
dato «le prisión u otro acto equivalente, con la desig- 
nación exacta y la fecha del delito. Página $77- 

Extradición. — Es procedente la extradición de un ciudada- 
no boliviano, solicitada j>or las autoridades de la Repú- 
blica de Uolivia. en un caso en que aparecen llenados los 
requsitos exigidos |>or los artículos H>. 21 y 30 del Tra- 
tado de Derecho Penal Internacional vigente entre aqué- 
lla y esta república. Página 4.V>. 

• 

r 

Falta efe acción. (excepción). — La excepción de falta de ac- 
ción opuesta como defensa general al contestarse la de- 
mancla. es de carácter perentorio, cuando importa nega- 
ción del derecho que se redama como materia princi- 
pal ilel pleito, y su resolución dcl>c ser previa al de la 
prescripción, dado que ésta tiene por admitida la exis- 
tencia «leí derecho y sanciona su |»énlida, por excepción, 
en virtud de circunstancias que la ley determina al 
efecto. Página 404 • 

Falta de personería. — La falta de personería fundada en 
la inexistencia y la nulidad del titulo qué invoca el «le- 
mandante, o sea, en el caso, la cesión de derechos, es. 
en rigor, falta de acción. Página 404. 

Ferrocarriles. — Véase "Daños y perjuicios". 

Frutos chiles, (indemnización». — Ocupadas |x>r un parti- 
cular dos fracciones de terreno de propiedad de la Na- 
ción, de las cuales una sola por convenio de partes, no 
es dudosa la obligación de aquél de indemnizar a ésta 
por los frutos civiles que habría podido producir la co*a 
usufructuada, tomando como base para esa indemniza- 
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ciónj el valor locativo convenid»» para la fracción arren- 
dada. I'ágina Í7Í. 
Fuero Federal por razón d% las personas. — Véase "Juris- 
dicción". 

G 

Garantía constitucional de no poder ser obligada a declarar 
contra si mismo. — La sola circunstancia de citársele al 
prevenido para sfef indagado. m> puede importar la vio- 
lación del precepto constitucional de «pie nadie puede 
ser obligado a declarar contra si mismo. Página i66. 

Garantía constitucional. — Véase. "Inviolabilidad de la de* 
tensa". 

H 

Honorarios de los funcionarios del ministerio fiscal. — F.l 
precepto «leí artículo 70 de la ley número 4.933 míe au- 
toriza a los funcionarios del ministerio fiscal para per- 
cibir honorarios causados en juicios de contrabando, es 
de carácter excepcional y su aplicación delw limitarse, 
en consecuencia, a las casos ¡expresamente señalados, 
gilí <|iie sea permitido extenderla, por vía de interpreta- 
ción análoga, a incidencias del juicio criminal, como e* 
la cuestión ríe previo y especial pronunciamiento arti- 
culada en el mismo. Página 425. 
Gqstás de conservación. — Véase "Almacenaje y eslingaje 
(servicios de)". 

1 

Impuesto de sello. — Kl Banco Hipotecario Nacional no pue- 
de ser obligado a (pie «pague el sellarlo a que se refiere 
el articllo 32 de' la ley orgánica número 8.172, aunque 
se diga que es a cuenta del deudor. 1 En el caso, el pago 
gravitaría sobre el mismo Hanco por arrojar la liqui- 
dación un saldo en contra «leí deudor) Página 139. 
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Impuestos hitemos, (defraudación de); — Véase "Nulidad 
dfe actuaciones". 

Incendio. — Véase "Daños y perjuicios** 

I nconstitucionalidad ^de /rvr j rfr impuestos locales. — La 
constitucíonalidad o ¡nconstitucionalidad de las leyes «ie 
impuestos locales, debe juzgarse del punto de vista de 
su aplicación al caso que origina el juicio. Ingina 29. 

1 nconstitucionalidad de la ley de la provincia de Entre Ríos, 
estableciendo el impuesto de tablada. — Las provincias 
pueden gravar el acto directo de la venta de sus pro- 
ductos en él momento en <|iie la transacción se celebra, 
como un acto de comercio, pero 110 cuando la extrac- 
ción del producto se efectúa a nombre del dueño mis- 
mo y sin que medie transacción. 

La libertad de circulación territorial no es en mane- 
ra alguna la libertad de circulación 0,11c forma la liase 
del comercio y <jue tiene por fines las trasacciones. actos 
y contratos y con el objeto de adquirir y transmitir las 
las cosa- sujetas al comercio de los hombres. 

Para que un impuesto «e diga establecido con motivo 
de la extracción de productos de una provincia, basta 
que él se exija en el acto de esa extracción. 

Kl impuesto de tablada de ta ley de la provincia de 
Entre Kios. número 2.189. y la dé reforma de é-ta. nú- 
mero J.50S. exigido y pagado al efectuarle la extrac- 
ción de haciendas a otra provincia y con motivo de es« 
extracción es \iolatorio riel articulo 10 de la Constitu- 
don Nacional y precede, en consecuencia, su devolu- 
ción. Página 

¡nconstitucionalidad de impuestos provinciales. — Véase ' Ju- 
risdicción originaria'*. 

Instrumento auténtico. — Véase "Actuaciones de lo- expc- 
dientes administrativos". 

Intereses. — No procede el cargo de intereses de^dc h inicia- 
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ción de la gestión administrativa para el cobró de la 
deuda, pues aquélla no constituye en inora a la Nación, 
dado que sólo significa el cumplimiento del precepto ¡ti. 
dispcnsable para la acción judicial a efecto de que se de- 
cíase el reconocimiento del derecho que se pretende. Pá- 
gina 77- 

intereses. — El tetíbo del capital |x>r el acreedor, sin reser- 
va alguna, sobre los intereses, extingue la obligación del 
deudor resjwcto de ellos (articulo b24 del Código Ci- 
vil'». Página 440. 

Inviolabilidad de la defensa. — La cláusula de un contra, 
to volumariainente celebrado que fija un domicilio, para 
el cumplimiento de las obligaciones que contrae el deu- 
dor, no es contraria al articulo 17 de la Constitución ni 
ataca la inviolabilidad de la defensa. — Página 315. 

J 

Jurisdicción. — Corres|M>ndc a la justicia federal el conoci- 
miento de una demanda por daflos y perjuicios deduci- 
da contra una enupresa de ferrocarril, fundada en el 
artículo 50 A del Reglamento General de Ferrocarriles 
y artículos ix66 9 1.067. i-<>68 Jf lohí > Y coftcfrrdantes 
del Código Civil y ijSa y 190, y concordantes del Có- 
digo de Comercio. (El actor no invocó ni se fundó en 
la violación de un contrato de transi>orte. -no en el acto 
ilícito de contravención a una disi>osición reglamenta- 
ria |*>r jKirte de empleados del ferrocarril que le oca- 
sionaron perjuicios: violación que sirvió de fundamen- 
to a tina resolución administrativa, declarando que la 
empresa habia infringido lo dispuesto por el articulo 
50 Á del Reglamento General de Ferrocarriles». Pá- 
gina 10. 

Jurisdicción. — listando implícitamente indicado por la na- 
turalcza de la obligación y por la conducta de los con- 
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tratante?, el lugar del cumplimiento ele un contrato, al juez 
de <Üchí> lugar y no al del domicilio del demandado, co- 
rresponde el conocimiento de una demanda sobre cum- 
plimiento de aquél* el <|ue por otra i>arte, fué firmado 
y tuvo principio de ejecución en el expresado lugar. 
Página 3& 

Jurisdicción. — Para determinar la com|>ctcncia de los tribu- 
nales federales por razón de las personas sólo del>c aten- 
derse a las que figuran en los autos como partes direc- 
tas sin tomar en cuenta el interés que otros pueden tener 
en el resultado del pleito. Kn consecuencia, carece <le 
a|>lkaci<»n lo dispuesto por el artículo 14 de la ley 4& 
en un caso de ejjecueión de una letra de camino firma- 
da i»or un extranjero y dos argentinos, promovida por 
otro argentino contra el primero: l»or lo que es aplica- 
ble lo dispuesto por el articulo too de la Constitución 
y j:\ incico 2." de la referida ley. Página 45- 

Jurisdicción. — La demanda que no se dirige contra sucesión 
alguna, sino contra una persona determinada, no corres- 
]H>nde al juez de la sucesión. 

Los juicios por rendición de cuentas, aún cuando se 
promovieran |>or una testamentaria, no son de los que 
con arreglo al artículo 3.284 del Código Civil corres]*ni. 
den al juez de la sucesión. Página 50. 

Jurisdicción. — Puestas de acuerdo las partes |>ara que el 
juicio principal de rt |>onsabili<lad por abordaje sea ven- 
tilado ante los tribunales del Almirantazgo Inglés, no 
bay caso que pueda motivar un pronunciamiento judi- 
cial sobre la cuestión de jurisdicción sometida a los tri- 
bunales federales del país. Página 86. 

Jurisdicción. — Corresponde a la jurisdicción federal el co 
nacimiento de tina causa por cobro de jwsos, como sal- 
do de venta «le un buque destinado a la navegación en- 
tre ¡mertos de la re|ntblica y extranjeros. Página 117. 
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Jurisdicción. — Corresponde a la justicia federal el conocí- 
miento de una causa por cobro de arrendamiento de 
una lancha destinada al comercio entre puertos interio- 
res de la República y el de .Montevideo, y de despacios 
y precio de algunos útiles y enseres suministrados para 
la misma ( l'ltima parte del inciso lo. articulo 2:',' ley 
número 48». Página 119. 

Jurisdicción. — So cofresppndé a la justicia militar, sino a 
los tribunales federales, el conocimiento de un proceso 
seguido contra un particular como presunto encubridor 
del delito de hurto y empeño de arma- de la Nación, 
cometido j>or un conscripto, ['agina 233. 

Jurisdicción. — Las acciones por cobro de un crédito hijKite- 
enrio contra una sucesión no entran en la disposición 
del inciso 4." del articulo 3.284 del Código Civil. Ku 
consecuencia el conocimiento de una demanda i»or co- 
bro de un crédito hipotecario corresjH>nde al juez de! 
lugar donde se halla el bien hipotecado, fagina 239. 

Jurisdicción. — Para determinar la competencia de los tribu- 
nales federales por razón de las persona.*, sólo debe 
atenderse a las que figuran en los autos como partes di- 
rectas, sin tomar en cuenta el interés que otros puedan 
tener en el resultado del pleito. Kn consecuencia carece 
de aplicación la dispuesto en el artículo 10 de la ley nú 
mero 48, en el caso de una demanda i»or reivindicación 
deducida j*»r un argentino, en el carácter de exclusivo 
propietario del inmueble, contra otro. Vecino de distinta 
provincia, aún cuando la sentencia recurrida considere 
a aquél, sin hatorlo pretendido, condomino con otras 
personas, que no figuran en los autos como partes. Pá- 
gina 251. 

Jurisdicción. — Tratándose de una acción conjunta de acree- 
dores adjudicatarios de los bienes de un concur-o. que 
no se lian constituido en sociedad anónima, para que el 
conocimiento de la causa corrcsjionda a la justicia na- 
ctpnal por razón de las jwrsonas. es menester que sean 
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ciudadanos argentinos vecinos de distinta provincia de 
la de! demandado, todos los acreedores en cuyo nom- 
bre se haya promovido la demanda. IVigina 270. 

Jurisdicción. — Corresponde a la justicia defcral el conoci- 
miento de un proceso ]X>r luirlo de barreras pertenecien- 
tes a la Defensa Agrícola. Mistos bienes pertenecen al 
Gobierno de la Nación». I Vigilia 320. 

Jurisdicción. — La ley 8.880,. que organizó la dirección de las 
Obras de Salubridad de la Capital, denominándolas 
Obras Sanitarias de la Nación, no fes quité a éstas el 
carácter de institución local que tenían y. |xjr lo tanto, 
la casa que ocupa dicha institución, al igual que la- de- 
más dependencias de la misma, np tiene la condición de 
uno de esos establecimientos a que se refiere el articu- 
lo Í17. inciso -7 de la Constitución y articulo 5.'*, ¡ricfc 
so 4." de la ley 4S; por lo que. corresjxinile a la justi- 
cia local el conocimiento de una causa |*>r defrauda- 
ción en perjuicio de dicha institución. Página 323. 

Jurisdicción. — Corresponde a la justicia federal el conoci- 
miento de una demanda contra la Caja Nacional de Ju- 
bilaciones y Pensiones, que. en lo substancial, tiene por 
objeto dejar sin efecto una resolución general de dicTíh 
institución por la qué "dispuso prescindir de todos los 
mandatos y no pagar sino a los jubilados en tabla y 
propia mano". Tratábase de un caso regido por la ley 
especiai del Congreso, la número $349 y el decreto re- 
glamentario de la misma. Página 392. 

Jurisdicción. — Debe estimarse como uno de los actos com- 
prendidos en el articulo l." de la ley número ¿.<>52. i' 
ipjpy lo que no es necesaria la venia del Congreso para 
demandar a la Nación |»or cobro de precio o indemni- 
zación, estantío acreditado haber;*! cumplido las exi- 
gencias de la referida disposición legal, el de ocupación 
ix>r parte del Gobierno de un lote de terreno, sin el re- 
quisito de la expropiación a que estaba autorizado por 
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ley, considerándose dueño del mismo y entregándolo, en 
tal concepto, a un empresa particular. Página 
Jurisdicción. — U excepción de inconrpetencia de la justicia 
nacional fundada en i|üé, tratándose de una acción so- 
lidaria. no se lia demostrado que el fuero competa a 
todos los titulares de ella, es improcedente en un caso 
en que el actor limita >u reclamo a al parte indivisa <|ue 
alega twrtenecerlc. dado que el fuero no puede eom- 
prender ni excluir a los que no intervienen en el juicio, 
aún cuando el resultado del mismo pudiera Ivnericiar- 
los. Página 349. 
Jimsdkcción originaria, — lis principio consagrado legal y 
doctrinariamente, que a la justicia federal no le es permi- 
tido decidir cuestiones aloradas, ni juzgar de la in- 
constitucionalidad de una ley o decreto sino cuando se 
trata «le su aplicación a un caso contencioso; habiendo 
establecido, además, la jurisprudencia de la Corte Su- 
prefija* que la cóhstitucioitaKdad de los impuestos pro- 
vinciales no puede ser traída a su cotwdniiento sino en 
los casos en que tales impuestos se Mn pagado con la 
protesta consiguiente. En consecuencia, no correspon- 
de a la jurisdicción originaria de la. Corte Suprema el 
conocimiento de una demanda por ineonstitucionalidad 
de un decreto de la provincia de Buenos Aires, decla- 
rando sujetas al pagó fie los impuestos que determinan 
las leyes de la misma a determinadas casas de comer- 
cio, en un caso en que no hay constancia de que las di<- 
jM>siciones del aludido decreto se hubiesen hedió efec- 
tivas y que esas hubieran pagado los impuestos. Pá- 

K ina '.v- .... 
Jurisdicción orujinaria. — No c»rre-<pnnde a la jurisdicción 

originaria dé la Corre Suprema el conocimiento «le una 
demanda contra una provincia, dirigida a obtener que 
se declare la ineonstitucionalidad de las leyes y la nu- 
lidad de los procedimientos de un juicio en virtud del 
cual se les privó a los demandantes de la posesión V 
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del dominio de un inmueble de que eran dueños, y a la 
vez la reivindicación del mismo para que se les abone 
su precio, intereses y daños y i*rjuicios de la deípose- 
sión. (Se irala de un juicio radicado .inte los tribuna- 
les locales en donde debía substanciarse y fenecer; ar- 
ticulo 14. ley 4X. y cuya jurisdicción, para conocer de la 
materia de aquél, no se desconocía >. Página 288. 

Jurisdicción orUjinaria. — Ka reserva de derechos solicitada 
subsidiariamente Jpbr el actor para ser papado con pre- 
ferencia a otros, de fondos |>ertenecientes a otro juicio, 
es una cuestión que 110 corresjwnde resolver a la Corte 
Suprema sino al juez de dicha cau>a. como incidente de 
la misma. Página 404. 

Justicia federal. — Véase "Jurisdicción originaria". 

Justicia federal. 1 su incompetencia 1. — Véase 'Jurisdicción". 

L 

La Xación; su responsabilidad fuera de las relaciones con- 
tractitales. — Véase "Daños y perjuicios". 

Leyes de fieras, de la provincia de Santa Fe. — Del contexto 
y espíritu de las leyes de 1871, i87*j y 1HS4. de la pro- 
vincia de Santa Fe. al mantener a reglamentar los be- 
néficos acordados por la ley de 1865» a ,os ""'«ares que 
hicieron la campaña del Paraguay, sólo tuvieron en vis- 
ta el interés de aquéllos que expusieron su vida al ser- 
vicio del país durante una cruenta y prolongada guerra 
o el de las familias «le los jwrccieron en ella, y no el de 
los acaparadores de las tierras que no habían compro- 
metido la gratitud de la provincia y que por el contrario 
desvirtuaban en mía forma los propios que inspira- 
ron la ley de donación. Página 299. 

Litis pendencia. — Se encuentran llenadas las condiciones de 
la lilis pendencia en un caso en que. además de haber 
identidad de cosa y de objeto, el requisito de la identi- 
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dád (le perSOtía ste halla determinado por la identidad de 
derechos por derivar todos do un sólo título, insepara- 
ble de ambos pleitos. Página 3$. 

N 

Nulidad de actuaciones. — No procede la declaración de nu- 
lidad de lo actuado, por aplicación de lo dispuesto por 
los artículos ¿7 y ¿8 de la ley 3.764, en un caso en que 
apelada i>or e! particular la resolución del Admini>tra- 
dor de Impuesto- Internos que le iníponia una imilla, 
este le concedió el recurso para ante la justicia federal 
haciendo constar expresamente que el recurso fué enta- 
blado dentro del término lega!, sin que los representan- 
tes del fisco en primera y segunda instancia formula- 
sen reparo alguno sobre el particular. Página 102. 

Xulidad de los fróccdifámtÚS y resoluciones de los tribuna- 
les de provincia. — La nulidad de los procedimientos 
y resoluciones de los tribunales de provincia, dentro de 
su comj»eteneia. sólo puede ser declarada por los mis- 
inos, en virtud de recursos legales directamente inter- 
puestos ante ellos, .y mientras esto no se verifique y los 
actos y procedimientos se hallen en vigor en la provin- 
cia, dichas resoluciones y procedimientos deben ser te- 
nidos i*>r válidos y surtir los mismos efectos en toda 
la república. 

El examen de los procedimientos, seguido- ante los 
jueces locales, en ejercicio de una jurisdicción indinen, 
tula, y la declaración en su cas*», con motivo de una de- 
manda ordinaria, de que ellas han sido contrarias a la 
ley provincial que determina los derechos y responsa- 
bilidades de los litigantes y la modalidad de los juicios, 
importaría una revisión de los procedimientos de dichos 
jueces y seria inconciliable con el precepto constitucio- 
nal del articulo 105 de la Constitución. Página 288. 
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Papel sellado. — Véase " Impuesto <lc sello". 

Perención de instancia. — El articulo 7." ele la ley 4- 5?° cs 
de perfecta aplicación a una causa en que consentida 
la sentencia en que "se declara haber lugar* a la ex- 
propiación y se ratifica la jiosesión acordada", transcu- 
rre el término fijado en el articulo i." de la referida ley. 
sin haberse practicado otras diligencias que las tendien- 
tes a la ejecución de sentencia, como el nombramiento 
de peritos y otras de la misma naturaleza. Página 17. 

Perención de ¡nstaneia. — Paralizada una causa durante el 
término establecido \\or el articulo i." de la ley 4.559, 
procede declarar obrada la caducidad de la infancia. Pá- 
gina iS. 

Prescripción liberatoria. — Ka prescripción lil>erati>ria apli- 
cable a una acción |>ersonal tendiente a obtener la re- 
paración de los perjuicios irrogados por falta de cum- 
plimiento de la obligación de entregar un inmueble, es 
la general que establece el articulo 4.02$ del Código Ci- 
vil, que. en el caso debe tomarse como punto de partida 
de ella, las fechas de los títulos de donación, dado que 
desde entonces los beneficiados pudieron reclamar la en- 
trega efectiva de la cosa y quedó c\|>cd¡ta su acción 
jKira olHener el cumplimiento de las obligaciones con- 
traidas ¡jM>r el donante o las indemnizaciones a que bu. 
biere lugar. Página 29". 

Privilegio especial. — Véase "Almacenaje y eslingaje fser- 
vicios de ) . ■ 

Prueba del último domicilio. — La prueba del último domi- 
cilio «leí difunto, resultante de la partida de defunción 
corroborada por la información de testigos y declara- 
ción de un escribano, público, de existir en su registro 
dos escrituras feebadas en el año en que falleció el cau- 
sante en las cuales éste aparece manifestando ser veci- 
no del de|»artaniento en donde murió, no puede desvir- 
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tuaráe por la simple declaración de dos testigos que ase- 
veran qué el causante tuvo siempre su domicilio en otra 
parte, encontrándose accidentalmente en el lugar de su 
fallecimiento. Página 276. 
Prueba Pericial. — La pertinencia q impertinencia de una 
prueba pericial no puede ser apreciada durante el tér- 
mino de prueba, y no habiendo razón para privar de ella 
a la parte que la solicita. corre>i>onde su realización, 
Pagina i<v- 

Prueba testimonial. — Si bien el criterio para apreciar la prueba 
testimonial deÜC *cr. en general, restrictivo cuando los 
testigos tienen tachas relativas, tal restricción, no puede 
llevarse hasta negarle toda \alklez. cuando de otras de- 
claraciones no tachadas y de los demás antecedentes <ie 
ios autos se induce la verdad de táies testimonios.. Pá¿ 
gina 105. 

R 

Recursos de apelación y nulidad, (articulo 4." ley 4.053 l. — 
Lo dispuesto en el articulo 4" de la ley 4.055. se refie- 
re a las recursos de ablación y nulidad concedidos con- 
tra las sentencias pronunciadas en causas criminales,— 
articulo y de la ley número 4.055. — >' 110 a ) «tnipr- 
dinarto que autoriza el articulo 6." de la misma. Pá- 
gina 10. 

Recurso de queja, — Véase "Recurso extraordinario". 

Recurso extraordinario. — Xo ¡puede ser revisada ])or la Cor- 
te Suprema una sentencia de la Suprema Corte de la 
provincia de Buenos Aires, que sin tomar en considera- 
ción cláusula alguna de la Constitución, tratado o ley 
del Congreso, se limita a desechar el de inconstitucio- 
nalidad deducido para ante ella y a declarar bien apli- 
cabas las leyes lócale». 

La Suprema Corte de la provincia de Buenos Aires, 
un es. en lo local el tribunal d< '''tima instancia a que 
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se refiere el articulo 14 ele la ley 48. sino las Cámaras 
d¿ Apelaciones 

El término fijado |x>r el articulo 208 de la ley 50 den- 
tro del que debe deducirse el recurso extraordinario, 
no puede considerarse suspendido por los recursos in- 
terpuestos ante la Corte provincial; Página 5. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48. contra una sentencia que sv 
funda en la conclusión de hedió de que "la parte que- 
liante no ha ofrecido la prueba completa y necesaria 
que la ley requiere |>ara condenar en causa criminar*. 

Xo basta la circunstancia de haberle fundado un 
derecho en una ley especial del Congreso jwra que la 
catira pueda dar lugar a la instancia extraordinaria au- 
torizada ]>or el artículo 14 de la ley 48 y 6." de la 4-°55» 
sino que. además, es neecsario, — entre otros requisi- 
tos. — que la denegación del derecho tenga como fun- 
damento la interpretación de la ley especia! en que se 
fundó ese derecho, y no una cuestión de hecho. Pág. 10. 

Recurso extraordinario. — Está fuera del alcance del recur- 
so extraordinario del articulo 14, ley 48. una resolución 
de una Cámara Federal que se limita a declarar que 
aunque el caso debatido respecto a la redición del pa 
peí sellado resulta ser de la jurisdicción federal, como 
lo sostiene el inferior, en cuanto al fondo ese aunto no 
es recurrible para ante ella, atento lo dispuesto en el ar- 
tículo 45 de la ley 10.361. por 16 que se declara nial con- 
cedido el recurso. Página 12. 

Recurso extraordinario. — Un auto de sobreseimiento pro- 
vi>iona1 no tiene el alcance de una sentencia definitiva 
a los fines del recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48 Página 37. 

Recurso extrordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48. contra una resolución fun- 
dada en una conclusión de hecho y de prueba, cual es la 
% de qtie "no se ha demostrado que el Capital social sea 
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de «wo pesos", indépetidiéiite de la inteligencia qtíe pue- 
rta atribuirse al precepto de la ley «le sellos, en epíé el re- 
currente fundó la apelación deducida. Página 43. 

Recurso extraordinario. — No existiendo el lucho en que se 
basa un recurso de queja j>or apelación denegada, ínter- 
puesto contra una resolución que *c pretende violatoria 
de una garantía constitucional, procede el rechazo de la 
queja deducida, fagina 53. 

Recurso extraordinario. — No tiene el carácter de senten- 
cia definitiva a los fines del recurso extraordinario del 
artículo 14. ley 48. una resolución que diseñe que el 
cobro de tonorarios judiciales deba reclamarse ante el 
mismo tribunal que conoció del juicio en que fueron 
cansólos. 

Toda cuestión acerca de la existencia y alcance de las 
leyes locales que organizan su jioder judicial y reglan 
los procedimientos, debe ser resuelta por los tribunales 
qiie conozcan legítimamente del pleito o proceso, sin re- 
curso ulterior para ante la Corte Suprema, fuera de los 
casos extraordinarios previstos en el articulo 14 de la 
ley 48, «V-. de la 4.055 y articulo 22 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal. 

Xo son rcvisibles por la vía del recurso extraordina- 
rio, las decisiones de los tribunales locales en cuanto des- 
lindan la competencia de sus propios jueces. (En el 
caso la resolución recurrida se limitó a decidir que el 
cobro de honorarios judiciales debía reclamarse ante el 
mismo tribunal que ha conocido del juicio en que se 
lian causado). Página 55. 
Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordi- 
nario autorizado \m los artículos 14. ley 48 y o\° ley 
4.055. contra resoluciones de mero trámite que nada 
resuelven sobre la procedencia o improcedencia <le la ex- 
tradición o de los medios de defensa opuestos contra 
ella. (S¿ <leclaral>a improcedente el nombramiento de 
un apoderado y bien denegada una apelación con arre- 
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glo a la ley de pix^dmiientps en ló criminal); Pá- 
gina 74. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordina- 
rio <lcl articulo 14, ley 48. contra una resolución qiié 
desconoce el principio del articulo 32 tle la Consthu- 
ción Nacional, según el cual es de jurisdicción exclu- 
siva de las legislaturas <le provincias dictar las leyes pa- 
ra reprimir los abusos de la libertad de la prensa Pa- 
gina 121. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extrao! li- 
naria del articulo 14. ley 48. fundado en la parte del ar- 
tículo 18, de la Constitución Nacional, que garante a 
todos los habitantes de la Nación el derecho de ser juz- 
gados \*>r sus jueces naturales, contra una resolución 
qué se limita a resolver cuál de los tribunales de tina; 
provincia es comitente .para entender en el proceso, 
punto regido |K>r la Constitución y leyes provinciales. 
Página 133. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del artículo 14. ley 48, contra una resolución denegatoria 
del fuero federal pronunciada en juicio de desaloja- 
miento. 1 Las decisiones en juicio de esa naturaleza SOti 
inapelables, con arreglo al articulo 592 del Código de 
Procedimientos de la Capital). Página 135. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
«leí artículo 14. ley 48, contra una semencia que desco- 
noce la exención de una obligación sostenida |xir el Ban- 
co Hipotecario Nacional invocando el articulo 32 de la 
ley orgánica del mismo, número 8.172. Página 139. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso ext^aordi<* / 
nario del articulo 14. ley 48, contra una sentencia que 
niega el registro de una marca, no porque atribuya a 
la ley respectiva inteligencia distinta de la que le da el 
recurrente, sino en razón de que esa marca puede dar 
lugar a confusiones, conclusión ésta «le hecho que no 
da lugar J recurso. Página 155. 
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Recurso extraordinario. — La interpretación y aplicación de 
la lev 8.890. destinada a regir en la Qapital y territo- 
rios nacionales, no autorizan el recurso extraordinario 

del articulo 14. ley "ümero 48. 

La cuestión de si los certificado* de accione? son sim- 
ples documentos rq>resentativos o constituyen valore- 
por si mismos, y por tanto « susceptibles de graváme- 
nes impositivos, deben resolverse por los principios del 
derecho común, y es. pQt consiguiente, extraña al ex- 
presado recurso. Página 163. 
Recurso extraordinario. — Xo tiene carácter de definitivo a 
los fines del recurso extraordinario del artículo 14. ley 
48. un auto que resuelve una mera incidencia sobre nu- 
lidad de procedimiento. Página i6í>. 
Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario contra una resolución pronunciada en juicio eje- 
cutivo, que según la misma, deja siempre al demandado 
para su más amplia defensa, expedita la vía ordinaria y 
que no tiene el carácter de definitiva. 

El término dentro del cual debe interponerse el re- 
curso extraordinario o el de hecho en caso, corre des- 
de que se notifica la sentencia definitiva, y 110 se sus- 
penden por los recurso* que se entablen ante otros tri- 
bunales locales sin competencia para admitirlos y subs- 
tanciarlos, según la inteligencia que éstos dan a sus le- 
ves procesales. Página 172. 
Raurso extraordinario. — So procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48. contra una resolución de- 
gatoria de un embargo preventivo, fundada en la apre- 
ciación de circunstancias probatorias en otro juicio, para 
aplicar disposiciones de carácter procesal. Página Ijf6. 
Recurso extraordinario. — So procede el recurso extraordi- 
naria del articulo 14. ley 4». en un caso en que tanto 
la sentencia del Juez de Primera Instancia como la de 
la Cámara, no han tomado en consideración ni rfeaél- 
to cuesión alguna federal, por haber sido formulada» 
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después del pleito y al interponerse el recurso para ante 
la Corte Suprema. Página 179. 
Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario «leí artículo 14. ley 48, contra tina sentencia que 
fu m latía en prescripciones del derecho común sobre la* 
responsabilidades del |M>rtcador. y relativamente al caso 
fortuito, desestima una demanda |>or <laftos y perjuicios 
sufridos con motivo del transporte de una mercadería. 
Página 204. 

Recurso extraordinario. — Es extemporánea a los fines del re- 
I curso extraordinario del articulo 14 de la ley 48, la 
invocación de preceptos constitucionales hecha con in- 
terioridad a la decisión recurrida. 

fip procede dicho recurso en un caso en que la ctie*. 
tipil discutida es si procede O no embargar bienes de 
una persona jurídica, asi calificada |ior el Código Civil, 
la que se afirma se halla exenta de embargo con arreglo 
a disposiciones del CY*lig« ► de Procedimientos . Pá- 
gina ¿06. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
naria del articulo 14. ley 4**. contra una sentencia que se 
circunscribe a examinar si hay o no en el sub lite, los 
requisitos legales dé la acción reinvindicatoria deducida, 
por la interpretación y aplicación del derecho común, 
sin que se haya cuestionado la inteligencia de la ley apro- 
batoria del tratado «le limites entre las provincias de 
Santa Fe y Santiago del listero. Página 209. 

Recurso extraordinario. — No tiene carácter de definitiva a 
los fines «leí recurso extraordinario del artículo 14, ley 
48. una sentencia que hace constar que no hubo pronun- 
ciamiento resjiecto de la defensa fundada en prescrip- 
ciones de la Constitución Nacional opuesta en juicio de 
apremio, entre otros motivos de orden procesal, porque 
tina disposición de la ley de apremio administrativo deja 
siempre libre al contribuyente sil acción por la vía or- 
dinaria. (Kilo importa decir que puede haber otro tri. 
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Imnal que en definitiva resuelva la cuestión propuesta 
sobre inconstitucionalidad ) . 

El recurso extraordinario es improcedente contra una 
sentencia fundada en las condiciones que caracterizan 
la cosa juzgada. Página ¿¿o. 

Ket -tirso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14, ley 48. contra una resolución fün« 
dada respecto al pago de servicio de aguas corrientes 
l>or el propietario de una finca, en la doctrina de un ar- 
tículo «leí Código CM\, ajena a dicho recurso. Pág. 250. 

Recurso extraordinario. — Li resolución que no hace lugar 
a un pedido de perenCión de la instancia, no reviste el 
carácter de definitiva, a los fines <lel recurso extraordi- 
nario «leí articulo 14. ley 4*- IVigina *>2. 

Kecurjso extraordinario. — No tiene carácter de definitiva a 
los fines del recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 4K. una sentencia en que se estahlece que la résota- 
ción a|M-lada no hace cosa juzgada, puesto que al inte- 
resadlo le queda lihre su acción |«ra reclamar jH>r la via 
ordinaria. 

lis improcedente el recurso extraordinario 1*0111 ra las 
las resoluciones en que los tribunales locales se limi- 
tan a fijar su propia jurisdicción «le ablación, con arre- 
glo a los precepto* de sus leyes procesales. Pág. 2(14. 
Recurso extntoriinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14, ley 4*. contra una resolución que 
no hizo lugar a un jn-dido de que se ilejara sin efec- 
to una multa jx>r infracción a la ley «le papel sellado 
número 10.361, fundado, no en dicha ley, sino que 
tal multa ya había si«lo pagada, cuestión ésta de liecho. 
extraña al referido recurso, y en que, "existiendo do* 
resoluciones que versan sobre la misma cuestión, es un 
principio <fc derecho, tratándose de penas, que debe es- 
tarse a la nm favorable para el que debe ser competido 
a cumplir con la ley", punto «le derecho, igualmente, ajeno 
al expresado recurso. Página 266. 
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Reclino extraordinario. — Nu procede el recurso extraordi- 
nario <lcl artículo 14. ley 48. contra una lesolución de 
un tribunal superior local, que se ¡imita a dedarrr la 
com'itucior^dad de una disposte: 'n 'Ir la lev proce- 
sal y a disponer que la causa sea devuelta al inferió! 
para la continuación de los procedimientos y decisión 
-obre el fondo del litigio, (es decir, que no hay senté» 
eia definitiva a los efectos del recurso extraordinario*. 
1 'agina 314. 

Recurso extraordinario. — Para la procedencia del recurso 
extraordinario del artículo 14. ley 48. es indispensable 
que en el pleito se baya |Miesto en cuestión una cláusu- 
la de la Constitución, tratado o ley del Congreso y «pie 
se baya resuelto en contra de la garantía, derecho o exen- 
ción fundador en la misma y que en la queja se expre- 
sen concretamente las disposiciones constitucionales que 
se dicen vulneradas. Página 315. 

Recurso extraordinario. — No tiene carácter «le definitiva a 
los efectos «leí recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48. una resolución que declara improcedente la acu- 
mulación de acciones de diversos demandantes, por apli- 
cación de una dis|>osición del Código <lc Procedimientos 
Página 319. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14. ley 48, cuando se ha desconocido 
la inteligencia de cláusulas de tratados internacionales 
y se ha pronunciado sentencia «lefinith* contra el de- 
recho fundado en * lias. Página 328. 

Recurso extraordinario. — Ks improcedente el examen y de- 
cisión de la cuestión federal planteada en una causa, 
cuando la sentencia de que se recurre coasigna un fun- 
damento de derecho común suficiente |*>r si sólo para 
sustentarlo. Página 345. 

Remrso extraordinario. — No hay lugar al recurso extraor- 
dinario fiel articulo 14, ley 48. contra una resolución 
que declara no haberse comprobado, a los efectos de la 
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pn>cc<kiK¡a «leí fuer«> federal, el extremo de poder ser- 
invocado éste, en el caso, por p contra todos los miem- 
bro* que constituyen la sociedad colectiva, que inter- 
viene en el litigio. I Decisión sobre un punto <le hecho que 
no puede ser revisado en la instancia extraordinaria», 
o I 'agina 358. 

Ranrso extraordinario. — La invocación «le una cláusula de la 
Constitución al interponer el recurso del articulo 14. fey 4*. 
es extemporánea a los fines «leí mismo. 

Xo proecile el expresa*» recurso, en un caso en que 
invocándose el articulo 58 de la ley de marcas de comer- 
cio y agricultura, el recurrente funda su falta «le re- 
|K>nsab¡l¡<lad en la no ejecución de «Jetcrmínados actos, 
y en su ignoraría de que los pnxluctos expendidos |>or 
él fuesen falsificadas, e interpuesto c«mtra una senten- 
cia basada en (pie «le «letenninado documento se des- 
prende la prueba «le que el querellado vcmlió a sabiendas 
los pnHluctos falsificados y actuó como eóni|>liec de los 
f áUiñcadorcs : conclusión de hecho, como las anterio- 
res y \njr consiguiente, no rcvisibles \*>r la Corte Su- 
prema en la instancia extraordinaria, que liasta |>or si 
sola para sustentar la sentencia a|*lada. Ingina ¿8«>. 

Recurso extraordinario. — Invocado por recurrente el articu- 
lo 70 de la ley 4-«A*3 V* n eximirse del |>ago «le honora- 
rios reguUwlos al representante del ministerio fiscal, pro- 
cede el recurso extraordinario «leí articulo 14. ley 4^< 
contra la sentencia «lcncgat«>ria del derecho fun«la«l«i en 
ai|tiella «lisposicii'm legal. Página 425. 

Rwnsacién. — l*as causales de recusación enuncia«las |x>r el 
articulo Ai. «»c»sos 4 5 % Y °° * ,a le - v * P^*^ 
miento* se refieren a las relaciones del juez con el liti- 
gante; no con el aljogado y a|>odera«l«> «le í»ste. y para 
qttc proceda la recusa«*ión fundada en la causal «le Odio 
o rcseiiiiiiitctU» 110 basta alegar deducciones : es necesa- 
rio invocar actos directos del recusado que l« mani- 
fiesten. 
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Na puede decirse que exista interés en las resultas 
«leí pleito j«»r haber suscripto la promulgación de una 
ley. discutida en la cansa, como no existe interés ni opi- 
nión comprometida por haber resuelto pleito análogos, 
['agina 182. 

Ixtimvidtcación. — Xo puede prosjwrar una acción reínvin- 
dicatoría que se funda en una cesión de derechos que el 
rédente 110 tenía ya, por haber sido ellos vendidos, con 
anterioridad, en pública subsista, en cumplimiento de re- 
soluciones judiciales dictadas contra él. Página 404 • 

h'esoleiones de los Tribunales provinciales. — Las resolucio- 
nes de los tribunales pro\ínciales dictadas dentro de su 
com|>etcncia. no pueden ser revisadas |>or los de la Na- 
ción sino en los casos del articulo 14, ley 48. y la repa- 
ciótl del agravio <¡uc aquéllas produzcan debe buscarse en 
los mismos, salvo cuando se hayan discutido cuestiones 
que puedan dan lugar al recurso extraordinario que 
autoriza la referida dis|HJSÍeión legal. Página 404. 

O 

Obras Sanitarias de la Xaeión. — Véase • JuriMlicci-Mi". 

1 

1 

p 

Prórroga de jurisdicción. — Knlahlada una causa ante la 
justicia provincial, la jurisdicción concurrente de ésta, en 
general, se entiende prorrogada aunque se haya decla- 
rado iucom|>etciitc |K>r considerarla de carácter admi- 
nistrativo o del fuero de otros tribunales de igual carác- 
ter local o se declarase nulo lo n i nado. Página 349- 

■ 

T 

Terreno de ribera, (su restitución al gobierno nacional). — 
Comprobado que un terreno de ribera fué adquirido por 
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ul (¡ohicrno <fc la Nación, procede su restitución par ti 
particular que la ucupa, seguido clcl |ngo del precio y 
Je la tradición. Página jto. 
Tratados, (cláusula <lc nación más favorecida». — Tratan 
dosc de concesiones otorgadas a otra nación bajo la 
condición de reciprocidad, jrnra poder invocar la clan- 
..tila de nación más favorecida es menester demostrar 
que la (pie la invoca se halla dispuesta a acordarla, 6 
que la haya acordado a su vez. Página 3¿8. 

V 

l'vitia </W totujrvso. (su necesidad». — Véase • Jurisdicción" 
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ferrocarril Oesle de /hunos Aítt'S »''/ iWtoS <"« A' Munici- 
palidad ¡ir La /'fula, sobre cobro de pesas. Kecitrsá de 
hecho. 

Sumario: i." Xo puede ser revisada ¡Mir la Corto Snpro- 
nía una sentencia «le !a Suprema Curie do la provincia 
ilc Buenos \ires que sin tomar en consideración cláusula al- 
guna do la Constitución, tratado o ley del Coujjreso. so 
limita .1 desechar el de ineoiMitiiciniialidail deducido pa- 
ra amo élla y a declarar bien aplicadas las leyes locales. 

J" 1.a Suprema Corte dé ia provincia do Unenos 
Aire>, no es, en lo local, el tribunal de Última instancia 
a que se refiere el artículo 14 de la ley 48. sino las Cá- 
maras de Ablaciones. 

,V Kl término lijado jxir el articulo 208 de la ley 
50 dentro del que debe deducirse o! recurso extraordi- 
nario, no puede considerarse subtendido por los recur- 
sos interpuesto-, ante la Corte* provincial. 

Casa: T.n explican las pieza* siguiente*:* 

l»KTAMi:\ OKI. Si:v<*K IMtiK I K \I«»K UCXKKAI. 

Ktienon Aire». Julio i*» de 1919. 

Suprema Cono : 

La Municipalidad do La IMala demandó en a la lím 

prosa del Kormcarril del Oeste de Kuenu* Airo* jnir cobro de 
|>esos en concepto do impuestos por extracción dé arena del 
municipio, que aquella balita efectuado. 

Rindo su acción en dis|N viciónos de la l-oy < >r#'uiica Mu- 
nicipal y «lo la ordenanza sobre impuestos municipales vi- 
dentes en aquella épOca. 

La Kmprcsa del ferroearril contestó que se negaba al 
psifto de lo reclamado, {»orque el impuesto o derecho que se 
pretendía cobrar no ora aplicable en ese caso y porque aun- 
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que lo fuera, ella había sido exonerada «le todo impuesto pro- 
vincia! o municipal durante veinte años por la ley provin- 
cial de 23 de septiembre de i8R»> y su decreto reglamentario 
de ló de Diciembre del mismo año. 

Sustanciada la causa, fué condenada la Km presa al pago 
dé la snma reclamada; sentencia que a su vez confirmó la 
Cámara f> de Apelaciones de La Plata. 

Esta sentencia definitiva de la Cámara, fué notificada a 
la Kmprcsa el r <? de Marzo de T918 ( fojas 251) y contra ella 
no dedujo en el termino fie cinco días que le acuerda el ar- 
ticulo 208 del Código de Procedimientos Nacionales, el re- 
curso «le apelación extraordinaria para ante V. R., autorizado 
por el artículo 14 de la ley 48. 

Dicho término no puede considerarle suspendido por los 
recursos interpuestos ante la Suprema Corte de la Provincia, 
porque dicho tribunal no es en lo local el de última instan- 
cia a que se refiere el citado artículo 14 (Fallos, T. 116, pág. 
■38) y |»rque el expresado término para apelar corre desde 
que se notifica la respectiva sentencia definitiva y no se sus- 
pende por recursos entablados ante otros tribunales locales, 
sin coiiqictcncia para admitirlos y substanciarlos, según la 
inteligencia que éstos dan a sus leyes procesales (Fallos, T. 
«03. pág. 191); 

Por tratarse pues, de una interposición extemporánea del 
recurso de apelación aludido, considero que éste ha sido bien 
denegado. 

Por lo demás, la cuestión resuelta es de carácter local 
y ha sido decidida aplicando disposiciones de carácter tam- 
bién loca!, sin que la empresa recurrente haya invocado ley 
nacional alguna «pie le exonere «leí impuesto que se le cobra. 

Pido |K>r lo tanto a V. R. se sirva declarar improcedente 
el recurso. 



José Nicolás Matienso 
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Buenos Aires, Agesto 7 de WI9. 

Autos y vistos: El recurso <!e queja jx>r apelación dene- 
gada interpuesto contra sentencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Provincia de Buenos Aires en los autos segui- 
<los por la Municipalidad de Ua Plata contra la Empresa 
•del Ferrocarril «leí Oeste de Buenos Aires Limitada, sobre 
cobro de impuestos 

Y considerando: 

Qiie áegún resulta de los autos venido* \*>r vía de infor- 
me la resolución de la Suprema Corte de al Provincia, que 
ha motivado la presente queja no contiene una decisión que 
autorice el recurso extraordinario establecido |x>r el artículo 
14 de la ley 48, desde que, sin tomar en consideración cláu- 
sula alguna «le la Constitución, tratado o ley «leí Congreso, 
se ha limitado a desechar el «le inconstituctonalidad deduci- 
do para ante ella y a declarar bien aplicadas las leyes locales 
á «|ite se refiere el fallo «le la Cámara «le fojas. 240. 

Que esa sentencia no puede ser revisada por esta Corte 
por cuanto está fundada en las leyes de la provincia que a 
aquel tribunal le corresjwmle interpretar y aplicar, y es por 
lo tanto ajena al recurso extraordinario con arreglo a lo rei- 
teradamente resue!to en casos análogos. Fallos, tomo 86, pá- 
gina 324; ni, página 274; 114. página 16, y 123, página 32. 
entre otros. 

Que por otra parte la sentencia «le la Cámara de fojas 
240 es definitiva como lo observa el señor Procura«lor Gene- 
ral, la «|ue fué tintineada a la Empresa del Ferrocarril con 
fecha 1." «le Marzo de 1918, diligencia de fojas 251 vuelta, y 
contra ella no se ha deducido dentro del término fijado por 
el artículo 208 de la ley de procedimientos nacionales el re- 
curso extraordinario autorizado para ante esta Corte, térmi- 
no que no puede considerarse suspendido por los interpues- 
tos para ante la Suprema Corte de la Provincia que no es en 
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V. local el tribunal de última instancia a que se refiere el 
articulo M mencionado. Fallos, tomo 103, página 91, y 128. 
página 367, entre otro». 

I*or ello y de conformidad con lo expuesto y |>cdido por 
el H'j'nr Procurador General, no se hace lugar a la queja de- 
ducida; Notifiques*, y, repuesta* las fojas, archívese devol- 
viendo Ins autos principalese al tribunal <Ie <\\ proceden- 
cia pon testimonio de esta resolución. 

Xll'AVOK G. ORt SoivÁR. !v I). 
I* ai.uio. J. Fir.ulíROA 



Ikm Vicente Zarii y Antonio Martiñich contra Doña Murta 
KifjQUíl iic f'i'fr sofrw cobro de pesos. Contienda de 
competcneia. 

Sumaria: Corresponde a las Cámaras Fedérale* dirimir las 
contiendas; < It- competencia cftie se susciten entre los jue- 
ces «le sección. 

Cttso: Kl juez Federal de la Capital Federal declaró su coiri 
pc2encia para conocer en la causa seguida por don Vi- 
ceiúe 2arich y Antonio Martiñich contra doña María Bi 
gaiul « K- Fitté, sólírí! cóbro de pesos, y lihró exhorto in- 
hiWuVrio ¡d dr igual categoría de la ciudad de? Rosario, el 
ípMí a su vez. no hizp lugar a la inhihicíóii solicitada, orde- 
muido Se elevaran 1«* amos a la Corte Suprema de Justi- 
cia de la Nación, donde se produjo d siguiente: 

r\M.O 1>E l.\ CORTK Stl'RKMA 

Bimmm AlrM. Monto 12 4* rail 

Viitos y vistos: considerando: 
^Jiic la cuestión de competencia suscitada cutre el Juez 
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Federal de esta Capital y el de la ciudad del Rosario de $an. 
la Fe¿ para conocer en el juicio promovido ante este por el 
H'ñor Amonio Man i niel» contra doña Alaria Bigáitd de FÜ 
te, por cobro dé pesos a que se refieren los obrados que se 
tienen a la vista, no se encuentra comprendida entre las que 
cnrn¡g|jGiHfc dirimir a esta Corte Suprema, con arreglo a %> 
dispuecto |Kir el articulo Q <te la ley 4055. 

Que el conocimiento de estas cuestiones entre jueces de 
diversas secciones o entré los jueces de los territorios nacio- 
nales y entre éstos y aquéllos está sometido a las Cámaras 
federales, debiendo la contienda ser pasadá a la Cámara de 
la jurisdicción del juez que primero hubiera conocido en la 
causa como se ha resuelto por esta Suprema Corte en aso-, 
análogos, entre los que puede mencionarse los del tomo til, 
página 284; tomo 123, paginas 85 y 207. 

I'or ello y oído el señor Procurador C.cneral. remitan.** 
t-: autos a la Cámara Federal del Rosarlo para que, ejer- 
ciendo la jurisdicción que le corresponde proceda a resolver 
la presente contienda, debiendo reponerle los sellos ante la 
misma. 

\. I ¡Hit MIC jo. .\ ? ICAXOR <i. PRt 
Sor„\K. — I). B, I'ai.acio. — 

I FlC.UKROA .\l.*'>KTA, 

Kn la misma fecha se dictó igual resolución cu la con- 
tienda de competencia suscitada entre bs misino- jueces para 
conocer en la causa seguida por los Sres. Jorge Cordich, Pe 
dro Gordolich > Juan Meecricich contra doña María Bigaúd 
de Pitté, |M>r idéntica causa; y en el mismo sentido, en las se- 
guidas ¡>..r don Marcos Milich y «Ion Miguel Stancevich. con- 
tra la misma demandada, -obre daños y perjuicios. 



lü 



fallos de La CORTE suprema 



The Singcr Matnifactiirvig Co., en autos con don Francisco 
May, por usurpación y uso indebido de marca; recurso 
de hecho. 

Sumario: i." I«u dispuesto eii el articulo 4." de la ley 4055. 
se refiere a los recursos de ajwlación y nulidad concedí 
dos contra las sentencias pronunciadas en causas crimi- 
nales,— articulo 3. de la ley N." 4055, — y no al extraor- 
dinario que autoriza el articulo de la misma, 

2. ,H No procede el recurso extraordinario del ar- 
tículo 14. ley 48, contra una sentencia que se funda en 
la conclusión de hecho de que "la parte querellante no ha 
ofrecido la prueba completa y necesaria que la ley re- 
quire para condenar en causa criminal ". 

3." No tk'ista la circunstancia de haberse fundado 
un derecho en una ley cs¡»ecial del Congreso para que 
la causa pueda dar lugar la instancia extraordinaria 
autorizada jxjr el articulo 14 de la ley 48 y 6.° de la 4055. 
sino que. además, es necesario, — entre otros requisitos, 
—que la denegación del derecho tenga como fundamen- 
to la interpretación de la ley especial en que se fundó ese 
derecho, y no una cuestión de hecho. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

HICTVMKX i)Ki< SRÑQB PROCURADOR GfvNElAl. 

Buenos Aires, Mayo 27 de 191». 

Suprema Corte: 

Ka sentencia que motiva el presente recurso de hecho, 
ha sido dictada |>or la Cámara Federal de Apelaciones de la 
Capital en la querella criminal entallada por The Singer Ma- 
nufocturing C% centra don Francisco Bay ]K>r usurpación y uso 
indebido «le marca. 

I.a sentencia aludida absuelve de culpa y cargo al quere- 
llado fundándose en la falta de prueba del delito acusado. 
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¡mnto de hecho cuya revisión escapa a la jurisdicción cíe V. 15. 

Además, según lo establece el art. 4. de la ley 7055, las 
sentencias dictadas en juicio criminal por la expresada Cá- 
mara de la Capital, son inapelables. 

Por otra parte, el recurrente al entablar el recurso a fo- 
jas 223, no ha cumplido con la obligación que le impone el 
artículo 15 de la ley 48, de demostrar que su fundamento tie- 
ne una relación directa e inmediata con las cuestiones de in- 
teligencia de la Constitución o validez de las leyes, tratados 
o comisiones en disputa. 

Finalmente, la sentencia recurrida no contiene decisión 
alguna sobre validez del título invocado por la parte recu- 
rrente. 

Por lo expuesto, considero bien denegada la apelación y 
pido a V. E. se sirva así declararlo. 

José Nicolás Mattcnzo. 

KAUI.O DE XA CORTE SUPREMA 

Sueno» Aires, Agosto 12 de 1919. 

Autos y vistos: El recurso de hecho por denegación del 
extraordinario interpuesto |>or The Singer Manufacturing C*, 
en la causa seguida contra don Francisco Ulay por usurpa- 
ción y uso indebido de marca. 

Y considerando: 

Que lo dispuesto en el articulo 4. de la ley 7055, se re- 
fiere a los recursos de apelación y nuüdad concedidos contra 
las sentencias pronunciadas en causas criminales, — articulo 3* 
de la ley N.° 4055,— y no al extraordinario que autoriza el 
articulo 6.° de la misma (Fallos, tomo 117, página 293; tomo 
122, página 30 y otro). 

Que la sentencia de fojas 220. determinante del recurso 
interpuesto y denegado, se funda en que *'la parte querellante 
no ha ofrecido la prueba completa y necesaria que la ley re- 
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quiere ¡«irá condenar en causa crimina!", ronclnsión de hecho 
extraña al recurso extraordinario con arij-gü» a constantes y 
reuerudád decisiones de este tribunal. 

Que no hasta la circunstancia de háb r*y fundado un <Ie- 
reclto en una ley especial del Congreso pa a-} pie la cansa pite- 
cia dar lugar a la instancia extraordinaria auíorizda jx»r el ar- 
ticulf * 14 de la ley 48 y 0." de la 4055. *n¿ que, además, es 
recesan»». — entre ottt>s requisito*, -que lafc tleneganón del de- 
recho tenga romo fundamento la interpnaación «le la ley es- 
pecial en que se fundó ese rjcreehos y iK»fuqa cuestión «le he- 
cho, tal como la «le establecer si se ha oirbrulo o no prueba 
ftufici nte pára sustentarlo, entiló quiera «peen este punto la 
decisión de! tribunal respectivo es irreyi ¡bjc. 

[Jnc el caso de jurisprudencia que s« (fivocá. lia resuelto 
uña cuentón distinta, porque, entre otra?; razones, la senten- 
cia recurrida en aquella no había h icoo lugar a la- que- 
rella, fundada en la interpretación del a tjtttlo 48. inciso 7." 
de la ley 307 5. (FallpS, tomo 110. página 

IV»r ello, atento lo dictaminad'» y |j relíelo por el señor 
Procurador (ícíienil, se declara Inen dencj*a<Jo el recurso. No- 
tifápiese. y repuesto el papel, archívese. plévitclvanse los au- 
tos venidos a requisición del señor Prox tirador < leñera!, con 
transcripción de la presente. 



A. Kkk m Kjo. 

Slll.AR. - 



ICANOK O. DKt< 

9¡>Á K. Palacio. — 



I. FtGUER m Al.CORTA. 



Don HmíUo Labor? en autos ron el Han 



mde la Nación Ar- 



gentina, sobre cohro pesos: rec frl> tle hecho. 

'. a 

Sumario ; Rstá fuera del alcance <lel n ctf rs«> extra» ordinario 
de! articulo 14. ley 48, una resojuyóp de tina Cámara 
Fcderáj que limita a declarar qu ^ ¿kunqtic el caso de- 
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batido respecto a la reposición ilél papel sellado resulta 
ser «Ir la jurisdicción federa], eom<> lo sostiene el infe- 
rior, en cnanto al fondo esc auto no es reantrible para 
ame ella, atento lo dispuesto m el articulo 4.S de la ley 
ÍO.36T, jmr lo que declara mal concedido el recurso. 

Caso: tip explican las pie/a* siguientes: 

MrTAMI'V HKI. SI-Ñ..K I'HhiTIíM-iR K X |- R \ I. 

Buenas Aires. Abril 2 de 19!. 

Suprema Corle: 

1.a resolución (le la Cámara Fjederal «le Apelación fie la 
Capital, transcripta en el informe expedirlo jmr la misma a 
fojas S. no es. en mi concepto, -iwceptilile (leí recurso extra- 
ordinario ile apelación para ante V. K., jMir cnanto mí limita 
a cledarar la procedencia del fuero federal y la inapelabtli- 
dad del ainó de primera instancia que resolví*"» una iluda so- 
bfie; la inteligencia de la ley de papel sellado, lo que no cabe 
en el artículo 14 de la ley 48. Por otra parle, se trata de un 
ante» interlocutwio dictado en un juicio ejecutivo, después del 
cual puede el recurrente acudir al" juicio ordinario, razón por 
la cual dicho auto no puede calificarse de senetncia dcfinioia. 

Por pilo considero bien denegada la apelación y pido a 
Y. Iv; sé sirva asi declarar!. . 

1 Josi Nicolás M atiento. 

l\\U.o DE t. \ CfiKTi; M I'KKMA 

Buenos Aire». Atfotto 14 de 11)19. 

Autos y visto-: !•'] rceursn «le hedió por apelación de- 
negada interpuesto contra el fallo de la Cámara Federal de 
Ai*-laci«»7K- de la Capital por don Kmilki K. Labore en los 
autos seguidos por el Banco de la Nación Argentina, por co- 
bro ejecutivo de pesos. 
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Y considerando: 

Qnc según resulta de lo informado por la Cámara a fo- 
jets 5, la resolución apelada se ha limitado a declarar que 
aunque el caso debatido respecto a la rejx)sición del papel se- 
llado resulta ser de la jurisdicción federal como lo sostiene el 
inferior, en cuanto al fondo, ese auto no es recurrible atento 
lo dispuesto por el artículo 45 de la ley número 10.3,61, por 
lo que declara mal concedido el recurso de apelación inter- 
puesto para ante él!a. 

Que esa resolución, como lo hace constar el tribunal re- 
ferido, |»r no desconocer el fuero federa! ni resolver sobre 
el punto controvertido en primera instancia, está fuera del 
alcance del recurso extraordinario interpuesto. 

Por ello y lo dictaminado |x>r el señor Procurador Gene- 
ral no se hace lugar a la queja dedúcela. Notifiqucso y re- 
puestos fes sellos, archívese. 

A. Ukrmkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. R. Palacio. — 

J. FlCUKROA ALCOKTA. 



Banco de la Provincia de Buenos Aires contra don Estanis- 
lao de Berroja Albis, por cobro de pesos; sobre compe- 
tencia. 

Sumario: Radicada la jurisdicción por no haber sido obje- 
tada por el demandado, que. por otra parte, fué citado 
pin- el juez de su domicilio donde se contrajo la obliga- 
ción, y terminada la ejecución por sentencia firme di 
trance y remate, no procede la promoción de contienda 
de competencia para el conocimiento de dicha ejecución. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN PÁ SKÑOR PROCURADOR GENERAL 

RtKM Air**, lulio 3 4k 191*. 

Suprema Corte: 

No encuentro en los antecedentes traídos tos caracteres 
de una contienda «le competencia que corresponda dirimir a 
V. K., con arreglo al artículo 9. de la ley 4.055. 

Se trata de «los juicios independientes, cuyas partes ac- 
tores son distintas y cuyos objetos también son diferentes, pues 
cada den lamíante invoca un crédito propio y distinto. Sólo 
hay de común el deudor, ¡>ero éste no aparece concursa«lo, lo 
que excluye la necesnlad «le un juez único. 

lis pues improcedente en mi opinión la requisición del juez 
«le la Capital al dé La Plata para que se inhiba en el juicio se- 
guido pot el Banco «le la provincia «le buenos Aires contra don 
Estanislao de Berroja y Albiz y el remita el expediente para 
ser acumulado al juicio seguido por «ton Rene Lcres de Rey. 

Si alguno «le los acreed«jres tiene el temor de que sus in- 
teresa legítimos puedan ser |>erjud¡ca«los en el juicio en que 
no interviene, el medio «le evitar ese |>eligro no es formar cues- 
tión «le competencia, sino pedir las medidas preventivas corres- 
pondientes p «leducir tercer »a de mejor «Icrccho. 

Por tanto, pido a V. E. se sirva declarar que no hay lugar 
a dirimir en este caso contienda de competencia alguna, devol- 
vjendo en consecuencia el expediente a los jueces respectivos. 

José Nicolás Maticnco. 

VMM* DK U CORTB SUFRIS»! A 

Buenos Aires, Acostó 14 de 1919. 

AútOfi > vistos: La contienda «le competencia trabada entre 
Autos y vistos : La contienda de competencia trabada en- 
tre un juez de l«* Instancia «le esta Capital y otro de igual ca- 
tegoría de ln ciudad de La Plata para conocer del juicio eje- 
cutivo seguido por el Banco «le la Provincia de Buenos Aires 
contra «Ion Estanislao Berroja y Albiz, y 
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Considerando: 

Qift la jurisdicción rti-l Juez de t¿a Mata quedó radicada 
desde el momento que el demandado no !a Objetó* y cuando 
|x>r otra párte fué litado jnir el Juez de su domicilio donde se 
contrario !a "litigación. 

Qü¡e esa ejecución tennihu |M.r sentencia firme dé trance 
y rériiáte notificada el día siete de Oeiúbre del afín mil nove- 
ciento, diez y sefe (fojas 36,. autos de l.a plata) ¡o que no 
iK-rniiu- la promoción di- Contienda tic competencia para ei 
conocimiento de élhi cu fecha 11 (le Julio de (918 'fojas 21, 
auto- de la Capital; Fallo*:, totnp i_m, página 327 y jurispru- 
dencia allí citada i . 

<¿ne ia prosecución de aquel juicio no ¿e opone a que el 
acreedor liipnu-eari.» de la Capital haga valer sus derecho^ 
en la forma legal correspondiente. 

Qué el juicio seguido ante él juez de la Capital m i*¿ 
viste carácter universal para imponer la acumulación al niis 
imí de Ips «pie el detidór tuviera pendiente ante q$xq trihuna!. 

Que \uk otra parte a fojas 40 de lo aut< - efe (a provin- 
cia, consta que ><■ (rabo embargo |«»r orden del luefc de l.a 
Plata, en fecha n» de Míirzo de 1017. mientra- tufe \»r orden 
del Juez de la Capital se embargó el mismo inniucNe, en Ju- 
nio u» di- i&H 1 fojas 40) circunstancia que en todo caso lla- 
na a aquél jurisdicción preferente {tara la \ema. 

Por ello y de conformidad con lo pedido p«>r ti Séñor 
Procurador (.enerad, se declara improcedente la inhibitoria 
deducida, Kn consecuencia devuélv;in.sc los autos á los res- 
pectivo* juzgados de que proceden, agregando a \tp* de La 
Tlata un testimonio de esta resolución. 

A. Kkrmkjo. — Nicanor G. m:t. 
Solar. — D. li. Palacio. — 
J. FtcüRROA Ar.ro«TA 
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IV 



Compañía de Ferriícarriks fifm Oeste Argentino y Buenos 
Aires al Pacífico contra ta provincia de Mendoza. Com- 
petencia por inhibitoria; sobre perención de ta instancia. 

Sumario : líl articulo 7." de la ley 4.550 es de perfecta apli- 
cación a una causa en que consentida la sentencia en que 
"se declara haber lugar" a la expropiación y se ratifica 
(a posesión acordada", transcurre el término fijado en el 
articulo l.° de h referida ley, sin haberse practicado otras 
diligencias que las tendientes a la ejecución de sentencia, 
como e! nombramiento de gritos y otras de la misma na 
turaleza. 

Casó: Resulta del siguiente: 

I'AI.M» !>K ¿A CORTK SUPRKMA 

Botaos Aires, Agosto 19 dt 1919. 

Y \istus: Para resolver el incidente que sobre perención 
de instancia promueve a fs. 180 el representante de la Com- 
pañía de Ferrocarriles (Irán Oeste Argentino y Buenos Aires 
al Pacífico, con lo contestado a fojas 105 por el representante 
de la provincia de Mendoza. 

V considerando: 

Que 1 < -suelto en principio el incidente de competencia 
planteado; el tribunal se avoca el reconocimiento de la causa 
sobre expropiación, la que fué impugnada |*>r inconstitucio- 
nalklad de la ley provincia! respetiva, fallándose en definiti- 
va por sentencia de fs. 126 en la que "ae declara haber lugar 
a la expropiación y se ratifica la |>osesión acordada" 

<¿uc consentida esta sentencia, tocias las actuaciones pos- 
teriores; nombramiento de peritos y demás diligencias prac- 
ticailas en autos, no son sino actuaciones, tendientes a la eje- 
cución de la misma. 

Que |>or tanto resulta de perfecta aleación a este caso 
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el artículo 7." de !a ley número 4.550, no correspondiendo 
en consecuencia declarar la perdición de instancia solicitada. 

Por ello así se resuelve, con costas. Notífi(|Uese y re- 
póngase el papel. 

A. Bi-kmijo. — D. E. Palacio. 

— J. FlGUIÍRÜA A '.CORTA. 



Provincia de Mendoza contra el Ferrocarril Buenos Aires a! 
Pacífico, por interdicto de obra nueva; sobre perención 
de la instancia. 

Sumario: Paralizada mía causa durante el término establé- 
enlo por el articulo i. n <le la ley 4.550. procede declarar 
operada la caducidad de la instancia. 

Caso: Resulta del siguiente: 

l'AI.!/> I>K l*A CORTB SUTRlíMA 

» 

Buf nos Alfff». Agoste 19 de 1919. 
Y vistos: El incidente sobre j>crención de la instancia pro- 
movido por el represéntame de la empresa demandada a fo- 
jas 134, contestado a fojas 137. en el interdicto de obra nue- 
\n deducido |>or la provincia de Mendoza. 

Y considerando : 

Que con arreglo al artículo i.° de la ley número 4.550 se 
tendrán por alionadas las instancias en materia civil y comer- 
cial del fuero común o federal de la Nación, sino se insta 
mi curro, dentro de de* años cuando el litigio se encuentre 
en primera o única instancia. 

Que como consta a fojas 130 vuelta, la presente causa 
se encuentra paralizada desde el mes de Agosto del año 1916. 
Que el incidente a que se hace referencia a fojas 138 so- 
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l>re. medidas para evitar un posible derrumbamiento, es extra- 
ño a la causa principal que motivó el interdicto. 

Por ello, se declara operada la caducidad de la instan- 
cia, siendo las costas a cargo del actor (Articulo 6.° ley ci- 
tada) Repónganse el pape!. 

A. BERMEJO. — D. K. Palacio 

— J. FlGUBROA AlOORTA. 



Don Luis Enriques, contra la Empresa del Ferrocarril del 
Sud, sobre indemnización de daños y perjuicios. Con- 
tienda de competencia. 

Sumario; Corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de una demanda |x>r daños y perjuicios deducida contra 
una empresa de ferrocarril fundada en el artículo 50 A 
de! Reglamento General de Ferrocarriles y artículos 1.066. 
1.067 1.068 y 1.060, y concordantes del Código Civil y 
tfa 9 i</> y concordantes del Código de Comercio. (El 
actor no invocó ni se fundó en la violación de un con- 
trato de transporte, sino en el acto ilícito de contraven- 
ción a una disposición reglamentaria j.-or parte de em- 
pleados del ferrocarril que le ocasionaron perjuicios; vio- 
lación que sirvió de fundamento a una resolución admi- 
nistrativa, declarando (pie la empresa había infringido 
lo dispuesto por el articulo 50 A del Reglamento Gene- 
ra! de Ferrocarriles». 

Gq$0\ Ix> explican las piezas siguientes: 

AUTO DEL SEÑOR JÜEZ t'KDKR.H, 

Babia Blanca. Agosto 7 de 1915. 
Autos y vistos. Considerando: 

i.° Que la demanda entablada por don Luis Knriquez 
c< ntra la Empresa del F. C. del Sud tiene su fundamento y 
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basa de inmediato en hechos de culpa <liic a<|itéi atribuye 
a empleados «► agento ele Itf demandada, en violación di- dis- 
posicioues <!cl Reglamento General de Kerrocairiles cuyo ar- 
ticulo 50 letra A invoca el actor expresamente. 

Qiic la naturaleza de los hechos alegados en la de- 
manda impone la necesidad de juzgar el caso por las d(s¿ 
posiciones de la lej general de ferrocarriles nacionales núme- 
ro y Kcglajuento Cienrral correlativo, pues la cansa ori- 
ginal ele la demanda está especialmente regida i*»r ¡a ley y 
rcgiamenti » expresados. 

3r U Uc £11 consecuencia el conocimiento del asunto eo. 
rrosponde en primera instancia a los jueces nacionales de 
acuerdo con el articulo _v inciso 1.' de la ley número 48, ju- 
risdicción «fue, por .tanto, es privativa f articulo 12 de la mis- 
ma leyi. 

4" Que la^ coftsidéracHtnes apuntada» se ajustan a la 
jurisprudencia establecida perla Suprema Corte Nacional (To- 
mo *fi> |>ágina y»oi . 

3. «Jue establecida la procidencia del fuero federal la 
argumentación que hace <■! -cñor Procurador Fiíícál en comni 
de la c»n»;>ct encía de e*ie juzgado por no ser el «leí domicilio 
de la demandada y tratarse cié una acción pe sonal falla por 
-u liase, toda ve/ cjtie la ley y la jurisprudencia admiten uní- 
formemcnte ta pórróga de la jurisdicción territorial, prorro- 
gación qtte implícitamente hace en el presente caso la empre- 
sa demandada al peticionar al infrascripto tpté se declare com- 
petente ) I" jtizgtie. 

Por estos fundamentos y no obstante lo dictaminado por 
el Spñor Procurador Piscal líbrele oficio al señor Juez de 
lo Civil \ Comercial con aliento eii l>olores |«ira que se mili- 
ta de continuar entendiendo en la causa promovida pot don 
Luis Knrifptez contra el F, C del Snd y remita el expediente 
al infrascripto para el emplazamiento de las parte». Adjún- 
tesele testimonio del escrito de fojas 10. dictamen del señor 
Procurador Fiscal y del presente auto. — Emitió J. Murmn». 
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\Vlit ' O SkSOR )VHZ KN W ClVIt V COMKKCIAl OKI, I'KI«aR- 
TAMKNTO DKt M'l». I'KÓS'INCÍA tiüKNOS MRlSb 

Dolóte», Agosto 9 de lt)lft. 

Yutos \ vistos. Considerando; 

i. Qiic la demanda :i tffp se refiere la cuestión «le cuni- 
l»ctciKia promovida, se furnia de hecho y ée¡ derecho respec- 
tivamiute tu el atraso del tren que conducía al actor como 
i»:i^jt rn. éii omisión por parte efe la empresa demandada, de 
los im»dio* tendiente- a evitarlo, en la.- disposiciones «leí Có- 
digo ele Comercio ref érenles al transarte de ¡visajeros o co- 
sas y en las del Reglamento General de Ferrocarriles al pro- 
pió tiempo qite en las disposiciones del Código Civil que se 
citan. 

2» <Jue en virtud <lc kis hechos que fundamentan la 
acción, és fuera de? duda (|tte fila debe ser juzgada aplicando 
prcveptps «leí Código de Comercio contenidos en el capítu- 
lo 5.'" Titulo 4.. libro i.'" <lel Código citado que rigen espe- 
ciábante lanío el transin/rle de morcaderixs como el de per- 
sonas y sólo accesoriamente tendría lugar la aplicación de las 
«lisju^icione.- de la ley y Reglamento de Ferrocarriles en cnan- 
to jNir éÜa¿ se tí jan a las empresas, obligaciones determina- 
das relacionadas con el transjiorte. cuya f;rita de cunüplimicn- 
t.. puede amtribuir a precisar la ausencia de la diligencia que 
incumhre poner a la empresa en el cumplimiento de las oblt 
gadonc-s primordiales que referente al transp«»r»tc pre^oril>oii 
las dísi- liciones del recordado Código. 

3° C? n « d&do lo expuesto., sólo negando que se trate 
ile una acción derivada del contrato «le transporte, puede sos- 
tenerse que ti conocimiento de la causa corresponde a la 
justicio federal, pur razón de la materia, desde que para sur- 
ttr ese fuero es necesario que la causa sea especialmente re- 
gida por leyes nacionales, como lo indican los términos del 
articula 2.°. inciso «• <I<? Ja ícy nacional número 48; y es de 
aplicación el artículo 205 del Código de Comercio, encuadra- 
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do el ca*> en sus términos, porque se trata de acción que re- 
sulta del contrato de transporte, en cuya virtud es compe- 
tente este juzgado como autoridad judicial cuya jurisdicción 
comprende a Necochea, punto de partida en el viaje del actor 
que lia originado su acción. 



4 o Que tomando en cuenta e! argumento «leí escrito de! 
representante de !a empresa, testimoniado entre los recaudos 
del oficio inhibitorio,- según el cual pretende considerar la ac- 
ción deducida como simplemente emanada de una infracción 
reglamentaria del tráfico <|tte se gobierna especialmente por la 
ley y Reglamento Gjeneral de Ferrocarriles, aunque ¿ caso, 
agrega, puede suscitar cuestiones que se rijan puramente por 
los principios del derecho común, es de advertir como conse- 
cuencia de lo expuesto, su inconsistencia y que es una rnver- 
sión notoria del preferente lugar que corresponde a las dis- 
¡wsiciones legales aplicables, aparte de «pie entraña más que 
una contradicción la parte final pues fas cuestiones que pueden 
regirse puramente por los principios del derecho común, no 
pueden ser otras que las relacionadas con el contrato de trans- 
porte, con la jKirticuIaridad de que estando asi regidas pura- 
mente, no i>o4ria tener cabida en oí caso sub jndtcc ni especial, 
ni accesoriamente la Ley y Kegktmento de Ferrocarriles que go- 
bierna exclusivamente la infracción del tráfico en sí, a que se 
alude, con las sanciones que establecen (inultas). 

5 o Que la conclusión a que se arriba, está abonada po.- 
la doctrina y jurisprudencia como puede verse en la obra del 
doctor Siburu "Comentario del Código de Comercio Argen- 
tino. Ton:o 3. . Números 707 al 801 , en la que, con citas del 
fal!o de) más alto tribunal del país, sostiene; la aplicación del 
artículo 205 del Código de Comercio, tanto al transporte de 
mercaderías co«:io al de personas, ya que esc Código legis- 
la sobre ambos transportes y la disposición de dicho artículo 
no distingue entre uno y otro, cuya disposición atento sus 
términos y teniendo |x>r otra parte en cuenta que ella se pro- 
pone favorecer al actor facilitándole el ejercicio de un dere- 
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chp, es facultativa y no imperativa, permitiéndole optar por 
ta jurisdicción dd juez del dociniMio de la empresa, que coino 
tegla general es el com]>eteiUe para entender en las acciones 
pfensonales : que contrariamente a lo que se ha pretendido, en 
las acciones deducidas contra los ferrocarrilecí por pérdida, ave- 
ría o retardo, la justicia federal no es la competente, a -jiesar de 
estar regidos los ferrocarriles por una ley nacional, circunstan- 
cia ésta en qué se apoya tal pretensión, porque el contrato de 
transarte ferroviario está regida |K»r el CVuligo de Comer- 
cio según la disposición del artículo 50 de la misma ley de fe- 
r roca rri les. de modo que en una acción por pérdida, averia 
o retardo, no es esa ley la que se aplica, sino el Código de Co- 
mercio», fallamlp así por su hase la opinión que la somete a la 
justicia federal que cu el caso de transporte de ¡>crsonas, la 
justicia ordinaria es competente |H>r razón de la materia, pues 
la rcjKmsalñlidad de las empresas en caso de accidente, es 
materia legislada por el Código de Comercio, artículo 162 y 
•84 y no j>or la ley de ferrocarriles y que # cuando se trata de 
."ccidenites ocurridos a terceros, c> comitente la justicia fe- 
deral, porque entonces la responsabilidad de las empresas nace 
de uiía violación de la ley de ferrocarriles. 

Por ello, las disposiciones legales diadas, fundamentos 
concordantes del escrito de fojas 30. de conformidad c-wi las 
resoluciones de la Suprema Corte Nacional que se registran 
en los tomos 90, página 194 y 66 página 188 y lo prescripto 
por tos artículos 430 del Código de Procedimientos no obs- 
tante ?o dictaminado por el señor Agente Fiscal, resuelvo: no 
hacer lugar a la inhibitoria y que se dirija oficio al señor Juez 
piirente comunicándole esta resolución y pidiéndosele con- 
teste para continuar actuando el infrascripto si se le dejare 
en libertad o remitir los autos a la Suprema Corte Nacional 
ira ra que determine lo que corresponda, debiendo acompañar- 
se con el oficio, testimonie»- de la presente, dd escrito de fo- 
jas 30 y un certificado del actuario sobre la fecha en que fué 
notificado de la demanda el jefe de la estación Necochea y de 
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si por este Ju/gado y Secretaría actuaria, se sigue un juicio 
contra la misma cnjpresa pon don Facundo .Morales, oí plinto 
donde fué notificada de la deinand^üa empresa, mino así 
también si ha hech> cuestión de cotí pelleja; la misma. 

!\Y|mi:jíasi- | as f n j. ls p ro yea por disposición deí la Su- 
prema (\>rtc .]/. .V SañtiU&i, - Ante mi: Enruiuc Gtírciü, 

niCTAMKN i>Kt skSok nani KAiHik <;i;ni:k\i. 

Buenos Aire». Junio 17 de I91U 

Suprema Corte : 
Don Luis Knrique/ demandó a la Ivupresa del lvrr.-c.i- 
rnl del Sud ¡>>>r indemnización cíe daño* > perjuicio-, qtie, 
ilijtt le había ócasionado la Helada, con atraso «Ir ttih» de dos 
boras del tren que le conducía al pueblo Ranlóii Santaman. 
na. en donde debía dar un remate feria .le ganados, que tc~ 
nía anunciado para la una de í* tarde, y a cuya localidad ¡le- 
gó pasada con exeso la ¡u>ra (leí remate, razón por la qin¿ éste 
i » pudo efectuarse. 

Dedujo >u ac ión ante el Juzgad., de Primera Instancia 
cu lo Civil y Comercial del Departamento del Sud di- la pro- 
vincia de l'.uenos Aires, dentro «le cuya jürisdicctóti está la 
estación de arribo citada; pero la empresa demandada * pre- 
mió ante el juzjgadq Federal de BalUa Blanca alegando la 
comparencia de dicha juri>diccióu para conocer ea esa causa, 
la que file aceptada ¡>or él Juez y >o libró oficio iohinitwií) 
respectivo al de la provincia. 

liste por su parte insistió en mi competencia > a¡i;Un ,k x . 
gistrados han elevado a V. K. la contienda trabada para mi 
decisión. 

I.a empresa, en áppy'j de sus pretcnsiones invoca su dis- 
tinta vecindad con el autor, manifestando .pie este es vecino 
de la provincia de Ihietios Aires, y que ella lo es de la Capi- 
tal de la Nación, donde funciona SU Directorio Local, * tjúc 
por otra parte se trata en este caso de la aplicación de la ley 
e^peciol de ferrocarrle* que exc!iiyc la cooipetenciá de la u$. 
tída loeal. 
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«. ■ r¿sHÍt?r«i al respecto fjtie, ni rútiofic pt'rsotuc. ni rationr 
nutt< ru, es competente la justicia nacional en teste juicio sobre 
iñcuníjiünncnto de títi contrato (le transporte. Respecto de la 
coinjpe*cnc : a por razón de la- peleonas, la distinta vcciiuiad 
alegad* per la empresa tío puede alterar la jurisdicción de los 
jiieces h rales datlo los términos di* los artículos <> y 11 de la 
ley 4*. que reputan vecinas «le una provincia, a los efectos de 
la jurisdicción y de las obligaciones contrátela- en ella, n la< 
societlíí«les anónima- «jue hacen negocios ett la misma, i. a em- 
presa icmaiwlada e-s una courpañ'm anónima ejuc hace el negó- 
ció de tT'm-jNirte en la expresada provincia de Hítenos Aire-. 
La materia de esae juicio tampoco es feeleral. 
1^. U \ i\v ferrocarriles es general para todas las relacio- 
nes de derecho a c|tic dieren lugar los ferrocarriles existente- 
en la República, sean nacionales o provinciales (articula i">. 
Cuando ella quiere 'imitar sus dísposicicwics al orden federal 
'as coloca en jos capituléis destinado- al efecto. Kl Titulo III 
comprende, como el mismo tu indica. <lis|H»sicÍoues comiiuc- 
:i iodo» los ferocarriles. lo (pie epiiere decir «jue e-e título es 
de derecho común y no «le derecho feeleral. Ilabicnelo el iu- 
"-:i>cri)rto formado parte de la comisión «pie redactó el pro. 
yecto de e-a ley, confirma esta interpretación. 

Además, el articulo 50 de la misma ley dice «pie "serán 
también aplicables a las empresas ferrocarrileras, las dispó. 
síciom » de las leyes genérale»? sobre transfK>rt«N en indos lo> 
|iunt->- nó previsto^ |w>r la presente ley". 

He dicho* ya <pte en el caso de autos se reclaman *L*i- 
"0- y perjuicios |Kir el incumplimiento de un contrate» «le 
porte ele pasajero-, todo lo ipie es materia «le «lereclio 
úr. Así lo ha entendido la Corte Suprema |«k> Palios 
«; 10S, fallos <k> * . 
1W lo éx|Htesto considero ipie corres|Mmelc el coiá»ei- 
miejtío de esta causa al juez local de la proxincia y pido a 
V. E. <e sirva asi ileelararlo. 



Josv Nit olás M&ieñso 
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B«tM . A|r«t, Agosto 21 <St !•» . 

Autos y vistos: Los «1c contienda; de com|ietencia entre 
el juez Federal de Bahía Blanca y e ¿|e primera instancia en 
lo Civil y Comercial del Depártanla táj del Sitd, provincia de 
Huenos Aires, para conocer en la jefhanda instaurada ante 
éste por el apoderado de don Luis Kttríqucz. contra la Em- 
presa de! Ferrocarril del Sur. sobre 
y perjuicios, y 

Considerando: 

«Jue la demandada al pro|>oiier ja inhibitoria ante la jus- 
ticia federal, se funda en que el actor jes vecino de la ciudad 
de Necochea, según se expresa en <| poder que ha otorgado 
para este pleito, y la empresa es veciia; <ic la Capital, con do- 
micilio notorio en !a calle Cangallo; Nff gfy delude funcionan las 
oficinas de su Directorio local, |*>r Ib que, de acuerdo con lo 
dispuesto por el articulo 2.°, inciso 2f je la ley número 48, el 
caso es de la competencia de la ji^ticia federal por razón 
de las personas. 

Que corresponde, además, agre 
el conocimiento del referido pleito 

|M>rquc se demanda una indemnizac orí en que la causa ori- 
ginaria sería el atraso de un tren \<té pasajeros que caün- 
caria por si una infracción reglamentaria del tráfico que se 
bierno especialmente por la ley \ i Reglamento General de 
lies en sus artículos 33 y sgtlientes y 113 y siguien 
pectivamente, de esos Códigos ;di| leyes nacionales, aun- 
que el caso pueda suscitar cuestión rs j que se rijan puramn- 
te por los principios del derecho con ún. con arreglo a lo dis- 
puesto por el ariculo 2*. inciso 1* ¡dtj la ley de jurisdicción 
y competencia. í 

(Jue para apreciar la primera cjjugal invocada por el de- 
mandado como determinante del fufcrb federal, debe tener- 
se presente que según consta en e! ¡ oijer corriente a fojas 1 , 
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auto del Juzgado de Dolores el .señor Knriqucz es extranjero, 
sin que tal hecho haya sido desvirtuado ni desconocido, por 
lo cual» entre otros motivos, no es procedente e! fuero Recla- 
mado por el ferrocarril fundándose en lo dispuesto por el ar- 
tículo 2." de la ley número 48, (Fallos torno 103. tiágina 273 
y jurisprudencia allí citada). 

Que en cuanto a la competencia l )!)r Rizón de la mate- 
ria, ee de tenerle presente que ol actor expresa en la demanda 
"que el día 24 de Noviembr de 1914 mi mandante tenía anun- 
ciado su tercer remate feria de haciendas que debía vender 
a la I p; m.. en el pueblo de Ramón Santamarina, como lo 
comprueba el cartel anuncio qtie acompaño, aiya operación 
no pudo realizar mi mandante por culpa de la Empresa del 
Ferrocarril del Sud y digo por culpa de ésta porque el tren 
en que debía viajar y dejar!.» en Ramón Sa'ntamarina, antes de 
la hora designada para la venta, lo hizo con dos limas o más de 
atraso, debido a que el tren de combinación llegara « la esta- 
ción Lobería con notable atraso. Mi mandante en vista de 
esto y temiendo lo que asi sucedió, solicitó al jefe de esta iíl- 
titra estación que de acuerdo con lo despuesto en el Regla- 
mentó Gch;cral de Ferrocarriles hiciera .-cguir el tren 245, a 
fin de üegar a tiempo a Ramón Santamarina y le evitara los 
perjuicios que le irrogaría ' no encontrarse a la hora fijada 
para la venta, pues dicho jefe se rehusó a que el tren conti- 
nuara sin esperar el de combinación : en vista de lo cual y 
en salvaguarda de sus derechos e intereses formuló la-* pro- 
testas consiguientes ante el jefe de dicha estación Lobería 
Vieja, nina en su carácter de inirtillero público firmada ¡x>r dos 
testigos agregando un cartel igual al adjunto y otra |>or todos 
los pasajeros que ése día lucieron el viaje en el mismo tren y 
para diferentes puntos''. 

Que en mérito de tal relación, dice: '.Mi mandante fun- 
da su acción en el artículo 50 A del Reglamento General de 
Ferrocarriles y t.oófn 1.067. 1.068 y i.ofiq y demás concor- 
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clames del Có(ligy Civil; artículo m.». rot) y ootio ni- de! 

(.YuligO fie O»ir.ercio". ' 

Out- cotilo so ve y aún suponiendo míe el $fc$o pudiera 
t -limársele comprendido cu lo dispuesto ppr el articulo 50 de 
la ky minuTo j.jSj. es tic tenerse presente que el actor no 
k> ha invocado ni se ha fundado ni la violación dé un contra- 
to de transarte, sino en el acto ilícito tic contravención a una 
<l*s|iosicióii reglamentaria por |»rte ile empleados del ferro- 
t'arril que le ha ocasionado los perjuicios «pie cobra, violn- 
. cióu «pie sirvió «le fundamento a ¡a resolución administra- 
ti\a de fojas 1 1 1'alK», tomo ¡fifi; página iSS y otroo . 

Oiu- en concectiéucia. )wra lo* tiiie> j\t± articulo 2.", in- 
ciso 1/' de la ley número 48, la causa está, contó queda dicho, 
especialmente regida \*>r el citado artícnlo 50 A del Regla- 
mentó y resolución administrativa de fojas 1. desde ijue la 
procedencia o improcedencia de la demanda (Iepeii<íé de la 
interpretación y \alor «pie se «lé al primen» y a la segunda; 
y aún ruando para la estimación de tas dañ«r> deltau aplicar- 
se supletoriamente las reglas del derecho común (Fallos to- 
nto t|f), iftágiua 2X1 ). 

One los casos de jurisprudencia «pie se citan |Ktra s< ate- 
ner lo contrario de lo antes expuesto, son distintos del sub 
judice y |>or tanto carecen de aleación al indino. 

Por ello y ««ido el señor Procurador General se declara 
i|Uc la presente causa es de com]>ctcncia de la jurisdicción fe. 
de ral |>or lo «pie corresjn Mide remitir los autos al Juez Pe* 
*Ieral de ttaliia Manca ante «piien se rcpMidrá el |*apet, avi- 
ándose por oficio al de primera instancia de lo Civil y Co- 
mercial de Dolores. 



A. 1 » #-; k \ i i' t }it. — 1). K. Palacio. 

— J. FuilTKKo.v AI.CORTA. 
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Chito tlnm. contra la provincia de Éitíre Ríos, sobre Jeto. 

Ilición de dinero 

•V» 

Sumario: i." I.a constítucipiialidad o ina>nstkucional?dad «li- 
las leves de impuestos locales, delie juzgarse del panto de 
vista de su aplicación al caso t\\tv origina el juicio. 

j." I^'is provincias pueden gravar el acto directo 
de la venta de su* producto-» éri el momento en «pie la tran- 
sacción se celebra, comí» mi acto de comercié, \tcru no 
cuando la extracción del producto- 'se efectúa a nombre 
del dueño niisiuo y sin une medie transacción. 

3. ? La lilwrtad <lc circulación territorial rtfl es en 
manera alguna la libertad de circulación qfte. forma la 
liase del comercio y ((lie tiene p>r fines las transaccio- 
nes, actos y contratos, con e! objeto de adquirir y tras- 
mitir la- cosas sujetas al comercio tic lo* l»ombre>. 

4. " I*ara <|iie un impuesto se «liga establecido con 
motivo de la extracción de producir* de una provincia, 
teísta que él se exija en el acto di- esa extracción. 

5. " Kl impuesto de tablada de !a ley de la provin- 
cia de Ktltrc Ríos, número .mí*>. y la de reforma a ésta, 
número 2.508, exigido y pagad»» al efectuarse la extrac- 
ción de haciendas a otra provincia y con motiv.» de esa 
extracción es violatorio del articulo 10 de la Constitu- 
ción Nacional y procede, en consOcii* "tria, su devolución. 

o: l,o explican las piezas siguientes; 
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Buenos Aires AU1I 4 de 

Suprema corte: 
1^ señores Cinto Hermanos demandan a la provincia 
de lint re Kíos por devolución de sumas de dinero que dicen 
alionanm bajo protesta, como impuesto a la extracción de 
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unos ganados de su propiedad embarcados con destino al ex- 
terior de Ja provincia. 

Sostienen la improcedencia de ese cubro por considerar 
ki viointorio dé la Constitución Nacional en sus artículos o, 
ii. i», 67. inciso 12 y 108. 

Los actores no explican en la demanda en qué consis- 
te la viciación y se remiten en términos generales a la juris- 
prudencia de V. E. invocada en un expediente promovido por 
don José M. Fonseca, que no se ha. agregado a esta causa. 
Sólo al alegar de bien probado han enunciado los actores la 
naturaleza de esa violación, haciéndola consistir en el hecho 
de halier sido cobrado el impuesto en el momento en que los 
ganados fueron eximidos de la provincia, hecho que estiman 
contrario a nuestro sistema de gobierno y especialmente a las 
terminantes declaraciones consignadas en los artículos cita- 
dos de la Constitución Nacional. 

I.a provincia contesta la demanda manifestando que na 
da puede reconocer respecto a los hechos afirmados, por cuan- 
to no se agrega la documentación que los justifique, y que el 
derecho invocado es inaplicable al caso actual, porque "aqui 
110 se ha cobrado derechos de tránsito a ganados que pasa- 
ron, ni la provincia de Entre Ríos pretende implantar adua- 
na?», ni se ha atribuido la facultad de tomar medidas enca- 
minadas a regalmentar el comercio marítimo o terrestre o a 
impedir la libre circulación de los buques". Al alegar de bien 
probado, la provincia sostuvo que el impuesto se había cobra- 
do con motivo de la venta de los ganados. 

La única prueba producida consiste en un informe ex- 
pedido por la Contaduría general de la provincia demanda- 
da, corriente a fojas 45 vuelta. 

En él se reconoce que la razón social Cinto Hnos., abonó 
las sumas de dinero que se reclaman y que le fueron cobra- 
das " i»r concepto de derechos de labiada al exportar gana- 
dos de la provincia", haciendo la salvedad de que respecto a 
las partidas 2, 3 y 5 correspondientes a |>agos hechos en es- 
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tampíllas, no puede precisarse por quién fueron efectuados y 
sólo consta que esas guías fueron expedidas a nombre de "La* 
Palmas Produce" y J. M. Méndez, a quienes Cinto Hnos., ha- 
bían vendido los animales. . 

Respecto de las partidas comprendidas en la primera 
parte de! informe, creo que es aplicable la doctrina adoptada 
por V. E. en el caso de Fonseca contra Entre Ríos (127, fa- 
llos, 383). Cuando el impuesto aparece cobrado con ocasión 
de la extracción de los ganados, hecha a nombre del dueño del 
mismo y sin que medie venta, prescindiendo de toda compro- 
bación de otras circunstancias que pudieran motivarlo, el im- 
puesto es «le exportación y cae bajo la prohibición estable- 
cida por la Constitución Nacional, artículos 9 y 10. 

En cuanto a las partidas 2, 3 y 5 del citado informe de la 
Contaduría, creo que la solución debe ser diferente con arre- 
glo a la misma doctrina del caso Fonseca. 

K>as partidas no acrecen cobradas a Cinto Hnos., ha- 
biendo la presunción de que <|uien pagó el impuesto fué el 
consignatario de las guias, o comprador de los ganados, y con 
motivo de la venta de éstos. No |M>dr¡a, pues, calificarse el 
cobro de impuesto a al exportación, tanto más cuanto que. 
no habiéndose agregado al expediente la ley provincial de cu- 
ya aplicación se trata, es imposible examinar los motivos y 
circunstancias que ella tiene en vista y es por consiguiente 
necesario limitarse a juzgar los hechos como han pasado. 

Por tanto, creo que la demanda es justa en cuanto se re- 
fiere al impuesto que resulta pagado por los demandantes a 
su propio nombre con motivo de la extracción de los gana- 
dos y sin referencia a venta o negocio efectuado con éstos. 

José Nicolás Maticnso. 

faixo de hA corre suprema 

Bmim AlfM. Afttte 23 * W9. 

Y vistos : Los seguidos por los señores Cinto hermanos, 
contra la provincia de Entre Ríos, por devolución de impues- 
tos, de los que resulta : 
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tjuc a foja* i expone el representante tfc los actores, que 
la razón social aludida, con i«wteriori(kid a la demanda ins- 
taurada contra la misma provincia .¡km- nálogas causas, lia 
<*M<» eti concepto fiel impuesto establecido por d articulo 2. 
di- la ley local cíe t ibiada número 2.180 y su reforma núme 
0) j.508. la subía de cinco mi! trescientos cincuenta y n*cz>c 
/•esos, veinte rentaros moneda de curso laja!, correspondiente 
a varias partidas de hacienda cintarcada con destino al exte- 
rior de la provincia. 

Que j>or considerar contrario a la Ccaistitución Nacional el 
referido impuesto, al pagarlo !ó lia hecho bajo protesta y con 
rrsi*r\u de acciones y derechos. 

One furnia su acción en los artículos 9, 11. i >, hj inci- 
do 12 y 108 de la Constitución y en la jurisprudencia invoca- 
da en tas autos de don losé Vlaria Kon**va contra la provin- 
cia de Kntre Ríos. 

Que pille en consecuencia se condene a la demandada a 
devolver a los actores la expresada suma, «pie éstos concep- 
túan indebidamente pagada. sus intereses, daños y perjuicios 
3 costas. 

Qué conferido traslado de la demanda (fojas 5) la provin- 
cia de lint re Ríos la contesta cx|>onicndo> rpie de las propia* 
disposiciones citadas por el actor, resulta su implica hilidad 
al cas*» stib Htc, puesto que no se han cobrado derechos de 
trámsiio a finados ijlic |*saran j>or Kntre Ríos, ni la provin- 
cia pretende implantar aduanas, ni se lia atribuido la facilitad 
de adoptar medida* encaminadas a reglamentar el comercio 
marítimo o terrestre, o a impedir la libre circulación de tiuques. 

Que la lev provincial rpie ha creado el impuesto que se 
impug ta, comprende únicamente a las haciendas que forman 
Pftrtc ele la riqueza (lecuaria de la provincia de Kntre Ríos, 
y expresamente dice que no están sujetas a impuesto las ha- 
ciencias de tránsito por la provincia. 

Que la constttucionalidad del impuesto 110 puede depender 
del momento en que se haga efectivo, pues si bien se colira 
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cuando las haciendas se extraen dé la provincia ella es por 
ne> de comodidad para el productor y para el fisco, pero 
porqué se haya pretendido gravar el tránsito, sino simple- 
mente la riqueza mueble ¡ncorparada a la provincia, y al obrar 
en tal forma ha usado tina facultad que ningún texto consti- 
tucional limita. 

Que la oportunidad cu que se cobra el impuesto es deter- 
minada por razones de contral. pues es la forma más segu- 
ra de fiscalizar los negocios de hacienda y la más cómoda para 
el contribuyente, pues lo paga cuando pide el comprobante o 
guia en que se hace constar que remueve jwra negociar los 
productos de su establecimiento. 

Que para garantir la propiedad pecuaria el gobierno gas- 
ta importantes sumas de dinero en caminos que faciliten el 
tránsito y en fx>licía» que repriman el cuatrerismo. y es evi- 
dente que tales gastos delien ser costeados por los beneficia- 
dos, pites seria ilógico que sólo lo soportaran las haciendas en 
las tablada- <> saladeros ubicados en el territorio de la provin- 
cia y no a la> que se venden a establecimientos que están 
fuera de ella. 

One el impuesto, — de lialiersc cobrado — no habría re- 
caído sobre haciendas en tránsito, sino que habría gravado 
directamente la riqueza pecuaria radicada en el territorio de 
b provincia. 

Oue por lo que hace a los intereses y perjuicios, Obser- 
va que se trata de peticiones contradictorias, «lado que la pre- 
tendida prestación tiene por objeto la entrega de una suma de 
dinero, jK»r todo lo cual pide el rechazo de la demanda con 

costas. 

<¿tic recibida la causa a prueba, se produjo la que expre- 
sa el certificado de fojas 50. después de lo cual se presenta- 
ron los alegatos de' fojas 53 y 58. se posó a dictamen del señor 
Procurador General < fojas 61 1 y se Hamo autos (fojas 63 
vuelta 1 ) . 
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Y considerando : 

i. 1 ' Que ¡>ara la solución de esta catira* corrc$|ioiHÍe de- 
terminar si la ley de Tablada de la provincia tic Entre Ríos 
número 2.iK<¿ tal come» ha sido interpretada y aplicada en el 
caso de autos, afecta o no los principios constitucionales in- 
vocados, pues como lo ha establecido esta Corte, la eonsti- 
«icionalidad o inconstitucionalidad de las leyes de impuestos 
locales, debe juzgarse del punto de vista de su aplicación al 
rBfto r/üe origina el jificio (Fallís, tomo 127, ; página 383. 
iisiderando 4." página 388 y jurisprudencia allí citada). 

2.° Que en el caso que motivó el fallo de esta Corte ci 
lado en el precedente considerando, como asimismo en el que 
se resolvió por sentencia de Diciembre 12 de hji8 1 fallo- tónío 
128, página 374'. se hizo colistar que el impuesto de Tablada 
se habia aplicado a haciendas que no estaba demostrado que 
hubieran si<lo vendidas en jurisdicción de la provincia, y qjie 
el impuesto se había percibido en el acto de la extracción y 
con momo de él!a, y en su mérito se declaró que tal grava- 
men impositivo era violatorio de los artículos *> y 10 de la Cons- 
titución, que no admiten aduanas interiores y prescriben la 
libra circulación de los productos nacionales. 

3. Que en los casos aludidos, este tribunal reiteró la 
doctrina consagrada cu diversos fallos en que se lia exami- 
nado el alcance de las garantías constitucionales que se in. 
VO&n en el sub lite, reconociendo la facultad <le las provin- 
cias para gra\íir la operación directa de la venta de sus pro- 
ductos c«> el momento en que la transacción se celebra, como 
un acto de comercio interno ( Fallos, tomo 100, página ¿64. 
considerando 12. página 372) ; y ha dejado establecido tam- 
bién que esa facultad no alcanza a legitimar el impuesto cuan- 
do la extracción del producto se efectúa sin que medie tran- 
sacción alguna 1 Fallos, tomo 127. ya invocado, penúltimo con- 
siderando). 

4. Q«e la libertad de circulación territorial, conforme 
a la jurisprudencia precitada, no es en manera alguna la I¡- 
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bcrtad de circulación que foniia la liase del comercio y que 
tiene por fines las transacciones, actos y •contratos, con el ob- 
jeto de adquirir y transmitir las cosas sujetas al comercio de los 
hombres, pues como se ha establecido, si otro fuese el alcance 
del articulo 10 de la Constitución, si la circulación por él de- 
clarada libre, fuese la circulación económica, entonces, no ha- 
bría momento en «pie mercadería o producto alguno incor- 
porado a la riqueza del país fuese pasible de impuesto, y sólo 
quedaría como materias imponibles, el hombre, el inmueble, 
la capitación y la propiedad territorial í Fallos, tomo 51, pá- 
gina 349). 

y <¿ue en el caso de autos, se desprende de los in- 
formo cxj>edidos por la Contaduría General de la Provin- 
cia, que las haciendas a que se referen las guias números 
10.900. » y 13-Q9" (pUWtos 2, 3 y 5, in- 

forme de fojas 45 vuelta), fueron vendidas |>or los actores a 
os señores J. M. Méndez y Compañía y a "Las Palmas Pro- 
duce y ComjKiñia Limitada", a nombre de quienes se exten- 
dieron las guias de referencia, en virtud de los certificados de 
compraventa presentados a las autoridades locales, operación 
de compraventa que no ha sido contradicha |>or los actores 
en la substanciación de la causa. 

0. ' yue respecto de estas haciendas, no puede pues, 
sostenerse con verdad que el ¡11 puesto percibido ha gravado la 
libre circulación territorial, porque es evidente que el grava- 
men en tal caso es a la circulación económica, esto es, a un acto 
de comercio realizado en la provincia de Entre Ríos y por eso 
mismo dentro del alcance de su potestad impositiva ; y en con- 
secuencia, demostrado como lo está en autos, que dichos ga- 
nados fueron extraídos del territorio de la provincia a nom- 
bre de terceros compradores, y que el impuesto se pagó por 
motivo de la venta aludida, no cabe dudar que la provincia 
ha podido exigirlo, en uso de facultades reservadas (Consti- 
tución artículos 104 y 105), por tratarse de transacciones co- 
merciales internas (Fallos, tomo 96. página 86) 
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7-" ü llc V° v '° < l uc hace a ' as haciendas a que se re- 
ntan las guias números 13.062. 13x63 13.088. 13.000.. 27.087. 
+; 320, 14.205 y 14.214 (punto 1. 4, 6, 7. 8. y 9 informe de fs 45 
vuelta), no se lia demostrado que hubiesen, sido vendidas o 
negociadas en la provincia de Entre Ríos, y pór lo tanto, el 
impuesto con que han sido gravadas en el acto de su extrac- 
ción está en pugna con las garantías que consagra el artícu- 
lo 10 de la Constitución, según el cual et> el interior de la 
República es libre de derechos la circulación de bis efectos de 
producción o fabricación nacional, así como la de !<>s géneros 
y mercancías de todas clases despachadas en las aduana* ex- 
teriores (Fallos, tomo 128, página 374. v jurisprudencia allí 
citada). 

8." ijiw la oportunidad en que se cobra el impuesto c¿ 
un antecedente para su debida calificación, suficiente, en ge- 
neral, para dar por establecido que en casos, como el que com- 
prende el precedente considerando, se trata de un gravamen 
a la exportación, pues según reiterada jurisprudencia de esta 
Corte, para que un impuesto se diga establecido con mptho 
de la extracción de productos de una provincia, basta qué él 
se exija en el acto de esa extracción, y por consiguiente, si 
media esta última circunstancia y se pretende río i obstante Ja 
legimidad del gravamen, habrá que demostrarse, como en los 
casos del considerando 5/», que el impuesto se aplicó y perci- 
bió por concepto de la venta o negocio de que los ganados 
fueron objeto dentro de la jurisdicción de la provincia. 

Por estos fundamentos, y atento lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador General; se declara: que el impues- 
to cobrado a los señores Cinto Hermanos, por las hactenda> a 
qué se refieren las guías números 13.062, 13.063, 13.088, ij-Ot/j, 
-7-807. 44.3*0. 14.205 y 14.214 (puntos I, 4, 6. 8 y 9, infor- 
me de fojas 45'vuclta), es violatorio de la Constitución Na- 
cional, y que en consecunceia, la provincia de Entre Ríos debe 
devolver al actor en el término de diez días la suma cobrada 
¡*>r esc concepto, con sus intereses desde la notificación de la 
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demanda; no haciéndose lugar a In devolución de ios impues- 
tos pagados por Ia¿ haciendas a que se refiere el consideran- 
do 5. de esta sentencia, sin costas, dada la naturaleza de la 
cuestión resucita. NotifSqiicse y repuestos los Sellos archívese. 

A. ÜCH.MKH». — D. K. 1'AI.ACfO. 

— J. Fir.riíuoA Amorta. 

Ea la niviaa fecha te dictó Igual resolución en otro Inicio seguido entre las 
miaaua sartea. por Ideática cansa. 



Jy.*ii litan Durao, en la causa sobre falsedad seguida contra 
Miguel VádeÚ. Recurso de hecho. 

Sumario : Un auto de sobreseimiento provisional rjp tiene el 
alcance de una sentencia definitiva a los fines del recurso 
extraordinario del articulo 14, ley 48. . 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DKí, SKN'OR PROCURADOR OKNKRAI. 

Bnenon Aires, Agosto de 1019. 

Suprema Corte: 

El auto de sobreseimiento provisional dictado a favor (le 
Miguel Vadell, acusado de falsedad por el actor Juan Este- 
ban Pu rao, no es sentencia definitiva a los efectos del recur- 
so extraordinario para ante V. K. |>orc|uc deja abierto el jui- 
cio hasta la aparición de nuevos «latos (Código dt Procedí 
mientes en lo Criminal; artículo >. 

Por consiguiente y atento lo disjxietso en el articulo 2¿ 
del Código citado y 14 de la ley 48, opino que no procede el 
recurso interpuesto por !a parte f|uerellante. 

José Nicolás Matienco. 
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Bueno* Aire*. Agosto 36 de tffID. 

Antes y vistos: lil recurso de hecho |*>r denegación del 
extraordinario interpuesto por e! representante del «loctor 
Juan K. Durao en la causa sobre falsedad seguida contra don 
Miguel Vadell, 

Y considerando : 

Que co no se hace constar a fojas 4, vta. y 6 vta. los awtc^ 
que motivan el recurso extraordinario del artículo 14 de la 
ley número 48 denegado por la Garuara de A^Iácioueís en lo 
Crimina! y Comercial de la Capital son los de fojas 117 y e! 
de aclaratoria del misino corriente a fojas i¿o de los alitos 
remitidos por vía de informe. 

Que el primero se limita a confirmar el sobreseimiento 
provisional decretado |*>r el señor Juez de Instrucción y el 
segundo aclarando el anterior declara que 'procede de acuer- 
do con el artículo 435* inciso i* del Código de Procedimien- 
IOS Criminales sobreseer provisionalmente". 

Que como lo ha hecho constar esta Corte en casos aná- 
logos y lo manifiesta el señor Procurador General, uti auto 
de sobreseimiento provisional no es 111 puede tener el alcance 
de una sentencia definitiva como lo requiere el recurso dedu- 
cido de -de que no pone fin al pleito en el sentido de juzgar 
Mjbre los derechos invocados, de un modo final, privando a 
la parte <le los que pretende le acuerdan los artículos consti- 
tucionales invocados, sin que lejos de ello deja a éstas el me- 
dio de hacerlo valer de su defensa, en el modo y forma auto- 
rizados en el derecho, atando se trate en el juicio plenario 
de la absolución y condena del acusado. (Fallos tomo Q*t. pá- 
gina 72 >. 

Por ello y «le conformidad con la expuesto y pedido por 
el señor Procurador General se «leclara improcedente el re- 
-urso interpuesto. Xotifiqucse y repuesto el |Kipel archívese. 
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Devuélvanse los autos venidos |>or vía de informe con trans- 
cripción de la presente. 

A¡ Hkk.mkjo. — D. E. pMMiOi 
— J. FfGUKROA Auortx. 



Don Pedro Mebano contra don Hermán Segall, por cumplí, 
miento de contrato. Contienda de competencia. 

Sumario: listando implícitamente indicado j>or la naturale- 
za de la obligación y |H>r la conducta de lo contratantes, 
el lugar del cumplimiento de un contrato, al juez de di- 
cho lugar y no al de! domicilio del demandado, corres- 
ponde el conocimiento de una demanda sobre cumpli- 
miento de aquél, el que t>or otra i>artc, fué firmado y tuvo 
principio de ejecución en el expresado lugar. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

AUTO DKL SKXOR JUKZ HSIHÍKA!, 

Corrientes, Octubre 9 de i«v 

Autos y vistas: La cuestión de incompetencia por inhi- 
bitoria promovida por el señor Juez en lo Civil de Buenos 
Aires, a petición de la parte demandada, en el juicio que por 
cumplimiento de contrato le iniciara a don Hermán Segall. 
(ion Tedro Licbano: 

Y considerando: 

Que el convenio cuyo cumplimiento se demanda, ha >¡do 
v.iscripto en Resistencia y así lo reconoce el demandado en ?1 
escrito de inhibitoria. 

Que de su texto se desprende, debe ser cumplido en Re- 
sistencia: La cláusula 2." dispone, que Liebano indemnizará 
a Segall "en la suma de S 9.000. por la rescisión de este con- 
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trato, suma que deberá abonarse cii tí forma siguiente: ütia 
terrera parte le acreditará en cuenta corriente, una tercera 
parte en un documento a fio días y la c i| tercera parte en un 
documento a 120 días". La primera cuota debe ser acredita- 
da en Resistencia, domicilio de Liehaijo los otros dos do. 
cumentos, entregados cuando Segall devuelva otros que por 
valor de 18.000 S, le suscribió Uehanó h que deberá hacer- 
lo tan pronto regrese a lUienos Aire-i .Como Liebano tiene 
que acreditar una suma en cuenta corriente y entregar dos 
documentos cuando Segall le devuelva los que de ¿1 tiene en 
sil poder, empleando las palabras del contrato, es de supone!, 
que esa entrega debe Hacerse en el ¡ domicilio del que la 
efectúa. 

^_ ■ í ji 

(¿ue aun suponiendo no aclaren ais, cláusulas citadas ei 

lugar donde deba ser cumplido e! contrato, el documento de 
fojas 1, la carta de fecha posterior al!' convenio, enviada por 
Segal a Liebano a Resistencia , demuestra, que la voluntad del 
demandado está jior que se realice allfe y en ese sentido em- 
pieza a cumplirlo, enviando a don Km|*ü> Pérez Camino, los 
cuatro pagarés «le S 4500 cju, para quejlos canjee con los dos 
que Liebano debe entregarle de acueni" a lo dis|Mtesto en el 
comvnio, envío que se hace por el "misinoicorrco del de la car- 
ta, como lu hace saber ella. 

Que con el principio de ejecución --qüc su|K>ne el contení- 
dc Je la carta, se sabe que la volunta» dvl que la subscribe— 
el demandado, —está por que se rea|iee en Resistencia. Y 
cuando se ejercitan acciones personales;; el juez competcnte 



el cumplimiento 
I domicilio del deman- 
ligo de Procedimientos 



para conocer es el del lugar designad > 
de la convención, con preferencia al d 
dado, articulo 4. , apartado 4." del Có 

Civil de la Capital *'» la República, prenunciándose el más al- 
ie» tribunal de la República, en el sentido de que esa designa- 
ción puede ser implícitamente hecha. (& C. tomo 42, pág. 39). 
Por estas consideraciones y lo aconsejado jwr el señor 



Procurador Fiscal, resuelvo: Declarar 
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competencia de éste 
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Juzgado para entender en la causa de que se trata, y requiero * 
al señor Juez exhortante, para que dando por fomulada la 
contienda de competencia, remita los antecedentes a la Supre- 
ma Corte, articulo 419 del Código de Procedimientos Civil de 
la Capital. Hágase saber con transcripción de esta resolución 
y del dictamen fiscal. Redígase las fojas. Sin costas. — Vi* 
torio F. Torrent. 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERA!, 

Buenos Aires, Agosto 12 de 1019. 

Suprema Corte: 

Ante el Juzgado de Resistencia don Pedro Ijebano en- 
tabló demanda contra don Hermán Segall por cmplimiento del 
contrato privado que corre agregado a fojas 2. 

A pedido del actor se notificó la demanda a Segall en su 
domicilio de Buenos Aires. 

Practicada la diligencia, éste acudió al Juez de lo Civil de 
la Capital solicitando librase oficio inhibitorio al de Corrien- 
tes, que interviene jx>r impedimento del de Resistencia, por 
considerar que se trata de una acción personal cuyo oonocú 
nimio corresponde al juez del domicilio del demandado, a lo 
que accedió dicho magistrado. 

Insistiendo el Juez de Corrientes en su jurisdicción, que- 
dó trabada la contienda de competencia que a V. E. correspon- 
de dirimir, de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 9. , in- 
ciso h de la ley 4055. 

Considero que el actor ha ocurrido a la jurisdicción com- 
}K.'tente para entender en la demanda. 

Kn efecto, el contrato, cuya existencia no ha sido descrv 
nocida por el demandado, fué finnado y ha tenido principio 
de ejecución en Resistencia (Chaco), según resulta del con- 
trato de fojas 2 y de la carta de fojas 1. 

Por la cláusula 2 del contrato, Liebano debe entregar a 
Segall dos pagarés en cambio de documentos que éste le dcvol- 
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verá y debe acreditarle en la misma fecha la suma ele tres mil 
¡ieso*. operación que, naturalmente, debe efectuarse en el asien- 
to de los negocios de Uehano, es decir en Resistencia, como 
efectivamente lo reconoció Segall en la carta de fojas i al en- 
cargar a un vecino de aquella ciudad |>ara qne llevara a cabo 
el canje de esos |>apcles. 'Me acuerdo, dice, con el convenio 
qi|e hemos firmado". 

Asi, aunque no esté indicado en el contrato el lugar de su 
cumplimiento, lo está de un modo implícito por la naturaleza 
ile la obligación (Código Civil articulo 1212) y por la conduc- 
ta de los interesados. 

Kl articulo del Código fie Comercio, inciso 4.", dice; 
"Los hechos de los contrayentes, subsiguientes al contrato, que 
umgan relación con lo que se discute, serán la mejor explica- 
ción de la intención de las parte* al tiempo de celebrar el con- 
trato". 

Creo, pues, que el convenio debe cumplirse en el domici- 
!io del actor. Por ello y los fundamentos concordantes del au. 
t« ilel Juez <le Corrientes, soy de opinión que el Juez de Re- 
nitencia, a quien éste reemplaza, es el competente para en- 
tender en el juicio iniciado y pido a V. K. se sirva asi decla- 
rarlo. 

José Nicolás Maticnzo. 

FAIXO OH I.A CORTE SUPREMA 

Bunti Aires, Agosto *jb ae UM0. 

Autos y vistos: Los de contienda de competencia entre 
el Juez Federal de Corrientes como reemplazante por recusa- 
ción del de Resistencia, y uno de Primera Instancia en lo Civil 
de la Capital para conocer del juicio instaurado por don Pedro 
l iebano contra don Hermán Segall. sobre cumplimiento de un 
contrato; y 

Considerando : # 

Que los antecedentes que obran en los expedientes veni- 
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dos a esta Corte y que se relacionan en el precedente dictamen 
de! señor Procurador (iencral demuestran la competencia del 
señor Juez Federal de Corrientes para conocer en el juicio de 
la referencia de acuerdo con las dis(K)siciones legales que se 
invocan y la reiterada jurisprudencia del tribuna!. 

En su mérito y conforme con lo expuesto y pedido por 
dicho funcionario, asi se declara. En consecuencia, remítanse 
los autos al Juez Federal de Corrientes avisándose al de la 
Capital en la forma de estilo. Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — D. K. Palacio. 
— J. FicuBROA Alcorta. 



losé Salomón y Cfa, en los autos: Nicolás Corarías con- 
ira José Salomón, sobre tercería de dominio. Rccur. 
so de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 
ley 48, contra una resolución fundada en una conclusión 
de hecho y de prueba, cual es la de que "no se ha demos- 
trado que el capital social sea de 900 j>e$os'\ independien- 
tc de la inteligencia (pie pueda atribuirse al precepto de la 
ley de sellos, en que el recurrente fundó la a]>tíación de- 
ducida. 

Caso: l.o explican las piezas siguiente: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire*, Febrero 10 de Ittt 

Suprema Corte : 
El artículo 77 de la ley N.° 10.361 de papel sellado, pres- 
• cribe que toda acción que emerja del cumplimiento de dicha 
hy corresponde al fuero de la justicia ordinaria de la capital. 
En presencia de esta disposición, que no estaba consignada 
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en la ley anterior W 4927, no puede atribuirse a los tribuna- 
lo federales jurisdicción exclusiva en los casos de aplicación 
•Ir la misma. 

Kl liedlo. \h*t otra parte, «le ser dictada una ley por ej 
Congreso Nacional no es suficiente ¡«ira qué la aplicación de 
ella constituya siempre un casó federal; V. K. asi lo ha decla- 
rarlo con respecto a la íey de defensa social en las caiuas re- 
giradas en los lomo* 113. pág. 263; tomo 117, póg. 140 y 
otro-, estableciendo que ella es mixta, de jurisdicción federal 
u ordinaria, según las circunstancias del hecho «pie motiva su 
aplicación. 

Kn el mismo cas»» Se encuentra la ley de papel sellado. 
Kl!a se refiero, rio solt» a actas o relaciones de orden federal, 
sino también a actos o relaciones de orden local. Asi, en cuan- 
to establece impuesto* sobré las solicitudes presentadas al Con- 
greso y a los tribunales federales, no cabe duda ele que se tra- 
ta de una ley de jurisdicción federal. I'ero cuando grave con 
un impuesto las promesas de compraventa de bienes raices en 
la Capital y territorios nacionales i» las actuaciones ante la 
justicia local de eso* distritos, es evidente que el Congreso le- 
gisla como legislatura local y no cuino Congreso Nacional 
para toda* las provincia*. 

Todo impuesto a procedimientos judiciales federales, es 
federal: y lodo impuesto a procedimientos locales, es local, 
porqUe el impuesto es lo accesorio y la tnateria sobre lo cual 
recae es lo principal. 

K! caso de autos se refiere a la aplicación ele la ley de 
p«pé! sellado a las actuaciones de la justicia local de esta Ca- 
pital en un expediente iniciado ante la justicia de paz. 

Tratándose pues de los tribunales locales que aplican un 
impuesto igualmente local. nO es procedente el recurso qué se 
interpone para ante V. K. 

Por lo que considero que aquél ha si<lo bien denegado y 
pido a V. K. se sirva asi declararlo. 



José Nicolás Matíensü. 
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VAUijO DE I.A CORTE SUPREMA 

Sitaos Aires. Agonfo 96 é* 1919. 

Vistos y considei .ndo: 
Oue el punto discutido en la secuela del juicio, como fun- 
damento esencial de la aplicación de la ley de sellos, ha girado 
alrededor del capital efectivo de la razón social constituida por 
él contrato de fojas u de los autos venidos i>or vía <le in- 
t« irme. 

Qilc la resolución de fojas 20 vuelta de los autos prein- 
dicados, se funda en que "no se ha demostrado qué el capi- 
tal social sea de 900 pesos", lo que vale decir que se apoya 
en una conclusión de hecho y de prueba independiente de la 
inteligencia que ¡Hieda atribuirse al precepto d la ky de sellos 
en que el recurrente ha fundado la apelación extraordinaria 
deducida . 

í^ue las cuestiones de hecho y de prueba, como lo ha es- 
tablecido reiteradamente la jurisprudencia tic este tribunal. 
>on extriias al recurso autorizado por el artículo 14 «le la ley 
número 48 y 6> de la ley 4055 (Fallos, tomo 127, página 291. 

entre otros*». 

Kn su mérito, y atento lo pedido por el señor Procurador 
Genera] se declara bien denegado el recurso. Notifiques* y re- 
puesto el papel archívese. Devuélvanse los autos venidos por 
\ía de informe al juzgado de su procedencia, con transcrip- 
ción dé la presente. 

A. Bermejo. — D. E. Palacio. 

— J. FlGURROA ALCORTA. 



Banco Anglo Süd Amrhqno Mo.. contra don Vietorio Qua- 
dr¡, por cobro ejecutivo de pesos; sobre eompetencia. 

Sumarió: Para determinar la competencia de los tribunales 
federales por razón de las personas «ólo debe atenderse a 
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las que figuran en los autos como ¡artes directas sin to. 
mar en cuenta el interés que otros puedan tener en el 
resultado del pleito. En consecuencia, carece de aplica 
ción lo dispuesto por él articulo 14 de la ley 48 en un cas.» 
de ejecución de una letra de cambio firmada |x>r un ex- 
tranjero y «los argentinos, promovida por otro argentin» 
contra el primero; |x>r lo que es aplicable lo dispuesto 
por el articulo 100 de la Constitución y 2.?, inciso 2» de 
la referida ley. 

Casos Lo explican las piezas siguiente :s 

DICTAMEN DKt SEÑOR PROCURADOR C.KXKRAI. 

ButttM Afaot, Abril 10 de IO11». 

Suprema Corte: 

f\m Victorio Quadri. a cuya orden se extendió e! ¡Soga- 
re que corre agregado a fojas 3. lo transfirió por endoso a 
un tercero, quien a su vez lo endosó en blanco. 

Vencido dicho documenio, el Banco Anglo Stul Ameri- 
cano, portador del mismo, entabló ante la justicia local de la 
ciudad de Mendoza acción ejecutiva contra el primer 
dosantc Quadri, quien contestó la demanda oponiendo, entre 
• tras, la excepción de incompetencia de jurisdicción, por consi- 
derar que lo amparaba el fuero federal en su calidad de ex- 
tranjero demandado por una perdona jurídica argentina. 

Substanciada la exección, fué resuelta en ambas instan, 
cias en contra de lo sostenido por el demandado. 

í.a sentencia apelada declaró que, de los tres firmantes 
del documento, sólo uno era extranjero y. en cuanto al de- 
recho, dijo que, siendo solidaria la obligación de todos los fir- 
mantes «le una letra ele cambio, es menester que el fuero fe- 
dera! proceda respecto de todos ellos, para que la jurisdic- 
ción pro\incial quede excluida, atento lo dispuesto en el ar- 
ticulo 10 ríe la ley 48. Tal es la cuestión que viene a la reso- 
lución de V. K. Considero que la solución la da claramente el 
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articuló ro ile la ley 48 cuando dice: "Eai las sociedades co- 
lectivas y en general en todos los casos en qué dos o más 
¡xrsonas asignables pretendan ejercer una acción solidaria, o 
sean demandadas |w>r una obligación solidaria, para que caiga 
Unjo la jurisdicción nacional, se atenderá a la nacionalidad o 
vecindad de todos lo* miembros de la sociedad o cumttnidad, 
de tal modo que será preciso que cada uno de ellos indi vi- 
dualmente tenga el derecho de demandar o pueda ser deman- 
dado ante los tribunales, con arreglo a lo dispuesto en el in- 
ciso 2.°. del articulo 2.°". 

Me parece evidente que este artículo se refiere a perso- 
nas que están siimiltáneameiu en el mismo juicio. No creo 
que estén comprendidas en él personas que, si bien son soli- 
dariamente res|>onsab1es hacia un tercero, no demandan ni 
son demandadas, ni están obligadas a comparecer en juicio si- 
multáneamente. 

Asi. el librador, el aceptante y los endonantes de una le- 
tra de cambio responden solidariamente a los resultados de 
la letra ; pero según lo dispuesto en el artículo 669 del Códi- 
go de Comercio, d portador <le la letra debe elegir entre ello- 
a quien demandar y, dirigida su acción contra uno de ellos, no 
puede ejercerla contra los demás, sino en caso de insolven- 
cia del demandado». De modo que la solidaridad de la obliga- 
ción no importa simultaneidad de la acción judicial. Además, 
el ariculo 735 del mismo Código declara que la letra de cam- 
ino constituye, relativamente a cada uno de los que la firman, 
una obligación distinta y personal. 

Kn el presente caso, la acción ha sido intentada sola e 
individualmente contra el tomador del documento, y primer 
endosante, señor Quadri, cuya calidad de extranjero ha sido 
reconocida en la sentencia de fojas 74. 

luí tal viitud, el juicio se ha iniciado y seguido entre un 
argentino y un extranjero, siendo aplicable por ello la dispo- 
sición contenida en el articulo 2. a , inciso 2. a de la ley 48, que 
detiara la procedencia del fuero federal en tal caso. 
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Por tanto, pido a V. K. f se sirva retocar la sentencia 
apelada en el punto que motiva el recurso. 

losé Nicolás Matíenso. 

PALCO DK LA CORTE SUPREMA <■> 

Bueno* Airee, Agosto de 1WÜ#. 
Visjos y considerando: 

Que la sentencia ajelada en cuanto confirma por .mus 
fundamentos la de i." Instancia corriente a fojas 74. ha dejado 
establecido en lo substancial que el caso 110 es de la com|>c- 
tencia de la justicia federal por cuanto si bien es cierto que 
el demandado Quadri es extranjero y el actor es argentino, 
los otros dos firmantes de la letra que se ejecuta son también 
argentinos \k>t lo que con arreglo a lo dispuesto por el ar. 
ticul 10 de la ley número 48. es necesario atender a la nacio- 
nalidad o vecindad de todos ios miembros de la sociedad o co- 
munidad, de tal modo que será preciso que cada uno de ello«s 
individualmente tenga el derecho de demandar o pueda ser 
demandado ante los tribunales nacionales. 

• 

Que «le lo contrario, agrega, habría que ocurrir llegado 
el caso a distintas jurisdicciones lo cual traería morosidades 
que harían ilusoria la confianza pública «pie !a ley procura ins- 
pirar en las letras de cambio. 

CJuc respecto al primer fundamento cabe observar que 
para determinar la competencia de los tribunales federales 
por razón de las personas Sólo debe atenderse a las «pie figu- 
ran en los amos como ¡wrtes directas sin tomar en cuenta 
el interés qué otros puedan tener en el resultado del pleito 
según se ha establecido reiteradamente (Fallos, tomo o* pági- 
na 397; 121, página 126 y argumento del tomo 28. página 83 
y 108). 



0> Víate tomo tt?, página 802. 
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Que en tal concepto carece de aplicación al caso lo dis- 
puesto por el citado artículo io t por cuanto la acción se diri- 
ge únicamente contra Otiadri, que según la sentencia apelada es 
extranjero, demandado por un argentino, por lo debe apli- 
• carse lo dispuesto por el artículo 100 de la Constitución y 
2.", inciso 2. de la ley número 48. 

Que no es de tenerse en cuenta el inconveniente que se 
apunta por la posibilidad de ocurrir a distintas jurisdicciones 
por cuanto militaría la misma razón al renovar el p!e¡to ante 
el misino fuero. 

Que los casos de jurisprudencia que se invocan no son de 
l>ertinentc aplicación ai sub judkc. 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General se revoca la sentencia apelada en 
la parte que ha sido materia del recurso. Notifiquese y de- 
vuélvanse; repóngase él pape!. 

A. Bermkjo. — D. E. Palacio. 
— J. FicüERoa Alcokta. 



.VOTA? 

Con fcclia 5 de Agosto de 1919. la Corte Suprema no 
hizo lugar a la queja interpuesta por don Faustino Alonso, 
en autos con los señores Alvarez y Escobazzi, por indemniza- 
ción, jK>r cuanto el recurso de inaplicabiüdad de ley que se 
deducía invocando el articulo 284 del Código de Procedimien- 
tos, era improcedente para ante el tribunal y f además, porque 
la ley número 9/188 es de derecho común y con arreglo al ar- 
tículo 15 dé la ley número 48 su interpretación y aplicación es 
ajena al recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de 
la misma. 



FAHx-¿ IC LA COSTE SCPSOIA 



por lo* señores Maiumi Hau*^ en auto* con los 
fVnoWr/ y Ra^ch. -obre o^motora de acrcrtiV- 
por re^dur «ir b cscpovñcióa «le los recurrente^ «jue d re- 
H «Ir mapikalahdad de ley o doctri- 
el artknU» ¿£4 de) Código de Procedí, 
•le b Caj^taL rr ;.r- védente ¡ora ante el tribunal con 
■ I» 





EN 7 *W mwtti o. ^c h»> logar a b «¡neja dedndda por 
_ k< * - ,na " Lalur ™ coa d-n Jo» A. Loínaz y otro, so- 

•Wc o4mo de pc*o«. jwrao imitar qoe <r tratara de alguno de 

Ibafa ^^í^ *™ d artklB, ^ 14 * ^ n¿mefo 4Ít - 
5a * r-i el ártico*. 15 «le b 



Con íecba mm ¿* Iño ingar a b «{neja deducida por 
Xcnr^o Enñfx Ierran en aon* con «loa Florencio 
enfriad de lindo, por resaltar de b propia 
del RBDBnntC que b incitación dd artículo 17 «fe 
VXmáim. en cnanto .pe b sentencia apebda ~no está 
en b verdadera ha 




del articulo 14 dc 



Fn 12. «iel nisa» no *r bi». fogar a b «¡neja «Muñia 
p«c «ta Ij¿* n«¡ano en amos cx m Knripe B. Pe*e. sobre 
.afcrasra* c mrarias. por cuan*» b cuestión de competencia 
«fnr se «fice debatida y recocha por los tribuíale- 
b provñKn de Buenos Aires, era extraña al artículo 18 

lo* inecc* «le aooefla. son jueco na 




al igual «le V* de b Capital, y ^.r- 



* 
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la sentencia de la Suprema Corte de dicha provincia se había 
limitado a determinar la extensión de su propia competencia 
con arreglo a las leyes locales, lo que bastaba por si *ó!o para 
reconocer que su decisión es ajena al recurso extraordinario 
que hahia sido denegado. 



Kn 14. tlel mismo fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apela- 
ciones «le! Paraná, la que, a su vez. confirmaba la dictada por 
el Juez Letrado del Territorio «le Formosa que condenaba a 
sgnacio González o Molina o Meza a sufrir la pena diez y 
siete años y medio de presidio, inhabilitación absoluta por el 
tiempo de su condena y la mitad más, interdicción civil y \i- 
gi larda de las autoridades por tres años después de ser cum- 
plida ésta, como autor del delito de homicidio perpetrado en la 
persona «le Juan Pérez el «fia 14 de Enero de 1917. en jurisdic- 
ción «le dicho territorio. 



Con fecha hj. >e declaró bien denegado el recurso dedu- 
cido pon doña Mana Zapiola de M a «sera, en autos con el Con- 
sejo Nacional de Kducacion de la provincia de Rueños .-Vires, 
sobre interdicto posesorio, contra sentencia de la Cámara Pri- 
mera «le Apelaciones en lo Civil de la Capital que declaraba la 
incompetencia «le la justicia local para com>ccr en dicha cau- 
sa, en razón de no tratarse «le contienda «le competencia «pie 
el trilnnal «leba «lirimir «ai ejercicio «ie la facilitad conferida 
por el articulo «• «le la ley 4.055 y, además por no atarse 
tampoco «le alguno de los casos comprendidos en lo dispuesto 
por el articulo 6 «le dicha ley y 14 de la número 48, pues no 
existía «fenegución «leí fuero federal que hubiera sido» in- 
vocado. 



En b misma feclia no se hizo lugar a la «¿neja interptics 
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la por Isaac Sitcovsky, en el recurso de habeas corpus de- 
ducido por el mismo, a mérito de k> dispuesto en e! artícu- 
lo 231 de I» ley número 50 y artículo 516 del Código de Pro. 
cedimientos en lo Criminal. 



|¿n 2J tic! mismo, no se hizo lugar, igualmente, a la que- 
ja deducida |K>r don Juan B. Cachero en autos con don Juan 
l'cduzzi. sobre desalojo, en razón de que el recurso del ar- 
tículo 34O del Código de Procedimientos de la Capital, era im- 
procedente para ante la Corle Suprema. 



Con techa 26 110 se hizo lugar a la queja deducida \ro\ 
don Damián Caudclón en autos con don Pedro Mazotcguv 
sobre cobro ejecutivo de pesos, por cuanto los artículos 330 
} 34.? M Código de Procedimientos que se invocaron no se 
refieren a recursos para ante la Corte Suprema, como se* ha 
lucho constar en repetidos casos, y no lo autorizan tampoco 
la iiuerprctación y aplicación de las disposiciones del Código 
de Comercio, o sea el articulo 1. 140. estos es. el 71 que se itien 
ciória de la lev de quiebras. 



lili la misma fecha se declararon bien denegados los re- 
cursos «le hecho deslucidos |>or los señores Wasserman y Cía., 
en la cansa seguiito en su contra |K>r infracción aduanera (ley 
número 10.220), en razón de que según lo reiteradamente de- 
clarado por el tribuna!, la simple manifestación de que se 
apela para ante él, importa entablar el recurso ordinario auto- 
rizado por el articuló 3- do la ley ¿otfc, y nó el extraordü 
nario tU-1 articulo 14 de la ley 48 y ó. * de la número 4.055, de 
suene que. no habiendo sido interpuesto el recurso oxtraordi- 
nario. no ha podido serle denegado como lo expresaban los 
recurrentes al ¡nterjiohcr su queja y, ademas, porque el re- 
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curso ordinario es improcedente contra sentencias pronuncia- 
das por la 'Cámara Federal <le Ablaciones de la Capital en 
causas <le esta naturaleza y que con arreglo al articula 4." de 
la ley 7.055- sus decisiones causan ejecutoria. 



Don Humberto Tiseornia en autos con don Rodolfo Holh, 
sobre desalojo. Reenrso de hecho. 

S'iinario : Xo existiendo el hecho en que se hasa un recurso 
de queja por apelación denegada, interpuesto contra una 
resolución que se pretende violatoria de una garantía cons- 
titucional, procede el rechazo de la queja deducida. 

Caso*. lio explican las pte/as siguientes: 

DICTAMKN UKr. SKXOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aire». AflOltO 1* de I9IU. 

Suprema Corte: 

Sí e! recurrente «Ion Humberto Tiseornia hubiera sido 
"•límente objeto de una intimación para desalojar la casa que 
(i ve habitar, sin haber sido oído ni vencido en juicio, su caso 
átria análogo al de doña Agustina A. de Patán, resucito 
por V. K. el 24 «le Diciembre último, de acuerdo con mi dic- 
tamen de 13 de Septiembre de 1918 (128 fallos 417). Ivs 
decir, e l recurrente tendría justa razón para ser protegido 
por \ . V.. en su derecho constitucional de defenderse en 
juicio. 

P«2r<y, en las actuaciones remitidas por el juzgado de Paz 
de la Capital, sección 17, no veo la constancia de esa estima 
ción, pites la cédula de fojas 3 no contiene el nombre de Tis- 
eornia sino el de José Arramliarri. 

Además» el actor don Kodolfo Roth, expresa a fojas 22 
vuelta que Tiseornia no es parte en el juicio, lo que jurídi- 
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camente quiere decir que él 110 lo l|a demandado ni le puede 
obligar con la sentencia dictada o por dictar, siendo eviden- 
te que las sentencias no obligan a qu enes no han sido paité en 



la contienda. 



Se trata pues, de uu simple leí 



lür ilel recurrente, acerca 
de un hedió futuro que pudiera afeitarle si el juzgado de Paz 
violase la garantía establecida en e articulo 18 de la Cous- 
tución, lo que no debe presumirse de antemano. 

Faltando, pues, caso concreto qije -de margen a la inter- 
vención de V. E., |x>r ahora, opino qi)e corresponde declarar 
improcedente el recurso traído. 



JtsS X ¡cotas MatiencQ. 



SUfRKMA 

Septiembre 2 é% «K 



i r; 



FALLO UE LA CORTE 
Bueno* 

Autos y vistos: lil recurso de u>ja por ablación dene- 
gada interpuesto |x>r don Humberto -riscornia contra la re- 
solución de que informa la cédula oáiente a fojas 3 dé los 
autos venidos por vía de informe, dél juzgado de Paz de esta 
Capital, sección 17, en el juicio dj- desalojó entablad.. p¿* 
don Rodolfo Koth contra don José ¿jtjinbarri y ocupante 

Y considerando: 

Que el apelante estimando que 
contiene una sentencia de desalojo áicjtada sin habérmele per- 
initido defensa, interpuso a fojas 26 <le los autos el recurso 
extraordinario, para ante esta Corte J Cuidándolo en el artícu- 
lo 18 de ¿a Constitución que garante la Jefensa en juicio, el que 
le fué denegado. 

Que el juez «le Paz, en la resolución denegatoria de didló 
recurso (fojas 20 vuelta 1 hace coniW expresamente ser in- 
cierto el hecho de haber Tiscornia ijjc irrido con testigos a la 
audiencia del dia .»(» ele Marzo próximo pasado para contestar 
la demanda de que hace mención. a ! fojas 4. 



la citación de referencia 
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Qlte entre otros motivos es ele observarse que no corres- 
ponde averiguar ese hecho en el recurso extraordinario se- 
gún lo reiteradamente resuelto. 

Que por otra parte, solicitad.) a fojas 2\ él lanzamiento 
áú don José Arrambarri. el Juez de Paz lo mandó reservar, 
sili qué hasta ahora haya sido decretado. 

Que si tal resolución se dictara contra Tisconia, notifi- 
cada que le fuera habría llegado la 0|>ortimklad de entablar 
los réOir50S¡ que creyera corresjx mderle. 

Por c1!b y conforme con lo dictaminado por el señor Piro- 
curador General se declara no haber lugar al recurso inter- 
puesto. Xotifiqucse original y archívese <Je\v>tviéndosc Hk 
autos venidos por vía de informe con testimonio de la pfc 
sérife. Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dki. 
Solar. — D. K. Palacio. — 

J. FlGUEROA AlXORTA. 



i)on Manuel Gascón (hijo), en autos con doña Emilia Giró 
de los Carreros, sobre cobro de honorarios. Recurso de 
hecho. 

Sumario : i? Xo tiene el carácter de sentencia definitiva a los 
fines del recurso extraordinario del articulo 14, ley 48. 
una resolución que dispone que el cobro de Iwnorarios 
judiciales debe reclamarse ante el mismo tribunal que 
conoció del juicio en que fueron causados. 

2." Toda cuestión acerca de la existencia y alcan- 
ce de las leyes locales que organizan su jioder judicial 
o reglan los procedimientos, debe ser resuelta por los tri- 
bunales que conozcan legítimamente del pleito o proceso, 
sin recurso ulterior para ante la Corte Suprema, fuera 
•le los casos extraordinarios previstos en el artículo 14 <W 
ta ley 48, 6." de la ley 4.055 > artículo 22 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal. 
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3. No son revisibles \*>r vía del recurso extraor- 
dinario las decisiones de los tribunales locales en cuanto 
deslindan la competcnci; de sus propios jueces. (Eti el 
caso la resolución recurrida se limitó a decidir que el 
cobro de honorarios judiciales debía reclamarse ante el 
mismo tribunal que ha onocido del juicio en <pte se han 
causado). 

Casa : l.o explican las piezas siguientes: 

IMCTAMIÍX OEI. SI-ÑOR 1 ROCURADOR GENERAL 

Unenos Aires, Jimio 18 4e UN'ft, 

Corte Suprema: 

Kl recurso de hecho traído |x>r el doctor Manuel Gaz- 
cón (hijo), en autos ooti doña Kmilia Ciro de las Carrera*, 
se refiere a la resolución dada por la Cámara de Apelado, 
nes en lo Civil de la Capital a un incidente de corn|>etcu- 
cia. Iil tribunal se ha limitado a declarar la incompetencia 
de uno de los jueces locales de 1 * Instancia por razones que 
atribuyen la competencia a otro magistrado de la misma ju- 
risdicción. 

Iil fuero federal no ha sido materia de discusión ni fa!l«». 

No se trata, pues, de ninguna de las cuestiones de com- 
petencia que la ley 4.035 somete a la decisión de la Corle 
Suprema; ni ¡a resolución apelada es sentencia definitiva, de 
que pueda recurrirsc en virtud del articulo 14 de la ley 4K. 

Oignese. ¡mes V. K.. declarar bien denegado el recinto. 

José Nicolás Matiensi*. 

VXl.U) DK LA CORTE SITKKMA 

Buenos Airen, Sep iembre 2 de 1911». 
Vistos y considerando: 

Qué la resolución de fojas (jo, de los autos traidos a re- 
quisición del señor Procurador General) confirmatoria de !a 
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de fojas 47. jK»r sus fundamentos y los del dictamen del señor 
Fiscal de Cámara, dispone, en concreto, que el cobro de ho- 
norarios judiciales debe reclamarse ante el mismo tribunal 
<|uc ha conocido del juicio en que se han causado, lo que vale 
■ lecir que no hay decisión en contra del derecho a percibir- 
los, puesto que ese auto se limita a determinar el modo de 
liacer efectivo aquel derecho con arreglo a las leyes procesa- 
les de carácter local, y por tanto, falta en el caso el requisi- 
to esencial que podría autorizar el recurso, esto es, ta senten- 
cia definitiva contraria al derecho del apelante a obtener la 
remuneración de lo servicios prestados ("Fallos l<*mn 118 pá- 
gina 60) . 

One si bien el actor ha invocado diversos preceptos cons- 
titucionales para sostener su derecho a los honorarios cuyo 
cobro persigue; ello no modifica la cuestión del punto de vista 
del recurso autorizado |>or el artículo 14 de la ley 48 y 6.° 
de la 4.055, porque con arreglo a tas reiteradas decisiones de 
este tribunal, no hasta la invocación de una disposición cons- 
titucional para hacer procedente la instancia extraordinaria 
jara ante esta Corte: es necesario, además, que la disjíosición 
constitucional invocada esté directa e inmediatamente relacio- 
nada con la cuestión debatida < Fallos tomo 123 página 405; 
tomo '24, página oí ; tomo uy página 102), y es evidente que 
el derecho a cobrar, honorarios judiciales 110 está ni podía es- 
tar fundado "directa e inmediatamente" en la Constitución, 
en cnanto se refiere a cuestiones que por su propia naturale- 
za están regladas |ior leyes preccsales, ineficaces para autori- 
zar el recurso de que s* trata (Fallos tomo 119, página 417: 
tomo 123, página 1H0; argumento del fallo tomo 1*5. p¡8> 
gina 14 y página 346). 

Que la garantía que consagra el artículo 16 de la Cons- 
titución, no es otra cosa que el derecho a que 110 se establez- 
can cxce|H a iones o privilegios que excluyan a unos de lo que 
se concede a otros en iguales circunstancias, de dónde Sé sigue 
que la verdadera igualdad consiste en aplicar la ley en los ca- 
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«>3 ocurrentes según las diferencia* constitutiva- de ellos, y 
qüc cualquie a otra inteligencia q acepción de este derecho, 
es contraria a su propia naturaleza y al interés sociál (Fá- 
líos tomo 123. página 106; tomo 124, página \22\ tonto 1*7. 
página 18), y en el caso de amos la disposición legal impug- 
nada no consagra excepción alguna. >ino cjué comprende a to- 
dos los que en igualdad de circunstancias intervienen en los 
juicios. 

Que corresponde considerar asimismo, que las leyes de 
procedimiento se dictan por los poderes locales en virtud de 
facultades reservadas (artículo 67, inciso II de !a Constitu- 
ción», que autorizan a las provincias a darse sus propias ins- 
tituciones y a regirse por ellas (Constitución, artículos io[ y 
105): y con arregk) a tales principios, las provincias reglan 
con entera independencia las normas a que deben sujetarse las 
personas que intervienen en los juicios (argumento del fallo* 
tomo 99, página 1511, siendo |>or otra |xirte, de toda eviden- 
cia, qué cuando un profesional presta sus servicio-i en un 
pleito, acepta implícitamente que sus honorarios, a falta de 
convenio, serán estimados por los medios establecido* en la 
!cy procesa!, vale decir que celebra un contrato bajo Con- 
diciones conocidas de antemano, y ello no puede ser violato- 
río del artículo 1.627 del Código Civil. qu c se refiere a traba- 
jos o servicios de carácter profesional que no están regidos 
especialmente por determinadas dis|>osieiones legales. 

Que si bien se ha sostenido que no hay ley qúé impida 
n h - abogados el ejercicio de los derechos que confiere el ar- 
tículo r.627 del Código Civil, esta Corte lia declarado que tocia 
cuestión acerca de la existencia y alcance de las leyes lócale- 
que organizan su poder judicial o reglan los procedimiento-, 
débí ser resuelta jnir los tribunales que conozcan legítima- 
mente del pleito o proceso, sin recurro ulterior para ante ésta 
Corte, fuera de los casos extraordinarios previstos en el ar- 
ticulo 14 de la ley 48, 6." de la ley 4.055 y articulo ¿¿ del 
Código de Procedimiento en lo Criminal porque de lo con- 
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ira rio. ¡a jurisdicción federal seria mucho más amplia que la 
establecida por los artículos 67, inciso ri; 100 y 101 de la 
Constitución (Fallos tomo, 125 página 292 ). 

Qué ;«»r lo demás la resolución recurrida se limita a de- 
cidir la excepción de inconi|)eteucia de tin juez local opuesta 
]**r el demandado para sostener la competencia de otro juez 
del mismo carácter, y este tribunal ha declarado reiteradamen- 
te t|ué no son revisililes jx»r vía del recurso extraordinario 
¡as decisiones de los tribunales locales en cuanto deslindan 
la competencia de sus propio- jueces (Fallos tomo 123. pá- 
ginas 82 y 216, entre otros). 

Por ello, y atento lo expuesto y pedida j)or el señor Pro- 
curador General, se declara bien denegado el recurso. Noti- 
fí(|Ué5e y archívele. Devuélvanse al tribunal de procedencia 
los autos traídos a requisición del señor Procurador General, 
COii transcripción do la presento. Ro|x>nfíase el pafK-l. 

Nicanor (i. tiHh Soi.ar. — I). K. 
Palacio. — J. FicuEroa 
Aiaorta. 



Íi»n Aristidcs Sf*onl en autos con doña María Hiena Sán- 
chez de llorcosquc. sobre rendición de cuentas. Recurso 
de hecho. 

Sumario: 1." El argumento de que substraer determinado jui- 
cio del conocimiento del jucx de la .sucesión importa déte»- 
gáf el artículo 3.284 del Código Civil, no significa sin*» 
plantear una cuestión de competencia con fundamento- in- 
deludientes de los que consignan las leyes de procedí- 
mientos locales, sin. íituidos en el caso, |K>r el aludido 
precepto del Código Civil que legisla, también, sobre ju- 
risdicción privativa en materia de sucesiones. 

-».'• La demanda que no se dirige contra sucesión al- 
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guna, sino contra una persona determinada, tío correspon- 
de al Juez de la sucesión. 

3 o ífO* juicios por rendición de cuenta-, aún cuan- 
do se promovieran jx>r una testamentaria, no son de los 
qiiC con arreglo al articulo ¿¿284 dél Código Civil corres- 
ponden al Juez de la sucesión; 

Caso: Lo explican las pieza- siguiente?: 

niCTAMKX tiÉl, SKÑoK PROCURADOR i.IÍXKK Ai. 

Bueno* Alte*, Mayo ■> Je IW 

Suprema Corte: 

La seiuencia dé fojas 618 de la Cámara Segunda de Ape- 
laciones en lo Civil de la Capital, dictada en el juicio que 
l*»r rendición <le cuantas sigue doña María Elerta Sánchez de 
¡íoreosques contra don Arístides Spont, al interpretar y apli- 
car disposiciones del Código Civil relativa* a -octV.iadt re- 
suelve una cuestión de derecho común. 

Xo acordándose contra resoluciones de esta naturaleza, 
según lo expresa terminantemente el articulo 15 de la ley 4», 
el recurso de apelación para ante V. K. (pie autoriza el articu- 
lo 14 de la citada ley, considero qué la apelación lia sklo bien 
denegada. 

Respecto a la jurisdicción competente para entender en 
este juicio, sobre lo (pie el apelante hace cuestión en su escri- 
to de (ájás ¿. considero (pie la discusión es extemporánea, 
I jorque el auto que declaró la eom|>etencia del jiv de la ca- 
pital a fojas 194 quedó consentido, fuera de que. habiendo 
optado el apelante por la declinatoria, mítica pudo llegar a 
V. K. el présenle caso como contienda de competencia entre 
jueces de esta Capital y de la ciudad efe Mendoza cuya juris- 
dicción rechura el demandado. 

Por lo expuesto, considero que ha sido bien denegada la 
apelación y pulo a V. K. se sirva a ¿i declararlo. 



José Nicolás Matienzv, 
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FAM.O di; i,a cortk svprkm a 

Buenos Aire*, Septiembre -' de I91K 
Autos y vistos: El recurso de hecho |*»r denegación del 
extraordinario interpuesto por don Aristidcs Spotít contra 
sentencia «le la Cámara Segunda de Apdaciories en lo Ci\il 
líe la Capital, en los autos seguidos contra el recurrente por 
doña María Elena Sánchez cíe BoiWsqüC sobre rendición de 
cuentas. 

Y considerando : 

Que si bien se ha sostenido qiic sustraer el juicio dé re- 
ferencia al conocimiento de los tribunales de Mendoza imper- 
aba derogar él articuló 3.284 del Código Civil, ello no signifi- 
ca, en el fondo, sino plantear una cuestión de coWpetenciá con 
fundamentos ihdepemlieiites de los <|Ue consignan las leyes 
■le procedimientos locales, substituidos cu el caso, por el pre- 
cepto aludido del Código Civil, que legisla también sobre ju- 
risdicción privativa en materia de sucesiones 

Que esa cuestión de competencia, como lo expone el se- 
ñor Procurador General en su dictamen, quedó detinitivamen. 
le resuelta por el auto de fojas ti& sin que contra esa de- 
cisión el demandado dedujera recurso alguno que pudiera ha- 
cer procedente al queja interpuesta. 

Que no modifica esta conclusión la circunstancia ilc que 
también se alegara la derogación de los artículos 1.792 y 1.822 
del Código Civil (1758 y t.788. numeración antigua». La sen- 
tencia recurrida ha considerado y resucito con arreglo a los 
principios del derecho común la cuestión "relativa al instrumen- 
to en que funda su acción la parte actora, ya se lo considere co- 
mo un contrato de sociedad ó como un mandato, decisión que 
por sus propíos fundamentos, no es de las que pueden autorizar 
la tercera instancia extraordinaria para ante esta Corte * Fa- 
llos tomo 128, página 317) • 

Que a mayor abundamiento cabe observar que este li- 
tigio 110 se ha promovido contra la testamentaria radicada en 
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Mendoza, sitio por uno tic los herederos contra un tercero, y 
opino se lia establecido por esta Corte Suprema, la demanda 
cjiic no se drige contra .sucesión alguna, sino contra una |>er- 
sona determinada, no corresponde al Juez de la sucesión (fa- 
llos tomo 57. página 424 ) . 

Que también lia estaMccido la jurisprudencia de este tri- 
bunal, en un caso análogo al stib lite, que los juicios |K>r ren- 
dición de cuentas, aún cuando s.e promovieran por una torta- 
mentaría, no son de los que con arreglo al artículo 3.284 del 
Código Civil corresponden al Juez de la sucesión (Fallos 
tomo 6o, página 255). 

Por ello, y atento lo expuesto y pedido ¡*>r él señor Pro- 
curador General, se declara no haber lugar al recurso. No- 
tifíquesc Ripóhgasc el jiapcl y archívese. 6cvuéU v anse los au- 
tos venidos por vía de informe al tribunal de procedencia, 
con transcripción de la presente. 

A. BERMEJO. — Nicanor G. del 
Solar. — D. K. Palacio. — 

J. FlCUKROA AlCORTA. 



Don Prawisco Brown, contra el Gobierno ÑaciqnúÚ sobre 
indemnización de daños y perjuicios. 

Sumario ¡ l ara establecer las responsabilidades de la Nación, 
fuera de las relaciones contractuales |K>r actos de los 
empleados que la representan, es necesaria una dtsposi 
ción legal expresa que se las imponga, y no existiendo ese 
requisito y fundándose la demanda de daños y perjuicios 
en la falta de cumplimiento de un contrato celebrado por 
ella en su carácter de persóife jurídica, que se pretende 
hacer derivar de negligencia cul|>ablc o complicidad de- 
sús agentes, corresponde el rechazo de la acción ¡us- 
taurada. 

Casó: Lo explican las piezas siguientes: 
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si:nti:\cia dki. spñok gpsz kkderai, 

Bueao* Aire». Octubre 5 4e 1917. 

V vistos: Los promovidos por Francisco Brown contra 
la Marión sobre indemnización de daños y perjuicios prove- 
nientes de la inejecución de un contrato, de los que resulta: 

i" Que atento lo dispuesto por la sentencia ejecutoriada 
<!• la Excma. Cámara corriente a fojas 134 es menester 
fallar sobre fondo del asunto. Fin consecuencia procede re- 
latar nuevamente los extremos de la causa siquiera sea con 
brevedad, ya que con toda amplitud lo fué en la sentencia 
de fojas 102. 

2" Que según lo expresa a fojas 7 y siguientes el señor 
Francisco Domingo representante del actor señor Francisco 
Brown (instrumento de fojas 1 ), .celebrado el contrato en 
Knero 31 de 1910 entre la Comisión del Centenario y el actor, 
fojas 18 expediente 4.722 H IQ12 agregado sin acumularse, 
éste procedió a darle cumplimiento y cuando tenia listos los 
elementos de! caso, un núcleo poco numeroso de pueblo asal- 
tó e incendió el Circo de la calle Florida entre Paraguay y . 
Córdoba, en la noche del 4 de Mayo de 1910, sin que la Po- 
licía y los Bomberos evitasen el atentado que contó con el 
aplauso de la prensa de !a Capital antes y después de rea- 
lizado. 

3. ° Que el actor percibió cuarenta mil pesos moneda na- 
cional antes del incendio y diez mil en Julio 4 de 1910, entre- 
gándole esos fondos la Comisión del Centenario. Seguidos 
los trámites administrativos tendientes a reparar la situación 
creada, el Poder Ejecutivo |*>r decreto de Septiembre 7 
de 191 1 denegó las pétici nes del señor Brown. Para ello se 
aflujo que existe caso fortuno en el incendio ocurrido y que 
la Nación cumplió y el actor 11 ■ con sus compromisos. 

4. ° Que no hay caso fortín t > en el hecho, pues la cam- 
l>aña de la prensa fué ruda y cflti fórica ; se ha previsto lo 
que sucedería y ello pudo evitarse t n la numerosa Policía 
existente en esos momentos. 
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Si el actor no pudo cumplir con nis compromisos por ra- 
zones a el no itrputables, el Gobierno, no lia cumplido e! con- 
trato por su parte en virtud de su negligencia y culpa para evi- 
tar e! siniestro, debiendo por la tanto resarcir al actor los da- 
ños y perjuicios ocasionados al no cumplir totalmente su obli- 
gación . 

5. Que aún si existiera caso fortuito, -iempre habría 
responsabilidad para la Nación, pues esta |H>r extensión 
debe responder de estos acto» realizados por el pueblo, como 
lo deben hacer los oüe tienen personas subordinadas* según el 
articulo 1.113 de! Código Civil. Indica la parte actora que los 
artículos 511 y 514 de ese Código son aplicables al caso y 
Ueja interpuesta la demanda contra la Nación, fijando su 
monto en 349.418 pesos moneda nacional, |M>r concepto de 
«laño emergente y lucro' cesante. Se pide su determinado!» 
judicial en su caso y las cosías del juicio. 

Corrido el traslado de ley a fojas 10 vuelta, lo evacúa 
el señor Procurador Fiscal de fojas 21 a 2} exponiendo: 

1" Que el decreto del Poder Ejecutivo de Agosto 21 
de 1912, no hizo lugar a los reclamos de! actor en mérito de 
i]MC el Gobierno cumplió con los compromisos del contrato ce- 
lebrado |x>r el actor con la Comisión Nacinal del Centenario 
que se índica en la demanda, y hasta entregó cincuenta mil 
IÍ650S moneda nacional, al señor Rrown como éste lo recono- 
ce, sin que por su parte haya satisfecho en el ticmjK> y <*on. 
diciones estipuladas nada de lo (pie tomó a su cargo 

-\ Que existe caso fortuito en lo que se refiere al ¡ticen 
• lio y aunque asi 110 fuera, ninguna responsabilidad tiene la Na- 
ción por cuanto cumplió con sus obligaciones y no debe res- 
ponder por hechos reputados delictuosos, aún admitiendo qu# 
sus agentes hayan podido prever y evitar el incendio. Kl ar 
líenlo 43 del Código Civil es terminante al respeto y a él sí 
acoge; asi como a la jurisprudencia de los Tribunales N y a 
(.tonales <iue cita. 

Opone por lo qué correspondiese la prescr¡i>ción anual del 
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articulo 4.637 Código Civil y solicita el rechazo de la acción, 
con rostas. 

Abierta la causa a prueba a fofa i 2 vuelta, sí produ- 
ce la que éxpresa el certificado del actuario de fojas 92 vuelta, 
alegando el actor de fojas 95 a 100 y la demandada 1 fojas 93 
y 04. Y en virtud de la resuelto a fojas 134 por la Exma. Cá 
mará y Suprema Corte a fojas 141 cuadra sentenciar 
en definitiva sobre el fondo del asunto, pues se llamó auto* 
a fojas 1 14 vuelta. 

V considerando : 

1." Que el fondo de este asunto versa sobre el reclame 
de una indemnización por daños y ¡wrjuicios ocasionados cor 
la inejecución del contrato corriente a fs. 18 del expedienta 
agregado sin acumularse, es indispensable estudiar dicho con- 
trato a fine-; «le extraer las conclusiones <|itc permitan deci- 
dir en justicia y en derecho esta contienda, lis obvio que el 
punto -obre el cual gira la controversia tiene su radicación en* 
tal contrato, desde que la Suprema Corte a fojas 130 y 131 
ha determinado que la lilis quedó trabada en razón de enta- 
blarse formal demanda contra el Stqieríor Gobierno de la Na- 
ción por los danos y |>crjuicios provenientes de la inejecución 
de un contrato celebrado con él, y en mérito de que ta Naciór 
por órgano ele su representante contestó la demanda manifes- 
tando en lo substancial que había cumplido con todas Jas oblt 
¿raciones quo ese contrato le im¡Hiso. no teniendo responsabi- 
lidad por los hechos relatados por el actor. 

-V One ante todo se observa en el contrato indicado, que 
las obligaciones de la Nación en él representada, consistían; 
Primero, en proporcionar el señor llrown gratuitamente el 
local de la calle Florida y el del Parque Patricios desde el día 
jo de Abril de iojo para que diera en ellos una serie de fun- 
ciones teatrales públicas y gratuitas; y Segundo, en abonar 
al señor Brbwn |*>r sil locación de servicios la suma de cin- 
ctienia mil pesos moneda nacional en la siguiente forma: vein- 
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(¡tinco mil en el acto <Ie firmar él contrato, quince mil el 20 de 
Abrí! y diez mil el 2 de Mayo, todo ello cíe 1910. 

.V Que en la demanda se expresa haber recibido el ac 
tor veinticinco mil pesos en anticipo, liedlo lo cual se tras, 
lado a Europa y también se expresa haberse entregado quince 
mil pesos moneda nacional, a la "Mala Real Inglesa" por pa- 
sajes y gastos de transporte, 

A fojas 41 vuelta, prueba de !a actora consta la entrega 
el señor Hrown de los veinticinco mil pesos moneda nacional y 
a fojas 42 vuelta, consta la entrega a la "Mala Real Inglesa" 
jwr i>oder del señor Hrown de los quince mil pesos moneda na. 
cional. de la segunda cuota pactada. Surge de las actas co- 
rrientes en dichas fojas y de la demanda, que el actor fué 
puesto en tiempo oportuno eti posesión del terreno de la calle 
Forida así como que la última cuota de diez mil pesos mo- 
neda nacional, le sería entregada una vez concluida la verja 
exterior, resolviéndose tal entrega mechante acto de la Co- 
misión, fojas 45. 

4" Que se advierte entonces que la Nación cumplió en 
forma correcta con las obligaciones del contrato celebrado, 
correspondiendo analizar si el señor Hrown hizo jo propio 
l»or su i>arte. 

Debido al incendio de Mayo 4 de iyio. no fué posible 
«lar las funciones convenidas como se reconoce en la deman- 
da fojas 13 vuelta, en la contestación de fojas 22 y en el de. 
creto de Agosto 24 de 1912 que original obra a fojas 37 del 
expediente agregado; El señor Hrown |>or su parte no satis- 
fizo sus compromisos contraídos según se deja expuesto. 

5 " ü»c en tales condiciones hay que tener presente (pie 
el cumplimiento exacto de las obligaciones jM>r parte de la Na- 
ción, le confiere el derecho de obtener la liberación corres- 
pondiente o el derecho de repeler las acciones del acreedor, 
si aquellas se hallan extinguidas o modificadas |x>r una causa 
legal í artículo 505 Código Civil ) - Y ya quedó demostrado 
que la Nación realizó las promesas temadas a su cargo j>or el 
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contrato de Huero 31 de 1910, de donde se infiere que se 
halla exenta de responsabilidad. 

6 * Q»c la parte actora niega terminantemente que el 
incendio de la calle Florida puede atribuirse a una causa far 
tuina, según los términos empleados en el decreto de Agos- 
to 24 de ti)í2 (fojas 10. donde se cita equivocadamente sep. 
üeiiíhre 7). 

lis necesario ante tocio aclarar este punto de! caso fortín- 
10 desarrollado en la demanda, pues se ha introducido cierta 
confusión. 

líl decreto de Agosto 24 de 1912, dice textualmente en 
su primer considerando: "Que se trata de un contrato que por 
parte del Gobierno ha sido cumplido y por parte del seño- 
Rrown 1 > ha podido serlo en el tiempo y condiciones estipu- 
ladas, por una causa fortuita, de la que ninguna responsabi- 
lidad emana j>ara el gobierno. Quiere decir entonces que la 
fuerza mayor o caso fortuito no la invoca la Nación a su 
fa\or para salvarse de sus compromisos, cumplidos, sino 
qne la pone de relieve graciosamente a fin de no perju- 
dicar los intereses del señor Rrown como hubiera «ido exigir- 
le compensaciones |x>r las sumas que se le entregaron, lo cual 
dice el decreto no seria justo ni equitativo. 

7- w Que la demanda hace apreciaciones qué importan 
formular una petición de principio a! sostener qu c las autori- 
dades descuidando su deber omitieron las diligencias exigida- 
I r Ja naturaleza de las obligaciones contraídas conforme ?. 
la* circunstancias de |>ersonas. tiempo y lugar (articulo 512). 
Luego la Nación — «o agrega — está obligada a resarcir al 
actor los daños y perjuicios ocasionados desde que ]>or su cul- 
pa ha dejado de cumplir totalmente su obligación (artícu- 
lo 51 }), privando al señor Rrown no sólo de las .sumas que 
tenia abonadas para cumplir >u.s compromisos, sino también 
de los beneficios que el contrato debía re|x>rtarlc. (fojas 13 
vuelta). 

Aparte de la ambigüedad de lo transcripto, se echa de 
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ver que. tic una premia falsa como cJ la de imputar ¡ticimi- 
|>I¡miento «le las obligaciones contra Irlas se concluye la obli- 
gación <lc resarcir «laño*; y perjuicios! que no lian inferido di- 
recia ni indirectamente la Nación k sus agentes al séñof 
RrotVn. 

S/' Oue existiendo caso forttih en el incendio de Ma- 
yo 4 de mío. ó! favorecería a la pa te del señor Brown qiic 
adeúdala obligaciones nacida- del o ntrato y en nada apare- 
jaría responsabilidad para la Nació c|«c había cumplido lo 
que le era concerniente. 

i 

Negado el case» fortuito y atril) n endose culpa a la Na- 
ción, calie significar que el articulo S512 de! Código Civil no 
|e es aplicable desde que ella no era deudora del cumplimien- 
to de una obligación, pues entregó al actor en tiempo y forma 
¡conVcnreiités el ierretió y dinero a |üé alude el contrato de 
Enero de lyio. No es tampoco el caso de los articulo* 51 1 
> 513 dad-i que, evidenciada queda la inexistencia de culpa 
propia de la Nación. 

o." Oue subsidiariamente se aljfga en la demanda la te- 
si-» de que la Nación es responsables de los hechos cometido* 
por las masas populares ele la índole jdel que motiva la presen- 
te acció». Y bien: invocado a tal efecto el articulo del 
Código Civil, fojas 14 vuelta., debe ¡manifestarse i|ue las per- 
M»na- indeterminada* autoras del criminal atentado del \ de 
Mayo no se encuentran bajo la de|*ndencía ríe la Nación, ni 
Cita por las e< -a- a SU cuidad*» o de las f|iie se sirve puede 
ni ha contribuid ' a realizar directa ni indirectamente el in- 
cendio del Circo de la calle Florida. 

En e! supuesto de que los agentes de la Nación con su 
inactividad tan criticada en la demanda, hubieran coadyuva- 
do a la destrucción del Circo, no habría margen a ejercer con- 
tra la Nación como ]>ersona jurídici. acciones civiles |>or in- 
demnización de daños según lo previene el artículo 43 del Có- 
digo Civil. Y si la Nación |*or mccSo de sus agentes hubiera 
obrado como poder político, public* > administrador o sobera- 



1)K JUSTICIA OK !.A NACIÓN 



no como comunmente se dice; tamj>oco sería responsable di* 
los hechos cometidos por Jas turbas, pues no hay texto legal 
que asi lo mande y la doctrina en el derecho administrativo 
no admite esa responsabilidad, aunque se tratase de hechos 
cometido* jmr sus agentes o empleados dependiendo de la Na- 
cióii en el carácter expresado. (Baudry Lacantinerie. Barde, 
tomo 13 bis, página- 1147 y 1148; Berthlemy, Droit Admi- 
tí i stratif, páginas 75 a 70; Otto Mayer. Droít Administralíí 
Alleniand, P&rtie (<enera!e. págíiKls ¿i¿ a 315). 

io. Que consignados los fundamentos de derecho adap- 
tables al ca-o suscitado, conviene señalar c|ite toda la prueba 
acumulada por él actor, no logra alterar el punto de vista am- 
plio con que se encara la litis |>or el Juzgado, puesto que 
toda c§a pmcha se orienta a evidenciar en forma aproxima- 
da los daños y perjuicios sufridos con motivo «leí incendio y 
hasta -i s<- quiere demuestra el espíritu de general hostilidad 
reinante contra el actor, pero con todo no alcanza el propó- 
sito de atribuir a la Nación una resjionsahilidad que no tiene, 
ni en el hecho y en derecho, ni dentro del contrato y fue- 
ra d e el . 

11 One no hay que formular muchas reflexiones sobre 
el atentado en si, por ser materia un tanto alejada de un pro- 
nunciamiento judicial, pero es posible indicar que >i el de 
rcclio, la ley y la justicia rechazan "in líininC'" las pretcn- 
siones de la actora, la equidad ha protegido a dicha parte con 
el decreto del Poder Kjeeutivo. de Agosto 24 de i*)'-- y 110 
puede tm Trilnmal de ley en forma alguna salirse de \6$ limi- 
tes que tiene marcados, aunque anhelase contribuir a reparar 
una situación afligen te geiicrrfda por el arrebató subalterno c 
injustificable de un gru]>o de individuos. 

12. Que el último punto a contemplar es de las costa* 
a inqRmerse en esta causa. l«os antecedentes de la misma. k>s 
hecho< alegados como fundamentos de la demanda y la . 
sencia de temeridad en el actor, mueven a declararlo exento 
de las costas, inspirándose ésta resolución en lo decidido jj».»r 
¡a Corte Suprema en su fallo del tomo 100. página 273. 
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Por las consideraciones que preceden, fallo: rechazando 
en todas sus partes la presente demanda promovida por do» 
Francisco Brown contra la Nación sobre indemnización d<- 
daños y perjuicios provenidles de la inejecución del contra- 
to <c Knero 31 de lyro. Sin oslas. Repóngase el papel, noti- 
fiqwse y <>|x.r? unamente archícese este excediente, devolviéñ. 
«ose el 4-7-'-'. B; 1.712 al Ministerio «le Olwas Públicas «le la 
Nación, con atenta nota. — Saúl M. Escobar. 

SENTENCIA DR LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Buenos Aire*. Febrero ¡íi de I9IH 

Vistos cu apelación estos autos seguidos por don Fran- 
cisco Brown contra o! podet Ejeoitiyo Nacional, sobre daños 

y perjuicio?. 

Y considerando: 

Que la sentencia recurrida no ha hecho lugar a la 
demanda entre otras razones porque la Nación, por interme- 
dio de la comisión del Centenario cumplió en forma correcta, 
las ubicaciones qti c tomó a su cargo, en el contrato celebrado 
con <l actor. 

Q»« N conclusión resulta arreglada a derecho, desde que 

hállase comprobado que el demandante recibió la suma de 
cincuenta mil jm*sos que la Nación se obligó a entregarle y fué 
puesto en posesión de los locales designados para las represen 

taciones. 

One, pór otra parte, el incendio que ha dado margen a 
e<;ns actuaciones constituye en el "siib lite" y para las |iartes 
contendientes un caso fortuito que no obliga a la Nación, por- 
que el demandante no sólo no ha justificado suficientemente 
qm hubiera jkmIí*!o ser evitarlo, sino que ni siquiera clesT* 
conoce que interviniera la fuerza pública con tal propósito. 
Mor lo demás, la rc*|>onsabilidad del gobierno no se funda en 
un hecho real y concreto de abstinencia, sino en una conjetu- 
ra qué admite probabilidades contrarias abonadas por la ob- 
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sen-ación de casos análogos en que, a|>csar de poner cu jue- 
go sns elementos, \tor circunstancias diversas, la Policía de 
la Capital y el Cuerpo de Domíneos no han podido prestar un 
auxilio eficaz. 

Que, |x>r último, no bahiendo existido falla contractual 
imputable a la Nación ni hallándose acreditado que el hecho 
generador de esta acción sea imputable a sus agentes o repre- 
sentantes, -e hace innecesario examinar las demás cuestio- 
nes planteadas y resueltas por la sentencia recurrida. 

Poí estas considcracioiKv y sus concordantes se confirma 
!a sentencia apelada sin costas, atento a la naturaleza de las 
cuestiones debatidas. Notifíquese. devuélvase y repónganse 
las fojas en primera instancia. — 7\ Arias. — Marcelino Es- 
calado. — Kn disidencia: A. Vrdinarrain. 

DISIDENCIA 

Vfetos y considerando: 

Que la acción sub lite es |K>r indemnización de daños y 
perjuicios provenientes de la inejecución del contrato que con 
fecha 31 de Knero de i<#io tenía celebrado el actor con don 
Manuel J. < mí ¡raides en sil carácter de vicepresidente primero 
de la extinguida comisión del Centenario Nacional, contrato 
que corre a fojas del expediente administrativo agregado. 

Que el fundamento de la acción re | tosa en una "facta 
culposa" atribuida al Gobierno <le la Nación, por no haber 
sus subordinados empleado medidas adecuadas y decisivas a 
i: 11 pedir el atentado llevado a cal>o en la noche del 4 de 
Mayo de 1910. esto es, el incendio que destruyó todas las ins- 
talaciones del circo que había levantado en la calle Florida, 
hecho realizad por un grupo popular poco numeroso y sin 
qift: la policía y el cuerpo de bomberos, que conocían la po- 
sibilidad del atentado, hicieran los esfuerzos necesarios para 
evitarlo. 

Que. es de observar d*s<lc luego, que la indemnización de 
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daños y perjuicios reclamada pOi< Francisco I'.own contra la 
Persona jurídica de! Estado, no se la hace derivar .le hechos 
ii omisiones en el cumplimiento «le obligaciones convencionales 
sjno de un acto ilícito, como es la supuesta negligencia •> culpa 
ron que afirma procedió aquél al no haber impedido la consu- 
mación del incendio mediante el empleo de la fuerza pública. 

Que en tal concepto la demanda no puede prosperar, no 
solamente porque la causal de responsabilidad imputada apa- 
rece absolutamente injustificada como resulta de autos y k> de- 
muestra el Inferior sino porque conforme a la jurisprudencia 
federal, por aplicación de jes artículos 43 y 36 del Código 
Cml. no se puede ejercer contra las personas jurídicas, ac- 
ciones criminales o civiles por indemnización de daños, aun. 
que sus miémbrOS en común „ s,,, administradores individual- 
mente hubieren cometido delitos que redunden en beneficio 
de ellas, por ser evidente que los representantes de las perso. 
semas jurídicas no tienen la representación de las mismas a fin 
algún., ilícito y que sus actos nO son actos de la persona re- 
presentada, sin cuando los ejecutan dentro de los limites de su 
ministerio. -Corte Suprema, tomos 52. página 371 ; 95, pági- 
na 33» y 98 pagina ata ) . 

IVr estas consideraciones y demás fundamentos, se cotu 
firma la sentencia apelada de fojas 146. que absuelve al Go- 
bienio ile la Nación de la demanda promovida por don Fran- 
cisco Brown sobre indemnización de daños y perjuicios, sin 
costas, atonta la naturaleza de la cuestión resuelta. Notifique- 
se, devuélvase y repónganse las fojas en primera instancia. — 
Agustín l 'rdiiiarraih. 

I'U.IO DE LA COKTK SUPREMA 

Buenos Aire». Sfptieabrt S de 141». 
Vistos y considerando: 
Que el actor en lo substancial lia fundado su demanda 
en que el Gobierno Nacional no cumplió en todas sus partes 
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el contrato corriente a fojas 18 del expediento administrativo 
agregado sin acumularse !o que Ic permite aseverar "que nos 
encontramos en presencia de un contrato parcialmente cum- 
plido" ( fojas 190 vuelta). 

Que la falta de cumplimiento consistiría en que la indi- 
cia no evitó en tiempo un acontecimiento tendiente a knpedir 
el funcionamiento del Circo de la calle Florida, acontecimien- 
to fácil de prever según él actor, si se tiene en cuenta la pro- 
¡«ganda de la prensa contra la Comisión de! Centenario por 
el contrato con Brown. 

Que si el actor conocía o temía el atentado en la forma 
que se produjo y <lc que fué víctima debió manifestarlo a la 
Comisión y jjédirlc garantías para el cumplimiento de lo con- 
venido y también a la Policía la salvaguardia necesaria n sus 
intereses amenazados. 

Que Brown. nada de ello hizo y |»r su piarte no puso di- 
ligencia alguna para su resguardo puesto que sólo tenía al cui- 
dado de la obra una o «los personas que miraron impasibles 
los hechos producidos. 

Que quedó e. tablecido a fojas 130 que la demanda no se 
fundaba en tedios ilícitos cometidos ¡>or agentes del Gobier. 
110, sino en la falta de cumplimiento de un contrato celebra- 
do jx>r aquél en su carácter de persona jurídica. 

Que esa falta de cumplimiento se la pretende deducir 
ilc negligencia culpable o complicidad! de la Policía en los su- 
i esos de la noche del 4 de Mayo deUa lo que aleja toda 
idea de falta contractual. \ 

Que la Policía nada tenía que hajfcer con el contrato, de 
ta! nanera que sus actos u omisionj/en el desempeño de las 
funciones que le están cncomciidíulas pudiese estimárselos co- 
mo falta contractual pues era la Comisión del Centenario la 
que en el caso obraba en nombre del Gobierno ; y a ella nin- 
guna falta contractual se ha imputado y antes por el «mtra- 
rio es evidente que cumplió todas las obligaciones que le im- 
|Miso el contrato. 
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One juira establecer las rcs|x?n$ahilidadts de la Nación, 
fuera de las relaciones contractuales, ¡x>r actos de los emplea- 
do* que la representan, es necesaria una dis|x>sición legal ex- 
presa que se las im¡)onga. según es de jurisprudencia corrien- 
te, lo que no sucede en el caso. 

Que la Policía, como se ha dicho antes, no fué el agente 
del iiubierno para la ejecución del contrato, y en consecuencia 
¡os actos u omisiones de esa repartición pública, |x>r su natu- 
raleza nada tienen que ver .1 los efectos del mismo, con e! in 
cumplimiento |iarcial que se atribuye al Comento. 

Por ello y fundamentos concordantes de Ja sentencia ape- 
huía Sé la confirma sin costas atenta la naturaleza de las cues- 
tione^ debatidas. Molifiqúese original y devuélvase repunten 
dose el papel ante el juzgado de origen. 

A. Beruejo. — Nicanor G. i>EL 
Solar. — D. K. Palacio. 



Ricardo ¿abala, su extradición, a solicitud del gobierno de 
lispaña. Recurso de hecho. 

Sumario: i.° No procede el recurso extraordinario autoriza- 
do por los artículos 14. ley 48 y 6, ley 4.055. contra re- 
soluciones de mero trámite que nada resuelven sobre la 
procedencia o improcedencia de la extradición o de los 
medios de defensa opuestos contra ella. (Se declaraba 
improcedente el nombramiento de un apoderado y bien 
denegada una a)>c!ación con arreglo a la ley de procedi- 
mientos en lo criminal). 

2.- E! artículo 18 de la Constitución Nacional no tiene 
<>tro alcance que garantir al litígame la libertad de de- 
fenderse por sí, y cuando se truia ele liacerlo por terre- 
ras, las leyes pueden determinar ias condiciones que és- 
tos deben retiñir para desempeñar la^ fuucidnes de defen- 
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SK>rtó; coíno también las circunstancias a que es halla su- 
1'ordínada su intervención. 

C#>v»; ¡.o explican las piezas siguientes: 

IIR'TAMKN DÍfi SEÑOR Í*K« iCI'RAIh iR i'.KNKRAI, 

Buenos Aires, Agosto -'8 de UN* 

Suprema Corte: 

Dos son las resoluciones que motivan el recurso de he- 
cho. I.a una manda cesar la |iersoneria del doctor Remolar 
en el expediente seguido sobre extradición de su poderdante 
Ricardo Zakda. jx»r no haber éste comparecido al juicio y 
aplicando el articulo 653 del Código de Procedimientos en 
materia penal 

La otra, aplicando el articulo 696 <lel Código, declara 
bien denegada la apelación ipic el mismo doctor Remolar in- 
terpuso contra un auto del Juez de sección que ordenó el arres- 
to de Zabala a los efectos del juicio de extradición. 

Ninguna de estas resoluciones es sentencia definitiva a 
los efectos del recurso para ante la Corte Suprema, legislado 
en el artículo (> de la ley 4.055 y 14 tic la ley 48. 

La procedencia o improcedencia de la extradición no lia 
sido resuelta todavía y la oportunidad de examinar ia excep- 
ción de prescripción o de declararla de oficio no ha pasado, 
fil demandado conserva integro su derecho de deducir los 
recursos que procedan contra la sentencia definitiva que se 
dicte una vez substanciada la causa. 

Finalmente, la Corte Suprema, no teniendo aún bajo su 
jurisdicción el fondo del asunto, no está legalmente facultada 
l>ara examinar si o>tá o no proscripta la acción, pues el re- 
curso extraordinario del artículo 14 de la ley 4* está limitado 
al punto (pie lo motiva. 

Por esto pido a V. E. se sirva declarar bien denegado el 
reciirso. 

José Nicolás Matieiteo. 




I'W.l.o tu: I.a CORTK SUPKKMA 

Bueno* Aires, Septiembre 4 do 1910. 
Autos y vi-tos: tos recursos de hecho interpuestos por 
el doctor Ramón Remolar en representación de Ricardo de 
Zabala de resoluciones <le la Cámara federal de ApcLicióñ de 
la Capital en au' s sobre extradición. 

Y considerando: 

(Jue las revolucione.; apeladas de fojas 30 y 39 se limitan 
a dedarar: la primera, que "110 encontrándole ha jo la juris- 
dicción del juez a tjitp la persona del requerido, el inoaibra. 
miento rJe un apoderado e¿¡ improcedente" y la se^uula. .pu- 
lía sido bien denegada una apelación con arreglo a los artícu- 
los 659 y O96 del Qódigp líe Procedimientos en lo Criminal. 

QttC cómo !o hace constar la Cámani Federal a foja> 42, 
se trata de resoluciones de mero trámite dictadas en el juicio 
de extradición, fuera de! alcance de los re tirsos del articu- 
lo 3-°» «iciso 4." ley 4.055 y articulo 14. inciso 3" de la le\ AÜ, 
pues nada ha sido resuelto sobre la procedencia o in>|>roiv 
dencia de la extradición o cíe ios medio, de defensa opue-t * 
OCWltra ella. 

Que no bastan para autorizar el recurso extraordinaria 
las referencia^ generales de la Constitución Nacional, del es- 
crito «le fojas 13 a 18, sin estancación de cláusulas «ietenm- 
das cuya inteligencia fuera cuestionada, ni tan>)Kx'o la cita de! 
articulo 9." del tratado de extradición con España que se re- 
fiere a la prescripción de la acción sobre la cual no ha recaí- 
do decisión en cumplimiento de lo trámites requeridos por el 
articulo 653 y correlativos del Código de PnKedimietrtow en 
lo Criminal (articulo 15. ley 4S 1 . 

Qlie tampoco puede motivarlo la invocación hecha a fo- 
jas 24 de los autos principales, del artículo 18 de la Consti- 
tución, porque, como lo ha hecho consta; esta Corte, ese ar- 
tículo no tiene otro alcance que garantir al litigante la liber- 
tad de defenderse por -i y cuando se trata de hacerlo |x»r ter- 
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ceros las leyes pueden de^hinar las condiciones que éstos 
deben reunir para desenseñar «as funciones de defensores 
I Míos tonio 83, página 325) corno también las circunstancia* 
a fjuc se baila subordinada mi intervención: 

Por ello y lo dictaminado i*.r él señor Procurador Gene- 
ral se declaran bien denegados los recursos interpuestos. No- 
tlíicjuesc y repuesto <-l papel archívese, devolviéndose los autos 
venidos a petición del mismo funcionario, con transcripción de 
la presente y del dictamen fiscal; 



A. Bermejo. — Nicanor G. del 
SOLAR. — D. E. PALAcro. — 
J. FlCUEROA AlXÓRTA. 



liu.jam Tofanelli y Cía., contra el Gobierno Nacional, sobre 

cobro de pesos. 

'a 

Sumario : 1/ lis (>roceílcme ti cohro <le afirmados a ia Nación 
P° r imn ^ w ^ í,c flMc pVá ca propietaria en el municipio 
de La Plata, construidos en virtud de contratas celebra 
dos por el comisionaílo municipal. <le acuerdo cotí la ley 
orgánica y ordenanzas res|wctivas. 

2." No procede el cargo <le intereses desde la ini- 
cacmn de la gestión administrativa jwra el cobro de la 
deuda, pues aquélla no constituye en mora a la Nación, 
dado que sólo significa el cumplimiento riel precepto in- 
dispensable para la acción judicial a efecto de que se de- 
clare el reconocimiento del derecho que se pretende. 
Caso: explican las piezas siguientes: 

SKXTKXClA OKI. SIÍXOR VCKZ l'KOKRAI. 

La PUta, Febrero %• 4e lí»18. 
Y vistos: Para resolver este juicio que por cobro de pe- 
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sos signe don Eugenio Tofanelli y Compañía contra el Gobier- 
na de !a Nación, del que, 

Resulta : 

i.° Que el 2t Je Agosto de 1917. se presentó don ja- 
cinto Fernández, con poderes del actor; fundando la acción 
en los siguientes hecho* y consideraciones: a) la empresa ac 
tora contraté con al Munictfialidad de La Plata el afirmado de 
varias calles, sobre la que dan varios inmuebles de propiedad 
(•articular de la Nación; el trabajo se efectuó, expidiéndose 
a favor (le la actora los certificados correspondientes, por un 
total de pesos veintitrés mil seiscientos sesenta y odio pesos 
culi sesenta y dos centavos moneda nacional, suma a que ás- 
cienee la cuóta «pie correspondía abonar a la Nación, la que se 
negó, no obstante dictámenes favorables al actor de los ase- 
sores legales de aquella; l>) La Nación, como propietaria, a n- 
tulo de persona jurídica, dentro del Municipio de La Plata, 
re&ultába equiparada, en la emergencia, a un particular cual 
quiera, sin derecho a ser consultada para la construcción de la 
<»bra desde que ésta había sido autorizada por la autoridad 
Municipal competente; c) Las liquidaciones fueron debida 
• mente intervenidas y visados los certificados por el funciona, 
rio que la ley señala: d) Funda su derecho en la ley núme- 
ro 3.952. en los artículos 202; 204. 205 de la Constitución Pro- 
vincial y »i de la ley federal número 48, y termina pidiendo 
que se condene a la Nación a satisfacer la suma expresada, 
con inte roses a estiló de Banco, más la** cosías; 

j." Que acreditado el fuero se dió traslado de la deman- 
da, la que es contestada a fojas 21 por el señor Procurador 
Fiscal de Sección, quién, para pedir su rechazo expresa: One 
las liquidaciones no están visadas i**r el Intendente Municipal 
de La l'lata, violándose asi la ordenanza número 257 en su ar- 
tículo 7.": (jue tos obras han sido ejecutadas sin conocimiento 
y sin consentimiento de la Nación; siendo de advertir que las 
Municipalidades no tienen facultad para imponer a 1"- veci- 
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iKtó obras de |»viiTCmación. Que en la fecha en que el con- 
trato con Tofanelli fué celebrado no existía municipalidad le- 
galmente constituida, sino un comisionado del Poder Ejecu- 
tivo, en cuyo caso, de acuerdo con los artículos 202, 203 j 309 
de la Constitución Provincial, aquel contrato sería nulo. Que 
los afirmados no se construyeron conforme a las bases del 
pliego de condiciones; y siendo un contrato sinalagmático el 
invocado por el actor, le es indispensable ¡m Sar que cumplió 
con la prestación que le incumbía, en orden a k> que dispone 
el articulo 1.201 C¿ C. Termina solicitando que el rechazo de 
la demanda sea con costas. 

3" Que abierta !a causa a prueba «e produjo la certifi- 
cada a fojas 62 y Habiendo las partes alegado sobre su mérito 
queíto aquélla lista ¡xira sentencia. 

V considerando: 

i." Que si bien el representante de la demandada no ha 
articulado ninguna excepción, dado el caráota de sus obser- 
vaciones y la forma en que se lia trabado la litis, corresponde 
plantear y resolver, por su orden las siguientes cuestiones: 
íKs mlido el contrato invocado? lis oportuno discutir si las 
obras se efccuian 1 o no de acuerdo con aquél? Kra necesa- 
no el consentimiento de la Nación para construir la obra? Lo.* 
certificados en que se basa la demanda, están suficiemetnenie 
visados? 

-V Que, de acuerdo con la ley orgánica municipal (ar- 
ticulo S.'\ inciso 7.") los intendentes "pueden celebrar contra- 

tos conformes a las ordenanzas respectivas". Ahora 

Weiti existen ordenanzas relativas a afirmados y el contrato ?c 
ha hecho conforme a sus disposiciones. Kn cuanto a si el Co- 
misionado que lo suscribió, tenia facultades para hacerlo, bas 
ta tener en cuenta que a fojas 48. está testimoniado el de 
creto en virtud del cual se lo nombró "cen las facultades esta- 
blecidas en el articulo 2. . inciso !.° de la ley de 9 de Sep- 
tiembre «le i*>7" y esta ley dis|>one que los Comisionados ten- 
drán las facultades administrativas de los Intendentes Muni- 
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Cipales. IX? todo esto ha «le seguirse» que el contrato o> ina- 
tacable desde el punto de vista <1e su valides: 

3* Que el informe de fojas 31 y el de fojas 40, son su- 
ficientes para desi|>ar cualquier duda acerca de si el afirmado 
se construyó de acuerdo con el contrato, siendo de advertir 
que la ordenanza crea una comisión de vecinos, que en el caso 
fun.ionó encargada de contralorear la obra, no habiéndose in* 
tentado probar que ésta fuese observada. Por lo demás és 
indiscutible que no era en este juicio donde semejante fase 
cíe la cuestión debía discutirse; 

4." CJue conforme a la ordenanza, la municipalidad con- 
traía con la> empresas constructoras <te afirmado, cjereiemlo 
la representación de los vecinos y en usomIc las facultades ina- 
lieuahlis relacionadas con el mejoramiento edilicio que le está 
encomendado, sin que los vecinos deltan ser consultado*», ta 
circunstancia ele tratarse de propiedades {articulares del fis- 
co. a titulo de persona jurídica, excluye la posibilidad de una 
excepción a su favor. Por lo demás, no es creíble que la Na- 
ción no tuviera quien se anotici.ise en su Hombre de la ejecu- 
ción de las obras para deducir cualquier o|x>sición, que, en 
este juicio resulta a todas luces exlem|>oránea para fundar en 
ella una negativa a pagar el valor de aquéllas. 

$.* Que. finalmente, de li>s referidos informes de fo- 
jas 31 y 40. se des]irende que no es necesaria la visación del 
Intendente Municipal |«ira que los certificarlos tengan fuerza 
habilitante |>ara deducir esta acción. Conforme a las orde- 
nanzas 257 y 4-íi de Abril de 1900. esa visación podía hacer- 
se con la sola firma del contador. 

6." Oue de todo lo expuesto se deduce, sin vacilación, 
que la razón y el derecho están de parte de la actora. . - 

Por ello, y definitivamente juzgando: manilo que la Na- 
ción dentro de diez días de ejecutiriada la presente alione a 
don Kugcnio T»fanclli y Cia., la simia veintitrés mil seiscien- 
tos sesenta y ocho pesos con sesenta y dos centinos, con sus 
intereses a estilo de Banco, desde la fecha de la demanda, 
más la> costas del juicio. Xotifiqucsc en el original, repon- 

gase el papel y en su oportunidad archívese. — C. ZavalUt. 

\\ *** ■ 
v 
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SEXTKXOIA Uf l.x cAilARA n-i.KR w. í>É \i-i:i..\cn»Mís 

L« Pitia. Dicleabre 18 de 181». 

Y visto»: 

Considerando c n cnanto al recurso de la parte demanda, 
'la: yiie el re|jrcscntaitfe del Gobierno Nacional insiste en . 
«-ta instancia en mi piinto efe su defensa de l«>s intereses lis 
cales .le la Nación, que no encuentra rebatido en la sentencia 
arlada: y es el referente a la. facultades del comisionado 
Municipal que subscribió el «nitrato de pavimentación cu 
los actores, quien no ha podifJÓ, se dice, ejercer, a |¡, vez fun- 
ciones que |M,r la Constitución de la provincia corresponden 
a los dos departamentos delilterativo y ejecutivo, de la mu- 
nicipalidad. 

(¿\w esta objeción pierde toda consistencia si se tiene en 
cuerna que diversas leyes .le la provincia lian autorizado e! 
rt^iméit de los comisiortwlos. en caso de acefalia municipal: v 
no se descubre cu la Constitución de la misma, disposición ai- 
«una con la cual pueda conceptuarse repugnante una solución 
que tienda a proveer a las necesidades públicas indis^nsi- 
bfóS «le la Hilarión, en una situación transitoria «le su régi- 
men comunal, que lia podido ser prerist., y reglamentado |*.r 
el iVdcr Legislativo conforme a la facultad consignada en el 
articulo ,„, (inciso i'.i «le la referi<l a Constitución ; las obje- 
ciones (|úe pudiera» Iwcerse al deseu»|ieiui «k- los comisiona- 
<k»i tasadas en la duración «le esa situación, «le sino transi. 
tona. s. pueden tener eficacia en el orden político, ño pueden 
afectar la validez «le l«.s contratos celebrados en ese periodo 
con observancia «le las leyes y «mlenanzas a qúc están suje-' 
t«>s esos funcionarios. 

Que, por otra |>arte. las munici|>ali«!a«k-s tienen a su car- 
Ky |>»r la ConstitiiciÓn el ornato y salulmdad «le sus respec- 
tivos municipio», votan amialiuenle mi presupuesto de gastos 
y de recursos y dictan las onleiianzas y reglamenios «le tales 
atnbuctóiies i articulo J05. incisos 4-". 5-" v ó.-», con la con. 
dicon de hacer intervenir en Unía obra publica a una comí- 
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eióti de vecino* iprópktarios para «pie la dirija «► vigile, y dé 
sujetarse a la Itcitacicm pública «n trabajos que excedan de 
mil pe«w articulo 206, incisos 7" v «.">. funcione* que «leben 
ser ejercitadas i^ir I.» dej>artan;entos deliberativo y ejecu- 
tivo con arregl» a las atribuciones que la ley determine para 
cada uno (articulo ¿04). 

One es asi como se dictó la ley orgánica de las municipa- 
lidades, que está boy en vigencia, qué atribuye al Concejo De- 
liberante la función de reglamentar la apertura, delincación 
y paximentación de las calles (articulo 47- inciso 231: y al 
imlentcnde la administración Uval, el cumplimiento de la 3 
«.rdcnanza> y la facilitad de celebrar contratos con sujeción 
al presupuesto de gastos y a las ordenanzas respetivas «ar- 
tículos t*j y i<o. inciso 7.*). 

Que e>tas funciones, que en el régimen normal de las 
mnnicipa. 1 idcs incumbe a los intendentes, han sido atribui- 
das \M la ley a los comisionados en los períodos de acefnlia 
«ley de o de Septiembre de riJri?!.: v en tal carácter fué 
nombrado el comisionado Doyhcnanl por él decreto agrega- 
do en Óípta a esto* autos 1 fojas 48»; de modo «pie este fun- 
cionario lia podiclp legalmente subscribir el contrato Objeta- 
do en autos, celebrado entre la Municipalidad «le 1.a Plata 
y los actores, sujetándose a las ordenanzas sobre pavimenta- 
ción y a la de presupuesto. 

One el representante del GoUiemu Nacional no ha de*- 
eoniH-ido la existencia de la ordenanza que autorizó la cons- 
triKción del afirmad» que -c cobra; i*»r el contrario, la invo- 
cp para sostener «pie 110 han sido observadas algunas «le las 
íormalbladt s «pie ella prescribe; y en cuanto a la «le presu. 
puesto, cabe observar que éste carece «le aplicación al caso 
de autos, en «pie no se trata «le un gaHO a carg«i «le la co- 
muna, sino «le la enoja que eorresj>onde a cada propietario : 
pero en t«>do cas*» el hecho de la acefalía un implican «pte los 
comisionados carezcan «le presupuesto a que ajustar la o - 
a nidación «le la renta y atemler a las necesidades de la adinir 
ui«tracüm coniuital, pues la ley les manda ólfeervár la orde- 
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naitza de recursos y gastos que liaya dictado el última Conce- 
jo, y aún a obtener del Poder Kjecntivo, cuando ello no fuera 
posible, las modificaciones y reformas míe fueran necesaria 
( leyes de 4 cié Julio de 1902 y de o de (X-uhre de Hj04> . 
Considerando en cuaiffltal recurso de la ¡une actora: 

i Jiu- el deudor moroso delM' intereses desde la interpe- 
lación judicial o c\trajtidicial 1 artictilo 632 y 5011, del Código 
Civil»; y 1*11 el caso de autos hay 1111 acto auténtico del re- 
querimiento de pago hecho \*>r el acreedor, cual en su pre- 
sentación al «'•ohterno Nacional j*»r intermedio del procura- 
dor llonaimi. en o de Abril «le 1915 (véase exjiediente ad- 
ministrativo agregado»; y es desde esa fecha que deben co- 
rrer los intereses como han sido ludidos en la demanda. 

Por éstos y demás fundamentos consignaos en la sen- 
tencia a|»elada: y atento a lo prescripto por el articulo 7." de 
la ley de demandas contra la Nación (ley 3 .952 ) ; declárase 
imc ésta está obligada al |Ktgo de la suma que lija la «lidia sen- 
tencia, cóni más los intereses a estilo de lianco. desde el dia seis 
de Abril de mil novecientos quince, con más las cmtas del 
juicio» Notifiquese y devuélvanse. — Antonio /.. Maraña- 
riK ~ R. Gititíp /.iKíí/V. — Kn disidencia: Jasé Marró. 

insM»i:\ri \ 

Lt Mili. Diciembre i .de lüitX 

Vistos y ci'iisidcraiido: 

Qtie ninguna razón justifica la resistencia a! pago «le los 
afirmados construidos por la parte demandante, frente a las 
propiedades del («óblenlo de la Nación, con autorización <le 
quien únicamente estala autorizado a darla en la Knscnada. 
que era la Municipalidad dr esta ciudad de l.a Plata, vstan- 
do obligado el í lobierno al pago exactamente lo mismo que 
todos los demás propietarios en iguales condiciones, como in- 
forman contestes, los señores Procuradores del Tesoro y «le 
la Nación a fojas 04 y óí» del expediente administrativo, agre- 
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gande» qti« una vez recibid»* a<|tielli»s afirmados y estudiada- 
las cuentas, nada hay que observar. 

iji\v nadie está obligado al jingo de interese- no existien- 
do mora, articulo? 508 y 569 del Código Civil, y en el caso 
no lia existido ota mora durante toda la tramitación del expe- 
diente administrativo agregado. ¡ndisjxlnsable como e> de to- 
dos sabido y I» misma demanda lo -abía desde que lo ha ini- 
ciado y seguid.» hasta el fin. tratándole de cobro de cuentas 
ante la Nación. 

(Jue en el caso, cintro, los intereses Sí¿ delien deíde que 
el Gobierno de la Nación incurrió en mora |*»r la demanda 
«le esta referencia, conv» que expresamente ias comprende, 
atentas la* dis|M>sivi»ues citadas del Código Civil. 

Por estos fundamentos y los tic la sentencia de fojas 75. 
se la continua, sin esjiecial condenación en la- costas de esta 
instancia, bévtiéiyase: — José Muñ ó. 

l-.M.I.o OI' I.A CORTÉ SVÍ*RK>tA 

Buey»* Aires, Septiembre 11 de íulW. 
Victos y considerando: 

Oue la única observación que se formula en e-ta instan- 
cia por el representante de! tisco contra la sentencia arlada, 
consiste en que esta catira no ha podido substanciarse porque 
no está demostrado que la demanda se notificara al Poder 
líjecuth» por intermedio del ministerio respectivo, cotilo 
lo dispone el articulo ,% de la ley .*.<i5-- 

Qi\c de la circunstancia preindicada. el referido funcio- 
nan»» deriva la conclusión de que el Cobíerno Nacional nó lia 
sido oído en este juicio; ni lia podido designar representan- 
te, ni trasmitirle las instrucciones «leí casi*, y que la interven- 
ción del Procurador Fiscal, sin decreto que la autorice. 110 
puede perjudicar el derecho del fisco, 

Que ninguna niní razón se invoca como agravio causado 
por ¡a sentencia arlada, y que. considerada |*>r este tribu- 
nal, pudiera motivar ¡su revisión total o jicircial . 
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Qiíe cnfretaiíK ». de/ expedienta 4-774 J anex« » al 
5.5(11 T.. agrvga«I«> sin acumular, resulta «piv vi *> de Atfo*- 
10 de i«)i" el Juez de Sección do Ijk Plata libró oficio al 
Ministerio do Hacienda de la Xaoión notificando la demanda, 
«fojas 14) ; (¡ue ose oficio fué iwíbiil», y previo dictamen del 
señor Procurador del Tesoro, «fojas 14 vuelta), ol Poder 
Kjeeutivo dictó ol decreto do Octubre 2 do H)i/, designan- 
«lo al Prooura«lor Fiscal (le La Plata "para <|ue on represen- 
tación del (iobierno Nacional 10:110 intenoueión etl ol juicio 
n ((ríe so hace referencia en ol preámbulo", esto e*. la «loman- 
da do (juc informan estos autos 1 fojas 17». 

One vn consecuencia ol Fisco Nacional lia estado debi- 
damente represontado, vn cuanto vi Procurador Fiscal <lv La 
lía ta ba <ido designado por el decreto de «pío sv baoo inér»t«-, 
dictadlo como consecuencia dé halierse notificado la demanda 
en la forma «pie corresponde* 

Que como ipieda establecido vil la sentencia recurrida, 
no so ha desconocido por la partv demandada la vigencia do 
la onlcuaiua en cuya virtud se han omstruidn los pavimen- 
tos «pie se cobran: y por lo <pie hace a la celebración del con- 
trato, está demostrado «pío ello os facultad conferida a los 
intendentes |M>r las res|>cclivas leyes orgánicas, hacicmlosc ex- 
tensiva esa facultad a los comisionados por la ley do »> do 
Septiembre de iS«)7 (Folleto de foja> 47, página 121. 

Ouo asimismo se ba demostrado en autos que los pavi- 
mentos fueron recibidos de conformidad |*»r la Municipali- 
dad do f«a Piala (fojas 31 y 401 circunstancia ijue ^rnii- 
te establecer míe ellos se construyeron como corres] m india, 
como quiera «pie lo contrario importaría «lesconoeer las atri- 
1 iliciones dv bis municipalidades en la inspección de tales «bra<. 
y sustituirla el criterio «le apreciación «le los propietarios en . 
cada caso. 

(Juo no pmoedv ol cargo «lo intereses «losdo la iniciación 
de la gestión a«lmiiiistratíva pues 110 eoust'tiiyc en mora a la 
Xación da«lo c|fie ella soto significa el cumplimiento «leí pre- 
cedente iu«li<|H-usahlc para la acción judicial a efecto dv «pie 
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se dednre el recon«»cimienio del derecho que se firctéiMfc » ar- 
tículos i." y 7." ile la ley 3.95.»». 

Por ello, y fundamento* concordantes, se continua en lo 
]»rinci|Ki1 la sentencia a|ielada de fojas 93 y se la modifica en 
cuanto a los intereses que se alonarán desdé la fecha de nofci- 
ncacióti de !a demanda. Xotiftquesc y devuélvanse. 

A. Ükkmkjo. — Nicanor Ci. »ki. 
Sou\r. — D. K. Palacio. — 
J. FlGUKROA AlA'ORTA. 



íhw Maanns .llcrou: capitán del valor intjlcs "liidnna", con- 
tra don Antonia Lena, capitán del valor italiano "l 9 rtnch 
pe di Üdiné*', /»»r abordaje: sobre competencia. 

Sumario: Puestas «le acuerdo las partes. |>ara que el juicio 
principal cié res|»maWlidad i*>r abordaje, sea \entila«!*> 
ante los tribunales de Almirantazgo Inglés, tto hay caso 
que pueda motivar un jjronnnciamiento judicial >ohre la 
cuestión de jurisdicción sometida a los tribunales fede- 
rales «leí país. 

Coso : Iío explican las pieza-i siifiiicntcs : 

SK\Ti:.\CI\ l»K Í¿A CÁM ARA RKHKRAI. I»K AI'KI.ACIOXKS 

Bueno* Airea. Noviembre » de HH*. 

Y vistos: K-4os amos seguidos |*>r Maguus Alcrow ca- 
ptan del va|n»r inglés "Induna" centra Antonio Iamki, ca- 
pitán del vap:r italiano 'TrincqK' di üdíne" sobre abordaje, 
incidente de cmliurg<». 

V considerando : 
Que el auto sobre embargo préVeiitivo que viene en ape- 
lación ante este tribunal, es un incidente de la demanda |M»r 
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¿bordaje, entablada i>or el capitán del vapor inglés "Induna". 
contra el del "IVincipe di Udihe", ele paliellón italiano, rjtie 
el tribunal tiene a la vista. 

Oue de las constancias de este cuerpo principal y «le los 
informes de fojas 88. 107 vuelta y 108. resulta «pie se trata 
do un abonlaje en alta mar. en aguas na jurisdiccionales de 
nuestra RepúMica, ocurrido a los de latitud sur y 52^2' 

de longitud ueste', frente a las costas del Brasil, entre ilos 
buqués que cnarlx>lahau pabellones extranjeros y sin qtté el 
buque averiado o sea el "Induna*' que navegaba en viaje des- 
de el puerto de esta capital. con destino al de Liverpool haya 
llegado de arril^ula forzosa a puerto argentino. 

One' en tal situación, como lo ha dicho la Corte Supre- 
ma, volumen 18. página 110; el juicio relativo a un choque 
entre dos bui|ties de pal>cl!ón extranjero, sucedido en aguas 
de jurisdicción extraña y siendo un puerto extranjero el de 
detino <lel buque a vt rindo, no pertenece a los tribunales dé la 
República, pues no hay contrato u oWigación que djéba cum- 
plirse en ella, mi hecho ocurrido dentro de su jurisdicción 
ni circunstancia alguna que obligue al capitán del buque que 
lia causado el daño a seguir un juicio ante estos tribunales, 
ni dar fianza por sus resultas ( fallo de esta Cámara Federal 
de A|Mflaeión — caso «le Augusto Sauvage \ . 

Qíie puede objetarse sin embargo, que el articulo .!.". in- 
ciso 8." de la ley de jurisdicción y c«>m¡>etcncia de los tribu- 
líales nacionales, al expresar las causas de -unir fuero, no dis- 
tingue si los buques productores de choques y averias cnarMnn 
o no pal>clloiies extranjeros, limitándose a establecer que los 
Jueces de Sección ciJru verán en primera instancia, de las causas 
que se orignen |x>r choques o averias de buques o ]>or asal- 
tos hechos o por auxilios prestados en "alta mar" o en los 
puertas, ríos y mares en <;;:«/ la República tiene jurUtbccion. 

One tratándose de daños causados en alta mar. donde 
todas las naciones pretenden un derecho común y una juris- 
dicción común, no había necesidad de hacer tal distinción, pues 
el principio que domina la materia, es el de derecho interna- 
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cioiial «pie hace «le los tiuques porciones (leí territorio «le! lis- 
tad»*, cuya palicllón están autorixadtK a llevar y «le este prin- 
cipio deriva la jurinliccióii «le es;- listad».. 

I'ór la* coiisñlcracioiies expuestas, y de conformidad con 
el dictamen ti «¡cal precedente, se declara «pie la justicia ua- 
cioual carece ge jurisdicción ¡ara cuiniccr en ote juicio v en 
>n contenencia. >c «leja sin efecto t«*lo lo obrado en éste. 
.\bonesb las costas «le amha* instancias en el «tnleti causa- 
das i las comunes por mitad. Repóngase las fojas en prime- 
ra instancia. — T. Arias. — A. UrdwarraUu — Mares?':"» 
¡Escotada. 

nicrwii'v i»i:l si:\'»h i*hiktkmn»k üKXKKAL 

turno* Aire*, lunjo 5 de 1919. 

Suprema Corte: 

lili alta mar. ningún estado tiene jurtsdircióti exclusiva. 
Vi por eso. la SnprWÚt forte «le los Ksta«h>s Unidos. «lijo, en 
el caso del "Itclgcnlaud'*. «lecidido en Abril «le 18K5, cjiie tilia 
colisión cu alta mar, entre btupics «le diferentes itaeio ( utli«la 
do. cae tajo el dominio «leí derecho genera) «le la Naciones, 
o rommimis jnris. y es prUftú fut ir asunto propio «le inwstt- 
gcici«Mi en cualquier tribunal «leí almirantazgo «ntc obtenga 
primero juriMlicción solirc el hmpte salvado u ofensor a ins- 
laneia en juicid «le las partes interesadas (114 1". S. 355 i. 

Kn «lidia sentencia se recuerda «|ite la misma di»ctrina 
fué aplica«la |*>r el Almirantazgo Inglés en i8¿<>. en el -caso, 
del "Johan Kriederieh" motivado |M»r haber siA» hundido un 
hmpie danés |*ir otro «le ¡tremen. 

I.a j«iris«licvi«in maritima o de almirantazgo «(lie la Cons- 
titución Argentina confiere a los tribunales federales com- 
prende Í«*? menciona«lo> casos «pie el «leredio «le gentes y la 
práctica «le jas naciones civilizadas ha agregado a la Compe- 
tencia de los trihuuales de cada país, cotilo Un medio de ase- 
gltrar la justicia respecto «le los hecho* íjne pasan fuera «le 
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los limites territoriales <lc todos olios, cdnio scwi los que déit- 
rrcn ctt alta mar. 

Tal es el objeto que time la ley 48, articulo -\'\ ¡hefeo 
til atribuir a los jui-crs nacionales ele sección cuui]>eiciicia para 
ct>ríocér <le las causas originadas |x»r choques en alta mar. 

Por estas razones, creo que la cuestión suscitada entre 
e! Vapor ¡figles "Induna" y el vapor italiano "IVÍiiei|>e di 
l'dinc" puede ser juzgada por los tribunales federales argel* 
tinos, y pido a V. K. se sirva asi declararlo, rev»c:m«l«» la re- 
Mención apelada fíe la Cámara Federal de Ablación de la 
Capital . 

José Nicolás Mtiüens0. 

Mr.l/Í llK r.A COttTK SI'I'KKMA 

Bucjk» Aires, Sepcienbre 13 tfe Hit. 

V vistor: l.os .scguñlns |Kir don Maguo* llalcrow. capi- 
tán del taque ittglés "Induna". contra dbtí Antonio Lena, 
capitán del vapor italiano "IYinei|>e di l'dine'i «¿re ahur- 
ibje. veníais en a|wlaeióii extraordinaria de sentencia de la 
Cámara Federal de la Capital. 

Y considerando: 

Que la parte demandada lia sostenido que los tribuna- 
les argentinos son iuconif>etentcs en el caso. \pr tratarle de 
un aliordaie producido en alta mar entre buques |>ertenecten- 
les a )nlielloiics extraujens. >in que el bu<|ue victima del 
almrdajc Herirá de arribada f«rzosa a puerto argentino; 

<¿tic la parte actora al contestar la exección de incom- 
petencia, ha solicitado su rechazo por considerar que, a su 
juL-io. los tribunales argentinos, tienen jurisdicción para de- 
adir el litigio, entre «tros motivos, por «pie la información ad 
pcrpctmm geíKwnacla l*>r la parte demaiulada. Itabia prorro. 
ga«lo la jurisdicción. 

Que la Cámara Federal «le 1a Capital ha examinado ta 
cuestión en los términos en «pie las partes la habían plantea- 
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<to¿ prt^citidicncbi de manifestaciones hechas con psifentiri- 
dad a! otorgamiento ele) recurro que motivo su intervención 
y pendiente de resolución d püiito relativo a la competencia 
contradictoriamente delKitida en la causa. 

_Quc después de trabada la cuestión sobre competencia, 
la misma parte que requería pronunciamiento favorable a la 
jurisdicción de los tribunales nacionales manifiesta que ha 
recibido de Londres un cablegrama de los annadores del ex 
vapor "Induna" que dice lo siguiente: "Háse convenido abo- 
ra que el juicio sea resuelto jwr la Corte Almitantazgo In- 
#ésa'\ — ablegando (|UC es evidente qtté las partes se han 
puesto de acuerdo con respecto a que el juicio principal de 
re^ponsalnlñlad por aU>rdajc. sea vcntiiádp ante los* tribu- 
nales de Almirantazgo Ingles (fojas tfá autos principales*. 

One ese acuenlo de partes, invocado sin contradicción 
por el actor, esto es. por quien roqueña la jurisdicción fede- 
ral, ha eliminado la necesidad de un pronunciamiento judi- 
cial, toda vez que no bay "caso" que pudiera nmtixnrlo. p$p 
qtie la divergencia sobre jurisdicción sometida a la decisión 
de los tribunales, ba desaparecido en virtud del acuerdo alu- 
dido, y en consecuencia no corresponde decidir si procede o 
no en el sitl* lite la jur.iMlicción de los tribunales nacionales. 

Por ello v oído el <eñor Procurador (teñera), asi se de- 
clara. Notifique*.' y <)evttélvasc. rpiipnietidpsc el papiel ante 
el juzgado cié origen. 

A. BKRMKjO. — Nicanor G. rox 
Sola*. — D. K. Palacio. — 
J. Ficl-kroa Alcorta. 

En la misma techa y p»r los fundamentos de la presen- 
te resolución. >e confirmó un auto dictado |x>r la Cámara Fe- 
deral tic Aleaciones de la Capital, que declarad "no corres- 
ponder pronunciamiento alguno'; en las actuaciones sobre in- 
formación titf {•frfctnam deducida ]>or don Antonio Lena. 
Comandante del vapor italiano "Príneqic di l'dinc". 
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üoña Juana ÍXnrañóna contra él Gobierna Nacional; sobre re- 
vocación i/e una donación. 

Sumario: t." Tratándose de terrenos entredós voluntaria 
y rs|N>i!t:iiu\*m lente \mr sus dueños al t «obierno de la Na- 
ción con fines de utilidad pública y sin reserva algum 
|M»r parte del donante, no es un requisito necesario y 
esencial fiara su » "¡-teneia y udidez el otorgamiento «le 
una escritura pública para que la donación se ¡lerfeccfo- 
m cuando h tierra objeto de la donación ha sido entre- 
gada voluntariamente como se lia dicho, desates de ser 
aceptada por un tlccreto del «Hibierno corno donatario. 

2" Xo tienen aplicación las disposiciones de los ar- 
ticulos I.K40 y I.850 del Códijjo Civil en tiu caso en que 
aceptada por el Ciohienio Nacional, mediante el respeeti- 
vo decreto una donación de tierras cftií destino a la ins- 
talación de una Kscucla Práctica <le Agricultura, y re- 
cibida la |»oscsióii definitiva «Ke las mismas, se procedió, 
para su funcionamiento, a levantar diversas construccio- 
nes e instaladores en que se imirtió aproximadamente la 
suma de ciento veinte mil jh-sos. y se mxnhró eH cuerpo de 
profesores y el personal necesario .jiara que funcionare la 
escuela; máxime. cualHlo. \*tr otra liarte, mi se estableció 
ilíi plazo determinado dentro del cual debiera éstu fun- 
cionar . 

Caso; l.o explican las piezas siguientes: 

SKXTKXCIA OKI. SKXOR «¡l'KZ FKOKHAI. 

Bmni Airo*. M«y* 27 ú ■ l»|s. 

Y vistos los proinotivo* |K>r doña Juana Otrañona contra 
el C'.ohierno de la Nación, sobre revocación de una donación, 
de los que resulta : One don Leonardo Ponsati en representa- 
ción de la nombrada según instrumento <le fojas 1. se pre- 
senta y expone: 

1." «Jue en 1910, su mamlante. en cothHWoienlo que el 
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Gobierno «le la Nación tenía el projiósito de establecer una 
escuda Práctica de \gricultura eii 25 «le Mayo, provincia de 
Buciips Aire*, le ofreció gratuitamente una fracción de cani- 
llo de 50 hectáreas, haciendo notar en el escrito de presen- 
tación que para hneer esa donación se tenia especialmente en 
intenta ¿1 pr«igreso que fiodia desarrollar esa institución. 

j." (¿ne el Gc^ériio de la Nación pidió que se amplia- 
ra la <U»nación a -escuta y cinco hectáreas. |x>r sor este el te- 
rreno necesario para la instalación de la escuela, a lo que ac- 
cedió su mandante. 

3. " (Jue aceptada la donación por decreto «fr 31 de Di- 
C'émkre de 1910 % dada la po.4c.Ht0n definitiva, el Gobierno r- 
déiló el levantamiento de un edificio que quedó en condi- 
ciones de llenar su cometido a mediados de I0'4« A fine* 
de ese año si nombró el cuerno de profesores y la escuela dio 
comienzo ;i sus funciones, pero en seguida se le cambió de des- 
tinó y se le convirtió en campo de extR'rimentaciones. 

4. Qtte en presencia de estos hechos 35 en coítociroieir- 
to «le que por el presupuesto de IQIJ se cambiaba el destino de 
la escuela, sti mándame f< rmuló la protesta que «compaña, re- 
servándose el derecho de revocar la donación sitio se cumplía 
c<»n el cargo impuesta a la misma. 

5. " <¿ue a pesa? de habérsele notificado esta protesta el 
Gobierno lia insistid»» en el cami no *\? destino de la escuela al 
formular el presupuesto dé 1916. ¡iqr ló cual la sefloritii Pu- 
rañona pidió se le devolviera el campo, dejando sin efecto la 
donación |>or incumplimiento de las cargas impuestas a ta 
misma. Kl Gobierno no hizo lugar a ese )ieu<do según decreto 
inserto cii el Boletín Oficial de i? de Octubre de 1916, que 
acomjKiña. Kn mérito de estos antecedentes viene a pedir «pu- 
se <kvlare revocada la donación que hizo al Gobierno de la 
Nación, y se le devuelva el campo a que refiere la protesta de 
15 de Abril de 10,15. cóti costas. 

Con intervención del señor Procurador Fiscal, el juzga- 
do declaro su comi>etcncia y corrió traslado de la demanda 
que fue evacuado a fojas 14 -por el mismo fucionario soste- 
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niendo: i." Que la demanda es in^irocedeutc porqué, el dona- 
tario no lia renunciad» al pn>|ió>tto de establecer una escue- 
la en el terreno donado ¡»or la actora. como lo evidencia el 
hecho de lialier ga>ta*lo en d mismo una suma aproximada de 
120.000 pesos liara instalarla. 

2. " (Jiie el articulo 1.030 del Código Civil en que la ac- 
tora funda su acción dá derecho al donante a demandar la re- 
vocación de la donación |*>r las causa- e im|x>sihiliades que 
expresamente determina, salvo el caso en que la inq>osihilidad 
haya sobrevenido ante- «|Ut B el donatario se hubiese constituí- 
do en moni. 

3. " Ouc la exección contenida en la última parte de la 
disp« isición citada es precisa mente de aplicación al caso pre- 
sente, pues el Gobierno no ha incurrid* ► en mora, pues cotilo 
lo reconoce la donante. a|>enas dada la poción a<|uel se apre- 
suró a cumplir la carga impuesta, levantando c< edificio para 
la escuela. <|tie quedó lisio a mediados de 19*4* em|>ezando a 
funcionar a futes tle ¿se año. respondiendo el cambio de des- 
tino a hechos que no ha sido posible prever y que previstos 
110 "han pedido evitar-e como la momentánea carencia de rc- 

curso»-. 

4. " «¿tic |M>r lo demás la donación no ha estado sujeta a 
condición resolutoria .alguna, no habiéndose fijado plazo den- 
tro del cual deba terminarse la obra y empezar el funciona- 
miento de la escuela, de manera que el Gobierno no solamen- 
te no ha incurrido en mora |»ara el cumplimiento del cargo, 
sino que ha evidenciado con el hecho de levantar el edificio 
sn firme propósito <k* cumplirlo, asi <|tie las circunstancias se 
lo permitan. — Pide el rechazo de la demanda con costas — 
Abierta la causa a prueba se produjo la que expresa el certi- 
ficado de fojas 31. s«4we la que lino alegado ambas partos eon 
lo que la causa ha quedado lista para definitiva. 

Considerando: 

t¿? Que según se expresa en el decreto del Poder lije- 
cutivo. de fecha 31 de Diciembre de imio í fojas <> del ex- 
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1 tedíente agregado) vi GolHerno ¡te la Nación aceptó la «tniia- 
cióii «le un cáiñpo situado en ¿5 de. Mayo, provincia de Bue- 
nos .Aires, ofrecido ]n»r la señorita Juana Durañoua. ¡>ara que 
•e estableciera en él. una escuela práctica de agricultura. 

2." tjiiv eje ámenlo con lo dispuesto en el artículo 1.850 
úél Código Civil el donante puede revocar la donación, por 
causa de inejecución de las carga.* impuesta" al donántari». 
sea cual fuere la can «¿a de la falta de cumplimiento de esas 
obligaciones y auno tu- la ejecución haya llegado a ser impo- 
nible a consecuencias de circunstancias completamente inde- 
pendientes de la voluntad del donatario, salvo el caso en que 
la ini|M»sibili(fad baya sobrevenid» antes que él se hubiese 
constituido en mora. 

3¿" Que. teniendo en cuenta los términos en que ha que- 
dado traliaoa la tiNs, es preciso establecer ante tcnlo, si el (Jó- 
bienio «le la Nación ha incurrido en mora jwra cumplir el 
cargo impuesto a la donación |x>r la donante, dado que aquél 
se ampara en la última parte <le la disposición legal transcrip- 
ta, alegando la existencia de un hedió que. como la difícil 
situación económica del jiais. si ha |>odido preverse. 110 ha 
jiodido evitarse., (decreto de fojas 2\ del expediente agre- 
gado; escrito de contestación a la «lemnnda i . 

4." Oue a este respecto, delie tenerse presente que la 
adora ha reconocido ex|>resatuente en su escrito <le presenta- 
ción que el < iohierno, al recibir la posesión definitiva del eam- 
I*» donado. procedió a levantar en el mismo un edilirio, en el 
que. según las constancias del ex|ied¡etité administrativo se 
ha invertido hasta al Mima de ciento quince mil |K\sos, para 
instalar la escuela de agricultura a cuya creación respondía la 
donación y nombró finalmente el cuerpo de profesores que 
debía dirigirla. 

SÍ? Qw d cambio de destino dado a la escuela ya ins- 
talada en el cam]Jo donado, se ha producido como se expresa 
en el aludido decreto de fojas 21 del expediente agregado, por 
rayones de economía y sin que e!lc> importe renunciar al pro. 
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potito «le reabrirla definitivamente una vez que las circuns- 
tancia* lo permitan. 

One en tales condiciones no es |>osil>le sostener que 
el ivierno se encontraba en mora para cumplir con la carga 
impuesta a la donación en el momento en f|Ue circunstancia> 
ajenas a su voluntad le impusieron transitoriana-nte el aludi- 
do cambio de destino dado a la escuela ya instalada y en fun- 
cionamiento, y es por lo tanto de estricta aplicación al caso sub 
judkc la excepción contenida en la última parte del articulo 
1.850 del Código Civil, transcripta en el segundo consideran- 
dov ya que en el hecho de las dificultades económicas que pa- 
(fece la Administración Nacional trae su origen «le acontecí- 
miemos de carácter universal, como es notario, de lo* que se- 
ria injusto responsabilizar al gobierno en un momonto deter- 
minado y que "<» pueden utilizarse COinó prueba de incwn- 
- plimicnto a la obligación impuesta |*»r la donante, desdé que 
antes de producirse esas dificultades aquél se había apresu- 
rado. como ya se ha dicho, a dar cumplimiento a esa obliga- 
ción iinirtiemlo sumas ingentes de dinero en el levantamiento 
de un edificio, para él funcionamiento «le la escuela. 

•jr CJne por otra parte, la «lunación no lia esta<k> sujeta 
a condición resolutoria alguna, núes como lo sostiene d WSfM' 
Procurador Fiscal en su escrito «le contestación a la deman- 
da, no se ha estipulado un plazo <letermina«lo dentro del curtí 
debiera «Jarse cumplimiento a la carga impuesta y *n conse- 
cuencia no seria posible sostener que el «Gobierno se ha cons. 
tituulo en mora, aún cuando no mediara la circuastancia ie- 
conoeula \w la actora «le haber levanta«io aquél el e«lificio ne- 
cesario y «le halicr instala«k» la escuela, tanto más. ctiamlo 
que. en él decreto que <la origen a este juicio se establece ter- 
minante y categóricamente que no se renuncia al propósito que 
determinó la «lunación. 

8." Que la pruelia produeula |x»r la actora para iustifi- 
. car su derecho coivsistc en la pericia de fojas 24 y siguientes, 
la míe evidencia únicamente los hechos reconocidos por la 
misma, es «lecir «pie el Colnei-no dio cumplimiento a la carga 
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inijnusta iw-r ella y crió y establecí la escuela, nombrando el 
personal necesario para su funcionamiento el c(iie sostuvo ¡>a>- 
ta «pie las difictiltácIcH económicas que $óh del dominio píihli 
Cw «é impu-derou él cambio «le destino «le la misma. Kn tale» 
ondiciones no es póliblt admitir la revocación «le la d.maci.m 
¡atlida ]H»r la act«>ra. por opt>n*?r« a ello terminantemenu. | n 
la «;is|».wic¡úii <lel articulo 1.830 (leí Código Civil en que se 
apoya el f.obiertK» ¡>ara justificar su actitud. 

Por ]«• expuesto, fallo nc> haciendo lugar, en c«>slas. a la 
deíiiniida entablada j*>r doña Juana Diimñona contra el fío- 
htcnio «te la Nación sobre rev«>cación de una donacum. llagan 
-aber e n el oríguial, fé|k^?¿asé las fojas.— Saút M. Iluobar, 

SUN'TKXCIA »« i.x lÁM AKA PKDKRAI, mí AI'EÚCIOXKS 

Bucrm Aire», Abril 2* de 1919. 

V Vistos, los seguidos jter la señorita Juana Durañoiia 
entra el Gobierno «le la Nación «obre revocación de lina d<»- 
nación y 

C«»n*¡«¡erand«t: 

i.' Qtíe la donación cuya reversan * .licita la parte ac- 
tora, acepta«la i>or el t>|er ÉjctñitiVo pura y simplemente p*r 
decreto «le ¿i «¡c Diciembre «le 1910, comprende una exten- 
sión «le sesenta y cinco hectáreas de cam|*. en el pani«l«» de 
-'5 de X%o, jitrÍHcItccióii «le la pn vfricia «le Buenos Aires con 
destino al e tableeiinieiu.i de una escuela práctica de agri- 
cultura. 

" One, con ánjección a la «lispnsicmn de l«is artícu- 
los i.;«,j. 1.8 lo y i.Xii y su nota «leí Código Cinl. para «pie 
la donácitMi «le un inmueble produzca efectos legales >e re- 
quiere orno etenertO necesario de | a existencia misma «le la 
ennveiiciórt, «pie ella *ea ludia \m escritura pública y acepfci- 
dádn en igual forma por el donatario . Curte Suprema, to- 
53. página 14$; pstgina 232 y Si. página 4¿>. 
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3." One según resulta de autos la «lunación en cuestión 
no ha sido terminada en la forma y con los requisitos de ley. 
no obstante la finalidad del decreto de 31 de Diciembre de 
h>io. dis|>omVnd.> cjiic se otorgue |>or el Kscnbmo Cenend 
«le «lobierno la correspondiente escritura, la que a pesar del 
largo tiempo transcurrido no aparece aún extendida. 

+" üwc no podiendo acreditarse legalmente la donación 
de un inmueble con otrajiruclia que la escritura pública en 
que ella hubiera sido hedía y aceptada, la acción siih lite es 
procedente en virtud del derecb.» que al donante confiere el 
articulo it«h del Código Civil. 

5v la IKtición fiscal tendiente a que el tribunal 

desestime la nulidad alegada |>or la parte aetora |>or ser esa 
defensa extraña a la litis, no es procedente. |Hirqnc -i liten 
esta 110 puede -ufrir modilieación substancial, tal principio 
lio es de aplicación al caso de autos, porque Él comrato de 
donación en cuestión carece de existencia legal, con arreglo 
a la disjM.sieión invocad y a la del articulo 1.184, inciso i- 
del mismo código, que disoné, que deben ser hedías en es- 
iritura pública bajo pena de nulidad, "los contratos que tu. 
viesen |»r objeto la trasmisión de bienes imnueliles en pro- 
piedad o usufructo". 

Luego, estando expresamente ordenada la forma instru- 
mental y habiendo sido día omitida, el contrato es ineficaz, y 
en tal situación su nulidad por ser absoluta y manifiesta, pue- 
de y del* prenunciarse aún de olido. |x r aplicación de los ar- 
tículos y 1.047 CÓfífeo. Cámara Federal de Cor- 
tlota. tomo 3, página 317. 

o." One el efecto dé la nulidad pronunciada es hacer 
retMvertir al dominio de la donante la cosa objeto de la do- 
nación. Articulo 1.050. 

7" One dada la resolución precedente, es sin objeto que 
e| Tribunal se pronuncie sobre las cuestiones de hecho que 
íundamentan la litis, toda vez que la justida federal no está 
Manxwla a resolver meras cuestiones al *t nietas. 

Pór las consideraciones -precedentes, se reveja la senteu- 
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tia apelada <Ur ís. 40. y decía rándi»*» revocada la donación he- 
cha 'i*>r la Sita. Juana Diirañona a favor «Id (iobiem> ele la 
Nación, se condena a éste a la restitución del íWWptt — objeta 
M contrato — y •mencionado en el testimonio de la escritura de 
protesto del 15 de Abril de 10,15. agregada a fojas 4. dentro 
ilc! término de nownta día*, y con declaración de que las cos- 
tas causídica- se alionarán |>or su orden y las comunes por 
mitad. 

Nolifii|iiese y dc|»óngasc el sellado en el juzgado de sil 
radicación. — Marecíhio liscalárfa. — A. Urditiarrain. — 

T. Anas. 

IWI.1.0 DK l-A CÓRTK St'l'RKM A 

Bnmm Aires, Septiembre ir. 4c 1919. 

Virios y o n^ideramlo : 

y ue según resulta de autos la demandante señorita Juana 
Ihirañona ofreció gratuitamente al Ciobiern» de la Nación una 
fracción de campo de su propiedad situada en el jwrtido 25 de 
Mayo, provincia de Kuenos Aires, compuesto de sesenta y 
cinco hectáreas con destino a la instalación de una fósatela 
Práctica «le Agricultura, donación <|iie fué aceptada |wr de- 
creto fie fecha 31 de Diciembre «le uno, como aparece en el 
expediente administrativo letra O. número 4.401, agregado 
sin acumularse, y se reconoce tantbién e» el escrito de de- 
manda. 

Qtie resulta igualmente que el (iobierno tomó posesión 
del terreno donado y ha invertido en el mismo aproximada* 
mente la suma de ciento veinte mil i*rsos nu>ncda nacional en 
construcciones e instalaciones realizada* al sólo objeto <lc ha- 
cer funcionar la escuela en el carácter mencionado, como se 
expresa en el informe de la contaduría de fecha 21 de Junio 
de 1916. K.\|H*diente citado, fojas 11. 

Qito una vez en condiciones de llenar los fines para que 
fueron construidas las obras levantadas en el terreno donado 
a mediados del año 1014. el Ministro de Agricultura nombró 
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c! ctter|Mi de profesores y demás «|ier»oiia! necesario j»ara el 
funcionamiento de la Kscuela. transformándola más tarde en 
un campo de ex|*'rimentación en ve/ de Kscuela Practica de 
Agricultura, hecho éste ultimo en que se funda la demandan- 
te para pedir la revocación de la donación por considerar qué 
el Gobierno ha incurrido en mora en el cumplimiento del car- 
g» ipie le imiionia la donación. 

<¿ue la sentencia a¡ielada pronunciada a fojas 03 por la 
Cámara Federal dé Aeraciones de la Capital, sin desconocer 
estos antecedentes y sin prommeiarse sobre las cuestiones de 
hecho qUO fundamentan la litis, según lo expresa en ella, se 
ha limitado a declarar que la donación de que se trata carece 
de existencia legal i>or no haber sido extendido en escritura 
pública el contrato res|>eet¡vo, en cuya virtud revoca el fallo 
«leí inferior y dispone la restitución de la tierra donada. 

Que trabándose de terrenos entregado* voluntaria y es- 
l>oiitátu-amcntc por sus duciW al Cobíerno cíe la Nación con 
fines de utilidad púh'iea y sin reserva alguna ¡Kir jKirte del 
donante, no es un requisito necesario y esencial iwra su exis- 
tencia y validez el otorgamiento de una escritura pública para 
que la donación se jierfcccionc cuando la tierra objeto de la 
donación ha sitio entregada voluntariamente como se ha di- 
cho, después ile ser aceptada por un decreto (M GoWerno como 
donatario como ocurre én el caso sub judicc. 

One en 1111 cíiso análogo tratándose de tierras (tonadas al 
Cf>bierno Nacional |mr don Antonio Canilmceres. con desti- 
no al ensanche de la- obras del Riachuelo, esta Corte tiene 
declarado que lia jo el imperte de las leyes que considerar? tas 
donaciones de inmueldes tm contrato solemne, etiya eficacia 
depende en absoluto tle que se haya efectuado en escritura 
pública, pof razones de no ser aplicable* a «fcsprendimiento* 
ile la clase del que había dado origen a dicho juicio, la doc- 
trina admite que las cesiones gratuitas de terrenos para .obra* 
públicas no están sometidas a las formalidades rigurosas de 
las donaciones ordinarias, en virtud de que en tales cestones 
los cedentes tienen en cuenta la utilidad que les rejjortan !a 
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ejecución de la^ obras y existe asi un contrato do Út fucnts. 
recordando a la vez que en análogo orden de idea* esto Corle 
no ha considerado sin valor en A. las promesas de domtcio. 
lies de tierra* hechas en decretos del Poder Kjecutivo Nacio- 
nal y ha declarad*» asimismo que los poderes públicos en I«* 
concerniente a !as adquisiciones «le terrenos consagrado- a 
caminos no se encuentran en igualdad de condiciones que los 
|»articulares en sus transacciones sobre inmuebles. Fallos to. 
hio 102. página 77. 

One en el mismo caso citado se manifestó por el scíior 
Procuradur (iencral de la Nación que si el donante 110 otor- 
gó escritura de pri>pie«lad al (iobierno. "esa circunstancia o 
coridicióli necesaria en derecho respecto de los netos privados, 
no era indispensable cuando la transferencia se hace y con<ta 
por actos oficiales. |K»r decretos públicos que la aceptan. i»or 
inscri|>ciones y publicaciones en el Registro Nacional", dicta- 
mén que fué aceptado por la Gorfe en su sentencia y que es 
también de aplicar** en el caso. 

(Jue por consiguiente y acre«lita«la como contra de autos 
y se ri-i-oii.»ce |>or ja deinandaute la aceptación de 1a cesión gra- 
nula de la tierra ofrecida para una obra de utilidad pública, 
no puede desconocerse que la cesión «le que se trata no es- 
taba sometía a las formalidades rigurosas de las donaciones 
ordinarias y que existe en realidad en el caso un contrato 
perfeccionadlo «pie Ha pro«luci<lo todos sus efectos legales. 

(Jue por lo que hace al fomlo de la cuestión, «lel>e obser- 
\:ir-e que consta «k* autos y la actora l«» ha reconocido tam- 
bién expresamente en el escrito «le fojas 21. que el (hibierno 
aceptó la cesión gratuita «le los terreno* ofrcculos por la «lo. 
narte por el decreto de 31 de Diciembre de n>io. y que reci- 
bida la posesión definitiva de la-* mismas procedió a levantar 
las diversas construcciones que se mencionan en el informe 
de la Dirección General de ftnsenanza e Instalaciones Agrí- 
colas, corriente a fufas 1 1 «leí expediente administrativo «fue 
corre agregado: que COiíSta asimismo í|«e en las construccio- 
nes e instalaciones méiiciohaááS se ba invertido ápróxtnutda- 
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atente la suiMa de ciento veinte mil pesos m< moría nacional 
para sn funcionamiento (informe citado de fojas ¿i ». que el 
Ministerio de Agricultura nombró oí cuerpo de nrofesores y 
ol personal necesario jwra ol funcionamiento de la Kscuela. 
propósito al que el Gobierno no lia renunciado como lo mani- 
fiesta en el decreto de 4 do Octubre de njió. 

Ouc do lo expuesto se desprende que no son do aplica- 
cióh las disposiciones de los artículos 1.840, y 1.850 que se in- 
vocan como fundamento de la demanda. Kn las diq>o$iei mes 
citadas se establece, en efecto. que el donante tiene ac ión 
para pedir la revocación de la nVnacióu |Mir la mora o ineje- 
cución de las obligaciones impuestas al «lonatario. pero ex- 
ceptúa expresamente el caso en que la ini|x;sibil¡dad. baya so- 
brevenido asnos que él se bttbioo constituido en mora, mora en 
que, el < Hibierno no ba incurrido como resulta do los anteceden- 
tes relaciónanos y se demuestra también en la sentencia de pri- 
mera instancia corriente a fojas 46. 

<¿nc |M>r otra parto es de tenerse presente, que no se lia 
establecido tam]>oco un plazo determinado dentro del cual de- 
biera funcionar la Kscuela. que ésta lia funcionado inmedia- 
tamente de concluida las obras ordenadas |*>r el (lobierno y 
«¡ue como ésta lo declara en su tlecreto mencionado, no lia re- 
nunciado al pro|>ósito de establecerla, para la que se han hecho 
las coiMrucciono- c instalaciones indicadas. 

Por ello so revoca la sentencia arlada de fojas 05. \o- 
tifiquosc y dcutclvaiw, debiendo re|K»nerse las fojas ante 
el ju/gndo de origen. 

A. r.KRMICJO. — XlCAXOR_.fi. t>KT. 

Solar. — D. lí. Palacio. — 

J. FlOUKROA Al.CORTA. 
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Señores Márquez Hermanos y Cía., apelando de una resolo- 
eión de la .■fdmiuixt ración General de Impuestos Inter, 
nos. tjne le imponía una inulta por infraeeión a la ley nú- 
mero 8843. 

Sumario: Xo procede la declaración (le nulidad de lo actua- 
do, por aplicación ilc lo dispuesto por los artículos 27 y 
¿8 ilc la ley 3.7*14, en un cas*» en que a] telada por el par- 
ticular la resolución dd Administnulor de Impuestos Itw 
temos (pie le imponía una multa, éste le concedió el re- 
curso jtara nrtte la justicia federal, haciendo constar ex- 
proelmente que el iwirso filé etttaMado dentro deá tér- 
ntino legal, sin que l«>s representantes del fisco eti prima- 
ra y segttoda instancia formulasen re^>aro alguno sohre e! 
particular. 

Caso: A los señores Márquez Hermam* y Cía., les impuso 
el A<lntinistrador de Impuestos internos una multa por 
exjiendio de vino clasificado como no genuino o sea 
Iteltida artificial según informe de la oficina quími- 
ca de la Capital; informe que ¡x>steriormt-nie fué rú *di- 
ficado. declarando*- por dicha oficina que el vino era apto 
para id consumo, 

■ 

SI'N'TKMTA ih:i. skñok •mkx vkhkkm. 

Bell - Vftlt». Oetofer* 13 tfe 1UI». 

Autos y vistos: ftl recurso de apelación interp'ií- to [*>r 
los *rítorc> Márquez Mérmanos y Cía., de la rerolncKMi dic- 
tada por el Director (leneral de Impuestos Internos, con fe- 
cha u de Jimio de 19153 en la que se inqtone a los recurren- 
tes la limita de m is mil doscientos treinta y cuatro pesos, trein- 
ta centavos, por infracción a la ley RHn. 

V considerando: 
Cjtte la resolución de que se trata tiene como fundamento 
el ccrtificaflo jjfe la < Mu-ina (Ju tínica Nacional número 2t)S.06-f. 
corriefíte a fojas dé esto* autos, el que clasifica de "vino no 
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genuino" el contenido <k- las muestras extraída* de cuarenta 
castos que poseían aquellos en su casa de negocio estable- 
cida cu Hernando, de esta provincia. 

Que ante el reclamo de los comerciantes expresados y 
previa una nueva verificación practicada por acuella oficina, 
sé llega por esta misma a la conclusión, en virtud de las nue- 
• as consideraciones que aduce, de que debe modificarse !a cía- 
siticación del primer análisis (número _*rfMk>2). \*>r la tíe 
"vino genuino apto para el consumo", i documento de fo- 
jas 

<Jue dado el resultado de este segundo examen no es jus- 
to mantener la resolución de la Dirección de Impuestos In- 
ternos, toda vez que ha desaparecido ki única causal deter- 
minante de la im|K>sición de aquella |iena. 

lín virtud «le lo expuesto se revoca dicha resolución, en 

la |>arte recurrida, dejándose, en consecuencia sin efecto la 

mulla mencionada . Regístrele y hágase saber. Kep. — Ale- 
jandro Moyana. 

SI-XTKNCI A l»K \i\ CÁMARA KIÍUKKAl, IMÍ AIMX.VtlOX KS 

Cortfofea. Mam » «ta IM9. 

Y vistws: líl recurso de ablación interpuesto |*»r el se. 
ñor Procurador Fiscal de la Sección BeH-Ville. contra la sen- 
tencia «le fecha Octubre trece de mil novecientos diez, y seis, 
corriente a fojas 53, dictado por el señor Juez Federal de la 
misma sección en el juicio seguido por los señores Marque* 
Hermanos y Com|iañia v afielando de una multa impuesta por 
la Administración, de Impuestos Internos, y en la que ha re- 
suelto: revocar <Idut resolución en la i«irte recurrida, deján- 
dose en consecuencia sin efecto la multa mencionada. 

Por sus fundamentos, se confirma la sentencia de que se 
trata. Hágase saber, transcríbale y devuélvanse. — A. G\ Pos- 
se. — Nemesio González, — A. fícrdue. 
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FALLO DK I.A CORTK StTRI-MA 

Buttm Aires, Septiembre II d* l»it. 

Vistos y considerando : 

ijwv la nulidad de todo lo actuado si a solicita en esta ins- 
tancia i>«>r cuanto la sociedad multada administrativamente |K»r 
supuesta infracción a disipaciones cíe la ley mimen» 8.84.* ño 
ocurrió |*>r la yia contenciosa a ta justicia federal, ni recu- 
rrió para anu c! Ministerio de Hacienda dentro del perento- 
rio término, en amUis casos, de cinco días háhiles. de con- 
formidad a lo dispuesto por |os artículos ¿j y ¿H de la 
ley 3.764. 

Que no se siguió ninguno de e-u>s d»s caminos, tmer- 
l*>uiéndose en calino recurso de reposición ante la misma 
administración y dejando vencer mientras tanto, vi plazo acor- 
dado |n»r el articulo -7 citado, quedando con ello consentida 
la resoución condenar ria. 

One entretanto es de tenerse en cnenla que apelada jn»r 
Ion señores Márquez Hermanos y Conijiañia la resolución ik'I 
..dmini arador de impuesto* internos, <«ue impuso la multa 
1 tojas 4(1). este la concedió para ante la justicia federal, ha- 
biendo constar expresamente que el recurso estaba cutaMado 
dentro del término legal í fójas 40 vuelta 1. sin que los repre- 
sentantes de! fisco en primera y en Húmida instancia formu- 
lasen rehiro albino sobre el particular y por el contrario sttlis- 
tanciándosc en esa forma con el asentimiento e intervención 
de dichos funcionarios, procedimiento aceptado jx»r esta Corte 
tu sentencia de 26 de Julio del corriente año. 

Hue en cuanto al fondo de la sentencia ajelada corres- 
|>oudc continuarla por sus fundamento* atento el informe de 
fojas ¿o. 

Tor tanto asi se declara. 

Notifíquesc original y dcvue1vau.se al juzgad-» de origen. 

A. BKKMKjp. — Xicavor (1. DKL 

Soi.\k. — !>. K. Palacio, 
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Diego Léxica Jlvear y señora, contra la provincia de Humos 
.Hits, sobre daños y perjuicios. 

Sumario: i." Si hicu el criterio para apreciar la prueba testi- 
monial ileltc ser* cu general, restrictivo cuando lirs tes- 
tigo* tienen taclias relativas, tal restricción w» puede lle- 
varse hasta muirle todn valide?:, citando «le otras «Iccki- 
. raciones no tachadas y de los demás antecedentes de los 
autos se iinhfce la verdad «le talé» testimonios. 

2. " Kl ina-mlio cunto acto repr«»1»ado |Hir la ley. mu 
|JOÜC al «pie lo ocasiona ¡*»r culpa 6 negligencia la oh! i- 
«ación de indemnizar los daños y |>crjtiic¡os que e«m él 
-e causan a terceros (Código Civil, articulo 1.109), ex- 
tendiéndose e*a res|M>nsahili«la«l (artículo 1.113- Código 
Civil), a la |>ersona haj«> cuya (k*|x*ndeticia se encuentre 
el autor «leí daño «» |*»r las cosa» «le «pie sirve o «pie tiene 
a su cuntido. 

3. " Kl ferrocarril es res|*>nsahle de lus daños cau- 
sados por incendio, si hay prneha para atrihuirlo a él. y 
no la hay para demostrar «pie pnvedió de caso fortuito 
o fuerza mayor. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

I'AMjO l>K I.A CORTE SLTRKMA 

Buenos Air**. Septiembre 23 «It 

V víst«»s: l<n»s seguúlos |*>r <l«»n Diego l«c£¡ca Alvear y 
su señnni d»íia Klvira Santamarina <k- Lezica Alvear contra 
la provincia «k- Hílenos Aires. jmr daños y i»erjuicios. de los 
«pie resulta: 

Ouc a fojas 5 y con los documentos prccc<k*ntcmcntc 
agregados. comi>areee el ilnctor Teodoro Beeú en representa- 
ción de los actores. e\|x»nicii<lo: «pte éstos poseen un campo 
de diez mil cuatrocientos sesenta y tres hectáreas denomina- 
do "Kl Cnrarti". en el cuartel número i<> «¡Id partido de J*e- 
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hmjó. campo que está cruzado por la linca del ferrocarril 
provincial del Puerto «le U Plata al Meridiana V. que tiene 
la c»tación Sosa cu él y la parada Kilómetro 440 próxima a 

uno de sus costados. 

Que el 1-* de Didémbte «le 1917 a la.» diez <1« la mañana, 
mas " menos, pasó por el campo el tren número 13. con la 
locomotora numero X piloteada i*»r d maquinista Santiago 
(Gutiérrez y el foguista Juan Rk»s. en viaje de la estación Sosa 
al Meridiano V. c incendió los pastos que cubren la vía cu la 
que hay cardales (le más «le «los metros de altura. 

Que favorecido por el fuerte viente reinante, el incendio 
propagó rápidamente, quemando cuatro potreros alambra- 
dos v alfalfados, y luego por cambio de la dirección del vien- 
to, pasó las vías del ferrocarril, llegó a la linea del ferrocarril 
que va de Rosario a Tuerto llclgran«> que cruza a la «le Me- 
ridiano V en aquel punto, c iucendió el campo lindero "1.a 
Victoria" del señor Juan Cava. 

Oite como consecuencia del incendio, los actores lian per. 
dido nías sfeiscieiitas hectáreas de campo alfalfado, que es uno 
de los mejores campos de pastoreo de la zona, y «e han «letc. 
Horado más de seis mil quinientos metros «le alambrados y 
varias casillas «le puesteros. 

(hic este iitcetidio no es el primero que produce el ferro- 
carril citado en este campo, pues «lias ante, hablan ocurrido 
..iros que fueron sofocados con ayuda de los peones, y tres 
dias después, esto en el 15 de Diciembre, se produjo ..tro m- 
cendio en la parte del campo destinada a la agricultura, oca- 
sionaiido |>erjuicios a un ágriciuíor arrendatario de lo- ac- 
tores. 

One en la Comisaria de Pehuajó se produjeron las actúa- 
dones sumaríale* «leí cas.,, en las que ha recaído un auto de 
sobreseimiento provisional dictad.» por el Juez del Crimen de 
Mercedes doctor Manuel Kernández CutieIlo>. 

Qué l«.s trenes del ferrocarril a Meridiano V pasaban 
y pasan hoy por el campe» «le los actores quemando a uno y 
'..tro lado de la via. pues el caño «le la locomotora parece -le 
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los chilero. de práctica y ¡i cacto paso se encuentran bra/as 
y cenizas caída» de la hormilla. 

(Jue en el curso efe la prueba se demostrará la importan- 
cía verdadera de los perjuicios, pues lo quemado no ha |*kIi- 
do medirse con exactitud ni se puede calcular el tiempo que 
necesitará el campo l»ra reponer sus i>astos naturales <> fe! 
que se necesita |>ara sembrar el alfalfar desaparecido. 

Que provisionalmente, y calculando que se han quema- 
do seiscientas cincuenta hectáreas, estiman kw actores que 
hay que invertir winticuatro mil cincuenta pesos moneda na- 
cional para realfalfar e! caiilpó quemado, ¡mes se necesitan 
por hectárea veinticinco jiesos de semilla y siembra, a lo que 
se agrega vi arrcndamk'Uto del campo por un año. a doce !*- 
so* la hectárea, pues «n año es el término necesario jwra que 
la alfalfa alcance su completo desarrollo. 

yue cuando se produjo el incendio el cam|*> estalla re 
plcto de animales. |*>rque es campo de invernada y en aque- 
líos momentos no había «lemanda de novillos piará exporta - 
ción; la reducción de seiscientas cincuenta hectáreas produjo 
pues, serios inconvenientes en la marcha regular de los nc 
gocios. obligando a trasladar hacienda a otros puntos y a loa 
gasto* consiguiente de |>astoreo. 

thie los gash* \*>r transportes y las |*írdidas \*>r cufia- 
qucchnienro de los animales, ascienden a cinco mil imvccien- 
tt* i>esos moneda nacional, y el pastaje pagado |>or los mis- 
mos a once mil seiscientos sesenta y cuatro pesos nacionales. 

sea un total de «laños y iwrjuicios «le cuarenta y un mil 
seiscientos catorce |>esos moneda nacional. 

Une los actores no hacen cuestión por suetdo de peones, 
alambrados perjudicados y puesh» quemado*, bailas las di- 
ficultades de proliarlos debidamente, y reducirán las partidas 
que han consignado sí la extensión quemada fuese menor y 
menor el tiempo de duración del pastaje. pfcro dejan expre- 
samente a salvo su derecho para justificar que ía extensión 
quemada es mayor que la que se calcula, y que reaifalfada 
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costará pfO|>onc¡oiialinéiite más $o1ür¿ iodo si ¿I valór de la 
setraHa aumenta y si el pastaje de los animales dura mayor 
tiempo. 

Qííe la respuusahilidad de la provincia como empresa que 
aruiuhistrn y cxpli*a 'la linea «le! ferrocarril de La l'lata a 
.Meridiano \* e> inuegahlc y resulta «le los arieulos I.109, 
1.113, l - iJJ ' 33 >' correlativos «leí Código Civil, y «le los 
artículos 05 y «>i «le la ley nacional de ferrocarriles, pues al 
explotar una linea férrea adquiere derechos y contrae obliga- 
ciones \hít el sólo hecho de la explotacióii. y respowk «Id «la- 
no demuestre acabadamente que el hecho es dehido a caso for- 
razón de la industria. 

One el ferrocarril es recusable (kl incendio siempre qiie 
no «leumestre acatKidamente (|iie el hecho es dehido a caso f«»r- 
tilifo «le fuer/a mayor, o «|Ue de su parteatt) huU> atipa, cir- 
cunstancia cuya «kinost ración incumbí- a la demandada. 

(Jue en materia «le iucemlio «le cam]Mw no existe la pie- 
¿unción «le cjis*» fortuit«». correspondiendo al ferrocarril la 
pnid.Ni de que ha hecho marefair >us máquinas el «lia «le! in- 
cendio en condiciones «le no «les|nilir chispas susceptibles «le 
incendiar ]Ki»to seco, «lerivando la rc>t>onsabiii«la<l del ferro- 
carril n» solamente del cuasi «lelito consistente en halier eau- 
sado im dan > al patrimonio ajeno, sino en razón misma «le la 
industria que se explota. esu> es. "«leí "rie>go industrial". 

(Jue |>or lo expuesto pi«!e se c«»n«lene a la provincia de- 
mawlada al pago de la -unía «pie se reelaina. >u< intereses a 
estilo «le llano» desde él día que sé produjeron Ion hechos, 
y las costa» del juicio. 

<Jue el representante «le la provincia «le Hítenos Aires, 
|N»r los motivos «pie indica, se limita a negar los hechos y a 
pedir el recha/o «le la demanda, con costas t fojas 31 ». 

One recibida la causa a prucha (fojas £2), se- produjo la 
<iue expresa el certiriea«l«> «le fojas M)". se presentaron IOS 
alegatos «le fojas jo«> y 2¿| y se llamó auto* para definitiva 
< íbjnü ^3,< vuelta 1 . 
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Y considerando : 

Ouc él hecho fundamental del litigio, esto es. el incendio 
íjlie originó lo«¿ |>crjuicios cuya indemnización se demanda, es- 
tá suficientemente probado por la manifestación «le los tes- 
tigos Alfonso. Xlackay, Herrero, Contratas y Meira (fojas 1J9 
a 132) |>or el informe <le la Dirección General del Ferroca- 
rril «le Rosario a Puerto BelgranO (fojas 143» |*>r las ^actua- 
ciones testimoniales «le fojas «>7 a 100, de autos, y por las pe- 
ricias «le fojas iftf. 170 y lijo. 

<¿ttc las probanzas prcce«lentenieiUe indicadas, demues- 
tran que el \J de Diciembre de t«)i". como a las diez y me- 
dia «le Ta mañana, se produjo un incendio C11 el jKirajc «Ion- 
de los actores tienen su eam|x>. 

<Jue también está probado que el incendio se inició casi 
inmediatamente después «le haber pasado un tren «le la ¡im- 
presa «leí Ferrocarril «le Puerto «le La IMata a Meridiano V. 
Asi lo declara el testigo José Herrén» a f«ijas l$i contestan- 
do las preguntas 3." y 8." del pliego de fojas ui, Alejo Con- 
treras contestawlo a* fojas 131 vuelta la pregunta _»." del plie- 
go de fojas 125. y Angel Xeira contestan»!*» a fojas tj¿ !a 
pregunta 3." del pliego de fojas \¿7- 

ijtw la declaración «leí testigo José Herrero no ha sido 
impugnada, y las tachas formuladas contra los testigos Xeiri 
y C«Hitrera>. además de ser tachas relativas. 1 Código «le IV». 
cedimientos de la Capital articulo 20 j, inciso 2." supletorio 
en 1«) federal i*>r ley numero j„«j8i 1 jwesto que reposan en el 
carácter «le <lef>cndtentes que tales tcstig«>s tienen respecto del 
actor, no desvirtúan la eficacia «le sus testimonios ]x>r«|ue su* 
declaniciones son concordantes con otros elementas prolw- 
torios «|tie hay en autos y ¡jorque además, atentas las eireutis- 
tan^tas de hecho y «le logar, son testigos necesarios como 
quiera «¡tte no hahia otros en aquel ¡Htnto que pudieran de- 
poner sobre los hechos de esa cansa. 

(Jue si Hien el criterio para apreciar la prnt-lm testimo- 
nial dehe ser, en general, restrictivo cuando los testigos tienen 
tachas relativas, tal restricción no pue«le llevarse fotuta negar. 



110 rWl.l.OS COKTK Stl'Kl-MA 

k* toda validez matulo «le otra* declaraciones n«» taclta«las y- 
«le los «lemas antecedentes «le los autos se induce la verdad 
ele tales testiiv* «ikis, tanto iras cuanfo que en un paraje de :■- 
poblado cpnip aquel en que se origino el incendio, no era ra- 
* .naide que hubiera testigos extraños en al>sohuo al propie- 
tario del campo inceivha«k» . 

(¿tic de las declaraciones mencionadas y de tas actuacfu- 
iies de que informan los testimonio* «le fojas «>7 a ion resul- 
tan (Amostradas jirounciones clants, precisas y concordante?, 
que llevan a la conclusión lógica «le que el incendio ha si«lo 
«»casiona<l«» por el Ferrocarril de Puerto La líala a Meridia- 
no V. pue*t«i <|Ue una presunción contraria sería inverosímil, 
tanto iiub cuanto que también- se ka demostrado «|iie en los te- 
rrenos del ferrocarril ludria gran cantidad «le cardos y paso» 
seco en condiciones «le inflamarse con f:u*ili<1a<l. dada la pnrlon- 
•gada sequía y la alta temperatura reinante. 

One a tales presnnckmcs se agregan las <|Ue resultan «le 
la» manifestaciones hedías por los conductores «k'l tren ante 
la ¡Milicia Wal. y consignadas en los icstitnonios corrientes 
«le fojas 0/ a 100. t«nla vez «pie no se lia negado por ellos la 
jto*ih¡li«iad «le «pie salgan chispas «k* la ehimenet. lo que )>er- 
inite presumir que la locomotora carecía «le chispen» «le segu- 
ndad. que si lo tenia, no funcionaba con la regularidad «U- 
liidsi. desde que. como se ha dicho, los proinns wtfdtictore* 
del tren admiten e«>mo posible la sali«|a de chis|K«s en condi- 
cione- «le provocar incendios, (fojas «J9>. 

One la demandada, poí su jwrte. no luí pn»lia«l«> ni inten- 
tado probar «mic la locomotora «k- «pie se trata estalm provista 
«le los Jjuanla chispas que la experiencia aconseja |wra «lis- 
miuuir las pr^iahilidadr* «le incendio, ni «pie éste se debiera 
a caso fortuito o fuerza mayor «Fallos tonid> 88. página 245. 
entre otros!, 

One «uno se ha establee»!»» en casos análogo** el incen- 
dio c«m»o acto reprobadlo |»>r la ley, inqxme al «pie lo ocasio- 
na por étilpa «i inegügencia. la obligación de indemnizar los «la- 
ño, y perjuicios que con él se causen a terceros (Cófligo Gt- 
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vil, articulo f.iofjt. extendiéndose esa i-e>|>onsabilida<l lar- 
tirulo iviij Código Civill a la perdona bajo cuya dependen- 
cia se encuentre el autor del daño o l*»r las cosas de «pie sirve 
«» que tiene a su cuidado revistiendo, en el caso, la proxincia 
demandada el carácter de empresa y como tal de |>ersona ju- 
rídica en la explotación «le sus vias férreas le son aplicable*, 
las disposiciones cit¿»<las con arreglo a las prescripciones de 
las leyes a que esa industria e-lá suliordinada — Articulo 93 
ley Central de Ferrocarriles de la Provincia, de 1880 — Ar- 
tículos 65*. 83, 84 y <>i, ley nacional número 2.873). 

íhic no obsta a la conclusión preindicada el precepto con- 
signado por el artículo 50, inciso 3." «le la ley general de fe- 
rrocarriles. í|iie prohibe hacer cercos, sementeras, «lc]x>sitos o 
acopio <le materias inflamables o combustibles a menor dis- 
tancias «le veinte metros «le la via. pues si bien consta en autos 
que el cardo seco existe en el cam|x> «leí actor llega!» basta 
el alambrado «pie «liviile «licito campó «le los terrenos del fe 
rrocarril a Meridiano V*. nu se lia demostrado que «Icsde la 
via al alambra«lo hubiera menos «le los veinte metros estable- 
cidos en el precepto legal citado. 

yite la provincia de Hítenos Aires legrando sobre el par- 
ticular ha establecido en el artículo ¿6, incisos 4." y 5.* de la 
ley provincial «le ferrocarriles, la prohibición «le construir e«li- 
ticios tic paja o «lejiósitos al aire libre y a una distancia no 
menor «le veinte metros «le la \ía. «le materias explosivas o 
inflamables, como prohibe asimismo to«lo acopio o depcisito 
de frutos, granos »> materia combustible a una distancia «le 
veinte metros «le los bordes exteriores «le la via: |>cr«» es dés- 
ele luego evidente «pie el canvo. como vegetación espontánea, 
no puede considerarse, aunque sea c«>mbustible cuando está 
seco, comprendido en la prohibición enunciada. «|ite tiene fi- 
nes y objeto* expresamente determinados. 

Que |*>r lo «pie hace a los perjuicios, corresponde consi- 
derar que se «leinandan l«>s siguientes: ú) rcalfalfar seiscien- 
tas cincuenta hectáreas, cttyo costo se fija en treinta y siete 
pesos nacionales por hectáreas, más la diferencia «¡ue resu!- 
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tase i»*»r mayor extensión quemada o mayor valor de la aflui- 
da (te alfalfa: b) el pastaje por h-ís meses «le seiscientos cua- 
renta y cebo novillos trasladaos a otro punto del campo, a 
razón de tres pesos moneda nacional jxir ñus y por animal; 
«•) la traslación de quinientos novillos llevado* por arreo a la 
provincia «le Santa Fe ¡«ra «lejar libres l»s potreros que se 
ocu]iaron con los seiscientos cuarenta y ocho nov¡Hos retira- 
dos del campo incendiad», — calculándose un jieso y ochenta 
centavo* nacionales \**r arreo y diez pesos |M>r enflaqueci- 
miento, |*>r cada novillo. 

IJiív en |>resencia de los antecedentes ilustrativo* de k»s 
dictámenes (tericiales y de I«»s informes corrientes a fojas 07. 
70. «tí, i>4, 137, 14(1, i4«> y 15b. y dula la alónima disconf« vr- 
muía* I cil alguno* puntos fundamentales «le dichas pericia*, vi 
monto tiene que ser lijado en definitiva jfcw este trilmnal te- 
niendo en consideración el conjunto de los antecedentes que 
obran en autos. 

QttC respecto al punto a), la |X'rieia «leí señor Yidela 
Dorna hace constar que el término medio de duración de lo* 
alfalfares en aquella región es «le quince años, el que se que- 
mó tenia ocho años y hahia un cuarenta |M>r ciento de can lo 
y oíros |>ast«>s < fojas 171 vuelta y 172 vuelta in fine», — con- 
clusionc- con írtá qué también está «le acuerdo el perito señor 
Guidoborio < fojas 1 78 y 177 vuelta*. 

Qtié el («¿rito señor Martínez Sosa manitiesttr 'que se^ún 
informo obtenido* jxir él, dicho alfalfar tenia catorce años 
cuando se quemó (fojas 190 ). 

tjue en el «3S0 «le aut«>s y tratándole «1c cuestiones «le e-ta 
naturaleza las conclusiones periciales tienen el carácter «le 
simple* diferencias tanto más cuanto que los |teritos no han 
enunciado principios técnicos o «le otro orden que permitan 
«letenuiuar con exactitud la éjM>ca en que se hizo el alfalfar 
ni su término «le duración: y es «le observactón corriente que 
ello t» oliedcce a reglas lijas pues varia con frecuencia «leu- 
tro de una misma zona y que su miración es muclto menor 
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ctiaiwfó 'a iléfíini a pastoreo que cuando se la utiliza (iara 
corte . 

<¿uc ante la* manifestaciones «le los peritos- y la falta de 
pruclia ele la |»rtc actoru para acreditar ese hecho, es del caso 
admitir, dentro de un promedio equitativo, que el alfalfar te- 
nia diez años : y atento que los perito» Vicíela Dorna y C.uide- 
bopp consideran «pie ssólo d sesenta |*>r ciento estaba alfa!- 
fallo y que el |ierito Martínez Sosa hace notar que en tos año* 
if}\3 y i«ji4 una gran |»rte del campo «leí señor Lczica Al- 
vear estuvo inumlado y los alfalfares se perjudicaron, es ra- 
zonable estimar «pie efectivamente sólo el sesenta |ior ciento 
del campa pcwlia considerarse alfalfa<lo. 

One establéenlo lo que precede y dado «pie la extensión 
«pieniatla es de seiscientas cuarenta y tres hectáreas, ochenta 
áreas, cuarenta centiáreas; que el alfalfar tenia diez años; que 
su duración probable era «le quince; «pie la parte alfalfad i 
alcanzaba a un sesenta ix>r ciento, el |ier juicio «pie racional- 
mente puede demandarse a la ]>rovinc¡a es el que corresponde 
al sesenta por ciento de l«> <ptc es necesario gastar fiara alfal- 
far el campo, descontando de esa cantidad las «los torceran 
lurtes en virtud de «pie los señores Lezica \1vear lo han apio- 
vechafki diez años s«*rc quince «le su probable duración. 

Que en el gasto liara realfalfar sólo «lebe o >mpren«!cmr el 
abono y costil de la semilla, y no el del arrendamiento, porque 
uesto que el alfalfar hubiese durado cinco años más. tos 
act«»res habrían debido per«1er el año que calculan para tener 
un alfalfar nuevo, y ese año de (lénlida es una exigencia nor- 
ma! «leí negocio y no un perjuicio exclusivo «leí incendio. 

(¿lie el |»eriio Sr. Vicíela Dnrna estima entre veinte y cinco 
y treinta jiesos nacionales por hectárea el gasto re«pierido para 
resembrar el campo quemado (fojas 171 in ñ»e> conclusión 
con la qué está conforme el ¡«rito (nndebono ( fojas 184 in 
fine», lijámlose por ambos la suma «le veintisiete pesos cin- 
cuenta centavos moneda nacional |mr liectánea. «pie este tri- 
buna! acepta. Y estableciéndose en las citadas pericias que el 



114 



PALIOS PK LA CORTE SUPREMA 



importe total para lalwiw y siembra asciende a diez y siete 
mil setecientos cuatro pesos sesenta y tres centavos naciona- 
les, la provincia deberá abonar a los actores por este concep- 
to la tercera |>artc <IeI sesenta j>or ciento de esa suma, o sean 
tres mil quinientos cuarenta pesos noventa y «los centavo* mo- 
neda nacional. 

Que en cnanto al gasto por pastaje «le seiscientos cua- 
renta y ocho novillos qué se cambiaron de un- punto a otro 
del mismo campo, y el de traslación y pastaje de quinientos 
novillos <jue se llevaron a otro establecimiento, no pueden 
constituir una doble partida de perjuicios, pues los primeros 
han reemplazado a los segundos en el campo de Pehuajó. y 
es en consecuencia, en todo caso, por estos últimos que se 
imede formular la cuenta de tales gastos. 

Que es innecesario examinar Jas conclusiones de las pe- 
ricias sobre la cantidad de hacienda que podía soportar el cam- 
po y la consiguiente extracción prol>ablc de animales determina- 
da por la reducción de la superficie quemada. El hecho de 
que el campo pudiera mantener uno y un cuarto fie «ovillo 
por hectánea, no prueba que esa es la cantidad que existia: 
y e«a prueba que ha debido traerse al tribunal como conse- 
cuencia del punto n) sometidos por los actores a los jwritos. 
no está en. autos. 

Que el perito señor Videla Doma contesta el punto in- 
dicado, a fojas 172. en términos generales; y si bien invoca 
los libros fiel establecimiento, no señala en forma explícita 
cuales sean las constancias de esos libros en cuanto al mime, 
ro y distribución de la hacienda existente en el cam|*> de los 
actores. Es obvio pues, que no basta demostrar que el cam- 
po estaba destinado a invernada, <para derivar de ahí la con- 
clusión de que "los perjuicios inmediatos equivalen aj pas- 
toreo de setecientos cincuenta novillos 7111* podía haber en el 
campo quemado en la época fiel incendio" (fojas 170 vuelta 
in fine», porque aún sin incendiarse el campo, pudo no haber 
esa cantidad fie hacienda por diversas catisas, y lo que ha 
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debido denxwtrar.se, es precisamente, si había o no en la frac- 
ción quemada el número <le novillos que el cam¡M> puede con- 
tener, como base del perjuicio por concepto de pastaje para 
esos animales en otro jhiiHo, y esta demostración no puede 
resultar de las cifras relativas a la existencia total de ha- 
cienda en el establecimiento. 

Que el |>erito señor Guidebono se expide también mani- 
festando que dada la capacidad alimenticia del campo, con- 
sidera que ftlé necesario sacar un número de novillos (pie cal- 
cula en setecientos cincuenta (fojas ite vuelta). 

Que sea cual fuere la capacidad del campo, obra en au- 
tos la propia manifestación de los actores respecto de este 
hecho, en el sentido ele que se vieron obligados a retirar qui- 
nientos novillos del establecimiento |>ara traslada^** a la pro- 
vincia de Santa Fe (fojas ^ vuelta) y este, es. en todo caso, 
y como queda dicho, el jierjuicio que corrcs|x>ndcría apreciar 
si la afinnación de los actores estuviese acreditada. 

Que a los efectos de jirobar el hecho preindicado, los 
actores han traído a los autos el informe que «Jira a fojas 141 
vuelta, — única prueba producida sobre este punto, — y 
el informe dé referencia no Ies ha sido favorable, como quie- 
ra que en la receptoría local no hay antecedente alguno que 
demuestre ese hecho. 

m Qt\t ello" no oblante, ante la afirmación de las pericias 
de que el camjx> estaba ocupado en su totalidad, pues lia- 
bia en él un número «le hacienda que guárela relación con su 
capacidad alimenticia, cabe tener por estaMectdo <juc ha debi- 
do extraerse del cairu,*» el número «le novillos que la «lemanda 
consigna, y por ende la provincia debe indemnizar a los actores 
|M>r las erogaciones que hayan tenido que hacer por este con- 
cepto. 

Que el |>erito seflor Videla Doma estima en do» pc-os 
nacionales j>or animal el gasto por arreo, y en cinco pesos Je 
iz misma moneda, también por animal, el atraso en su esta- 
do de gordura, — cifras que. sobre las quinientos novillc^que 
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los actores afirman haber trasladado, cían las Mima* de mil y 
«¡os mil quinientos pesos nacionales, respectivamente, esto es. 
tres mil quinientos |>esos racionales en total. 

<Jue |H»r lo que hace al pastaje tic estos animales no hay 
íórmula alguna <¡iie jwrmita estimarlo con segttrnlad. pues 
si bien es cierto que lia debido pagarse durante un tiempo que 
oscila entre un año (pericia de fojas 171» y un año y siete 
meses y incidió (pericia de fojas 184» no |>odria establecer- 
le 0011 certidumbre el tiempo exacto en que han debido mvc- 
sanamente |»crmatiecer fuera del campo. 

(Jne los señores liiillrich y Compañía contestando a fe 
j/£ ( >7 e* P»«to 10." del escrito de fojas 49. exponen que la 
uTilización para inventada de un campo alfalfado destruido 
canpletamente por el fuego, depende de las IhAias sub- 
siguientes, juro «pie puede estimarse que vuelve a ser utiliza- 
ble al mes siguiente de una buena lluvia, y a los tres o cua- 
tro meses si estas lluvia? no se produjeran, líl Centro Con- 
signatorios ( fojas o¿> es igualmente impreciso solire este pun- 
ta; y lo propio ocurre con el informe de la Sociedad Hura! 
Argentina i fojas 04 >. 

Qué no hay, en consecuencia, l>ase cierta j>ara fijar e! 
ténnino exacto en que eso» novillos han debido ser tenidos 
a paste- je fuera del campo, y a falta de estimación exacta 
puede ser rija<lo equitativamente |K>r este tribunal en «eis 
meses, teniendo en consideración los antecederles de la causa 
y las difictdtades <le la «prueba en hechos <Ie esta naturale- 
za 1 fallos tomo <\2. .página 2¿\ : tomo 73. página 108) : y sien- 
do el precio del pastaje de tres pesos nacionales por mes y -por 
a.wal. el perjuicio por este concepto alcanza a la suma míe. 
ve mil pesos: moneda nacional. 

Por los fundamentos e..\j»uestos se declara resjuntsalile 
a la provincia lie filíenos Aires del incendio a que esta causa 
se refiere, y cu consecuettria, que del* pagar a lo» actores la 
suma de diez y seis mil cuarenta pesos y noventa y tres cen. 
tavos moneda nacional en (pie se estiman 4os perjuicio* exami. 
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m i'rcciMkiitciDcmc. La- costas |x>r su orden por no haber 
prosperado la demanda en todas *ih jKirtis. Notifíquesc ori- 
ginal y repuesto el papel archívese. 

-\. Bermejo. — Nicanor G. mu 
Solar. — O. li. Páiácíq. — 

J. FlGCEROA ABORTA. 



Pon tiritesto /V/. cu autos ron ta Sociedad A lidiar cita, Bfo 
tjocri v ¡iré**, ¿or cobro tic pesos. Recurso de hecho. 

Smmirio: 0«>m-sp.mdc a la jurisdicción federa) el conoci- 
miento de una causa por -obro de pésb*. corno saldo 
de venta de un buque destinado a 'a navegación entre 
puertos de la República y extranjeros. 

Caso: í.o explican las piezas siguientes: 

DiCfAWBx DKL SKXOR PROCURADOR GENERAL 

Bunoi Aire*, Septiembre n 4t IBin, 

Snt>remn corte : 

Kl buque "Don Lisandrov'. seguh t .j informe expedido 
l«r la Prefectura C.eneral <Ie IWos fojas os. lia estado de*, 
lirado a la navegación entre esta Capital v los puerto» ,-vt'an. 
jeros de Kray lientos y Montevideo v el argtníino de San. 
ta Fe. 

I'>ta legación y comercio deben calitkarse «le mari- 
tm»í. como lo ha hecho V. K. en numerosos casos análogos, 
apluaiMlr. la «bictrina ile que * jos efectos de la jurisdicción 
fc«bral. son marítimos la navegación y comercio que se efec- 
tna entre un puerto argentino y uno extranjero o entre la 
( npital o una |>mvinfia con otra provincia, por ríos abier- 
tos al comercio internacional. 

1.a compra \cnla de un buque en tales condiciones es no. 
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toriamentc un contrato concerniente a la navegación y co- 
mercio marítimo y la causa que versa sobre ese contrato, co- 
mo la presente, es de jurisdicción federal, por expresa dis- 
posición del inciso io. articulo i? de la ley 48. aplicable se- 
gún e! articulo 27 de la número 4 055. 

Soy pues de dictamen que la contienda de competencia 
negativa trabada entre la justicia local de la Capital y la fe- 
deral «le la misma sección, sea resuelta en el sentido de que 
corresponde a esta última el conocimiento de la causa de 
que se ha desprendido. 

José Nicolás Maticnso. 

FAU.O Í>K U CORTE SUPWSMA 

Bmn Air*. Stpttertrt U 

Autos y vistos : Lo* de contienda de competencia negati- 
va entre la Cámara 1.' en lo Civil de esta Capital y la Fede- 
ral de la misma para conocer en la demanda interpuesta por 
don Ernesto Poli, eoittra la Sociedad Andiafena Bisqúért y 
Kraso. |*>r cobro de |>esos como saldo de la venta del vapor 
"Don Ltsandro" y 

Considerando: 

Que el contrato de compraventa de un buque destinado 
a la "navegación entre puertos de la República y extranje- 
ros, es por su naturaleza concerniente al comercio marítimo, 
cotti .uregnl a lo dispuesto |*>r el artículo 2. M . inciso io.° de 
Ja ley número 48 de jurisdicción y competencia: y en con- 
secuencia el conocimiento de una causa de tai carácter es de 
com|>etenria de la justicia federal I Torno 21, página 433, fe» 
lio de ¿7 dé May» del corriente año y jurisprudencia allí 
citada). 

En su mérito y conforme con lo expuesto y pedido por 
el seño- Procurador General, asi se declara. Remítanse los 
autos al señor Juez Federal avisándose al ordinario de esta 
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Capital en la f orina de estilo. Notifiquese original y repon 
gase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. va. 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlCUEROA ALCORTA. 



Don Angel Boero, contra Phillips y Cmoth Veraemjo, sobre 
cobro de pesos. Competencia ntgath-a. 

Sumario: Corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de una causa por cobro de arrendamiento de una 
lancha destinada al comercio entre puerto interiores de 
la República y el «le Montevideo, y de despachos y pre- 
cio «le algunos útiles y enseres ^ministrados para la 
misma. (Ultima parte del inciso lo. artículo 2.", ley 48L 

Caso* Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN' DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bucnw A¡m. Hvtítmhtt » át W. 

Suprema Corte: 
Considero acertada la inteligencia y aplicación dada por 
la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de la Capital al 
ndso 10, articulo 2." «le la ley número 48. «pie «leclara de ju- 
risdicción federal las causas que versen sobre todo contrato 
concerniente a la navegación y comercio marítimo. 

No creo que pueda caber duda de que el contrato por el 
mal don Angel Itoero «lió en locación su buque "Stella Po- 
lare" a Un» señores Phillips y Ciñólo Vernengo es concernien- 
te a la nevegación y comercio marítimo, entendi-ndo por 
tales, como lo ha entendido V. E. en numerosos caso*, la 
navegación y comercio que se efectúa entre puertos argen- 
tinos y extranjeros y entre el puerto de la Capital o de una 
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pm\i»cia con el de otra provincia |xt ríos aliicriOá ?il co- 
mercio internacional. 

1.a cansí i|iie motiva ésta contienda de competencia en- 
tre la Cámara local y federal versa sobre la ejecución de e«e 
contrato y se refiere a hechos directamente relacionados con 
la navegación^ como es el pago <k- lo aleudado al propietario 
del buque por la fricación de é*te y suministro de diversos 
útiles y enceres ¡«ira la misma en^Ktrcación. 

Por tanto, y de acuerdo eqp la doctrina aplicada por V. E. 
en los caso* de Krunettt con Trawrso, sentciKia de 37 de 
Moyo último. c* mi dictamen que d caso cnrres|>onde a la 
justicia federal y que la Cámara Federal de la Capital y el 
juez de sección «le la misma delien reasumir la jurisdicción 
de tpte se han desprendido. 

Jase Nicolás MiUienzo. 

1M.I.O PK I.A CQRTK SLTKKMA 

Buom Aires. SeptiMbi* SH ém imh. 

Autos y visto*: ü>s de contienda negativa, de competen- 
cia entre la Cámara en lo Comercial de la Capital y la fede- 
ral de la misma para coiuicer en la cansa seguida por <1»n 
Angel (küero contra llritltp y Ciñólo Vernerigp sobre co- 
bro ejecutivo de péws; y 

Considerando: 

Que el rédito ile que se trata tiene su origen en el co- 
bro de arrendaimetito d c la lancha "Stella l'olare'' destinada 
al comercio entre puertos interiores de la Kepiiblíca y el de 
Montevideo como taniliién «lespaclios y precios de alguno^ 
útiles y enceres suministrarais jwira la mtstua. 

One en ta! concepto el o nitrato y demás actos de la re- 
ferencia están directatnoute relacionados con la navegación 
y comercio marítimo y son de la naturaleza ele los especifi- 
cados en la última parte del inciso 10. articulo ¿i tt de la ley 
número 48 (Fallo*, tomo 3$ página ¿jOl. 
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Por ello y conforme con lo expuesto y |>vdido |K>r el se- 
ftor rVocnrador dineral, se declara la competencia ik- la jus- 
ticia federal para conocer en la presente causa ; y en su mé- 
rito remítanse los autos a la Cámara Federal avisándose a 
la de Comercio en h forma de estilo. Repóngase el {Ktiiel. 

A. MivMMKjo. — Nicanor G. vr.u 
Soi«ak. — D. K. Palacio. — 

J. FlGUKROA Al^OUTA. 



Don Fmidsco So tullo, tontra don Gregorio Scotti. sobn- 

calumnias c injurias. 

Sumarió: r.° Procede el recurro extraordinario del articu- 
lo 14, ley 48. contra una resolución que descow>cc el 
principio del articulo ¿2 de la Constitución Nacional, se- 
gún el cual es de jurisdicción exclusiva de las legislatu- 
ras ile provincias dictar las lews jwira reprimir los alnu 
sos de la liliertad de la prensa. 

2. a Las leyes locales, ya sean ' viadas |*>r las legis- 
laturas <le provincia o hicn |*»r el Honorable C»igresi. 
en ejercicio «le la atribución consignada en los incisos 
14 y ¿7 del artículo 07 de la institución respectó a l;i Ca- 
pital y Territorios Nacionales, son las que deben regla- 
mentar el ejercicio de la lilscrtad de suprema, determi- 
nando la* sanciones con que reprimirán stK almsos y los 
•IrilHinaJes que conocerám de las respectivas causa* . 

consecuencia, una sentencia de un trifonía! de la pro- 
vincia ile lluenns Aires, (|tie funde en las disposiciones 
del Código Penal de la Nación la represión de delitos de 
imprenta, sin invocar disjwsición alguna «le carácter pro- 
víiKtal por las que las sardones de aquel código hayan sido 
iivoqiorailas a la legislación sobre la materia, mitraría al 
articulo 32 de la Constitución, y al 18 de 9a misma, por el 
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. que "ningún habitante de la Nación puede ser penado sin 
juicio previo fundado en ley anterior al hecho del pro- 
ceto". 

Caso: Lo explican la* piezas siguientes: 

SENTE STCIA DHL JUEZ Mi, CRIMEN 

MrneiN, Novkwbrc » ée iMT. 
Y vista la presente querella seguida por Francisco A. 
Sotullo contra Gregorio Pedro Scotti, italiano de treinta y 
tres años, casado comerciante, domiciliado en Pehuajó, por 
injurias graves. 

Y resultando: 

Que a fojas 3 el querellante, tasado en las prescripcio- 
nes contenidas en líos Arts. 178. I7<> y »*> *l Código Penal, 
pide se condene al querellado a la pena establecida por el ar 
ticulo 21 letra b) de la ley 4-i&>. accesorias legales y costas 
del juicio. 

Que a fojas 10 vuelta, el querellado reconoce ser autor 
único de los conceptos contenidos en la publicación de fojas i, 
que lia dado motivo a la acusación. 

Y considerando: 

1 Que según el articulo 235 del Código de Procedi- 
mientos existe plena prueba del hecho que ha dado origen a 
la querella puesto que ha sido reconocida lisa y llanamente 
-x>r el acusado. 

2. Que los términos vertidos en el suelto acusado en. 
cuadran precisamente en la prescripción contenida en el ar. 
ticulo 180. inciso 4- u del Código Penal ; pero la penalidad que 
exige el querellante no es aplicable en el sub judicc. 

La que corresi»nde es la que en caso análo$> ha soste- 
nido el jugado, no habiendo podido pronunciarse al respec- 
to la Rxma. Cámara, por la que se reproduce integra- 
mente. 
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"Que en cuanto a la aplicación de la pena que pudiera 
corresponder al autor, en manera alguna pueden ser aplica, 
da» las deposiciones que invoca el querellante, desde que at 
haberse ]>roferido las injurias por medio de la prensa, la 
responsabilidad está regida por leyes especiales y no por el 
Código Penal ni por la ley de reformas al mismo, que se 
refieren como legislación común a todo el territorio de la Re- 
púMia, a las palabras, acciones o hechos que sean injurio* 
sos o calumniosos, pero emitidos por la prensa, en cuanto a 
esas mismas injurias vertidas por la prensa sólo son «reprt- 
nñbles por las leyes dictadas por las Legislaturas locales se- 
gún lo resuelto por 4a Suprema Corte de Justicia Nacional 
con fecha diez y siete de Octubre de mil novecientos diez y 
seis, interpretando el articulo 3a de la Constitución Nació- 
mi y con fecha 12 de Abril de 1864; 16 Octubre de 1866; 
31 de Agosto de 1871; diciembre 4 de 1875; Septiembre 36 
de 1876; Septiembre 24 de 1910, etc. 

De modo que la ley aplicable seria la dictada por la Le- 
gislatura de la provincia de Buenos Aires para reprimir los 
abusos de la libertad de imprenta. 

A este respecto existen vttrias leyes dictadas por la Le- 
gislatura de la provincia de Buenos Aires anteriores a la Con- 
federación Nacional; las cuales habiendo sido dictadas en 
virtud «le facultades no delega<las al Gobierno Federal sólo 
han podido ser derogadas por leyes posteriores provinciales y 
no por leyes nacionales. 

Asi, la ley por medio de la cual se sancionó e4 Código 
Penal de fecha 25 de Noviembre de 1886 y puesta en vigen- 
cia de* le el i.° de Marzo '1c 1887, promulgada el 7 de Di. 
ciembre del mismo año, no puede dejar sin efecto a las leyes 
dictadas con anterioridad por la Legislatura Provincia!, en 
tamo* en cuanto se refieren a materia que son de exclusiva le- 
gislación local ; por ejemplo, las que versan sobre moralidad 
pública; delitos electorales; educación primaria; juegos pro- 
hibidos ; ejercicio de profesiones liberales, etc. 

Del mismo modo el Código Penal no ha podido dero- 
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ga«r. va cairo caso: la ley de Mayo 8 de 1828. que repri- 
mía lc>9 abuse» de libertad de imprenta, «miio tiimpi o> la ley 
rte 17 Septiembre de 1857, que establecía la competencia 
de tos jueces ordinarios para entender de las acciones de los 
particulares por injurias, caltimuas o dif amacices que se o»- 
metan por la prensa, desde, que la primera se refiere a de- 
litos de imprenta ajenos a la legislación nacional y la según- 
da, como ley «le forma de exclusixsi coui|>etencia de las Le- 
gislaturas Provinciales, máxime aún cuando en el artículo 32 
de la Constitución Nacional prohibe que sobre cielitos de la 
libertad de imprenta *e establezca jurisdicción federal. 

De manera pues «pie no es el Código Penal ni la ley de 
Reformas número 4.180 la que correspondería aplicar a! caso 
ocurrente. 

Existe al respecto la referida ley de i8¿8. |iero tampoco. 
-v entiende, seria de aplicackw porque existe una legislación 
posterior que la ha derogado. 

El Jt «le Octubre de 1877 el Presidente de la Cámara de 
Diputados de la fmnrincia de Buenos Aires doctor Roque 
Sáemz Peña, se dirige al Poder Ejecutivo, adjuntándola el 
proyecto de ley sancionada definitivamente y que fué pro- 
mulgada el 3 de Noviembre «leí mismo año. cuyo primer ar- 
tículo dice como sigue: Mientras no se dicte por Congreso 
Nacional el Código Penal de la República, declárase Código 
Penal <le ta provincia de Rueños Aires el proyecto confeceflv 
■nado jH»r el doctor Carlos Tejedor, con las modificaciones 
contenidas en la presente ley. La misma establece en su articu- 
lo 12 que: El Código Penal empezará a regir desde el i.° de 
Enero de 1878. 

Si bien el artículo 07 inciso 1 1 de la Constitución Xacio- 
nal dispone como atribución exclusiva del Congreso, dictar 
los Códigos Civil. Comercial. Penal y de Minería, el artícu- 
lo 108 de la misma Carta Fundamental establece: que las pro- 
vincias nc pueden diethr k>< Código- Civil. Comercial. Pe- 
nal y de Minería, después que ti Cmujrcso las haya san- 
cionado. 
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Como el Código Penal qué tíos rige fué sancionado el 25 
de Noviembre y promulgado el 7 de Diciembre de 1886, la 
facultad que ejercía la Legislatura Provincial, era perfecta* 
■neme legítima, puesto que el Código Penal de Tejedor que 
se puso en vigencia fué de fecha anterior a la sanción que 
habla el artículo 108 de la Constitución Federal. 

lis verad que el artículo 1. de la ley de 1877 establece 
'fcu vigencia del Código Petial Provincial mientra* ik> se diere 
!>or el Congreso el Código Penal de la República, lo que luv 
ría aparecer como derogado aquél en cuanto se sancionara 
éste. jwro ello puede entenderle y en realidad es asi, sólo a tas 
disposiciones que contenga en oposición al Código Penal Na- ' 
cional y noate que sea materia ele exclusiva legislación 4oca1, 
cjeni|>lo la* delitos de imprenta. 

Asimismo lo dis|K>nen todos los Códigos y toda* las le- 
yes al insertarse en ellas el consabido: 'Quedan derogadas 
las dis|XKÍciones que se opusieran a la presente ley" y lo re- 
pite el artículo 33 de la ley de reformas al Código Penal. 

Es así entonces que el Código Penal de la República no 
pudo derogar la parte del Código Penjil de la Provincia, que 
se refiere a abusos de la libertad de imprenta, como tatito, 
co hubiera podido hacerlo, si éste se hubiera legislado promis- 
cuamente sobre procedimiento penal, faltas, polí.ia, juegos 
prohibidos, vagancia, embriaguez, moral pública, etc. 

Kn consecuencia está vigente el Código Penal de la pro- 
vincia de Buenos Aires, en la parte que legisla sobre delitos 
de imprenta, por ser la última ley dictada por la Legislatura 
que reprime esos- hechos. 

Kn este cuerpo de legislación se dispone en el articulo 
¿? q«e: "El que injuria a otros públicamente «> |xir escrito, 
<ea de un modo directo, sea empleando alegorías, o pintu- 
ras, o de cualquier otra manera, imputándole delito, sufri- 
rá prisión de un año o destierro por el mismo tiempo, can 
multa de cincuenta a «pimientos pesos fuertes. 

Sí la imputación no fuese de delito, ta pena serj de tres 
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meses de arresto con multa de veinte a doscientos pesos 
fuertes". 

El artículo siguiente habla solamente del que infiera in- 
juria públicamente de palabra y el $1$ <l" c: "Cuando la ca- 
lumnia o la injuria se hubiere pro, ido ¡»r medio de la 
prensa, el Juez b Tribunal ordenará, si lo pidiere el ofendi- 
do, que los editores ia«erten en los respectivos impreso* o pe- 
riódicos, y a costa del culpable, la sentencia o satisfacción \ 
Vése pues, que está claramente reprimido el abuso de liber- 
tad de imprenta; esta disposición, en consecuencia, es de apli- 
cación al caso sub judice y no el Código Penal Nacional ni 
la ley de reformas al mismo. 

Por lo cual, sin agravantes ni atenuantes que compu- 
tar, fallo condenando a Gregorio Pedro Scotti a tres meses 
de arresto y doscientos cincuenta |>e -os moneda nacional «le 
multa, equivalente al promedio de la ¡«na pecuniaria estable- 
cida por la dtsposioón citada y costas del juicio, en cuyo 
concepto se regulan en treinta pesos lo* honorarios del «loc- 
tor HMharronho. Hágase saber. - José P. Pellcgrhri. — 
Ante mi: Pedro Roca Marti. 

acuerdo déla cámara de (Aria\c¡oxKs m:i. hepartamkxto 

Í>et, CENTRO, PROVINCIA OK DUEÑOS AIRKS 

Kn Mercedes, a diez y siete de Diciembre de mil nove- 
cientos diez y ocho, reunidos en Acuerdo ordinario los se- 
ñores Jueces de la Exma Cámara Segunda de Apelación del 
Departamento del Centro, doctores: Manuel Fernández Cu 
tiellos y Rogelio A. Casco; se trajo al despacho para pronun- 
ciar sentencia definitiva el juicio caratulado "Sotullo, Fran- 
cisco A. contra Scotti Gregorio, querella por incurias gra- 
vcs'\ y se procedió a practicar la insaculación prescripta por 
el articulo 173 de la Constitución, resultando de ella que en la 
votación debía observarse el orden siguiente: doctores Casco, 
Fernández Cutidlos. 
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La Cáamara planteó las siguientes cuestiones: 

1. » ¿Es nula la sentencia de fojas 14? 

2. °* Caso negativa, es justa dicha sentencia? 
3* «Qué pronunciamiento corresponde dictar? 
A la primera cuestión el doctor Casco, dijo : Al dictar el 

a quo la sentencia de fojas 14 «v> ha violado las formas pres 
criptas por el Código Procesal bajo esta penalidad ni ha omi- 
tido formas del procedimiento establecido bajo ta misma san- 
ción (Artículo 301 del Código de Procedimientos Penal). 

Se dice, fundando la nulidad alegada, que el juzgado sen- 
terciador "ix> es su Juez, por estar el caso snb judicc deferi- 
do al Jurado a que se refiere el articulo ri de la Constitu- 
ción de la Provincia 9 *. 

Da por establecido el recurrente que se trata de un "abu- 
so de libertad de imprenta". 

En el supuesto de que asi fftera, siempre sería el a quo 
el juez competente, atento lo presoripto por los artículos 15 
y 180 de la Constitución provincial, la que modificando e! pre- 
cepto del articulo ti de la misma, han dispuesto que. "en 
tanto no se establezca el Jurado en materia penal, esta juris- 
dicción, sea ejercida por los tribunales que crea esta Consti- 
tución". 

Pero, es el caso que no se trata aqui de un "abuso de la 
libertad de imprenta * sino de un delito común de injurias co- 
metido por medio de la prensa. La diferencia entre ambos 
conceptos, ha sido recientemente establecida con toda preci- 
sión y claridad por 'el Jue» de la Suprema Corte de la Pro- 
vincia, doctor Rivarob al resolver la causa número 11.229 
(voto a la primera cuestión). La libertad de imprente asegu- 
rada por el articulo 32 de la Consitución Nacional "consiste 
en publicar sus ideas por la prensa »in censura previa": no 
pudiendo en manera alguna entender que sea la "libertad para 
injuriar o calumniar 9 '. 

Ha sido por consiguiente perfectamente legal la inter- 
vención del Jue* a quo para decidir esta causa. 

Voto, pues, por la negativa. 
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Kl señor Juez «k»ctor Fernández Cuttellos haciendo sin as 
la» a >n si «le rae iones expuestas en el voto precedente por el 
«eftór Juez doctor Cateo, votó en igual sentido. 

A la .«egunda cuestión, el doctor Casco, dijo: Kl acusa- 
do Scotti se lia cotifrsa<lo autor «le la carta en que se regis- 
tran los concejitos injuriosos y «pie motivan c*a querella < fo. 
jas i y 10 vuelta y Artículo ¿35 del Código de Procedimien- 
tos Penal). 

K! caso se encuentra entonces previsto por los artícu- 
los 170 y 1M0 del Código Penal y ¿t b) «le la ley 4.189, que 
los califican por injuria- graves, castigándolo con prisión de 
uno a tres años. 

A este respecto no es justa la sentencia de fojas 14 que 
para juzgar el «Mito «le autos se funda en «Imposiciones «k- 
una ley penar «pie no está en vigencia, como es el antiguo 
Código Penal Provincial. 

Voto ¡K»r lo tanto en el sentNlo iwlicado. 
Kl señor Juez Ú&ctót Fernámlez Cutidlos, aduciendo 
idéntica > razones votó en el misino sentkki. 

A la tercera cuestión, el «tóctór Casco, «lijo: Atento lo 
estahlcci«lo en las precedente* cuestiones corresponde comle- 
nar al actuario «km Gregorio Scotti. |ior su delito «le injurias 
graves contra don Francisco A. Sottillo. a sufrir la |>ena «le 
«los afn»s de prisión con costasi articulo 07 C. P. P. ) modi- 
ficándose asi el fallo «le foja* 14. .\¡*¡ lo vot«>. El señor Juez 
<l«ictí»r Fernámlez Cutidlos votó igualmente ¡nir las mismas 
ra* mes. 

C«m lo «pie terminó el acto Añilando toilos: Doctores 
Cutklfos, Cuscv. — Ante mi: A. Gómez kangcñhtín. 

skvti; vcia : 

Merced, Dkte»lue 17 «le l»Ift. 

Autos y vistos: P«>r los fumianeuto* c«>nsigna«los en el 
Acuenlo <jiie precede, *e desestima el recurs«> «le nulida«l in- 
terpuesto a fojas ,?4 y se modifica la sentencia «le foja* 14, 
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condenándosele a! acusado don Gregorio Seótti, por su de- 
lito de injurias graves contra don Francisco A. SotuIIo. a 
la fl»ena de dos años de prisión, con costas. Hágase saber y 

«k-viiélvasc. — Feriiándfs Cutidlos. — Rogelio A. Casco 

• 

MCCÁiim I»Kl. SKXOR I'KIKTKAMIR r.KNKK.M. * 

Bmni Aíim, junto *» 4c imt. 

Suprema Corte: 

La sentencia de fojas 75, dictada por la Cámara Segun- 
da «le Ablación de! Centro, provincia .le Bueno» Buenos Ai- 
res. C n la querella que |»r injurias graves cometidas por me. 
dio de la jwensa, sigue «Ion Francisco A. SotuIIo contra fio» 
(íregurio Scotti. lia aplicado, al condenar al querellado, dw- 
jjo»íciones del Código Penal invocadas |*>r el querellante al 
iniciar la causa. 

Contra ésta resolución el demandado ha interpuesto re- 
curso de apelación' extraordinario para ante V. K.. fundán- 
dose en que la aplicación del Código Penal |wra reprimir de- 
litos cometidos por meflío de la prensa e< violatoria a la dis- 
posición contenida en el articulo 32 ile la Constitución Xa» 
cional que prohibe al Congreso Fefleral dictar leyes que res- 
trinjan la libertad de imprenta. 

Pero es fie. advertir, que esta cuestión federal no ha 
sido planteada por el allante al contestar !a querella, ni en 
ninguna otra ocasión antes de la sentencia de que recurre. 

Xo obstante haher solicitado el querellante en su escri- 
to <le iniciación de fojas 3, la aplicación del Código Pena!, 
el querellad*- no hizo cuestión al respecto y sólo la formu- 
la al apelar fie la semencia fie última instancia. 

I*a cuestión es jmics extemporánea. V*. K. tiene declam- 
en numerosos c&<os que. en el recurso del articulo 14 de 
la ley 4». no procede el examen de alegaciones o defensas 
que no hayan sido sometidas oj>otuinamentc! a la decisión de 
los tribunales inferiores (107. fallos 272:' 111. fallos 175:' 
120. fallos! 216; 121. fallos 34; 123, fallos 388 y otro*». 
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Por ello comidero nial otorgado el recurso de apelación 
y pido a E. V. *e sina asi declararlo. 

José Nicolás Matknso. 

FAIXO DE LA CORTÉ SUPREMA 

Botnot Alrw, Sí ptltmbra 23 4t IWt 

Vistos y considerando: 
Que a fojas 24. el apelante ha sostenido, invocando el ar- 
tículo 32 de la Constitución y el fallo de esta Corte corriente 
en el tomo 124, página 161 de la colección, que es de jurisdic- 
ción exclusiva de las legislaturas de provincia dictar las le- 
ves Dará reprimir los abusos de la lib ertad de la prensa, de- 
jando a los tribunales locales su conocimiento y represión; 
y considera que tales leyes no han sido dictadas. 

Que la sentencia apelada desconoce tal i>rincip¡o cuando 
establece a fojas 76, que "el caso se encuentra entonces pre- 
visto por los artículos 179 y 180 del Código Penal y 21 b) d 
i-» ley 4.189 que los califica de injurias graves castigan* 
con prisión de uno a tres años'*. 

Que ello. importa resolver en contra de la garantía invo- 
cada en una cuestión del juicio en que ha podido ser consi- 
derada, como lo ha sido por un tribunal de última instancia 
l>or lo cual y oido el señor Procurador General se declara bien 
concedo el recurso. 

Que en cuanto al fondo cabe repetir lo consignado por 
éstár Corte Suprema en el fallo del tomo 127, página 273 y 
itirispnidencia en el mismo citada, que una sentencia de un 
tribunal ele la provincia de Buenos Aires, que funde en las 
disposiciones del Código Penal de la Nación, la represión 
de delitos de imprenta, sin invocar disposición alguna de ca- 
rácter provincial i*>r la que las sanciones de aquel Código 
hayan dido incorporadas a la legislación- sobre la materia, es 
contraria al articulo 32 de la Constitución y al 18 de la mis- 
ma que prescribe que ningún habitante de la Nación puede 
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ser penado sin juicio previo fundado ai la ley anterior al he- 
cho del proceso. 

Kn su mérito se mwa la sentencia arlada en la parte 
que ha sido materia del recurso. Molifiqúese original y re* 
puesto el devuélvase al tribunal de su procedencia. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Figueroa Alcorta. 



Camila Patri íc Bondausa. (*u juicio ab-wtestato), contien- 
da de competencia 

■ # 

Sumario: Debe considerarse eoino el último domicilio de la 
causante a los efectos de declarar la competencia del 
juez que ha de conocer de su sucesión, el lugar en que 
se afirma en el acta <le defunción «le haber estado aqué- 
lla domiciliad», en un caso en que esa circunstancia se 
halle corroborada por la de que todos los pretendientes 
a la herencia que se dicen hijos de la causante, residen 
en el mismo lugar, y en que los testigos (pie deponen lo 
contrario, no dan razón de su creencia y sólo resulta de 
sus dichos que aquélla residía alternativamente en el lu- 
gar «le su faMecimieno y en donde éllos «teclaran que 
tenia su domicilio. 

Caso: Lo explican las .piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Wm—— Aires, Stptitaftrt » *• 191». 

Suprema Corte: 

Doña Camila Patri de Bomlasnza falleció en la «ciudad 
«le Mendosa d 18 «le Abril de 1916. según la partida pre- 
sentada. 

Kn Marzo «le 1917. «lona Itatistina Rontlama. «¡ ciémlo- 
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se hija de la cau.sar.rte. inició el juicio sucesorio de la misma 
ame el Juez de Primera Instancia en lo Civil de la Capital 
de la Nación, juicio que quedó paralizado desde el 1 7 de 
Abril del mismo ano. "" 

Post e r i orinen h mi I miln il< mil* la misma doña Batrs- 
-Una illkn. .itlt el Juez tfn lo Civil y Minas de la ciudad de 
Mendoza un nuevo juicio sucesorio de la extinta* en el cual 
tomaron intcrvew'óii otros pretendientes a la herencia dicien- 
do*? también hijos de la causante. 

Ambos magistrados, entendiendo que ésta tuvo su último 
domicilio dentro de la jiirMkción. de sus respectivos juzga- 
dos se atribuyen competencia -para conocer en la sucesión re- 
ferkla. y planteada la contienda han elevado a V. lí. las ac- 
tuaciones |iara que la dirima de acuerdo con la proscripto 
en el artículo <>, incido de la ley 4.055. 

Xo encuentro en ninguno de los cxjiedientes plena prue- 
ha de cual fué el último domicilio de doña Camila Patri. 

Los testigos que han declarado en Buenos Aires, no dan 
razón de su creencia de que aquí tenía su domicilio aquella 
señora, y sólo remita de sus dichos que ésta residía alterna- 
tivamente en Ituenos Aires y Mendoza. 

Kn el acta de defunción se afirma que se hallalia domi- 
ciliada en Mendoza. 

Rsta circunstancia y la de que todos los pretendientes a 
la herencia, que se dicen hijos de la causante, residen en Men- 
doza, como resulta del expediente allí formado, me induce 
a siqiouer que el último domicilio de doña Camila Patri fué 
en Mendoza. donde evidentemente fué Su última re&lcrcta. 

Además, el Código Civil, articulo <>o. inciso 5.", dispone 
que los que no tuvieren domicilio conocido lo tienen en el 
lugar de su residencia actual. 

l*or esto, y debiendo abrirse la sucesión en el docicilio 
que tenia el difunto, creo que esta contienda de competen- 
cia, debe decidirse en favor del juez de Mendoza. 



José Nicolás Mútiwso. 
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s; I i>r los fundamentos consignados en el pre- 
cedente dictamen del señor Procurador General y cié acuerdo 
con sil pedido, se declara juca! competente para etMiocer 'en 
el juicio sucesorio de. doña Camila Patria de llondanza, al 
de lo Civil y Minas de la ciudad de Mendoza «tercer juz- 
dol. 

Kn consecuencia remítansele los autos avisándose al juez 
ta Capital en la forma de estilo. Repóngase el |*|iel. 

A. Hicrmkjo. — Nicanor G. mu 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlCURROA Al.CORTA. 




i 

Rafael Uerena. en autos con don Nemesio Cansóles, 
sohre injurias. Recurso de .'techo. 



Sumario: No procede el recurso extraordinario del artícu- 
lo 14, ley 48, fundado en la jiarte del artículo 18 efe la 
onstitiRMÓn Nacional, que garante a todo.- los habitan- 
s ile la Nación el derecho de ser juzgada |>or sus jue- 
ces naturales, contra una resolución «pie se limita a re- 
solver cuál <le los tribunales de una provincia es compe- 
tente para entender en el proceso, punto regido por !a 
Constitución y leyes provinciales. 

Caso-: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAD KN mt SfiSoR rROCl'RADOR GKXKRAI. 

Buea* Aire», Ptlwero 11 de IWt. 

Suprema Corte: 
I.a resolución ajelada no es definitiva como la exige el 
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articulo 14 ele la ley 4». I«« <l"* l*oowh el recurso extraor- 
ilinario de apelación para ante V. E. 

Ella es interlocutoria y se limita a resolver cuál «le lo* 
tribunales de una misma provincia es competente para enten- 
der en este proceso, punto cuya revisión escapa a la juris- 
dicción de la Corte Suprema. 

Por ello. considero que la apelación lia sido bien dene- 
gada y pido a V. K. se sirva asi declararlo. 

José Nicolás Matienzo. 
FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Autos y visto», considerando: 
Que para ¿lindar el recurso de hecho se expresa que 'se 
opuso en forma de articulo previo la excepción «le incompe- 
tencia de jurisdicción fundándola en que el juez natural del 
demandado l»r imperio dd articulo 38 <«c la Constitución 
<lc la provincia es el jurado de imprenta y cacarlo de el mi- 
portaría violar a más «le e<e precepto el articulo 18 «le la 
Constitución Nacional en la parte que garante a toilos los ha- 
bitantes «le la Nación el derecho de ser juzgados ñor sus jue- 
ces naturales. 

Que como lo observa el señor Procurador General. I» 
resolución apelada se limita a resolver cuál de los tribunales 
de una provincia es competente para entender en el proceso. 

Que el punto está regido por la Constitución y leyes pro- 
vinciales que son las ue determina cuáles son los jueces im- 
tundes dé un procco. o sea. el juez competente como desig- 
nado por la lev antes del hecho «le la causa, y cuya interpre- 
tación y aplicación son ajenas al recurso extraordinario in- 
terpuesto. 

Por ello v lo dictaminado po* el señor Procurador Ce- 
ñirá! se declara bien denegado el recurso. Xotifiquese y re- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



135 



puesto el p»pel archívese, devolviéndose los auto» principales 
con trailácripcidn de la presente. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Sola*. — D. E. Palacio. — 
J. Figueroa Alcoita. 



Caja Nacional de Ahorro Postal, en autos con don Sontia. 
yo /. Duhatde, sobre desalojo. Recurso de hceho. 

Sumario: Procede el recurso extraordinario del articulo ti, 
ley 48, contra una resolución denegatoria del fuero fe- 
deral pronunciada en juicio de desalojamiento. (Las de- 
cisione» en juicio de esa naturaleza son inapelables con 
arreglo al artículo 592 del Código de Procedimientos de 
la Capital). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

*m* Wrt., *pttt«brt 18 <t ltt«. 

Suprema Corte: 

La Caja Nacional de Ahorro Postal, demandada por «Ion 
Santiago J. Duhalde. por desalojo, ante el Juzgado Civil de 
la Capital, opuso la excepción de incompetencia acogiéndose 
al (itero federal. 

Desechada esa defensa |»or el Juez, le lia sido denegada 
la apelación que fundándose en el articulo 14 de la ley nú- 
mero 48, interpuso para ante V. E. El motivo alegado para la 
denegatoria es que la sentencia no es de última instancia. 

Creo como el recurrente, que en esto hay error, porque 
en los juicios de desalojo, no hay más que una instancia, se- 
gún el artículo 502 del Código de Pocedimientos de la Capi- 
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tal. salva cpie mediare contrata tachado de falso, ciruinstau- 
cía f|tie no ocurre en este caso. 

I-a sentencia recurrida es pues definitiva y de útlima ins- 
tancia y como ella deniega el fuero federa» invocatlo. proce- 
de el recurso ante la Conté Suprema dado |*>r la ley 48. ar. 
tirulo 14. inciso j". 

Siendo esto así, |»so a opinar rcsjnxto a la cuestión Cié 
jurisdicción, o sea. si la Caja Nacional de Ahorro Postal tie- 
ne el derecho de invocar el fuero federal. 

Interpretando la ley 0.527 que creó la Caja mencionada, 
el juez a t/tio entiendo que esta institución, si bien es una ra- 
ma de la administración nacional, no es la Nación, sino tina 
perdona jurídica del derecho común que no ha recibido «le 
la ley el privilegio de litigar en el fuero federal. 

líajo una apariencia sencila el juez resuelve una cues- 
tión de la mayor trascendencia en el derecho federal. 

Kn realidad, se trata «le decidir si mía (>ersona jurídica 
creada |»r la ley ile la Nación y para fines ile interés nació- 
nal (Hiede ser obligada a litigar en los tribunales de provin- 
cia, ya que la capital es considerada como provincia a los 
efectos de la administración de justicia, en \irtud de la ley 
uúmeclo 1.467 de 18 de Septiembre de 1884. 

Kl pmler judicial federal, ha sido especialmente creado 
f>ara mantener la supremacía de la Constitución, de las leyes 
de la Nación y de los tratados celebrados por ésta ron las po- 
tencias extranjeras. Imitando a los autores de la Con titu- 
ción de los KstadVs Unidos, los constituyentes argentinos no 
quisieron dejar las leyes de la Nación a merced «le los -tribu- 
nales de las provincias, lo que hubiera supeditado el gobier- 
no dé toctos el |Kiis a la« opiniones de las autoridades regio- 
nales, que, por su multitud e independencia recípnica. son 
incapaces de asegurar una interpretación uniforme y útil al 
orden nacional. 

l*or eso* la Constitución establece que correspondí- a la 
Corte Suprema y a los tribunales inferiores de la Nación el 
conociiuiento y decisión de todas las cansas «pie versen sobró 
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puntos regidos \x>r la Constitución. ,x.r las leyes de la Nu- 
ció» y pfcr los tratados con las naciones extranjeras, i artícu- 
lo iooi. 

Y jKira que una causa verse sobre puntos regidos por 
las leyes de la Nación, basta que su correcta decisión tic- 
iwnda de la interpretación de dichas leyes, como, aplicando 
..na cláusula análoga de la Constitución de los listados t-:ii. 
«los, lo d(jo Marshall. en el caso de Cobens versus Virginia 
(6 Wlieaton. 379). y la explicó dctenklamente a1 fundar la 
-sentencia de la Suprema Corte en el caso de Osbor versas 
The Bank Of tile United States <of Wheaton 738 y 8í6>. 

Entonces demostró que un (Jeito en que es |>arte un 
kmeo creado por ley del Congreso está regulo por esa ley. 
|K»njue a ella tiene que acudiese para decidir sobre las facul- 
tades y obligaciones del banco, sobre la validez y comHriones 
de los contratos que celebra y su caimci<¡*d para estar en 
juicio. 

Sesenta anos más tarde, este precedente sirvió <k» fun- 
damento a la Suprema Corte de aquella nación, para esta- 
blecer un principio más general en diferentes causas relati- 
vas al Ferrocarril fiel Pacífico < Pacific Kailroad Kemova; Ca- 
ses. 115 l\ SI tí. falladas el 4 fie Marzo de 1885. "Somos 
•le opinión — dijo aquel tribuna! — que las |*rsonas jurídi- 
cas (cprporatións de los Estados Luidos, creadas por leyes 
ilel congreso y organizadas con sujeción a éstas, como las re. 
citrrcntes en estos casos, están habilitadas para traer a las 
Cortes del circuito de los Estados Unidos los pleitos entabla- 
tos contra ellas e*i los tribunales de Estado, en conformidad 
con la ley de 3 de .Marzo de 1875. por el motivo de que tales 
pleitos son pleitos regidos por las leves de los Erados 
ruido*'*. 

Estas ophiones son estrictamente aplicables a la ii.ter- 
pretacióu de la Constitución Argentina, dado que la clásula 
correspondiente está tomada de la norteamericana. ' 

Si el Congreso, usando de su atribución de proveer lo 
critícente a la prosperidad del pais. ha creído oportuno íó- 
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mentar y facilitar el ahorro en toda la Nación, creando al 
efecto un banco o caja especial, no seria prudente qué tal pro- 
IH-sito quedara expuesto al ;»eligro de que las influencias 
o preocupaciones lo contrariaran ante los tribunales de una 
u otra provincia o de que éstos dieran inteligencia distinta a 
la ley nacional, restringiendo o ampliando las facultades y 
obligaciones del establecimiento o de su dirección. 

Considero un error del juez a quo no mirar en la Caja 
Nacional de Ahorro Postal más que una persona jurídica del 
derecho común, de la misma clase que cualquier sociedad 
anónima. U Caja mencionada es un establecimiento nació, 
nal que administra un servicio público, caracteres que no tie- 
nc.i las -ociedades anónimos y «lemas personas jurídicas or- 
dinarias. crea«las en vista de intereses privados. 

Si las disposiciones «leí Código Civil son aplicables a un 
establecimiento público como la Caga Nacional de Ahorro 
Po>tal, lo son de un modo accesorio y supletorio, en cuanto 
no esté previsto o dispuesto en contrario por la ley orgánica 
i'.el establecimiento. 

En tales casos, es principio de derecho federa! que U 
aplicación «leí Código Civil debe ser hecha por el juez es- 
pétente, y lo es el federal cuando la solución «le la causa de- 
iK-mle de 1a inteligencia que se attiliuya a 4a ley federal. 

Otro error «le la resolución anclada es el «le creer que. 
para que procela la jurisdicción fc«lera! es menester que la ley 
la establezca. La jurisdiccitin de los tribunales nacionales esta 
establecida j»r la Constitución y lasta que ella «liga que co- 
rresponde a «Helios tribunales el con.x-imiento y decisión de 
las causas que versen sobre puntos regidos i>or las leyes «le la 
Nación para que asi sea. sin necesidad «le que el Congreso 

lo ordene. , 

lín conclusión, opino «pie el pleito «pie motiva este «licta 
mcu está regulo i*>r una ley de la Nación y su conocimiento 
corresponde a la justicia fe«leral. i»r lo cual pido a V. K. fe 
¡.irva revocar la resolución apelada. 



José Nicolás Maticnso. 
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FALLO DE LA CORTK SUI'UKMA 

Bmmm Mrm, teptftrakre ta 4* MI». 

Autos y vistor: 

Tratándose de un juicio de desalojamiento en que la le- 
cisión dictada es inaiielablc con arreglo al articulo 592 de! Có- 
digo de Procedimientos de la Capí; al y habiéndose denega- 
do el fuero federal invocado por el demandado, de confor- 
miad con la expuesto y pedido por el señor Procurador Ge- 
nera) se declara mal denegado el recurso y pídanse los autos 
¡»r oficio al señor Juez de lo Civil de la Capital, doctor Me- 
Icndez. 

A. Bermejo. — Nicaxo* G. drl 

Solar. — D. R. Palacio. — 

J. FlGUEKOA AlCOUTA. 



Banco Hipotecaria Nacional, contra don Andrés B. Cadario % 
por Icrantunricnto de gravámenes: sobre reposición dr 
sellado. 

Sumario-. 1." Procede el recurso extraordinario del articulo 
14. ley 48 contra una sentencia que desconoce la exen- 
ción de una obligación sostenida por el Banco Hipote- 
cario Nacional invocando el articulo 32 «le la ley orgáni- 
ca del mismo, número 8.172. 

2." Rl Raneo Hipotecario Nacional no puede ser 
ser obligado a que pague el sellado a que se refieic el ar- 
ticulo 32 de la ley orgánica, número 8.172, aunque se 
diga que es a cuenta del deudor. íRn el caso, el pago 
gravitaría sobre el mismo Banco por arrojar la liquida- 
ción un saldo en contra del deudor V 

Caso: I,o expilcan las piezas siguientes: 
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Solicitado ]>or d representante dcJ Banco HijKrtecario 
Nacional el desglose- y entrega de la escritura hipotecaría. 
jx*r estar terminado el juicio, el señor Juez Federal «le Pa- 
raná, proveyó de conformidad, previa reposición del mella- 
do. Pedida revocatoria por contrario imperto de dicho auto, 
se dictó el siguiente. 

u ro mx skñor juez kedek vi. 

Pirftai, Afloje 14 ét IM. 

Autos y vistos: 

V teniendo en cuenta que la disposición de la ley or- 
gánica que se invoca, del* entenderse que favorece sólo d 
,f)anco. es decir, para el caso en que el Manco no ligue a ;-o- 
lirar su crédito. Pero en el presente habiendo el llanco ven- 
dido la propiedad hipotecada puesto que solícita el levanta- 
miento de ln> gravámenes |>ara escriturar, es de presumir que 
dicho Itanco ha obtenido éxito en SU gestión. |*>r lo que. en 
realidad, no es éste el llamado a satisfacer el sellado. %\vo el 
deudor Cadario. Y que asi se ha entendido siempre el privi- 
legio con el Ranc» de la Nación y el Raneo Nacional en Li- 
quidación, como puede verse en la resolución dictada por la 
Kxma. Cámara Federal en el juicio del mismo líanco Hipo- 
tecario contra don José Mus te. Por ello no se hace lugar al 
rectitiso de revocatoria solicitada y se concede el de apelación 
en relación y en amlios efectos, deliiemlo elevarse por secre- 
taría los autos. — Fierra. 

SKXTKM IA IfK M CÁMARA l'KUKRAI. nK AI'KI.ACIONKS 

Paraná, Septiemto 23 de fó& 

Vistos y considerando: 

Ouc la exención de pago ele sellos sancionada por el ar- 
ticulo ¡j <le la Ley Orgánica del Banco lli|x>tecario Nacio- 
nal. número 8.172. sólo alcanza a dicha institución y np a los 
que con ella contratan. 
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Que la resolución arlada «le fojas , 3 p„r la que so or- 
«lena la reposie.ón previ;, del sellado para el archivo del ex- 
I*d,ente. „,» importa establecer «pie ella sea a cargo del Ban- 
co Hipotecario, sino. comrj resulta del auto «le fojas 14 vuel- 
ta, por cuenta del deudor a quien corresponde abonar los «as. 
los que origine el <obrb «leí crédito, sean ellos indicíales o ex- 
trajudiciáles, y entre los cuales están comprendidos los .,«,- 
sionadoi en las presentes actuaciones «,„e tie,,«lan a poner las 
|»r«mioda«lcs hi,>oteca«us. y vendida* por el I Janeo. en con- 
«lici.»nes «le >er cscritur-nlas en favor «leí compra.lor. 

Que. por lo tanto, la resolución recurrida no vulnera el 
pnvdegio «leí articulo ¿2 citado, el cual por otra parte va fué 
ni-on.M-i.lo al ix-rmitirse al Manco actuar en pa|iel común en 
estas diligencias. 

P«>r estas consideraciones, se confirma la resolución ape- 
lada «le fojas 13. llágase saber y devuélvanse, -r^'ésar H. Pi- 
re? Colman. — Fortunato Calderón. — /?. Día; de Vivar. 

IHCTAMK.V DKI. SK.ÑnR l'ROtlRADOR GENERAL 

Bueno» Airee, febrero Ti te IHIli. 

Su|>rema Corte: 

1.a resolución «le la (amará Federal del Paraná de fo- 
«a* 22 no causa gravamen al recurrente como se desprendo 
«le su texto. Se limita a declarar a cargo «leí deudor hipote- 
can.» el llago «le los sellos «le actuación, lo que 110 afecta ,>r¡. 
v.legio alguno del llano Hiptecario Nacional, ni importa «le- 
cisión contraria a sus derechos. 

Por ello considero improcedente el recurso entablado v 
pul.» a \ . K. se sirva declarar bien denegad.». 

José NieoMs Matienar. 

F.M.I.O ni: l..\ CORTE SI'I'RKMA 

Bmik« Aton. Se»tleínü.r -7 m HI9. 
Amos y vistos: recurso «le hecho por denegación «leí 
eMraordinario intorimesto por e! Manco Hipotecario Nado- 
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nal ile sentencia de la Cámara Feikral del Paraná en la so- 
licitud *obre levantamiento de embargos que «pesan -sobre unos 
inmuebles de don Andrés K. Cadario. 

Y considerando: 

Que según ta sentencia a|»elada el auto de fojas 13 |ipr 
la que se ordena la rejiosición previa «Id sellado para el des- 
glose y entrega de la escritura de hijioteca presentada por c! 
Banco "no ini|K>rta establecer que ella sea a cargo del Banco 
Hipotecario, sino como multa del auto de fojas 14 vuelta, 
por cuenta del deudor". 

Que desconocida jxw la sentencia arlada de fojas 22 la 
exención de tal obligación sostenida 1** el Banco a fojas 14 
y 20 invocando el articulo 32 «le la ley orgánico número 8.172, 
eorresi*mde para ante esta Corte el recurso extraordinario 
interpuesto, y oído el señor Procurador (Wneral. asi se de- 
clara. 

Y considerando en cuento al fondo |»r ser innece- 
seria mayor substanciación : 

Que con arreglo al articulo 32 de la ley número 8.172. 
el Banco Hipotecario Nacional está exento del impuesto "del 
sellado en las actuaciones judiciales, operaciones y gestiones 
que verifique ante los trilmnalc federales y ordinarios de la 
Capital". 

Que si esa exención no comprende a los qué contratan 
con dicha institución procedería imponer a los mismos dicho 
impuesto haciéndolo efectué .por el Ministerio Fiscal en los 
bienes de é»iw, pero nada autoriza a exigir que el jxigo sea 
hecho |Mir el Raneó atuu|tie se diga que es a atenta del deu- 
dor jMirquc en definitiva gravitaría sobre el liana) mismo* 
cuando, como ocurre en el caso ia liquidación de la lleuda 
hipotecaria, realizados los bienes, arroja un saldo contra el 
deudor < fojas 10) . 

Por ello se revoca la resolución apelada de fojas 22. Xc- 



M JUSTICIA DE LA NACION 143 



tifíquesc y archívese, devolviéndose los autos remitidos por 
vía de informe con transcripción de la presente. 

i 

A. Bkkmkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
— J. Imo.lt roa Alcorta 



Don Juan Cara, contra la provincia de Buenos Aires, sobre 

daños y perjuicios. 

Sumarios i. n Kl incendio como adto repmk'ido ¡>or la ley. im- 
pone al que lo ocasiona jm>t culpa o negligencia, la obli- 
gación de indemnizar los daños y perjuicios que con é! se 
causen a terceros (Código Civil, artículo 1.109. exten- 
diéndose esa rcsjKmsahtlidad, (Artículo 113. Código Ci- 
vih. a la |>ersona lia jo cuya dependencia se encuentre 
el autor del «laño o |>or las cosas de que sirve o que tic- 
ne a su cuidado. 

2." El ferrocarril es responsable de los <lafios can 
sidos por incendio, si hay prueba para atribuirlo a él, 
y no la hay ¡>ara demostrar que procedió de caso fortuito 
o fuerza n>ayor. 

Caso: lj> explica el siguiente: 

FALLO DK LA CORTfi SL'PRKMA 

*—m Aftm Septiembre 30 ét Itff. 

Y vistos: Los seguidos |ior el señor Juan Cava, contra la 
provincia de Buenos Aires por daños y perjuicios, de los que 
resulta ; 

Que a fojas 5 y con los documento? precedentemente 
agregados, comparece don Ignacio Fraga en representación 
del actor y expone : que su poderdante es propietario de una 
fracción de campo en Pelmajó, provincia ríe Rueños Aires, 
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conyuota tic mil trc.-cicnta> treinta y cinc* hectáreas, vmo- 
cjfjá por 'Establecimiento La Victoria", de las 4|in* unía «eni- 
I »r;ulas cincuenta hectáreas de avena y noventa y cinco de tri- 
go el año 1917. 

One el l¡* de Diciembre de aquel año, época en que ya 
se había empezado a cosechar la avena, de la que se hicieron 
cuatro |<arvas de doce por cuatro metros cada una. más o 
iiicno*. y mientras se hacia una quinta parva «le avena y se- 
guia en pie el trigo pronto |>ara cosecharse, jieitctró fuego 
en el campo con motivo de un incendio ocurrido a la altura 
del kilómetro 440 de la linea del ferrocarril de l«a Plata a 
Meridiano V. 

(¿ue el incendio de referencia se originó j>or las chispas 
desiwdirias por la locomotora (pie conducía el tren de pasa- 
jeros del ferrocarril citado, que pasa ¡*>r el Kilómetro 440. a 
las diez de la mañana, más o menos. 

<Jue el fuego, favorecido |»r el viento reinante, se pro- 
pagó al cam|M> «leí actor, sin que fuera postiMe extinguirlo no 
"Usante los esfuerzos hechos en tal sentido i>or el demandan- 
te y dívvrsas |>ersonas que prestaron su concurso al efecto. 

ff¿\w el incendió destruyó totalmente ochenta hectáreas 
de ,trigo y con excejKión de una, todas las parvas de avena, 
que mam lo además la que había en pie y de ochenta a cien hec 
tareas de campo destinado a jxastoreo. 

(¿ue sin perjuicio del sumario policial reapectivo, el actor 
formuló la protesta ciiyb testimonio se aconqiaña, haciéndo- 
la notificar al jefe de la Estación Kilómetro 440. 

(¿lie por el rendimiento y precio medio calcula en once 
mil cuatrocientos cuarenta pesos el valor del trigo: en chico 
mil quinientos pesos el valor «le la avena, y en setecientos pe- 
sos el pasto quemado en la parte destinada al pastoreo, y des- 
contando mil novecientos cuarenta pesos |*»r gastos de la re- 
colección* aún no hechos, estima los jierjuicios en quince mil 
setecientos pesas moneda nacional. 

Que el derecho de la indemnización que demanda, re- 
sttlta ele la> disposiciones pertinentes del Titulo IX. libro If, 
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sección II del Código Civil, y solicita en consecuencia se con- 
done a la provincia de Buenos Aires al pago de la suma re- 
clamada o la que resulte de la prueba a producires v y las eos. 
ta? del juicio. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte 
(fojas tí), se corrió traslado a la provincia de Buenos Aires, 
y el representante de 1;. misma la contesta manifestando que 
la provincia no es responsable por los daños y perjuicios que 
establece en la demanda y que ni el incendio tiene la importan- 
cia que reclama el actor; que el monto de esos daños no es el 
que se le atribuye, ni ha sido originado por el ferrocarril de 
la provincia. 

Que recibida la causa a prueba, se produjo la que ex- 
presa el certificado de fojas 120, se presentaron los alegatos 
de fojas 123 y 131 y Se llamó autos para definitiva, (fojas 
138 vuelta). 

Y considerando : 

Que está probado, y reconocido por la parte demandada 
que el 12 de Diciembre de 1917 se produjo el incendio que 
originó los perjuicios que motivan esta causa, resultando asi 
de todas .as actuaciones testimoniadas en autos. 

Que del reconocimiento y prueba precedentemente alu- 
dida resulta, pues, demostrado que el referido día, a las diez 
y media de la mañana, más o menos, se produjo un incen- 
dio en el costado de la vía del ferrocarril de La Plata a Me- 
ridiano Y\ y en razón del fuerte viento reinante sé propagó 
al campo del señor Lezkra Alvear y más tarde al campo del 
actor. 

Que también está probado que el incendio se produjo 
casi inmediatamente después de haber pasado un tren de la 
referida linea de La Plata a Meridiano V. Así lo declara el 
testigo José Herrero a fojas 71 contestando a la segunda pre- 
gunta del pliego de fojas 6t>. y los testigos Contreras (fo- 
jas 73 vuelta,), Neira (fojas 76) y Monaco (fojas 90). Las 
circunstancias que mencionan los testigos Contreras y Ncira 
explican suficientemente la causa de encontrarse próximos al 



DK LA COiTK 



produjo el incendio, pues Contreras habítala 
•n un jmt-Mu que está a cincuenta metros del lugar del simes- 
tro y Neira se encontraba allí en el acto de pasar el tren, por 
los motivos que indica. 

Que está demostrado además : a) que en el punto que se 
inició el incendio no hay establecimiento alguno de cuya exis- 
tencia pudiera inferirse una presunción de ser cansa del he- 
cho: b) que ese día, ni antes ni después del paso del tren, fue- 
ron vistos transeúnte-', ni campamento de troperos en las in- 
mediaciones <W cain|x> del señor Lezica Alvear y del actor 
( Pregunta 6. a y 7.* «leí pliego de foja» 69. contestadas afir- . 
■nativamente a fojas 71 vuelta, 72 vuelta, 74. 75 . v 7*> vuelta). • 

Que de esas declaraciones y de las actuaciones testimonia- 
das a fojas 36. resulta «lemas, que se han producido ya otro» 
incendos en el mismo punto, atribuyéndose a chispas despren- 
didas de las locomotoras del ferrocarril del Puerto La Plata 
a Meridiano V. y los testigos, — con excepción de Herrero, 
Alfonso y luinfranchini quienes no determinan el origen del 
siniestro, — opinan que el incendio en cuestión fué causado 
por -chispas desprendidas de la locomotora, afirmando An- 
drés Monaco ( fojas 90) que él vió salir fuego fiel tren y co- 
rrerse al terrena de la empresa. 

Que tocias estas circunstancias, plenamente comprobadas 
i*>r los testimonios citados, constituyen otras tantas presiuv 
dones, claras, precisas y concordantes, que llevan a la con- 
clusión lógica «le que el incendio ha sido ocasionado por el 
ferrocarril como quiera que una iwesunción contraria sería 
inverosímil, tanto más cuanto que también se ha demostrado 
que en los terrenos de la vía férrea citada había gran canti- 
dada ele cardos y pasto seco en condiciones de inflamarse con 
facilidad dada la prolongada sequía y la alta temperatura 
reinante. 

Que en las circunstancia preutdicadas salw agregar la 
presunción corroliorante q«e resulta de la clase de comlmsti- 
lile empleado por el ferrocarril y de las manifestaciones del 
maquinista y foguista del tren, hechas ante funcionarios de la 
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IHilicki local, quienes iu> lian negarlo la .posibilidad de que sal- 
gan chisixts de la chimenea, lo que permite establecer que la 
máquina carecía «leí chispero de seguridad, o que si lo tenia 
no funcionaba con la regularidad debida, desde que. corno se 
ha dicho, los propios conductores del tren admiten como po. 
sible la salida de ch¡sj>as en condiciones de provocar incen- 
dio «fojas 38 vuelta». 

ync la demandada por su parte, no ha probado ni inten- 
tado probar que la locomotora de que se trata estaba provi<u 
ta de fos guanta chispas que la experiencia aconseja para dis- 
minuir las probabilidades de incendio, ni que el mismo se de- 
9 cas., íortutito o fuerxa mayor (fallos tomo 88 |úgi- 
345, entre otros). 

Que como se ha establecido en casos análogos, el ince.11. 
dio como acto reprobado por la ley, impone al que lo ocasio- 
na por atipa o negligencia, la obligación de indemnizar los 
daños y perjuicios que con él se causen a terceros (Código 
Civil, articulo 1 io¡>> entendiéndose esa responsabilidad ( ar- 
ticulo 1.113 Código Civil) a la persona bajo cuya dependencia 
se encuentre el autor «W daño, o por las cosas de que se sirva 
o que tiene a su cuidado, y revistiendo en el caso la provin- 
cia demandada el carácter de empresa y como tal de persona 
jurídica en la explotación «le sus vías férreas, le *on aplica- 
ble* las disposiciones citailas con arreglo a las prescripcio- 
nes <lc las leyes a que esa industria está subonlinada «artícu- 
10 93 tey general «le ferrocarriles dé la provincia de Rueños 
Aires de 1880; artículos 65; 83, 84 y <>i ley nacional nome- 
ro 2.873). 

Que por lo que hace a la imi>ortancia de los perjuicios, 
cal* considerar que si bien algunos de los testimonios ofre- 
cidos i>or el «actor para demostrar la extensión de los perjui- 
cios ¿ufritlos, no acreditan esc punto, por ignorar los testi- 
gos cuál haya sido la cantidad de trigo, de avena y «le campo 
de pastoreo quemados, otros testigos confirman las afirmacio- 
nes «le la demandada al respecto, y contestando afirmatña- 
mente las preguntas 9 y 10 del pliego de fojas fu), declaran que 
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el incendió quemó oclwnta hectáreas de trigo y toda la ave- 
na en pie y la emparo. la con excepción de tina ~ola parva 

(íojas 74 y 76». 

Que las declaraciones contestes de los testigos precitados 

importa establecer que la extensión de los perjuicios es la que 
se demanda, pero sólo en lo relativo a la superficie sembra- 
da de trigo y avena pues por lo que hace al campo de pastoreo. 
¿, «nica prueba producida consiste en la declaración de Alejo 
Contreras. y ella no hasta para tener por acreditado ese ex- 

tremo de la demanda. 

Que según resulta del instrumento de fojas 83, de pre- 
ferente consideración jK>r tratarse de un informe oficial en 
que el cómputo consignado se basa en elementos de juicio tan 
directos v eficaces cerno los que arrojan las cifras que regis- 
tran las libretas d e las trilladora», — el promedio de produc 
ción del trigo ha sido de mil ciento veinte y cinco kilogramos 
por hectárea. — lo «pie permite considerar que la apreciación 
del interesado es la que corresponde en cuanto a la cantidad 
de trigo quemado, fijada por él en ochenta j ocho mil kilos. 

Que no habiéndose demostrado la cantidad del cereal y 
«le consiguiente su probable valor en plaza, y debiendo hacer, 
se la estimación de perjuicios con criterio restrictivo, este tri- 
bunal no puede asignarle más valor «pie d mínimum que re- 
sulta «le los informes «le fojas 81 y 83- ««*» es. el de siete pe- 
sos cincuenta centavos moneda nacional los cien kilos. 

Que el promedio de rendimiento de la avena, según él 
precitado informe de fojas 83. ha sido de mil quinientos sin- 
cuenta kilos por hectáreas, y su precio mínimo de cuatro pe- 
sos nacionales los cien kilos (informe de fojas 85). — pro- 
medio de producción y precio que se fija en las cantidades ex- 
presadas a mérito «le la* consuleraciones precedentemente es- 
tableadas. 

Que «leí importe de los valores relacionados «pie asciende 
a nueve mil ochenta pesos moneda nacional debe deducirse 
la cantida«l de un mil novecientos cuarenta pesos ?r. «pie el 
actor mismo estima los gastos de recolección lo que determi. 
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na para el monta de los perjuicios la cantidad de siete mi! 
ciento cuarenta ]>esos moneda nacional coma única indem- 
nización. . 

Por estos fundamentos ate declara que la provincia de 

Buenos Aires debe abonar al actor, dentro del término de 
treinta días, la cantidad «le siete mil ciento cuarenta pesos mo- 
Pédá nacional como total indemnización de los perjuicios de- 
rivados del incendio que motivó esta demanda, Las costas por 
su orden dada la cuestión resulta. Xotifiquese original y 
repuesto el papel archívese. 

A. lílCKMKjo. — NlCASoK G. DR1. 

S« >lak. — D. B. Palacio. — 
J. FlGUEROA AUCORTA. 



NOTAS 

Con fecha de Septiembre la Corte Suprema no hizo 
(itgar a la queja deducida por don Pascual Zaff araño en au- 
tos con ilon Jorge Audant. por resultar de la exposición del 
recurrente que la resolución de la Suprema Corte de la pro- 
vincia de Buenos Aires se había limitado, aplicando sus leyes 
procesales, a hacer una declaración sobre su propia cornee 
tencia, la que no puede ser revisada por el tribunal, con arre- 
glo a lo reiteradamente resuelto. 



Un el recurso deducido por Juan Kste1>an Durao en autos 
con Miguel Vadell, se ordenó, en la misma fecha, se estuviese 
a lo resuelto, .por ser suficientemente explícita y clara la reso- 
hición dictada con fecha 26 de Agosto ppdo., en el sentido de 
que un auto de sobreseimiento provisional no reviste e 1 ca- 
rácter de sentencia definitiva a los fines del recurso extraordi- 
nario de! articulo 14 <»e 'a ley 4S. y rio ser procedente la n - 
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jiosición solicitada, conforme al articulo 10 de la ley nú- 
mero 27. 



luí la misma fecha no se hizo lugar a la (¡neja deducida 
l>t<r don línrujne Calataynd, en autos con su esjmsa doAa Zel- 
mira Zarco, sobre divorcio. por cuanta la sentencia apelada 
de la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos 
Aires había rechazado los recursos llevados ante ella "por 
estar probado que el demandado tiene su domicilio en la Re- 
publica", y además, |>orquc como lo ha hecho consta ¡a Corte 
Suprema en casos análogos "í.:s conclusiones de hedió a (|Ue 
üeg't una sentencia, referentes al domicilio de las partes son 
ajenas a este recurso". 



Kn la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la que- 
ja deducida |>or don José Contaríni en autos con doña Cata- 
lina Monjcaux de Noscda, w»hre coliro de pesos, en razón de 
no ser procedente ¡«ra ante el tribunal el recurso previsto en 
el artículo 284 «leí Código de Procedimientos de la Capital. 



I : .n la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
l»or don Antonio M. Ferrari, en autos con la Sociedad Leo. 
nardini. Herctervide y Cía., sobre declaración de quiebra, por 
resultar que se tratalm de la calificación de comerciante atri- 
buida a un farmacéutico a los efectos de la declaración de 
ijiiiebra que está regida por las disposiciones del Código de 
Comercio, cuya interpretación y aplicación es ajena al recur- 
so extraordinario (articulo 15, ley 48K 
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I'.ti nueve del mismo, no >c hizo lugar a la queja dedu- 
cida |x>r el doctor Alejandro Olivero* en el juicio "Juan Car- 
los y Argelia Esther Covaro contra Teresa Bertucci de Covaro, 
sobre fiiliación natural", a mérito de que. según lo manifestaba 
el recurrente, motivaba el recurso extraordinario del articu- 
lo 14, ley 48, la negativa de expedición <lcl testimonio <lc un es- 
crito mandado archivar por la Cámara Primera de Apelaciones 
en lo Civil de la Capital, o sea una resolución incidental de 
mero trámite y sobre las circunstancias en que queda cerra- 
da una discusión a efecto de la presentación de nuevos escri- 
tos. lo que no reviste el carácter de sentencia definitiva a los 
fines del recurso denegado. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la que- 
ja interpuesta por el |>enado Domingo K. Ccdeyra. solicitan. 
00 acogerse a los beneficios de los artículos 73 y 74 del Códi- 
go Penal, por tratarse «leí ejercicio del «lerecho acordado a 
los («nados, por dichos articulas cuyo conocimiento está su- 
liordinado a la interpretación» y aleación de los mismos, aje- 
nas al recurso extraordinario del articulo 22, inciso 3", pá- 
rrafo i." del Código de Procedimientos en lo Criminal! se- 
gún lo dis|ione el articulo 15 de la ley federal de jurisdicción 
y conqietencia número 48. 



Kn la misma fecha la Corte Suprema, de conformidad 
con lo solicitado jiot el señor Procurador Genera) declaró 
improcedente el recurso concedido por la Cámara de Apela- 
ciones en lo Comercial de la Capital* en las actuaciones sobre 
tercería de dominio iniciadas j>or don Lázaro Kcpetto en el 
juicio seguido por Juan Pedretti. contra Santiago Lamhras- 
chini. en razón de no haber contienda de competencia plan- 
teada f|ite el tribunal pudiera dirimir en uso de la atribución 
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ijüé le confiere el articulo 9." de la ley 4-055, >' además, \)or 
ijue la sentencia arlada tampoco podía venir ante la Corte 
Suprema jwr la ablación extraordinaria del artículo 14 de 
la ley número 48. \ vt T cuanto ella no era definitiva. habiéndo- 
se limitado a revi rar una resolución que declaraba extempo- 
ránea la invocación del fuero federal. 



Con fecha 13 no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Kenjamín Tardo García» en autos con Francisco Lucia, 
sobré cobro de pesos, en razón de que el recurso extraordi- 
nario interpuesto y denegado se fundaba en la interpretación 
del Código Civil y el «te Procedimientos, que no {Hieden auto- 
rizarlo ton arreglo a lo dispuesto en el artículo 15 de la ley 
número 48. 



lín 10 del mismo no se hizo lugar al recurso de babeas 
coráis deducido por Tomás A. Gutiérrez en favor de Juan 
l>otrui<>. f>*>r no aj>arecer que Se tratara ie alguno de los casos 
prevfetds en el articulo 18 de la ley 4.055. 



En misma fecha la Corte Suprema, de conformidad con 
lo expuesto y pedido i>or el señor Procurador General de. 
claró de la competencia del juez de primera instancia del Ro. 
-arí#. el conocimiento del juicio sucesorio de don Fernando 
Fitipaldi. fallecido en esta Capital. e.n razón de tener éste su 
domicilio en la ciudad del Rosario, y 110 haberse acreditado 
que hubiese tenido la intención de cambiarlo cuando vino 
a esta Capital con e! objeto de atenderse de la enfermedad 
de que falleció. 
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Kn la misma fecha fué confirmada i>or la Corte Supre- 
ma, la sentencia pronunciada por la Cámara Fe«leral de Ape- 
laciones de La Huta, la- que a su vez, confirmaba la dictada 
¡K>r el Juez Letrado en lo Criminal de la Pampa Central, 
(pie imponía al procesado Teodoro Centurión veiiitict nc« > 
años «le presidio, accesorios legales y costas y# a I! [Milito Me- 
dina, a sufrir diez años de la misma jwna, como autor y cóm- 
plice, respectivamente, de l<^s delitos de homicidio perpetra- 
do en la ]iersona del oficial de policía del Departamento "Ara- 
ta*' don Luis Suferri y lesiones al agente del mismo, Carlos 
Wolkan. hechos ocurridos el día 4 de Junio de 1914. 



Kn 18 de! misino, no se hizo lugar al recurso interpues- 
to por don José I. Kspcche en autos con doña rasión Ledes- 
¡11a de Ibarra, sobre, embargo preventivo, a mérito de que el 
embargo de que se trataba no era una sentencia definitiva a los 
fines del recurso del artículo 14. de la ley 48, puesto que nada 
resolvía sobre la propiedad de las maderas, jwstes y leña 
sobre que había recaído, a los efectos de la dñisíón de 1111 
condomino. 



Kn ¿o del mismo, ?c declaró no corni'Hponder para ante 
' la Corte Suprema, según lo dispuesto por el articulo 13, de la 
ley número 48, el recurso deducido por el peinado Marcelino 
Lójwz, solicitando su libertad, por cuanto se trataba de un 
caso de interpretación y aplicación del articulo 74 del Código 
Penal, atribuida a los Tribunales de la Capital. 



Con fecha 23 no se hizo fugar a la queja deducida por 
Catalino Rafael M artillo., **n la causa seguida en su contra, 
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|»or adulteración de documento y robo, en razón de ajiarecer 
i!e la propia cx|x>sición del recurrente (|tie no se trataba de 
una de las cuestiones de competencia que se suscitan entre 
¡ucees de distintas provincias, previstas en el artículo 9." de 
la ley 4.033. 



Kn veinticinco del misino no se hizo lugar a la queja <!e- 
ducida por doña Matilde Molinnevo <le Martínez en autos con 
don Luis \accaro. vsobre nulidad de juicio ejecutivo, por re. 
sultar que se liabía discutido las formas legales del eiupíaza- 
miento regidas j*>r las leyes procesales, cuya interpretación y 
aplicación no pueden autorizar el recurso extraordinario pa- 
ra ante la Corte Suprema (articulo 15, ley 48) y, además, p>r- 
<|Uc ese recurso no comprendía tampoco el de nulidad fun- 
dado en que en la sentencia ajielada no .se habían llenado las 
formalidades («-escripias |>or las mismas leyes procesales, 
pues «pie con arreglo al articulo 14 de la ley 48 y lo reitera- 
damente resuelto, se requiere que. en el pleito, se baya plan- 
teado alguna fie las cuestiones de carácter federal que en el 
mismo se indican. 



lin veintisiete del mismo no se hizo lugar a la queja de- 
ducida ¡Mr Vicente Laíakv en el recurso de haheas corpas a fa. 
vor de Shai I.eih Kuhis, |>or resultar de la propia exposición del 
recurrente que el rechazo de su petición se había fundado en la 
autoridad de la cosa juzgada, cuyas condiciones c-tón regida* 
por el derecho común, ajeno al recurso interpuesto. 



lin la misma fecha, no >c hizo lugar, igualmente, a la 
queja interpuesta en el recurso de habeos corpas deducido por 
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don Vicente La fula, en favor ele León Milgron, |>or acre- 
cer ele la |tro|>ia exi*>sición del recurrente que Solo se ha- 
bía resuelto un incidente de litis pendencia, regido |»r el de- 
recho común. 



Con fecha 30, no se hizo lugar a la solicitud del penado 
Manuel Castro Kúñez. pidiendo acogerse a las beneficios del 
articulo 74 del Código Penal. |K>r 110 proceder en el caso la 
jurisdicción originaria de la Corte Suprema que está determi- 
nada eñ el articulo 101. de la Constitución y no pocha lampo- 
co conocer del caso i*>r vía de recurso contra resoluciones de 
la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de la Capital y |x>r 
lo mismo fuera del alcance del recurso extraordinario, ccri 
arreglo al articulo 15 de la ley 48. 



/. Campos y Cía., en autos con Francisco Baronc (su sucesión), 
for oposición al registro tic una marca. Recurso de hecho. 

Sumario: No pntcede el recurso extraordinario del articu- 
lo 14. ley 48. contra una sentencia que niega el registro 
de una marca, no |x>rque atribuya a la ley respectiva in- 
teligencia distinta de la que le da el recurrente, sino en 
razón de que esa marca, puede «lar lugar a confusiones, 
conclusión ésta de heejio que/da lugar al recurso. 

Coso: Uo explican las piez.ts siguientes: 

mCTAMKX l>Kl. SI-XOR l'ROCL*RAIX)R CKN'KRAI. 

Bucaw Alrtt, Marzo S da 1919. 

Suprema Corte: 

La sentencia recurrida de la Cámara Federal de .\ pa- 
ción de la Capital deniega el registro de la marca "Mosca* ♦ 
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fundándose en la semejanza que ésta tiene con la otra regis- 
trada anteriormente, lo que hace |x>sible le confusión de ani- 
mas marcas. Se han apreciado, pues, al fallar, cuestiones de 
hecho, cuya solución no corresjxmde a la jurisdicción de la 
Corte Suprema en el recurso extraordinario acordado por el 
articulo 14 de la ley 48. segítn lo tiene reiteradamente re- 
suelto V. I?. , 

por ello considero hie» denegada la apelación interpues- 
ta y pi<k> a V. lí. se sirva asi declararlo. 

José Nicolás Maticttsó. 

FALLO P¿ LA CORTE SUPREMA 

Butaca Aires. Octubre -.' 4% 191* 

Autos y visto*: Kl recurso de hecho por denegación de! 
otraordiario. interpuesto por la razón social J. de Campos 
y Compañía, en los autos seguidos contra la sucesión de Fran- 
cisco Baroti9, |>or «v]>oskum al registro de una marca. 

V considerando: 

Que la sentencia de la Cámara Federal de la Capital, tie- 
ne por fundamento la confusión |M>siblc de las mareas "Lan- 
gosta" y "Mosca" en virtud de las dnvrsas circunstancias 
de hecho <|ue allí se examinan, tales como la impresión vi- 
dual de los diseños y la semejanza de los artículos a que las 
marcas están destinadas. 

Que como consecuencia de tales antecedentes (le hecho, 
la decisión «pie motiva este recurso, llega a la conclusión de 
rjüé la marca cuyo registro se ha solicitado por J. de Cam- 
pos y Compañía, se presta a confusiones, en |>erju¡cio de los 
derechos de la sucesión Barone, propietaria de la marca "l^ati- 
gasta". 

Que el registro de la marea "Mosca*' 110 acrece negado 
porqué »< haya atribuido a la ley de marcas inteligencia dis- 
tinta de la que le da el recurrrente. sino en razón «le que ella 
puede dar lugar a confusiones, y |>or tanto falta en el caso, el 
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requisito esencial exigido por el articulo 14 de la ley 48, esto 
es. que se haya cuestionado la inteligencia de la ley de marcas, 
> que la decisión rejwsc sobre la interpretación que el tribu- 
nal le atribuya, contrariando la que le hubiese dado el re- 
currente. 

ijue según lo ha establecido la reiteraila jurisprudencia 
de este tribunal, las conclusiones de hecho no pueden ser re- 
visadas sino en las causas que vienen a su conocimiento |K>r re- 
curso ordinario de apelación (Fallos, tomo 128. páginas 77 
y 370, entre otros > . 

(Jne en el pleito no aparece ctt*tionado el artículo i.' de 
la ley de marcas, como se alega al interponer d recurso de 
queja, adema* de que ese artículo si bien confiere la propiedad 
de las marcas enunciadas en términos generales, subordina 
esa propiedad a los recpiisitos articulados en la ley. y entre 
otros, al de que ño >e afectan derechos de terceros ampara- 
dos tan-'bién por sus prescripciones. 

Por e»o. y atento lo expuesto y j>cd¡do i>or el señor Pro- 
curado r General, se declara bien denegado el recurso. Xoti- 
fiquesc y repuesto el papel archives. Devuélvanse al tribunal 
de procedencia los autos venidos a requisición del señor Pro- 
curador General con transcripción de la presente. 

A. BermKjo. — Nicanor C». w:r. 
Solar. — D. R. Palacio. — 
J. FÍGUEROA Ai.cokta. 



Demetrio !l riñas, contra la firóvinch de Bitcittis Aires, sobre 
¡tieonstitucionalidad de un decreto, 

■ 

Sumario: Es principio consagrado legal y doctrinariamente, 
que a la justicia federal no le es permitido decidir cues- 
tione- abstractas, ni juzgar de la iirconsütucionalidad de 
una ley o decreto sino cuando se trata de su aplicación 
a un caso contencioso;: habiendo establecido, además. ! a 
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jurisprudencia de la Corte Suprema* que la constitucio» 
nalidad de los impuestos provinciales no puede ser traí- 
da a su conocimiento sino en los casos en que tales im- 
puestos se han |jagado con la protesta consiguiente . Eu 
consecuencia, no corresponde a la jurisdicción originaria 
de !a Corte Suprema el conocimiento de una demanda por 
¡Ttconsthucionalidad de un decreto de la provtncb de 
Bueno* Aires, declarando sujetas al i>ago de los impues- 
tos que determinan las leyes de la misma a determinadas 
casas de comercio, en -un caso en que no hay constan- 
cia de que las disposiciones del aludido decreto se hubic 
ran hecho efectúas y que esas casas hubieran pagado Jos 
impuestos. 

Caso: I-o explican las piezas siguientes: 

DICTA MKN DKf. SKXOR PROCURADOR CfiXKRAI, 

Bomm Alrtf. Stftitofcre 1S * 101?. 

Suprema Corte: 

La demanda tiende a que se declare inconstitucional el 
decreto del Gobierno de la provincia de Rueños Aires, de fe- 
cha 22 de Septiembre de 1916, |x>r t-1 que se establece «pie las 
casas de comercio o cantinas situadas en el Cani|io de Mayo, 
están sujetas al pago de los im|Miestos que determinan las 
leyes ile la provincia. Siendo este el único objeto de la ac- 
ción entablada y no alegándose que dicho decreto haya sido 
aplicado contra el recurrente, 110 puede consideran* que se 
haya producido una controversia que de lugar a la jurisdic- 
ción originaria de esta Corte Suprema, desde que. de acuer- 
do, con lo dispuesto en el artículo too de 'la Constitución Na- 
cional, sólo está <llat»a<la a conocer en las causas que versen 
sobre puntos regidos jx>r la misma Constitución, leve* o tra- 
tados del Congreso, y no le está dado hacer declaraciones en 
abstracto con respecto a la constitucionalidad o incoustitucio. 
nalidad de leves o decretos (XCVi 54 y CV1I. 188: CX\\ 
CXX1V. 2\Z). 
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Además de ello, es <le observar qitc esta Corte Suprema 
tiene declarado en repetidas ocasiones, por aplicación de los 
artículos 104 y 105 de la Constitución, que ta justicia nacio- 
nal es incompetente -para conocer de tas cuestiones robre ce 
l>ro «le impuestos locales mientras 10 sean pagados con las re- 
servas res|iectivas y se formulen después las acciones en re- 
petición que fueren procedentes < Fallos, XCV, 232, ¿{4 y 
237; XCVIII, 52: CXV, 64; CXIX, 310). 

Por lo expuesto, pido a V. K. se sirva declarar que no 
corresponde esta demanda a la jurisdicción originaria de la 
Corte Suprema. 

Julio Rotet. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bátaos A*t9, Octoért 1 de ISI». 

Y vistos: l-os seguidos por don Demetrio Rriiia* contra 
la provincia de Buenos Aires, sobre inconstitucionalidad de 
un <lecreto, de los que resulta: 

Que a fojas 2 y en ejercicio del |>oder que se acompaña, 
comparece el señor Semiramides A. Ortiz en representación 
del demandante, exponiendo: que «Ion Demetrio Briñas, ve- 
cino de la Capital Federal, es contratista de la cantina del 
regimiento 1." de Ingenieros, destacados en Campo <le Mayo — 
lugar sometido a la jurisdicción exclusiva de la Nación, con 
arreglo a lo que la Constitución dispone en su articulo 67. 
inciso 27. 

<Jnc la cantina aludida funciona en virtud de reglamen- 
tos militares y con arreglo a un contrato que se formaliza 
con el jefe del regimienta, — y que <x>r ese contrato el can- 
tinero tiene la obligación de seguir al cuerpo en las marchas 
y maniobras, está sometido a las disposiciones «le ese jefe, y 
pasa a detxrnder de la guardia des<le el Uxpie de retreta basta 
el de diana. 

Que las cantinas se estaMecen para el servicio exclusivo 
de la tropa, dentro del recinto militar y en cada cuartel, con 



160 



1-ÁI.I.Otí Dfc l.A COkTE SL'MtlvMA 



prohibición de comerciar cun civiles y con los militare* que 
no sean los del cuerpo en que funciona la cantina. 

Que desde la fecha de adquisición del Campo de Mayo 
por el Gobierno Nacional, hasta el 22 de Septiembre de 1916, 
la provincia de Buenos Aires no pretendió imponer sus leyes 
Incales a las personas o cosas ubicadas dentro del referido 
caiftpp de maniobras, jurto desde la feclia indicada se resol- 
vió ¡K>r decreto qu e "Las cantinas que se encuentran estableci- 
das en los terrenos ocu|>ados |K>r cuerpos militares en el pa- 
rí, i v conocido por "Cam|x> «le Mayo**, están sujetas al pago 
«Je los inqmestas que determinan las leyes de la provincia*", y 
se ordenó que el valuador del partido de General Sarmiento 
procediera a cobrar paterte a los cantineros y en tal carácter 
¿e le exige al actor el jago de la suma «le cinco mil doscien- 
tos treinta y cinco pesos moneda nacional en concepto de im- 
puestos y multas. 

Que el actor se ha negado a pagarlos, y el Poder Eje- 
cutivo ha ordenado al Jefe de los procuradores fiscales que 
proceda al cobro por vía judicial, y se le ha intimado el pago, 
cómo consta en el e.\|>ediente G. número 23.931 de la Direc- 
ción General de Rentas de Ja Provincia. 

Que no pudiemlo aplicarse las leyes provinciales dentro 
del redntp del Campo de Mayo por cuanto se trata de un lu- 
gar sometido exclusivamente a la jurisclición nacional y mili- 
tar el decreto de 22 de Septiembre de 191Ó es contrario a la 
C< nstitución. 

Que en tal virtud solicita se declare que el decreto de 
referencia es incí>n^titucional y nulo por estar en pugna c*n 
el artículo 67, inciso 27 de la Constitución, y que las canti- 
nas autorizadas por los reglamentos militares están exenta* 
de impuestos provinciales. 

Que corrido traslado de la demanda (fojas 5 vuelta» el 
representante de la provincia de Buenos Aires la contesta a 
fojas i(\ sosteniendo en lo sustancial: 1." Que esta Corte Su- 
prema es incompetente para entender en la demanda, porque 
el sitb tite no es un "caso contencioso", como quiera que se fe 



DF JUSTICIA I>E l.A NACIÓN MI 

; 

plantea una cuestión teórica, pues no se alega que los impue<- 
tóS <le que se queja el demandante hayan sido pagados; — y 
j . la provincia <le Buenos Aires no ha perdido d dominio 
ppjit¡¿0 sobre el Campo de Mayo por el hecho de que el Go- 
bierno Nacional haya adquirido el dominio privado y desti- 
nado esas tierras a campo de maniobras militares. 

Qué i*>r ello pide se declare la incompetencia de esta Cor- 
le, y en caso contrario que se rechace la demanda con costas. 

Que evacuada la vista conferida al señor Procurador Gc- 
nfcral i fojas 231 y corrido traslado de la excepción de incom- 
jxjtcncia fué contestado a fojas 27, después de lo cual se re- 
ctbé la causa a prueba ( fojas 33 vuelta ), las partes producen 
la que expresa el certificado de fojas 75, se presenta por la 
a presentación de la provincia el alegato de fojas 78 y se lla- 
ma autos por haber renunciado la parte actora el derecho de 
alegar; 

Y considerando: 

Qué del expediente letra M, número 425 agregado al que 
Heva el número 23.931 letra G. de la Dirección General de 
¡Ccntas resulta en efecto, que el Gubieiuo de la provincia de 
Buenos Aires ha dictado un decreto en el que declara que 
las casas de comercio o cantinas que se encuentran estable- 
cidas en los terrenos ocupados por campos militares en pa- 
raje denominado ''Campo de Mayo", están sujetas al pago de 
los impuestos que determinan las leyes de la. provincia 1 fo- 
jas 23 expediente citado). 

Qlié ello no obstante, no hay constancia en el referido 
e\i>edieiite ni se ha pretendido j»r la parte actora que las dis- 
posiciones nel decreto aludido se hicieran efectivas y que los 
cantineros hayan pagado los impuestos con que en concepto 
dé] gobierna provincial pueden gravarse las cantinas referidas. 

Que la mera declaración que contiene el decreto del go- 
bierno provincial, no constituye tm agravio del que puede le. 
pálmente pedirse 'reparación, ya que en el caso ningún de- 
recho se lesiona mientras no haya hechos producidos que afee- 
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M ti él patrimonio del demandante. El decreto de reícrenci 
puedt <» 110 cumplirse, v mientras río se cumpla, toda contro- 
versia respecto de él es innecesaria puesto uña decisión 
en talci; condiciones importaría una declaración teórica sobre 
los derecho* qué reciproeámente »c atribuyen la- |>artcs |>cro 
que no han »do afectados y que íle coháígtliente no cohstitti 

yon un "caso judicial". 

Que es un principio consagrado l^gal y doeirinariamen 
ir, que a la justicia federal no le es jx;niiitidp decidir cues- 
tiones abstracta*, ni juzgar do la ineonsritucionalidad '1c una 
lev •» decreto sino cuando se trata de su aplicación ■» im -aso 
contencioso (fallas lomo 1-24» página 39 cpnsidci^ndo i. pá- 
gina 41 y jurisprudencia allí citada » i*»rquc es de la esencia 
del i*>dcr judicial <-l decidir toHsioues efectivas de derecho*, 
i no bacér declaraciones generales ¡para lijar el alcance de 
leyes o deefétos cuya sola sanción no supone i>-*r si misma 
lesión de derechos que puedan requerir el airiparo del I*c*der 
judicial. 

Que la jurisprudencia <Ie esta C -tu- lia establecido, acle 
más, que la constitucionalidád de los impuestos provinciales 
no puede ser traída a *u eqiióciñiiento sino cu los casos en que 
tale* impuestos lian pagado con la protesta consiguióme, y 
se traía de gestionar la repetición de lo que se considere in- 
debidamente pagado o por Via def recurso _c\traord¡nar¡.> del 
articuló 14 de la ley número ¿j$; contra la ¿rienda de teü tí* 
bunalés siiperídrCs de provincia. (Palios ionio IU) pagina .Vio. 
conshlcmncb 2. a página 31c y ottos 1 . 

Que con motivo del cobro de una patente provincial < 
la sucursal del Banco dé la Nación en San Juan, cuyo geren- 
te reclamaba la coni¡petenciá de la justicia» federal |*>r e^tar 
esa institución sujeta a la jurisdicción nacional con exclu 
áíórt de la provincia, esia Corte de conformidad con lo dio 
laminado i«>r su Rrocnrádor General, de -olió la competen- 
cia reclamada haciendo constar que: "tío siendo de la compe- 
tencia del *efu>r juez do *ección las cuestiones -«>bre col »r o de 
impuestos provinciales y m> teniendo el demándame otro me 
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dio de traerlas ante la jurisdicción nacional, cu caso tic ale- 
gar t\\\v el iinpue>to reclamado es contrario a la Constitución 
a la- levos nacionales, sino usando del recurso qiic acuerda 
el adíenlo 14 de la ley de jurisdicción y L\>mj>etcneia contra 
la resolución pronunciada en último grado; o poner demanda 
contra la provincia después dé pagar el impuesto con Lis re- 
servas convenientes (Faltos tomo 17. página ¿09 y 210: to- 
mo iK. página 345 i. 

Por ello, y atento lo expuesto y pedido |M>r el *cu.»r Pro- 
curador General, se declara que la presente demanda n<» co- 
rre-|Kn>de a la jurisdicción originaria de ota Corte, sin costas 
dada la naturaleza de las cuestiones debatidas. Notifiquc§e ori- 
ginal, repóngase el papel J archívese. Devuélvase el expedich- 
te administrativo agregado sin acumularse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. hki. 

SOUAR. — D. % PALACIO; — 

J. FlCUKROA A!,CORTA. 



Don Alfredo ¡i. Gath> (¿ti sucesión), en autos ron el Couse- 
* ¡o Nacional de Educación sobre cobro de un impuesto 
Recurso de hecho. 

Sumarié» : i." Ka interpretación y aplicación de la ley 8.890, 
destinada a regir en la Capital y territorios nacionales no 
autorizan ti recurso cxtraofdiuacio del articulo 14, ley 
número 48. 

j." l.a cuestión de si los certificados de acciones son 
.-imples documentos representativos p constituyen vhlor 
u-< por si misino?, y jjór lo tanto, susceptibles de gi. .i- 
nicnes impositivo?, debe resolverse \n»r los principios de! 
derecho común, y es, jK>r consiguiente, extraña al expre- 
sado recurso. 

Casos Lo explican las piezas Mgtikcites: 
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DICTAMEN* üit. SESO» I'Wk TRAIKir GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 30 de IM». 

Suprema Corte : 

l.a cuestión planteada en estos autos entre el Consejo 
Nacional «le Educación y la >uce>ión (le dpn Alfredo Enrique 
Gath, relativa a la liquidación del impuesto hereditario, ha 
>i<lo resuelta |>or la Cámara 2." de Apelaciones en lo Civil de 
esta Capital interpretando y aplicando la ley 8.$go sobre im- 
puesto a la Irashtisión gratuita de Bienes situados en la Capi- 
tal > Territorios Federóles. 

Dicha ley no es general para toda la Naciói^ sino de ca- 
rácter loca!. 

En tal virtud, el presente recurso extraordinario (le ape- 
lación, interpuesto contra una sentencia que ha interpretado 
v aplicado disposíci» ws de carácter local, cuya ¡nconkitikao- 
naltdad no ha sido oportunasnente alegada, es improcedente, 
de acuerdo con la doctrina adobada i>or el V. E. en reite- 
rados ca^os (83 fallos 355; 91 fallos 380; 94 fallos 225 y 351 ». 

Las cuestiones constitucionales planteadas a fojas 267 al 
recurrir para ante V. E., no pueden tomarse en cuenta por 
(•xtcn*iv»ráneas. Debieron someterse a decisión judicial opor- 
tunamente, pira que el tribunal se pronunciara, a su res- 
|WtO. 

Por ello. pues, considero bien denegado el recurso y pido 
a V. IL >e sirva así declararlo. 

José Nicolás AÍQtunso. 

1 M.1.0 DE t;A CORTE SUPREMA 

Unenos Aires, Octubre - de MÍO; 
Autos y \iMo>: Kl tecuráo de hecho por denegación del 
extraordinario interpuesto jn>r la sucesión de don Alfredo 
Enrique Gath. contra sentencia de la Cámara Segunda de 
Api '.aciones en lo Civil de la Capital. 
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Y considerando: 

<Jue la decisión de fojas 36$ de los autos remitidos |>or 
vía de informe, lia resuelto una incidencia sobro liquidación 
de impuestos, interpretando la Acy número S.*>p destinada 
a regir en la Capital y Territorios Nacionales esto es. una 
¡ey dictada por él Congreso como legislatura local, en ejerci- 
cio de la facultad ijiie le confiere el articii'Io *»", inciso 14 y 
27 de la Constitución (Fallos^ tomo 117, página 22 y juris- 
prudencia alli citada ». 

Que con arreglo a las reiteradas decisiones de esta ü*r- 
te Suprema, la interpretación y aplicación de las leyes dic- 
tadas por el Honorable Congreso en su carácter de legislatu- 
ra local, no autorizan el recurso extraordinario establecido 
por el artículo 14 de la ley número 48 y o." de la ley núme- 
ro 4.055 (Fallos, Tomo ia>, página 348; argumento de los fa- 
llos Tomo 110. página 372; Tomo 116, página 20; tomo 118. 
página 304; Tomo 12$ |>ágina 245, entre otros). 

Que si bien al interponer el recurso extraordinario ge sos- 
tuvo <|Ue la interpretación de la ley S.Njo dada ]n»r el fallo recu- 
rrido, es -contraria a la Constitución Nacional, (fojas 267) se 
•observa, como lo bace notar la resolución ele la Cámara cita- 
da, al denegar la apelación (fojas 2t>K> que la constitueionn- 
lidad de la ley no ha sido motivo de controversia en el pleito, 
y de consiguiente las impugnaciones formuladas con posterio- 
ridad a la sentencia a¡>clada lo lian sido cxtcjnporáneamente 
los fines del recurso extraordinario. t Fallos, tomo 125. pá- 
gina 14 y jurisprudencia allí citada, totnb 127. página 170 en- 
tre otras) . 

(jue a mayor abundamiento cabé agregar que si los cer- 
tificados de acciones son simples documentos representativos 
o con>tituycn valore* fx>r >i mismos \ ¡Mr 'lo tanto suscepti- 
bles de gravámenes impositivos, son cuestiones a resolverse 
jor los principios del derecbo común, y en consecuencia ex- 
trañas a la torcera instancia extraordinaria que autorizan los 
artículos 14 de la ley 48 y 6 n de la ley 4 035 1 Fallo u*\\o 127 
Pinina 354 y otros). 
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Por olio \ atento ló expttcsto > pedido l*>r el señor Pro- 
curador C.eneral. se declara bien tfonegaclp el recurso. N<>- 
tífíqucsc y repuesto el papel archívese. Devué *anse los au- 
tos venidós por vía de informe al tribunal de procedencia con 
transcripción de la presente. 

A. Mkkmkjo. — Nicanor G. ni::. 
Soi«ak. — 1). E Paiacio. — 
|. l ; H.t KRoa ÁtCORtA. 



/¿oii Augusto Carettc. cu ,7 proceso s guido contra Desiderio 
Martines Monteros, por falsificación y tentativa de de- 
fraudación. 

Sumario: i. No tiene carácter de definitivo a los fines del re- 
curso e\tra..nlinario del articulo 14. ley 48, un auto que 
resuelve una mera incidencia sobre nulidad del proce- 
dimiento. 

2," 1.a sola circunstancia de citársele al prevenido 
para ser indagado, no puede ¡niportar la violación del pre- 
cepto constitucional de que nadie puede ser obligado a 
declarar contra >i mtánfO. 

Caso i Lo explican las piezas siguientes: 

• 

lili 1 \Mi:\ DUli SEÑOR PROCURÁIXJR i'.l-NKRU- 

Bueno* Aire Junio » de 101" 

Suprema Corte: 
Considero improcedente »-l reeur%o extraordirtário inter- 
puesto a fojas *k\ de los autos principales, contra la resolu- 
ción de fojas " de l«»s (|itc corren agregados sobre recurso de 
.pieja ante la lixina. Cámara de Ablaciones en lo Criminal 
y Correccional de la Capital de la Nación. 

Ku efecto, el recurrente no ha demostrado al deducir!*» 
que el fum .miento de su queja tetiga una relación directa e 
inmediata con la inteligencia de la Constitución o validez de 
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leyes, tratadoi •• ráwisioifés cu disputa, como lo exige el 
rrinwn 15 de la ley 48. 

No pílcele considerarse sUficieiüe, a los fines del articulo 
á$ado, la sola enunciación que so hace dé que se han violado 
garantías a»mtitucip!iale§ sin detenmnar en (|ité consiste esa 
\ iólactón. 

Tám|K)co basta para la procedencia del récur^o que se 
haya mvofcado durante la secuéla del juicio la violación de 
garantían constítñcioimlcs» corno lo bac¿ el allante al refe- 
rirse a] art ¡ctdo 18 «le la Consitttción Nacional que prescribe 
(jüe nadie puede ser obligado a declarar cernirá si 111131110, sitio 
lenuiesira la relación dilecta c ¡iiincdiatá que esa cláusula 
ti^nc con !a cuestión resuella; demostración que no ha hecho 
el recurrente 1 u*i fallos 144; '-4 fallos 6i). 

Por otra parte, la resolución apdacla. confirmatoria i>or 
sus fundamentos fié fojas *4 vuelta, resuelve cuestiones dc- 
dercclto procesal, cuya interpretación no autoriza el recurso 
previsto ppf el articulo 14 de la ley 4S citada. 

Por ello considero bfoo denegada la apelación y pido 
.1 V E. se sirva asi declararlo. 

Usé Nicolás Wáíi^pqr, 

FALLO DR KA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire», Octubre 7 de I»I0 

Autos y vi-tos: K! revurso de hecho |>or denegación o<: 
extraordinario interpuesto por el ilefeiisor de don Augusto 
Carette en el proceso C|ÚC le sigue el doclor Carlos K. Atwell 
i kantps, por defraudación. 

V considerando: 
Oue citado para prestar declaración indagatoria, el prc- 
minio se negó a ello, alegando haher declarado anteriormen- 
te cotho testigo en ese proceso «fojas íió autos principales), 
no obstante haberse hecho constar por el Juez efe la causa 
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que su declaración como testigo quedaba anulada y relevado 
del juramento que presura en dicha ojiormnidad. 

Que si bien en el acta de referencia el encausado invo- 
có el artículo \B de la Constitución para negarse a prestar de- 
claración indagatoria, son de notar los siguientes anteceden- 
tes: a) que no resulta de autos que se obligara al prevenido 
a declarar contra >i nii-mo: h) que la sola cimtitstancia cíe 
citársele para ser indagado, no puede importar la violación del 
precepto constitucional aludido, a cuyo amparo el scííor Ca- 
rche podia, como lo ha hecho, negarse a declarar. 

<¿ue assmisnio corresponde establecer. que el auto de f< ■ 
Jas 77 vuelta, resuelve la cuestión próÚK>Vidá \*>r el defen- 
sor a fojas 7¿ p«-r aplicación del articulo 510 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal y declara que las ol»-er\nci«*- 
nes se plantearon fuera d ■ término y en fonna extraña al pro- 
cedintiento, !•» ¡fjii$ vale decir que ha resuelto «plintos de hecho 
y cuestiones procesales que SOñ ajenas al recurso extraordi- 
nario del articulo i ; } lev 48; con arreglo a lo reiteradamenu 
resulto. 

yuc i*>r lo demás, y conforníe al precepto aludido >U la 
ley 48. el recurso ¡nterpüeso sólo procede contra las senten- 
cias definitivas, según es de constante jurisprudencia, y no tie- 
ne ese carácter el auto que resuelve una mera incidencia so- 
bré nulidad de procedimientos. 

Por ello, y atento lo expuesto y j»eilido por el señor í?ro- 
curador General se declara bien denegado el recurso. X- ti- 
íiquese y archívese previa entrega al intersado del Sello a que 
hace referencia el otro sí del escrito de queja. 

Devuélvanse los autos venidos por vía de informe al tri- 
bunal de procedencia con transcripción de la presente. 

A. Bkk.mkjü. — Xicaxok G. i>r¡ 
Solak. — b. E. Palacio. — 
„ J. Fn.rKkoA Ai.cokta. 
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I/en Xata/io S pósito contra la provincia de Mendoza, por rif- 
conslitUcionalidad v devolución de dinero; safar medida 
de prueba. 

Sumario;. La pertinencia o impertinencia de una prueba pe- 
ricial in© puedo ser apreciada durante el término do prue- 
ba, y no habiendo razón para privar de ella a la parte que 
la solicita, cnrresjx>mle su realización. 

Caso: Kli los autos seguidos jx»r dbn Natalio Spósito contra 
la provincia de Mendoza por íncons*itucina!idad y devb- 
Inción de dinero, la actora solicitó, entre otra- medidas 
de prueba, la designación «le peritos con arreglo a lo dis- 
puesto por los artículos 141 y 142 del Código de Proce- 
<i ditnicntos, a luí de que determinaran ol monto de los im- 
puestos que se dicen indebidamente pacidos: a lo que se 
proveyó de conformidad por la Corte Suprema. 1.a de- 
mandada, pidió revocatoria, alegando (pie no jx»dia ser 
materia de peritaje si fueron o no protestados en forma 
determinados pagos y si procedía o no tenerlo en cuenta, 
en oí caso de que so fallara el juieio do acuerdo con lo 
sostenido por el actor, pues sólo el tribunal era el único 
«pie podía resolverlo. Corrido traslado de la revocatoria 
interpuesta y evacuada que fué por la contraparte, se dic- 
tó el siguiente: 

F A 1.1,0 DE LA COkTR SLI'RI-M A 

Bueno* Airea, Octubre 9 dt 1919. 

* Y vistos: Considerando que no hay razón legal alguna para 
privar al actor de que produzca la prueba jwricial pedida, 
•pie cree convenir a su derecho y no siendo dado por otra 
parte, apreciar e.n esta o|M>rtunidad de su pertinencia o im- 
pertinencia, se mantiene el auto do fojas 4 vuelta, do este 
cuaderno en la parte recurrida, señalándose a los efectos de- 
terminados, la audiencia del día 23 del corriente a las ¿ j>. 111. 
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Respecto a las costas del incidente ellos serán deterinwaclbs 
conjuntamente con la pertinencia de esta prueba al fallarse 
la causa tu ttcfiíMtítti. Uopóngasc el papel. 

A. Bkrmkjo. — Nicanor «'.. i>kl 
Soiar. I). K. I 'alacio. — 

J. FíC.UKRO \ Vl.CORTA. 



l>on iirasto Gonsáfcs Calderón contra don Braulio Gutiérres, 
/su sucesión), por cobro de pesos. Contienda de com- 
petencia. 

Sumarlo: La ira>Iacion del caucante de la sucesión a la Ca- 
pital Federal con el óbjetQ <íc asistirse «U- la enferme- 
dad «le que falleció, no es prueba de que tuvo el áninK) 
de cambiar el domicilio que tuvo basta jmhto antes de su 
muerte, acre<Ii:ado |n>r documenta públicos y declara- 
ción de testigos. 

CaS0\ L*> explica» las piezas ¿iguiemes : 

D1CTAMKN OKI. SKÑoK |*ROCL'RAlH>R l.ENKKAL 

Buenos Aires. Octubre de l!>i». 

Suprema Corte: 
Resulta coiñprobaclo en las actuaciones acompañadas pa 
ra resolver la presente contienda de competencia indiada en- 
tre el Juez de Primera Instancia de la Capital de la Nación y el 
de igual clase «leí doiKirtamcnto Sud tío la provincia de Bue- 
nos Aires, relativa a la sucesión de don Braulio Cuticrrcz. 
q«e r.te tuvo sil domicilio en Mar *U1 Plata basta i*>co antes 
de <\\ muerte. 

.\>i resulta del pockfr qúc corre a fojas 77 tic lo* autos 
sobre ejecución bisecaría agregados y lo comprueba la di- 
ligencia de citación de los mismas a! iniciarse el juicio, con- 
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eordante con la declaración de los testigos del Departamen- 
to gud. 

Para que hi traslación posterior a Buenos Aires, donde 
falleció, se tenga |ior cambio de domicilio, es necesario dc- 
mostnir que ella fué liedla con ánimo do permanecer aquí 
(artículo 07 del Código Civil». 

W encuentro [irbbaclá esa intención. 

Kn efect<», i!n considero que ella >e demuestra pbí el he- 
cho de la traslación del causante a esta Capital a curarse de 
la gttivv éníerniedad do cjtffc fallevió y p<»r la circunstancia de 
tjtn en ese viaje lo acompañase su cspossi e hijos menores. 

Cuando una persona se siente enferma de gravedad y 
de*ea mejorar su asistencia médica, acude- en nuestro país a 
los especialistas de la ciudad de liileno? Aires, trasladándose 
a día por ci tiempo indispensable y aconipanaiuiosc de las 
personas de su familia. — esposa e hijos en el cas*» de autos 
— que han «le prestarte sus cuidados. 

\o consta |M)r otra parte, que el cansante estahlecicra 
aquí casi habitación, sino que ftte hné*]>cd de su hijo, como 
ocurre a los enfermos .¡ue, ignorando él tiempo, breve o largo, 
qiic durará sil curación, se aloja en casa de sus parientes. 

\o resulta probado tampoco, en el informe de foja- 49 
\mlta. expediente de esta Capital, que el causante tuviera hic- 
ucs raices en ella, .mientras los tenía en Mar del Plata. 

Por otra parte, los fónicos de esta Capital han informa- 
do que aquél 110 tuvo con pilos cuenta alguna en esta Ciudad, 
lo que excluye la presunción de qué él asiento de sus ne«jn- 
cío* fuera en élla. 

Kn tal virtud, y atento lo di -puesto por los artículos 98, 
1Ó0 y 3.284 del Código Civil, opino que es competente para 
conocer en el presente juicio sucesorio el Juez de la provin- 
cia de Buenos Aire^ y que en ese sentido corres|M>mlc resol- 
ver la cuestión. 

José Nicolás Mittienzo. 



Callos í>e u corte suprema 



FALIjO DE I. A i'nRTK SUPREMA 

Buenos Airea, Octubre H de 1910. 

\ istos: De conformidad ron la expuesto y pedido \> r 
i*l señor Procurador General en el precedente dictamen, y Ir» 
resuelto reiteradamente por el tribunal en casas análogo- *c 
declara Juez cQnspeténté para conocer en el juicio sucesorio 
de doi Braulio Gutiérrez al de Primara lir>tancia en lo Civi 
y Comercial tfcí Departamento del Slld, provincia de Bitenos 
Aire-. 

Kn consecuencia remítansele los autos avisándose al se- 
ñor Juez de la Capital en la forma de estilo. Repóngase el 
papel. 

A. Bermkjo. — Nicanor (\. ui:i. 
Sou\r. — D. E. Palacio. — 
J. FlGUKROA Alcokta. 



Sociedad Anónima "Baños y Parques del Saladillo", en au- 
tos con la Sociedad Anónima "lil Saladillo", sobre « « - 
anión hipotecaria. Nectirso de hecho. 

Sumario: i." Kl termino dentro del cual debe ¡nteflponerse e! 
recurso extraordinario o el de hecho en su caso, corre 
desde que Se notifica la sentencia definitiva, y no se sttó- 
pciuie por lo- recursos une ;sc entablen ante otros tribu- 
nales locales sin competencia jara admitirlos y sustan- 
ciarlos sejíúu la inteligencia que esto- dan a sus leyes prn. 
cesáJes. 

j. \o procede el recurso extraordinario contrji 
una resolución pronunciada en juicio ejecutivo, qüc St , 
gün la misma, deja siempre al demandado jiara su más 
amplia defensa, expedita la vía ordinaria; y qtte HÓ tiene 
el carácter de definitiva. 
Caso: Ü> explican las piezas siguientes : 
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DICTAMEN DCr. SKÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Julio 26 de 1919. 

Suprema Corte: 

De la exposición que hace el recurrente y de las cons- 
tancias ¿le los c-N|>cdicntcs remitidos |>or la Cámara <le Ape- 
laciones 2i* Circunscripcióii de la ciudad del Rosario, resul- 
la t|iie en las ejecuciones hipotecarias seguidas ¡x>r la socie- 
dad anónima "IíPSaladilh>" contra la Sociedad anónima "Ba- 
ños y Parques del Saladillo", la expresada Cámara ha decla- 
rado inapelables las resoluciones dictadas en primera instau- 
ra que no hacían lugar a las cxce->ciones opuestas por los de? 
mandados. 

\o consta que contra estas resoluciones, ni contra las de 
la Cámara, se haya interpuesto recurso alguno para ante V. K. 

Kl apelante se ha limitado a recurrir directamente de 
hecho .inte la Corte Suprema, sin interponer ni substanciar su 
queja ante el tribunal que la motivara, como lo prescribe el 
articulo 15 de la ley 48. sobre jurisdicción y competencia de 
i«>s tribunales nacionales. 

Kn tal virtud considero que, no existiendo apelación de- 
negada para ante la Corte Suprema el presejUe recur-o lia «do 
mal entablado y pido a V. K. se sirva desestimarlo. 

José Nicolás Maticico, 

PAU.O HK l.\ CORTiC SL'PRKM A 

Buenos Aires, Octubre W de 1919, 

Autos y vistos; Kl recurso de hecho interpuesto por la 
Sociedad Anónima "Baños y Parques del Saladillo" en la 
ejecución hipotecaria que le sigue la Sociedad Anónima "El 
Saladillo". 

• 

Y considerando : 

Que según rcsu]}a de 16$ autos venidos a requisición del 
sellar Procurador General, el ejecutado invocó, entre otros 
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fundamento*, los articulo^ |S y «17. ÍUCÍS0 ti de la CóníftitU' 
ció.», al sostener el derecho que cree tener para Oponer las ex« 

cepciones que dedujo no "látanle las disposiciones que a este 
respecto contienen ei Código dé IVocedinueíitos de la provin- 
cia de Santa Fe 1 fojas 7, 2.? cue»*]*» tío autds). 

y«c reviviendo esa incidencia el [juez de la catira dictó 
é! auto de fojas i<» y desestimó la- cxccj»cione.s opuestas, re 
produciendo las consideraciones aducidas en la sentencia de 

foja* 7^ del 1." cuerpo. 

Que notificado el auto de referencia, (fojas 17 vuelta), 

• n el esemó de foja* r8 se ¡iJtoiTpoúe ei recurso de apelación, 
limitándose &tc a lo «|ite el recurrente entiende que ei auto 
lia resuelto, esto es, a la* excepciones o¡ sia^. pero rto se 
interpone contni dicho auto de fojas 16 el recurso extraer 
dinari 1 autorizado ¡n r el artículo 14 de la ley 48 y 6; ■!;• I: 
ley número 4.055. 

Que si el escrito de fojas iH podía fundar la aclaratoria 
del auto de fojas 1'». no podia fungar a la ve/, la apelación 
extraordinaria* porqué, o el auto de foja- 16 no había dccidi- 
di> el punto fcderiíl prcÁHicstói y no procedía éntbuces apc 
lar ile nna resolución inexistente, o lo liabia decidido en con 
ira \ la aclaración carecía en tul caso de razón de ser 

< toe atento-, los térsriiiíos del aludido escrito de foja» íH 
. la resolución de fojas 18 vuelta. 1V1 fihc\ íjwc es su conse- 
cuencia, el recurso interpuesto era de aclaratoria, en cuya \ir 
tud el juez de la caí: -a se pronunció sobre la coilStiUiciónaH- 
dad de los articulo* oi<> y «>i 7 ¿leí Código de Proceiliniient. - 
u ral. 

.Jue 'i bien el auto aludido de foja- iS vuelta dciícjri 
el recurso extraordinario para .ente e>ta Corte, es de toda evi 

• Inicia que ha denegado un recurso que. oonio lo hace constar 
el señor Procurador («cueral en su dictamen, no se interpuso, 
a mérito sin duda de qur, faltando el pronunciainient* • - »l»re 
la aclaratoria, no se babia fijado aun, en concepto del excep- 
cionantc, su situación relativa al punto federal debatido. 

Qué en con<cvueucia tu» ha |>odido legalmente denegar un 



Utí JUSTICIA l>K LA NACIÓN 



175 



recurso rio interpuesto, y que por no haberse deducido, no 
puede autorizar la apelación de hecho ante esta Corte Supre- 
ma i Fallos, romo lo*;, página 54; tomo 1 18, página 19$ ote». 

<Jue en el mejor de los casos y admitido que el recur.n 
extraordinario se hubiese interpuesto ante el juez de prime- 
ra instancia, «/ de queja estaría deducido fuera de término, 
porque habiendo declarado la Cámara al resolver los recur- 
sos directos (fojas 10 vuelta, excediente núiucro 2; fojas 
iS vuelta, ex<ped{ente Iríunero 3), que la ley de pn>ccdimmtos 
de la provincia ha limitado a los términos que allí se exprc- 
san. las cuestiones relativas a ejecuciones hipotecarias, el pré- 
seme receso de <jueja debió inteq>oncrse de inmediato contra 
!a denegación del juez de primera instancia, y no con poste 
riorioad a la resolución de la Cámara qué declara, por la ra- 
zón antedicha, bien denegada la ablación que le fué llevada 
por recurso directo. 

Que con arreglo a la reiterada jurisprudencia de e-ta 
Corte, el termino dentro del cual debe rnter¡M»nerse el recur- 
so extraordinario o el de hecho en su caso, corre desde que 
h notifica la respectiva sentencia definitiva, y ib* se suspen- 
de por los recursos que, se entablen ante otru> tribunales loó- 
les sin coiqwtcncia para admitirlos y sustanciarlos según la 
inteligencia que éátbs dan a sus leyes procesales < faltos, to- 
rró) 114. página 20¡j; lomo 1.24. ingina US. entre otrosí de- 
biendo declararse improcedentes los que se interpusieran fue- 
ra dej término que acuerda la ley (Fallos, tomo 117. pagi- 
na 5; tóíiKi uo. página 88. ¿<f¿ y 349. etc). 

Oue por lo demás, la resolución de fojas 18 vuelta, lince 
constar que la condena en juicio ejecutivo deja siempre al de- 
mandado para su más amplia defensa, expedita !a vía ordi- 
naria, y que no tiene el carácter de definitiva, por lo que no es 
susceptible del recurso del artículo 14 de la ley número 48 pa- 
ra ante esta Corte 1 Palios», tomo 07, página 51 ; tomo uo. pá- 
gina 143 y otros). 

Por e!1o v atento Ib expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General; se declara no halier lugar al recurso. Noli- 
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f uniese, repóngase él pajal y archívese. Devuélvanse tos au- 
tos venidos a requisición ilcl señor l'nxmrador General al tri- 
l>unal de procedencia con transcripción de la presente. 

A. Ükkmkju. — Nicanor Q. oi:i. 
Sou\r. — D. E. Palacio. — 

J. FlGUKROA AI.CORTA. — RA- 
MÓN MÉNDEZ; 



/ Leandro García, en los tintos don Agustín Zfxmla (sti 
sucesión f. por 'petición de herencia; sobre embargo pté- 
itentivo. Recurso de hecho. 

Sumario: \\> procHe el recurso extraordinario del articu- 
lo 14. ley 48, contra una resolución denegatoria de un 
embargo preventivo, fuiula<la en la apreciación de cir- 
cunstancias probatorias en otro juicio, para aplicar dispo- 
siciones de carácter •procesal. 

Caso: Lo explican las piezas siuuicnto: 

DICTA 11 UN Iil-I. SKÑ0R l»Rod R \IM»K Gl-NKRAI. 

Buenos Airen. Septiembre 9 de 1919. 

Suprema Corte : 
pOií Leandro García, como cesionario de doña Francisca 
/avala, en autos con la sucesión de don Agustín /.avala so- 
bre petición de herencia, recurre de IkcIm> contra un auto de 
la Cámara de Aleaciones en lo Civil de la Capital denegán- 
dole un embargo preventivo, auto fundado en no haber prue- 
ba suficiente que haga verosímil el derecho del actor y en ha- 
berse declarado falsa en un juicio anterior una partida de na- 
cimiento invocada. 

Todos estos son puntos dé hecho que escapan a la juris- 
dicción de la Corte ¡Suprema en el recurso sobre cuestiones de 
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derecho a que ¿e refiere d artículo 
ley número 4.055. 

No se ha |>lanteado por el recurrente cuestión federal 
que autorice el recurso. 

Es cierto que se ha mvoca«k> «mi términos generales el 
tratado «le derecho internacional de Montevideo; pero lo ha 
con referencia a la acción de petición de herencia y 110 
relación al embargo preventivo, que es el caso sub /«. 
venido en apelación directa, fuera de que no se ha indi, 
cláusula alguna de ese tratado que autorice el embargo 
rntivo. 

La invocación al derecho de defensa consagrado por e! 
articulo 18 de la Constitución es notoriamente ¡nconducente. 
puesto <|tic tal derecho no implica la necesidad de que se con- 
cedan los ambargos preventivos que pidan tos litigante», sino 
no se prive a éstos de las audiencias y oportunidades d» 
que constituyen el juicio. 

Por lo demás, el embargo se solicitó atándose por sus 
números el articulo 447 del Código de ftocedimientos de la 
Capital y el Ó60 del Código Civil de la República Oriental del 
Uruguay, ninguno de ios cuales es ley federal argentina, a tos 
efectos del recurso dado por el articulo 14 de la ly 48. 

Mi dictamen es, pues, que no procede la apelación ante 
la Corte Suprema y pido a V. K. se .sirva declararlo bien de- 
negado. 




José Nicofa Matienzo. 
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M 4t Mtft 

Autos y vistos: Kl recurso de queja por denegación del 
extraordinario, interpuesto ¡ion don Leandro García contra 
sentencia de la Cámara Primera de Apelaciones en lo Civil de 
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la C««|>«tnK que k¿ ha hecho lugar a una solicitud de emJwr- 
go prevvntivo en el juicio sobre petictán de herencia «pie «li- 
cho señor Rarcia tiene iniciado ci>ntra la sucesión de don 
Agustín Zavala, y 

Constele raudo: 

Que denegada una solicitud de embargo preventivo de 
bicne» formulada en el otro si «le la demanda de foja* i por 
peticú'm ile herencia. aut«>s /avala. Francisco, contra Zavala. 
Agustín, su sucesión, el recurrente la reiteró en el escrito de 
fojas 16, incidente sobre embargo preventivo, expresando «pie 
"no causando instancias el amhargo preventivo es llegada lar 
fportttnidad de que el Juzgado la reproduzca, y asi lo soli- 
cito de acuerdo con la establécelo en e! articulo 443 del Có- 
digo citatln".. de procedimientos civiles. 

Que esta segunda fwtición fué asimismo desestimada etr 
el auto <le fojas 20 Vuelta de dicho incidente, fundándose en 
que. "Habiéndose declarailo por sentencia de primera y se- 
gunda instancia, en los autos sucesorios «le «fc>n Juan León Za- 
\ala. la falsedad de la partida de nacimiento «leí causante de 
fojas 72} y la insuficiencia «le los demás «locumcnto> y pro- 
kinza< ín«lica«las por el aet«»r en el escrito «le fojas jf\ comtr 
verosimiles a mi derecho, no ha lugar al emliargo preventivo 
que a* solicita". 

Que ncurriílo este auto para ante el Superior, éste lo 
confirmó por sus fundamentos a fojas 34. según todo resulta 
«!e los venidos por vía de informe. 

Que de ese auto interpuso el apelante el recurso extraor- 
dinario para ante esta Corte, que le fué dencga<lo a fojas 30 
vuelta, por lo cual ocurre en queja. 

Que según queda antes expresado, la denegatoria «leí em* 
Kirgo preventivo se funda en la apreciación de circunstancias 
probatorias en otro juicio, para aplicar disposiciones «le ca- 
rácter procesal, twlo lo «pie no |Hie«le «lar lugar al recurso ex- 
traordinario, según es «le jurisprudencia constante. 



Üuc es verdad que en el escrito «le fojas 24, en segttu- 
instancia. consideración 3.% expresa que el auto que le <le- 
el embargo i>rejuzga sobre el fondo de la cuestión de 
ion de herencia y le priva por eso del derecho de defensa 
-van sagrado «n el articulo 18 de la Constitución ; |*ro ello 
aparte de no referirse a lo que es materia del recurso en el 
incidente, no importa resolver sobre el fondo del juicio prin- 
cipal, cuyo trámite ha comenzado en primera instancia y don- 
podrá hacer mler si* derechos con toda la amplitud con. 
¿da por las leyes. 

Por ello y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
Procurador General se declara no haber lugar al recurso. No- 
ttfiquese original y repuesta el fiapel archívese, devolvién- 
dose los autos venidos por vía de informe con testimonio de 
la presente. 

A. BeRMKjo. — XlC.WOK G. DEI. 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlCCKKOA AlXORTA. — Ra- 



Tennis lilhondo. en la causa seguida en su contra, por 
infracción a la ley 4¿&i. Recurso de hecho. 

Sumario: Xo protvde el recurso extraordinario del artícu- 
lo 14. ley 48, en un caso en que tanto la sentencia del 
Juez de Primera Instancia como la de la Cámara, no han 
tomado en consideración ni resuelto cuestión alguna fe- 
deral, por haber sido formuladas después del pleito y al 
interponerse el recurso para ante la Corte Sttprema. 

Cas*: Ix> explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN W.U SEÑOR I'WH'CRAIXIK QtiKERAL 

BncRM Air e*. AfMto 5 * IMt. 

Suprema Corte: 

La sentencia de fojas 53, <Kcta<la |*>r la Cámara de Ape- 
laciones en lo Criminal y Correccional «fe la Capital de la Na- 
ción, en la causa que Se sigue a Tomás Elizundo por infrac- 
ción a la ley 4.531. al continuar por sus fundamentos a la de 
fojas 2$, no ha resuelto punto alguno de derecho federal que 
autorice ¡a interposición del presente recurso extraordii 
(pie el procesado pretende fundar en la disposición contení 
en el articulo 14 de la ley 48 >' 6? <le la ley 4-°55- 

Las cuestiones constitucionales pbnteadas a fojas ¿5, des- 
pués ilc dictada la sentencia, no puede tomarse en cuenta jK>r 
cxtenqw»ráneas. Delúema anmeterse a decisión jitlicial en 
tiempo y en forma oportunos para que el tribunal se pronun- 
ciara a su respecto y no al recurrirse i«ra ante V. K. coma 
se ha hecho. 

I V>r elfo consiilen* h¡e.n denegada la apelaeüm y pido a 
Y. K. ¿e sirva asi declararlo. 

José Ntatlás Matünso. 



FALLOS I>K LA CORTE SUPREMA 

*wm Air*. OcMre ib de W* 

Autos y vistos: Kl recurso de queja por denegación del 
extraordinario deducido |»r don Tomás KKzondo contra sen- 
tencia de la Cámara «le apelaciones en lo Criminal y Correc- 
cional <le la Capital, en la causa que se le Mgue por ínf 
ción a la ley número 4.531. 

Y considerando: 

Que según W> tiene resuelto esta Corte Suprema en rei- 
tr nulos fallos es improcedente el recurso extraordinario au- 
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rizado por el articulo 14 tk la ley número 48. sino apirece 
<|ue en el. pleito y con anterioridad a la sentencia condenato- 
ria que lo resuelve se haya cuestionado la inteligencia de alguna 
cláusula «le la Constitución, tratado o ley del Congreso o de 
una comisión ejercida en nombre de la autoridad nacional y 
que la decisión al respecto pronunciada haya sido contraria a 
la validez del titulo, derecfio. privilegio o exención fundada 
en dichas cláusulas. Fallos, tomo * 1 1, ingina í» y 175 ; 1 14. pá- 
Ifína 311 ; 118 nágjna 139; i¿3 página jgR entre' otro*. 

Que como consta de los autos remitidos por \ia de in- 
forme, tanto la sentencia del juez de la causa, foja- 26, como 
la de la Cámara que la confirma por encontrarla ajustada a 
las constancias de autos y disposkioneft legales invocadas en 
ella, no ha tomado en consíderacMNi ni resuelto cuestión al- 
guna ile derecho federal, las que han -sido formuladas de*, 
¡mes de concluido el pleito y al interponerse el recurso para 
ante esta Corte, lo que vale decir que lo han sido fuera de la 
<lehiíla oportunidad para los fines de la ablación de confor- 
midad con lo dispuesto en el articulo 14 de la ley 48 duda 
y lo resuelto reiteradamente por la jurisprudencia de esta 
Corte. i 

Por elk> y de conformidad con la expuesto y pedido por 
el señor I*roctirador Cenera! *e declara no haber lugar al pre- 
sente recurso. Xotifíquese y archívese previa rq*isición del 
|Ki|H'l y devuélvanse los autos remitidos por vía de informe 
con testimonio de la resolución. 

A. Bkkmkjo. _ Xicaxok G. OKI. 
Somb. — D. E. Palacio. — 
J. Fiut*KRo.\ AutiftTA. — Ra- 
món .\Ik\i»kz, 



t*2 f.m.ixh i>e la corre suprkma 

f* rutista Pueyo. cu la causa sajuida en su contra, por inf nu- 
tran um a la ley de defensa social número 70»»; sobre 
recusación. 

Sumario: i. w Las cantales de recusación enunciadas iKir el ar- 
tículo 4$ incisos 4.*, 5 • y 6. a de la ley de iwwcdimien- 
tos se refieren a las relaciono del juez con el litigante; r. 
con el ahogado y alinderado <te éste, y para que proc^' 
la reculación fundada en la causal de odio o re sentimien- 
to no basta alegar deducciones: es necesario invocar ac- 
tos directos del recusado que lo manifiesten. 

2? So pucoV decirse que exista interés en las re- 
sultas del pleito por haber suscripto la promulgación de 
una ley. discutida en la causa, contó no existe interés ni 
opinión comprometida por haber resuelto pleitos aná- 
higo*. 

Caso: I.o explica el siguiente: 



V.\I,U> HE EA CORTE St'PRKMA 

Bmm Aires. OctoM 21 ée M9. 

VtStos en el acuerdo y considerando: 

One fa presente recusación «-educi'Ia por el «Uior Canos 
N. Caminos defensor de 1 procesa;!'. Bautista Fueyo contra «1 
señor Ministro doctor Figuero Alcorta se furnia en los inci- 
sos 5." y 8.° artículo 43 <le la ley de 14 de Septiembre de 1863. 
manifestando que el recttsádo tiene intereses en esta causa por 
que ha promulgado la ley número 7.029 y odio o resentimiento 
contra el recusante ¡jorque en diversas publicaciones ha impug- 
nado esa ley emitiendo juicios adversos al funcionario que la 
promulgó. 

Que como lo ha hecho constar esta Corte en repetido» ca- 
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sos "las caudales <le recusación enunciadas |«r el artículo 43. 
isos 4, 5, y 6 de la ley de procedimientos se refiere a las re- 
del Juez con el litigante no con el abogado y apode- 
de éste" < Fallos tumo 45, |úgina 31 ; tomo 30. página 497: 

77- iwgina,343>. 
<¿»e a ello debe agregarse qw** imra que proceda la recu- 
sación fundada en la causal «le odio o resentimicno no basta 
alegar deducciones ; es necesario invocar actos directos del re- 
Clisado que lo manifiesten. « Fallos tomo no, página 416) . 

Qtte no puede decirse que exista interés en las resultar 
del pleito jx>r haber suscripto la promulgación <te una ley discu- 
tí Ja en la onusta asi como no existe interés ni opinión compro- 
metida por haber resuelto otros análogos, «lado que las leye< 
son aplicadas con arreglo a las peculiaridades del caso some- 
tido a la decisión judicial. ( Fallos tomo 5. página 86: tono 24. 
página 199). 

Que las circunstancias que se mencionan tampoco se v 
cuentran comprendidas entre las que se consignan en el 
lo 7$ del Código de Procedimietos en lo Criminal. 

Por ello y «le acuerdo con lo dispuesto en el articulo 28 
«le la citada ley 1863 y articulo 86 del Código de Procedtmien- 
en k> Criminal, no se hace lugar a la recusación intérpues- 
Téstense por secretaria los términos irrespetuosos subraya* 
con lápiz asid, apercibiemlo al letrado que l«>s suscribe para 
en lo sucesivo guarde entilo. 



A. Bermejo. — Nicanor O. DEt 
Soi.au. - D. K. Palacio. — 
Ramón Mkxi>KZ. 



F.UtOS Oí: \.\ CORTC SUPREMA 



Jnan Constantino Storani contra el Gobierno de la Nación so- 
bre cobro de fr¿<«. 

SKXTKVCf.x |>K|. SKXOK •JVV.7. PICOKRM. 

Y vistos: I«os promovidos por Juan Constantino Storani. 
contra el Gobierno <le la Nación, sobre o »1>ro de fiesos, de los 
<|iie resulta: 

1. " Que de foja* 9 a 12. se presenta don Francisco Men- 
dioitdou. jn»r el primero nombrado — instrumento de fojas 26 
— demandando al Gobierno Nacional, por cobro de ta suma 
de cuarenta y odio mil doscientos treinta y dos pesos con cin. 

lienta centavos m/n.. o la <|tk» fijen arbitros, con intereses, gas- 
ón y costas. 

2. a Que en Abril 24 de 1905, Storani firmó un contrato 
de ensanche y retiraciones del Colegio Nacional Central de la 
Capital, con el Inspector ( atiera! de Arquitectura, pero como 

I INider Kjecutivo resolvió interiormente construir un edifi- 
¡0 nuevo convino el Poder Kjecutivo con et señor Storani, 
en rescindir dicho contrato, a cuyo efecto se celebro otro me- 
diante el cual Storani construiría bs ot»ras a efectuarse en 
el templo de San Ignacio y demolería el edificio del Colegio 
citado, pagándote el Gobierno dos pesos con cinc.» centavos m/n. 
por cada metro cúbico de mampostería y quedando a beneficio 
del actor los materiales de la demolición. Acompaña el testi- 
monio de dicho contrato, que lleva fecha Diciemlirc 9 de 1908. 

,V° Que las obras de San Ignacio se realizaron a satis- 
facción y para <lemoler el colegio era nece>ario según contrato, 
articulo séfKiim». que «1 gobierno estableciese la forma y fecha 
en que eso >c ejecutaría, lo cual no verificó jmes dió a otra 
euqtresa la demolición. 

4/ Que el contrato celebrado entre Storani y el gobier. 
no. es de locación de servicios y está regido por los artícu- 
los t.6ft} y siguientes Código Civil y esiiecialmente .por el I.6j8, 
:t cuya letra y doctrina <le acoje. 
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Por «lemoltrión del metraje cúbico «le once mil cincuenta 
metro* mam|iosteria a precio «le contrato, y beneficio «le la ten- 
ta «le materiales, «lebe abonar el demandado la cantidad *e- 
ñala«la en el .primer resultando. 

5" Que el actor ha reclamado administrativamente sin 
éxito ante el Podpr Ejecutivo, y debe prosperar esta «lemán, 
«la i>or haberse cumplido los requisitos de la ley 3.95a, según 
surge «leí decreto «pie acompaña a fojas 8. Termina pidicmlo 
la condena acudida en el exordio. 

Corrido traslada «le la demanda, en virtud a lo «lispues- 
to a fojas 14 vucha. t«>ma la intervención el caso el señor Pro. 
curador Fiscal y «le fojas 18 a 22 contesta ex|x>mcn«lo: 

0" e reconoce ser exacta la existencia de los con- 
tratos celebrados entre el actor y el gobierno, pero «lescono. 
ce «pie aquel tenga derecho a imfc'nmización alguna y niega 
los pretendidos perjuicios por supuestas utilidades, así como 
todos los cálculos «pie se formulan en la liquidación «le fo- 
jas 11. 

2." (¿tie no tiene derecho alguno el actor a reclamar 
como lo hace, desde «pie el Po«Ier Ejecutivo, al contratar la 
wnstnicción «leí nuevo edificio para el Colegio Nacional Cen- 
tral. incluyendo la «ientolicttn «leí existente ejercitó la facnl- 
tad acordada |*>r el articulo 42 ley de obras públicas. 

.V Que Storani retiró' en Octubre de 1910, la garantía 
«leí contrato de Diciembre 9 de 1908. que comprendía to«lo lo 
referente a la «lemolición. garantía verificada de acuerdo al 
articulo 33. ley 775. Con arreglo a esta ley, ningún contrato 
«le obra pública puede subsistir sin garantía, de lo «pie se de- 
«luce que el gobierno interpretó «pie el interesado desistia de 
ejecutar esa obra — artículos 52 y 53 ley ciia«la — «lamió por 
rescindido el contrato conforme a los artículos 42 y 43 de egft. 
ley. pues eso importó el contratar el nuevo edificio y demoli- 
ción «leí viejo con una nueva empresa. 

4** Q** aparte de todo ello, «disentí que no eran once 
mil cincuenta metros cúbicos. fe» «pie habían «le «lentolerse sino 
seis mi! ochocientos veinte y cuatro, según constancia del ex- 
pediente agregado. 
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Termina reproducidlo las consideraciones de la sección 
Revisión de Obras y Liquidaciones. Inspección (leñera! y Di- 
rección General de Arquitectura — expediente 10.444 ^rv- 
ga«k». — y pide el recliazo de la demanda con cortas. Abierta 
la causa a prueba a fojas 24 vuelta, se produce la que expre- 
?_ el certificado de fcíjas 114 vuelta, jobre cuyo mérito alegan 
las partes a fojas it<> y 126. Se llama autos a fojas 1*4 
vuelta, con lo que la causa queda en estado de sentencia, di- 
ligenciándose para mejor proveer lo dispuesto a fojas I2t). 

Y considerando; 

i;* Que habiéndose reconocido «le conformi«la«l de par- 
tes la existencia de los contratos invocados en la demanda, 
procede establecer cimforme a sus términos el alcance que 
tienen y la validez «le las pretcnsiones formuladas por los ti- 
tigantés. 

2. a One el señor l*rocuradf>r Fiscal, sostiene la aplica- 
bilidad de diversos artículos «le la ley «fe obras públicas, nú- 
meros 775. a fin «le evidenciar la improcedencia «le la «lemán- 
da promovida. 

Ante todo es prudente establecer que el contrato celebra- 
do entre la Nación y Storani. en Noviembre 18 «le i«)o8, apru- 
lia«ta ¡km- «lecreto de 26 del mismo, tiene su antecedente for* 
ntol y necesario en el Decreto «le Octubre 20 «le i«lo8. dictado 
- Acuerdo <le Ministros — fojas 21 a /» expediente agre, 
pulo. — Kse contrato, cuy«» monto ascendía a 24453 S con 
00 centavos m/n.. originó una fianza «le cinco por ciento sobre 
esa suma «le acuerdo con el articulo 23. ley 775, importe de un 
mil trescientos pesos m/n., no obstante que las obras llega- 
ron a un costo «le 60.031 5* con 15 ctvs. m/n.. f«»jas 42 vuelta. 
4'». ex|H.'diente citado. 

\hora bien, esa .fianza de un mil trescientos imsos. estaba 
afectada sola y exclusivamente a las obras «leí tempk» de San 
Ignacio, según el contrato respectivo, de manera que nada te- 
nia ni tiene que ver-con las obras de «lemolición del viejo Co- 
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legio- Nacional, que se adjudicaron a Storani. mediante «I 
acuerdo «le Octubre J9, contrato <k Xoviemlwe 18 y Decreto 
del jo del mismo mes, año 1908. 

Kn el acuerda dudo articulo 4.". se indicalia "que en lo 
concerniente a la demolición del edificio «leí colegio, el gobier- 
no establecerá al forma y fecha en que lia de llevarse a cabo", 
lo nial significa que eran necesario por parte «leí Poder Eje- 
cutivo. dictar las disposiciones pertinentes para la consecu- 
ción de tal fin. Igual cosa se determinó en el contrato, ar- 
tículo 7. — fojas 22 y 25, expediente agregado. — Se des. 
premie de lo expuesto que a la facultad de establecer la for- 
ma y fecha de la demolición, corresponde la facultad de es- 
jwrar su establecimiento, a fin de llevarla a cabo, por cuanto 
facultades y obligaciones se desprenden para ambas partes 
«leí Acuerdo y contrato ya mencionados. 

3." Q»e el argumento capital, por asi decirse, de la de- 
fetva. finca en la deglución de la fianza otorgada por Stora. 
ni, de lo cual infiere que no puede reputarse subsistente el con- 
trato y en consecuencia bien puede el Poder Ejecutivo, pro. 
ceder colwo lo hizo ai contratar pura y llanamente la demo- 
lición y construcción con otra empresa — artículos 52 y 53, 
775- f°ja* 20 vuelta. 

Y bien, tal argumento es especioso. El contrato subsis- 
tía no obstante la devolución de la fianza, pues como queda 
dicho ésta no concernía más que a tas obras de San Ignacio 
y era menester determinar por el Poder Ejecutivo la forma 
y fecha de la demolición del colegio, para que Storani. pu- 
diese comenzarla en la manera como lo dis]msiesc el Poder 
Ejecutivo, vale decir con respecto a tiempo, cantidades, me- 
diciones, vigilancia, etc. etc., y «poder referir en definitiva el 
aliono de los dos pesos con cinco centavos moneda nacional 
por cada metro cúbico concertado a lo que se demoliese de- 
bidamente constatado. 

Por otra parte el articulo 42 «le la ley 775. no es de ré- 
gimen en este caso, por cuanto él trata de aumento o reduc- 
ción de costo o trabajo, lo cual como se ve no ocurre en el 
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prnito vn litigio, pues ni se aumentó ni redujo el c«»sto y el tra- 
hajo por e! l'oder Kjecutivo. sino que contrató lo obra de tle- 
nv ilición con un tercero. 

El artículo 4.1, también mancado por la defensa, no es 
aplicable «lcs«le que él se refiere al artículo 42. en prhner tér- 
mino y en segundo si hien se puede llegar a decidir hasta la 
sit^penStón en el tucfc> de las ufara* contratada*, ello supone 
m-ccsariauTcnte un comienzo de ejecución o |**r 1o menos una 
I» oibilidad de comienzo en las eimdiciones anteriormente con- 
certadas, cosa que no ocurre en este caso por no haberse «le- 
tenninado la f orina y fecha cómo se había establecido cu su 
op. nunidad i¡tte se verificaría. 

Y por último es inamisible la tesis sustentada por el se- 
ñor procurado; riscal, a fojas «ío vuelta, respecto a que el 
l'oder l-jecutivo «lió- por rescindido el contrato de fojas 23 
y 24. al contratar con la nueva empresa en_i«>t2, dado que 
según la ley 775. cap. VII, no hay tal manera de rescindir 
contratos jnir parte «leí Poder Kjecutivo. 

4." Que el acuerdo de voluntades resultante «leí contra- 
to «le Xoviembre 18 de 190B, aprobado por decreto «leí 26 del 
misu . debe reputarse que no perdió sus efectos por la razón 
de que se devolviese la fianza convenida pora las obras «le 
San Ignacio y se contratase con un tercero la demolicim «leí 
colegio, puesto «pie las «los circunstancias apuntadas no son 
suficientes para motivar la extinción «te las obligaciones crea- 
das mediante la relación de dereclto «pie res|>ect«> a Storani, 
y la Nación aparejaban el contrato y decretos citados, asi 
eonV> la projiosidóu de condkiunes «le f«>jas 14 y 15 y su 
acentactón «le fojas 21 y 22. expediente agregado. 

Además, el silencio «le Storani dtirante el tiempo trans- 
currulo desde que retiró la fianza prealudida. Iiasta que el 
gobierno contrató la tlentolición «°n tercera |iersona, ifula 
significa «Ie<de que si Men Storani pudo interpelar a su con- 
tratante, era éste «ptien debía explicarse por haberse reserva- 
do el establecer la forma y fecha «le la «lemolición. De modo 
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entonces, que lejos (le constituir manifestación de voluntad 
el silencio de Storsni para que el contrato lo recindiere el 
gobierno de por .«i. comportaba un acatamiento a lo pactado, 
o ¡tea ejecutar lo que a él concernía, una vez que se le indi- 
case lo pertinente, sobre el punto. Código Civil, articulo Qio. 
Por lo tanto la acción promovida en autos está ampara- 
por las disposiciones contenidas en las artículos 505. 
3A $m **$7 Y lf 9* M Coámo Civil. 
5/ Que en lo vinculado con el fondo del asunto pn». 
olwervarse que el artículo 1.638 del código nombrado lo 
ipla con toda precisión. 
Al res|«ctn de este articulo dice Machado, que la loca- 
ción de obras "es uno de los contratos en que se acuerda un 
privilegio extraonliario al locatario para dejarlo sin efecto 
]K>r su solí voluntad' 9 . "Se trata de la ganancia del que al- 
quila su actividad, no de la obra misma, y basta con tragarte 
lo que hubiera ganado concluyéndola para dar satisfacción a 
sus derechos; por consígateme debe abonársele los trabajos, 
gastos, asi como las utilidades que habría obtenido: será «na 
cttesión de apreciación pericial". "La última parte del articu- 
lo decide una cuestión suscitada entre los intérpretes sobre la 
extensión «le los daños y perjuicios, reduciéndolos en cuanto 
la ganancia : "a la que hubiere |Midido obtener del contrato** 
como b> sostenían algunos autores franceses que debía 
¡r el provecho que habría cbtenido. en nuón de otras 
is que hubiere rehusado", tomo 4-°. página 444 
Rl articulo en cuestión de nuestro código, númem i.6j8, 
ha sido tomado del articulo 17*H del Código Civil Francés, — 
entre otros, por lo cual conviene recordar que varios comen- 
taristas de aquél. ftamdry. I-acantinerie. Whal. por ejemplo, 
convienen en que el precepto legal constituye una excepción 
al principio de que las convenciones no pueden ¿er revocadas 
de común acuerdo y extienden la indemnización a qOc 
tiene derecho el locador a todo lieneficio que podría haber pro- 
curado la ejecución del contrato, lo cual rige aún contra el 
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Ivtailo cuando trata de obra* públicas contratada*. Droil 
Civil. tomo ic>. página 8¿i. En parecido* termino* Aubry y 
Rnu. tomo 4, página 528. 

Que e*tal»lecido el tkrrecln» aplicable a los hecho». 
anV izados, cabe determinarse la indemnización a cargo 
dem am Vacia . 

I-a actnra en su liquidación fie fojas n vuelta, hace un 
cálculo estimando una cantidad dada de metros cúbicos» mani- 
postería y otros rubros, que suman el total pediilo en la de- 
manda. KI informe del prrit» único de fojas ion y siguien- 
tes establece el mismo metraje que dio la Oficina de Arqui- 
tectura a fojas 45 expediente agregado, y en general la ac- 
tora ace]>ta el informe expresado fiel perito único conforman- 
dos con sus conclusiones y cantidades, a fojas 121 vuelta 
y Í22. 

I«as consideraciones del informe |iericial son atinadas y 
demuestran <lominio completo en la materia. Pero de ahi 
no puede inferirse que deban obligar inexcusablemente Ja 
conciencia del juez, atenta la evolucitjp del derecho sobre eT 
¡articular y que ha sido condensad» en la fármula: Jictum 
cx+crtorUM nunquam transti m rrm judkútam. Valga ello- 
-pura aceptar dicho informe, así como para reducir las cifras 
totales a que llega y acepta la actora. desde que el criterio 
judicial puede y debe accionarse a fines de moderar aprecia 
1 iones mu- le parezcan un tanto elevatlas, teniendo en atenta 
pafn ello 1n naturaleza «le la causa, la conducta de las part* \. 
la prueba proilucida. stt índole, desarrollo y alcance, previo 
liú análisis prolijo. 

7." yue de confi>rmidad con lo consignado en el consi- 
derando anterior, procederá fijarse por el juzgado, la suma 
mo itnportáVi los dz-fios y perjuicios, cuya indemnización se 
reclama, pues si himi no han sido comprobados aquellos en 
toda su integridad, eso no arguye en favor de su inexistencia 
Crtinrt lo (iene reiteradamente declarado el suscripto en senten- 
cias confirmadas |*»r la Kxma. Cámara — I>cl PajKt v. Xeitss. 
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Noviembre 27 de 1917. — Luna v. F. C. Pacifico. Mayo 14 
del corriente aflo. 

Kn vista de ello y accionando c! precepto contenido en 
«1 articulo 220 del Código de Procedimiento de la Capital, su- 
pletorio en lo federal, defiero al juramento estimatorio del 
actor, la cantidad de veinticuatro mil pesos moneda nacional, 
dentro de la cual deberá fijar el importe reclamado jww todo 
concepto en esta causa. 

Por todas las consideraciones de hecho y de derecho que 
n, fallo: condenando al Gobierno de la Nación, a a'*> 
r al actor Juan Constantino Storani. la suma que éste <le- 
nnine dentro de veinticuatro mil pesos moneda nacional, 
debiendo prestar al efecto el juramento estintatorio proscrip- 
to en el articulo jjo del Código de Procedimientos de la 
ital supletorio en lo Federal, con intereses estilo Banco de 
ación Argentina, a contar desde la interposición de la 
nda y costas a cargo de la parte vencida. Suprema Cor- 

115. páfitta 15. 
Practiques* el juramento dentro del término de diez días 
de consentida o ejecutoriada la presente y se determina el ca- 
rácter meramente declaratorio de esta sentencia de acuerdo 
<x>n lo dispuesto en el articulo 7." de la ley 3.952. Xotifique- 
.sc, re|M*mgase el sellado y oportunamente archívese, prnía de- 
volución del expediente administrativo 10.444 a su proceden- 
Saúl M. Escobar. 
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Y vistos v considerando: 1 * Que como lo establece la 
-sentencia recurrida, la parte actora lia justificado en forma 
legal el derecho invocado en su demanda tendiente a obtener 
Gobierno de la Nación una justa indemnización de los 
perjuicios sufridos por habérsele rescindido, sin cao-a justi- 
ficada, el contrato que ad referendum tenia celebrado con 
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la Dirección (k-neral ele Arquitectura en Noviembre 18 
njoK, |iara la construcción de la casa parroquial en el Templo 
de San Ignacio de esta Capital y la demolición del edificio 
del Colegio Nacional, aprobado por el Poder Ejecutivo Na- 
cional con fecha 26 del mismo mes y año. (Constancias de 
fojas ¿4 y 30 del expediente (pie corre por cuenta separada). 

Que, respecto a la indemnización a fijarse en defini- 
tiva, conviene o!»servar. (pie de común conformidad de par- 
tes manifestadas en la audiencia de fojas 44, y por no haber- 
se ellos puesto de acuerdo en el nombramiento de un sólo pe- 
rito para practicar la pntelm ¡íerkial propuesta en el escrito 
de fojas 31. se autorizó al juzgado |»ra que lo hiciera de ofi- 
cio, recayendo ese nombramiento en la persona «leí arquitecto 
señor Alberto Coni Molina. 

y Qlfe no obstante que la semencia reconoce que el 
informé ,>ericial fie fojas 100 concuerda con el cálculo hec 
en el escrito de demanda sobre metros cúbicos, mamposteri 
y otros rubros, asi como también con el metraje que dió la 
oficina de arquitectura a fojas 45 del ex)*diente, agregado, 
se aparta de sus conclusiones y fija una suma muy inferior 
a la que establece la pericia. 

4." Que. desde luego, <i existe esa armonía o confor- 
midad en el metraje cúbico de manipostería que debería de- 
moler Storani y con otros rubros, entre la fija«la 
único nombrado de oficio con la expresada en la demanda \ 
con el computo hecho por las oficinas públicas de la Nación, el 
Tribunal no encuentra razón fumlada para apartarse de las 
conclusiones de ése peritaje, razón |>or la que lo acepta en 
forma amplia; con tanta majw razón si se tiene presente e! 
origen del nombramiento recaído en el arquitecto Cmri Mo- 
lina, que juiciosamente es de suponerse asegura en sus pro- 
cederé* una mayor suma de imparcialidad, afearte de «pie. como 
lo reconoce la misma sentencia, "las consideraciones del in* 
forme |iericial. son atinadas y demuestran dominio completo 
'le la materia". 
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Por las consideraciones precedentes y fundamentos con. 
contantes, se confiniia en lo principal la .sentencia ai>ela<la, 
oni interese* a estilo de Banco y a contar desde la interpela- 
ción judicial, modificándosela en cuanto al valor de la suma 
dentro de la cttal deberá prestarse el juramento estimatorio 
que se fija en treinta y siete mil setecientos treinta pesos con 
nueve centavos motunla nacional ($ 37.730.09 111/11. \. con la» 
costas de esta segunda instancia. 

Xotifiquesc y re¡Minga.sc el .sellado en el juzgado de su 
radicación. — T. Arias. — A. Urdmarrain. — Marcelino Es- 
calada. 

KA 1.1 /) !>E KA CORTK SL'PRKMA 

Vistos y cunskleramlo: 

(¿ue con arreglo al contrato de f s. 3, ¡mocado por el actor 
y reconocida por el representante de la .V ación, aquel debió 
tener a su cargo la demolición del edificio del Colegio Nació, 
nal Central de la Capital, y tales demoliciones, según los 
cómputos <|uc reproduce la pericia de fojas lotj de autos 
alcanzan a seis mil ochocientos veinticuatro metros setecien- 
tos sesenta y cinco milímetros cúbicos. 

Que la cifra correspondiente a esa obligación ha queda- 
do disminuida |x*que el Gobierno, sin estar obligado a ello, 
otorgó al actor la demolición de «los mil setecientos cincuen- 
ta y cuatro metros novecientos cincuenta milímetros cúbico* 
< fojas 47, y 67. expediente administrativo número 10444 
letra C. dd Ministerio de Obras Públicas), correspondientes 
a nn edificio adquirido con posterioridad al contrato, y en 
consecuencia el f*oder Ejecutivo sólo estaba obligado a com- 
pletar k>s metros cúbico* seis mil ochocientos veinte y cua- 
tro, setecientos sesenta y cinco milímetros en que ha sido cal 
ulada la obra a demoler según contrato, desde que. como 
sostiene por el propio actor, bis demoliciones y demás obras 
teriores le fueron encomendadas a título «le compensación 
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equitativa |>or ta rescisión «le! contrato primitivo < fojas 14 
vuelta expediente administrativo agregado; fojas 167 vuelta 
10X vuelta de auto*). 

(¿ue la diferencia a favor del demandante, es ¡me* la 
que resulta de las dos cantidades precedentemente indica- 
das (metros cúbicos set* mil ochocientos veinte y cuatro Coii 
setecientos sesenta y cinco, menos dos mil setecientos arfr 
cuenta y cuatro con novecientos cincuenta 1 o sean cuatro mil 
sesenta y nueve metros ochocientos quince milímetros cúImcos. 

(¿ue la pericia ile fojas 109 estimo en treinta y siete mil 
setecientos treinta f*sxw, ntteve centavos moneda nacional los 
beneficios que el actor habría percibido si se le hubiese enco- 
mendado la demolición de Uv» metros cúbicos seis mil ochi»- 
cientos veinte y cuatro setecientos sesenta y cinco milíme- 
tro de que constaba el edificio del Colegio Nacional Cen- 
tral, lo que da m liencficio de cinco pesos cincuenta y dos 
centavos moneda nacional por ca<ta metro cúbico ? habiéndo- 
se establecido precedentemente que la obligación dd gobierno 
debe reducirse a entregar al actor cuatro mil sesenta y nueve 
metros ochocientos quince milímetros cúbicos, el beneficio que 
puede demandarse es el correspondiente a esta cantidad, que 
calculado a cinco |iesos cincuenta y dos centavos nacionales 
]x>r metro cúbico, da la simia de veintidós mil cuatrocientos 
sesenta y cinco pesos treinta y «siete centavos moneda nacional. 

Por estos fundamentos, modificando la sentencia apelada 
de fojas 174 se declara de conformidad con el artículo 7 de 
la ley 3.952. que la Nación está obligada a abonar al actor 
la cantidad de veintidós mil cuatrocientos sesenta y cinco pe- 
sos con treinta y *iete centavos moneda nacional («4"5-37 
Siesos moneda nacional» . con sus interésese a estilo de flaneo 
desde la interpretación judicial. Las costas de las diversas 
instancia** serán satisfechas en el orden en que se han cau- 
sado por no Italier prosperado la demanda en twlas sus par- 



tes. Notifiques* y (fevüelvamse reponiéndole e! sellado ante 
el juzgado de origen. 

A. Ckrmkjo. — Nicanor G. w.u 
Som». — D. E. Palacio. — 
Ramón Ménwíz. 



xtradicióii ée Pascual Rogerio, solicitada por el gobierno 
de los Estados Unidos del Brasil 

• 

Sumario : Ks improcedente una extradición solicitada |*or el 
<¿>Mernp de los litados L uidos del Brasil, en que, adé- 
más de no haberse llenado los requisitos exigiilos por tí 
artíailo 652 del Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal no hay prueba* concluyentcs que twrmitan establecer 
la identidad del requerido. 

C'as<í: ls> explican las piezas siguientes; 

SKXTKXCIA OKI. SKÑOK yin» FtiPKNAI* 

La Plata. U*f I« 4t l«x. 

Kstudiadas estas actuaciones de las cuales resulta: 

1. " Qite la Ugación del BrasU, con fecha doce «le Di- 
ciembre ultimo, ofrece reciprocidad y pide la extradición de 
Pascual Kogerio o Faaio. vecino de Suipacha. italiano, de cua- 
renta y ocho años, regular estatura, un poco encorvado, de 
ojos salientes y amarillos, cabello negro, bigotes y barba afei- 
tados; sujeto que. según la requisitoria, fué condenado en ai 
ile Septiembre de 10x6. a sufrir la pena del articulo *>|. párra- 
fo segundo del Código Penal del país requirente, como autor 
del delito de homicidio en la persona de Carmela Rosilla Cai- 
vano. según sentencia dictada por el señor juez de derecho de 
la comarca de Taquaritinga. Kstado de San Pablo. 

2. " Que. el señor procura<lor fiscal aconsejó la inmedia- 
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ta detención cid refugiad», la <|iie se decretó el treinta y uno 
«le Diciembre ppdo.. siendo cumplida el cinco de Knero del co- 
rriente año según nota <M señor Jefe de Policía de la Provin- 
cia, que corre agregada a fojas 17. 

3. Que, el siete del mismo mes y ano. a requerimiento 
del juzgado. coiu|KtrecHi el detenido y dijo: llamar** I^scual 
Pasto, ser hijo de Salvador Fazio y de Clara Talaríea, italia* 
no, ele treinta y ocho años de edad, casado con M«aria Batorta, 
no ^abe leer ni escribir, tiene doce años de residencia en el 
país y minea 1» sido procesado. Afirma no haber estado en el 
I» ra sil ni conocer a la mujer Carmela Rosilla de Caivano; pe- 
ro no recítenla bien donde estuvo en 1900. y manifiesta que 
ha «suicido en Chivilcoy a un sujeto llamado Pascual Rope- 
ro, que falleció. 

4. Que a fojas 20. con fecha o, de Knero del corriente 
año. el señor defensor tlel detenido, que era el de pobres y au- 
sentes, se opuso a la extradición por no estar justificado que e/ 
requerido y el condenado fuera la misma persona compare- 
ciente al juicio. 

5-" 0"? requerido informe a la oficina dd Registro Ci- 
vil de Chivilcoy, con d carácter de para mejor proveer, re- 
sulta que no <se encuentra anotada ninguna partida de defun- 
ción «le Pascual Kogcrio; y la policía informa que no existe 
tal sujeto, subtiendo que se trata del mismo Faaio. detenido 
en Suipacha ¡x>r orden del Juez Federal. 

6." Que. recibida la causa a prueba, se produce como 
eta única y de común acuerdo de partes, el dictamen peri- 
al, que corre agregado de fojas 37 a 44: obra de los docto- 
res Miguel ftenitez y Antonio (kmzález, de la sala de primeros 
auxilio* de esta ciudad, quienes llegan a la conclusión de que 
el detenido y el requerido son la misma persona. 

jr Que en la audiencia señalada para informar í» fOce r 
Comparece el nuevo defensor tloctor Gregorio I«ascano, qttieti 
solicita la agregación del memorial corriente a fojas 51, en el 
que se opone a la extradición, niega la identidad ile su defen- 
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If? 



«lirio c« n el rcipierMo, rebatiendo la* conclusú *ies y fuiulameu- 
tos de! dictamen pericial, y hace mérito especialmente «fe la 
falta de tratad» con el Brasil, circunstancia que. a su juicio, 
inhabilita al juzgado para acordar la extradición, unía ve* que. 
de acuerdo con el principio consagrado en nuestra Consthit. 
ción, nadie puede ser condenado sin juicio previo, fundado en 
ley anterior al hecho de la causa. 

R° Que. por excusación del seftor Juez Federal interino, 
ductor Rodolfo Rossi, se designó al conjuez doctor Carta* Ba- 
llesteros ; y. por haber sido nombrado éste vocal «le la Supre- 
ma Corte de la Provincia, se designó al infrascripto, que ac?p- 
el cargo coniecha lo del corriente, según constancia de fo- 

& 57- 

yue, previa vÑta (leí preso, y de acuerde» con lo* da- 
to» suministrados por este, se solicitó un informe de la Di- 
rección Cienera! del Registro Civil, con el carácter de para me- 
jor proveer : repartición pública que lo produjo a f s. 6o en for- 
nrt concordante con lo manifestado por el detenido, es «fecir : 
qw» en la oficina del Reg. CK4I de Chivilcoy se registran las 
partidas «le nacimiento «le José Benito, Carlos Clara y San- 
tos, bijm de Pascual Fassio « Fació y de María Bartor*!. na- 
cuk.s «11 los afir* 1012, 1913. 1015 y 19"". rospectivamentc ; lo 
que significa «pie el re<|ueri«lo ha formado una familia argen- 
tina, y «pie. si fuera realmente el criminal, habría dado mués- 
«ie una reforma positiva, que hace innecesario y hasta pe- 
su encarcelamiento. 

Y considcramlo: 
1 • Que es improceilente la «lefensa «le que no existe ley 
que autorice la extradición: 

El Cótligo de Procedimientos en materia penal, que es 
ley anterior al hecho «leí requerimiento, establece la norma «fe 
conducta a seguir en casos como el de auto»; y asi, en el in- 
ciso i." del articulo «146, declara procedente la extradicfc'ti. se- 
gún el principio «le la reciproci«lad of recida por la Refiública 
«leí r.rasil. 
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-i." (Jue. si la ley exista para que proceda la extradi- 
ción, es ind¡s|xiisal>lv cumplir expresamente con todas las exi- 
gencias «le la ky. Y cabe preguntar, si se lia cumplido con 
ellas. 

KI articulo tyí del citado Código, manda que el Poder 
Kjecutivo. pretio dictamen del señor Procurador (¡eneml <(< 
la Nación resuelva sobre la procedencia o improcedencia de 
la requisitoria. Y muy justo que sea así, toda vei que. d 
acuerda con lo dispuesto en el artículo 86. inciso 14 de la 
Constitución, el Poder 'Ejecutivo es el encargado «le mante- 
ner las fetenas relaciones con k>s países extranjeros. 

3¿ Que solo consta en autos una resolución, que lleva la 
firma del señor Ministro de Relaciones Exteriores, resolución 
que hace referencia a un dictamen del señor Procurador Ge- 
neral de la Nación, que no corre agregado al expediente. De 
manera que falta uno de los requisitos indispensables para en- 
trar a resolver el asunto: el decreto del Poder Ejecutivo, con 
liase en el dictamen del señor IVocurador Genera!. 

Por estas consideraciones, y sin entrar al estudio de las 
particulares del proceso. 

Fallo: 

Xo haciendo lugar a la extradición de Pascual Rogerio. 
o Rogeiro o Fazio, requerida por la Legación del Brasil. No- 
tifíqiiese, y mía vez consentido, póngase en libertad al preso 
y hágale saber a quienes ci»rres|>on(la. 

Eéyardo J. MUjuts. 

SEXTKXCIA HK I.A CÁMARA F£nKR.M, DK AFKI.M'IOXKS 

U PIM, Atril • 4t Itttt. 

Y vistos: Resultando de autos que no lian» sido llenados, 
en el caso, los requisitos que exige el articulo 05a del Código 
ilc Procedimientos, confirmase el auto apelado de fojas sesen- 
ta y una y devuélvanse. — H. (¡nido t. avalle. — José Mareó. 
— Antonio Mareenaro. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BwN M*m, Octubre 23 4e 1919. 

Vistos y considerando: 

Que la sentencia apelada, confirmatoria de la de i. a ins- 
tancia, no hace lugar a la extradición de Pascual Rogerto so- 
licitada por el Gobierno de los Estados Unidos del Brasil, adu- 
ciendo como fundamento la circunstancia de no haberse He. 
nado en el caso los requisita exigidos por el artículo 652 del 
de Procedimientos. 

Que aún prescindiendo de la inobservancia de los requi- 
sitos legales en los procedimientos administrativos, la extradi- 
ción no puede ser acordada en atención a la falta de pruebas 
concluyeme* que permitan establecer que la persona detenida, 
que afirma llamarse Pascual Fazio y que reside en el país des- 
de hace más de diez años observando una conducta normal . 
sea la misma que bajo el nombre de Pascual Kogcrio se en- 
cuentra acusada de homicidio y lia sido objeto del auto de 
prisión que se invoca como recaudo de la requisición. 

Que la única* prueba producida a los efectos de la iden- 
tificación del requerido consiste en el informe pericial de fo- 
jas 3% 

Que aún citando en dicho informe se llegue a la conclu- 
sión de que el detenido y el .procesado Rogerio son una mis- 
ma persona, fundándose en presunciones sacadas de supues- 
tas reticencia; de Pascual Fazio y en la coincidencia de algu- 
nas seílas personales de éste con las que se atribuyen a Roge- 
rio, como ser la edad probable, la mediana estatura y el ligero 
encorvamiento de la espalda, tales circunstancias no forman 
una prneta convincente del hecho controvertido porque no son 
grave ni precisas ni inequívocas y porque el mismo dictamen 
pone <le manifiesto la desemejanza respecto de un rasgo fí- 
sico de suma importancia para la individualización, desde que 
hace constar que Pascual Fazio presenta los ojos hundido*, 
mientras que el procesado Recrío los tiene calientes, según se 
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expresa en los documentos con que se instruye el jiedido de 
extradición. 

Que en presencia <le esto* elementos de juicio contradic- 
torios y «le la-* presunciones que surgen de la conducta obsér- 
vela )x>r el detenido durante su prolongada residencia cii el 
país, donde ha formado una familia y ha vivido consagrad» 
al trabajo, debe considerarse hnpnjbado el hecho principal dis- 
cutido en el juicio, esto es. que Pascual Fazio sea la persona 
procesada por homicidio a la cual se refieren los procedimien- 
to* judiciales de fojas i y siguientes, y en consecuencia dene- 
garse la extradición solicitada. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia apelada 
«le fojas 75. Xotifiquese y devuélvanse a los efectos del ar- 
ticulo 651; del CVmIí(p> de Procedimientos. 

Xicwiir C Wíi, Sh.au. — J. 
FwrmtoA ALCOjtTA. — Ra- 
móx Mkm*:z. 



felón de Juan C. Camacho. — .4 solicitud del Gobierna 
de h República de Bolki* 

Sumario : Procede la extradición solicitad por el ministro di* 
plomático di la república de RoKvia, de un procesado an- 
te los tribunales de dicho país, en que se ha presentado 
copia legalizada de la ley penal correspondiente y del auto 
que admitió c | pedido de detención del presunto delin- 
cuente y demás antecedentes a qne se refiere el inciso ,y # 
del articulo 10 del Tratado de Derecho Penal Internacio- 
nal suscripto en Montevideo. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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Vistos y considerando: 

Que el Tratad» de Montevideo en el titulo sobre ex- 
tradición, articulo 30, inciso i." establece que debe presentar- 
se respecto <le los presuntos delincuentes copia legalizada de 
h **>' Pf"* 1 apbcaWe a la infracción que motiva el pedido de 
extradición y del auto de detención y demás antecedentes a 
«me se refiere el inciso 3." del articulo 19, lo que se sustituye 
en el presente caso c«>n un shnple "como se requiere" en \tz 
' auto de detención en el que se consignarían además de los 
personales, la calificación legal del delito cometid» por 
y las circunstancias de tiempo y lugar necesarias 
jwz exhortado para establecer si han sido llenados los ex- 
tremos que exige la ley para conceder la extradición pedida, 
a." Que. además, el requisito esUUeddo en el inciso 3.» 
articulo ly del Tratado, no ha sido llenado tampoco en el 
presente caso, desde que los documentos acompañados no son 
suficientes para establecer que el pedido de extradición v e! 
enjuiciamiento del reo. según las leyes del país requirente.' es- 
te autorizado en este caso. 

Por estos fundamentos, no obstante lo dictaminado por 
«1 señor Procurador Fiscal, resuelvo no hacer lugar al pe- 
dido de extradición de Juan C. Camacho, solicitado por las au- 
■ ules de Bolivia. . 





Miguel L. Jan tus. 

SRMTKXCIA DK I¿\ CÁMARA t-'KltfvKAI. I>R Al'Kl. ACION KS 

*"■■! » AlMSV AflM** 14 * IMS. 

Visto el pedido de extradición de Juan C. Camacho a so- 



del Gobierno de Bolivia y considerando el tribunal 
los documentos acompañados no son suficientes, va que 
, de acuerdo con » dispuesto en el inciso 3." del articulo 
o del Tratado «le Derecho Penal Internacional del Congreso 
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di a Monte víileu. liciten autorizar la prisión y enjuiciamiento 
del reo. lo que na ocurre en el caso snb judWe, en que el auto 
transcripto a foja* 12 vía., haciendo lugar a la detención pedi- 
da por el denunciante y fiscal, no reúne respecto al requerido 
los requisitos exigido* ¡>or el Código de Procedimiento» de 
Itolivia i art. 88 ); por ello y »"s fundamento* se confirma 
con costas la sentencia recurrida de fojas ¿8 que no hace lu- 
gar a la extradición «le Juan C. Camacho. Devuélvase. — J#«r- 
ccliiio Escalada. — A. Vrdimrrain* — T. Arias. 

KAI.I.O DE LA COUTE SCPUKMA 

8h*W AiM. OctafeM 2» ét lili. 

Y vistos: 

K<tos autos de extradición de Juan C Cantadlo solicita- 
da po* el señor Ministro diplomático de la República de lio- 
liyia, — * 

Y considerando: 

<¿itc existiendo tratado entre la Nación requeriente y la 
de asilo del requerido, ya sea como condenado o como presun- 
to delincuente, la extradición debe ser pedida 11 otorgada en 
la forma y con los requisitos que en él se prescriban (artículo 
'148. Código de Procedimientos en lo Criminal). 

<Jue el Tratado de Derecho Penal Internacional suscrip- 
to en Montevideo el 23 de Knero de 1880. aplicable al caso, 
dispone que los recaudos de mi pedido de extradición, único 
punto cuestionado en autos y que ha motivado las decisiones 
del Juzgado y Cámara Federal denegatorias de la extradición, 
serán; resfiecto de los presuntos delincuentes copia legalizada 
»!r la ley jienal aplicable a la infracción que motiva el pedido y 
del auto de detención y deniás antecedentes a que se refiere el 
inciso 3. a del art ionio 19. 

Que consta a fojas 13 la copia de la ley penal correspon- 
diente y a fojas 10 y 1 1 el auto «pie admite el pedid» de de- 
tención al mismo tienq*» que la extradición solicitada por el 



querellante y el Ministerio Fiscal, sin que pueda desconocerse 
<|iic los documentos que presenta la nación redamante, según 
las leyes testimoniadas, autorizan la prisión y el enjuiciamien- 
to del reo. amo lo requiere el ¡fideo £* «¿I articulo 19 de! 
Tratado. 

Que de esos documentos aparece que en el juzgado de 
instrucción <le Cochaljamba. República de Bolivia, se procesa 
a Juan C. Camacho, como empleado subalterno de la Sección 
Contabilidad y Caja de la casa comercial Arauco, Prado y Cía., 
por substracción de fuertes sumas de dinero de las que llevaba 
a depositar a los Bancos, asi como de la* cobranzas que veri- 
ficaba, haciéndose ascender la defraudación a pesos bolivia- 
nos 12.636 con 45 centavos, infracción que las leyes en copia 
acomunadas reprimen con la pena de cuatro a ocho aftos de 
reclusión. 

Que el conjunto de los documentos agregados de fojas 11 
a fojas 18. revejan que no es el caso de negativa por insufi- 
ciencia de los mismos para reabrir el juicio de extradición si 
el (Gobierno redamante presentara otros o complementara los 
ya {presentados a que se refiere la parte final del articulo 37 
del mismo Tratado. 

Por ello y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
19 del Tratado de Derecho Penal Internacional citado, se re* 
voca la semencia apelada de fojas 33 y se hace lugar a la ex- 
tradición del requerido Juan C. Camacho. Devuélvanse al 
juzgado de procedencia a cuya disposición se encuentra el rc- 
qtterido r fojas 3) a fin de que lo haga saber al Poder Eje- 
cutiva a los efectos del articulo 37. párrafo primero del mis- 
Tratado. - 7 

A. Bkrmrjo. —, Nicanor G. ow. 
Sotar. — ). Ficurroa Al- 
corta. — Kamóv Mkxdkz. 



ñores Mnjica y Corián en autos con el Ferrocarril Oe 
Buenos Aires, sobre daños y perjuicios. — Recurso 
hecho. ' 

Sumario: No pnK^de el recurso extraordinario «Id articulo 
14. ley 48, contra una sentencia que fundada en prescrip- 
ciones «leí «brecho común sítfire las responsabili«h«bs del 
l>orteiidor. y relativamente al caso fortuito, desestima una 
demanda daftos y perjuicios sufridos con motivo del 
transporte «je una mercadería. 

Casó : Lo explican las pieza» sigtircntc» : 

DICTAMKX DEL SKXOK MtOCURAUOK CENE* AL 

Suprema Corte: 

l.os señores Mu; tea y Covian demandaron a la Empresa 
«bl Ferrocarril del Oeste ile Buenos Aires p«>r daño* y perjui- 
cios «pie dijeron, balitan sufrido con motivo del transporte de 
una mercadería <le su |irupiedad cargada en la Estación Tre- 
bolares ¿on destino a Mercado Central <fc Frutos. 

Iniciaron su acción ante el juét «le Comercio «le la Capi- 
tal de la Nación. 

Substanciada la causa, fué faltada por dicta» magistrado 
desestimando la demanda, funda mk» su sentencia en «lisposicto* 
nes «bl Código de Comercio. 

Dicha sentencia ha si«io confirmada por la Cámara en fc> 
Comercial, inter|>retando y aplkamlo preceptos <(et Código 
Cinl y del «b Comercio citado, relativos a la responsabilidad 
de los empresarios de transporte. 

Contra esta resolucMn el «bmambdo ha interpuesto para 
ante V. K. recurso extraordinario «le a(>elación fundado en 
el artículo 14 «b la ley 48. abgamlo <pie «turante el juicio se 
ha discutido la interpretación y aplicación «b disposiciones 
de la Iry (íeneral «le Ferrocarriles y su Decreto Reglamenta- 
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rio. y que, habiendo sitio adversa a sus intereses la sentencia 
aludida procede el recurso deducido por ser una ley especial 
nacional la que ha estado en tela de juicio. 

Considero un emir de derecho esta afirmación. 

La ley de ferrocarriles es general para todas las relacio- 
nes de derecho a que dieren lugar los ferrocarriles existentes 
en la República, sean nacionales o provinciales <* articulo iS). 
Cuando eHa quiere limitar sus disposiciones al orden federa] 
las í-jIoc» en los capítulos «festinados a! efecto. Kl titu'o III 
comprende, -orno el mismo lo indica, arsposicíres comunes a 
toilos los ferrocarriles, jo qu¿ quiere decir que ése tttui es 
de derecho común y no de derecho federal. Habiendo el 
infrascripto formado parte de la comisión que redactó el pro- 
yecto de esa ley. confirma esta interpretación. 

Además, el artículo 50 «le la misma ley dice que será tam- 
bién aplicable a las empresas ferrocarrileras, las disposkk». 
nes de las leyes generales sobre transporte* en todo» los pon- 
tos no previstos por ta presente ley. 

He dicho ya que en el caso de autos se reclaman daños y 
perjuicios por el incttmpittmento de un contrato «le transpor- 
te de mercaderías, todo lo que es materia de derecho común. 
Asi lo ha entendido la Corte Suprema «90. fallos. 1114; 108. 
fallos, 90). 

En tal virtud el recurso interpuesto es improcedente por 
cuanto el artículo 14, de la ley 48. *n que se pretende fun- 
darlo; sólo autoriza la apelación cuando se trata de la ínter, 
prefación y aplicación de leyes federales. 

Por lo que pido a V. K. se sirva declarar liten denegado 
el recurso deducido. 

José Nicolás Matíenso. 

FAUX) DC LA COfcTK SUPMtlf A 

AlfVifl Octabvt S* ctt 

Autos y vistos, considerando; 
Que la sentencia apelada de la Cámara <le Apelaciones 
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en to Comercial de la Capital se funda en la* prescripciones 
<lcl derecho común sobr? las res|>onsab¡lidaó>s del porteador, 
y relativamente al caso fortuito, asi como en conclusiones de 
hecho, observándose que "tampoco se ha demostrado que la 
empresa incurriera en actos u omisiones culpables sin las cua- 
les el incendio »o se habría producid. 

< Jtu- la misma disidencia que se invoca por el recurren- 
te al interponer esta queja se basa en la apreciación de las 
prueta* producidas y en las disposiciones del derecho común, 
(¿rtkuloes 162 y 176 del Código de Comercio). 

Otie con arreglo a la jurisprudencia establecida y lo dis- 
puesto en el articulo 15 de la ley número 48. las conclusio- 
nes de hecho y apreciación de las pruelms asi como la aplica- 
ción del .derecho común, son ajenas al recurso extraordinario 
del articulo 14 de la misma ley. 

Por ello, y de conformidad con la {icdido i>or el señor 
Procurador General, se declara bien denegado el recurso. No- 
tifiquen y repuesto el |Kipel archívese. devol\ i iéndo*e los au- 
tos venidos jM»r vía de informe con trascripción «le la pre- 
sente. 

.A. Kkrmejo. — Nicanor G. dKl 
Sola*. — D. E. PAt\cio. — 

J. FlGUKtOA AljCORTA. 



MunieipalidaJ de Lomas de Zamora, en autos con ¡os seño- 
res Moretigo. Perrone y (InyHelmno. sobre cobro de pe- 
sos. Ra urso de heeho. 

Sumario : 1 • lis extemporánea a K»s fines <lel recurso extraor- 
dinario del articulo 14 de la ley 48, la invocación de pre- 
ceptos constitucionales hecha con posteriaridad a la de- 
cisión recurrida. 

2.° No procede didio recurso en un caso en que la 
cuestión discutida es si proce<te o no eml»argar bienes de 
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una persona jurídica, asi calificada por el Cófligo Civil, 
la que se afirma se halla exento de embargo con arreglo 
a disposiciones del Código de Procedimientos. 
Vaso; !x» explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN MI. SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

BMfM Afrtff, Octubre <> tfe Jtlfi 

Suprema Corte: 

La Municipalidad de Lomas de Zamora (Provincia de 
Unenos Aires), ejecutada por tos señores M o rengo, l'cnonc 
y C.iiglielmii o ante liw tribunales provinciales «Se f..i Hala, 
apela ele IkscIio ante V. K. contra m atito .pie le deniega el 
levantamiento de un embargo trabado en sus rentas. 

I'ero al hacerlo a fojas 130 lia omitido demostrar, como 
lo prescribe el articulo 15 de la ley 48. que su fundamento 
aparece de autos y tiene una relación directa e inmediata con 
las cuestiones de validez de las leyes, tratados o comisiones 
en disputa. 

No basta a tal fin limitarse a decir que la sentencia re- 
urrida es contraria a prescripciones «le los artículos 5 y 31 de 
• Constitución Nacional. 

KI recurrente dice que se lia discutido en el juicio la in- 
teligencia de esas cláusulas constitucioneles ; pero no es exac- 
to, pirque ellas no aparecen invocadas sino en el escrito de 
apelación, posterior al auto apelado, que no las menciona v 
<We s c funda solo «1 el Código Cñil. 

Por otra parte, el recurso autorizado pir el articulo 14 
de la ley citada. no procede contra un auto denegatorio de un 
pedido de levantamiento de embargo que es un simple inci- 
dente procesal ( 1 17. fallos. 416), y menos aún cuando, como 
en este caso, se trata de un auto interiocutorio dictado en un 
juicio ejecutivo en el que todavía no * ha pronunciado sen- 
temía de remate. Ígnorán<lose si la Municipalidad será o no 
condenada, de suerte que no hay la resolución definitiva re- 
querida por el articulo 14 citado. 
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Autos y vistos: El recurso de hecho por denegación del 
extraordinario. interpuesto |*>r la Municipalidad de Lomas 
de Zamora, contra resolución <¡e la Cámara Segunda de Ape- 
lación de l a Plata, sobre levantamiento de un embargo, en 
los autos seguidos con los señores Marengo, Perrone y Ou- 
glit-lmino. por cobro de {tesos. 

Y considerando: 

<¿ne como lo hace constar el señor Procurador General, 
es inexacto que lo» afílenlo* 5 y 31 de la Constitución hayan 
sido motivo de controversia durante la substanciación de la 
causa, pues como lo consigna el dictamen dr fojas 20. tales 
préce|*os aparecen invocados con posterioridad a b decisión 
recurrida, esto es. extemporáneamente, >cgún lo ha estable- 
cido la jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fallos, tomo 
120. página 3*3; tomo t2t, página 34, entre otros!. 

Que a este respecto cabe considerar asimismo, que con 
arreglo a las reiteradas decisiones de este tribunal, para la pro- 
cedencia del recurso extraordinario no basta citar un articulo 
de la Constitución, sino se funda en el mismo el derecho re- 
clamado, de tal manera que la solución «leí punto controver- 
tido defienda de la inteligencia que a dicho articulo se le atri- 
Itttya. y en el caso no se ha cuestinado ni desconocido derecho 
alguno que el recurrente haya fundado en los artículos 5 y 31 
de la Constitución, pues el hecho de «ittc se intime a la Mu* 
nkipalidad que proceda a sotontar sus deudas, no importa 
un ataque al régimen municipal que la Constitución ha insti- 
tuid... (Fallos, tomo 139, página 241 >• 
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<j!ir por lo demás es de toda evidencia. — sean cuales 
fueren ios argumenta aducidos jx>r la Municipalidad. — que 
cuestiones discutidas .se limitan a puntos de derecho común 
procesal, (artículo 33. inciso y Código Civil, y artículo 404. 
Código de Procedimientos de la provincia), como quiera que 
se trata de demostrar la improcedencia de embargar bienes de 
una perdona jurídica asi calificada por el Código Civil, la que 
se afirma está exenta de embargo con arreglo a disposiciones 
restfs del Código de Procedimientos de la provincia de 
en< * Aire>. 

Por t ilo, y atento lo pedido por el señor Procurador Ge- 
neral, se declara bien denegado el recurso. Xntifiquese y re- 
puerto el jiajicl archívese. IX>vué!\anse los autos venidos a re- 
iiuisiciñn del señor Procurador General, con transcrí^rción de 
la presente. 

A. Bkrmejó. — Nicanor r;. Hel 
Solar. — J. Fir.uKROA Au 

CORTA. — R\MÓX MkXOKZ. 

En }á misma fecha se dictó igual resolución en el recur- 
so de Hecho deducido entre las mismas partes. jMir idéntica 

causa. 



ciedad Crédito Territorial de Santa Fe. en autos con doña 
Pohres Artcaya de Martínez, sobre reivindicación. Re- 
curió de hecho. 

Smiarió: No procede ¡el recurso extraordinario del artículo 
14. ley 48. contra una sentencia que se circunscribe a exa. 
minar si hay o no en el sub lite los requisitos legales de 
!a acción reivindicatoría deducida, por la interpretación 
y aplicación del derecho común, sin que se baya cuestiona- 
do !a inteligencia de la ley aprobatoria <lel tratado de li- 



miles entre las provincias de Santa Fe y Santiago del 
listen). 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN OKI. SEÑOR I'KOCL'KADOK C.KXKKAI. 

Buenos Aire*. Jallo 21 de l»H». 

Suprema Corte: 
Ño encuentro «pie se haya plantead» |M»r la Sociedad de 
Crédito Territorial de Santa Fe. al iniciar demanda por rei- 
vindicación contra doíia Dolores Arteaga de Martínez, cues- 
tión federal alguna que corrcs|x>nda a Y. K. resolver en la 
a|K-lacióu extraordinaria (pie airtorizá el articulo 14 de la 
ley 4*. 

i .a acción entablada se ha fundado en dis|Misiciones del 
Código Civil y en hechos, como la posesión <|iie el actor ale- 
ga a su favor — escrito de fojas \¿ — lo «pie ha sido ma- 
teria «le prueba. 

\a«la «le lo resuelto al resjiecto puede ser objeto de re- 
visión JHir V. K. 

f.a sentencia . apelada, dictada por el Superior Trilnuial 
de la provincia de Santa Fe. en ¿H «le Agosto de 1918. des- 
estima la reivindicación por considerar prol)a<lo que la so- 
ciedad demandante no obtuvo 1» tradición del inmueble que 
reivindica, ni pudo obtenerla |>orquc sus antecesores tampoco 
la tuvieron. 

"I.a ])osesi«>n. «tice el tribunal, «leí enajenante IturrasjM- 
y la de su antecesor, re«|iiisito sine tfittt noii «le la tradición. y 
adquisición del dominio por éste. |iara que él a su vez pudiera 
verificar la tradición susceptible de «lar a la socie«lad Crédi- 
to Territorial la propiedad y dominio en «pie. funda al acción 
deducida en el presente juicio. 110 sólo no acrecen compro- 
badas sino que «le ia proel m rendida |>or el actor mismo se 
desprende «pie ella no ha existido." 

Kn consecuencia, el tribunal estimó innecesario ocupar- 
le del origen «leí titulo que inv«>ca la parte actora, porque, fal- 
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ip la tradición, el titulo solo no basta para transferir el 
ink» necesario |»ara reivindicar. 

Kl tribunal de Santa Fe no ha llegado, pues, a la apli- 
ión '!<■ la ley de limites entre esa provincia y la de San- 
tiago. que es la ley federal que la parte actor» alega para 
demostrar la prioridad de su titulo sobre el de la parte de- 
mandada, en virtud de que dicha ley aprueba el tratado in- 
terprovincial según el cual la provincia de Santa Fe respeta 
derechos legítimamente adquiridos por los particulares \*>r 
medio de enajenaciones hechas anteriormente por el gobter- 
np de Santiago al liste de la linea divisoria. 

Kn un caso análogo < 126 fallos 5) V. K. ha dicho que 
"si bien es cierto que el articulo del tratado referido esta- 
blece en lo pertienente que los conflictos o colisiones entre 
particulares resultantes de las stipeqiosiciones de títulos ema- 
nados del Gobierno «le Santa Fe u otros emanados del (lobirr- 
no de Santiago «leí listero, serán resueltos por los tribunales 
cnntjieientc.s según las reglas del derecho común, ello no im- 
porta «pie puedan someterse a la jurisdicción de esta Corte, 
por vía del recurso interpuesto, las decisiones que esos tribu- 
nales dicten sobre punios de hechos o interpretando el dere- 
cho común, porque la ablación extraordinaria que autori- 
za el articulo 14 de la ley 48 y 6." de h ley 4.055. «leí* refe- 
rirse a puntos ile derecho fundados en la Constitución, trata- 
dos o te\es especiales del Congreso". 

I«a alegación del recurrente de hatierse decidido el plei- 
to contra un derecho dado .por ley federal es. ¡mes, inexacta. 

Por lo expuesto y por los fundamentos del auto denega- 
torio de fojas 665 del expediente principa!, pido a V. K. se 
digne desestimar el recurso «le hecho. 

José Nicolás Matienso. 

pallo de tA corre sci'kkma 

i 

t«tMs Aira, Octubre 80 de iwa 

Autos y vistos: Kl recurso de hecho ñor denegación del 
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extraordinario interpuesto ¡>or la Sociedad Crédito Territu- 
rial de Santa Fe contra sentencia del Suprior Tribunal de la 
misma provincia, en los autos reivindicatoríos seguido- contra 
doña IX.lores Arteaga de Martines. 

V considerando; 

«Jue no aparece cuestionada en la causa la inteligencia 
de la ley aprobatoria del tratado de limites entre las provin- 
cias de Santiago del Estero y Santa Fe, si bien se hace refe- 
rencia a ella como un antecedente del .título de propiedad in- 
. vocado al fundar la acción reivindicatoría entablada. 

<Jue c«-:no lo hace constar d auto denegatorio del recur- 
so ante ésta Corle, la causa ha sido resuelta R0r la aplicación 
de los principios de! derecho común en lo relativo al modo y 
forma «le- a«li|nirir la propiedad, y asi el tribuna: provincial 
de-estima la demanda |*>r«|iie a su juicio, la sociedad actora 
no ha demostrado 'haber tenülo la poción del cáthpo a que 
se refiere su titulo, «le cuya circunstancia y con arreglo a los 
principios que invoca, del Código Civil. «lcrixsi la conclusión 
«le «pie la parte actora no ha tenido v\ dominio ni puede, por 
consiguiente, prosperar su acción rétvindiatoria, pór<|ue el ti- 
tulo en si no «¡a al «lominiu, si no ha sido seguido de la tra- 
«Itción. 

Que estas conclusiones, «le hecho y de derecho común no 
pueden ser revisadas |*or vi* «le! recurso extraordinario que 
autoriza el articulo 14 de la ley 48 y ó.° de la 4.055. según es 
«le constante jurisprudencia (Fallos tonto 136, página 5). 

<Jue la sentencia recurriefa no ha puesto en cuestión el 
articulo del referido tratado «le limites que ¡njipotié a la 
provincia de Santa Fe la obligación «le respetar los derecho; 
legítimamente ad«|uiridc>s i>or los particulares en virtud de 
enajenaciones de tierras hecha> por el Gobierno «le la provin- 
cia de Santiago del Estero, a 1 Esté «le la linea limítrofe, pues 
esa sentencia se circunscribe a examinar si hay o no en él 
sub lile los requisitos legales «le la acción reivindicatoria dedil- 
ci«!a. por la interpretación y aplicación «leí derecho Común, qué 
es en el caso, el que regla el modo «le adquirir el dominio. 
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Que aplicado* los principios del derecho común como lo 
han sido en el sub judicc por el tribunal comitente, la sen- 
tencia no puede autorizar, conib queda dicho, el recurso qué 
prevee el articulo 14 de la ley 48, pues este debe referirse a 
puntos de derecho fundados en la Constitución, tratados o le- 
yes especiales del Congreso, que en el caso no aparecen con- 
trovertidos ni han servido de fundamento a la decisión recu- 
rrida ( Fallos, tomo 125 página 247 ». 

Por e'!^, y atento lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
irado- General se declara Inen denegado el recurso. Noli- 
fiquese y repuesto el papel archívese. Devuélvanse los autos 
venidos por vía de informe al tribunal de procedencia, con 
transcripción de la presente. 

A. Hkrmkjo. — Xicaxok G. mi 
SotAR. — J. Ficukroa Ai- 
corta. — Ramón Méndez. 




NOVAS 

Con fecha 4 de Octubre, la Corte Suprema, do confor- 
iiidad con lo expuesto y pedido jior el señor Procurador fie. 
neral, no hizo lugar al recurso interpuesto por don (i. A. l«¡- 
motisin en autos con doña María Gallat, por cobro de docu- 
mentos, por no aparecer del ex])ediente acotnt>afmdo por vía 
del informe, que se hubiera interpuesto recurso alguno de ape- 
ación no existiendo, jx>r consiguiente, la denegación que au- 
1 izaría a recurrir directamente |>ara el tribunal. 



Kn 7 del mismo, y de conformidad con lo pedido p* el 
señor Procurador General; se declaró bien denegado el re 
curso deducido por Gregorio Gallegos Serna, en la causa cri- 
minal seguida en su contra, por dispar» de arma de fuego y 
iones, contra sentencia pronunciada por la Suprema Corte 
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cíe la provincia de Kuenos Aires, en razón fie que dicho fallí» 
se había limitado. |x*r los fundamentos del auto de la Cáma- 
ra flr \;*laciom> de la misma provincia, a declarar bien de 
negailos ü - peenrsos de iiuronstitucionalidad e inaplicabilídad 
de ley, ;i los que la Cámara ño hizo lugar con arreglo a If> 
dispuesto pór los articulo* ¿40 y 341 cid Código de Procedi- 
mientos Pénál. y lio eiiroritrarse por !o tanto comprendido en 
ninguno de los casos determinado.* por el articulo 14 de la 
ley ristolero 4$; a lo que se agregaba. que la alegación fie in- 
coñstitucú -naltilad proMpyidá al apelar de la sentencia defi- 
nitiva, había sidp hecha extcniporáneamcrttc a los fines «leí re- 
curso i'XUTíordirari. • interpuesto 



IÍU o del mismo se declaró bien fienegaflo el recurso ex- 
traordinario interpuesto por don Camilo Dabual, en autos con 
el ! apartamento Nacional de Higiene, sobre ejercicio ilej'a 
ile la medicina. jw»r cnanto la semencia definitiva había que- 
íládi consentida, fia. lo que el recurro interpuesto contra ella 
lo fué después fie vencido el término perentorio señalado por 
la ley (artículo -*oS. lev 50 y artículos 502 y 508 del Código 
«le Procedimientos en lo Criminal >. sin qtie el pedido «le acla- 
ratoria formulado por el recurrente pudiera suspenderlo. 



C«m fccl,i fiel mismo, la Corte Suprema fie acuerdo 
yon !<» flictamii/ui . por el señor Procurador General* declaró 
bien denegado el recurso interpuesto |>o*-cl Fiscal de Gobier- 
110 de la provincia fie Tucumán. cu autos con Agustín H. Al- 
U»riioz. -».lire devolución fie descuentas fie sueldos, a mérito 
fie constar en el informe fie ra Suprema Corte fie Justicia de 
la ;.r«.\ i!»cia de Tucumán. que la sentencia dictada por dicho 
tribunal hacia lugar a la demanda entablada por el señor Al- 
bornoz, sobre devolución del descuento del vinco |>or ciento, 
a -i eomó al pago de un mes fie sueldo reclamado, aplicando 
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icioiies t!e la ley ele Monte Pío Civil efe «lidia pmvin- 
a. cuya interj) elación es ajena al recurso extraordinario del 
articulo 14, ley 4», según reiteradla jurisprudencia fundada en 
el artículo 105 tle la Constitución Nacional, y además por ca- 
recer de aplicación en el <»so; el artículo 86, inciso 10 de la 
misma Constitución, que se invocó extemi>oráneameme al in- 
terponer la queja por apelación denegada. 



Kn la misma fecha, rio se hizo lugar a la queja deducida 
|mr don Vicente Ka falce, en el recurso de ¡tabeas córfiftí in- 
terpuesto a favor de Simón Huincker. en razón <le que el re- 
chazo a. la petición del recurrente se habia fundado en la au- 
toridad de la eos¡a juzgada, cuyas condiciones están regida» 
por el derecho común, ajene» al recurso interpuesto. 



Con fecha catorce. 110 se hizo lugar, igualmente, a la que- 
ja deducida por don Diego J. Villafaííe. en autos cotí don 
Agustín Storni. por reivindicación. ]>or resultar que el re- 
currente había dejado \encet el término de cinco días seña- 
\«>r el ai* 20» de la ley N." 50. y ser inaplicable al caso c! 
»»«w> del articulo 387 del Código de Procedimientos de la 
v api tal. 



Kn diez y seis del misino. no se hizo lugar a la queja de- 
ducida por don Luis Man re t te, en el juicio seguido sobre ter- 
cería «le domino, contra la Sociedad Fondero de I/Argen- 
tíric y iloctor Emilio G. labore, por acrecer de la propia 
exposición del recurrente, que se había interpuesto el recurso 
extraordinario del articula 14. ley 48. contra sentencia de la 
Cámara Segunda de Ambiciones en lo Civil de la Capital, 
que se limitaba a declarar bien denegado un recurso de ajie- 
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laciún llevado aijtc la misma. lo- que tío pauta ser revisado 
por la Corte Suprema. 



En veintitrés del mismo, la Corte Suprema no hizo lugar 
a la queja deducida |x»r el doctor A. J. Kspiuola contra sen 
teucia pronunciada |*>r la Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia de Unenos Aires, en los autos que le sigue don Pe- 
dro Gros. |Kir desalojamiento, que se limitaba a confirmar por 
sus fundamentos la dictada j«>r la Cámara 'Segunda do A|>e- 
larioiics de la misma Provincia. que no hacía lugar a los re- 
cursos de inaplical>ilidad e iuconstitucionaliclad interpuestos 
contra ia misma, a mérito de ser improcedente el recurso ex- 
traordinario del artículo 14 ele la ley 48. según lo rcitercwh- 
tíientc resuelto, contra sentencias dictada* por la Suprema 
Corte de la Provincia, que se limitan a desestimar las de in- 
cojistitucioiialidad e iuaplicabilidad de ley, fundadas en la in- 
terpretación y aplicación de leyes locales, que no habían sido 
11 impugnadas como contrarias a la Constitución Nacional; 



Kn la misma fecha, en la queja iutvr|>uesta |»>r doña Jo 
seía Coletti de Nocera. en él recurso «le babeas cérpus dedu- 
cido a favor de su esposo, Ceferíno Nocera. la Corte Supre- 
ma ordenó ocurriera donde corresjwmle. en razón de no ser 
de la jurisdicción originaria del tribunal que determina e! ar- 
ticulo 101 de la Constitución Nacional y con arreglo a lo rei- 
teradamente resuelto ppr aplicación drl articulo luK del Có- 
digo de Pn ardimientos en ló Crrininal. 



Kn veinticinco del misino, no se hizo lugar al recurso de 
hecho deducido por el Banco de la Nación Argentina, en an- 
te» con don José Acuña y Acasio Alttrralde. sobre reauota- 
ciótí dé inhibición. po¡r cuanto no aparecía ni del escrito de 
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queja ni eji el del ni forme de la Cámara Federa! de Apela- 
ciones de La Plata* qu¿ se hubiera interpuesto y denegado 
recurso alguno para ante la Corte Suprema. 



Imv la misma tejía no se hizo lugar, igualmente, de con- 
formidad a lo «.^servado por el señor Procurador General, a 
ki queja deducida pór el Procurador Fiscal del Juzgado Fe- 
deral de 1.a Plata, en la causa seguida contra Kdmundo Per- 
kins, por anotación indebida en su libreta de enrolamiento, 
i*u razón de qué la -enteiicia ajwlada no revestía el carácter 
de definitiva, y rió procedía contra ella el recurso inter- 
puesto. 

\ 



The Catalinas U'arehauses and Male Campany Limited, con- 
t*A el Gobieiitd dé ¡a Nación, far cobra de pesas 

Sumaria: L'n crédito por cobro de servicios de almacenaje y 
eslingaje de mercaderías, prestados por la sociedad The 
Catalinas Warehouse* and Mofe Company Limited, pro- 
pietaria de delitos de Aduana situado» en el Puerto 
de la Capital, reviste los caracteres de gastos «le conser- 
vación -de l;is mercaderías allí depositadas, y tienen, al 
igual qtie dichos gastos de conservación, privilegio espe- 
cial sobre el precio de las cosas conservadas y vendidas 
y prelacfón sobre todo?; fos créditos en cuyo interés aqué- 
llos hieron efectuados: por lo que. no consignando nin- 
guno ¿le los preceptos de las leyes números 8io y 4.933, 
que rigen particularmente las operaciones <k» Aduana, en 
favor del crédito del fisco por concepto de dereclns de 
imitación, expresa rprelación sobre el del depositario, 
epinó seria imHspensablt para poder considerar deroga- 
do el principa establecido jx>r las leyes generales en fa- 
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\ ir <Ie los «|ite lian qDtiMJrvadO los bienes (Código Civil, 
artículos ¿.8«><¿ y 3.901 ). la Nación está obligada a satis- 
facer el crédito reclamado |*>r concepto de servicios de 
almacenaje y eslingaje prestados |>or la ckp? da su- 
ciedad, del ¡>nKlucti> de la venta de las mercaderías «le- 
¡KiMtadas. con preferencia resjivcto de los derechos de 
imjM ntación. 
Caso : Lo explican las piezas siguientes; 

SKXTKNCIA OKI. SKXOR 'JVM IrKDKKAI, 

Bmikm Aires. Mai« « 4c i»m. 

Y vistos : 

KstOS ¡ulitis seguulos por The Catalina- Warelnmses aml 
ole Co. J*td. contra el Gobierno dv la Nación, por cobro de 
pesos, d^ffiyo estudio resulta: 

(Juc 5 * a fojas 2 se presenta i*»r la adora «Ion Félix S. 
Borré. > manifiesta, que de acuerdo con la autorización con- 
¿dula <i su replantada por la fcy número «j/kjo. sanciona- 
da ¿1 2í> de Septiembre de 1915, demanda al tlohicrno de la 
Nación jMir la stnna ele veinte mil nueve pesos con siete cen- 
tavos moneda nacional, con sus intere>es y las costas del jui- 
cio. \íot los siguientes conceptos: (Jw la Kmpresa de Catali- 
nas es propietaria de «ki>ós¡tos situados en el Puerto de la 
Capital, de carácter aduanen), asimilados a los fiscales, y re- 
cibe en ellos la carga «pie le gira la Aduana, cobrando de 
acuerdo con la tarifa entabícenla, el valor del depósito «le las 
mercaderías giradas, ytie con frecuencia lo* dueños «le tales 
11 ercaderias. las abandonan. i|K»rqtte no 'les etwvtenc sacar- 
las de !«»" depósitos 9 |H»r falta «le <Iiner«>. y jasado un tieni|io 
siéhtpre nú* largo <|tic el previsto |M>r la ley. la Aduana las 
remata, sucediendo muchas veces que el valor obtenido por 
ellas cubre él importe del depósito y los dcreeiios de impor- 
tación, pero lo más prol»ablc es que el valor «le la ntereade- 
ria ño alcance a cubrir estos <|i crédito, y en tal situación 
lá práctica «le cerca de ciáronla años, ha sido «lar preferen- 
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cia a! importe del depósito, cobrándose después la Aduana sus 
«lereehos con el remanente del precio de la venta. Qtte desde 
hace "ii tienjpp, la Aduana ha cacado el sistema, cobra su* 
derechos y entrega el salito a Catalinas (|ue no percibe asi el 
valor dél deposito y ele su trabajo. Hechos los redamo- co- 
rresp ñutientes, el Ministerio primero, y el Poder Kjecutivo 
después, han mantenido el último criterio, como coimh por 
el testimonio que acoinjiafta a fojas i. One son muchos los 
casos* en que se ha aplicado ote criterio, pero trae sólo el pre- 
sente referente a 20.oou.07 |>esos moneda nacional cobrados 
de menos por la Empresa Catalinas, como consta en el expe- 
diente número $> de la Aduana ele la Capital, en él qué las 
mercaderías adeudaban por almacenaje y eslingaje 44.72+02 
pésbs moneda nacional y el remate produjo 04.5no.jp pesos 
moneda iwtíonal, la Aduana cobró por derechos de 'imparta- 
tión 3t)M$.t2 peso* moneda nacional y ptftgó a Catalinas el 
*a!do es decir, 27.714.95 moneda nacional, saldo que re- 

cibio la Kmpresa después de agotados los recnirstxs adniinis- 
tratívos. haciendo .presente a la Aduana, que se reservaba 
toldos sus derechos para cobrar la diferencia ante 1.» Tribu- 
nales, presentando al misino tiempo fa protesta consiguiente 
el 20 de Agosto «de 1014. con referencia a! expediente $i> K 
m>u. Que el Poder Ejecutivo ha basado su retohtc¡on eti ib 
dispuesto por el artículo 30*; de las Ordenanzas de Aduana, 
articulo que como se refiere a los depósitos <Iel testado, es 
natural que ponga en una misma línea de preferencia, los 
derechos de entrada, de almacenaje y de eslingaje. En los de- 
pósitos de! listado si el precio de las mercaderías no alcanza 
para los tre* créditos, al Fisco poco le interesa que se jia¿tc 
ppt un concepto o |*>r otro, siendo, como es, acreedor por 16$ 
tres, no deduciéndose del articulo citado, que los derechos de 
■.portación se cobren con preferencia a los otros dos. pues se 
cobran al mismr> tiempu hasta donde alcance el preei.. óbtCni- 
do |ior lo tanto no es exacto «pie "ios créditos del Fisco por 
derechos de importación sobre las mercaderías sujetas a los 
tos. gozan ile privilegio esfiecial y de primer termino qué 
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consagra el articulo ¿a> de las Ordenanzas de Aduana", contó 
lo dice cí decreto de Octubre 16 de 1913- <¿uc citando el aeree 
dor por derechos de importación es diferente del acreedor |>or 
almacenaje y eslingaje, sostiene que deben est4>s cobrar pri- 
nero y no la Alhtana los derechos de importación como duv 
Poder tójecitti\ ». Qtfe la jurisprudencia administrativa y 
iclirtal; f>an establecido qué lo> depósitos particulares, asi 
ib a fiscales están eu las mismas condiciones qííé 1"> 
<ul !>tndo. por lo tanto, s¡ hay privilegio para éstos, lo hay 
también para lo> de Catalinas. correspondiendo en el choque 
de l«»s privilegios, examinar la naturaleza de cada uno jKira 
ver cliál debe prevalecer. Si Catalinas no hubiera conservad" 
la mercadería, el Ffecb habría debido conservarla, con los 
¿pistus consiguientes de material y persottaí y |iareOe de jlts- 
tieia que el Pisco deje de pagar gastos hechos por otro para 
efectuar un servicio que si él lo hubiera tenido a >u cargo l 
áhrín costado dinero. Qílé estos principios son los consagra- 
dos por el articulo 3.001 del Código Civil y la jurisprudencia 
de la Suprcnra Corte, en el ctiso que se registra en el tomo 
página 4S0 de su- fallos. 

Corrillo trabado de la demanda a fojas 14. lo evacúa el 
señor Procurador Fiscal, en representación del Fi-co Nacio- 
nal, y manifiesta: One ]K>r las consideraciones que aducirá, 
debe en su oportunidad rechazarse con costas, la demanda. 
Une la actora funda su demanda en dos puntos: l.° en los 
defechos y privilegios que la ley acuerda a los dcjK>sitarios. y 
2." en el hecho de que los depósitos particulares asimilados 
a los fiscalía, están en las mismas condiciones que los del Es- 
jado. < }.üg en el presente caso no son de aplicación las dis- 
posiciones <pie rigen el dqMMto de los Códigos Civil y 6o- 
merci.it, sino pura y exclusivamente, la* reglamentaciones de 
carácter administrativo. Que dé acuerdo con las Ordenanzas 
«ie Aduana, son las mercaderías las que responden únicamen- 
te a todos los gastos y al jwgo de los derechos de importa 
cióri. almacenaje, guinche, estadística, etc.. desapareciendo \*>r 
completo la per^tía del depositante. Sostiene que los dej>ósi- 



ir»- ; i.rtnitiíitVN no están asimilados a los fócales como dice 
vi actor, en cuánto a los derechos que pudiera tener con res- 
pecto, a las mercaderías introducidas en los misinos, resultan- 
do la similitud únicamente de lus fines y proposito* del de- 
pMtp, pero existen diferencias fundamentales 411c distinguen 
linos ile "tr ^. dándose un lugar de inferioridad y dependen- 
cia, a lus particulares con respecto a los fiscales, según resulta 
del éítittitb de lus artículos 267 a 4$) de las Ordenanzas de 
Aduana. One los dép&itos particulares se rigen por la con- 
cesión y o n el fin de snjflir las dificultades que el Estado no 
puede llenar, pero de ello no resulta que todos tengan iguales 
derechos y privilegios* <¿ue en cuanto al privilegio «pie pre- 
tende t' actor, no existe. de>de que él equipara el presente 
caso a! de la preferencia <!c créditos en un concurso en los 
qtte tós gastón causídicos y de conservación de la cosa priman 
-obre I*- derechos c impuestos fiscales, haciendo aplicación 
de disjK'Mci' nes del Código Civil sin tener en cuenta que en 
el presente rigen en primer termino la I<ey y Ordenanzas de 
Aduana. I.os decretos de Agosto 16 de 1872. Junio 19 de 1873 
y Julio 4 de 1875 y la Ley de Octubre 13 de 1877 «pie rigen 
\qs deberes y derechos de la Empresa Catalinas en sus rela- 
cione- Con el Gobierno, 110 acuerdan a aquella ningún privile- 
gio sobre los derechos del Fisco, y en cambio, el articulo 10 
de la ley de Aduana número 4.933. esaWcce que: "los dere- 
cho* de importación serán satisfechos al contado antes de la 
entrega de las mercaderías" determinando en sus articulo* 
f(¡9, 17-í. 173 y 174 la forma y medio* de hacer efectivos esos 
derechos. Que establecido esto, corresponde que las mercade- 
ría* extranjera* depositadas en los almacenes fiscales o ¡Kirti- 
ctilare*. paguen en primer término los derechos de ¡nqiorta- 
5 >ara f l l,e as ' " na vez nacionalizada pueden salir a plaza. 
íJúv en el caso extraordinario a que se refieren estas actua- 
ciones las mercaderías averiadas, comisadas o abandona<ias 
por sus dueños, modifican substanciahnente su Condición 1c- 
gal y deben ser tratadas |)or procedimientos esj>cciales, inde- 
pendientes de los que reglan su desdicho. Las Aduanas y las 
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Empresas particulares que «Aran por delegación de ollas, tie- 
nen entonces que aceptar las consecuencias de tale* hechos 
innata, sin pretender ampararse en «lit^sicioncs de ca- 
rácter general, por cnanto carecen indiscutiblemente de apli- 
cación, siendo por ésto que el ( Hibierno cobra primero los 
derechos «le nnportacKkn. |)onpie sin este re«|uisit«> las mer- 
caderías no p -Irían ser introducidas a plaza, cobrando en se- 
gundo término lo mismo «pie los propietarios de depósitos par- 
ticulares, el almacenaje y demás derechos, si el producido de 
lo^ remates diera lugar a ello. Que. por otra (jarte, las pre- 
tensiones de la Kmpresa actora son inadmisibles porque ellas 
importan arrogarse un privilegio qtte vemlria a primar sobre 
el que la ley reconoce al listado, de cuya autorización emana 
calidad de depositario «pie inviste y ¿obre la cual hace re- 
»sar su dereclK>. Que. en consecuencia, en vista «leí privile- 
gió especial en primer término qtte consagran los artículos 169, 
172, 173, 174 y 309 de las Ordenanzas de Aduana, sobre las 
mercaderías sujetas a e$ps derechos, mientras se encuentren 
en jurisdicción de la Aduana respectiva, en virtud «leí privi- 
legio --obre Itfs bienes del deudor* sean mueMes u inmuebles, 
que establece a favor «leí Fisco por impuestos públicos direc- 
tor o indirectos, el articulo 3.879 del Código Civil, y reprodu- 
ciendo los términos «le las resoluciones administrativas y de- 
cretos del Poder Ejecutivo, que «krnegaron las peticione- de 
la Knvpresa. solicita el rechazo «le la presente déinandá con 
kis costas al actor. 

Abierta la causa a pruel». se produjo ki «pie certifica el 
actuario a ípja$ ¿4 vta. y 2j¡; alegando ambas (¿artes so)>re su 
mérito a fojas ¿H y quedando éstos autos para semencia. 

Y considerancbi : 

One de los nrminos en «pie se ha traba<lo la litis, la 
presa «le Catalinas demanda al Gobierno Nacional por cobro 
de la suma de ¿0.009.07 pesos moneda nacional que ha perci- 
bido de menos en la liquidación practicada a fojas 47 del ex- 
pediente administrativo, por concepto de almacenaje y esh'ft- 
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gaje «lo mercaderías, recibidas en doj»ósito, respecto «le la» 
ciiale? el Suj»erior «lobierno. cobró en primer termina los <le- 
recltos «lo iuqiortación adeudados, con «preferencia a los de 
almacenaje y eslingaje, «le acuerdo con lo resuelto en el de- 
creto «le Octubre i6 de 1913. según consta a fojas 119. decía- 
do qüé cumulo se efectúe la tvnta de merca«Ierías almace- 
nadas en depósitos particulares, las Aduanas harán efectivo 
el privilegio que acuerda el articulo 309 de las Ordenanzas 
de Aduana, deduciendo «leí producto «leí remate, el importe 
íntegro de los derechos adeudados al Fisco. 

tjtie amibas partes litigantes fundamentan su mejor «le- 
roche» en las disposiciones del Código Civil y las Ordenanzas 
«le Aduana, invocando e! representante del Fisco, lo dispuesto 
en er articulo 300 «le estas últimas y en el articulo 3.913, in- 
ciso _>.". del citado Código, al establecer «pie tienen privilegio 
sobre la generalidad de !«>< bienes muebles o inmuebles del 
deudor, los créditos del Fisco y «le las M*imcij>atidadcs jior 
impuestos públicos directos o indirectos. x 
Por su parte, la Kmpresa Catalinas se ampara en el ar- 
ticulo 3.935. por cuanto preceptúa que los gastos hechos para 
la conservación de la cosa, son preferidos a todos los créditos 
en intereses de los cuales fueron hechos ; a l«>s gastos «le la úl- 
tima enfermedad, stteldos o salarios de la gente «le servicio, 
alimentos «leí deudor y a las deiukts «leí Fisco y Municipali- 
dades. 

en presencia «le disposiciones tan terminantes de la 
es indudable el derecho «pie asistiría a la I impresa «le 
13 para el cobro de los gastos originado- por almace- 
naje con prioridad a los derechos que reclama el Fisco, pero 
del* observarse «jue el caso "sub judke" no puede ser resuel- 
to |Mir las disposiciones del Código Civil, en materia «le depó- 
sitos, sinp por la legislación e.^ecial de las Ordenanzas «le 
Aduana, «jue determinan en forma precisa, la solución que 
corresponde dar a este asunto. 

Kn efecto, el articulo 309 de las referidas Ordenamos es- 
tablece, «pte jasados los términos acordados' para el depósito. 
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i'l Administrador de la Aduana depondrá la venta de las mer- 
caderías en pública subasta, depositando su imj>orte ]*>r cuen- 
ta de los interesados, <ks|).. de deducir los derechos dé en- 
trada, almacenaje y eslingaje, con los gastos que .e.viona 1 
subasta y cualquier otro gravamen a que estuvieran afectadas. 

Hasta por lo expuesto para resolver la cuestión planteada 
en el sentido de que ni el Kisco tiene mejor derecho para o! 
cobro de los derecho- de importación irítíre las Mercadería:? 
defiositadas. como tampoco lo tiene la Kmpresa Catalinas al 
pretender preferencia sobre lo* gastos dé almacenaje y eslin- 
gaje, desde que el articulo y*y citado, no íiáce distinción ni 
consagra privilegio alguno, colocándolos en el mismo ¡daño y 
l>ajo la misma igualdad. 

T<»r otra parte, esta inteq>retacíón es la que más se ajus- 
ta a la manera como se desenvuelven las relaciones entre él 
Fisco y la Kirpresa Catalinas, desde que como lo expresa el 
señor Fiscal en su contestación, con el depósito de . las merca- 
derías, se procura favorecer al comercio facilitándole su- ope- 
raciones. y como el Fisco no tiene depósitos con capacidad su- 
ficiente para almacenar toda la mercadería, las Ordenanzas 
]»erniiten la existencia y funcionamiento de depósito* parti- 
culares que se rigen por sus propias concesiones, y cotí el 
fin de suplir las necesidades que el Kstado no puede llenar. 

Es evidente., entonces, que el articulo ¿09 de las Orde- 
nanzas dé Aduana delie tener klénüca aplicación, ya sea que 
se trate de dej>ósítos fiscales o de depósitos particulares, y que 
]H*r lo tanto, los derechos de importación, los gastos de alma- 
cenaje y eslingaje deben ser considerados en igualdad de con- 
diciones y sin preferencia alguna, pues no seria admisible que 
a Aduana pretendiera privilegio* sobre las mercaderías j>or 
derechos* de importación, prescindiendo de los gastos de 
silo y conservación practicados en beneficio ele las mis- 
mas mercaderías, como tañido seria aceptable que la Km- 
presa Catalinas pretendiera un mejor derecho por 
sito de aquellas, desdé que sabia y le constate que 
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l>an Jos derechos de importación y por cuyo motivo se remi- 
tían a dc|>ósito. 

Que de lo expuesto resulta, que la voluntad de las partes 
ái efectuar el depósito, no lia podido tener un carácter exclu- 
yeme, debiendo el ¡miductdo de tas mercaderías de la refe- 
rencia satisfacer conjuntamente los derechos «le importación, 
almacenaje y eslingaje, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo ¿oy de las Ordenanzas de Aduana, y en cuya vir- 
tud forzoso es reconocer que el Superior Gobierno deberá de- 
volver el exceso que hubiera recibido al considerar errónea- 
nte que los créditos del Fisco ]>or derechos de importación 
?»lwin de un privilegio especial sobre las mercaderías depo- 
las. ' ^ 

Por estos fundamentos, fallo: Declarando que coi* el pro- 
df» que detalla la planilla de liquidación de fojas 47 del 
diente administrativo, deberán satisfacerse, proporcional- 
"e, los derechos de importación y gastos ocasionados con 
motiyí) del almacenaje, debiendo el Gobierno de la Xación de- 
volver a la Empresa de Catalinas, el exceso que hubiera re- 
cibido, todo sin costas atenta la naturaleza de la cuestión de- 
Iiatidtti .\otifiquoe y remugase las fojas. — Manuel ¿. ¿e 
Añcli&rcna. 

SIÍXTKXCIA OE M CÁMARA KEUKRAt DE APELACIONES 

B«6«m Aires, Septteabre » éc 1018. 

Y vistos, los seguidos por "The Catalinas \V arehouses 
and Mole O' Mt." contra el Gobierno de la Nación sobre 
cobro de pesos, y 

Considerando : 

!.° Que resuelta por el señor Juez a quo la cuestión pro- 
movida, colocando en el mismo plano y b^jo, la misma igital- 
íbd los derechos de importación y la suma que reclama la 
Compañía actora por concepto de almacenaje y eslingaje y ape- 
lada por ambas partes la sentencia, corresponde decidir 
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dis[K>siaQnSqcal rige en el caso de privilegio 
cute. 

12.1 Que al ré^cto. cabe observar, en primer térmi- 
no, que el artículo .«o» de las Ordenanzas de Aduana ai es-; 
tableccr <|iie del importe de la subasta, se deduzcan los de- 
Fechos dé entrada, almacenaje y eslingaje. nO se retíere a las 
nierenderias denostadas en los almacenes partkuláres, puesto 
que. cuchas mercaderías, según Ib dispone el articulo 313 "no 
adeudarán derecho alguno al fisco; i»or owicepto de almacena- 
je y eslingage". '. 

i* QUV el artículo 309 de las Ordenanzas, no ha dado 
preferencia para su cobro a ningún.» «le los derechos «pie men- 
ciona 1 ! v ello se explica porque no tratándose de almacenes par- 
ticulares, el fisco c» acreedor por todos ellos, y en tal situación 
no habría objeto práctico en establecer diferencia entre ellos 
bastando al legislador enumerarlos en cualquier orden, para 
que su importe ingresara a las arcas fiscales. 

4." Que no siendo «le aplicación al caso sub judnc cucho 
articulo de las ordenanzas corresponde resolver la litis de 
acuerdo cotí los principios «leí derecho común que legislan so- 
bre la materia. 

p Oue el Código Civil al establecer el orden «le.l». pri- 
vilegios sobre los bienes muebles, dispone en el articulo 3.901; 
qué los gast«>s luchos para la conservación «le la cosa son pre- 
feridos a todos los créditos; precepto legal «le perfecta apli- 
cación al caso debatido y en jn-esencia «leí cual es indudable 
el «lerecho que asiste a la empresa de Catalinas para el cobro 
de almacenaje y eslingage con prelación a los derechos de im- 
portación que reclama el fisco. 

U." Que fundida la reclamación en un tfécepto tan ter- 
minante del Código Civil, hw decretos del Poder Ejecutivo y 
las resoluciones administrativas qtte invoca el representante 
del gobierno, carecen de eticada y no obstan, por tanto, a la 
conclusión precedente, que ha sido además la aceptada por la 
Corte Suprema. Fallos, tomo 20. ingina 4*> 
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7." ijuv habiéndose impugnado en la o infestación a la 
demanda únicamente la prioridad que pretende la actora para 
el cobro de su crédito. pero sin observar su legitimidad y 
li'óntá, extremos qué por otra |wrte -se encuentran acredita- 
dos en el expediente administrativo adjunto, el Tribunal acep- 
ta al respecto. Ib expuesto en la demanda. 

Por estas consideraciones, Se hace lugar a la acción dé 
dunda, declarándose que el Gobierno de la pación debe {la- 
gar por i*l concepto expresado en ella y en el término «le trein- 
ta dias. la -nina de veinte mi! nueve pesos con siete centa- 
vos moneda nacional que reclama "The Catalinas Warehooscs 
and Campan)' Limited" i Kmpresa de Catalinas) como saldo, 
con sus intereses a estilo de baña», desde la fecha de la de- 
manda y sin costas, atenta la naturaleza de la cuestión resiil- 
ta;, quedando en <\*tos términos reformada la Sentencia ape- 
lada de fojas 35. 

.Molifiqúese y remugase el sellado en el juzgado de su 
radicación. — 7\ Arias, — A. Urdindrraili. — ¿Marcelino 
Ciliada. 

fc'AúfcO W, \.\ CORTÉ SUPRRMA 

Bueno* Air«t, Noviembre H 4é um>. 

Vistos y considerando: 

Qli* la omformidad de las jmrtes acerca de los hechos 
invocados en la demanda, ha circunscripto la cuestión litigio, 
sa a la cotttróvtsfsia sobre el privilegio que rcsj>eetivamente 
se atribuyen la sociedad demandante ("lite Catalina» Wa- 
renlmnse and Mole Company Limited" ) y el d>bierno de la 
Nación. jKira cobrar, la primera los servicios de almacenaje 
y eslingaje y el segundo los derechos de imjkvrtación, sobre 
el producido de mercaderías vendidas por orden de la Adua- 
na después de haber («rmanecido debitadas durante más de 
dos años en los almacenes de la sociedad actora. 

yue el crédito de la sociedad actora reviste los caracú*, 
res de gastos de conservación de las cosas vendidas, toda vez 



FALLOS DE LA CORTE 5UPREM A 



«tie representa el costo de los servicios que han impedido la 
destrucción o deterioro de dichos bienes. 

Que, en principio, los gastos ele conSen ación tienen pri- 
vilegia especial sobre el precio de los bienes c«n«erva(|cis y 
prefación sobre todo los créditos en cuyo ¡ritieres han sido efec- 
tuados t Código Civil, artículos ¿.8o¿ y .v«joi i. 

Qiie ti beneficio obtenido p" r el fisco de te? servicio- 
prestados |»or la empresa de Catalinas, resulta no solamente 
de la conservación de las cosas afectadas al pago de los de- 
rechos de in»|iortación, s¡no también de que dicha empresa 
ha llenado. |Kir di*|N>sición administrativa, tina función que 
liabria c6rreáporldid6 a la Aduana si los depósitos oficiales 
unieran capacidad suficiente para recibir toda la mercadería 
que no es pedida |Ktra despacito directo: y ha evitado, por 
Ib tanto, al listado, los desembolsos inherentes a la habilita 
cíón de tós lócale* y del personal necesarios para guardar y 
conservar los efectos vendidos. 

Que cualesquiera que sean la naturaleza del privilegio 
acordado ;d fisco por los derechas de Aduana y la amplitud 
de la- facultades de que ha sido investido a los efectos del 
cobro de los mismos, no pueden considerarse exeluyentes del 
privilegio del conservador, en ausencia dt tin dis|K>$ición.e$- 
pecial de la ley que lo establezca, desde que siempre subsis- 
te la razón de equidad que ha determinado al legislador a con- 
cederlo: esto es. ini|>edir que los acreedores aprovechen e! 
trabajo del que ha consentido los bienes, sin acordarle la de- 
bida com|KWsacióu. 

Qw el desconocimiento del mejor derecho dt la empre- 
sa debitaría para cobrar sus servicios sobre el precio de 
la> mercaderías que el Gobierno de la Nación giró a s*|s al- 
macenes daría por resuhado que el fisco se beneficiara a ex- 
jjema de aquella empresa. cimis trabajos y gastos. que auto. 
ru.o oj)ortimamcnte. le han permitido conservar los bienes que 
aseguraban su crédito. Y es¿. resolución aparece aún más 
inadmisible, si se tiene en cuenta que la empresa demandante 
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en $11 wii^cter dé conservadora o simplemente comq deposi, 
t;n ;t. ha podido retener las mercaderías hasta que su crédi- 
to íé ñu ra satisfecho; siendo presumible que si rio se hizo 
uso efe tal derecho fué debido a que el reiterado rcconociiuien 
i" de sil privilegio le Iiacia considerar innecesario eí ejercicio 
de esa facttltád que lo acordaba la ley. 

Qi\e, }*>r otra parte, el reconocimiento del privilegio del 
observador no priva al fisco del ejercicio tí¿ ningún derecho, 
preitbgátivo o privilegio v*]*cki\ que le sean acordados \*>r 
las leyes números Kio y 4.933 que rigen iMirticularmente ib 
« ^raciones de Aduana: pues si toen es vierto que aljamas de 
sus .¡imposiciones le confieren facultades análogas a las qué 
la ley mercantil c-ncede al acreedor pignoraticio jKira reali- 
zar la prenda y cobrar su crédito sin intervención de la jus- 
ticia * articulo if*, a 174 y artículo 309 de las Ordenanzas ), 
ninguna de ellas contempla M naciones análogas a la produ- 
cida en el caso, en que el Fisco, acreedor por derechos de im- 
porlación no sea al mismo tiem]K> el acreedor por los dere- 
chos de almacenaje y eslingaje; ninguna desconoce tampo- 
co ios derechos ni fos privilegios d c los empresarios de depó- 
sitos particulares, pues los artículos 396 y 313 de las orde- 
nanzas que se invocan por los representantes del fisco, soló 
expresan que el fisco no cobrará derecho alguno por razón 
do almacenaje y eslingaje cuando las mercaderías no hayan 
otado en los almacenes oficiales, sin que ello importe negar 
acción a jos depositarios particulares para cobrar sus sera- 
do*: y finalmente, ningún precepto de las dos mencionadas 
leyes consigna en favor del crédito del fisco expresa prelacinn 
sobre el del depositario, como seria indis|>ensaljle paira poder 
considerar derogado el privilegio establecido jx>r las leyes ge- 
«erales en favor de los que batí c«i>crvado los bienes i Códi- 
go Civil, artículos ¿.*>2 y 3.901 >. 

«¿ue el articuho 16 de la ley número 4.933. cuyo propó- 
sito no es otro que eliminar de los procedimientos aduaneros 
el Astenia del jwigo de los derechos fiscales jior medio de le- 
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vilegio alguno en favor del fisco y se refiere ; 
linarios en que el introducir relira las merca- 
lenas pagando k»s derechos, sin tener eií cítenla aquéllos en 
lie la venta ile las misnias no produce jo suficiente .para aten- 
der K;> impuestos y los gastos de A «luana, desde que en este 
Último supuesto los efectos pueden entrar a la pla/a rio obs- 
tante cual«|uier saldo que resultare a favor del fisco. 

IW estos fundamentos, los concordantes del fallo recu- 
rrido, fojas 62; y de acuerdo con la doctrina establecida en 
los fallos de esta Corte (Jiie se registran en el tomo 20, página, 
-(No y en el torno 113, pág. S, se declara jue la Nación está 
obligada a satisfacer la suma reclamada en este juicio, con 
sus interesé* désele la notificación de la demanda. Las costas 
en el orden causado en consideración a fh naturaleza cíe la 
cuestión debatida . Xotif í<|tie-e y devuélvanse, reponiéndi ,se 
Sellos en el juzgado de «erigen. 

A. 1'krmkjo. — Nicanor G¿ i»i:r. 
S< ii.au. — Ka sí óx M k\ Diez. 



FcrrQcOrftl Central Córdoba, en autos 3 con la Municipalidad 
de Tneumán. sobre cobro de impuestos de alumbrado y 
limpieza. Recurso de hecho. 



Sumario: 1. No tiene carácter de definitiva a los fines del 
recurso extraordinario del articule) 14. ley 48. una sen- 
teneití (jije Hace constar que tu Iiu-In» pronunciamiento 
respectó de la defensa fundada en prescripciones de la 
Constitución Nacional opuesta en juicio de apremio, en- 
tre otros motivos de orden procesa!. )>on|Ue una dispo. 
lición de la ley de apremio administrativo deja libre al 
contribuyen sil acción por la vía ordinaria. ( Kilo im- 
porta decir que puede íiaber Otro tribunal que en definí- 
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lelvíi la cuestión propuesta sobre inconstitticio- 



2." Kl recurso extraordinario es improcedente con- 
tra una sentencia fundada en las condiciones que carac- 
terizan la cosa juzgada. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

IXCTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR CKXKRAL 

■vaiM Aim, hiato ih it tm. 

Suprema corte: 

ta sentencia de apremio dictada por el Juez de Prime- 
nStatlcia <fc Tucumán. en los autos seguidos jior la Mu- 
itíláfl tic Tucumán contra el Ferrocarril Central Córdo 
no es definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48. 
rque, según el misino juez lo declara; el ejecutado puede 
acudir todavía a la vía ordinaria. 

Esta circunstancia hace improcedente el recurso de he- 
cho sobre el cual se i«e ha dado vista, aún sin considerar las 
razones atendibles que, para <lenegar la aleación, ha expues- 
to el juez, como tribunal de última instancia en la materia. 
Tal es mi dictamen. 

Josf XU olás Mtitivnso. 



PALLO HE LA i'ORTI- SUPREMA 

Bu«nos Mtmu N«vJembrt H de l»t». 

Autos y vistos: 

Kl recurso de i|iieja |wr denegación del extraordinario 
interpuesto jmr la ICirptVsa del Ferrocarril Central Córdo- 
ba contra sentencia del Juez de 1* Instancia en lo Civil y 
Comercial, de la ciudad de Tucumán en e! juicio de apremió 
que le signe la Municipalidad por cubro de los servicios de 
alumbrado y limpieza en el frente de la propiedad que se in- 
dica, y 
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Considerando: 

Qué cu el escrito de fojas h se expresa i|ue dicha sen- 
tencia ha de-estimado la excepción que opuso ilc ¡iiiproceden 
cia del cobro que la fundó en 16 dispuesto por los artículos 4, 

10 y inciso 2« w de la Constitución Nacional, y ¿ti haber 
animismo desestimado la de cosa juzgada <jue también alegó. 

'Jue respecto de la primera de dichas excepciones cabe ob- 
servar que la senté cia afielada corriente a fojas ijo del ex- 
pediente principal agregado sin acumularse (considerando 18) 
como asimismo el atlto denegatorio de fojas ijj. hacen cons. 
tar que no ha habido pronunciamiento del juzgado respecto 
de dicha defensa entre otr«;s motivos de orden procesal, por- 
que el articulo 1." de la ley de apremio administrativo, deja 
libree al contribuyente su acción jKir la via ordinaria Id que 
importa clecir que puede halier" otro tribunal que en (le ti ni ti* 
a resuelva la cuestión propuesta sobre mconstituci»»nalidad. 

Que en tal condición no es ¡Risible un pronunciamiento 
e esia Corte en el recítr&o extraordinario, porque entre otras 
zones no sé traía de la sentencia definitiva o que tenga 
uerza de tal a que se refiere el artículo 14 de la ley núnic 

» 48 y al 6* de la 4°55- 

Oue en cuanto a la segunda de las cuestiones tornuda- 
as como motivo para la <|iieja, <v refiere a la cosa juzgada, 
vocándose un fallo del Juez de 1/ Instancia de Tucumán 
ue declaró que la Empresa iu» estaba obligada a pagar itií- 
uesto en virtud de la exención del articulo S." de la ley m'i- 

CFP 5 .315 - 

(Jue según se ve en resoluciones reiteradas de e-te tri- 
hunal. el recurso extraordinario es improcedente contra tina 
sentencia fundada en las condiciones que caracterizan ta cosa 
juzgada (Fallos, tomo 112. página I2ñ. entre otros). 

Kn mérito de lo expuesto y conforme con lo pedido pí»! 
el señor Procurador General se declara 110 halier lugar al re- 
curso. Xotifiquesc original y reapuesto el papel archívese, de- 
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v..!vk*ncl.*c los autos principales agregado- sin acumularse, 
con tesimoiuo ele la presente. 

Ai Bkkmkjo. — XuwMiK (;. im:i. 
Sow*. — O. E. Palacio. — 
Ramón Mkm»kz. 



Grcfftmo Cheskis. en la causa criminal seguida cu su contra. 
' "¿/ir» encubridor de un hurto y empeño de armas del lis- 
tad*'. Competencia neyativa. 

Sumario: \\, coirespomle a la justicia militar, sfhb :i lew tri- 
bunales federales, el conocimiento de un proceso segui- 
rlo contra un particular Gimo presunto encubridor «leí cie- 
lito «le hurto y émpéfto de anuas «le la Nación, eomet' lo 
;>"r tm conscripto. 

Cüso : l 4 o e.\4>iicaii las piezas siguientes: 

lMlT.\Mi:\- mu AI IUTOK IMC l.t'KKKA V MAKIX.X 

Capital Pederá!, Septto«bre 6 tfp iW. 

Kxmo. señor Mimbro <ic Marina: 

séñor Juez ele Instrucción de la Armada. Capitán de 
Fragata don Félix Tiscornia. en el proceso segunlo al cons. 
cripto Fvstcban Luna. p?»r hurto y empeño de armas de! Es- 
tado, eñ virtud de resultar de sus actuaciones que el sujeto 
Gregario Cheskis. de nacionalidad ruso, domiciliado en la ta- 
llé rvdr Mendoza 1213 de esta Ciudad, acrecía ser pre- 
Mimo encubridor en aquel cielito, y 110 siendo de la cómpe- 
tencia de la justicia militar el enjuiciamiento del menciona- 
do individuo, se dirigió al señor Juez Federal, de acuerdo 
con jo dispuesto pof el articulo 125 del Código de Justicia 
Militar, remitiéndole los antecedentes pertinentes para su juz- 
gamiento. 



.icióti legal citada establece cjite "si un delito á 
ticlo cometido a la vez por militares y j>or parttóu- 
*crán Un!»»s justiciables <íH|<? fójr tribunales ordinarios. 
u>s que el hecho hubiera ntch» cometido en actos ilel ser- 
vicio o en paraje sujeto exclusivamente a la autoridad mi- 
litar, en cuyo caso y con las excepciones de esta ley los mi- 
litares >erán juzgados por tribunales militares y los particu- 
lares por los ordinarios'*. 

Kl señor Juez Federal iloctor Miguel I.. JáñtUs. acep- 
tando las consideraciones aducidas por el señor Procurador 
Fiscal, quien Sostenía que el delito de compra indebida de lipa 
arma del K>tado competía a la justicia militar en mérito a lo 
re licito t»or la Suprema Corte (le Justicia de la Nación en 
el caso Mansout \ 7K, página 246), declara la incompetencia 
de sü juzgado y lo devuelve al señor Juez de Instrucción Mi- 
, ex.presándole que, en caso de insistir en considerarse 
incompetente para seguir atendiendo con respecto al sujeta 
Cheskis. se ha de servir tener jwir entablada la cuestión de 
com|>etencia ucgatña y elevar los autos a la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, a los efectos del Caso. 

Ahora bien, dacto el estado det asunto, y teniendo en 
cuenta que en ninyítn caso, en tiempo de Me. un Particular 
puede ser jttsgádó por tribunales militares, es mi opinión que 
este proceso referente a Cheskis debe ser remitido a la Su- 
prema Corte de Justicia de la Nación a los efectos del artícu- 
lo 161 del Código de Justicia Militar, en virtud tía lás consi- 
deraciones que paso a exjXMiér: 

l\l Código ele Justicia Militar al fijar la extensión de 
la jurisdicción militar, ha establecido que, por razón de la 
] cr*ona i artículos 1 ií< a 121 ) 9 tan sólo en tiempo de guerra, 
pueden los particulares hallarse comprendidos en la mi»ma. 

liste principio general se halla confirmado i*»r otras dis- 
posiciones del mismo código referente a juzgamiento de par- 
ticulares: debiendo especialmente citarse el artículo i-'5 que 
prescrilie claramente que en Caso de complicidad. eualesquie- 
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ra í,ik -van sus partkularidadeS. siempre los particulares se- 
rán juzgados |x>r los tribunales ordinarios. 

La sentencia de la Suprema Corte, en el caso citado de 
Salomón Mansout — causa CXVII. tonto 78. |»ágina 246 — 
no lia potfidó ser invocada, en el presente caso, p.»r cuanto vil 
e lla se declaraba expresamente que las cuestiones tendientes "a 
demostrar (pie la justicia militar carece de competencia para 

juzgarlo no pueden tomarse en cuenta o resolverse 

en el presente juicio", y sp limitaba a decidir una cuestión 
de fonna sin rclacnm alguna con la cuestión de fondo ahora 

debatida. 

Kn cuanto ai fallo del señor Juez Federa! en el caso «le 
MauMMit. i*»r el que declaraba la competencia de la justicia 
militar para juzgar a un particular por compra de armas del 
lisiad", y aún cuando no fué confirmado en esia parte por la 
Suprema Corte, debe sin cm largo, ser motivo de comentario», 
para explicar el error que lo motivó . 

líl Código Petiál Militar de i8c>4 (ley 3.190 » después de 
castigar, en sus artículos 243 y 244 al militar que vendiera, 
empeñara, etc.. efectos del Kstado, agregaba en su articu- 
lo 245; que .eran también castigados con las mismas penas los 
pürticnlwes que compraren, empeñaren, etc.. los referidos efec- 
tos. Como esta dispo-ución se hallare únicamente consigna- 
da en la ley militar, se creyó, erróneamente, que ella consti- 
tuía un delito esencialmente militar, de los que tan sólo las le- 
yes :ni!i:ares pretven y castigan, y que por consiguiente estaba 
comprendido en la jurisdicción militar, sin apercibirse que, no 
por el hecho de consignarse la infracción en la ley militar, 
los particulares que la cometieran eran sacados de la juris- 
dicción de sus jueces naturales lo que resulta!»» además de 
las disposiciones generales del mismo Código referentes a las 
péftonás comprendidas en la jurisdicción militar. 

Apercibido el legislador, de la equivocada interpretación 
a que daba lugar la mencionada disposición, al sancionarse la 
reforma del Código |>or la ley 3/179. declaró el referido ar- 
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tículo. que yhaO a ser el Su. agregando el concento cK- que el 
[■articular qué cometiera aquella infracción "crá condenado 
por el Juez «» Tribunal comjxrtente". ;»ara significar cotí ello 
(|tte ese delito no casa bajo la jurisdicción militar. 

Y como, a pesar del agregado aún pudiera dicho articulo 
prestarse a confusión, al sancionarse las reforma- de 1005 
por la ley 4*708. se consignó la siguiente aclaración, éá las 
"razones que informan las reformas del Código de Justicia 
Militar", y que figuran en la ¡Ktgina XXXVII de la Edición 
Oficial: -Artículos. . . Si¿... Rstas disposiciones ]>ertenecen 
a la legislación común y deberán ser incluidos en ella. Mien- 
tras no sea asi, es necesario que se mantengan en el Código 
de Justicia Militar, pues no puede quedar sin castigo quien 

contribuye a que se debilite o* en cualquier fop.ua se 

perjudique el poder militar de la Nación". 

En resumen. j»or el hecho <le haberse incluido en el Có- 
digo de Justicia Militar una infracción cometida ¡*>r parti- 
culares, que debe ser castigada \un "el Juez o Tribunal com- 
jaiente", no pueden considerarse modificadas las disposicio- 
nes, tanto ordinarias cotilo de excepción, que establecen el re- 1 
gimen de las jurisdicciones con respecto a las personas. 

Por lo demás es sabido que la jurisdicción militar es de 
excepción y jx>r consiguiente de interpretación restrictiva y 
ella no podría ser ampliada, como se pretende, tanto iTiás 
cuanto que. el interés militar, que la informa, rió existe en 
el juzgamiento de ciudadanos extranjeros. — t\ Risso Do- 
wiñgues. 



AUTO I'KI. |pte? DK iXSTkÜCCtÓS ÍIK LA ARMADA 

Buenos Alrn, Septiembre 12 «e m*. 

Autos y yistps: Por las consideraciones aducidas |*»r el se- 
ñor Auditor General de Guerra y Marina, en el presente pro- 
ceso, mantiene la incompetencia este Juzgado ]>ara entender 
en esta causa de acuerdo con la prescripto en el articulo 125 
del Código de Justicia Militar, y elévese los autos a la Cor- 
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te Suprema de Justicia cié la Nación a sus efectos, y remita. 
>e oficio el señor Juez Federal doctor Miguel L. JaittMS para 
sil conocimiento^ — Félix S. Tiscornia. 

MCTAMICN DKfc SI-NIIR PKOCL'K AlJOK GENERAL 

B«etos Aires, Octubre 3a de 11*19. 

Suprema Corte; 

KI Juez de instrucción de la Armada ordenó la forma- 
ción de un sumario con motivo de la substracción y empeño 
de un revólver de propiedad del listado, hecho imputado a 
un conscripto marinero y en el que aparecía comprometido el 
particular Gregorio Chcskis. 

Con relación a este último, dicho funcionario ordenó se 
pasaran los antecedientes al Juez Federal de esta Capital, por 
entender «pie no era de su conqictencia el enjuiciamiento de! 
mismo. 

Pero este magistrado ha declarado también su incompe- 
teii< ia. creyendo que sólo la justicia militar puede entender 
en causas motivadas por compra indebida de armas nacio- 
nales, y ha devuelto las actuaciones al juez de la Armada, 
quiein las eleva a la Corte Suprema para que resuelva la 
contienda. 

- 

La jurisdicción militar es excepcional y no excluye la ju- 
risdicción de los tribunales civiles u ordinarios. <\t\n en los 
casos claramente determinados |»r la ley. 

KI lucho de que un delito esté previsto en el Código Mi- 
litar, no implica que su juzgamiento deba competir necesa- 
riamente a los tribunales militares, cuando la naturaleza y 
circunstancias del caso o la calidad de las personas, pone a 
éstas bajo la jurisdicción de otros tribunales. 

KI hecho imputado a Chcskis. no ha sido cometido jmr un 
militar ni |>or un emplearlo militar en acto del servicio mili- 
tar, ni en lugar en que la autoridad militar tenga absoluta y 
exclusiva jurisdicción: no reuniendo ninguno de los requisi- 
tos exigidos por los artículos 1 17 y 118 del Códi#, de Justicia 



mi- 



litar. 



Kn mi concepto, el artículo 125 de dicho Código resuel- 
va el caso al prescribir tpie # 'si un delito común ha sido» co- 
ipt-tido a la vez. jior militares y jx>r |>art»cularcs, serán tocios 
justiciables ante ios tribunales ordinarios, a menos ijue el he- 
cho hubiera sido cometido en actos del servicio o en paraje 
sujeto exclusivamente a la autoridad militar, en cuyo ea*o y 
Cón few execciones de esta ley, los militares serán juzgados por 
los tribunales militares y los |>articulares por los ordinarios. 

1-11 mismo espíritu informa los artículos 771 y 813 de! 
Código citado cuando balitan de tribunales competentes, no 
debiendo entenderse |*>r tales solamente a los militares. 

Por estos motivos y los concordantes del dictamen «le! 
lor Auditor General de Guerra y Marina, pido a V. K. se 
■a resolver la contienda en favor, de la coni|>eteiicia del 
Federal de la Capital de la Nación. 

Van 5 Nicolás Mahenso. 
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BvwM Alrtt, Noviembre H de 1919. 

Autos y vistos: 

Los de contienda negativa de competencia entre un Juez 
l-'edcral dv la capital y otro de Instrucción de la Armada, para 
conocer en el sumario que se instruye a Gregorio Cheskis. 
por encubrimiento de hurto v empeño «le armas del listado, y 

Considerando: 

(Jue atentos los fundamentos expuestos jx>r el señor Pro- 
curador General en el dictamen pnxedente. y los consigna- 
das en el de fojas 16 «leí señor Auditor General de Guerra y 
Marina, es de estimarse que el juzgamiento de! caso «le ipie 
sé trata tío es fie la coiti|ieteiicia del Juez de Instrucción de la 
Armada y asi se declara. 




o. 
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(¿ue la se ntencia corriente en el taino 78. página 146, «ic 
colección de fallo* de esta Corte, no es «le pertinente apli- 
cación al caso snb füéiié. 

Kn su mérito remítanse los amos al Juzgado Federal, 
mióse al de Instrucción de la Armada en la forma de 



A. Bhkmkjo. — Ü. K. Palacio. 
Ramón Méndez. 



don Jaime, (su sucesión). Competencia por mhu. 

bitoria. 

rio: Las accione* |x>r cobro de un milito hipotecario 
contra una sucesión no entran en la disposición del in- 
ciso 4" del articulo 3.284 del Código Civil. En conse- 
cncyf^U d cot¡( *cii:ritntc de una demanda por cobro cíe 
un ir Mito hipo.ccario corresponde al juez del lugar don. 
de se halla el bien hipotecado. 

Caso:*lj> explican las piezas siguientes: 

wru hki. skSor de nominación- kn iq civil y comkbcial 



6 «C 1919. 

Y vistos: Kl exhorto remitido por el señor Juez de Pri- 
mera Instancia en lo Civil de la Capital de la República, doc- 
tor Roberto Bufifpr. en el cual, como juez de la sucesión de 
don Jaime Vieyra. pide al infrascripto que se inhiba de se- 
guir entendiendo en la ejecución hipotecaria promovida con- 
tra el causante, ante este juzgado, por el Banco Provincial 
de Santa Fe y a la vez. que se remita al juez «le la sucesión el 
expediente de la referencia. 



V considerando* 
Oue. no obstante la unucrsalidad del juicio sucesorio, no 
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toda* las acciones- de los acreedora del difunto deben radi- 
carse necesariamente ante el juez de la sucesión. sino tan solo 
las acciones ^rs. niales que se promuevan antes de la ^divi- 
sión de la herencia < artículo 3,984, inciso 4". Código Civil). 

Que. en el caso sub lite, la acción entoldada por el Banco 
Provincial, nd es en modo algún.» una acción personal smo 
una verdadera acción real tendiente a hacer efectivo el de- 
recho «le hipoteca constituido por don Jaime Vieyra a favor 
de la mencionada institución, cuyo conocimiento compete. 
,.ues. |H,r regla general, al juez, del lugar de la situación de! 
inmueble afectado en garantía. 

( >ue. ¿ti consecuencia, la competencia del infrascripto pa- 
ra en tender en la mencionada ejecución hipotecaria provie- 
ne en primer lugar, del hecho de encontrarse situado en la pro- 
vincia de Santa Fe el inmueble dado en hipoteca: y muy es- 
pecialmente, de la circunstancia de haber establecido las par- 
tes contratantes, de común acuerdo el domicilio especial de 
esta ciudad del Rosario, para el cumplimiento de tenias las 
obligaciones emergentes del contrato hii>otecario. (Ver clan- 
silla tercera de la escritura hipotecaria obrante de fojas 12 a 
de los autos principales 1. convención que obliga a las par- 
tes contraíante- y a sus sucesores universales como la ley 
misma. 

• )ue. asi pues, queda bien establecido que las parte* han 
designado un domicilio especial para el cumplimiento de la 
liumieca v esto mismo se corrobora cuando las partes se su- 
jetan al trámite espccialisi.no marcado para esta clase de jui- 
cios por él Código de Procedimientos de la provincia de San- 
ta Pv .ver clausula quinta «le la escritura hipotecaria). 
* Q,a- sujetarse a este trámite que. por lo demás no rige 
en e'l Código de Procedimientos «le la Capital Federal, impor- 
ta someterse voluntaria y deliliera. lamente a la jurisdicción 
de tos jueces de esta provincia porqué solamente ellos dentro 
de esta jurisdicción, pueden aplicar las disposiciones del Có- 
digo de Santa Fe. por razones obvias. 
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Qne^ e*lahk-cid<> el dunitriTío «especial qxtra el cinuph"- 
micnto del pago y cié la ejecución hijwrtecaria. las parto- de- 
ben sujetarse a él. según lo (lis|xme el articulo i.i«>" del Có- 
digo Civil: y esa .Aligación i>a-<i a los herederos del deudor, 
de conformidad al principio general sentado al rcs|>ecto ¡*»r 
el articulo r.195 del mismo código. 

Qixé. por «>ira parte. 'étimo se lia dicho más arriba, la ac- 
ción hipotecaria entablada por el Banco Provincial «le Santa 
Fe. no e- una acción per «nal sino una verdadera acción real, 
conforme a los principo* cjUC dominan nuestra legislación 
sobre la materia, y a las fuentes de donde provienen. Kn efec- 
to; la- acciones reales, según las define ron toda propiedad 
vi artículo 2.756 tlel Código Civil, son los medios de hacer 
declarar en juicio la existencia, plenitud y libertad de los de- 
recho* reates, cotí el efecto accesorio cuando hubiere lugar. 

de indemnización «leí dañó causado. Ahora bien, el carácter 
nal del défecno de hipoteca no es ]>osihlc discutirlo en núes, 
tro derecho en presencia de una declaración tan e^p^esa y 
categórica como la del articulo ¿.503, inciso 5" del Código 
Civil: de donde se sigue, forzosamente, partiendo del prin- 
cipio consagrado en el articulo 2¿756 <l u e ta acción destinado 
a poner en ejercicio, ante la justicia, el derecho real de hV 
poteca tiene «pie ser real, y a su ve/., esto es asi, no sólo eri 
virtud de lo proscripto en este último artículo sino también 
porqué no sería posible concebir, sin caer en una completa an- 
tinionia jurídica, que la acción creada para servir y ejerci- 
tar un derecho dado, pudiera ser de naturaleza distinta de 
aquella que caracteriza al derecho ai cual sirve. 

Que la opinión de los autores y tratadistas, es uniforme 
al respecto. Asi lo expresa Preita* — fuente directa de las 
disposiciones iK-rtienentes de nuestro Código Ci\il — en el 
número 86q «le su proyecto de Código Civil para el Brasil. Así 
Ib reconoce y oimagra también Ortotán. en tina exposición 
magistral que figura en el número tV> de su '( ■cncralíznción 

derecbo romano", cuyos principies conceptos repnuh- 
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ce i.'i dirccCTOii tetrada del Banco Provincial en sil Uustradi 
informe de fs. 7 y *¡f^i¡éflte*i V May;:/, cuya autoridad como 
legista ci\nmmu\a tu» sé discute, ocupándose "IV !ás accio- 
ries ijit* tienen pór objeto proteger l«»s derechos r \h*~" dice 
(o sígnente en el Totiíb I. página 671;, do Obra Péfeclio 

Uomnno, Segmvda edición del ano 180,2: " De iodo 

1<j qtte hc:n • dicho ><hre !a naturaleza ele los dtrechjw rea 
les, x -obre hi gran división «le las acciones en actiaticw iti rewi 
e jW frcrsúHiim, residía eviderte que las acciones que sirVeñ 
para proteger los derechos reales pertenecen a la primera ca- 
tegoría. Con efecto, la ai'tio in rew es la que tcitttwós con- 
tra cualquiera que nullo jure, aobis obllQahts craf, Y los de- 
ncluK reales rió siqn)iien "i iníplican en ninguna iiuiiera que 
otra persona esté obligarla con nosotros: nos i*»m|>eien. he- 
cha ahsritficción de cualquier otro individuo fuera de nosotros. 
jm r el sólo hecho de estar la cosa legalmente sometida a mtes- 
tro poder: éii otros términos, existen, rto con respecto a tal 

j.tT*'»na determinada, sino cpii rcSjjeco a lodos". 

liste misino autor ocupándole c*|>ecíalmentc de las accio- 
nes concernientes al derecho de hipoteca, se expresa asi en las 
{afinas m"4 y 075 «leí mismo torno y ohra citada: "lía acción 
hipotecaria, es pues, |a acción real, por la cual el acreedor 
hace valer el jus in re ojue tienen sobre la cosa hipotecada, y 
que le autoriza jKira dfcq» ner de la cosa como dtK'ño. en tant«» 
que esto es necesario para resguardar su crédito, 1\1 acreedor 
que se vale dé éste medio de derecho, entiende, pues, ejer- 
cer el poder más enérgico entre los comprendidos en él dere- 
cho de i» r. . piedad, y la acción ittisriia aparece como una espe- 
cie de reiviiidicación (ti la cosí líipC)t<écadn. |M?rseguida en 
virtud de una delegación del propietario. Kn seguida, agrega: 
41 Kn I • que concierne al ohjeto y efecto qtie se propone, la 
acción hipotecaria es en tpdQ análoga a la reivindicación, con 
el temperamento de qué el efecto sólo se produce a favor del 
demandante en los limites de su derecho y de sil interés". 

1 fue, no calle «luda posible tle que nuestro codificador, ha 
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afexarfo ric lleno olas ¡(leíis qtic informan la (cgislacÍQn fran- 
cesa en Jos tiempos modernos, c<>mo inspiraron eñ la antigüe, 
dad r! derecho romaiío. De no ser asi. no tendría explicación 
lógica Sei enunciación de principios d< urinarios que en mate- 
ria de acciones reales contiene el recordado artículo j.750. 
Méiios aún se explicaría la razón y el sentido del articu- 
lo .M''~\ según el cual <i el deudor enajena, sea por titulo one- 
m " " Ittct^ifvo, el todo o una |«rtc de la cosa hipotecada o 
una «lesiuniliraeión de ella, que |«>r >i sea susceptible de ir 
\mm el acreedor podra perseguirla en po^der del admiren 
te \ ¡K.Iir su ejecución y venta, orno j>odna hacerlo contra el 
deudor. Como <v ve la acción que nuestr.: Código confiere al 
acrc-dor hip .teririo va. por decirlo asi. ¡icgado al imilítélílC 
afectado* no tan sólo poixjue se funda sohre un defeclip real 
$ohw la cosa, sino laminen porque la obligación qit¿ da lugar 
a la acción sigue a la cosa en cualquiera manos en (pie se 
encuentre. Y bien, este poder de perseguir la cosa, que nos 
lia sido afectada en garantía, ya continúe siendo del deudor, 
O haya pabilo a dominio ríe teneros, es el rasgo earacteris, . 
tico por excelencia de las acciones reales, siendo tan propio v 
exclusivo de el%. <|iie lia dado lugar a una definición iftuy 
generalizada, según la cual, la atrio ¡ti rem seria aquella que 
jjpdéinus intentar cpiitra cualquiera que se encuentre en pn. 
se<ió n de nuestra casa o de nuestro derecho i Maynz. obra 
y torno citados, página 554 y siguientes». 

thie. además, no puede argumentarse en o mirario, di- 
citanlo que el Código no ha enumerado como acción real a kt 
hipotecaria en el artículo j.707; inclusión que seria de todo 
pumo improcedente, dado que en dicho precepto sólo se enu- 
meran, y por consiguiente, >ólo * t . comprenden, como lo dice 
claramenie c l mismo articulo, a las acciones ¡file nacen del dc- 
recliQ de propiedad y que sirven para hacer declarar en jui- 
cio la existencia, plenitud y lilwrtud de dicho derecho de do 
minio; pem de ninguna manera podría comprender en sus 
enunciados dicho articulo las demás acciones reales que na- 
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ceh, n<> propiamente <lt-I derecho de dominio sino de desmcM- 
bracio HCS de esc «lereeho, erigidos, a su vez, en otros tantos 
derechos reales serrados c mde|>endientcmente de aquel. 

La persona del demlor es un cemento esencial de todo 
derecho i»er^nial o de obligación, t.n los dereclios reales. |M>r 
d contrario, nuestro derecho sé aplica directamente n la cosa-; 
tenemos e! derecho y podem«K ejercerlo sin. que sea necesaria 
la intervención de ninguna otra ]>ersona. La manera corno 
queremos obrar sobre una cosa o disi**ier de ella, puede ser 
diferente, y e*ta diferencia da lugar a una grande división de 
1«»> derechos reales, fundada sobre la mayor t» menor exten- 
sión riel |mkUt que pode:i\»- ejercer sobré la cosa. Kl ¡**der 
inás absoluto que la lev iwh concede sobre una cosa m üaüia 
derecho de propiedad. IV éste vasto poder que se manifies- 
ta de diversas maneras, cotilo derecho de di-t»>ucr. derecho 
de ^ozar. derecho de enajenar, etc.. Se han dcsinenhrad" al- 
gunos, elementos, y se fes ha erigido en derechos separados, 
cuya en unie nación hace e»|H*ciacnientc el articulo 2.5Q3 de 
nuestro Código Civil, cou-agrándolo.; a todos clips ponto otros 
tantos derechos reales, iguales e itide|»emheiites del de domi- 
nio > protegiéndolos con acciones de la misma naturaleza para 
los fiiies de sti debido mantenimiento y ejecución. 

*Juc. si después de todo lo expuesto quedara todavía al- 
gnna duda respecto al carácter de la acción real que tienen en 
nue-tn» derecho la acción hipotecaria, kistaria para desvane- 
cerla completamente la nota del cadificador al artículo ¿$¿284. 
inciso 4; en la cual. el doctor Vólez Sárslield expone corf loífa 
claridad y precisión e! pensamiento qiie inspiran las [precita- 
das dis|M.sicioue* del Código Civil, afirmando, asi, con un tes- 
ti mono de autoridad indisputable la verdad y exactitud de 
la íésis" qüe sostiene el infrascripto. -Decimos, "las acciones 
íu : -onale-" dice la referida nota— jorque las accione- reales 

deben dirigirse ante el juez del lugar domlc están situados 
!os bienes. \si la demanda de retminuicación. la acción hi- 
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lH,tccar¡a. respeto de .... mnllieble dependiente de la «toesfón. 
deben ser enta^aífos ante e| juez del lugar éri que so halla 
el inmueble " 

&ie, finalmente, la Supiema Corte de Justicia Nacional 
cuya autoridad es tan amenudo y m justamente invocada 
-KMUí.re «,ue se- desea desentrañar el verdadero alcance 6 sig- 
nificadp «le „„a dfeposictóii cualquiera de >k« lev. tiene sentí 
«la una jnriapntdenda uniforme, constante, y reiterada «obre 
esta cuestión, estableciendo sin dÍ9íí*pancía de ninguna esix- 
cie que la acción hipotecaria del* iniciarse ante el juez de la 
sUu : .c,«,n de los inmubles. y m ante el juez «le la sucesión, 
lili doctrina, aparece, en efecto, aceptada en los casos en que 
se reg. s tran en el torno H¿. ,xigi«. 193; tomo .,{<. página 359; 
tomo tío, pagina ¿, 7: ,.,„,„ , 2<J , ,ági„a m . (Colección de 
los fall.* de la Suprema 0>rte de Justicia Nacional I . 

Que. como se ve. el más alto tribunal de la Nación ha 
fijado: sin dudas ni vacilaciones la doctrina que cotilo juez v 
coino abogado ha sostenido invariablemente el infrascripto': 
«Ver cas.. Aiitenbr Bekrame versus sucesión Uíis Vitales 
resuelto por la Suprema Corte Nacional en última instancia, 
y que se registra en el tomb 110. .página S17 .le sus fallos 1. 

Que es de notar, por otra parte, qué' dicho tribunal tiene, 
asimismo, estableo.*, en ¡jurisprudencia no menos constante 
y uniforme que cuando ocurre el caso de un juicio uuKer 
sail He co,Kurso o de «,.iicbr«. la acción. HipótCCaría (lela- es. 
Wililecerse entonces, no ante el juez del lugar de la siiuación 
del inmueble, sino ante el juez «ti concurso, va sea este civil 
<> comercial. 

l'areceria a primera vista, que siendo tanto el conctir. 
se orno la sucesión, juicios igualmente universales debían 
aplicara idénticos criterios, y ,,„ e p,, r consiguiente los fallos de 
ese alto tribuna' aparecieran corno contradictorios entre si. 
Pero, coi.io bien lo dice la dirección letrada «leí Banco eje- 
cíñante, solamente podría creer contradictorio, 'os fallos dé la 
Suprema Corte Nacional, quien, no estuviera informólo «leí 
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Hito criterio tíeiiríficó en que están iiiNpirafla? tndais sijs re- 
soluciones. 

lia razón de esa difcrenciá apar«nieincnté inexplicable de 
criterios, radica, rabalmente, en la naturaleza propia de cada 
iiim ile esos juicio-. — d sucesprh), jn>r un la<h». y el córtciirso 
civil i» t. micrcial. por ótjjp, — asi como en los efectos difieren - 
tes que produce con relación a la ma<a general de aeree* lo - 
res. Kn tffeeto: «leotro del juicio sucesorio, cada acreedor, 
con entera indej tendencia de los demás, cobra su crédito, una 
véz reconocida su legitimidad. 8¿á de ki naturaleza que ; 
> tan C.s cieno esto. que in> habiendo acreedores oponentes, 
el heredero debe pagar a los acreedores a medida que se pre- 
senten, y los acreedores qué se presenten cuando ya U4> hay 
bienes de la sucesión sólo tienen recurso durante tínw años 
» iútrn lo> legatario*, por lo que éítbs hubieran recibkfo. (Ar- 
tirulo Código Civil i . 

Iíii cambio; en el caso <le concurso civil o comercial, el 
principio dominante es distinto: la ley coloca a fc*lo> los 
acreedbre? en un pie de perfecta igualdad, sin desconocer potf 
tillo el derecho bMFÍeníljtc míe según la naturaleza esjieeial 
<lr la obligación <» del -derecho puebla corresponder a los linas 

-i.itiV los otros para ser pagados cori los bienes del coiKU»r><». 

l>entro de "ste orden de ideas, que informan la econo 
mía general ele nuestro Código, el articuló 3. f M>* autoriza a ios 
acreedores hipotecarios en el caso de concurso general del 
deudor, ejecutar su hipoteca sin esperar los resultados del 
coneiirso; siempre que consignen o afiancen una cantidad que 
Se JUÍglte suiieientc. para el pago de los créditos que sean pri 
vili giadcis o a los de clltfs. 

De esta disposición se deduce que hay créditos privile- 
giados al (leí hipotecaria: y por consiguiente, en d Caso de 
cóncttrso general, es forzoso apartar-e (le la regla que «kmri- 
m en materia de acciones reales, siendo entonce- hulispeo 
sable que la hipoteca se ejecute ante el juez «leí concurso a fin 
de qui se llaga la graduación respectiva de crédito- o cunv 
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P !a ?! acreedor hipotecario con la oháig^ión de chipiar •« 
■ifianzar la ¿mina qué el juez clel cimcum» ^ehij¡w ctmih l W s. 
tóifté para garantizar aquellos Otros créditos que penden ante 
t ! mismo concurso y que pudieran resultar prívil^giaclas a! del 
b^wário. Si la Hipoteca so ejecutare ame otr.- juez. *•! 
acreedor hipotecario cobraría interínente su crédito, y no 
habría medio legal .le ..¡.ligarlo ; , consignar, a afianzar los 
créditos privilegiados a Ion cíe el. 

<Jue de lo anteriormente dicho M . de-prende, en conclu- 
sión, que vn los casi s cjü oucurs,. general fbára ¡7T a! deu- 
dor, la hipoteca debe hacerse valer ante el Juez del 
concurso. |xn-quc mi !<» establece por las razone, explica- 
das más arrilw. en el articulo 3.^8 clel Gidigp Civil. Iv r -. 
en los casos de suetsión del deudor como resulta siir el 
qiiC motiva la presente contienda de cmpeK-ivia — por lo 
raeno. mientras la sucesión no esté concursada, como no (o 

la de (t n Jaime Yicyra. no hay colisión de privilegios, ni 
graduación de créditos que nacer, y \pr consiguiente. 110 rige 
el precepto consignado en e! ¿rtteulo 3.938. No rigiendo esta 
disiHJSittóh y iv» cayendo emprendí. !o lam|*x*o el cas., sut, 
jttditc dentro de las previsiones del ártictllo 3.284 qué se re- 
fere a las acciones personales contra el difunto, únicamente, 
es indudable M ue la hiimteca constituida por el causante, don 
Jaime Yicyra. a favor del Banco l'rv.vireial de Santa Fe. itp 
! tiede Secutarse sino átíté el juez de la situación del inmueble. 

Pút tanto; 

í'.n ¡turril:» de las consideraciones que antedecen. de las 
aiíllítdas por la parte ejecutante a! dármele vfcta de Jo solfci 
lado por el señor juez exhortante y de lo precedentemente 
dictaminado por el Ministerio Fiscal, en definitiva, resuelvo: 
Mantener la condolencia del infrascripto para entender cu el 
juicio sobre cobro hipotecario de pesos, promovido por el lian, 
co Provincial ele Santa Fe contra don Jaime Vieyra: lo que 
corpunicará por niedi 1 de exhorto ai señor Juez de la Capi- 
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tal Federal doctor Roberto Bungc, remitiéndosele como an- 
tecedente copia autorizada ele la presente resolución, del me- 
morial presentado por el Banco Provincial de Santa Fe. obran- 
te «Ir i'rjas siete a veinte: del dictamen riscal de fojas veinte á 
veinte y tres: y de la escritura hi|M»teearia corriente de 'fojas 
v a diez y odio de los auto* principales glosados por cuer- 
da Hoja a este indHénte. Para el caso de i\\íe el Señor jne/ 
exhortante insista en su pronunciamiento anterior se le in- 
vita para i|iie eleve los antecedentes del casi» a la Suprema Corte 
(le Justicia Nacional, a tln. de ojie este tribunal dirima, en de- 
finitiva la presente contienda |»sitivn de competencia. Insérte- 
le, haga- saber y re|»óngase. — Mauricio J. Casal. — Ante 
mí;: Antonio Atiensa. 

liICTAMKV OKI. sr\"oR PUOCUR \l»OR GKXF.RAL 

Buenos Aires. Octubre ai de 1919. 

Suprema Corte : 

l\l Juez de Primera Instancia en lo Civil de la Capital 
de ta Nación, ante quicíi se tramita el juicio sucesorio de don 
Jaime v'icyra; dirigió oficio inhibitorio al de igual clase de la 
ciudad «Id Rosario de Santa Fe para que se abstuviese «le 
M-ynir interviniendo en el juicio que ante su jurisdicción ini- 
ció el Banco ftroyinciai de Santa Fe contra la sucesión ile 
V'ieyra ]>or cobro de u: crédito garantido con hipoteca. 

I\l Juez del Rosario, teniendo en cuenta que nlli se en- 
cuentra situado el bien hipotecado y (pie en la escritura que 
sirve de base a la ejecución se convino jior las jwTtes que 
todas las obligaciones emergentes del contrato hipotecario se 
cumplieran vn el Rosario de acuerdo con los trámites del Có- 
digo de l'rvmiinrienfc* de la provincia de Santa Fe. se lia 
negado a remitir las actuado!*-* referidas, sosteniendo su 
r ijK'tencia para conocer en ellas. 

Y. Iv ha resuelto repetidas veces coiitinendas de esta 
íatnralrza. estableciendo la competencia del Juez de la efe 

A 
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cución hipotecaria (fallos tomo 98. pagina 359; ,,0. faltos 
-'17: fallos 145). 

Por f I"""' - d J"* 2 «'«' !» Capital, solo invoca el hecho 
(fe ser universal el juicio de siu-esió». 

Pero esa circunstancia 1» es deeisiwa, porque las únicas 
accioi^s tic acreedores del difunto ,,ue deben enlabiarse an- 
te el juez de la sucesión son ías |)ersonales ( Gulig» Civil, ar- 
tículos 3*84, inciso 4»). 

I3n este caso se trata de una acción real, como es la hi. 
potecatiaí la cual está bien entablada ante el juez del lugar 
donde esta situado el imnuehle hipotecado. 

I'«.r esto y los fundamentos concordantes del auto del 
Juez del Rosario, opino que eáe magistrado es el competente. 

José Mii-ohis Maihnso. 



? U.LO DK I.A CORTI-: St rKKMA 

Buenos Aire», Noviembre 13 de 191». 



VtSlOS : 



l'"i los fundamentos consignados en el precedente cli.-. 
tfiucn el señor Proa^rador ('.ene a' y jurisprudencia reitért 
ra de esta Corte, citada en el misino, se declara Juez coni- 
intente para conocer en la ejecución hipotecaria contra la su- 
cesión .le don Jaime Yicyra. al de »■ Nominación en lo Civil 
y Comercial de la Ciudad del Rosario de Santa Fe. a quien 
sé le remitirán los autos previa redición «le sellos avisán- 
dose al Juez de la Capital en la forma «le estilo y .con iran<- 
eripción de! referido dictamen. 



A. Ukkmejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. R. Palacio. — 
J. Figl'kroa .Alcorta. 
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Ctvnfiañía de Af/nas Córrifaifes de BtíftUi filática contra 
/>» borenzp, Sobre Cúhro de pesos 

Suiri'irio: Nn pr cede el rci-ur>o extraordinario del articu- 
ló 14. ley 4X, contra una resolución fundada respecto al 
pago ctq servicio ¿jé afilas corrientes |H>r el propietario 
de una tinca, en la doctrina de un artículo del Código 
% Civil, ajena a dicho recurso. 

c .\w. ; l.o explican la* piezas siguientes: 

ñlCTAMKN lint SKÑOR PROCCÍAÍlOH í,i-\!:r.\I. 

Buenos Aire*. Junio 21 de 1910. 

Súprcira Corte: 

l.a -eUencij dé réntate recurrida no es definitiva a ">s 
efecto* «le! artículo 14 de la lev 4S. porgue despué* de ella 
puwté el vencido entablar juicio ordirario. 

Por !o tanto. c«>n>ider«> iuKprocedeutc el recurso traíd» 
ante V. \L j pitlo asi se declare. 

f vkí.o dk i.\ COKTK SÜPKKMá 

llucoc» Aires, Noviembre 13 <ic 1910 

Vi-t"* j c ¡Kiderando: 

Oue pata i mular el recurso extraordinario del aiiícu- 
1.» 14 <ic la ley 48 y 6/' de la ley 4.053, se lia alegado a fi>- 
j:t- 352 "haber espado en cuestión la valide/ del Reglamento 
aprobado 1». r el IVuler Kjccylivo en cuanto se declara que lo 
finca senida es responsable dCl consumo </«- las Mfttas corrien- 
tes, sustetiiciulose «pie esa rlis¡M»>:eii"in ?¿fccta at artículo 07, 
inciso 11 (le la C- n-titución Nacional. piw cnanto ella íitijxir- 
la establecer un derecho rea! sobre el inmueble, lo que es mo- 
tivo exclusivo de! Código Civil. Artículo 1.513". 
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Qtte la sentencia apelada hace constar que d servicio ele 
aguas corrientes eti la ciudad de Bahía Blanca, es un servicio 
público como el de afirmado, barrido. \w. y otros que deben 
*cr a cargo de! propietario del ¡luiuteble beneficiada y por ello 
se ha establecido en d articulo 31 del Reglamento aproado 
J5or el Poder Kjecutivo de la provincia, con lecha 18 de" Fe- 
brero de i«jo8, que es la finca servida la que responde al con- 
sumó de aguas corrientes. 

One ese servicio que el informe de la Intendencia Muiu- 
cipál declara obligatorio "establecido ppjr razono de salubri- 
dad pública, a prestarse de acuerdo con la ley de ií> de M«v«» 
de i4j04 y Reglamento de iH de Febrero de 100K" (fojas 332) 
corresponde al derecho administrativo e impone restricciones 
al tlére^lio de propiciad, «|«e sólo contemplan el interés públi- 
co son extraños al derecho civil como obsena el codificá- 
is :* en su nota al articulo ¿/ni. 

Que a ello se agrega que la -sentencia apelada finida ¿ti 
decisí&i respecta al pago del servicio pot el pmpk-tario actual 
de la tinca en la doctrina del artículo 3.266 del Código Civil 
ajena al recurso extraordinario interpuesto según lo estable- 
cido en el articulo 15 de la ley número 48. 

Por ello oído el señor Procurador C.euieral. sé declara no 
haber lugar ;d recurso. Notifiques? y repuesto los <cIW de- 
\ uélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dec 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlCUEROA Al.CoRTA. — Ra. 

MÓN MÉNDEZ. 



Hon Manuel Cornn, contra don Carlos Nriñcc Monasterio. 

por reivindkacura. 

Sumario: 1/ Para determina* la competencia de los tribuna. 
. les federales |>or razón tie las personas, sólo debe aten- 



defse a las Cftie fiaran en \6$ autos tomo partes directas, 
trinar en cuenta el interés <|tw otros puedan tener en 
el resínenlo del pleito. Kn consecuencia, carece de apli- 
cación lo dispuesto en el artículo 10 de la ley número 4H, 
r ci\ el caso «le mía deinaiula par reivindicación deducida 
por un argerjtino. en el carácter de exclusivo pn.-pietario 
del inmueble, contra otro, vecino de distinta provincia, 
aún cuando la sentencia recurrida considere a aquél. Slli 

haberlo pretendido, condomino con otras |»erM»na ? .. que 
no figuran en los autos como parte*. 

l.o explican las piezas siguientes: 
si;.N'ti:\\i\ i>k i¿v v'\mak\ fkokkaí, i>k cókíwb^ 

Córdoba, Agonto 6 de 191 h. 

Vistos;: Kl recurso de apelación interpüésto |>>r ambas 
par:* -, contra la sentencia de fecha Julio treinta y uno del 
año pp'Io.. corriente de fojas a íoj;:> ¿91. dictada |X>r el 

señor Juez Federal de líell Vílle, en el juicio reivindicatorío 
seguid" por don .Manuel Cornil contra don Carlos Núfiez Mo- 
nasterio, y en la que se ha resuelto: "condenar al demandado 
restituir al ador la parte del terreno que ocupa, dentro (le los 
titirites expresados en la demanda, con más los frutos per- 
cibido- y ]<»> que l">r su negligencia Iiuhiere alejado de perei- 
bir. desdé la fecha en que :upte11;t le fué notificada, de acuer- 
do a lo solicitado en el escrito de fojas 24, sin ¡>erjuicio de 
las acciones que cometan al deni.midado. contra quienes co. 
rrespouda. sin castas en consideración a la naturaleza de las 
cuestiones debatidas y otras es|>ccialidades de la causa". 

Y considerando: 

Qué según los términos expresos de la demanda (fo- 
jas -'41. el actor persigue eai este juicio reivindicatorío la de- 
claración de qué es propietario exclusivo del inmueble reivin- 
dicado y la condena consiguiente del demandado a entregar- 
le la 1 -sesión del mismo, pago de fruto* naturales " civiles 
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percibidos p dejado dé percibir j? .r ncglicencia del poseedor 
y fas cusías del litigio. 

Que la sentencia apelada, después de un estudio dete- 
nido de los títulos del reivindicante, y del demandado, llega 
a la conclusión de que el primero no lia justificado el do- 
mmio exclusivo qu c pretende sobre el inmueble que reivindi- 
ca, pero que en canario resulta de autos comprobado su ca- 
rácter de comunero de la Merced de Arrascaeta y ppí lo tanto 
dél lote marcado con el número (15) quince en el plano de la 
mensura judicial aprobada de la misma, dentro del cual está 
Situado dicho inmueble, por lo qué en virtud de considerar 
nulo el titulo del demandado, hace lugar a la demanda. 

Que dados estos antecedentes y teniendo en cuenta que 
el actor insiste en esta instancia en sostener la calidad de pro. 
pietario exclusivo «leí campo en cuestión, que invocara en 
I:. demanda, corresponde resolver en primer termino si „a 
comprobado poseer títulos que le atribuyan tal derecho. 

(¿lie como lo ha establecido el juez a qúo en su falto, no 
hay en autos prueba alguna de que por compra, división u 
otro titulo legitimo, el lote de tierra número 13 de la Merced 
«ie Arm «ráete, haya deja«fc> «le |»ertenecer a í«>s condiiminos 
de la misma y pasad» a sor propiedad exclusiva «| c los cau- 
santes mediatos del señor Cornú. Lucrecio e Inocencio Váz- 
quez y de los señores Nicanor, Clodomiro y «l«Ht«»r Manuel 
M\*z; Juan Carlos Vera y S« npia C.«»nzálex, c«»n los que ef 
actor celebró la división de que instruye c l documento de fo- 
ja» 17J y siguientes. 

Que el titulo «leí >eñor CY.rnú es la conq»ra hecha |>or éste 
a l«w herederos .le los señores Lucrecio e Inocencio Váz«|ucz, 
por escrituras de fechas 9 Junio y 10 «le Julio de 191 1 ( fojas 
6 vuelta a 16.. de los derechos y acci«»nes que a éstOs les co- 
rréspondíán en el lote 15 de la Merced «le Arrascaeta. en jwrte 
por compra hecha a los señores Gerónimo Cortés. Felipe y 
José Cortés Funes. Angel Ferrcyra Cortés, don Augusto I.Ó- 
pez y iloña Trinidad Dulnes de Aldao, y en parte según ma- 
nifestaciones de jos «»torgantc< «le la primera de las inencio- 
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r.tilas escrituras, "por renuncia y abandono qit£ hicieron, las 
demás comuneros tic la Merced de Arrascaeta. con irtotivi 
del juicio que le inició él doctor Mariano líchenique". 

Qüe a pesa»r de esta manifestación y de" las atirmacio. 
nvs que eii el mismo sentido lia hecho en sus escritos el actor, 
sie no ha presentado la prueba de esa adquisición que sus ven- 
dedores afirman hicieron los señores Lucrecio e Inocencio Váz- 
quez jM>r afcmdono y renuncia de sus condominos eñ la Mer 
ced de Arrascaeta. pm-s coi las sentencias dictabas en el jui- 
cio reiriyjditatorio promovido por el doctor Kchenique. a que 
^t' reitere la escritura antes relacionada y que corren éri copia 
a tojas 259, no hay contrariamente a lo afirmado por el 
representante del actor en esta instancia, una sola |»alahra que 
de tales actos haga mención o que siquiera autorice la j»ré- 
Mineion de su existencia, ya que el hecho de que ese pleito 
solamente sé tramitara con los señores Vázquez y Orcbnez y 
tK» con los demás comunero de dicha Merced, nó basta para 
inducir tal presunción desde que ta falta no expresan que 
éstos hayan sido también demandado* j>or Kchenique, o que 
rilados por sus condominos V ázquez y Ordoñez renunciaran 
-us derechos a íavor de los mismos o no conuparecieran a! 
juicio ) el Juez hubiese dado a su falta de comparendo al éfec- 
«de utiá renuncia que acreciera el derecho de los citantes. 

'Jue faltando como Sq ha visto este antecedente de la re- 
mincia ele derechos y abandono de) juicio que los heredero* 
de los señores VazqiMiz atribuyen a los comuneros de la Mer- 
ced de Arrascaeta. no debe resolverse la cuestión puramente 
teórica suscitada por las partes de saber si en la hipótesis de que 
esos actos se hubieran producido, serta aplicable a ellos la di?, 
¡x^jción del ariculo 2/185 del Código Civil y con que efectos. 

Q\w el señor Cornil sostiene que en 1X04. cuando los co- 
muneros de la Merced de Arrascaeta resolvieron mensurarla 
y dividirla en lotes jwra su venta, "los señores Vázquez y Or 
'loftez. exigieron que se exceptuara «le la división el lote qiu 
ellos poseían exclusivamente y coma únicos propietario* a me- 
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: it.» ele i*"* di recto s adquirid» s eti A litigio can él doctor Eche- 
niqúé, 16 que asi -e hizo corno consta a fojas 2íhV, «|tic algún 
tíeinpó después. "hs comuneros do la Merced, de una parte 
y los señores Onloíiez y Vázquez por derecho propio «le la 
• •ira. convinieron en que a riti de regularizar el lote número 
quince salvando los ánodos que se su¡)cr|M»ni:in t se reempta- 
zara, con éste, el que formaba la muerte de tcfr&nti tjtte se li- 
tigó ferih Ivlicnique lo que klljjoría". dice, "establecer aun 
n>as. si caite, el derecho de los señores Onbuez y Vázquez, 
por reexmicimicnto de parte de la comunidad que estos actos 
entrañan ya que no se concibe sn;K'rpi lición ni necesidad del 
consentimiento ríe terceras personas, si el inmueble formaba 
paité del bien común. 

One en realidad los actos a que el demandante se refiere, 
tales como constan en este juicio. *,•> llevan necesariamente a 
la conclusión que él pretende: porque no resulta del docu- 
mento qué en cc&iá corre a foja*. >(n. ni de antecedente al- 
guno de autos. que los señore> Vázquez y Ordoñez exigie- 
ran que se exceptuara de la divisicu de !a Merced de Arras- 
caota el lote litigado con Rehenique y menos que tal exigen- 
cia la lucieran en el carácter de pn^pietarios exclusivas del 
mismo, sino por el cortrario. «nie los sucesores de Arrascac- 
ta Miguel, comuneros todos de Is campos que co.nprende la 
ced de Arrascaeta coíRo se expresa en el "c. .¡trato" de fo- 
jas ,555. convinieron en practicar la división de los referidos 
terrenos y venderlos en remate público, exceptuando de la ven- 
la. no de la división" la |«irtc de los Iqs mismos disputad i, 
"por la provincia de Santa Fe (cien leguas más o menos) v 
de las cuatro que tititfó el doetor Mariano luhen'ufue" . habién- 
dose déspües de modificado este convenio jior acuerdo de lox 
misntos eomitnsros, aprobado judicialmente, y sin que los seño- 
res Vázquez invocaran otro carácter, en el sentido de cambiar 
la ubicación de esas cuatro leguas que irregularizalian varios 
lotes del plano de la mensura de la Merced, transportándolas 
sobre el lote quince de la misma. !>• empento de fojas 261 y 
siguientes. 
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Qixe de acuerdo can estas constancias de autos i > un . 
co que puede afirmarse es qué los comuneros de la Merced dé 
Arnt-caeta resolvieron excluir de la veiita de los terrena de 
la misma las cuatro leguas que litigara el doctor Kchenique. 
ubicándola* después un el lote quince, porque se^rainéúte te- 
mían o hahia ya una cuestión repecto de ellas, fuera ésta 
«un terceros o con los misino- condomino^ Señores Vázquez 
y Grdoñez; pero que no resulta que esa cuestión se haya di- 
rimido judicial ni eNtrajudirialuionte hasta la fecha. 

<Jue aún cuando a-i ño fuera y en la hipótesis de que el 

actor hubiera producido plena prueba de la adquisición que m¡* 
vendedores afirman hicieron los Señores Vázquez y < >rd"ñez. 
o»n motivo del juicio reñí vindica trio promovido por e! doter 
Kdiéniqúe, de las cuatro leguas que este redatnab: .mo por ello 
habría demostrado qiie tse inmueble fuera penñutado con el 
lote nurtíew) quince integro dé la Merced de Arrascaeta. den- 
tro dé] cual estaba comprendido el terreno objeto del présbi- 
te litigio, lote que según el plano de la mensura de aquella y 
el ir. forme del perito Ingeniero dón J. Allende PoSse tiene una 
exténción de "cuatro ¡aptas, mil veinte y ocho cuadras" . 

<Jue en efecto consta por los documentos de foja- 355 y 
j'«s siguientes que !<•>.. con niñeros ( | r | a Merced de ¿Vrrascae- 
ta invinieron firimeninientc en excluir de la venta de las tie- 
rra- de !a Merced 'ias cuatro leguas qite litigó el doctor Ma- 
riano Kchenique", y después cambiaron la ubicación de la- 
mismas transportándolas sobre el lote quince del plano de 
aquella resolviendo en consecuencia que lo excluido de la 
enajenación fuera este lote "que tiene decían, la misma super- 
ficie de cuatro leguas" \ expresando en seguida cual era el ob- 
jeto de ese canibio; evitar "con beneficio de todos y sin |>er- 
juicio de nadie, los inconvenientes casuales de la ubicación de 
dichas cUatro leguas en relación a la subdivisión de la Mer- 
ced", concepto idéntico al que se manifestara en el escrito en 
que el doctor Abraham Silveyra en re|>reseiitacüm de !oá se- 
m. res Irigoyen, IturrasMe y otro», pedia la citación de los c ... 
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iiiuiieros para que se pronunciaran sobre el camino dé ubica 
cion que e] proponía y en la conformidad que pregaron los 
causantes del actor exponiendo que estallan conformes con di- 
cha solicitud que ubicaba la Merced de Lagos dentro de la 
«lene número 15 del plano -le la Merced -le Arrascaeta. docu- 
mento de i..ja- ,?íio v 3<>i . 

Que esto demuestra con toda evidencia. que el espíritu 
linnifiesto «lo i.,> «enumeró* al convenir en el cambio de ubi- 
canon de las cuatro leguas objete» de la reivindicación del 
rloctor fcehenique trasladándolas sobre el lote quince fué en 
to.lO.caS0 de sustituir eá€ torre.» por otro de extensión ¡«nal 
siendo evidente que como lo afirma con razón el perito L 
mero Allende Posse en ni informe. mcurrier.„. en un error 
de hecho al expresar qite el lote número quince tenia esa 
perhne: error que manifiestamente no afecta la esencia «leí 
.•.>»»•■„, .. ,,, habiendo otra jwrte nada que haga suponer 
t i Proposito de llevar a calió una permuta «le las cuatro ¡é- 
guas de la referencia con todo el lote quina-. Qué teniendo 
el lúe numeró quince de la .Merced de Arrascaeta una ex. 
tensión «le cuatro leguas y mil veintiocho oadras. y „o na. 
biandose determinado sobre él la nueva ubicación de las cua- 
tr.. legas Migadas ,x>r el doctor Kchcniquev e! actor. ..i aún 
en la hipótesis propuesta, podría decirse dueño exclusivo de 
«na ,.arte determinada de aquél y ,K, r lo tamo del inmueble 
M"e pretende rcmudicar. Articulo ¿.«Jo y siguientes del Có- 
lligp Civil. 

£ue finalmente debe oblarse, que a ,V„ cuando el actor 
n,b,éra demostrado qué sus causantes a«l,p,iriero„ juntánién- 
ciiii los señores Ordrtii« el dominio exclusivo del terreno 
objeto «le la reivindicación imanada ¡wr el doctor lícheni- 
«jiie v aun más. que l«» c .n.l.'nnin. , S «le la Merced \rra>- 
caeta reconocieron «se r¡«n»im.> y estuvieron «le acuer.Io en 
permutar dicho inmueble por el b„e j,5,«ero quince íntegro «fe 
« s,a. „„ !„„• ,.||„ «smrja probado «i«te l„s señores Vázquez y 
Onlonez adquirieron la propiedad de ese lote, porq W tratá». 
dose «le «...a jJernmta dé ¡nmwbjesj faltaría la escritura pú- 
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bíi a indispensable para su legítima transíeri-nca. Artículos 
=77. Li&i mcfa 5 1. \ ¿jtite Código Civil 

Que de acncrd* con lo árttenórtutttte expuesto y teniendo 
en cuenta fjiie ti señor Cotfnú 1»*» lia i >djdo adquirir de sitó 
caucante.* derecho* mejores ni má« extensa que tos que fotos 
tenían, corréspoiule declarar qué ro ha probado ser propté- 
tara» cx<1usii\t> del inmueble que reivindica y que en edítete* 
cuei'cia la acción íju? en tal carácter lia entablad»» no le éotii- 
pete. 

Üue esto ^eiitadq parexeria lógico entrar de lleno al es- 
Piílio de la cuestión resulta que el a (fito, de saber si podría 
hacerle lugar a ia acción reivindicatoría propuesta por el se- 
ñor Cornú c« • :sidcrándnS< como copropictarii ya t\ te no cb 
dueño del inmueble en cuestión, pero hay tín punto prcv.o 
¿1 rr-«>!vrr y es si la justicia federal tiene ju-risdiccfóii para 
conocer de cija pues -i bien el actor ha comprobado sutícicn 
i»eme <! fuer-' p r distinta vecindad de las partes dcuto> 
ando que él e>tá douiicHiAdo eii Córdoba y el demandado ei 
Dueños Aires, desde qUC 8* trataba del ejercicio de nna a. 
i ión que tenia p r base un derecho de dominio que \u r su na 
nir;i!i'/;i es t-xilnsivo y «¿o puede tener otro titular 4|tu* el pro 
pieiari'». (articulo &506 y ¿.508 C- C.i. es del ea-o establecer 
m esci prueba será bastante en ca> ■- de que la acción 110 se 
fuiide va cu la propiedad sino en el condominio, «pie por de- 
finición es un derecho de doniurió cpie pertenece a varias per 
soi «as priV¿indiviSo;, sribre una cosa: Artfcttlc» X¿ ley P. F. v 

Que según el articulo 10 de la ley riumwti 48 de 14 de 
Se]»tie:il»re de cuando se trata del ejercicio de accio- 

ne.* Mu-iales > 111 general de acciones solidarias se ater. lerá. a 

¿téctfte del filero a la nacionalidad o Vecindad de tt>dos 
los miembros (le la sociedad o có'fainídad de tu «do que es né 
ee&trio que cada uno (le ellos individualmente tenga el «Iere- 
cho de demandar ante tribunales nacionales, de acuerdo 
a lo dispuesto en el artieutti 2 f \ inciso j." de la nfisriia ley. 



BE JUSTICIA DE LA NACIÓ.Y 



Que la acción dél condomino que reivindica dé tercer^ 
la cosa cunuui. es dé aquellas a que la disposición ci 
taila denomina V.¡idarias*\ porque asi !o establece ex- 
|>rcsámaite cuando dice que ha de atenderse a la nacionalidad 
de todos los miembros de la ccmiunidad y ix>rque conm se 
ha visto ya, compele a todos los comuneros con igual de- 
reclio. 

<Juc !a dis¡**ición del artículo lo tiene por fuiubsuciito 
la naturaleza misma «le las acciones emerjentes de la socie- 
dad y el condominio y tiende a evitar que un mismo pleito 
pueda ser juzgado cuntnHlictoriamcnrte en distintas juri.Mlic- 
riones para cada uno de los titulares de la acción según su 
nacionalidad o domicilio. 

<Jne asi lo ha establecido la Suprema Corte en fallo que 
Se registra en los tomos 13, pigina 407; 17. |>ágina 446: 77. 
página 17: 10. página jfi y io¿, página 175 dé la colección de 
- fallos. 

0\€ siendo ésto asi. y 110 estando acreditada la compe- 
cia dé la justicia federal para entender en una causa en 
que el actor hubiera fundado la acción rcinvindicatoda del 
inmueble discutido, en un derecho de condominio en vez de in- 
vocar, como lo ha hecho, el de dominio, los tribunales nacio- 
nales 110 pueden resolver en el presente juicio esa cuestión, 
aún cuando ese derecho de condominio estuviera pknamen- 
t-e demorado C n amos tomo lo entiende la sentencia arlada 
y aún cuando fuera perraitjdo a un tribunal con jurisdicción 
tostante, pronunciar en el caso y en presencia de la prueba 
acumulada en autos, una condena a base de un derecho no in- 
vocado en la demanda. 

Por estos fundamentos se resuelve revocar la sentencia 
apelada y no hacer lugar a la demanda tal como ha sido ¡n- 
UTpuesta por el actor, declarando a la vez la ¡fccom^tencia 
f|e la justHa federal en el sub judia- para conocer de la cues- 
tan resuelta K r 1! inferior relativa al derecho que aquel pu- 
diera tener para reivindicar el inmueble de que se trata a titu- 
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I*> de condómitio de l:i Merced de Arra>eaeta. Sin cspeci.\I 
ctmdcnacióii en costa*-. Hágase >al»er. tranvcríliase en el Li- 
bro de Resoluciones «le esta cántara y requiero* l«*s selt de- 
l*U¿(vaS£ el exjn'ílieirte al juzgado de su procedencia. — Ñc- 
m*\*ii> (¡intzálrs. — Andrés C. Posst. — Alfredo fícrditc. 

DICTAMKN SKN'oR PROCURADOR CKN'EK.M. 

Buenos Ale*. Octubre 16 de WW\K 

Suprema Curte; 

i Manuel E« Cornil, (iídcncfc^e único y exclusivo pr«.i. 
elario de un vramieMe ocupado |H>r clon Carlos Xúñez Mo. 
imsterio, demandó a éste ]>or reivindieaeión del mismo, ante 
e! Juzgado de Secci-m de Bell Yille. provincia de Corddlja. 

Sustanciada la cansa, dicho mágistnulo accedió a la de- 
nnnda. pero desconoció al actor el (lererfió exclusivo tjúé 
..irü'uve st.brc el inmueble referid» coiisiderán«lol«> como co- 
propietario de! mismo, en unión cpn> otras |>ersona< que no 
I'v. concurrido a! juicio. 

La Cámara Federal de Córdoba estimó también i|ue Cor- 
nil no era dueño exclusivo y como consecuencia de ello decla- 
ró la ncom|H"tencia <le la justicia nacional. <p< r considerar 
que dicho fuero ha debido acreditarse con relación a todo* 
los condominos y sólo la lia sido respecto de uno «le ellos. 
O »rnú. 

Kl tribunal «lió esa interpretación al articulo 10 «le la ley 
sóbfe jurisdicción y w>iiipe|cticía de los tribunales nacio- 
nales, ejiie dice: "Kai las sociedades colcvtivas y en general en 
fcbdtfc; los cu** en qite dos o más |>ersonas asignables preten- 
dan ejerce* una acción solidaria, o sean demandados |>or tina 
obligación solidaria, para <|ue caigan haj«» la jurisdicei<V¡i na- 
cional se atenderá a la naeionalidad o vecindad «le todos los 
miembros «le la socieda«I o comunidad, <ie tal modo «jue será 
preciso que aula uno de ellos individualmente tenga «Icrecbo 
a demandar o pueda ser danatádado ante losVtribunalcs «a- 
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dónales, con arres]., a I.. dispuesto en el inciso 2: del ar- 
tícii! ■ 2.»". 

N'o considero a j lisiada a derecho la resolución de la Cá- 
mara • 

Kn electo, el juicio ha sido iniciado por don, Manuel K. 
Corrí,, y esta es la única persona qué ejerce la acción reivin- 
dicatoria. 

I.a disposición k-gai citada por la Cámara & refiere a 
personas que están simultáneamente en el mismo juicio corno 
actorás y demandadas, con prescindenciá de otras que pue- 
dan tener derechos a inter|xmer la misma acción o pudieran 
ser demandadas por la misma cansa. 

V. E. lo lia entendido asi en el fallo dictado en 28 de 
Agosto del corriente año. en los autos "Uanco Anglo Sttd 
Vmericano contira Victoria Quadri. por colwo de pesos". 

Por ello. opino que partí que proceda el fuero f e 
en estos auto. |x> r razón de las persona». Iwsta que el actor y 
el demandado sean \ecinr« de distinta iwovincia. sin. uecesi- 
<¡nd de que lo sean también lo* condominos que la sentencia 
atribuye al actor y que no son |>arti-s en el juicio. 

José Nicolás Mal ¡cuco. 

Bumos Alm, N«víe mbn- ir« de 1919. 
Vistos y considerando: 

Qjic !a sentencia apelada hace constar en <i\ primer con- 
siderando "que según los términos expresos de la demanda 
( fojas ->4» el actor persigue en este juicio reivindicatorío la 
declaración de que es propietario exclusivo dei inmueble reí- 
vidicado y la condena consiguiente «leí demandado a entregar- 
le la posesión del mismo, pago «le frutos naturales o civiles per- 
CiUidos b dejados de iwrciWr i**>r negligencia del poseedor 
y las costas de! litigio". 

Qm se reconoce asimismo que el afilante lia compraba- 
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1 1« * >uhc;e»tciuente el fuero por distinta vecindad cU' las ¡vir- 
io i fojas iHj vuelta». 

Que éli mérito de lo> aiiiemk'KiU\s ' relaciimados en la 
sentencia, ésta resuelve revocar la de primera instancia y no 
hacer lugar a la demanda tal como lia sidu ¡ntcrpiiesta |>or 
el actt>fe declarando a la vez la itio.mpcteneia de la justicia 
federal en el sup j tul ice para coiipcer de la cuestión resuelta 
por el inferior relativa al derecho <|ite a<ptél pudiera tener 
indicar el inmueble- de ipte se trata a titulo de con. 

la Merced de A trascarta i fojas 4841. 
si el filero federal |>ur razón de las iM-r-ona-* íne 
debitkuiientc acreditado y si el recurren-te invoca un derecho 
I .¡rio y exclusivo 110 puede ser de aplicación ni caso el ar- 
ticuló n> «le ki ley tiume.ro 4R. de jurisdicción y competencia, 
atiti considerándolo condomino, s:n halterio pretendido, con 
u:ra> ¡erguías i|tte no figuran en los autos como partes <|i- 
re «tas ( fa!I< - torito 127, página 417. sentencia de ¿X de Agir- 
la leí corriente áfjo> cansa Ifcuico Anglo Snd Americano ver- 
■ . - \. (Jnadri y jurisprudencia alli citada». 

rNr ello y conforme con lo expuesto y ¡H'dido |M>r el se- 
ñor Procurador <¡eneral. se revira la sentencia apelada en la 
I arte i|Ue ha podido ser materia del recurso. Notifiques*? Ofi- 
cinal j devuélvase al tribuna) de procedencia donde se re- 
|H)!i<!rá el papel. 

A. Bkrmkjo. — Nicanor G. p«fc 
Solar. — I). E. Palacio. — 

J. FlGUKROA Al.CoRTA. 



(/. b¡crfUt Nacional contra don Antonio Martínez Rufino, /»m 
: ciinindiarción sobre ferención de la instancia. 

hurto: La resolución «pie no- hace lu^ar a una pedido de 
pereiicipn de la instancia, tío reviste el carácter de defi- 



nitiva. a los fine» del \xci\r$o cxtráwrdhiarfo riel articuló 
14. ley 4*. 

Caso: I.*, explican !;u piezas sjgutemés : 

La Plata, Diciembre ¿7 de 1018 
\ iStos y considerando : 

Qüc M-giin lo ha establecido esfe trtbiitial en reiterados 
«•aso*, reproduciendo los fiindahicntos aducid, s por la C>rtt 
btipresna en justicia en resolución que se registra en él to- 
mo 0X1. página 387, <le sus fal!«,>. la péreheión de ináta^ía 
110 procede después de dictada la providencia de "aiit r* para • 
defínith V". 

One otra ¡arte, aúu cuan.!.» ¡, 4 c-jiv-uión de las me- 
didas decretadas ]«ra nt-j. r procer por esta Cámara a fo 
jas 279 y 283 haya sjcjp demorada. c$a demora 110 seria ¡m- 
ptitahle a la |«irte actora. desde que un se puso a su cargo la 
ejecución do esa- medidas o>iv puede ver>r eu los respes- 
ti vos proveídos. 

Mor ello se rechaza la j>ercncióu interpuesta v corran ios 
autos según su estado, cumpliéndose las diligencian ordenad™ 
fs. ¿;«v v _>S¿. — AnttiHio /.. Manniaro. * A\ Ctrhio Ltn-altv. 

I*M*U> pK I.A IOK1K St lMUCM A 

Buenos Aire». Noviembre 15 de 1919 

Vistos y considerando: 

Que la resolución de fojas jo.» la M ue n> >e hace 
lugar a Un pedido de iR-reiictón de la instancia, no reviste ca 
rácter de definitiva. i*>r cuanto no termina el pleito ni hace 
imposible su onitinuacmu a los rines del recurso previsto en 
el articulo y de la lev número 4.055. 

h>r ello y de conformidad con lo resuelto en ea*w aná- 
logos, tomo ijo. página 4.*>. S<? dcvlara mal concedido el re- 
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curso. Xot¡fiquc«>e y devuélvanse, reponiéndose los sello* ¡tute 
el jtixgaflo «1c origen. 

A. Bermejo^ — Nicanor G; rúa, 
Sor*AR. - I). K. Palacio. — 
J. Figlmírow Alcorta. 



Compañía Huiro Hlcrlrfca de Vucuindto* ra autos cotí lo Mu* 
iiicipaJidaq tic ¡n intima provincia, sobre cobro tifo ana 
omita. Retiirso í/<- lu-i ho. 

Sumario: i.v \,, tiene carácter de definitiva a los fines del re- 
ctirso extraordinario «leí articuló 14. ley 48. una senten- 
cia en qUc se establece qué la resolución apelada no hace 
cosa juzgada, puesto que al interesado le queda libre su 
acción para reclamar por la vía ordinaria. 

.v K> imprt rédente el recurso extraordinario con- 

ira las a-soluciono en <|iic los tribunales lócale- >e li- 
Nnitan a ti jar su propia jurisdicción de a|>clacióu, con arre- 
gle) a tVs preceptué de sttfcjcw-s -procésale-. 

aso: |,o explican la- siguientes: 

I»'. TAM):\ Úkf. SnÑoU PROCURADOR CRX; 

Bueno» Aires. Junio 17 de l¡*li». 

Suprema Corte: 

l.a Corte Suprema de Tncmuán, al declarar mal conce- 
didos ¡us recursos que se llevaron ante ella, deja constancia 
de que la resolución apela «La tío hace cusa juzgada, puesto 
qtie al interesado Ir queda libre su acción para reclamar |*»r 
vía ordinaria «fojas 1 iój con arreglo a las leyes de esa pro- 
vincia. 

Carece¿ .pues, dicha resolución del carácter de sentencia 
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definitiva qiié retjliieré el articulo 14 de la 
proceda el recurso extraordinario ante V. 

Opíiio, |H>r lo tanto, qiu- ha sido bien denegado. 




I^ara qtte 



Mié Ñfcókis Matteiiso. 



l'AUW IM-: COJCTK SUPREMA 

Buenos Aires, N*4ie«bre 15 de It»|f«. 

Autos > vistos : KI recurso «le liecho por denegación del 
extra rd inri rio interpuesto contra sentencia de la Suprema 
Corle <le justicia ile la provincia de la provincia de Tttcu- 
mán, jjor U Compañía Hidro-Kléctriea de la misma provin- 
cia, en los autos seguidos pdr la Municipalidad de Tuctunán. 
por cobró «le lina multa. 

Y considerando : 

Qué en la sentencia corriente a fojas 1 10 de lo> autos ¡se- 
guidos ante los tribunales locales de la provincia referida, se 
establece que. "la resolución arlada ivo liacé cosa juzgada, 
puesto que al interesad*» le queda libre su acción para recla- 
mar por la vía ordinaria «artículos o y 15 de la ley de 2 de 
Julio de 1:914). reiterándose esa declaración al fundarse el 
auto delegatorio de! recurso interpuesto, al qtie 110 se hace 
Silgar por cuanto en la sentencia recurrida 110 ha habido 
pronunciamiento definitivo'*, etc. (fojas 128 vuelta"». 

Qtií el recurso que autoriza el artículo 14 de la ley nú- 
mero .;S, requiere que la sentencia que lo determine sea defi- 
nitiva, esto es, que el agravio que inlíera. no sea suscqúbk 
de reparación dentro del orden Idea!, y atentas las declarado- 
ru s precedentemente consignadas, la improcedencia del recur- 
so es manifiesta, con arreglo a las reiteradas decisiones de 
este tribunal «fallos. tomo 07. júgina $1. entre tfMfc). 

QuC es asimismo de notar que en la sentencia recurrida 
la Corte Suprema de Tttcumáii, Se limita a declarar mal con- 
cedhíps los recursos de nulidad y de iiunn*titucionaIidad de- 
nidos para aiUe día. |>or aplicación «leí articulo 20 de la 
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I»-. Orgánica tic los Tribunales. \ de consiguiente, ta! cir- 
dnistancia determina también la faipruccdencia dd recurso 
oí el cas*», p r tratarse de una dimisión en que el tribunal alu- 
dido rija su propia jurisdicción de apelación cpli arreglo a pre- 
ceptos (le leves locales «fe procedimiento, esto es. materia pri- 
vativa de los tribunales provinciales cuando la constituciona- 
lidad do lalrs fcyés rio lia sido impugnada (Fallos, torno 127, 
página 283, coiisidi ramio 5:* página ¿85 y jurisprudencia alli 
* i fia da ' . 

i'or etlo y atento lo expuesto y pedido |M«r el señor Pro- 
radúr Generala se declara bien denegado el recurso. 

\"oiiíiqin>e y recuesto el pajiel archívese. Devuélvanle los 
autos venidos a rerpusicipii del señor PrVscuradoT General, con 
IrmscnpcHT! de la presente. 

A I »KkM k.m». — Nicanor (i. hKi. 
SOLAk. — D. K. l'.VI.AClo. — 

j. FlOL'KROA Alcokta. 



res IhtlMio y Pwasiio t&nlfü fcwro H$os y t*ftt.. íó/wv; 
¿séisiÓn contrato y daños y frrjtitiios. Recurso rfr 
hecho. 

ario: No procede «1 recurso extraordiiwio del artículo 14. 
ley 48. contra una resolución que no luz*» lugar a un ]>e- 

iicto (le que se dejara sin efecto una inulta |*>r infracción 
«, |a U \ de papel sellado mniero 10.361, fondado, tío en 
dicha lev. sino que tal multa ya había sido pagada, cues- 
tión ésta de hecho, extraña al referido recurso, y en que. 

'existiendo úo$ resoluciones que versan sobre la 11. ¡sitia 
cuestión <*S im principio de derecho, tratándose de pena*. 

¡lie debe estarse a lo niá* favorable para el que debe 
ser Coiñpclido a cumplir con la ley", pinito de derecho. 

guaimente, ajeno al expresado recurso. 

Lo explican las piezas sigiiienes : 
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IUCTAMI5N DW. SBÑOR l'ROCURADOK f.KNKR.M. 

Bueao* Mr**. Septiembre di de 101». 

Suprema Curte: 

i a resolución de fojas u¿ ha sido dictada por l:i Cámara 

i.» Comercia! de la Capital de la Nación en el juicio que 

ten los señores Dallolio y Knasco contra Boero Hnos. v 

npañia. solire rescisión de contrato y «lañus y perjuicios, 

rfiretando >" *pl»cawJn diiaioskioocs (le la ley de papel se.-' 
ado. 

Contra dicha resolución han interpuesto los actores a fo, 
jas 6j recurso de apelación p:,ra ante V. R el que les ha «ido 
denegad) >. 

Considero ajustada a derecho esta última resolución. 
Rn efecto el recurrente al «Hablar el recur.x» no ha cum- 
plido con la obligación que le impone el articulo 15 de la lev 
número 4K. dé den:, strar que su fundamento tiene una re- 
lación directa e inmediata con las cuestiones «le validez «k las 
leyes, tratados o comisiones en disputa y ni siquiera ftktkíbha 
Cláusula constitucional míe entiende ha sido violada. 
I'or ..tra parte, la apelación deducida a fojas 1*3, en la 
forma de recurso ordinario. iu> procede, porque V. R. 110 es 
tr¡b«míil de tercera instancia en esta clase de asuntos. 

Si ha querido entablar el recurso extraordiiiario del ar- 
ticulo 14 de la ky 4H. ha debido determinarlo expresamente 
( 1 lX. fallo». 14» y 1711, 

l.a resolución ajaHada, por otra parte, no resuelve cues 
ción federal alguna que autorice dicho recurso. 

Va he m.-inife-<ado a V. R. mi opinión en otros dicta 
..enes: "Rl articulo 77 de la ley IO.361 «le pa(>el sclla«l«». pres- 
cribe que toda acción que emerja de» cunijilimfcnto «le «lidia 
ley corr W nde al fuero «le la justicia ordinana «le la Ca- 
pital. 

"Bit presencia «le esta disposición, .pie no estsd» «-on- 
siguada en la ley anterior número .j.«>.'7. no puede atribuirse 
1 los tribunales federales jurisdicción exclusiva en los casos 
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Jicacíón de la misma, "Kl tedio* por Otra |»ne : de 
r dictada una ky pOí" e) Congreso Nacional no es suficien-f 
le para que la aplicación «le día constituya siempre un caso 
federal. V É asi lo lw «ledarado con respecto a la ley de 
ckfcrisa social cu fas causas registradas cu los tomos íi¿¿ pa- 
gina 117. página 140 y otros, estableciendo que ella és 
mixta, de jumdkdón federal u ordinaria. Según las cireuns- 
lanceas del íiechd que motiva su aplicación. 

"En d misino caso se encuentra la ley de papel sellado, 
'lilla se refiere, no sólo a actos o relaciones de orden fe- 
deral. <4no también a actos o relaciones dé orden lofcal. Asi. 
en cnanto establece iu»pue*tos sobre las solicitudes pres. na- 
das al Congrego y a los tribunales federales tío cabe duda de 
que se trata de Una ley de jiwisdioción federal. Pero cimtido 
grava con un impuesto las promesas de compra venia 'le bie- 
nes raices en la Capital o territorios nacionales o las actúa- 
nones ante la justicia local de esos Atritos, es evidente que 
el Congreso legisla eolito legislatura local y no como Congre- 
so Nacional pani todas las pnn-incias. 

"Todo iinpttésto a procedimientos judiciales tolérales, es 
federal, v todo impuesto o prendimientos jwliciales localés, 
es local, poKitte el itiipuesto és lo accesorio y la materia sobrp 
la cual recae ¿5 lo principar. 

Tratándose en el presente caso de tribunales locales que 
aplican un impuesto igualmente local, no creo que proceda 
la apelación que autoriza el articulo 14 de la ley 48. 

|%»r lo expuesto, considero bien denegada la aj>elaaon >' 
pillo a V E. se >irva asi declararlo. 

Jos¿ ¡tikolás Mdtieiw 

Y:\UW DK LA CORTK SUPREMA 

Buenos Aire». Novítwbre 18 de l»ifc 
Antas > vistos: Kl rtcursoi de beclm ¡mr denegación del 
extraordinario. interpuesto contra <tvnteiKÍa de la Cámara en 



I>K JUSTICIA DE LA NACIÓN 



280 



lo Comercio! dq Ta Capital ¡nir los señores l>allolio y Pinasco 
en los amos que siguen Contra la razón social Bbero Herma- 
nes y Compañía, sobre rescisión de contrato. 

Y considerando: 

<Jue la multa impuesta por aplicación tic la ley muñe- 
ra 10.361, emana de la sentencia de fojas 37, que 110 lia sido 
. hjem de recurso alpino, y por consiguiente a calmado eje 
cutoria y no es revisible \x* esta Corte Suprema. 

Qtié consentida esa resolución, es obvio que la de to- 
jas 62. 110 puede autorizar el recurso extraordinario del ar. 
líenlo 14 de la ley 4S, toda vez que esa decisión disminuye 
en sentido favorable para el recurrenle, lo que éste debió pa- 
gar en cumplimiento del auto precitado. 

. One es de observar, asimismo, que ni en el escrito de fo- 
jas 41 ni en el de fojas 4<> en que se plantea la misma cuestión 
resuelta a fojas ¿7. aparece que se haya suscitado contro- 
versia concreta sobre alguna cláusula de la aludida lev- 10. y>i ; 
ante- bien, el pedido de que se «leje sin efecto la inulta, no 
se fundí» en la citada ley. sino en que tal. multa ya había sido 
págáda, cuestión de hecho extraña id recurso que se dice in- 
terpuesto 1 Fallí», lomo 128. palmas 77 y 370, etc.». y en 
que "existiendo dos resoluciones (pie versan sobre la misma 
cuestión, es un principio de derecho tratándose de penas, que 
dfhc estar-e. a lo irás favorable }>ara el que debe ser compe- 
lido a cumplir con la ley", punto de derecho común igual- 
mente ajeno al recurso extraordinario, (Fallo-, tomo l¿7, pá- 
gina 354 entre otros t . 

Que además, y como se baee notar en el dictamen de fo- 
jas 7 del escrito de queja, el recurrente lia iiuerfiuesto el re- 
curso ordinario de ablación, que es improcedente en el caso* 

Por ello, y atento lo expuesto y ]>ednlo por el señor Pro- 
curador tleneral. se declara bien denegado el recurso. Noti- 
fiquen y repuesto el pa]H'l archívese. Devuélvanse los autos 
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lirios por vía de informe a2 tnl, na! «lo ¡,r cc-ic: ciu. con 
i!M-riiH-i«Hi ík- la presen^. 

A. BrríiKjó- — Nicanor r,, ut-t. 

Soi.AR. — D. E. PAtACtÓ. — 
J, Ficy^KOA Al.COKTA. 



/«<pi Godfrid, contra din Pedro X. Affranchw. por 
cobra de pesos: sobre competencia. 

Sumario; Tratándose de una acción conjunta de acre-dores 
adjudicatarios de los bienes de un concurso, que no se 
), nn constituido en sociedad anónima, para que el cono- 
cimiento di- la* causa corresjionda a la justicia naci.Awl 
] ;.r razón .le las .icrsonas. es menester míe «can ciuda- 
danos argentinos vecinos de distinta provincia de la «leí 
.leu andad... i.kIos los acn-cdores eai cuyo nombre se Haya 
promovido la demanda. 

Cuso : I." explican las pieza* sitúente*: 

SKNTKNCIA l'Kl. JUtíZ RX l.o CIVIL V CQMKKCIAI. 

Rotario. Abril a de l«t?. 
Y vistos: La* excepciones de inhabilidad de titulo e in- 
competencia ih jurisdicción, opuestas por la parte deman- 
dada. 

Y considerando : 

aún cuando la excepción de incompetencia de juns- 
rhecon se opone, en segundo término por el interesado, debe 
ser estudiada previamente porque si día procede legalmente 
lió es el cas., de entrar al fondo de la cuestión, ya que. ella de- 
berá ventilarse ante otro tribunal. 

Oüe fundada la excepción de incoinjietcncia de jurisdie 
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lió» éij la dístindacl «Ir las panes, circunstancia (|tíe lio ha 
sádc» negada por las mismas, cíete estudiarse, previamente, el 
ca>o especial en c|ile se encuentra d demandante, ti sea el ii- 
cjuidador de la tirina linillaniet Ghargiic Hcrnianos, cuyo 
concursa comercial terminó con la adjudicación (le bienes a 
mis acreedores ; pues según sea !a manera de considerar su li- 
mación legal, procederá a tu» la excepción planteada. 

A este re*]H*cto. el demandarte sostiene que el presente 
juicio, seguido j>or oí liquidador de los bienes de un rancur- 
so; del>e considerarse como una derivación del mismo y cometi- 
do. j2or taiitd* a la jurisdicción del juez «pie intervino en aquél; 
mientras que el demandado expre-a qué el juicio de concurso 
terminó con la adjudicación, desapareciendo asi el carácter 
nnh-ersal del mismo que atraía a él lo*, jeitos aettv.» v pa- 
sivos y conviniendo a la masa adjudicataria en la- condicio- 
nes ile cualquier litigante, sometida a las diripiisicinncs gene- 
rale- de las leyes. 

One planteada áü la cuestión, es necesario acudir a la 
legislación comercial para buscar alii la Sídmión de la ditn 
cuitad propuesta: y en tal sentido se indine esta pregunta: 
¿qUe es la adjudicación y cuáles son ¿üs o -i secuencias? La 
adjudicación de bienes, como >n mismo nombre lo expresa 
y según se de*<prc::de de las disposiciones contenidas en e! 
titnloV. del Libro l\' del Código .le Comercio, es la medida 
por la cual, los acreedores de un comerciante matriculado, re- 
suelven tomar a su cargo el activo y pasivo del deudor, art. 141 2 
y trae j r consecuencia el que. aprobada la misma. |t»s acree- 
dores quedan sustituidos al deudor en todas sus accione*, de- 
recbos y obligaciones con relación a mis bienes y pmlrán ha- 
cerse valer centra ellos todos los privilegios y acciones de lo. 
acreedores privilegiados, articulo 1.414. 

Dicha aprobación i:rporta. además, liquidar de ( t"miti\:i- 
niente la situación ilel deudor, con la carta de pago que es su 
consecuencia, articulo 1.41Í;, entrando los acreedores a ser 
«dueños exclusivo, de loS bienes en toda la ampliud del con- 
cepto legal y terminándose el juicio, según lo dispone expresa- 
mente el articulo 1.420. 
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Ahora bien, teririinado el juicio de convocatoria con ta 
adjudicación de bienes, puede sostenerse que la jurisdicción 
del juéz del concurso del» mantenerse para todas las cues- 
tiOiiés que ¡átpjáti más tarde con motivo dé los bienes adjudi- 
cados? De ninguna manera, a juicio del suscripto. 

' 1.a aportación de la adjudicación es el último acto de ju- 
risdicción realizado por tíl Juez de la convocatoria, pues el 
inicio queda terminado por tal sanción. Y tan es asi. que los 
acreedores entran cu posesión exclusiva de los bienes de su 
deudor, con la amplitud de derechos que la ley acuerda a todo 
propietario y con todas las responsabilidades del dueño an. 
terior de los mismos. ííuedcn liquidarlos o continuar el giro 
del deudor, ya sea por intermedio del representante nombra- 
do en la audiencia resi>ect¡va. articulo M«S; . va *** cons - 
tiútvetiíió directamente una sociedad comercial de la manera 
qué ío dispone el articulo 1.41»*. Con el agregado de que para 
tal resolución no es requerida la intervención judicial, que 
lia cesado definitivamente con la aprobación de la adju- 
dicación. . 

listas sanciones y estas consecuencias, que surgen de las 
disix.sicioncs de la ley. están de acuerdo con el espíritu de las 
mismas, y con los propósitos del legislador al establecerla: pro- 
pósitos ampliamente expuestos en el informe de la Comisión 
de Legislación del Senado Nacional, (pie debemos considerar 
como un complemento necesario de aquélla, ya que lo firma 
el eminentísimo l'ellegrini. creador y alma de la reforma. 

Que no existiendo juicio después de la adjudicación, la 
jurisdicción «le! juez de la convocatoria ha desaparecido defi- 
nitivamente para todas las cuestiones legales en la que pue- 
den ser parte los acreedora adjudicatarios, cómo desa|nrecc 
Siempre después de terminada cualquier gestión judicial ya 
sea de carácter general o particular. 

Terminada la entidad jurídica: sucesión, concurso, uni- 
versalidad de bienes. par la liquidación o adjudicación de los 
mismos, desaparece la necesaria atracción de juicios que la 



ey concede a la jurisificeión universal de aquella: pues no éá 
la jurisdicción quien atrae propiamente, sino el juicio uni- 
versal que radica ante ella, por lo que terminado ésto tennina 
la jurisdicción mino lógica consecuencia. Snblaia causa to. 
Ilitur 4*//rrlii«i. 

(Jue siendo esto asi. es evidente que la masa adjudicata- 
"a ddie considerarse entro un simple acreedor |>art¡cular en 
stt> relaciones con el demandad*, y sometido. |x>r tanto, a las 
disposiciotics generales <le las leyes que determina la jurisdic- 
tión. no sien«¡o aceptable el principio <le que tal jurisdicción 
del* ser la del juez local que intervino en la convoca* aria, co- 
mo lo sostiene el demandante. 

CJe no habiendo controversia <Ie |>artc cttii respecto al he- 
cho de que ambas se domicilian en distinta* provincias y 
reúnen la misma calidad de ciudadanos argentinos, es de apli- 
cación el principio contenido en el articulo 2." inciso 2? <le la 
ley nacioral número 48 sobre jurisdicción y conqtetencia de 
los Tribunales Fetlcrales. debiendo radicarse ante clb>s la ac- 
ción judicial que lia dado origen a este pleito. 

Por tanto: y en virtud de las razones expuestas el Juz- 
gado Resuelve: Nacer lugar a la exce|*eión o|xiesta y decla- 
rarse incoir) tétente para seguir entendiendo en este juicio, de- 
biendo acudir los interesados ante la jurisdicción que corres- 
ponda. Con costas, a cuyo efecto regido los honorario* de! 
doctor Víctor R. I 'a sentí y IV. -curador Carlos Navarro en 
las sumas* de doscientos y cic» |>esc>s nacionales resj>ectiva- 
mente. Insértese, hágase salier y rei>óng:isc. — Antonio h\ 
Caffcrala. — Ante mi: A/. .V. Hraro. 

SKXTKXCIA DK LA CÁMAKA llt! AI'IXACIOXKS fSKT.l'XliA S VI.A > 

Rosario, CHctenbrt » de iWi. 

Y vistos; Lo$ presentes autos seguidos por el procurador 
Sebastián M. Salvatierra, en representación <lel 'liquidador de 
los bienes adjudicado* a los acreedores de la razón social Gui- 
llauietit.- Cbargué Hermanos, contra «Ion IVdro X. Afracchi- 



.... iranios en apelación de lo resuelto a fojas 45. admiHcmk» 
la de excepción mcorm^encia de jurisdicción alegada por el 
deudor |»r la distinta vecindad «le las parte»; y 

Considerando: 

1. " .„>ue según resulta del doci«M$ntq de foja* 1. don 
luán Godfrid. demandante. obra i**r representación de los 
acreedores a«1ju«licatarios de lo* bienes «le la sociedad «pie 
giró en esta plaza Injn el mhro "Cuillamet, Chargué Her- 
mano»". 

2. " One la adjudicación de ldcnes «pie autoriza nuestra 
lev mercantil constituye por sus formas y f*»r sus electo- una 
verdadera ¿esióní articulo* 1.414 y M«7 del C. de Comercio. 

y One en tal virtud para que la distinta vecindad de 
las partes haga surgir el fuero federal, de acuerdo con el 
argumento del artículo X." de la ley numero 4* ** menester 
que Se ctable/ca el domicilio del cédeme dentro <le los térmi- 
nos .leí articuló 2." inciso -V «le la citada ley. circunstancia 
cinc no aparece eviiknciada en ta que respecta a los miem- 
bros «|ite constituían la extinguida ¡sociedad Chargué Herma- 
nos, e impide el fuero «le excepción. 

4." Oue tampoco airresponde *i se atiende al domicilio 
v itacionaNdad de los acreedores adjudicatarios. porque tf«? la 
prueba procurada se tlesprende inte no tódóí están en condi- 
ciones de invocar dicho fuer., como 1«> exige el articulo 10 de 
ta ci taila ley. 

5- Que tratándose f*»r otra parte ile una «ihligacimi que 
cumplirse en esta ciudad, es a sus jueces, y jueces ile la 
' -dicción común, a quienes compete el conocimiento del 
presente juicio í articulo 101 y io.» del Cótlig«> Civil ». 

IV.r tanto y fnmlament.w «leí preceilente dictamen fis- 
cal. la Sala de Segundo turno resuelve: Revocar con costas 
la resolución apelada de fojas 45- declarando que el señor Jue* 
.1 1/1*0 es ^ «úpeteme fiara etHemler en el presente juicio. Se 
regulan los Itotióraríos del iWtor C-odfrid y procurador Sal- 



vaticrra en ciento veinte y sesenta QW» nacionales res|>ectí- 
vflmeutc. llágase saber y lia jen. — IVra Barros. — Mever. — 
kiiffá Zamora. — Ante mi : Juan C. Láfics. 

Buenoa Air e», No*tw*rt *¿ de 191». 
Vistos: Kl presente recurso extraordinario interpuesto 
coiitra sentencia de la Cámara de Ablaciones «leí Rosario < Se- 
gunda Sala» en el juicio segunlo \*# el representante ile los 
acree«k>res adjudicatarios de los bienes de la *»cic<Iad Mlrilla- 
wet Cliarguc Hermano*, contra «km l'edro X. Affranchiuo 
sobre cobro de |iesos y 

Considerando: 

tjue la procetiencta de dicho recurso, resulta del hecho 
de haberse denegada en última ¡tutanda d fuero federal <|itc 
«|>ortunamente invocó el ejecutado |mr razón «le la distinta 
vecindad «le las partes litigantes (artículos 2." inciso 2." y 14 
inciso ile la ley número 48 Kn conseaiencia se declara 
bien inter]Htesto y «»uce«ti«k». 

<Jne. con respect«> al fondo de la cuestión federal plan* 
teada, debe tenerse presente. 

ai (Jue a Itw efectos de la jnrisdiccióu federal la distin- 
ta vecindad solo comprende a l«>s ciu«ta«lan«>s argentinos, se- 
gún lo lia declara«lo reiteradamente esta Corte « Fallos, tomo 
44. ingina y*,: tomo 62. página 1A7: tonto 128. página io¿». 

/m Que tratándose de «na acción conjunta de los aeree- 
«lores a«Ijudicatarios «le los hienes «le un o «ocurso, «|ue no se 
han coust¡tui«lo en soci«*«la<l anónima. |iara «pie el conwiinieu- 
to de esta cansa wrrcs|*mdicra a la Justicia Nacional *ria 
menester «pte fueran ciiula.dano* argentinos, vecinos «le «lis- 
tinta provincia «le la dd «lemandatk». todos los acree«lores en 
cuyo nombre se ha |>mn«n<i«lo la demanda I Artículos 8 y 10 
y argumento «Id artículo «1 de la ley número 48 >. 

Que en el caso no se encuentran reunidos los extremos 
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indispensables i«ra «letenninar la jurisdicción «le lo* tnliuna- 
lés nacionalrs. ya que conio 1" establece la sentencia apelada 
( foja* 84 vuelta • "«le la pruel» producida se despremle que 
no todos están en c«m«Hci.«u- «le inv«»car dicho fuer», como 
lo exige el artículi» 10 de la cita«la ley". 

Por ello se confirma «licha sentencia en atante ha si«l«» 
materia «leí recurso. I'águcnsc las costas en el orden cansado. 
Notifi«|uest y «levuélvase previa re|R>sicíón de los mtIIos. 

A. Bermejo. — Nicaxíih 0. im. . 

Soi,ut. — D. K. Palacio. — 
J. Figvekoa Aixokt.v — Ra. 
m«'»n Mkxhkz. 



pan -W'UHi Morante U» sucesión 1. — Contienda de com- 
petencia 

Sumario: 1.a prueba #1 «Hó* «k*nicili«» «leí «lifunto. resul- 
tante «le la |»artida «le defunción. c»rroliora«la por la in- 
formación «le testigos y declaración «le un escribano pu- 
blicó, de existir en su registr«> «los escrituras tediadas en 
el año en (pie falleció el causante en las cuales éste apa- 
rece manifestarlo ser vecino del «lepartamento en donde 
murió, no puwle devirttiarsc poj la sim|>le <lcclarac¡ón de 
dos testigos que aseveran «pie el causante tuvo siempre 
sn domicilio en «>tra porte, epcontrindose accidentalmen- 
te en el lugar de su fallecimiento. 
Caso: Lo explican. las piezas siguientes: 

\cto dkl. sk.ñ««k mm sü m * WiU v toM KKC,AI - 

Rosario, tcitfemkf* 21 *• 1»18. 
Aut.is y vistos: b>s sucesorio* «le don Mbano Morante. 
,«ra rcs«»lver la cuestión «le competencia pr«>m«>vi«1a por don 
Alejnmlro M. C-flaiátal en representación «le su esjK»s:i doña 
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; 

I nanita <»arcta Pereira. ccsionaria esta de lo> derechos <|iie 
tuviera o .pudiera corresponder a don Patricio Morante en la 
sucesión de su hermano Allano Murante. * 

Y considerando : (¿ue en la partida de defunción obrante 
a fojas itnó de estos autos, se consigna que don Alhamí Mo- 
rante falleció en esta ciudad el veintiuno de octubre de mil 
novecientos diez y seis. One de las tnani {estaciones hechas en 
el escrito de fojas nueve, ratificadas i>or sus firmantes en la 
diligencia de fojas diez resulta acreditado el hecho de que el 
último domicilio del causante era el pueblo FtVnes. Dc|»arta- 
mento Rosario de esta Provincia. Que en tal virtud la juris- 
dicción sobre la sucesión de dicho causante corresponde a los 
jueces de esta circuiiscr*¡»ción judicial dé acuerdo a lo estable- 
cido en el articulo $.318 ni. n. del Código Civil y 345 del de 
Procedimiento de esta Provincia. Kn consecuencia y de acuer- 
do a lo dictaminado por el señor agente Fiscal Resuelvo: De- 
clarar que el suscripto es el juez comjíetentc jíani entender en 
el juicio sucesorio de don Altano Morante, debiendo en tal 
virtud exhortarse al señor Juez «le Primera Instancia en lo Ci- 
vil de la Capital doctor César A. Camj»os jKira que decline su 
intervención en dicho juicio y para el caso de tpie no se hi- 
ciera lugar a ella, je tenga por prunovida cuestión <le co:ni*v 
tencia. invitándosele a que remita los autos a la Suprema Cor- 
te de la Xación j>ara ipie dirima la cuestión. Hágrtsc salier. 
insértese y re|>ónga*e. — Zivníw GtwsáifS. — Ante ntf: 
limitto R. Tasada. 

y 

IHl'T.V M f'tX flKl. SKXOR eKOCl KAIlOK «'.l-XKRAI, 

Butno» Aires, Noviembre 12 de 1919. 

Suprema Corte: 

Fallecido el 21 de Octubre fie M)io en la ciudad del Ro- 
sario de Santa Fe, don Alliano Morante, según se comprueba 
con la artida agregada, fué iniciado su juicio sucesorio ante 
Juzgado de Primera Instancia en li> Civil de la Capital de 
Xación c«m fecha 27 de Diciembre del año siguiente. 

1* 



l<roduci«la la información te-tinionial «pie cutre a fojas 
iS «fe «lidias actuaciones, el juzgado se declaró competente. 
|»oster¡«.rmeote. el K «le Agosto «le i«ji8. un pretendiente 
iv. cesionario «le un hermano «leí difunto. se presentó ante 
Juei Civil y Comercial del Riwarfa el que se declaró com- . 
líeteme i«ra el conoriwftiento del juicio sucesorio. 

Trabada entre ambos magistrado* cm«ÍemJa «ie compe- 
tencia, han elevado a V. K. 1** actuaciones producida* para 
que la dirima en virtud dé íó «lispuestn por el articulo «» hici- 
su </ 1 «le la ley 4.035. 

Creo «|ue las .pruebas prodiicidas cu d expediente trami- 
tado en Rosario *»n coridúyeutes «» cuanto establecen que el 
causante tuvo allí su último «tomicilio. 

lisa* pruebas consisten en la deelaraci«Vn de testigo* de 
fojas 10 y 27 a xj. «|iiiencs manifiestan «|tte Morante vivió 
durante muchos años como administrador en el campo "La 
lustina". distrito Kúnes. departamento «leí Rosario, y que 
de allí fué trasladado enfermo «1 Rosario donde falleció. 

Su f.%lkrimient«i en esta ciudatl está compro«K»«lo con la 
l»arti«ia «V í«»ja* I. 

Adrmá*. el «criba*» público Ortw ile Guinea, n fojas 
10. declara «me en su Registro existen «los escrituras «le fe- 
chas 8 y «» «le Muyo de en las que el causante manifiesta 
ser vecino «le Funes, «fcclaración que se encuentra corrobo- 
rada, en cúarito a ta primera de 'as escrituras citadas, por la 
>p¡a agregada a fojas 64 «le los antis tramitailos en esta Ca- 
ital. 

Contra c-ta prueba no se invoca sino la sola «fcclaración 
«le dos lentigos que deponen en forma imprecisa y sin «lar ra- 
zón «le sus «Helios, a fojas iJ* «le l«i* autos tnunitados ante el 
Juez «le esta Capital. 

(Jpioo pues, «pie «le acuerdó con los articulo» Hu, «j8. i«x> 
y ¿.2X4 del Código Civil, es juez competente para entemler en 
esta sucesión el «leí Rosario, en cuya jurisdicción tuvo el cau- 
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gante mi último domicilio. Kn esc sentido pido a \'. E. *c áir- 
va dirimir la presentir contienda. 

José Nicolás Matirnso. 

KAI.I.O l>K I.A COKTK SAM'kl-MA 

BncffOi A|re«. Kovi»«br« Si de IWfc 

Auto* y vistos: 
;lW¡S (fe contienda «le c«nn|>etencia entre el JlieX «le la Pri- 
mera Nominación en fc» Civil y Comercia! de la Ciudad «leí 
Rosario y uno de igual categoría de Ta Capital para conocer 
en los autos sucesorios «le il»n Altano Morante y 

Considerando: 

tjiie la información tic fojas 10 y la corriente de foja> 
jj a -H> autos del Rosario corroboran suficientemente lo 
siguad«> en la ¡Ktrtida de fojas i de tos mismos, según la cual 
el autor de la sucesión falleció en dicha chiflad «leí Rosario, 
lugar de su domicilio. 

One esa y otra* eomprotaev nes que obran en dichos au- 
tos tío pueden desvirtuarse $m «leclaración fie dos testigos 
(pie a fojas iH <le hw de esta Capital aseveran «|tie dicho señor 
Morante tuvo siempre en ésta su domicilio, encontrándose ac- 
cidentalmente en el higar de stt fallecimiento. 

Onc la jtirisdiccirm sobre la sucesión corresixmde al juex 
del último domicilio «leí difunto, con arregle» a lo disjmesto 
p.:r el articulo ¿.2M4 del Código Civil. 

IÍ11 su mérito y cotí forme con lo expuesto y pedido pi»r 
el señor Procurador General, se declara juez comitente |>ara 
conocer en los autos sucesorios de don Altan* > Morante al «le 
la ciudad «leí Rosario a quien le serán remitido*, previa repo- 
sición de cellos, avisándose al de esta Capitel en la forma de 
estilo. 

A. Ukkmkjo. — Nica non CÍ> Wh 
Soi.a«. — IX K. Palacio. — 
J. Fi«;ukwia Alicorta. — Ra- 
mós Mkvhkz. 



Críia S. Parsons Home, contra el Gobierno Nacional, 
sobre escrituración 

Sumario: Corresponde el reclino de una «leman.la contra la 
Nación por escrituración de tierra fiscal, si elector no 
logra comprobar que ha cumplid., en las oWigacwnes 
extraída* c ¡miMt«ta« por ía ley respectiva, (fcn el cas,.. 

la numen» 4¿t<>7 ». 
Laso : U» explican las |MC«a* sipiiiciites: 

«iKNTKNCIA mt jpm IKOKKAI. 

Bbmoi AHm. Frtrer© *: de WH- 

Y vistos: lo* promovido» ,M.r Cario» S. Parsons Home 
entra el IVwler Kjecuiivo Nacional sobre escrituración de so- 
lares, de los que «resulta : 

, •• Que a Ñas i se presenta el actor nombrado mam 
festnndo que el Poder Kjccutivc. por intermedio «le la l>r«- 
ción (ieueral de Tierra, y Colonias le adjudicó d ven a I.» 
solares c v d de la .«amana 73 pueblo San Carlos de «tofo 
che eti Rio Negro, en Itis cbndiciones cataWecidás e., el boleto 
provisorio que obra en cj expediente administrativo e rres- 

,K>,, t"' e Qtlc la* obligaciorie« de lalación Han sido amplia- 
,„ente aunplidas y satisfecho el in.p.rte .le la compra de di- 
cho* solares. , i 'i d m »i ti 

»•• Que hace varios anos tañe «.licitado al 1 . ••• ol ti- 
tu b ,'fe propiedad sin qué haya recaído resolución alguna al 
respecto. De acuerdo con la ley 3.05a pr^Uieve/u demanda 
y pide se conde,,, en oportunidad al P. $ > esenturar los so- 
lares de referencia con costas. 

Corrido traslado de la demanda a f- jas 4 > acreditad., el 
fuero de conformidad con .el dictamen del señor Procurado 

Fi-cal de fojas 3 vuelta, se presenta este funcionar,., de fo 
p, 7 a ,, contestando la demanda en forma imnlcntal. a la 
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vez que planteando ima cuestión «k- eom|>ctencia qiie sustan- 
ciada en forma fué materia del pronunciamiento di* fojas i f » 
a 24 que quedó firme a causa de Iq resuello por la Kxenia. 
Cñ nara a fojas ¿i». • 

El señor Procurador Fiscal a fojas 30 reproduce su con- 
testación a ta demanda y c\ix>ue: 

1. " Une el demandante tío lia cumplido con lus requisi- 
tas de ley como resulta del exj>ed¡ente administrativo agre- 
gado. 

2. " Oue se trata de una combinación ideada |K* el se- 
ñor Carlos S. Parsoiis para aea]»arar numer«sos filares Ha- 
ciendo aparecer como interesados a diversas |iersouas cuyos 
expedientes corren en este Juzgado y Secretaria actuaría, 

3»" U m " mantiene una vez más su opinión de que a la 
Justicia Kedcral lio eomj>ete conocer y decidir en este asunto 
•pie CS de resorte puramente administrativo. Termina pidien- 
do el rechazo de la demanda con costas. 

Ahierta la causa a pruck-i a fojas 31. se produce la qué 
expresa el certificado de fójW 3y, uRrcRámlose los alegatos 
de fojas 40 y 41 a 43. 

Con el llamamiento de autos de fojas 40 vuelta queda la 
causa para sentencia definitiva. 

Y considerando; 

l." <Jue como las reservas y apreciaciones formuladas 
l*>r el señor Procurador Fiscal rcs|>eeio a la contpetencta de 
la Justicia Federal para conocer .y decidir en este asunto no 
tienen razón dé ser. no hay jxira i|iié tratarlas míe van ante en 
esta oportunidad, desde <|ue lo fueron con toda amplitud de 
fojas lo a 24^ 27 y jH recayendo por último la resolución de 
fojas 

Queda pues |>erfectaineiite estahfecúla la conqietencisi de 
la Justicia Federal y así se declara una vez más. 

?v Utte efi cuanto al fondo fiel asunto se observa «pie el 
actor* jiersiguc la escrituración de los solares c y d mánza- 
na 73 San Carlos de Hariloehc, territorio de Rio Negro, pues 
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aic? lialjer cumplido con lás obligaciones <lel caso lo cual es 
ncgadi» terminantemente ppr la demanda. 

Ante todo eóhyiene ^otier «le relieve que el I*. R. »•» 
dentelo en foiyia clara y calórica la cscritnractóii de esos 
Guiares, sínó que lia ¡*> pwterg^niio la decisión final hasta 
tanto tuviese clónenlo* definitivos cíe juicio coito lu maní, 
tienta el ¡táctil* de la Dil*ccióti General de Tierras de foja* 

37 vuelta in jffMf y 3K. 

Queda j»ues reducido el asunto a estos extremos: lia cuiu- 
¡iliflo d ariquiraite cpii las oMigaciones de! casi», si o «o? Si 
¡as cumplió, el Poder Kjccutivo «tete ser condenado a »t»r- 
gar la corresitomliente escritura y en caso contrario nrinredc 
el rechazo de la demanda. 

Qué <le conformidad con lo ex|*iesto en el anterior 
considerando se tiene que según 1<>> informes de fojas 2, 3, 
4, vuelta. 5, II. M. exjiedtente letra P. número 0.053 Mi- 
nisterio ile Agricultura, agregado, no se han cumplido !;is 
obligaciones contraidas |K»r el o»tkv*ionario actor. 

Posteriormente a tales informes, se rwliaatóii las ins|iec- 
c«..r.es de que se ocupan las actuaciones administrativas qué 
se tnvei. pre-enu- |*>r resolución de fojas 35 de estos autos, 
bíetj; Ctl mm acuiaaonfó se <bserva »»» inacción reah- 
: «.r el e* inspector Kiera fechada en Agosto de 1015 
11 opina qfjfe puede darse |*>r cumplidas las obligaciones 
les en lo* colares c y d manzana 73 motivo de estos ;iuios. 
ave fojíis 1-'.?. 132 >' >J3 exilíente G. 
Ahora, en el e\|»cdicnte C. K.455. fojas a ¿45 fi K Mra 
la inspección verificada (ípr el impcclor Lámela fechada cii 
Noviembre de 1916. ta qáte es objeto del informe de) iiwpce- 
t, r Vedia. «le Noviembre 14 de i«M». fojas ¿4" >* ¿47- 

Los informes citados que m\ » \m «jtie se refiere el actor 
cu mi alegato «le fojas 40, no jiermiten estaldccer de una ma- 
nera categórica. perfecta y definitiva si se han cundido en 
forma las condicione^ impuestas en la concesión de I** so- 
lares de la referencia. Bien es cierto que tales solares tienen 



I»K JUSTICIA l>K LA NACIÓN 2«3 

construcciones, alambrados y hasta sementeras, pero na sé 
ha inalado con exactitud ett la pruclm del actor que esas me- 
joras sean precisamente "el cerco, la habitación y los acceso, 
rios" a que alude el articulo 6." efe la ley 4.107. 

4. " One es necesario manifestar claramente i|iic la prue- 
ba dét actor en autos es precaria e insuficiente a los fines de 
endeiiciar el cumplimiento de sus obligaciones. No se ha 
preocupado de suministrar antecedentes fuera «le los que obran 
en los expedientes a«tmitiistrativns que se tienen a la vista. 

Y bien: en esos e\|>cd:cntcs figitran declaraciones o ex 
|w liciones de varias |>crsonas en sentido de evidenciar haber- 
se cttmulido por él actor con sus Aligaciones. pero es forz.su 
convenir que los dichos de ésa? jiersonas 110 tienen absolu- 
ta:reiue ningún valor en autos atenta la forma en qiie se han 
producido. Fojas 7 y i«>. exjiedicuté 0.05^ l\ agregado. 

5. " Qne la ley 4.167 en su articulo 6," y su decreto re- 
glamentario de Xoviembre 8 de 1$$ articulo 14. rige eti esta 
concesión de venta según se «lesprende del titulo provisorio de 
fojas 6, exiH-iliente 9.053 I*. 

Las ilisimsiciones citadas sólo mencionan la obligación de 
cercar los solares y construir una habitación y accesorios den- 
tro del termino de un año. cuyas disecciones han sido acia, 
radas jior la Kesnlución Ministerial de Febrero 16 de ion 
y decreto del Poder Kjecutivo «le Junio 2 de 101 1. 

.\h»»ra bien. *i el decreto citado no rige este caso y si li> 
rige u i resolución ministerial referida, es iiopcrioso recordar 
que las ins|>ecciones realizadas |w>r la Dirección General de 
Tierras, a cuyas conclusiones se acoge el actor y que han sido 
estudiadas en cotistderandt s anteriores, no han modificado en 
absoluto el criterio con que encaró el asunto el Ministerio de 
Agricultura en Mayo 18 de 10.14. fs. 116. cediente K.^, C. 
puesto que como ya queda dicho mi se pueile inferir de to- 
dos estos obrados, que en el caso presente la habitación y ac- 
cesorios de! articulo <V ley 4.107 sean tales en realidad y no 
en apariencia. 
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(>." yur si el act«r.no ha logrado comprobar a jitcio del 
juzgado en forma convicta «|ue ha ttiiwplido cph las obliga- 
ciones contraídas e impuestas por ley, va siji decirse i|Ue Su» 
pretensiones de obtener la escrituración definitiva de lo* 90- 
ires en cuestión. 11c pueden prosperar en esta causa. Actor 
10 probando ahsolbúur sats. 
Y no habiendo margen (tara resolver sobre si procede la 
escrituración, no hay para cpie entrar a tratar el punto rv- 
láeionado con el acaparamiento de solares que sostiene el se- 
ñor procurador fiscal, se habría obrado en este asunto y los 
demás en «pie se advierte intervención del señor Carlos Par- 
soi». padre, por ante ese juzgad» y secretaria actuaría. 

Por las consideraciones que preceden, resuelvo: rechazar 
nresente demanda entablaila por tartos Parsons Hofne 
ición sobre esiTituración «dé los aviares t y á man- 
/3, líaril. che. Kio Negro, con costas al actor. Xotifi- 
i|ttese. fejioMgaáé el sellado y oportunamente archívese, previa 
devolución del expediente administrativo agregado, a su pro- 
cedencia. — Saíií SI. lixco»ar. 

SKXfi:.\riA l)K LA CÁMARA 1'WKKAt. 1>K AI'KI.ACloXKS 

Buenos Airet Julio 10 4t 191». 

Y visto*: Por sus fundamentos se confirma la sentencia 
apelada de fojas 45- que rechaza la demanda instaurada cotí- 
ira la Xación por Cari».* S. Partís Horne. sobte «¿entura- 
ción de los sotares c v d manzana 73. Bariíoch^, Río Negro. 
Aliónense las roshs de ambas ms1ás*cias en el orden caú&do 
v !v eonume* \%y •nitad. Ilfevuílvatise y repónganse i*t* í*'- 
jas eií primera instancia. — Marnlíito Escdladá. — A. Vrd'u 
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Bueno» Aires, Noviembre 7t 4e 1911. 

Visto* y considerando; 
Que para fundar el ja-diilo de irévocatoria de la sentencia 
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cíe !a Cámara Federal de A'j*Iac¡ón <lc fojas 6l. confimiato- 
ria i*>r sus fundamentos, «le la del señor Juez Federal que 
rechazó la demanda del señar l'arsons Horne contra la Na- 
ción por escrituración de los solares r y d de la manzana 7$ 
de San Carlos de llariloclie. Río Xegr<t se alega en el memo- 
rial de fojas "o. que <lel informe del Inspector de Tierras y 
Colonias de fecha 14 de Octubre de 1915 que obra a fojas 133 
del expeliente del Ministerio de Agricultura letra C, núme- 
ro 8.v*). coincidente con otro informe «leí Ingenic-o Agró- 
no»x> ¡¿flor Juan Carlos Riera «pie figura al pie. se demues- 
tra claramente que el actor ha eumplnlo con las obligación?» 
impuesta por la ley. respecto a los solares f y d de la manza- 
na 73 «leí pueblo de Bariloche. 

Que ese informe no ¡Hiede considerarse suficiente a falta 
de otras pruebas y relacionado con las que le preceden, para 
dar pur cumplidas por el concesionario las obligaciones im- 
puestas |H>r la ley 4. 1(17. En él, sólo se Jiace referencia a la 
manifestación de fojas 132 en que el. Inspector Riera expresa 
tpie el gal|M>n de 4X6 situado entre l«»s dos lotes "está dividid» 
transversalmente i*>r el tabique divisorio" y apreciando la ins- 
¡R-cción practicada por aquél, corriente a fojas 122. la 
ctón general Ilegal» a la conclusión, en 14 de Setiembre de 
1915. «le que "no se ha dado en ellos (los lotes c y d man- 
zana 73. entre otros), total cumplimento a las obligaciones de 
I*>hlación** (fojas 126), agregando que se podia acordar un 
azo prudencial a lo.* respectivos concesionarios. 

Por ello y los fundamentos de la sentencia de fojas 45 
aceptados en la de fojas 61, se confirina ésta. Notifiquese y 
devuélvanse debiendo reponerse los scHos ante el juzgado <le 
origen. 

A. Bkrmkjo. — Nicanor O. dki. 
Somr. — 1>, K. PAMeio, — 
J. Ficukroa At.coRTA. — R a. 
móx Mkndkz. 
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XOTAS 

Con fecha 4 dr X«»viemlire. se ordenó se ocurriese ante 
quien eorres|>onda, en el recurso «le liccbo imerjmesto por 
rioti José de Martiurck, en áltto* con el Poder Kjecutivo Xa- 
cicipal, j*»r no tratarse «le un casi) «le jurisdicción originaría 
«le la Corte Suprema, ni aparecer halier deducid* » recurso al- 
guno para ante ella. 



lín |K «leí misino* no se hizo lugar a la «¡neja deduciría 
¡M»r don I«tiis (iui«li en el juicio "tauretitiiio Olascoaga y l*a- 
blo M. Kaitms, |>or e«ilw» de hon«>rari«is", jxir cuanto «le la 
exposición «leí recurrente aparecía qué n«> halria existido sen- 
tencia «letinitiva «pie hubiera puesto tiu al pleito o hiciera im- 
posible su continuación, pues se tratak-t de un incidente sohre 
¡nterpretacíYin y aplicación del artículo JOJ del CVxtigo de 
PrüCediiiiiéiitos «le la Capital, «pie son extrañas al recurso ex- 
1 rao r« lina ri«» «le la ley 48. 



C011 fecha ¿ik la Corte Suprema. ¡Mir los fu;i«laiiicutos 
del diitameu «leí *eiW PttieimwW <*-ncrah no hizo lugar al 
pedido dé inhiliitoria solicita«la por dütl Jav«>1*> Itestani. en el 
sumarió seguido en su contra ante el Juzgado «le I«> Civil «le 
la prpyinctai «le Salta. |*>r defraudación a la ley de (latentes 
nerales. |M»r cnanto «le la propia exposición «¡el recurrente 
así como de la cédula «le notificación «pie ao»iii|Kiñaha. restil- 
tnlta tratarse «le un juicio seguido pur la mencionada pmvin- 
cia ]>«»r <"«»hro «le impuestos ■ocales, y la Corte Suprema lia ile- 
d arado en re|ietides veces su incomjvetencia ¡Kira entender en 
bs cuestiones relativas al enhro de tales impuestos, mientra^ 
ellos no airan tachados «le inconstituctoiiales y sean pre\ia- 
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mente abnna«los con las reservas respetivas. cualesquiera que 
fuera el domicilio o nacionalidad «fel cíintrilHiyentc. 



lín la mismo fecha, se declaró iniproce«lentc la queja 
deducida |M>r don IVIcgrino liahlassare en aillos con el Fisco 
Nacional, sobre cobro <le impuestos internos, en razón «le que 
el articulo 5." «le la ley 4.055 «pie se invocaba, no se ocupa 
cotfiá lo lia e«>nsigna«lo la Corte Suprema, sitio de las «piejas 
por reíanlo «le justicia. Ii> «pie no ocurría en el caso «le parte 
«le la Cámara Federal «le la Capital y, a«k-más. porque no ha-, 
IwéiMlose intcr|Miesto recurso alguno «pie le hubiera si«k> «le- 
negado, 110 proce<Ka el «le hecho que se interponía. 




Kn ¿5 «iel mismo, no se hizo logar a la «pieja «k*«luci«la por 
«1«m Juan Mateo nevot«>, en el proceso criminal seguido cu 
contra por el delito de lesiones inferidas a su esposa doña 
palia Maneo «le Devoto, a mérit«> «le «pie para la pro- 
cedencia «leí recurso extra«>r«linari«> previsto en el articulo 22. 
inciso a." «Iel Código de Procedimientos en lo Criminal, se re- 
quiere «pie en el pleito, o sea con anterioridad al fall«». hayan 
sido planteadas algunas de las cuestiones fedérale* «|Uc en e1 
mismo se detémiinán y, además, pirque en ese recurso no 
se halla autorizado el «le nulidad «le las sentencias «le última 
instancia, como lo ha hecho constar la jurisprudencia del tri- 
lnuial . 




Con fecha 27. no se hixo lugar, igualmente, a la queja 
deducida |>or el junado Cristóbal Marcngo. en la causa «pa- 
se le siguió por falsificación «le mone«la. por no aparecer que 
de la sentencia de última instancia «le la Cámara Federal de 
Ablaciones se hubiera interpuesto para ante" la Corte Supre- 
ma, recurso algún» ípie la hubiera si«l«i denegado. 
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/>íui rícente Llera y don Benito Fresno, contra la provincia 
de Aiii ¿iiift for inconstitucionalidad de ley, nulidad de 
procedimientos y cobra de pesos; sobre competencia. 

Sumario; i." No corresponde a la jurisdicción originaria de 
la Oírte Suprema el conocimiento de una demanda con- 
tra una provincia, dirigida a obtener que Mr «leclare la 
ii^mstitucionalidad «le las leyes y la nulidad de los pro* 
cedmiientoft ele un juicio en \nrtud del cual se les privó 
a los demaudantcs de la |K>sesión y del dominio de un 
inmueble «le «pie eran dueño*, y a la v« la reivindicación 
del mismo («ra que se les. alione su precio intereses y 
daños y perjuicios de la ilesposesHm. t Se trata de un jui- 
cio radicado ante tribunales locales en elonde deWa subs- 
tanciarse y fenecer; articulo 14, ley 48, y cuya jurisdic- 
ción. |»ara conocer de la materia «le aquél, no se «leseo- 
noria ». 

2." La indiciad de los proce«l¡mientt* y resolucio- 
nes ile los tribunales de provincia, dentro de su compe- 
tencia, sólo puede ser declarada jmr los mismos, en vir- 
tud dv recursos legales directamente interpuestos ante 
ellos, y mientras esto no se verifique y los actos y pro- 
cedimientos se hallen en vigor en la provincia, dichas re- 
soluciones y procedimientos deben ser tenidos por váli- 
dos y surtir los mismos efectos en toda la república. 

$« Kl examen tle los pnKvdimientos seguidos an- 
te los jueces locales, en ejercicio de tina jurisdicción in- 
di sentida, y la declaración en su case», con motivo de iltr 
demanda ordinaria, de que ellas han sido contrarías a 
la ley provincial que determina bis derechos y responso 
hilidades de los litigantes y la modalidad de los juicios 
inqMirtaría una revisión «le los procedimientos de dichos 
jueces y seria inconciliable con el precepto constitucio- 
nal del articulo 105 de la Constitución. 
Casoi l.o explican las piezas siguientes: 
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BuHoi Aires. Abril ■> de Íttí¿ 

Suprema Corte; 

l«a demanda deducida j*»r don Vicente Llera y don IJe- 
níto Fresno, vecinos de la próvida de Hítenos Aires, contra 
la provincia ile San Luis, es para que se condene a ésta a 
restituir a aquéllos el valor de' un inmueble embargado y ven- 
dido en una ejecución seguida ¡Mira el cobro do un impuesto 
provincial. Se funda en (pie el juicio fué nulo por no halierse 
dn'!o oj>ort unidad a los demandados -para defender*? dolán- 
dose asi !n garantir» acordada por el artículo 18 de la Consti- 
tución Xacinnal. 

!<o que en realidad pretenden los actores es que V, K. re- 
vise un juicio provincial, sin halierse deducido contra la sen- 
tencia que le puso fin el recurso extraordinario del articulo 14 
de la ley número 48. 

lili numerosas ocasiones lia declarad» la Corte Suprema que 
tal facultad no entra en sus atribuciones constitucionales. 

Kn el fallo dictado en el caso de Martínez contra IVretti 
( !I2 fallos ¿2» Y. I\. recordando que según el articulo 7. de 
la Constitución, los actos públicos y procedimientos judicia- 
les de una provincia gozan de entera fe en las demás, dijo 
que. si los tribunales federales pudieran revisar las senten- 
cias de los provinciales y modificarlas o anularlas jmr moti- 
vo* de forma y fondo, se constituirían en tribunales de a]ie- 
laciór, sin sujeción a términos pena la procedencia de tan 
ext ra» >rdinaria instancia. 

Kn nuestro régimen federativo, la administración ele jus- 
ticia de cada provincia es independiente de la autoridad 
nacional. Sólo jx>r exce|>ción cuando se trata de casos regidos 
l>or la Constitución, las leyes del Congreso o los tratados con 
la* naciones extranjeras, puede apelarse para ante la Corte 
Suprema Federal de las sentencias de los trilmnales provin- 
ciales de última instancia, según lo dispuesto en el artículo 14 
de la ley 4P. 
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ÍVro ¡ble recurso tiene su término > substanciación es- 
jn-cial y no puede ser reemplazado por un pleito nuevo, ¡qt- 
cifcdo médiam* una acción inde!>endtente. cómo pretenden ha- 
éerlo én este cása los recurrentes. 

listo no óbstá a que. si ésto* cunsidW.ni nulo el título en 
virtud del cual lia adquirido el imuiteWe *it actual poseedor. 
!o demanden por acción reivindicatoría o la que corresponda, 
atite los jueces que fueron com|»etentes. 

tampoco obsta a que «lemandeu a la provincia que |*r- 
cibió el impuesto por repetición de lo indebidamente pagado; 
v si. como lo afirman los actores, la jwovincia «le San Luis 
cobró dos veces el impuesto de que se trata, no creo que los 
principios antes expuestos se oponga a que la Corte Suprema 
conozca «le una demanda fundada en ese hecho y condene a la 
provincia a devolver lo percibido de más. 

Josc Nicolás Malienso. - 
F.\i.tr» nr. u¡ comí: si prkma 

Buenos Altei, OkcivmM 2 di 1919. 

Y vistos estos autos de los que resulta: 
yue l.»s doctore* Alfredo ttusqtict y Luis Alvares Prado 
en represent ación de don Vicente Llera y don llenito Fres- 
no, vecinos cfc Lincoln, provincia de San Luis, pidiendo <e de- 
clare la inconslitucioiialitlad de las leyes y nulidad tW los pro- 
cedhnietttos del juicio en virtud del cual se les ha privado a 
sus representados de la |H>sesióti y del dominio de un terreno 
de su propiedad, situado en el Deintrt amento IVdernera de la 
referida provincia, como asimismo y en cuanto proceda en de- 
recho. su reivindicación a efecto que se les al*roe el precio 
que pagaron |M>r aquel inmueble, sus intereses, danos y per. 
jttiv i<>^ emerjentes de la desposesión y las costas. 

COrt?0 fundamento de esta demanda expresa que por es. 
criiura otorfíaoa en San Luis ante el escribano don Desiderio 
Qiuróga en 14 tic Abril de 19a», sus causantes compraron 
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cuatro fracciones de tierra «tricadas en la región Sud clel De- 
parlamento ('■cncral IVderncra que forma parte de la culo- 
nía Fortuna, con una extensión de cuatrocientas hectáreas de 
las míales entraron en quieta y (Kicifica posesión, |M»nicndo allí 
un encargado y haciendo entre otra* mejoras un jmizo jagüel 
que les costó mil seiscientos pesos moneda nacional. 

Oue este estado de cosas fué alterado por un exhorto li- 
. hrado |>or el Juez de l'íiz de la Capital al de igual clase de 
Fortuna en el «pie se ordena poner en |* -sesión del inmueble 
expresado al doctor Carlos Yofre. lo «pie fué cumplido en \2 
de Juliii de ioio, fecha desde la cual el ductor Yofre |Nir in- 
tennedio de sus representantes ejerce derechos de propietario 
con absoluta exclusión de los demandantes. 

One ppr las diligencias practicadas por !■ »s octores para 
averiguar el origeh de la indicada medida han tenido cono- 
cimiento que desde Xoviembre de 10,14. se les segitia un jui- 
cio jn>r cobro efe la contribución territorial correspomlicnte a 
los años ioi¿ y 1914 y (pie después de sacarse «los veces a re- 
mate la propiedad fué vendida sin liase el 10 de Diciembre 
dé 1015 resultando comprador el actual |M>seed«r. doctor Yo- 
fre |x»r la suma de (piinientos cincuenta |>esos moneda nacio- 
nal, lo que los actores habían comprado en ioo¿ en la suma 
de veinte mil ciento cincuenta y dos |ktsos moneda nacional, 
como resulta de la escritura respectiva. 

Que del extracto del cxj>ediente de ejecución seguido ante 
el Juez de Paz de la ciudad de San Luis (pie acompañan con 
la demanda, resulta (pie aquel juicio fué iniciado el ¿¿'de No- 
viembre de 1914: «pie el primer remate se ordenó para el vein- 
tiocho de Diciembre del mismo año con la base de mil doscien- 
tos |k?sos nacionales, el que no habiéndose efectuado por falta 
de postores, se ordenó un nuevo remate con reducción de la 
base, lo (pie tam|>oeo <|¡ó resultado, efectuándose el señalado 
para el dia 10 de Diciembre de 1915 sin liase jwira la venta, 
como resulta asimismo que su citación al juicio se hizo por 
edictos publicados cu los diarios rt I¿a Opinión" y /iui Pro- 
vincia", haciéndose saber el remate decretado. 



a¡»3 FALLOS DE LA COR f K SUMU5MA 

í >uc la venta «te! referido inmueble se ha verificad»» es- 
lando" pagada* cinco din* antes del remato la* contribuciones 
correspóndientés a »• * altos 1913 y 1914 con '»* adicionales 
v las multas emo consta del reeilx» otorgad.» i»or el Ke|»ector 
del Departamento de Fortuna, habilitado para jiercilñr la ren- 
ta fiscal I.» que no |H>dia i R n..rar el Cobicrno o la Dirección de 
Kenta* «pie |*»r el articulo 5," de la ley promulgada el 19 de 
enero de 101 ; es la encargada «le i»nlenar el apremio. 

IJtic lo* antecedentes relacionados dé «pie se hace mérito, 
demuestran de que se les ha seguuU» un juicio sin causa, agre- 
gando que el procedimiento observado es también insanaWt- 
mente nulo por cuanto no se ha podido considerar a los de- 
mandantes cómo perst.uas a quienes no se les conoce domici- 
lio en los términos señalad.»* por las leyes de la provincia de- 
mandada, pira citarlas por edictos como se ha lucho en el 
juicio de apremio, como tampoco ha piulido untarse a e se 
respecto la* leyes números 992 y 503 que contiene disposicio- 
nes merKionadas en el juicio, pues fueron dentadas por las 
numero $3 (articulo 41 «pie establece terminantemente que 
el impuesto se tugará en las oficinas de validación de la 
provincia y fija las receptorías encafgatlás de la |»ercepc¡ón 
entre la* que está la de Fortuna. 

Que el pr<»cediinioiitn en virtud del cual se han vendido 
v escriturado la propie«la«l mendonada está en pugna con la 
garantía de la inviolabilidad de la defensa en juicio consagra- 
da por el artículo i* de la Cnnstitiición. y es también contra- 
ria a lo preceptuad.» por el Código Civil que fija en su articu- 
(o 100. el alcance de d«»micili«» «le derecho y domicilio real 
respecto a la competencia de la* autoridades. 1«» que no lia po- 
dido »er anulado jH»r las leyes locales ni legalizado i»f»r la in- 
tervención «leí defensor «le ausente* después «le efectuado e' 
remate, desde que esto no suple la garantía de la defensa en 
juicio, todo 1«» qu« trae la nulidad del juicio en sus consecuen. 
cías v los efectos prestados en l«»s artícuh»* 1.050 y 1.051 del 
Código Civil «pie cita en su favor. ci»n»ecucncias que peden 
afectar al comprador, según la actitud «|iie asuma la provin. 
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eia demandada. Después «le o^ras consideraciones tendientes 
a demostrar la nulidad del remate del inmueble, realizado el 
10 «le IXciembrc ele MJ15. i*>r 110 haber existido causa |>ara la 
prosecución «leí juicio, por cuanto la obligación que lo había 
motivado había sirio extinguida |x>r el |>ago y de estimar huí 
til toda gestión administrativa jwira obtener una re|»racióii, 
termina maní festando que considerando a la provincia res- 
ponsahle del juicio, la que ¿la enajenado indebidamente el in- 
mueble «le«Iuce contra ella sub*i«liariainente la acción «le in- 
demnización del «laño que comprende el «jugo de veinte mil 
ciento cincuenta y «los |iesos moneda nacional, importe de la 
propiedad, sus intereses desde la fecha de la des]Misesión, va- 
lof 'de las mejoras, y el im|M>rte del usufructo <le que vienen 
siendo privados, con más las costas del juicio. 

Corrido traslado ele la demanda |Mir la resolución de fo- 
jas 26; fué contentada por la provincia exponiendo entre otras 
consiileraciones : 

(Jue esta demanda se ha iniciado con el fin "«le que se 
«leclare In inconstitucional «Jad de las leyes y la nulidad ele 
los procedimientos del juicio en virtud del cual se les privó a 
los actores de la posesión y propiedad de un inmueble ubica- 
do en la provincia de San Luis y que ella comprende también 
la reivindicación «le la misma propiedad a efecto de que se 
a¡»one el precio «pie los actores pagaron, sus intereses, daños 
y |»erjuicios y las costas", 

One su|M»niendo verdaderos en su totalidad los liedlos 
afirmados en la demanda y que el reciln» de la contribución 
tuviese la integridad del valor legal que los demandantes le 
atribuyen, aún así, esta Corte Suprema, carece de jurisdic- 
ción para conocer en esta causa, originariamente, y está ha- 
bilitada [¡ara declarar su incompetencia «le oficio aunque haya 
establecido su jurísdiccit'at por causa «le las jicrsonas si se ob- 
serva que se ha promovido erróneamente ante ella una cues- 
tión que incumbia a la jurisdicción «le los tribunales locales, 
ante 1«« que «leí* proseguirse la reparación del supuesto error 
y solamente en caso a«lverso traerse la cuestión constítucio- 



nal |>ur vía <M recurso antr este tritnmal. tí en otros térmi- 
.os, que se somete al fall« de la Corte corno tribunal origi- 
nario »«a cuestión que los demandante* debieron promover 
ante el Juca <le I*a* fie San Utis. e intcr|ioiier allí Iris recur- 
sos conducentes |»ara obtener la nulidad «le los trámites ale- 
gados, plantear la inc«mstitucionali«lad. recurrir la sentencia 
en tas» adverso y llevar la causa a la ulterior instancia pro- 
vincial para <lc allí traerla a coiwqmiento y estudie» «le esta 
Corte, por cuanto en las cuestione* judiciales como en las «le 
derecho a«lministrati\*> las provincias son imlc^endientes y 
solieranas y sij |»ue<lrii llevarse sus divergencias ante la jus- 
ticia federal ni menos ante c-ta Corte. sin«"> en caso en que 
en las sentencias «le útlimo grado se comprometa «lirecta e i«- 
inediatnniente ttn principo constitucional o una ley del Con- 
greso, con arreglo a lo que informa el articulo 14 de la ley 
número 4K y lo entabícenlo en los fallos qué invoca en stt 
favor. 

One no obstante, «pie lo ex|Hte*to justifica el rechazo «le 
las pretcnsiones «le los actores, sostiene que el proce«limiento 
observado en la tramitaci«'m seguida jwira el e«ihro del im- 
puesto fiscal aileudado, lia sido el qtte comrspimdia con arre- 
zo estricto a las leyes locales qite cita y |*>r las que se dis- 
jxjnc «|tte los deu«Iorcs morosos <|e la contribución «lirecta se- 
rán exigidas |*»r la vía «le apremio y que en el cas*» ocurrente 
no se lia vulnerado la garantía de la imio| 9 bil¡<lad «le la «le- 
fensa en juicio «le la partía y «le lo; dereclms como se ase- 
gura en la demamla. 

Qtie si los actores no hatt cjerciilo tal «lercclio es |Kir. 
.pie íui lo han qtierído. |Hies, se les lia citado insistentemente 
y «pie en vez de presentarse alli en San Luis, atacatuto el 
juicio. -Yuyo pr«ve«limiei!to. dicen, es insanablemente nulo'* 
ya que alli están los únicos jueces jiosHiles jara tal declara- 
ción, deducen la presente «lemanita que se aparta de las n«>r. 
mas conocidas y acedada* y coito si ello no fuero soliraílo de- 
claran p«ir *i y ante si. que serian inútiles las gestiones |>ara 
obtener una reparación ]*>r la vía a<lministrativa, es decir que 
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se rehuye su presentación ante las autoridades cotit|jetc&ttes 
de la provincia, con el agravio «le suponerlas renuente» al rc- 
eoiKK-tmíemos ele los derechos i|tie sostienen. 

(Jne las pnivinria* son perwna* jurídicas y como tales 
no | meden ser dcuiamladas |*>r indemnizackin de «Sanos prove- 
niente» «le actos ilícitos cometidos por sus funcionarios, doc- 
trina «|üc ha sido ampl""la estableciéndose en I«n fallos «pie 
cita, que siendo la liase de toda responsabilidad la acción ctll- 
pable o «lijosa, culpa p d«do de «pie no son imsildcs las per. 
solías jurblíeas. sino las personas visilile* que ejercen su re- 
presentación son éstas las «pie |>odrian ser ileniandadas |K>r 
el daft«> «pie se pretende inferido en la tramitación y deneRa- 
cióu det «lerecho invoea«lo. 

Ouc por 1«» que hace a la acción reivindicatoría ileducida 
contra la provincia, está en pugna con la dis|iuest«i en el ar- 
ticulo 2758 fiel Código Civil pfif cuan«l» esta acción nace «leí 
dominio que cada tino tiene de las cosas particulares y co- 
rroponde al propietario «pte ha perdido la posesión para «|tie 
la reclame y reiwdique de aquél «pie se encuentra en pose- 
sioti «le la misma, lo «pte la hace improcedente en el cáso, «Ies- 
de «pie el (Hibierno fie San Luís. n «> ]>«isee el inmueble sinó el 
«loctor Yofre. so adquirentc como lo sallen los deinaiiflantes. 

One es igiíalmcnte impn veden te la acción subsidiaria 
por imlentnización «pie acuerda la ley civil c«>ntra el cuaje- 
nante ó sus herederosi |>or ¡nffonnixarión «leí «laño causado 
|i«>r la enajenación desde «pie la provincia «le San Luis no ha 
sido enajenante. sin«i los actores «pie fueron sulwtitui«l«is en 
su voluntail |*»r ta acción «le la justicia. 

Termina manifestando «pie el articnlo 4.037 tlel Código 
Civil declara que se prescribe al afto la obligación «le rea- 
rar los «laííos causados \n ir delh«is o cuasi «tritios bien «can 
estos «leí «lereeho civil o «leí crímitial lo «pie «qioiie en sub- 
sidio manteniendo en su •integritlad las «lefensas qtte prece- 
de» partiendo del fuls«i supuesto de una rcsj>oil*ab¡l¡<la«Í «|ue 
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ni» existe \*)T ti «lo lo que pifie el rechazo de la demanda, o >n 
iiDjwiskiófi «le las cortas del juicio. 

Stilistanciada la excepckVn de prescripción y crido el se- 
ñor Procurador General «fe la Nación solire la cuestión de 
competencia promovida en el escrito de contestactón de fo- 
jas jfi>. se recibió la causa a prueba por el auto de fojas 58 
vuelta. llamánclose autos para definitiva, «fes|wé* de agrega- 
dos los alegatos presentados por las partes. 

Y eonsitlerando: 

yuc según resulta de los antecedentes relacionados la «fe- 
manda contra la provincia <1c San Luis «feduci«Ia por los ac- 
oré»' en la presente causa, es dirigida a obtener que se cic- 
lare la inconstitucionalidad de las leyes y la nulidad fie los 
procedimiento* «leí juicio en virtud del cual se les ha priva- 
do fie la fiosesión y del dominio de una propiedad de que son 
dueño* sita en el Departamento de Pedernera de dicha pro- 
vincia, pidiéndose a la vcx la reivindicación de la misma pro- 
piedad a efecto «fe que se les abone el precio por el inmue- 
ble, sus intereses daño* y perjuicios de la «fesjiosesión y las 
costas como textualmente se dice en el escrito de fojas 18. 

íhie el juicio a que los actores se refieren, y en el que 
se dedujo contra ellos demanda de apremio por cobro «le los 
impuestos fiscales de aintrihución territorial, fué radicado y 
seguido ante cí Jttea de Pac de San Luis con arreglo a las le- 
yes «fe la provincia como consta «fe los autos respetivos ca- 
ratulados "<<er«ímnio Acevedo Rertini. como cobrador fiscal 
contra Vicente Llera y Ifenito Fresno, ortiro «fe «mtribucíón 
directa- Serie mimem 71, letra LL". que c«nre agregadi».s¡n 
acumularse* 

Que con arreglo a* lo dispuesto por el articulo 14 de la 
ley número 4K. sobre jurisdicción y ccmqietencia «le li>s tri- 
iHinales nacionales, una ve* ra«licado un JÍHcio ante los tri- 
bunales «le provincia, será substanciado y feneri«lo tfii la ju- 
risdicción provincial y sólo podrá fecurrirse ante la Suprema 
Corte de las sentencia* definitivas de !«»s Tribunales Supe- 
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lio ra locales en los caso* en que se esjieciiican. caso entre los 
que lío se encuentra el que se invoca por los actores, que no 
tiene |R.r otra jKirte el carácter «le un recurso ele queja o ape- 
lación sino el de un pleito ante jurisdicción nacional, que de 
aceptarse en lo* término» solicitados inqiortaria la revisión 
del juicio «gutclo ante la jurisdicción provincial sin halierse 
deducido contra la sentencia que le |hiso término los recursos 
lígales a que se refiere el articulo 14. de la ley 48 citada, qtifc 
fHidieran autorizar su revisión. Tomo 11. página 87; 17. in- 
gina 411; 75, ¡Agina 322: 118. página joft y jurisprudencia 
allí citada. 

Que en el casi> no se desconoce que el tribunal de la pro- 
vincia ante el que se siguió el juicio que se procura anular, 
tenia jurisdicción para conocer y resolver del cobro del im- 
puesto territorial sobre propiedailes existentes en ella. Fallos 
tomo ijo. ingina 304. 

Que la nulidad ile los procedimientos; y resoluciones de 
los tribunales ilc provincia, dentro de su conqietencia. mío 
puede ser declarada -por los mismos, en virtud ile recursos le- 
gales directamente intcipuestos ante ellos y mientras esto no 
se verifique y los actos y procedimiento se hallen en vigor 
en dicha provincia, dichas resoluciones y procedimientos de- 
lien ser tenidos |K>r válidos y surtir k»s mismos efectos en 
toila la República. (Fallos tomo 17, |iáginas aft y 4": tWW 

Que en el último de lo» fallos citados, contenido en el 
tomo iij, confirmando la jurisprudencia establecida al res- 
pet'o y con relación a h*t efecto» de la cosa juzgada |K>r un 
trilMiual argentino con confietencia en el caso y siempre qtte 
halla relación entre el fallo y los punios <lcl»at¡dos o ¿orne- 
metiilos a juicio, se ileclaró que las ileciskmes judiciales «le 
los tribunales locales, no tendrían en realidad valor ante otros 
tribunales de la misma nación desde que tostaría que se ale- 
gara su injusticia o nulidad para que los segundos los revie- 
ran, modificaran o anularan ]ior motivos ile forma o de fon- 
do. o»nstituyéndose ile hecho en un tribunal ele aviación su- 
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¡•erinr sin sujeción a términos i«ira la -procedencia «le tan ex- 
traordinaria instancia y que a su vtz esta Corte al conocer efe 
los recurso* a que «Mera lugar la modificación p anulación «te 
esas 'sentencias tendría i|Uc pronunciarse necesariamente so- 
bre el verdadero alcance «fe disposiciones «leí derecho común 
en asuntos «tel tuero lucal a mu» ico» lo una juriwliccióu qM¿ 
no le corresponde (artículo» loo y 101 «te la Constitución Na- 
cional, i y 14 «fe la ley número 4* y 6* de la número 4.055» 
Que finalmente y conforme con los principios de una 
serie % fallo* se lia «fejado igualmente establecido que esta 
Corte no ejercita la jurisdicción originaria sino en las cir- 
cunstancias ileterminadas en la última parte del articulo lot 
de la Cmistitueion Nacional y 1 - de la ley de 14 «fe Septiem- 
bre de i8tV|; y que el examen de los procedimientos seguidos 
ante los jueces locales. «11 ejercicio fie una jurisclkcion indis- 
cutida, y la declaración en su car»o. con motivo de una <te- 
matida ordinaria, de que ellas lian sido contrarias a la ley pro- 
vincial qi}é determina lós «ferechos y res|*KisaliiHdadc> «fe los 
litigantes y la mo«lalidad «te los juicios, im|K>rtaria una revi- 
sión «le los procedimientos «le dichos jueces y seria inconsilia- 
Me con el precepto constitucmnal recor«la«k> «fel articulo 103 
«fe la Con«tituc¡«Vn. Fallos t«*mo lio. página 

1W esto* fundamentos y atento lo «t¡ctatnina«lo por ef 
semir Procurwinr «Vcneral se «feclara que la «temanda «le«tti- 
cida en la presente causa omtra ta provincia «te San Luis, no 
c«»rresj»onde a la jurisdicción originaria «fe esta Corte. Xo- 
tifíquese y repuestos l«>s sellos archívese itewlvién<k>sc Un 
aut«»« agregailos y que fueron rcm¡ti«los por el señor Jnex Fe- 
«leral de San Luis Lis costa* se pagarán en el or«len cau- 
satlo atenta la naturaleza «le la cuestión «fetatula. 

A. RtiftMEJO. — XlCAXl* G, PKfc 
Sola*. — D, E. Pal m ío. — 
J. Fw.ukkoa Ai.cí)Rta. — Ra. 

v MÓX MÉXliKZ. 
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Don Cecilia Mallet. contra la prorhtria de Sania Fe. soltre en» 



Sumaría : t * I«a prcscrii>ción liberatoria aplicable a una ac- 
ción personal tendiente a obtener la rq «ración «le los 
|>er juicios ir retios j>or falta de cumplimiento ele la obli- 
gación «le entregar un inmueble, es la general que esta- 
blece el articulo 4,0*3 «leí Código Civil, que. en el caso 
tielic tomarse c«hih> punto ele partida «le ella, las fochas - 
«le los titulo* «le donación, dad-» que «lesdc entonces los 
Ixucficiado* pudieron reclamar ta entrega efectiva <k la 
cosa y «|iic«k» cx|M»dtta su acción jwira "obtener el cum- 
plimiento «le tas obligaciones contraulas por el donante 
o las iiMtaiinizacbmes a que hubiere lugar. 



2" Las leyes <|tie regían en la República ¡AUes de 



la transmisión «le la propiedad por el s«»lo efecto «leí con* 
trato, por lo que era indispensable la tradición efectiva 
«k los inmuebles 'tlona«b»s |»ra la adquisición «leí «b»- 
minto; constituyendo lo establee i<k» en la ley 8, título 30. 
|>arti«la 3.". una excqictm al principio general, que obli- 
ga, por lo mismo, a interpretarla restrictivamente: ade* 
más «fcr que dicha ley concuerda con la L. I. C: De Dana 
lianihus enya aplicaci«Vn debia limitarse a b»s casos en 
que la remisión de los titttlos se efecttiata en presencia 
«le la CQ*a «tonada, l«» «pie no ocurre en el casi» de autos. 

¿" No habiendo el donataru» ni sus sucesores ad- 



la oMigacion «le escriturar estas, que nace juntimiente 
con el clerecho correlativo «le exigir su entrega, en el mo- 
mento mismo de la «tonación. 

4,* Kl pago de amtrilitictones no importa, en gene- 
ral, un acto «le reconotímiento «le dominio por |»artc «kl 

fisco. 



ireaa de tierras. 




quiricto el dominio, la ac 
«le la enajenación a terec 




1 el «bmante no nace 
cosa Ornada, sino «le 
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5." IX'1 contesto y cs;>iritu «le las leyes «le 1871, 
1871) y 1884, ele la pimincia «le Santa Fe, al mantener 
«> reglamentar los lieneñeios acordado* |*>r la ley de i&fiv 
n los militares que hicieron la campafta del Paraguay. 
>ók> tuvieron en vista el interés de aquéllos que expusie- 
ron >tt vida al servicio del j>ais durante una cruenta y 
prolongada guerra o el de las familias «le los que pere- 
cieron en ella, y no el de tat acaparadores «le las tierras 
que no habían comprometido la gratitud de la provincia 
y que i*>r el contrario desvirtuaban en toda forma los 
propósito* que inspiraron la ley de donación. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FAIJjO W. I.A COttTlS SLTRKMA 

Butmm Aira. DkMMiMt 4 * 1*1». 

Y vistos estos autos ile los que resulta : tjue «km Roberto 
üore Sluddert, en representación de don Cecilio Mallet. «le- 
nianda a la provincia de Santa Fe. pidiendo se la condene a 
entregar una porción «le tiért-a <|tie correspomla a las que re- 
presentan las escrituras «le cesión que aconqwña. o en su 
«k?fect«>. a satisfacer el valor que «lidias tierras tienen en una 
extensión «le setenta y «kt1i«í millones «le varas cuadradas, o 
sean &t* »»> setecientas cincuenta y cuatro hectáreas» tres 
áreas, con más los intereses respectivas desde la reclamación 
administrativa y las costas «leí juicio. 

Como fundamento ck- esta «lemamla sü expone qtie por la 
ley «le 18 «l«r Septiembre «leí afto if*5 la provincia acordó a los 
militares que hicieron ta Campaña del IViraguay una suerte 
,U- tierra en el IV|>artamento «leí R«»sario, compréndala entre 
el "Cantón «le Melincue ' y la "Guardia ile la Esquina", fiján- 
dose para los sol«la«los una extensión «le «lie* cuadras «le fren- 
te por «Hez de f«m«lo o sea metros lineales «jchocienUw sesen- 
ta v seis por ochocientos sesenta y seis. 

<>ue en virtud «le esta ley y «le la aut«>ri*ación conferida 
,*>r él Gobierno en Abril «le 1870 a« Jefe Político jM Rosa- 
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rio. éste otorgó los títulos que en testimonio corren agregados 
desde fojas 171 a títulos qué interiormente por las es- 
crituras de 28 de Septiembre de 1X78, 3 y li de Julio de 1879. 
otorgadas en los registros de lo* escriliatios que menciona 
fueron transmitida» a don José Baker \m los legítimos due- 
ños efe la propiedad «fe las referidas concesiones. 

One no existiendo la tiecra fiscal en el lugar que seña- 
lan los títulos metMonadns, se ha gestionado administrativa- 
mente ante el Gobierno la ubicación de la extensión ile tes se- 
tenta y ocho millones «le varas cuadradas que le corres|>on«le 
en otro punto «le la provincia, en pr«>|iorción equivalente al 
al preckt «pie tiene la tierra en el paraje «lon«fe el actor «1 sus 
causantes les hubieran sido entregados si el G«>btemo no hu- 
biese «üspuesto «le ella*, como ha gestionado también ante el 
mismo riohiern«> el pago «le la in«lemniiacíón a que se con- 
sidera aca-cdor pero sin resultado" alguno, viéndose asi en el 
caso de deducir la presente «letnanda. 

One la ley de 3 «le Julio de 1871. «fer«*ó el articulo 
«le la"* i»»5 que prohibía a los militares agraciado* la ena- 
jenación «le las tierras acordadas y qtte la «le 11 «le Septiem- 
bre «fe 1879 y ¿8 de Octubre de 1884 en s« artículo 62 dis- 
l»ne que tendrán derecho que se les otorgue vi beneficio «|ue 
acuerda la citada ley de 1865 a los «pie jitstifi«|tien estar en 
ella compremlidos. 

£hte |wr último por la ley «fe 15 «le Septiembre «fe iftju. 
se autorizó al Gobierno para pagar en títulos «fe la efeuda con- 
solúlada. los «ferechos por servicios militares, que hubieran 
sido legalmente reconoeitlos, limitando en su art. 2.* el valor 
«le la hectárea a cinco pesos, moneda nacional lo «ine n«> pite- 
de afectar el derecho legítimamente adquirido, valor «pie no 
ha aceptado por no considerarlo equitativo ni legal. 

One la provincia no tiene actualmente tierras fiscales, en 
sustitución a las que le correspondían al actor, «fe un valor 
equivalente al «fe ciento veinte mil pesos moneda nacional la 
legua que ella misma les ha asignatlo para el pago de la con. 
tritmeión directa en el lugar «teno-uínaiio Melincué, Departa- 



mentó iicneral U'ipez. donde balitan sillo ubicadas la* suerte* 
que adquirió, fiero que si esas tierra* existieran eit algún pun- 
to de la provincia y fueran ofrecidas en {Mammón equiva- 
lente al precio mencionado no tendrían inconveniente en acep- 
tarlas su representado. 

Que halMéntluse visto el actor y sus causantes privados 
del goce de la* tierras referiibs por inejecución de las obli- 
gaciones contraidas por j*rte de la proyocia. c*ta debe al», 
nar los «laftos y perjuicio* causados con arreglo a los princi- 
pios que consagran los articula 505 y 511 del Código Civil y 
la doctrina qtie surge también de otras di»|M>síciones del. mis- 
mo Código que cita y que autorizan para establecer esta de- 
manda y |iedir las ampliaciones expresada*. 

ftstabtecñla la competencia de esta Corte por el fallo 
de fojas 35 y corrido traslado de la demanda, el represen- 
tante de la provincia |iMe se rechace la acción deducida, <*po- 
iiicimIo enti* otras defensa* que sr desvirtuaría en absoluto 
la ley «le la provincia dictada en ifVfe si se admitiese la posi- 
bilidad «le que pueden acogerse a ella las pretcnsiones del 
actor. 

Que esta ley se refiere a tierra* ubicada* en regiones de*- 
{Miblaiias que se señalan expresamente y donde su precio era 
intimo, cxigicmlose «le los agraciados *u inmediata toma de 
jiosesiiti y otro* actos que bw mostrase decididos a ocupar- 
la* con lo cual la provincia se proponía olitencr también un 
beneficio incontestable en el sentido tle la población y segu- 
ridad de sus frontera*. 

Que por el articulo 3." de dicha ley se t¡i*|mne que los 
que recibieren terrenos conforme a. lo en ella establecido, "ten- 
drán la obligación de poblarlas en el término de un año. cons- 
truyetelo en ellas un Itabitación y no podrán enajenarlas sino 
desimés <tc un afto de residencia continua en la respectiva pro- 
piedad", condiciones que no se concilian con la* pretensiones 
clel actor al exigir tierras equivalentes en otra |»rte. o en su 
defecto una cantidad tle dinero cshorbitante e injusto, com- 



parando esta exigencia con el premio acordado a los soldado*: 
a <|iie la ley se refiere. 

Vencido con exceso el término acordado a los anteceso- 
res del actor a que se refieren los títulos que le fueron otor. 
jpnlos jx>r el Jeje. Político del Rosario en 1870 a nombre fiel 
golrierno. y no habiendo cumplido las «condiciones «pie le fue- 
ron impuestas, han perdido todo el derecho que «le los re- 
feridos títulos se pretende hacer derivar, sin que pueda ar- 
Küirse en contrario la ley de 6 de Julio «le 1871. por la «pie 
se derogó la prohibición «le enajenar las tierras adquiridas con 
arreglo a la ley <le 1865. sin eximir de su responsabilidad a 
los que no las hubiesen poMado y ocupatlo durante el trans- 
curso de un año. y que seria absurdo qu«5 la ley dictadla mu- 
cluw anos después y que «lenizaba el artículo 3." citado, tuvie- 
ra efecto retroactivo. 

Que la provincia no ha dejado de cumplir las obligaciones 
emanadas .le la ley como se afirma en la demanda y que si al- 
gunc»s perjuicios se hubieran causado serian imputables a los 
agraciados que señalap los títulos otorgados por el goliiert-o 
y cuyos derechos habían abandonado voluntariamente y esta- 
llan caducados cuando se hizo de ellos traspaso a los caucan- 
tes <lel actor. 

<Jue el antecesor del demandante 110 tomó tampoco po- 
sesión de las tierras preindicadas y que fué previa compro- 
hación tle que estaban desocupadas y despobladas y con eo- 
nficirotento de que jamás se había intentado siquiera ocupar 
que se practicó por el agrimensor Pelcgrin Itallazar. una 
mensura que evidenció lo expresado y que en virtud de esa 
comprobación y en cumplimiento en un todo «le la misma ley 
de 1H05. el gobierno escrituró esas tierras que estallan des- 
ocupada*, a clon José F. Fernández, entilo sucesor ele l<>s de- 
recho* de los soldados que habían hecho la campaña <krl Ta- 
raguay y que en la misma forma es escrituró a clon Hugo 
Mallet dos mil setecientas treinta y (los hectáreas v fracción 
címiio resto (le la extensión total de las 10 leguas de terreno lis. 
cal a la que se limitó la autorwación conferida al Poder Eje- 
ortivo |mra la distribución que acordaba la ley del 65. 



80» FALLOS Wv LA CORTE SUPIKMA 

<¿ue |R»r la Gwstitticióii de la provincia de Santa Fe- c 
rresponde y correspondió siempre al Poder Legislativo la fa- 
cultad de di*l*>ner y enajenar las tierras pública», y que por 
cousiguicntc la resolución administrativa recaída en un exjie- 
diente tramitado |jor el representante de «Ion Jorge llarker y 
por la que se concede el derecho de ubicar setenta y ocho mi- 
llones ile vara» cuadrada* de tierra» fiscales en el lugar en 
que las hubiese, es nula, no (Hiede obligar en manera algu- 
na a la provincia y <lel»e tenerse como no producida. 

Agrega que esta Oírte tiene declarado reiteradamente 
que lo* gobernadores «le provincia son mandatarios de sus 
jmeMos y que jamás pueden obligarla* sino por actos que 
ejerciten en la esfera legal de sus atribuciones ; que los ex- 
cesos ile poder no imponen a las provincias obligación algtt- 
na. pues, liara que pueblan obligarlas como representantes es 
indis|iensatile que lo hagan conforme a la Constitución y le- 
yes provinciales: de lo que se deduce que la resolución ad- 
ministrativa aludida, carece de todo valor, máxime si se tiene 
presente que la ley de 15 de Octubre <le 1880, derogó en su 
articulo i." las leyes que acordaban premios o recompensas 
lior servicios militares. dis|*>nientlo su articulo 5." que en los 
.-sos que al Poder Kjecutivci se soliciten indemnizaciones de 
tierras del* alegame la prescripción «le acuerdo con lo es- 
tableado por el Código Civil. 

Termina invitando en su favor la prescripción «le la ac- 
ción personal; establecida por el articulo 4.023 del Código Ci- 
vil y que estaba ya cum|>lida antes de iniciarse las gestio- 
nes administrativas de llarker» pues habían transcurrido con 
evidente exceso los diez a«V>s que tija a ese effect ■ la citada 
dis|Mistciójn del articulo 4.Q2¿. 

Sustanciada la ptescripdón opuesta y vencido el tér- 
mino de prueta acordado por la resolución «le fojas 379. se 
llamó autos para definitiva a fojas 475» «M»*** «** alegados 
tus alegatos presentados por las jiartes. 



Y considerando: 

Que corresponde examinar y decidir en primer término 
la excepción «le prescripción opuesta por la provincia deman- 
dada, atenta la naturaleza perentoria de dicha defensa. 

Que el actor ha promovido una acción personal tendien- 
te a obtener la reparación «le los perjuicio* irrogado* a su |«- 
trimonio por la falta de cumplimiento de la obligación de en- 
i regar los lotes «le tierra adjudicados en donación a la* seten- 
ta v odio personas tic que es sucesor a título singular, en vir- 
tud de la ley de la provincia de Santa Fe de 18 de Septiem- 
bre de 1865. 

Que por la naturaleza de la acción que se ejercita/ la 
prescripción liberatoria aplicable al caso es la general entre 
pretente* que establece el articulo 4-«*3 Cód¡*> Civil, ya 
que no se ha demostrado que algunos de los donatarios o 
de sus sucesores estuviera domiciliado fuera de la provincia 
durante el tiempo «juc respectivamente fuenw titulares de 
los derechos cuestionados. 

Que como punto de |>art¡<la de la prescripción deben to- 
marse les fechas de otorgamiento de los respectivos títulos 
de donación, es decir, los meses de Abril y Mayo de 1870 
(testimonio de fojas 305 y siguientes) desde que a partir «le 
ellas los beneficiados pudieron reclamar la entrega efectiva 
«le los lotes adjudicados, y «piejló expedita su acción para olfc 
tener el cumplimiento de las obligaciones contraidas por el 
donante o la* indemnizaciones subsidiarias a «pie hubiere 
lugar. 

Que no es admisible la pretensión suscitada por el actor 
de que la prescripción sólo comenzó a correr desde la fecha 
en que él gobierno de Santa Fe enajenó a favor «le terce- 
ros los lotes de tierra donados, est» es. desde el año 1888. 
pretcnsión fundada en «pie los setenta y ocho donatarios, cu- 
yos derechos representa, adquirieron el dominio de las tic* 
fra» «lona«!as y en que se dominio fue transmitido sucesiva- 
mente a los compradores «le los hite* hasta llegar a don Jorfle 
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Barker. cedente del actor y titular del «Irredio de 
en dicto afto M pac» ni lo» donatario» de que se trata, 
ni m$ sucetorc*. adquirieron el dominio de la* tierra* ad- 
judicadas, siendo por la unto erróneo la premisa en que se 
apoya ente argumento del actor. 

yue en efecto, repetidas manifcstacwmcs del demandan- 
te en el curio <le esae juick» y de don Jorge Barker en el ex - 
(tedíente administrativo, agriado como parte de prueba, es- 
jwctalmentc la» formulada* en lo* escritos de foja» 105 y fo- 
jas» 1 if» de erte último. demuestran, en forma concluyeme. «pie 
ni a l«« «kmatario* ni a *us snces«>re» se le* hi*> tradición «le 
lo* lote* donado». Lo» primero» no solamente no ocuparon 
jama» la» fraccione» de tierra que le» fueron señalada», ni 
««tiritaron supiera que el Cotarra» de Santa Fe se las en- 
ira. sino que aprovechamk» la circunstancia «le que por 
una ley posterior i Ijty provincial «le 6 de JttKc» de 1*71 > lo* 
di»|*nsaba de cierta» rt^riccwnes establecida» por la «le 1865. 
*e <k-*prcn«Iierou a vil precio «le tos «krwhos qtte le* había 
reconocido «l¡ch«i gobierno, cediémlolo* a |*r*onas «pie lo* 
acapararan. «Icsvirtuámkwe «ic tal suerte el propósito que in». 
piró la ley «k- *kmack'*n. esto es. el fracci«Miarniento y ocupación 
«fe la tierra, asegurando a la ve* el bienestar «le meritorios 

terviiktfe* «leí Estado. 

Que aún cuando la donación baya teni«k> lugar antes de 
la vigencia del Código Civil, no por ello «tejaba «k* ser indis- 
jwnsaUe la tradición efectiva «kt los inmubles dnnadu* para 
la adquiskVn «leí dominio, pues las leyes que regían en la Re- 
j»úh!ica ames de poiierise en vigor el actual Código no aut«- 
rizahan la transmisión «le la propiedad pur el sólo efecto del 
contrato í¿ey 46. Título ¿8 Partida 3/ y Uy 50. Título 5. . 
Partida jjí; Fall«* «le esta Corte Suprema, tomo «j6. |iági- 
11a 291 y tomo página 3181. 

Oué la Ley H. Titulo 30. Partiíla y. invocada por el <lc- 
matulatrte i»ara sostener que la tradición les fue hecha a los 
donatario* por la simple entrega «le los instrumentos «le «!«>• 
nación, sin necesidad «le entrar en la posesión efectiva «le los 



Unes, constituye en primer lugar un» excepción al princ¡|: 
general establecido por las leve» anteriormente citadas y 
obliga |wr lo mismo a interpretarla restrictivamente; además 
dicha ley. como lo indica <;regorío Uípei en la glosa 1. a a la 
misma, concuerda con la [*. I. C Dé IHnotiomhns. *. 54 cuya 
aplicacn* dcMa limitarse «le acuerdo c«wf 1as autorizadas opi- 
niones de Casignv f Posesión, párrafo 16 y «le Mayni l Con- 
curso «le Derecho Romano, párrafo 84 número jo» a los casos 
en <|iic la remisión de loa títulos se efectuaba en presencia 
<le la cosa donada < Fallos de esta Corte Suprema, tomo «j6. 
Ingina x>i y tai; ingina 13). Sigúese «le lo expuesto «pie la 
ley invocada contempla una situación excepcional y muy dis- 
tinta de aquella en «pie se encontraron tos «fcmataii»s ante- 
cesores «M actor, pues no sólo se hallaban a mucha dis- 
tancia «leí lugar en que estaban ubica«los los respectiva l«ites 
en el momento «le serles entregados los documentos, sino «pie 
el aect.*» a a«|uell«M era sumamente difícil en esa época, «le- 
liiífci a l?s frecuentes ¡nciirsMMKs de los indios, según b» ha 

reconocido J mism«i «lemandantc en el curso «leí proce- 
dimiemo. 

> 

Que no habiendo adquirido k>s «lonatariog ni sus' suceso- 
res el «lomiim» «le l«w lotes de que se trata, la acción contra el 
donante no nace <ie la enajenación a terceros de las cosa* «to- 
nadas, sino de la obligación «te entregar «lichas cosas «pie na- 
ció, juntamente con el derecho correlativo de exigir la entre 
ga, cu el momento mi xm «le la «kmactán o sea en Abril y 
Mayo de 1870. «lesde «pie ese acto no fué subordinado a ceñí, 
dicioo suspensiva. • l¿s etiajenactones efectuadas |*>r la pro- 
vincia «le Santa Fe a favor de terceros «le los lotes asignados 
I»r servicios militares, no importaron un despojo «pie jmdie. 
ra «tar origen a una nueva acción, ya fuera real, ya |>ersonal 
subsidiaria. toda vez «pie los donatarios no eran ni habían 
si«Io sino acreedores de la provincia desde el «lia en «pie se 
Ies reconoció el derecho a participar de los beneficios de la 
ley de 1805 y que el hecho de disponer «le l«>s bienes que pr«i- 
meticV -«binar mío exteriorizó el proposito «leí «lómeme «le no 
cumplir las obligaciones contraídas «lie* y och«i año* atrás. 



yue c*»»Weci<lo como punto de partida de la prescripción 
liberatoria la fecha en que fueron otorgado» lo» titulo» de do. 
nación, resulta indudable ««te U acción para reclamar el Oim- 
pHmirnto de la obligackVn del donante se encontraba extm 
guifla en la época de la demanda. i*>r haber transcurrido más 
<le tres veces el término de la prescripción ordinaria entre 
presentes que señala el articulo 4.«»J del Código Civil, » w 
habrrse produckk» durante ese tiempo hecho alguno que iní- 
iwrte una causa legitima de interrupción. Xo constituyen en 
efecto acto* ¡nterruptivo». ni el pago de tres cuota» de impues- 
to de contribución directa « testimonio de fojas ato a fo- 
jas 382», ni- las disposiciones de las leyes de tierras que lia- 
cen referencia a los derechos acordado» por la ley de 18 «le 
Septiembre de 1IKÍ5. ni la resolución administrativa «le Mayo 
«le 1*07 que reconocM» el «lerecho «le «km Jorge Barker a ubi- 
car setenta y odio millones «le varas cuadradas de tierras fis- 
cales en el i*into de la provincia donde las hubiere. Lo pri- 
• íero. jn»rque om*» lo ha declarado .esta Corte Suprema < Fa- 
líos, tomo iát, ingina 13 y argumento «leí falk» toro». li t> pá- 
gina 65), las oficinas subalternas encargadas de recibir el pa- 
go de los impuestos no están factdtades para examinar k* 
títulos «te las i>er*«»nas «pie acuden a satisfacer las contrilw- 
ciones. Por consiguiente, los recibo» «pie otorgan dichas ofi- 
cinas no pueden importar reconocimientos. de derechos que 
«leteiigan el curso «k- la prcscripckVn. IaS segundo, porque 
aparte de «pie las leyes de «pie se trata «Alo contienen dispo- 
siciones «le carácter general que no es posilue coniwderar comn 
ratificación o reconocimiemo «le «ligaciones relativas a casos 
o personas determinadas, cuyo examen y reaoluckm corres- 
pondía al jKMkr administrador encargado de ejecutar las «lis- 
posiciones legislativa», cabe observar que esas leyes «Je 1Í71. 
18711 y 1884 al mantener o reglamentar los beneficios acor- 
dallo» por la ley de 1863. sólo tuvieron en vista el interés «k- 
aquellos que expusieron Mí vida en servicio del país durante 
una cruenta y j>rolongada guerra o el de las familias de los 
«pie |>ereckro'n en ella. Eso es k> «pie se infiere del contex- 
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de Uh preceptos legales invocados y tal es también el es- 
m de lo* miarnos. desde que no* verosímil que la legis- 
latura ifc Santa Fe se preocupara <lc conservar los dere- 
chos «le los acaparadores tic lotes, que no habían compronw- 
tido la gratitud de la provincia y que jior el contrario dcsvír- 1 
luabalian en toda forma los propósitos que ins|riran»|i la ley 
de donación* Kn cnanto al decreto de Mayo de 1*17, su ine- 
ficacia cunto acto interpretativo de la ptMcri|irión resulta del 
solo hecho de bailarse ésta cumplida con exceso en el momen- 
to <k dictarse la resolución administrativa, pues habían trans- 
curriilo veintisiete años «lesde la fecha en que «c otorgaron 
titnlos a los donatarios. Tampoco tendría eficacia dicho acto 
como renuncia remisión tic la prescripción ya operada, pites 
el Poder Kjecutivo nb |iodia válidamente renunciarla o remi- 
tirla dado <|iie ley de 15 de Octubre «le 18B9, le tmpnnia el 
deber de alegarla «artículo $?) en los casos en que se solici- 
tasen indemniaacione* de tierras, como lo era aquel en que 
recayó la resolución cuestionada, siendo también de notar que 
!*>r el articttlo t. H de dicha ley quedaban derogadas tollas las 
qnc habían acordarlo (gremios o recompensa* por servidos mi- 
litares < informe de fojas 43*)- 

Oir- aun admitiendo, como lo pretende el actor en su es- 
crito de fojas 345. <|«* *u acenm se apoya no ya en las do- 
naciones de que instruyen los documentos testimoniailos «Ir 
fojas 205 y siguientes, sino en el reconocimiento de la obli- 
gación ile entregar tierras a título «le indenwización que con- 
tiene el decreto de $Ía¿f» tle 181)7, tampoco \vulrw pros|ierar 
esta demanda, ya que la facultad de disponer de la tierra pú- 
blica había sido expresamente reservada al Poiler Legislati- 
vo |»r el articulo «o, inciso 14 de la Constitución de la pro- 
vincia de Santa Fe de 1890. y por consiguiente, el decreto de 
(|ue se trata, que no ha sido aprobado o confirmado por ley, 
carece de toda eficacia para obligar a dicha provincia. (Fa- 
llos, de esta Corte Suprema, tomo ta), página 1841. 

Por c<tos fundamento* se absuelve a la provincia fie San- 
ta Fe de la presente demanda. Páguense las c«wtas en el or- 
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den causad» en atención a la naturaleza de la» cuestione* 
planteada* en el Ktigin. Notifique**, repónganse los «rilo* y 
archhese. 

• 

A. Bkmmkjo. — D. K. Talacio 
— J. Fk;i/k*oa Ai.co*ta. — 
Ramón Mknih-z. — En «1¡- 
sidencia de fundamento* : Xi. 

CAMm G. i*x Soi.ak. 

■ 
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Y considerando: 

fjwe com-spomk- Minar en consiebracum en primer tér- 
mino la prescripción de la» accione* deducida* en la deman- 
da, |mr cuanto en el caso de. declararle procedente haría inne- 
saria h decisión de las «lemas cuestione* que se han debatido 
en el |itetto. 

Que por la ley de la provincia de iK «le Se|itiembre de 
1H65 se atit«»riaó al I*. Ejecutivo para distribuir diez lentas de 
terreno «le projnedad fiscal entre los jefes, oficiales y sotda- 
<lus ipte hicieron la campaña «Id Paraguay. 

<jue resulta de aut«» «pie en cumplimiento «le l«> «lis|Hie*. 
to por ésta ley el («obierno autoriaó al Jefe Político y «le P«>- 
licia de la Ciudad y l)epartament«> «leí Rosario para «pie en 
su represe ntackm «porgase a ca«la uno «le los jefes, oficia 
les e individuo* «le tn»pa que habían hecho a«p>ella campa- 
ña, el titulo nrsfnwtño en el «pie debía hacerse constar el mi. 
mero «le la suerte de tierra «pie según su clase se les adjudi- 
caba, la determinación «le su ubicación y extenci««i, y la obli- 
gación impuesta en el artículo 3/. como consta «le los testi- 
monios «pie corren «le fojas ¿05 a fojas ¿79 * ***** 

Qiir consta igualmente «pie estos titulo» fueron otorga- 
dos en el mes de Abril «le* *m» 1870, con sujeción cuino se 
ha «lidio a lo dispuesto por el articulo y de la ley de cotice - 
sióu (pie establecía la obligación «le (miliarias en el término de 
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un afto y construir una habitación cu la» tierra» wncedúlas. 
como consta que un gran número de los agraciad* enajenaron 
años después a diversas perdonan kw derechos y acciones que 
¡es correspondían, derechos y acciones que adquirió el j8 de 
Sct*íemlm» tie 1878. y ¿ y 1 J dé Julio de 1879 don Jome Bar- 
leer y que éste trasmitió, a su v«. al actor en 1 1 de Abril <le 
Testimonio citado informe del Departamento de Inge- 
nieros de fojas 400 y escrito <fe demanda. 

Que consta «le autos que desde la fecha del otorgamiento 
de los mulos. Abril de 1870. acórtalos por el gobierno de la 
Provincia en cumplimiento <k> lo dispuesto por la ley de 1865 
hasta la fecha de la demanda deducida ante esta Corte, 38 
de Agosto «le 1*103, *egún resulta del cargo (Miento a fojas 158. 
lian transcurrido más de treinta aftos. sin que durante este 
largo transcurso «le tiempo, el actor ni su* antecesores hayan 
gestionado judicialmente la tierra de que se trata. 

nue de las diversas gestiones administrativas que se han 
lieclio ante el Gobierno y que constan en el expediente que 
corre agregarlo a estos autos no resulta un reconocimiento de 
los derecho* pretendidos pin* el actor cutí respecto a los se- 
tenta v ocho millones de varas cuadradas de tierras fiscales 
que reclama, ni menos justificada la inculpación «le los daños 
y perjuicios a cuya indemnización pretende también se con- 
tiene a la Provincia. 

ytte en el aiWi 1897 habían ya caducado los derechos 
que podían corresponder a k» causantes dd actor por las tie- 
rras acordarlas en la ley de 1865, y estaban proscriptas tam- 
bién las acciones que don Jorge Barker hubiera podido hacer 
valer, dado lo di*|>ue*to \m la tey tle la provincia de 15 de Oc- 
tubre <lc 1880, que derogó todas las leyes que acordaban pre- 
mios o recompensas jmr servicios militares y lo dispuesto |*or 
el artículo 4.013 del Código Civil. 

Que la resolución administrativa del mismo ano 1897 ca- 
rece de todo valor legal, por otra parte, desde que fué dicta- 
da con violación de ki dispuesto en el artículo 5 de la citada 
ley de i8ft> que ordenaba al Poder Kjecutivo en los casos 
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que «e solicitaren indemnizaciones de tierras, oponer la pir* 
cripcion de acuerdo con la» disposiciones del Código Ci\il. 
como lo observa el Departamento de Ingeniero» en mi infor- 
me de fojas 400 a 450 a k> que se apega que esa rebotación 
carwe tai * ^1 de la sanción legislativa que le hubiera tladi» 
validez, ya porgue w trataba de la enajenación «le tierra* de 
la provincia de las que el Poder Kjccutivo no puede disponer 
por si solo, cuanto porque «ra contraria a ki dispuesto- por 
una ley vigente qne correspondía al Gobierno respetar y ha- 
cer cumplir. 

Que contri lo hace constar también el Departamento de 
Ingenieros en su citad» informe de fojas 400 a 417, y consta 
además del expediente agregado, ninguna gestión se ha hecho 
ante el fíobienfn por Barker. habiendo éste én 1 1 Abril de iflfti 
trasmitido mis derechos a favor tlel actor, por quien si bien se 
ha hecho también otras gestiones, no aparecen haber sido to- 
madas en consiileración ni resueltas por el (hibierno, como la 
manifiesta en su escrito de demanda. 

Que tratándose «le una acción personal como es la que se 
ha deducido, ella queda extinguida por el transcurso dtl tiem* 
jk> seftalado por la ley. Articulo 4.023 del Código Civil. 

Que las gestiones administrativas a que se hace referen- 
cia finir el actor, practicadas voluntariamente ante el Ciobk-rno. 
no constituyen actos interrumpidos de b prescripción desde 
que el requisito de la demanda exigido por la ley. articulo 
3.980 del Código Civil para la intemipción de la prescripción, 
im> puede considerara cumplida por gestiones que no son in- 
clisiiensaMes |«ra traer ame la Corte Suprema una demanda 
contra una provincia como se ha establecido en repetidos fa- 
llos. Tomos 07. página 357 ; «°4 página 183; 118 |iágina 175 y 
123. página 224, entre otros. 

Que las tramitaciones administrativa* m> puetlen tener el 
-Irance de un reconocimiento en el concepto del articulo 3.980 
«leí Código Civil, toda ve* que esas tramitaciones se .ordenan 
en general y entre otros objetos con el de iitttsttgar el dere- 
cho que se reclama administrativamente. La resolución final 
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el derecho alegado, es la que {Hiede invocarte 
no ha sido dictada en el caso. desde que la 
<|tie se na invocado no tiene el alcance y valor legal que se le 
atribuye, por cuanto adema* de lo establecido por las leyes de 
15 de Octubre de ]8&j y de i8w que declaran caducas la< con- 
cesiones de tierras de la ley de 1865, carece de la sanción le- 
gal necesaria y requerida por las constituciones de Santa Fe 
<k 1*73. y Hjotk la* que expresamente disponen que e* 
una atribución del Poder Legislativo disponer del uso y ena- 
jenación cíe las tierras fiscales «le la Provincia*'. Articulo 8t\ 
: iiciso 2i y articulo 61, inciso \j m n- prn'n j i m i ntr d r l ai m »^ 
titttcinnes citadas. 

()uc en el caso de autos se trata como queda demostrado 
de una demanda contra una provincia tendiente a obtener tic- 
iras donadas por ésta lo que importa el ejercicio de una at> 
ci«*n personal prescriptible con sujeción a lo dispuesto en Jo* 
artículos ¿.<U9- 4-°t7 y 4*n¿ del Código Civil, y estaba fa- 
cultada la provincia fiara oponerla y obligada además por sus 
propias leyes. Tomo 96, páginas 163 y 17a. 

tjuc por otra parte procede observar, que posteriormente 
a la redamación de Hartar en ílfcjj. y resolución «leí mismo 
año con' la que aquel no estuvo conforme, se dictó la ley de 15 
de Septiembre de iHuo por la que se autoriza al Poder Eje* 
aitivo para pagar en títulos de la deuda consolidada los de- 
rechos ]>or servicios militares que hubiesen sido leg a lme n te 
reconocidos, estimándose, a sus efectos» el valor de la hectá* 
rea en cinco pesos moneda nacional, artículos 1 y «*, y dispo- 
niendo textualmente en. el articulo 4. a "«pie los acreedores a 
los derechos a que se refiere la presente ley deberán hacer 
sus gestiones, de acuerdo con la misma, en el término de un 
año. pasado el cuál perderán los beneficios que les acuerttan 
las leyes anteriores, quedando en consecuencia sometidos en 
todo a los efectos <lel articulo 1 • de la lev «le 15 de Octubre 
de l«fc/\ 

Que el actor ni sus causantes no han ejercitado en nin- 
guna fonna las reclamaciones que la citada ley les acordaban 
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y han dejólo transcurrir d pbao establecido, lo que quiere 
decir, que han perdido también tos beneficio* que le» confe- 
rían la* leve* anterior» y están sometidos en todo a kw elec- 
to» riel artícttlu i." de la citaba ley de 15 tle Octubre de 18R9. 

Que atento lo que resulta iír la* precedente* considera* 
ciiiiie por lo que respecta a la |ii*«cripctfm invocada por la 
demandada, e* innecesario examinar las demás cuestiones re- 
lativas i las ¡t*lemnitac¡one* redamadas. 

Por esto» fundamentos se absuelve a la Provincia de San- 
ta Fe rir U demanda dedneida en la presente causa. La* eos- 
tas se |ia|arán en el orden causado atenta la naturaleza de 
las cuestione* «WmtWa*; Notifiquese y repuestos los sellos ar- 
chívese. 

Nicanor G\ del Salar. 



IPon Aqmlcs Vrlicie. contra don Enrique Gimints. sobre des. 

alojamiento. 

• 

Sumario: Xo procede el nenrao extraordinario del artículo 
14. ley 48, contra una resolución de un tribunal supe* 
rior kwal. que se limita a declarar la cnnrtiti:ciunaltdad 
de tina disposición de la ley procesal y a disponer que la 
causa sea «levueha al inferior para ta eomimucion de los 
procedimiento* y decisión sobre el fondo del litigio (es 
decir, <|Ue no hay sentencia definitiva a los efectos «leí re- 
curso extraordinario!. 

n 

Caso: l.o explica el siguiente: 

r.\tw> m La caten svi*e¿ia 

Boatos Aires, nktenfcte 4 4t IM». 

Visto* y considerando: 

Que la sentencia dictada a fojas 30 y siguiente* de los 
presentes autos por la Cámara á¿ de Ajielaciones «le! Ilepar- 
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uto de la Capital de la Provincia de Buenos Aires se lia 
a «leclarar Ja conrtUitciopaKdad dr la dispimción 
contenida en d articulo ñu del Código de 1 WedimieMo «le 
aquella Provincia y a disponer «pie la causa, sea devuelta al 
«le Primera Instancia para ta continuación de los proce 
y liara «pie «e pronuncie decisión sobre el fondo tlel 



Que dado» estos antecedentes, no en posible atribuir al 
fallo recurrido el carácter de sentencia definitiva a los efectos 
del recurso extraordinario interpuesto y concedido, sino el 
de una overa declaración abstracta sobre la constitucionalidad 
«le una ley provincial, cuya influencia -sobre el resultado final 
del pleito no es posible apreciar en el estado actual del proce- 
tiento del juicio. Siendo también «U. observar que la sen- 
'¡a «|ue ponga fin al litigio j Hiede llegar a whwiojjes o apo- 
yarse en fundamentos que hagan innecesario o iiuuhnisible el 
recurso para ante esta Corte. ^ ^ 

P«ir ello y de acuerdo con lo resuelto en ca*o* arábigos 
(Fallos» tomo 119, página 241/) *e declara improcedente e! 
recurso interpuesto. Notifiqitese y repuesto* U»s ¿ellos devttél- 
vanse. 

A. BliRMEjO. — XlCAXOR Ct. DfX 

Solar. — 1>. E. ^aiAcio. — 
J. Figvkroa Alco*ta. 
Ramón M£nim». 



José Manuel Aragón c* antas con el Banco Hogar Argentino, 
sobre cobro de nn crédito hipotecario. Recurso de hecho. 



Sumario: i." Para la procedencia «W recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 48, es indispensable <|ue en el pleito 
se haya puesto en cuestión una cláusula «le la Consti- 
tucMn. tratado o ley dd Congreso y «pie se haya resuel- 
to en contra de la garantía, «lerecho o exención funda- 
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ilosenli misma, y qiir m la «pieja sr expresen concre- 
tamcntr las di^kiones constrhicionales que se dicen 
vulnerada*. 

2.« La cláusula de un contrato v«iluntarianiente ce 
lehrado que fija im domicilio, para el cumplimiento de 1a« 
..Miraciones que ct mtrae el deudor, no es contraria al 
articulo 17 de la Constitución ni ataca la inviolabilidad de 
la defensa. " 
Caso: lio explican las pieJta* siguientes: 
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Suprema Corle: 

U sentencia de fojas J05. ha sillo dictada por la Cámara 
Segunda de Apelaciones en lo Civil de la Capital de la Na- 
ckm en el ^ick> «pe por cobro de pesos sigue el Banco Kl Ho- 
)¡ar Argentino contra don J«»é Manuel Aragón. 

Ibcha resolución no es definitiva, como la exige el ar 
ticulo 14 de la lev 4* P»™ pnxtd» •» apelación para 
ante la Corte Suprema porque ha sido dictada en un juicio 
ejecutivo, después del cual puede el vencido hacer valer sus 
derechos por la vía ordinaria. 

T'or otra parte, la apelación dettucida a fojas ¿08 en la 
forma de recurso ordinario, no procede. ¡Mirque V. E. no es 
tribunal de tercera instancia en esta clase de asuntos. 

Si ha querido entablar el recurso extraordinario «leí ar- 
ticulo 14 «le ta ley 48. ha debido determinárselo expresamen, 
te 1 118. fallos. 142 y 171 >. 

Además, el recurrente no ha cumplido con la «Aligación 
<|uc le impone el articulo 15 «le la citaila ley de demostrar 
que el fundamento de su «meja tiene una relación directa 
e inmediata con las cuestione* de valide* de las leyes, tra- 
tad»s o comisiones en disputa. 
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Por lo expuesto, considero bien denegada la apelación y 
pido a V. E. se sirva asi declararlo. 

José Nicolás A(«fffi»70, 

VAUfl Mí LA CORTE SUWKM.V 

ftMN JMNtt KM» « 4« 1919. 

Autos y vistos: 
El recurso de hecho por denegación del extraordinario 
deducido por Manuel José Aragón contra sentencia de la Cá- 
mara Segunda de Apelaciones en lo Civil de la Capital que 
no hace lugar a la nulidad de procedimiento* ejecutivos se- 
guidos por el Baneo Hogar Argentino contra el recu- 
rrente. y 

Considerando: 

Que nombrado martiliero para la venta de la propie- 
dad del apelante éste dijo de nulidad de lo actuado a méri- 
to de la cláusula 17 del contrato hipotecario, por ser ello vio- 
latorio de la» disposiciones oonstfcuciowales que consagran la 
inviolabilidad de la defensa y como corolario prohibe toda 
violación del derecho de propiedad de que no puede privarse 
sin juicio previo (fojas 1 de la queja). 

Que resuelto el pleito en contra «le tales «lefensas. en- 
tabló el recurso extraordinario jwira ante esta Corte, el que 
le fué denegado como queda dicho antes. 

Que para ta procedencia del mencionado recurso es in- 
dispensable que en el pleito se haya puesto en cuestión una 
cláusula de la Obnatitución tratado o ley del Congreso y que 
se haya resuelto en contra de la garautía, derecho o exen- 
ción fundado!, en la misma, sin que basten para motivar aquél, 
referencias «le carácter general a sus disposiciones según es 
de jurisprudencia corriente. 

Que además y con arreglo a lo proscripto, por el articu- 
lo 15 de la ley número 48, es necesario que en la queja se 
expíe -en concretamente las disposiciones constitucionales qne 
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se dicen vulneradas, como lo indica el señor Procurador Ge- 
neral ni el precedente dictamen < Fallos tomo 85, página 915: 
torno página 338). 

tjne en ' los auto* venidos por vía <le informe, no apa- 
rece «pie el recurrente ha} .* invocado en defensa de su de* 
recho disposición alguna <le la Constitución si se exceptúa la 
mención general y vaga <M articulo 17, en segunda instan- 
cia 1 fojas vjtj vuelta) para impugnar como contraria a tal 
disposición la cláusula 17 del convenio celebrado 
dor, según lacualjiiiia--*!-^^ las obli- 

TpiT^ímraeel deudor constituye ilomieilk» especial 
en la calle Callao novecientos' cincuenta. "Carden llot«r. 

Que aunque así no fuera y aún Aponiendo procedente 
el recurso jiada la especialidad del caso, es de observarse que 
la sentencia apelada en cuanto confirma por sus fundamentos 
la de fojas iMf> y aclaratoria de fojas 189 vuelta, hace cons- 
tar que • Aragón fué debidamente notificado en el domicilio 
constituido en el contrato hipotecario corriente a fojas 1 «le 
l«>s autos principales y que tal notificaciníi se ajusta a las dis- 
posiciones del Código Civil que se citan. por lo c|ue pite- 
«le ilecirse violado el derecho de defensa a que se refiere el 
a|ielante. 

(^Hie la cláusula «le un contrato voluntariamente celebra- 
do que fija un domicilio i*ra el cumplimiento de las obli- 
gaciones que contrac el deudor, no es contraría al artteulo 17 
de la Constitución ni ataca la inviolabilidad de la defensa. 

Por ello y lo dictaminado jior el señor f*rocurailor Ge- 
neral se declara no haber lugar al recurso. Xotifiqnese ori- 
ginal y repuestos los sellos archívese. dcvoKiéwlose los au- 
tos venidos \*>r vía «le informe con testimonio de la presente. 

A. Hkkmejo. — XicAxoa G. w.u 
Sos.ar. — D. K. Palacio. — 
J. Fir.uKaoA Ajco*TA. — Ra. 

múx MkNOKZ. 
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éon Julio v ofrw. rw <v?fta* r*»« Bernardo 
'Hchs 9 (hijo), sobre nulidad de contrito. Üccnrso ár 

hecho. 



Sumario: So tiena carácter de. definitiva a los efectos del 
recurso extraordinario del articulo 1 4» >cy 4& ««a ns_ 

la acumulación «le ac- 
ciones de diversos demandantes, por aplicación de una 
disposición del Código de l*roccdimientos. 

Caso* Lo exfrfkan las |Ñexas siguiente»: 

ItiCTAMKN IH-X stixoft PKOCCaAUOft «pKNKKaC 

■man Airas. ItiihwSii »i m ihiw. 

Suprema Corte: 

i -a resolución de la Cámara Primera de Apelaciones en 
lo Civil de la Capital contra la que recurren de hecho don 
Julio Jacschké y otro/, no es sentencia definitiva a los efec- 
tos del recurso dado para ante V. K. por el articulo 14 de la 
ley 48 y <>." de ta número 4-055- Kll* se limita a resolver tina 
excepción dilatoria, aricando el articulo 74 del Código de 
l'rocedtmtentos de la Capital y, por consiguiente, sin entrar 
en el fondo del asunto. 

Iwos recurrentes no están conformes con la inteligencia 
dada por aqtrtl tritanal a dicha ley y pretenden <pte *e les 
desconoce un «lerecho constitucional de no hacer lo <|iie la 
ley no manda ni ser privado de lo que ella no prohibe, sin 
advertir que la ley procesal manda o prohibe a los efecto* 
del pleito lo que la Cámara de Apelaciones ha relucho. 

Kn resumen, lo que desean los recurrentes es «pie V. K. 
revise la interpretación da<b al artículo 74 citado, lo que no 
corresponde a V. K. por no ser esa cláusula una ley federal. 

Opino, pues, que el recurso ha sido bien <ienegadn. 

J**si Nicolás Slatienso. 
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rMw PK w co«tk sv«u»ia 

hHM «ra*. OtetcMf • " á* '* * 

Autos y vistos, considerando: 
Que la resolución de la Cámara Primera de Apelado, 
nes en lo Civil de la Capital, declara improcedente la acu- 
mutación de acciones de diversos demandantes, por aplica- 
cío» del articulo 74 del Código de Frocedimientos de la Ca- 
liital. ajena al recurso extr»«>rd¡nario interpuesto (articulo 15, 

lev número 48». 

Que como lo observa el señor Procurador (.ene ral. esa 
remoción incidental no constituye una sentencia definitiva 
a l«w fines del recurso extraordnario del articulo 14 de la ley 
número 4» «pie ha sido bien denegado. 

yue la garantía invocada dd articulo 19 de la Constitu- 
ción según la cual ningún habitante de la Nación será priva- 
•lo de lo <|ue la ley no prohibe, disposición cuyo alcance ha 
establecido esta Corte en reiterados casos (Fallos, wr o 121. 
iógina 409 considerandos 2.' y 3" y ¿urispntdencia allí ci- 
tada carece de aplicación al caso de la resolución apelada que 
ha sido fundada expresamente en una disposición legal. 

Por ello v de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador Cenera!. se declara liien denególo el re- 
curso. Xot¡fi«|Uese y repuesto el papel archívese. 

A. Bk«MKJo. — Nicaníi* ti. l«t. 
Soi.a«. — D. E. Pamcio. — 
J. Fhu'Khoa AixORTÁ. — Ra- 
món Mknpkz. 



A'.-/»./. Be ruado v otros, sumario instruido en su contra, por 
hurto de barreras ptrtenciieiitcf a la i>efensa Aaricola 
Contienda de eomfetencia. 

Sumario: Corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de un procedo por hurto de Iwrreras |«ertenecienteH a 
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la Defcns* Agrícola. (Esos bienes pertenece» al Ciobier- 
no de la Nación). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

Como consta fiel informe del Secretario dH juzgado del 
Crimen «le Concordia, el sumario instruido a Paulino Anací 
y otros lo ha sido por robo y venta de barreras de propie 
dad del («ohierno de la X ación. 

, Según el inciso 3.*. articulo 3$ ley 48, el conocimiento 
de esa causa es de exclusiva competencia de la justicia fede- 
ral, y el señor Juez del Crimen en cumplimiento <le lo dis- 
puesto |Kir el inciso ilel articulo 12 de la misma ley; ha 
debido ¡loncr los detenidos a disposición de Ü. S. y remitir- 
le el sumario levantado. 

No habiéndose hecho asi, vengo a solicitar «le U. S. de- 
clare su competencia y libre oficio al juez fiel Crimen de Con- 
cordia para que es inhiba de conocer en ese asunto y remita 
el sumario, |>oniendo los detenidos a su disposición, articu- 
lo 4IÍ Código de Procedimientos Criminal. — Editado S. Soler. 

AITTO DISI. SKÑOK Jl f KZ J-KDKRAJ, 

Autos y vistos : De conformidad con lo dictaminado |K>r 
el señor Procurador Fiscal declárase la competencia de este 
Juzgado para entender en el delito denunciado y en conse- 
cuencia exhórtese al señor Juez del Crimen de Concordia pa 
ra que remita el sumario que haya levantado poniendo a dis- 
jKísición fie este Juzgado Federal los inculpados que fueron 
detenidos en el mismo. — Jorge i?. Ttllo. 
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Suprema Corte: 
Se trae a conocimiento ele V. K. la contienda tic com- 
petencia trabada entre el Juez Federal de Concesión del 
l'ruguay, provincia <le Entre Ríos y el Juez del Crimen de 
Concordia de la misma provincia, para entender en e! suma- 
ria instruido a varias personas acusadas de halier Imitado 
barreras «le zinc de las que emplea la Defensa Agrícola para 
la destrucción de langostas. 

Considero competente a la justicia nacional |*ra eriteii. 
der en estas actuaciones. 

En efecto, ambos magistrados coinciden en que lo hur- 
tado es de propiedad del (íobíerno Nacional < fojas 180 de 
los autos del Juez del Crimen y fojas 22 de los del Juez 
Federal >. 

En tal virtud, la sustracción de terreras que motiva este 
sumario es un delito «jue afecta directamente al te-oro nació 
nay, corrcsjwndiendo su juzgamiento, de acuerdo con lo dis- 
puso por el inciso artículo 3& ley 48. a la justicia na- 
cional. ♦ 

Aunque fuera cierta la circunstancia invocada por el Juez 
del Crimen, de haberse «lado en arrendamiento esas terreras 
los particulares en cuyo pnder se verificó el robo, ello no po- 
dría modificar la conclusión indicada, por cuanto el Gobier- 
na Nacional no habría perdido la propiedad de aquellas y se- 
rta siempre damnificado. 

Tal is mi dictamen. 

José Nkalás MüfansQ. 

MU* Dt LA COME SUWUtMA 

IHHI Htm, DUMhtt • tt '«i»- 
Autos y vistos: Lo» de contienda de competencia entre 
el Jim Federal de Concepción del Uruguay, provincia de En- 
tre Rk« y el del Crimen dd Partido Judicial de Concordia de 
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la misma, para conocer del proceso seguido a varios por hur- 
lo de terreras pertenecientes a la Defensa Agrícola, y 

Considerando: 

yue los bienes «pie .maneja dicha repartición pertenecen 
de inmediato al (Gobierno <k* la Nación; y la sustracción de 
los mismos caen bajo el imperio del articulo J.% inciso 3" de 
ia ley número 48 fiara su juzgamiento toda vez que la distin- 
ción entre bienes fiel dominio público y del dominio privado 
de! litado general no está autorizado j>or ninguna disposición 
legal a los fines de la jurisdicción (fallos tomo 117. pa- 
gina 405 >. 

Por ello y conforme con la expuesto y |>edido |>or el se- 
ñor Procurador General, se declara de !a competencia del jt«. 
gado federal el conocimiento del sub jad ¡te. Kn su mérito re- 
mítanse los autos avisándose al Juez del Crimen de Concor- 
dia en la forma de estilo. 

A. ReitNKjo. — Nicanor G. »ki- 
Soi.au. — D. R. Palacio. — 
J. Fic.ukuoa Aixouta. — Ra- 
món Mkndkz. 



Roberto (¡aleotti y otros, sumario instruido en su contra, par 
defraudación a las Obras Sanitarias de la Nación. Con- 
tienda de competencia. 

Sumaria : La ley 8.889. qtte reorganizo la dirección de las 
Obras de Salubridad de la Capital, denominándolas Obras 
Sanitaria» de la Nación, tío les quitó a éstas el carácter 
• de institución local que tenían y, |>or lo tanto, la casa 
<|ue ocupa dicha institución, al igual que las demás de- 
pendencias de la misma, no tiene la condición de uno de 
esos establecimientos a que se refiere el articulo 67. in- 
cido 27 de la Constitución y articulo 5. inciso 4." ele la 



ley 48; por lo «|iic. corresponde a la justicia local el co- 
nócimknto de una causa por defraudación en psrjliicJo 
de dicha institución. 
Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO OKI. SKKo« JVtZ HUHÍKAI, 

Austns y vistos: 
I.- Que en el presente caso se trata ele una presunta 
defraudación a las Obras Sanitarias a causa del «obro de exo- 
rwraciones tic inultas impuestas a propiedades situadas en es- 
ta Capital. 

a.' Que siendo ello así es <k- aplicación la Jurispruden- 
cia establecida por la Kxma. Cámara Federal de Apelación 
con fecha 26 de Octubre de 1910 en el sumario instruido a 
Celestino I.ocatelli y otros por el delito de defraudación con- 
tra las Obras Sanitarias de la Nación en que resolvió que el 
Amiento de la causa no era «le competencia federal. 
Por estos fundamentos declárase el infrascripto incom- 
petente ]»ra entender en este asunto y en consecuencia remí- 
tanse los autos con nota al señor Juez de Instrucción para su 
conocimiento jioniéndose a su disposición l««s detenidos y los 
objetos secuestrados. — Juntas. 

acto msi. ji «z ms ixsTarcciós 



Austos v vistos: Resultando de los autos remitidos, que 
en el caso, se trata de una defraudación en perjuicio de las 
Obras Sanitarias de la Nación, lugar en el que el Gobierno. 
Nacional, como tal ejerce jurisdicción en los términos pre- 
vistos en el articulo 3.". inciso 4° de la ley 4» > entendiendo 
el infrascripto que por tal causa corresponde entender en 
este proceso a la Justicia Federal y no estaño*.» este juzgado 
conforme con lo resuelto a fojas l«isen los autos a ta Sil- 
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prema Corte Nacional a fin de que resuelva la cuestión de 
competencia entablada. — Carlos Federico B frites, — Ante 
mi: Sorberlo C. FernándfC. 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR CKMik.U. 

■ 

Suprema Corte: 

Kstimo nulas las actuaciones que se traen ante V. E. 
para decidir una cuestión de competencia negativa entre el 
señor Federal de la Capital doctor Jan tus. y el señor Juez de 
Instrucción ele la misma, doctor Benítez. con motivo de una 
defraudación demincida en las Obras Sanitarias de la Na- 
ción. 

Se ha prescindido del Ministerio Fiscal, que es parte 
esencial en todo procedimiento criminal, de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 14. 4». 51, 5* 54. 55. 7% " 8 
18a, 198, 293. 399, 43". 441. 448. 457. 458. 460. 461 y otros 
riel Código de Proccmiiuientos en lo Criminal. 

Kl señor Juez Federa! no ha dado intervención al Minis- 
terio Fiscal, no obstante que a fojas «j8 vuelta, figura una 
providencia sin firmar que estaba destinada a ese efecto. Sólo 
se le ha notificado el amo en que el Juez se declara anconi - 
iwtente jara juzgar del delito cuyo sumario ha estado ins- 
truyemlo solo, no obstante haber «letenidos- 

El señor Juez ha olvidado durante toda la actuación que 
es el Procurador Fiscal el representante de la causa pública 
y el que ejercita la acción penal, no pudiendo procesarse a 
nadie por la sola voluntad del Juez, que no es parte ni debe 
serlo» en la justicia federal. 

Por esto pido a V, K. se abstenga de decidir la contien- 
da que se le trae y se sirva devolver las actuaciones al señor 
Juez Federal para que reponiendo la causa al estado de la 
foja 98 vuelta, la tramite con intervención del Ministerio 
Fiscal. 

José Sieotás Matienso, 
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Bueno» áftr.S, DlCtM*ffe 9 4* Iflt 

Autos y vistos: 

i Los de contienda negativa de com|iet encía entre un Jtle* 
Federal de la Capital y otro de Instrucción de la misma para 
conocer en el sumario que se instruye por defraudación a 
las obras sanitarias de la N avión. 

Considerando : 

Que el Juex Feileral declara su incompetencia por el 
hecho de tratarse fie un caso que afecta tan sólo al orden lo- 
cal pues tal es el carácter que tienen los dineros que se di- 
cen defraudados mediante los procedimiento» denunciados, 
invocando una sentencia de la Cámara Federal que establece : 
"que la averiguación y castigo de los delitos que concierten al 
orden local debe entenderse deferida a los tribunales de ese 
orden en tanto mi afecten ni envuehan cuestiones especíale?* 
regidas por la Constitución, tratados, leyes nacionales u otras 
«le carácter igualmente federal (artículos 3.% inciso 4" ley 4* 
y 25. inciso y y 31 inciso «>. <lel Código de Procedimiento* 
en Ío Penal > M . 

ijw el Juez de Instrucción funda a la vez su incompe- 
tencia |»r tratarse de un defraudación en perjttcküt He las 
Obras Sanitarias «le la Nación lugar en el que el (lobierno de 
la Nación cuino tal ejerce jurisdicción en los términos pre- 
vistos en el articulo 3." inciso 4." de la ley 48 (fojas 178 
vuelta 1 . 

Que antes, de dictarse la ley número 8.889, las Obras 
de Salubridad de la Capital tuvieron por obieto servicios lo 
cales y. estallan sometida al Gobierno Nacional como autori- 
<U«1;» iocal : y los edificios «le su dependencia fueron conside- 
rados de igual manera según quedó establecido i*>r decisio- 
iiei (¡e esta Corte (Fallos tomo 69, página 9). 

Que dicha ley número 8.889 que reorganizó la Dirección 
de las obras denominándola Obras Sanitarias de la Nación. 
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no le ha quitado aquel carácter de institución local puesto que 
s« función primordial y única puede decirse se refiere a la 
Administración de la Capital; y si bien en circunstancias de- 
terminadas interviene en trabajos del género que se ejecutan 
en las provincias que los requiere, lo hace de ¿cnerdo con K> 
dispuesto por el articulo 4.° inciso f) de la ley citada y me- 
diante convenios de los Gobiernos de Provincia con el Di- 
rectorio, ad referendum del Honorable Conpeso. 

» 

Que en tal circunstancia como las demás que establece 
dicha ley no le dan a la Dirección carácter federal ; y por lo 
tanto la casa que ocupa, al igual de las demás dependencias 
de la misma no tiene la condición de uno de esos estable- 
cimientos a que se refiere el articulo 67, inciso 27 de la Cons. 
titución y articulo 5.", inciso 4." de la ley número 48. 

Que atenta la conclusión a que llega la presente resolu- 
ción se hace innecesaria la medida indicada por el señor Pro- 
curador Gen* ral de que se devuelvan las actuaciones al señor 
Juez Federal para que reponiendo la causa al estado de la 
fo*as 98 vuelta la tramite con intervención del Ministerio Fis- 
cal, que por lo demás aparece notificado de la declaratoria de 
incompetencia sin oposición de su parte (fojas 117). 

Por ello se declara la competencia del Juez <le Instruc- 
ción para conocer en las presentes actuaciones que le serán re- 
mitidas avisándose al federal en la forma de estilo. 

Por ello se declara la competencia del Juez «le Instruc: 
ción jura conocer en las presentes actuaciones que le serán 
remitivas, avisándose al federal en lo forma de estilo. 

A. Bekmkjo. — Nicanor G. pKc 
Solar — D. K. Pawcio. — 

J. FlCtWOA AMORTA — Ra- 
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Don Angel Budelacci contra él Narro Banco Italiano, sobre 

derolnción de dinero. 

Sumario: i. n Procede el recurso extraordinario del artícu- 
lo 14, ley 48. cuando se ha desconocido la inteligencia 
de cláusula» de tratado* internacionales y se ha pronun- 
ciado sentencia definitiva contraria al derecho fundado 
en ellas. 

2," I*os cónsules italianos acreditados en la Repú- 
blica no se encuentran investidos de otras facultades res- 
pecto de los bienes de su* connacionales fallecidos inte* 
tados en el país, que aquellas que en general acuerdan las 
leyes de la Nación a los cónsules extranjeros, hallando- 
se reducida la intervención de éstos en las sucesiones de 
sus connacionales a gestionar medidas conservatorias <le! 
patrimonio de los mismos, como son la de concurrir con 
las autoridades locales, a sellar los bienes muebles y pa 
líeles del difunto y la de <lesignar la persona que ha de 
desempeñar el cargo de albacea dativo, entre las que nu 
caben las de posesionarse de los bienes, cobrar los cré- 
ditos y |,ercibir los fondos correspondientes al patrimo- 
nio del causante, y menos aún la facultad de realizar ta- 
les actos sin noticia del juez de la causa. 

y Tratándose de concesiones otorgadas a otra na- 
ción tajo la condición «le reciprocidad, para poder imo- 
car la cláusula «le nación más favorecida es menester de- 
mostrar que la que la invoca se halla dispuesta a acor- 
darla, o que la haya acordado a su vez. 
Caso : I-o explican las piezas siguiente* : 

UNTVNCM DtlfUEZ DR LA PRIMERA NOMINACIÓN tN LO OVIL 

1M*F*. PUmas 

Y vistos: estos autos de los que resulta: 

1 .• Que a fojas 1 se presenta el Dr. Juan t¡ Lánteri, por 
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Isabel. Virginia y Angela Budelacci; por Romeo Piazza y 
por Inés, Sara. Delida Luisa y Roberto Budelacci, declarados 
únicos y universales herederos de don Angel Budelacci, y en. 
tabla formal demanda contra el Nuevo Banco Italiano por 
entrega de la simia de $ nt/n., corresnondiente al im- 

porte de! depósito en Caja de Ahorros hasta el 19 de Febi*. 
ro de 1914, según libreta número 5405 del causante señor 
Angel Budelacci. Funda la acción que ejercita en los hechos 
que expresa, y disposiciones de los artículos 494. 73 1 inri- 
4.°* 3-283 y 3.2&» del Código Civil, y pide que en definitiva se 
condene a la institución demandada a la entrega del depósito 
mencionado, sus intereses y costas. 

2. Que resuelta la excepción de arraigo y completada la 
jwrsoneria del representante de los actores, comparece a fo- 
jas 19 el Dr. Lamen y manifiesta: que habiendo el Superior 
concedido declaratoria de pobreza únicamente a los menores 
Inés, Sara, Délida Luisa y Roberto Budelacci. limita su re- 
presentación en este juicio solamente al mandato especial 
otorgado por ellos y la demanda contra el Nuevo Banco Ita- 
liano a la cuarta parte del depósito e intereses, que es lo que 
a dichos menores corresponde, y pide que asi se resuelva, sin 
perjuicio de solicitar en su oportunidad las cuotas de los de- 
más herederos residentes en Italia. 

3-° Que corrido el traslado de la demanda, el procura- 
dor Severo Rsquivel, responde: que el Nuevo ¿ianco Italia- 
no ha pagado al acreedor legitimo la suma de dinero que tes 
actores tratan de volver a cobran y como éstos no ignoran tal 
circunstancia, su reclamación es improcedente y hasta malicio- 
sa, y por tanto debe desestimarse en defin^iva, con es|*cial 
condenación en costas. 

4'* Que abierto el juicio a prueba, se produce la que 
obra de fojas 25 a 33 y agregados los alegatos de las partes, 
se llamó autos para sentencia. 

Y considerando: 
Primero: La prueba rendida evidencia: a) que don An- 



8» 



FALLOS DE LA CORTE SVPMM A 



gel Budelacci falleció en esta ciudad el 18 de Octubre de 1913; 
b) que a instancia del vicecónsul c& Italia. «Ion Antonio Ma- 
julli. y por decreto del Juez <Se Pa* Letrado de la Primera 
Sección, el Oficial de Justicia pra«icó un inventario de los 
bienes dejados por el cateante 5 nombró depositario de lo* 
mismos al precitado señor Majulli: c) que el mismo vicecón- 
sul señor Majulli con fecha 20 de Octubre de 1913. denunció 
el fallecimiento de <ton Angel Budelacci. e hizo saber a! .Juz- 
gado que había nombrado representante consular al Doctor 
luán i. Lanteri: d) que entre los bienes inventariados figu- 
raba una libreta de Caja de Ahorros de la sucursal del Nue- 
vo Banco Italiano a favor de don Angel Budelacci por pesos 
o.02«>.jo m/n.: e) que d 19 de Febrero de I9«4. el Nuevo 
Banco Italiano entregó al Regente del Vkeconsulado de Ita- 
lia la suma de $ 9.259.20 m/n., por capital e intereses hasta 
esa fecha y correspondientes al depósito de don Angel Bu- 
fletad. La existencia y verdad de estos liechos resultan ple- 
namente acreditadas en autos por las constancias del juicio 
sucesorio de don Angel Budelacci ( fojas 1. 2, 7, 8, 9. 10 y i O, 
por las posiciones absueltas a fojas 28 y 29. por d de 
fijas jo y hasta por la misma contestación de fojas 23 (ar- 
ticulo 161 del Código de Procedimientos) . 

Segundo: La defensa propiamente no ha suscitado con- 
troversia sobre los hechos, pero «e excepciona diciendo: "que 
el Banco ha pagado al acreedor legitimo la suma de dinero 
que los actores tratan de volver a «obrar y que por tanto !a 
reclamación es improcedente y debe ser desestimada" (fo- 
jas 23). Empero, los antecedentes relacionado» lejos de con- 
firmar esa afirmación, la desautorizan . En efecto: establece 
el articulo 73» ■ ¡«cfeo* 1." y 4 ". de» Código Civil, que el pago 
debe hacerse al titular del crédito. .» a su representante legi- 
timo v si el acreedor hubiese fallecido, a sus legítimos suce- 
sores por titulo universal o a los herederos, según la cuota 
que a cada uno i»trteneciera. no siendo divisible la obligación 
(véase también artículos 686. 712 y 3-486 del Código du- 
do t . Y como don Angel Budelacci falleció el 18 ue Octubre 
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de 1913, nial piído el Marco haber entregado a don Antonio 
Majulli (os 9.Í59.2Ó pes©S corrcs]?ondilente* al depósito en 
Caja de Ahorros dejados |K>r el cansante, toda vez, que Ma- 
julli ni como vicecónsul de Italia, ni como depositario judi- 
cial, puede considerarse comprendido en ninguna de las ca- 
tegorías enunciadas. 

Objétase, sin embargo, que el princijrio general que se 
consigna en el articulo 731 citado, está derogado |K>r tratado* 
internacionales en los que se ha llegado a establecer que en las 
sucesiones de los subditos extranjeros, que mueran intesta- 
dos o sin deposición de última voluntad en el territorio de la 
República, los agentes consulares de la nación a que el súl>- 
dito. pertenece, tienen derecho a intervenir en la jioscsión, ad- 
ministración y liquidación judicial de los bienes del tinado en 
beneficio de sus acreedores y herederos legales. Efectivamen- 
te. Ia< leyes y tratados de que hace mérito la defensa en su 
escrito de fojas 42 y siguientes, mimen» 5 y Ó¿ confieren a los 
cónsules la facultad <le intervenir en las sucesiones "ad infés- 
talo" de sus connacionales, pero ello en manera alguna autori- 
zaba conclusión que se sustenta de contrario, desde luego, 
porque en el mismo articulo <>.". del Tratado de amistad, co- 
mercio y navegación celebrado entre la Confederación Argen- 
tina, ta Prasta y los Estados del Zollvercin Alemán, del 10 «le 
Septiembre de 1857, que se cita como aplicable al sub judio* 
en virtud de la cláusula de la nación más favorecida expresa- 
mente, consignase esta referencia: "tendrán derecho a inter- 
venir en la posesión, administración y liquidación judicial de 
los bienes del tinado, conforme a las leyes del fiáis", y sobre 
todo, porque esas leyes son las del Código Civil, y éste esta- 
blece en sus artículos 3.539, 3.543 y 3.541 : que cuando des- 
pués de citados \mr edictos durante treinta días a los que se 
crean con derecho a la sucesión o después de pasado el tér- 
mino para hacer inventan» y deliberar, o cuando li .hiendo rc- 
pndtado la herencia e! heredero, ningún pretendiente -e hV 
hiere presentado a la sucesión, se reputará vacante, que tan 
ta el Fiscal, como los que tengan reclamos que hacer contra 
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la «uccsión. ¡Hieden solicitar ¿e nombre un curador de la he- 
rencia y en fin. que el curador ejerce activa y pasivamente 
los derechos hereditarios y sus facultades y deliere* son los 
del heredero que ha aceptado la herencia con beneficio de in- 
ventario. Pero no puede recibir pago, ni el precio de las co- 
sas que >e vendieren debiendo depositar a la orden del Juez de 
la sucesión, cualquier dinero correspondiente a la herencia. 
Luego, pues, si los curadores de bienes están sujetos a todas 
las traías de los tutores y curadores y sólo podrán ejercer 
actos de mera custodia y conservación (articulo 488, Código 
citado), seria ilógico e inadmisible, que en virtud de la inter- 
wnción. que los tratados confieren a los cónsules en las suce- 
siones de sus connacionales, aquéllos, sin que exista ninguna 
convención csyecial que asi lo estaMezca puedan abrogarse 
facultades que nuestras leyes no conceden ni a los propios he- 
rederos (artículos 3.411. 3.412. 3414. 3-45-*. 3465. incis ° 
y concordantes del Código Civil, y artículos 375 inciso i, A # y 
504 del Código de Procedimientos » ni a los curadores, ni al- 
iácea- (artículos 488. 3,541. ¿85" >' m ,Mrta ' 3*57 >' concor- 
dantes del Código Civil), tanto más en el caso de autos. *n 
que con arreglo a la convención consular celebrada con Italia 
y aprobada t>or ley 3.250. de fecha 16 de Agosto de 1895, "la 
intervención de los cónsules «le ambas naciones en las suce- 
siones de sus propios connacionales será regida por las leyes 
y disposiciones reglamentarías que están actualmente en vigor 
en el Estado donde se abra la sucesión" (articulo I3>- * ; 
ce la ley. agrega el doctor Calandrelli. si los cónsules necesi- 
tan pwler de los derecho-habientes para desempeñar las fun- 
ciones que se les acuerdan ; jiero siendo ésta una cláusula cuya 
eficacia dependerá de la ausencia de disposkiooes pe*» 1 **' 
tes en los tratados, conviene recordar que de acuerdo con és- 
to-, sólo necesitan poder para recibir dinero o efectos per- 
tenecientes a las sucesiones en que intervienen. Así lo dis- 
porte la cíMivención consular con el Paraguay de r87;. articu- 
lo 20; la celebrada con el Perú en 1874. artículo 16; el Tra- 
tado de amistad, comercio y navegación firmado con Chile 
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en 1855. articulo ¿6... (Véase Obra: Derecho Internacional 
•privado, tomo u?, página 2i6>. 

Aplicando aliora al sub judke los principios y disposicio- 
nes legales citados, es de toda evidencia que el pago hecho al 
vicecónsul de Italia don Antonio Majulli, no . xime al Nuevo 
Raneo Italiano del cumplimiento de la obligación contraída con 
el causante don Angel Budelacci, tcxla vez, que habiendo fa- 
llecido éste, sólo ha podido entregar lá suma cle|>ositada a sus 
legítimos sucesores a título universal . . . (articulo 731. inci- 
so 4. y concordantes del Código Civil), sin que tillaste a esta 
conclusión la práctica seguida por esa institución desde 1891, 
desde que con arreglo a la dispuesto por el articulo 17 del Có- 
digo citado, "el uso, la costumbre o práctica no (Hieden crear 
derechos, sino cuando las leyes se refieren a ellos", circuns- 
tancia t|uc 110 concurre en el sub judkc f si se tiene en cuenta 
que no existe ley. ni convención especial que autorice expre- 
samente a los cónsules a disponer libremente y sin conoci- 
miento iit autorización judicial del dinero o efectos pertene* 
cientes a las sucesiones en que intervienen. 

Tercero: En el juicio sucesorio de don Angel Rttdelacci. 
fueron declaratlos únicos y universales hcretleros, sus herma- 
nos legítimos Virginia. Angela e Isabel Ritdelacci. y |x>r muer- 
te de Antonio Budelacci y María Budelacci de-PiaKa. sus 
hijos Inés. Andrea. Victorina Sara. Déüda Luisa y Roberto 
Budelacci y Romeo l'iaiza, respectivamente, (véase fojas &4 
y 85. Ahora bien: moderada la acción en la forma de que 
instruye el escrito de fojas 19. es realmente exacto que lo que 
corresjHMide a los actores en el dejiósito «le |ksos 9.259.20 mo- 
neda nacional no representa la cuarta parte, como se sostie- 
ne, sino la quinta liarte, y sólo hasta ese límite <lebe declarar- 
se en el sub juíice la responsabilidad del Banco, con costas 
( artículos 375 y 379 del Código de Procedimientos) . 

Por estos fundamentos, conclusiones del escrito de fo- 
jas 37 y siguientes y con lo dictaminado por el señor Defen- 
sor general. Resuelvo: Hacer lugar a la acción instaurada por 
Inés. Sara. Délitta Luisa y Roberto Budelacci contra el Nue- 
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vo Manco Italiano, y en consecuencia, condeno « este a abo- 
nar a los actores en el término de diez días, la quinta parte 
del deppstto de nueve mil «loscientos cincuenta y nueve pesos 
con veinte centavos nacionales pertenecientes a don Angel Bii- 
dflacci y lo» intereses convenidos todo con costas, ¡tegttfó 
el honorario del doctor Lanteri en la Mima de trescientos t 
sos nacionales. ( 1 1 Hágase saber y r^ti&»~SiMcón T. líe- 
yes. — Ante mi : L. Ortis Soria. 

ACUetOO DEL SUPEKK* TRIBUNAL DE JUSTICIA 

Kn la ciudad de Sanca Fe a los diez días del mes de Di- 
ciembre de mil novecientos diez y pchpi reunidos los vpcale« 
que constituyen la Sala de Segundo turno del Superior Tri- 
bunal de Justicia, con el objeto de resolver la apelación inter- 
puesta contra la sentencia del Juez de Primera Nominación, 
corriente a fojas 54 y siguientes, y ampliación de fojas 7j. en 
el juicio seguido por los herederos de don Angel Budélaccl 
contra el Xuevo Hanco Italiano. pojr devolución de dinero, 
efectuado el sorteo «le ley. resultó para la votación él orden si- 
guiente : Doctores Cervcra, Maciel y Pérez del Viso. 

Antecedentes : 

Iniciado el juicio sucesorio de Angel Budelacci, y efectua- 
da la declaratoria de herederos, el doctor Lanteri. se presen- 
ta, expresando: CJtw fallecido el señor Budelacci el 10 de Oc- 
tubre de 1913, ¡por orden ¡judicial se practicó el inventario de 
los tóenes dejados por el causante, nombrando representante de 
di dios bienes al entonces regente del Viceconsulado de Ita- 
lia, Antonio Majulli. Entredichos bienes figuraba una libre- 
ta de caja de ahorros de la sucursal del Nuevo Banco Italia- 
no a favor del causante, por depósito según inventario de nue- 
ve mil veinte y nueve pesos con treinta centavos moneda na- 
cional; libreta bajo el número 5.405. Preguntado el señor Re- 
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rente del Manco citado por d juea de la sucesión, a cuánto al- 
cánzala el importe de dkfm dc|>ósito, contestó: que el 19 de 
Febrero efe i0"4 efectuó la entrega de 9.259, pesos con 20 cen- 
tavos moneda nacional al Regente del Viccconstilado italiano, 
el mismo defioMtario de la libreta del Banco. Se ordenó se 
notificara al Banco depositara judicialmente el importe de la 
libreta expresada, contestando haber entregado ese dinero; por 
lo que en tutela ¿le los intereses «le los herederos entabla con- 
tra dicho Marco demanda |*>r la entrega de la cantidad antes 
dicha, intereses y costas, pues no hay ley que autorice a los 
representantes consulares, a subrogarse a los herederos de 
una sucesión sin mandato «le éstos, y desconocer los princi- 
pios de los artículos 3.283 y 3.284 del Código Civil; y el Ban- 
co» no |xxlia olvidar la disposicMm del artículo 631, .inciso 4. 
del misino Código: y habiendo menores «lebia tenerse présen- 
le el articulo 4<>4 «leí citailo Código. Más adelante expresa, 
sido pifié la devolución de la cuarta parte |>artc del depósito # 
intereses feii n-presentación «le bis menores hereden», reser- 
vándose en oportunidad solicitar el resto comes|xmdicnte a 
los herederos residentes en Italia. Corrillo traslado, responde 
el Banco: haber pagado al acreedor legitimo la cantidad que 
se intenta cobrar de nuevo, siendo improcedente tal reclatna- 
ción, jmes conocen este hecho los demandantes y es hasta ma- 
liciosa, por lo que pide el rechazo ele la acciiin con costas. 
Producida la pmelia «le autos y previa presentación de los in- 
forme* de ley el inferior resolvió hacer lugar a la acción ¡n*. 
ta tirada j*»r los herederos Budelacci y condenando al Banco, 
a alionar la quinta fiarte del oepósito enunciado, intereses y 
costas, y habiéndose completólo 'a representación de los de- 
más herederos, y conforme la parte demandada, en que la 
pretcnsión de estos herederos se resolviera en una stJa senten- 
cia con la de los menores y demás herederos, se extendió la 
condenación al pago del total del depósito en el Banco pertene- 
ciente al causante Budelacci. intereses y costas. Recurrida es- 
ta sentencia por el demandado. |»r las consideraciones que se 
expresan en el escrito «Je expresión de agravios; y consi«leTa:i- 
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do exccsi\íi la regulación <lc honorarios hecha al elector Lan- 
tén, pide rebaja; lo que fué contestado por los actores, expo 
niendo ambas portes, se reservaban el derecho de deducir re- 
curso extraordinario de ínconstitucionalidad para ante la Su- 
prema Corte Nacional, según fuera favorable o no la senten- 
cia de las «pretensiones de los litigantes pasó a estudio esta 
causa, señalando el día de hoy para el acuerdó en el que se 
plantearon Ies siguientes cuestiones a resolver : 

1. * ¿Es justa la sentencia apelada ? 

2. m ¿<¿u¿ resolución procede? 

A la firimera cuestión el vocal doctor Cervera. dijo; 
Mi voto es por la afirmativa. 

En la expresión de agravios, el demandado, dice que el 
representante del acreedor legitimo de ota sucesión, es el cón- 
sul italiano, carácter que se lo dan las convenciones interna- 
cionales, convenciones qwe son la ley suprema de la Repúbli- 
ca, según el articulo 31 de la Constitución Nacional; qifc esas 
convenciones «pie respecto de Italia tienen el carácter de na- 
ción más favorecida establecen en la sucesión de mis conna- 
cionales que fallecen intestados una intervención amplia córiio 
representante nato «le sus connacionales y no tiene por tanto 
necesidad de poder para esa representación . Kl tratado de 
1825 con la Gran Hretafta, articulo t$ establece: "que los 
subditos de su Majestad Británica, residentes en la Repúbli- 
ca sí fallecen sin halier hecbo su testamentó, el cónsul britá- 
nico o su representante, tendrá derecho (de nombrar curado- 
res í|tte se encargarán de la propiedad del difunto... sin in- 
tervención alguna, dando noticias convenientes a las autori- 
dades del país y reciprocamente". -Pueden por tanto los cón- 
sules incautarse <le la propiedad del difunto; y el tratado con 
la Prusia de 19 de Septiembre de 1837. en su articulo 9.*, 
dice: "si algún ciutladano o subdito de cualquiera «le las par- 
tes contratantes, falleciera intestado, o sin última disposi- 
ción, en alguno de los territorios de la otra, el cónsul genera!, 
cónsul de la nación a que pertenezca el finado o sea el repre- 
sentante de dicho cónsul general o cónsul, en ausencia de és- 
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tos, tendrán el derecho de intervenir en la |*o>esión, adminis- 
tración y liquidación judicial de los bienes del finado, con- 
forme a las leyes del país en beneficio de sus acreedores y 
hereden* legales". Cita a mas la ley del 50 de Septiembre 
de 1865. artículos 3." y 14, y sostiene, que pudiendo interve- 
nir en la posesión «le los bienes del extranjero fallecido y en- 
cargarse de la propiedad de éste en la forma que ha estudia 
do, el vicecónsul italiano ha podido pedir al Juez le haga en. 
trega «leí depósito de dinero existente en el Nuevo Kanco 
Italiano jiertencciente el finado tfudelacci, entrega que es co- 
sa usual en el citado Banco en casos análogos. 

Considero que el argumento del demandado no es sólo 
capcioso sino erróneo. Ante todo la cita que se hace del ar- 
ticulo 31 de la Constitución Nacional de que los tratados na- 
cionales son la ley suprema de la República, es sólo, si dichos 
tratados se ajustan a dicha Constitución y en lo que ésta de- 
termina, v sin pasar sobre las leyes del país, que es como sé 
>ancionan por las Cámaras. En cuanto a la ley citada de 1W15. 
la parte actora ha estudiado debidamente su alcance y opor- 
tunidad de existencia entonces. Ksa ley vino a reemplazar, 
puede decirse, los tratados citados con Inglaterra y Prusia, 
pues no sólo como lo dice el actor fué esa ley creada de con. 
íormidad con los Ministros extranjeros en la íonna y fondo 
de reglamentar la intervención de \o> cónsules extranjeros en 
el fallecimiento de sus connacionales, según aparece en la dis- 
cusión promovida en la Cámara de Dijmtados al sancionarla; 
sino que, en esa ley se establecieron los principios antes acep- 
tados en aquellos tratados, Y en sus disjxwiciones. sobre la 
intervención de los cónsules extranjeros en caso de falleci- 
miento ab-intcstato, o sin sucesión en el país, «le un conna- 
cional, se limitó a reglamentar esa intervención^ que sólo te- 
nía vigor en cuanto los tratados celebrados con las naciones 
extranjeras acordaran intervención reciproca a los cónsules 
argentinos, que la intervención se limitaría a sellar los biene» 
muebles y papeles del finado, haciéndolo saber antes a la au- 
toridad local, siempre que el fallecimiento sucediera en el lu- 
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gar de la regencia de) cónsul: y pudiendo nombrar alba- 
ceas dativo* quienes debían ejercer sus cargo* sujetándose a 
las leves del país. Por el articulo 22 del Código Civil. pos- 
térior a dicha ley. quedó ésta derogada, pues sus principios 
hallaban va incorporados a la nueva ley «le fondo, prin- 
cipios que sé hallaban señalados en todos los tratados inter- 
nacionales efectuados por la República con los países extran- 
jeros, predominando en aquellos, el imperio «le nuestras le- 
ve* y la sujeción a sus disposiciones, al dar intervención a 
Ú» cónsules extranjeros al fallecer en nuestro país un con- 
nacional cuyos herederos no se conocieran o estuvieran ausen- 
te* Intervienen así los cónsules *¡n intervención alguna. por 
si. dando aviso al Juez y bajo las diversas disposiciones esta- 
Mecidas corno lo efectuó en nuestro caso el vicecónsul de Ita- 
lia Asi se defienden los intereses de las liere<leros extranje- 
ro*, de los acreedores, pudiendo los cónsules nombrar el cu- 
rador «le acuerdo a los tratado*, como dice el articulo 487 del 
Código Civil, v con las restricciones esublecklas en el ar- 
ticulo 48K v siguientes del mismo Código, ejerciendo acto» ad- 
minorativos y de mera custodia y conservación de Incite* 
hasta tanto se determine a quién rpertenece la herencia y JSl 
se declare vacante o no por el Juez de la ley ( artículos 3283 
v 1 284 del Código Civil, y artículos 595 y siguientes del Có- 
digo de. Procedimientos Civiles). Y estas disposiciones son 
las que va se establecieron en el articulo 13 del citado tra- 
tado con' Inglaterra, y en el articulo del citado tratado con 
la Prusia. v se repiten en ,>osteriores tratados: — el poder 
nombrar curador, intervenir |«ra conservar la propiedad de 
los bienes del finado, a k>s efectos de entregarlos a los verte- 
deros herederos conforme a las leyes del país. Este es el ver- 
dadero alcance de esos tratados, y no lo que expresa el de 
mandado: que los cónsules pueden disponer de la propiedad 
v |K>scsión de esos bienes, pasando por sobre las leyes del 
pai*: procurando conservar con sólo una intervención vigi- 
lante. IÑenes ajenos de lo* que los cónsules extranjeros no son 
dueños, ni acreedores, estando sujetos estos curadores a la* 
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restricciones impuestas |>or la ley a todos los tutores y cura- 
dores salvo convencí:»» especial i>ara abrogarse facultades que 
los tratados ih> les dán; y como dice el Inferior en la senten- 
cia, nuestras leyes no conceden ni a los .propios herederos ( ar- 
tículos 3.411 al 3.414. 3-45*. 34<>5 tacú» i. ü y concordantes 

del Código Civil; y artículos 375 inciso i." y 504 del Código de 
1'n.cedimientos ).; ni a los albaceas y cura«lorcs l artículos 48S. 
3-54 3^51> 3-^53 y concordantes del Código Civil). 

Aunque Italia se considere como nación más favorecida, 
este carácter no le dá a sus cónsules mayor pcxler que los que 
los tratados establecen: y el tratado con ella celebrado en 28 
de Diciembre de 18H5, en su articulo 13. establece explícita- 
mente "que la intervención de los cónsules de ambas nacio- 
nes (contratantes), en las sucesiones de sus propios nació, 
nales, será regida J*>r las leyes y disposiciones reglamenta* 
rias que estén actualmente en vigor en el listado donde se 
abra la sucesión". !is decir, en nuestro caso, el Código Ci 
vil Argentino con su régimen de sucesiones, personas que in- 
tervienen en él f ya |x»r derecho propio, o en ejercicio de de- 
recho ajeno; provisión «le albaceas. curador, etc., como lo 
resolvió la Sala de 2." Turno de este Tribunal en la causa "l*a. 

Tío Latine, sucesión Francisco Molinari"; señalando qUc ei 
albacca y el curador «o es un heredero «leí actor siiio una 
perdona extraña a la sucesión y solo representante que vigi- 
la la conservación «le bienes de herederos a reconocer, y que 
el curador solo ejerce activa y pasivamente los derechos he- 
reditarios, y sus facultades y deberes son las del heredero 
que ha aceptado la herencia con beneficio de inventario, con 
las limitaciones establecidas en la ley. 

Tan restringido es este derecho de los cónsules, que el 
articulo 14 del citado tratado con Italia, establece que la in- 
tervención de los cónsules es exclusiva en los actos de inven- 
tario y demás operaciones necesarias para la conservación de 
los bienes de los marineros «le su nacionalidad, fallecidos en 
tierra o a bordo de un buque y a tos «le los pasajeros nució- 
les si murieran a bordo del buque o aún en tierra, pero du- 
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rantc el cursó de la navegación, lis decir, que aún en estos 
casos ele excepción, el cónsul sófo ejerce actos de mera custo- 
dia v conservación de los bienes de los fallecidos (artículo 487 
«Id Código Civil): pero no pueden disjioner de esos bienes 
como acreedor legitimo o representante de acreedor legitimo, 
que no lo son. aún cuando asi lo sostiene el demandado, con 
siderando al cónsul italiano Majulli representante de los lie- 
rederos líudelacci. carácter éste que'le dan los tratados, dice. 
— para extraer fondos de ]>erteneneia «leí difunto o sus he- 
rederos, existentes en un Banco. - I/» cónsules deben su je. 
terse a las disposiciones de la ley para cualquier disposición 
de tienes de sus connacionales fallecidos : así lo establecen los 
tratados con el Perú. Paraguay. Portugal, citados iwr el de- 
mandado; se exige la presentación «le poder, dado por tes he- 
hereros para percibir dinero <k- éstos; dinero cuyo |»go no 
puede tampoco efectuarse, sin responsabilidad sino de acuer- 
do al articulo 731 y concordantes del Código Civil. 

Kl misino vicecónsul Majulli en el juicio sucesorio <ic 
\ngel Budelacci. traído 01/ effectnm vidmü. anunciaba al 
juez de la sucesión el 20 de Octubre de 1013. haber nombra- 
do representante consular al doctor Juan I. Unten, por fa- 
llecimiento de Budelacci ; y ese representante el 3' del mismo 
mes, inicia el juicio sucesorio, denunciando que el causante 
«teja herederos colaterales; hermanos y sobrinos; y en el mes 
«le Mayo «leí añ«» siguiente se presentan en autos con los co- 
rrrsiHindientcs comprobantes esos herederos: unos «lomtciha- 
fíos en Bueiw»s Aires. otros en Italia ; y es en esc intervalt», «te 
iniciación del juicio y representación de k>s herederos, que el 
vicecónsul saca por si y «lejando s«do un recibo en el Banco, 
v sin orden judicial, ni poder «le nadie, el importe del «lule- 
ro del causante «lepositado en el Nuevo Banco Italiano ; y de- 
bido a este proceder; dice el «lemandado. se le ha seguido jui 
do criminal al citado vicecónsul quien se llalla preso en la 
cárcel. Si cst« es asi. y lo repite el «lemandado. demuesir.- 
«xHiocer el absur«k> «le sus pretcnsiones en este juicio. 

Kl que haya sido una práctica en el Banco deinanda«lo. 
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entregar a los cónsules o vicecónsules, |>revio recibo, el inq>or- 
te de los deix>sitos existente» en el Banco, pertenecientes a 
sus connacionales fallecidos en el pais. no demuestra que sea 
una práctica correcta y legal ni lo salva al Banco de la res- 
^tnsahiltdad de devdver a su verdadero dueño lo entregado 
o pagado indebidamente a un tercero. Sin terminar el juicio 
sucesorio del fallecido, sin salierse si se ha iniciado o no dicho 
juicio, sin conocer si tiene heredero* o ge declara vacante la 
sucesión, <e «lisponc de esos depóstt«»s de dinero, según apa- 
rea? de las copias de recibos <|Ue se han agregado a los autos, 
lo que demuestra un exceso e ilegalidad que «Sebe exteriorizar- 
se, y sin que esa mala costumbre repetida salve al Banco «le 
resjwmsabilúlades, como la presente. 

Por estas consideradones mi voto en esta cuestión es ]*»r 
la afirmativa. 

Los doctores .Maciel y Pérez del Viso, se adhirieron al 
voto precedente. 

A la segunda cuestión e! doctor Cervera, dijo: 

Ante la resolución anterior, procede confirmar la senten- 
cia apelada, con costas. 

Y en cuanto a la apelación de I«»s honorarios regulados 
al «loctor Kanteri. en primera instancia, coHsidcrán«|oIos ex- 
cesivos, se rel»ajan a la suma de quinientos ix**os moneda na- 
cuma!. 

Con lo que terminó el acuerdo firmando los señores vo- 
cale* |Hjr ante mi de que doy fe. Manuel M. Cerrera. — Jnan 
<;. MacUL — Aníbal Pérez del Visa. Ante mi : José L. Pon- 
tamtrrosa. 

SK.VTIÍNCI A 

taM Pé. DUtembt* 10 é% I»f8. 

Por los fundamentos «le que instruye el preeciletite acuer- 
d«i, la Excma. Sala, resuelve: Confirmar la sentencia del In- 
ferior, con costas, salvo» en la |>arte del monto 8c honorarios 
regulados al doctor Juan I. Lantén, los que se rebajan a qtii- 
nientos jk-sos motu-da nacional. Regúlense los honorarios riel 
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doctor Uintcri en esta instancia en la suma de cuatrocientos 
•pesos nacionales, llágase salwr y Itajen. — Manuel M. Cer. 
vera. — Aníbal Pires del Uso. — Juan 6. Mwkl Ante mí: 
José S. PontaHQrros*. 

s 

KU.I.O l»K LA COKTK Sri'lllvMA 

Bueno* Aires. DiClMkrC '« 4*¿W*. 

Vistos: Kl presietite recurso extraordinario iiitcrpur«to 
cuntía sentencia pronunciada por la Sala de Segundo Turno 
«leí Superior Tribunal de Justicia de la provincia de Sania Fu 
en el juicio segtiklb .j>or la sucesión de Angel Budelaeci con- 
tra el Nuevo llano» Italiano, sobre devolución de dejósilo, y 

Considerando : 

<Jue la procedencia de «lidio recurso resulta, en el caso, 
de haberse discutido la inteligencia de cláusulas de tratados 
internacionales relativas a la intervención de los cónsules ex- 
tranjeros en las sucesiones ah intcstata de sus nacionales y de 
haberle pronunciado sentencia de última instancia que impor- 
té una decisión contraria al derecho fundado cu dichas cláu- 
sulas y que fue materia del litigio. Kl recurso ha sido, poi 
lo lauto bien concedido con arreglo a lo que «disponen el ar- 
ticulo 14. inciso 3." de la ley número 48 y el articulo ó." <!e 
la ley número 4.055 y asi s¡c declara. 

(Jue la cuestión federal planteada, discutida y resuella en 
el litigio es la relativa a la facultad de los cónsules del Reino 
de Italia para tomar posesión de los bienes de sus connacio- 
nales fallecidos intestado* en la República y. es|*eeialniente. 
para retirar de los bancos los depósitos de* dichos conna- 
cionales 

One los cónsules italianos acreditados en la república 110 
se encuentran investidos de otra* facultades a ese respecto 
que aquellas que en general acuerdan las leyes de la Nación 
a los cónsules extranjeros. Asi lo establece en forma expresa 
la Convención consular de 1885 (aprobada por la ley itúme 
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ru ¡.250.K al dís|>utier en su artículo 13 cjuc "la intervención 
de los cónsules de anillas luiciones será regida ipor las leyes 
y disposiciones reglamentarias que estén en vigor en el Estado 
'donde se abra la sucesión". Debe, por lo tanto, acudirse a las 
disposiciones de la legislación nacional vigente en la ¿poca del 
fallecimiento de Angel Budelacci, causante de la sucesión don- 
de lia surgido la cuestión materia de este recurso, para deefc 
dir de acuerdo Cpn ellos si el Regente del Vice Consulado ita- 
liano en Rosario, don Antonio Xlajnlli. se hallaba investido 
de las atribuciones «pie se han invocado en el litigio, ya que 
cuino lo declaró esta Corte al resolver una cuestión análoga 
"las naciones contratantes se reservaron expresamente en lo 
relativo a la intervención de sus res|>ectivos cónsules, la facul- 
tad ile dictar las leyes y disposiciones 1 ^amentarías que cre- 
yeran más covenientes en uso de su propia spbe^qia'' (Fallos 
tomo «>8. {sagina . 

Q«e las atribuciones dé* los cónsules extranjeros, en la 
materia de «pie se trata, se encuentran reglamentadas por ta 
ley número 163, vigente desde el año 1865. cuya sanción obe- 
deció al propósito «le informar la intervención consular en las 
sucesiones ríe los extranjeras y hacer desaparecer los frecuen- 
ta- «itigios «¡tic ocasionaba la vaguedad «le las cláusulas res- 
pectivas de los tratados celebrados l*>r la Nación, debiendo 
considerársela como interpretativa de las convenciones inter- 
nacionales celebradas con anterioridad a su promulgación, dado 
el antecedente de halar sido previamente consultada a los 
representantes de la naciones extranjeras < Diario ile SeMo- 
uts del Congreso Nacional año 1805. Cántara ile Diputado*, 
ingina 373 y sigttientes; Senado, ingina 486 y siguientes» y 
el hecho ile haber constituido la norma a «pie se lian ajustado 
tos agentes consulares. 

Que «le acuerdo c«mi la recordada ley. la intervención <fc 
los cónsules se halla reducida a gestionar medidas meramen- 
te wnservatortas del patrimonio «leí extranjero, coiiw> son la 
«le concurrir con las autoridades locales a sellar los bienes mue- 
ble* y f*|«le* del difunto y la de designar la |*?rsona que ha 
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de de*em|>eñaT el cargo de albacea ilativo (articulo* |¿?> 
4-" y 5 °> • 

Que <la<lo el carácter y objeto limitados «le dicha inter- 
vención, que no excluye ni menoscaba la jurisdicción de los 
jueces ordinarios sobre las sucesiones de los extranjeros látle- 
llecidos en la república, no es posible sostener que los cónsu- 
les tengan la facultad de posesionarse de los bienes, cobra* los 
créditos y percibir los fondos corresiKmdientes al patrimonio 
del causante, y menos aún que ¡Hiedan realizar tales actos sin 
noticia del juez de la causa, como ha ocurrido en el caso, pues 
ello importaría reconocerles no solamente el derecho de ad- 
ministrar los bienes sin» también el <le ejercer facultades ju- 
risdiccionales que no encuadran por cierto en las medidas de 
simple conservación que- taxativamente enumera el artículo 3" 
de la ley número 163. 

Que aún cuando no se trata, en el caso, de la* atribucio. 
nes de los albaceas o curadores de bienes qué los cónsules 
están autorizados para designar de conformidad con la ley nú- 
mero 163, toda vez que el aclo discutido en el pleito fué rea- 
lizado personalmente |ior el agente consular, — «leí* sin COJ- 
liargo observarse que ni el mismo albacca habría podido legí- 
timamente extraer los fondos del causante (fepositados en los 
Unicos, — desde que tales mandatarios están sujetos a las tra- 
bas de los tutores y curadores y sólo pueden ejercer actos ad- 
ministrativos de mera custodia y conservación, no (Midiendo, ínu- 
la tanto, percibir los dineros de la sucesión (Código Civil ar- 
tículos 4S6, 487 y 488. Ley número 163. articulo 8. Machado 
tomo il t página 132 in fine). 

Que la invocación que el recurrente hace de las facultades 
conferidas a los cónsules por los tratados celebrados con la 
Gran Bretaña en 1825 i artículos 13 » y con el Reino de I 'ru- 
sia y los Estados del Zollvcreín Alemán en 1857 (articulo «>.i 
y que considera extensivos a los cónsules del Reino de Italia 
en virtud de la cláusula de Nación más fa\orec¡da, incorpo- 
rada a las convenciones celebradas con dicho reino, ni es pro- 
cedente ni modificaría aún cuando lo fuere, la solución del 
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plinto federal cuestionado. Lo primero porque tratándose de 
concesiones otorgadas bajo la condición de reciprocidad ha- 
bría sido necesario demostrar que el Gobierno Italiano las 
acontaba o estaba dispuesto a acordarlas a los cónsules argén- 
tinos .Lo segundo. |>orque como se ha sido anteriormente, las 
cláusulas de dichos tratados relativas a la intervención con- 
sular en las sucesiones, <Ie connacionales fallecidos en la re- 
pública fueron refundidos en la ley número 163, que vino a 
resultar en el hecho una ley aclaratoria de dichas convenció, 
nes internacionales, tanto por la conformidad de los repre- 
sentantes de las naciones interesadas que precedió a su san- 
ción, cuanto ¡x>r la circunstancia de haberse ajustado la in- 
tervención «le los respectivas agentes consulares a las disposi- 
ciones ile dicha ley. 

Que dados estos antecedentes, resulta indudable que al 
declarar la sentencia recurrida que et Regente del Vice Con- 
sulado de Italia no tuvo facultad |>ara extraer del estableci- 
miento Unica rio demandado los fondos depositados por el cau- 
sante de la sucesión, no ha desconocido ningún derecho o pri- 
vilegio acordado por los tratados o leyes <le la Nación a los 
cónsules de dicho reino. 

Por ello se continua la sentencia apelada, fojas 105, en 
manto ha sido materia del recurso extraordinario. N'otifi- 
qiiese y devuélvanse previa reposición de sellos. 

M Bermejo. — Nicanor G. dki. 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. FlCL'KROA A ¿CORTA. — RA- 



Frigorífico JVilson, antro la Aduana de la Capital, por íw- 
posición éc multa; sobre liquidación. 

• 

Sumario ; lis improcedente el examen y decisión de la cues- 
tión federal planteada en una causa, cuando la sentencia 
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de que se recurre consigna un fundamento de derecho 
común suficiente por si sólo para sustentarlo. 
Caso: La explican las piezas siguientes: 

SIÍVTKSCÍA \m. SKXOR 'JUKZ FKDRKAL 

BxenM Aliet. Abril » de uNt. 

Autos y vistos: considerando: 
( hie según resulta del expediente agregado la Aduana de 
la Capital ha practicado la liquidación de fojas 70, |»r la 
multa inqniesta por la sentencia «le la Exma Cámara Federal 
del 28 de Octubre del año próximo pasado, con arreglo al nue- 
vo aforo establecido en la ley número 10.339 del año pudo., 
v no por la tarifa de Avalúos vigente en la fecha de la in- 
fracción. 

Une no haliiemlo el tribunal al aplicar la multa en cues- 
tión, llecho referencia expresa a la nueva ley, debe practicar- 
se la liquidación materia del .presente recurso, con arregk> a la 
tarifa de avalúos, toda vez que asi se está en armonía con la 
regla de dcreclto consagrada en el articulo 4» del Código Pe- 
nal, que dice: "Si la ley vigente al tiempo de cometerse el de- 
lito, fuera distinta «le 'a que exista al pronunciarse el fallo «» 
en el tiempo intermedio se aplicará siempre la más benigna". 
"Si durante la condena se dictase una ley más benigna, la |»ena 
debe limitarse a la establecida por esa ley". 

<>e el articulo 61 de la ley +933 c' tat,t > P° r el Ppocu ^- 
«lor Fiscal en su vista de fojas ... se refiere a las mercaderías 
salidas «le la Aduana en los casos «leí articulo 1.034 de las 
Ordenanzas de Aduana y no es por lo tanto aplicable al ca.«> 
sub judicc en que no se trata de mercaderías en esa condición. 

Por estos fundamentos no obstante li» dictaminado por el 
Procurador Fiscal, fallo «leclarando que la liquidación de la 
multa impuesta por la sentencia judicial de fojas 64. debe prac 
Hicarse con arreglo a la tarifa vigente en la época «le la ¡n- 
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fracción, en consecuencia vuelva este exoecheite a la Aduana 
a sus efectos 

Notifí(|tiese con el original. remilgase el papé) y devuél- 
vase. — M'ujuel L. Jantus. 

SKXTKXCIA Pti líA CÁM AKA IKDKR Al. 

Bvm* Aire* Julio 5 de l*tt. 

Vistos y consif lerawlo : 

One denunciada en infracción la mercadería a que se re- 
fiere el parte de fojas i i expediente agregado*, el Adminis- 
trador de la Aduana de la Capital dictó resolución en Sep- 
tiembre 7 de 1017. imponiendo una inulta igual al ttalor de los 
trece fardos ele cueros lanares, consignados al Frigorífico Cen- 
tral Argentino. 

(Jue entablada la via contenciosa que autorizan los ar- 
tículos 1.063 y siguientes <le las Ordenanzas, este tribunal en 
Octubre de khH, disminuyó la condena administrativa, redu- 
ciendo la multa a un cincuenta |x>r ciento del valor de la mer- 
cadería . 

(lile respecto a la liquidación que se discute, cabe obser- 
var, que si bien el articulo 61 de la ley 4-^33. dice que se pmc- 
ticará por et valor que tengan las mercaderías en la fecha de 
la condena, tal precepto, no jx>dria afirmarse que se refiera 
a la fecha en que se dicta el fallo judicial que |K>ne término 
a la via contenciosa y si. más bien, a la condena administra- 
tiva que finaliza la tramitación ante la Aduana. 

(¿tic liquidada la multa impuesta por el valor que tija la 
tarifa de t«/i8. como se pretende, no solamente se desvirtuaría 
lo resuello por el Tribunal, sino qtie la situación de los inte- 
resaltos seria más gravosa que si hubieran consentido en i«M7 
y en todas sus partea la resolución condenatoria de li Adua- 
na, lo cual es evidentemente injusto. 

(¿ue en tocio caso la cuestión promovióla seria dudosa, y 
en tal situación, de acuerdo 0011 los principios generales de «te- 
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recho en materia penal, debe erarse a lo más favorable a lo» 
acusados. 

|»or ello v fundamento* concordantes se conhrma el auto 
apelado de fojas 13. oí cuanto dispone que la liquidación ile la 
multa impuesta en la sentencia de fojas 64 debe practicarle 
conforme a la tarifa vigente en el año de 1007. notifí- 
qúese y devuélvase. — 4. Vrdinarrmn. — Marcílinó IU- 
íaltido. — T. Arias 

FALLO DE LA CORTE Sl'l'REM A 

Bueno. Alte». DkieaMe 18 dt 101» 

Vistos y considerando : 
Quk para fundar el recurso extraordinario del articulo «4> 
inciso 3 ". ley 48 se ha manifestado «pie la liquidación disen- 
lida eii autos debe practicarse con arreglo al articulo 61 de 
«le la lev «le Aduana número 4-933 tomándose como valor de 
las mercaderías a que se refiere el fallo condenatorio de los 
autos agregados, el que tuvieron en la fecha de la aludida 

condenación (fojas 24 *■ 

One en el caso se ha tratado «leí cumplimiento dé la sen 
tencia ejecutoriada de fojas 64 del expediente agregado. por h 
que se condenó al Frigorífico Argentino Central a pagar una 
multa equivalente al cincuenta por ciento del valor de la tm-r- 
cadena en infracción, a favor «VI denunciante. 

yne por ello el señor Fiscal <lc Cámara obseryaj» a fo- 
ja* 18 vuelta, "si nos atenemos al tenor literal dé la parte «lis 
nosiüva de la sentencia condenatoria pronunciada por V. & 
a fojas 04 «le los autos principales, no cabe, en mi entender, 
otra conclusión sino es la de que el valor a que V. K. se ha 
referido en «licha decisión es el que tenia la mercadería en la 
fecha del menriónado pronunciamiento, desde que este no con- 
tiene ninguna salvedad al respecto. Y tal es precisamente el 
valor que fija el articulo ó 1 de la ley número 493.V- 

(¿lie pronunciándose respecto al alcance de la sentencia 
que se trataba de hacer efectiva, la Cámara Federa! bao con». 
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tar "que liquidada la multa impuesta p° r el va,or 9** *Í a ' a 
tarifa tic 1918, como se pretende, «o solamente se desvirtuaría 
lo resuelto por el tribunal, sitió que la situación de los intere- 
sados seria más gra\osa que si hubiesen consentido en 19*7- >' 
en todas sus partes, la resolución condenatoria de la Aduana, 
lo cual es evidemente injusto". 

Que la razón de derecho común, o sea la existencia la 
cosa juzgada, en apoyo de la resolución que ha motivado el re- 
curso extraordinario del artículo 14 de la ley 4* es suficien- 
te por stmistno para sustentarla cualquiera que fuera la de- 
cisión que se pronuncie respecto a la inteligencia cuestionada 
del articulo 61 de la ley de Aduana número 4-933 (Fallos, 

tomo I20, página 228). 

Que con arreglo a la jurisprudencia nacional concordan- 
te con otra de la mayor autoridad, es improcedente el examen 
y decisión de la cuestión federal planteada en una causa cuan- 
do ta sentencia de que se recurre consigna Un fundamento de 
derecho común suficiente por si .solo para sustentarlo. (Fa- 
llos tomo 120, página 435. considerando 4. y los allí citados) . 

Por ello se declara no haber lugar al recurso. Notifíque- 
se y devuélvanse, reponiéndose los sellos ante el juzgado fie 
origen . 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solai. — D. E. Palacio. — 
Ramón Méndez. 



¡Pona María Feliz <* Amaría contra la Provincia de Huenos 
Aires, por indemnización de daños y perjuicios; sobre ;*m- 
risdiccián oritjinaria. 

Sumario: 1". La excepción «le incompetencia de la justicia na- 
cional fundada en que, tratándose de una acción solidaria, 
no *» ha demostrado que el fuero competa a todos los ti- 
tulares de ella, es imi>roccdente en un caso en que el actor 
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limita su reclamo a la parte indivisa que alega peilene. 
eerle. «laclo que el fuero no puede comprender ni excluir a 
los que no intervienen en el jiiicip^ aún cuando el resul- 
tado del mismo pudiera liencficiartos. 

2. a Se encuentran llenada* las condiciones de la litis 
pendencia en un caso en que, además de halier identidad 
de cosa y de objeto, el requisito de la identidad de |H?r- 
*ona se halla determinado |»r la identidad de derechos por 
derivar todos de un sólo título, inseparable en anillos 
pleitos. 

3. Entablada una causa ante la justicia provincial, 
la jurisdicción concurrente de ésta, en general. se entien- 
de prorrogada aunque se haya declarado incomiietente por 
considerarla de carácter administrativb o del fuero de otros 
tribunales de igual carácter local o se declarase- nulo lo 
actuado 
Caso: Resulta fiel siguiente : 

V\lJfr W. LA C0KTK SLTRKMA 

Buenos Aire*. nuiembre i» 4m IM». 

Y vistos: I-os H-guidos pf>r doña María Félix de Anvarh 
contra el Gobierno de la Provincia de Unenos Aires sobre in- 
demnización de daños y perjuicios de los que resulta : 

Qxk a fojas 9 y con los documentos precedentemente 
agrega<los. el doctor Alejandro Kuzo en representación de la 
señora Amaría deduce la demanda en rafón de que la Provin- 
cia de Rueños Aires ha tomado la posesión <le un inmueble de 
propiedad «le la actora, ubicado en dicha provincia, y ha ejer- 
cido actos ile <lominio que se dicen abusivos, transfiriendo ese 
inmueble a la empresa Lavalle Médiee y Compañía, por 

tura de Abril 12 de 1887 

yue en Abril ly de tfflfi. don lorenzo Aflttria. es- 
poso de la demandante. compró el inmueble de la refencia a 
don Manuel \ ilches. siendo la ubicación. superficie y linderos 
del terreno los que condigna el testimonio «le escritura que 
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acompaña, debidamente inscriptos en el Registro de la IVo. 
piedad. 

(/tic don Lorenzo Anvaria falleció en el mismo año en que 
efectuó la compra, pero tomó ¡^sesión del inmueble y comen- 
ti» a ]>agar los impuestos relativos a su propiedad. 

Que la sucesión se inició ante lo? tribunales de la Provin- 
via de Buenos Aires y «le tales autos resulta la calidad le he- 
redera de la actora y su consiguiente derecho para deducir 
esfa demanda. 

One debido -al trámite de diversas incidencias, el juicio 
sucesorio no terminó hasta el año 1907, y durante la substan- 
ciación fiel mismo, el inmueble que motiva est«* causa fué man- 
dado mensurar y deslindar por el juez «le la sucesión, y tal 
mensura y deslinde se efectuó con arreglo a los procedimientos 
del caso, no habiéndose aprobado judicialmente la mensura en 
razón de que el Departamento «Je Ingenieros alegando «pie la 
Provincia de Buenos Aires pretende tener derechos sobre la 
isla Santiago, pi«Iió que se diese intervención a la oficina de 
tierras, la que n«> ha evacuado todavía el traslado «|Ue se le 
confirió al efecto. 

Que mientras tramitaba el juicio sucesorio, el Gobier- 
no de la provincia tomó de ese inmueble una franja «le trein- 
ta y <l«xs hectáreas sobre el Kío de la Plata, como se indica en el 
croquis «jue se acomuna, ein expropiación previa, y la entre- 
gó a la empresa La valle Medie» y Compañía. 

Que como consecuencia «le la construcción del puerto «le 
la Kn senada, contratado con la citada empresa ésta s< .licitó del 
(Vohierno de la provincia la cesión de una fracción «le tierra a 
uno de los co-tados del canal sobre la isla Santiago ofreciendo 
como conqiensación. introducir mejoras a favor del (gobierno 
en una fracción mayor que quedaba para éste, y la cesión fué 
ac«ir«lada en Octubre z8 de 1885, en los condiciones pedidas, si 
bien estaWcciúu. e «pie la escritura definitiva se otorgaría una 
vez realizados los trabajos por la empresa. 

«¿He efectuados ¡Os trabajos con arreglo a lo convenido. 
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se otorgó a la empresa la escritura definitiva en Abril 12 de 
1887. i*>r la que el Gobierno cedió en propiedad c«a tierra 
que no le pertenecía, afirmación que tiette por baste el derecho 
indiscutible de su representada sobre una j>arte de las tierras 
enajenadas por el Gobierno de la .provincia en una extensión de 
treinta y dos hectáreas, comprendidas entre la margen del Rio 
de la Plata, canal Santiago y canal intermedio basta su linea 
extrema. 

yue el Gobierno carece de titulo sobré los térro» * jMir- 
que. entre otras razones, las tierras «le la isla Santiago fueron 
donadas en tiempo de la Colonia, y el donatario las abandonó, 
dejando que las adquiriese por prescripción don Miguel Vil- 
ches. antecesor <le Aovaría. 

<¿t\v don Miguel Vilches vendió otra fracción de esta* 
mismas tierras a dim José Cal vino, éste hijxrtecó dicha frac- 
ción al Banco Hipotecario «le la Provincia, y vendida Judi- 
cialmente por falta de pago de la hipoteca, la adquirió el Go- 
bierno de la Provincia de Buenos Aires, lo que equivale, en 
concedo del actor, el reconocimiento de que esas tierras «o 
eran de propiedad «le la provincia. 

Que el dominio es perpetuo y los herederos si bien han 
sus|x>ndtdo el ejercicio «le sus derechos, han mantenido la po- 
sesión legal y el animus fossidcndl lo que las ha permi*i<lo 
conservar su derecho a la indemnización, pues el planetario 
no deja de serlo aunque no ejerza ningún acto de propiedad, 
aunque este en la imposibilidad <le hacerlo y atwique un ter- 
cero lo ejerza con su voluntad o contra élla, y si bies* el (Jo- 
hiejmq podría justificar moralmcntc el desojo en' razón de 
la ingente necesidad de tomar posesión de esas tierra*, ilebc 
abonar el preció teniendo en cuenta las ventajas patticti!» 
que ofrecen por sil ubicación. 

Que a la actora compete la acción reivindicatoría, pero 
opta por la de la mdemntiacftt respetando la situación de lu- 
cho creada |>or actos del gobierno provincial, y exige el precio 
dé la cosa. 



de justicia de i. a x ación 



35» 



(Jitv el íkdHerm» provincial ha <>castona<Io un <Iaño y de- 
bí la reparación consiguiente. |>uvs ha dispuesto de una cosa 
ajima, por actos jurídico* nulos, y si lio ataca la cesión hecha 
a (.avalle Médici y Compañía, és pirque ha optado por i>c- 
dir el precio a titulo de indemnización equitativa. 

tjue el título de propiedad «U* la sucesión Anvaria es tht- 
fecto. |Hte> desile su proti>c<>lizaci«m han corrida más de tfein- 
ta años, se encuentra inscripto en el Registro de la IVnpie- 
«lad destle Julio 25 «tale i8«ji*> y se aUman los derechos risca- 
les de coiitrilntción territorial como se demuestra cíiti la bo- 
leta que se acompaña. 

Que la propiedad imi se ha |»crd¡d<) |*»r prescripción, pues 
ésta no corre cimtra menores corno han sitio hasta hace juico 
los hijos de la actor»; y \ Mir '° q"c » aoc •* '«* k\v |>*>vincial 
di- Septiembre ,\ «le 1883 110 tiene •►tro alcana- que el de reglar 
la venta de tierras riscales |>ero no puede llegar a limitar el 
dominio de los particulares. 

Oue en virtud de las razones invocarlas demanda a la 
provincia «le I Sueños Aires la suma lie dos millones viento 
ire'mto y tres mil setecientos cint ílenla pesos mvinJa nació, 
nal. que es lo que correspomle al cónyuge snpérstite, como 
mitad fiel valor «le la totalidad «leí inmueWe. más l«»s fruto* 
y remas «le la tierra desposeída y costas «leí juicio. 

C¿uc corrwlo traslado «le la demanda. (fojas n>h el re- 
presentante «le la provincia lo contesta a fojas ¿2. «lecliuan- 
do la juris«ltccióii de este tribunal y acoinpañamlo al efecto 
los documentos «pie coiisiilera t>ertineiites. 

iJ\H: |>ara fundar la cxcc|»eión de im*«Mttprteiic¡a el re- 
presentante «le la provincia s« »siiem- cu lo substancial : a) «¡uc* 
esta misma acción fué llevada a la Suprema Corte de la Provin- 
cia |H»r recurso contencioso, una vez «l«?scstiina«la la reclama- 
ciúi administrativa promuvkla ]**r la adora y su- coherc- 
*lcros; b) i*»rqur tratrámtosr «le una acción « 'Infarta, m» si- 
lla <lemostra«lo que el fliftro c«nn|ieta a lodos su» c«»n«lóminos. 

Oue también ak-Ra la prcseriiR'Min. fundada en «|tie la ac- 
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ción deducida e* la derivada de uii hecho I Coligo Ci- 

vil articulo 1.109» prescriptible a un ano. además «k- que la* 
provincias no son demanda!*» bajo este concepto. 

Que la existencia de menores no habría intcrrumpUk» la 
prescripción en el sub tile, |Mies no «011 partes y que. en todo 
caso, se trataria de una acción prescripta a los diez años, pues 
la provincia puede ¡mocar la nwma inscripción en «pie pn- 
drian ampararse los posecíbirc*. mu vs. la «le cvrto término 
«on justo tituk» y buena íe. 

Que niega todos los liedlos invocados y especialmente 
el dominio trasmitid.» a .Vinaria por Miguel Vifches, y pide 
el rechazo de la demanda con costas. 

Que evacuado d traslailo de las excepcwwKs opuestas, y 
pasados bis autos al señor IWurador General, éste plante»» 
la incidencia resuelta por auto de- fojas 43, se recibió la causa 
a prueba, las parte* ptrnlujenm la que expresa el certificado 
de fojas 197 se presentaron los alegatos de fojas 208 y *.V>. 
v se llamó autos < fojas ¿45 vuelta 1 . 

Y considerasido : 
Que la objeción «k- inomipetencia de este tribunal, i"»r 
tratarse «le una acción solidaria y no haberse «lemostrado «pie 
el fner«i compete a lodos los coherederos, es improcetlente en 
el caso porque la artora ha limitado su reclamo a la parte in- 
divisa que alega pertenecerle. y el fuer.» no pne«le compren- 
«ler ni excluir a los que no intervienen en el juicio, aun cuan«k» 
el resulta«k» «leí mismo pudiera beneficiaras « Tomo tJ» |»á- 
gina 381 y ji.rispnnlencia allí citada). 

thie. entre tanto, es «k- .M*«rvar une a fojas ») «k- estos 
autos corre agrega.*» nn «.ficu» «lirigido p«»r la Suprema Corte 
de la provincia de Buenos Aires al interventor federal. «W 
«pie se desprewle «pie dona María Félix «le Aovaría y otras. 
han reclamado aAninistrathaineittc las inde«l»ni«acHiies a «|iie 
se creían con «lerecho por la ocupación «le las tierras «|ue «lan 
origen a esta «lemanda. 
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Que aún enrulo no está debidamente establecido si el re- 
curso contencioso que se dedujo ante la Corte Provincial; I» 
fué también por doña María Félix de Anvaria, ello es indi- 
ferente en el caso, pues no hay duda de que lo que se ha so- 
metido a la decisión de aquel tribunal, es la reclamaeicm ad- 
ministrativa «leducida. entre otros, por «toña Marta Félix de 
Anvaria y que se ha llevado integramente a la Corte de la 
provincia, como comprensiva <k- los derechos «le todos los que 
reclamaron administrativamente, puesto que confirmada o re- 
vocada esa resolucióM. el falk» de aquel tribunal hará cosa 
juzgad» sobre el derecho de los reclamantes (Argumento del 
fallo tonto ¿8, ¡agina 11). 

Que no iMiede decirse que entre el snb Me y el juicio con- 
tencioso llevad» a la Corte Suprema de la provincia de Bue- 
nos Aires no existe la identidad de persona con arreglo a la 
defitt¡ci¿h estricta de la doctrina sobre litis pendencia, pues ese 
requisito está aqui determinado por la identidad «le derecha 
derivados todos de Lorenxo Aovaría, que es inseparable de am- 
líos |>leitos. puesto que son los derechos transmitidos por él los 
que se discuten, y en consecuencia están llenadas las condicio- 
nes «le la litis pendencia toda vea que hay además identidad 
<le cosa y de objeto (Fallos tomo i." página 313. tomo 112. 
página ¿27). 

Que lio modifica esta conclusión la circunstancia «le. que 
la Suprema Corte de la Provincia se declarase incompetente.' 
como U> ex]M»ue la parte actora i fojas 36 vuelta 1. porque 
como lo ha establecido la jurisprudencia de este tribunal, en- 
tablada una causa ante la justicia provincial, la jurisdicción 
concurrente t\e la misma, en general, se entiende prorrogada 
aunque se haya tledarado ineianjieteirte por considerarla de 
carácter administrativo o del fuero de otros tribunales «le 
igual carácter local o se declarase nulo lo actuado. \ Fallos 
tomo ijo. página 74; tomo IJ4. página ^5. cutre otros), Iw 
el caso de autos, la declaratoria de incompetencia deriva de 
causis circunstanciales que no afectan fundamentalmente la 
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jurisdicción «k la Corte Provincial, puesto que segúu las decla- 
raciones «pie le atribuya ,a I*" 1 * actora. ,a mis,m resohlc,on 
adnrinistrativa <lel Interventor Nacional. «ttcta«la por la* auto- 
ridades provinciales, «letenninaria la proce«kncia del recurso 
contencioso. 

Que a las circunstancias t-miitnx.-radas se agrega que se- 
gún resulta de Ib relacionado en la demanda «fojas io» y de 
|.w antece«to.«es judiciales testimoniados a fojas 05 vuelta y 
siguientes ha quedado pendiente ante el Juex de la sucesión '<» 
relativo a la validez «le la mensura: y esa incidencia aun no 
resuelta, constituye una de las bases imncipaks de la litis, como 
quiera que hay que establecer unU- omnia si la mensura es o 
no válida, y de consiguiente si la actora tiene titulo legal las- 
taitte al «toininio de las tierras de que se trata, en la extensn»n. 
ubkacmn y «lemas comisiones en «i«e lo pretende i Faltos 
(Faltos tomo 139. pagina 265). 

tjue como resulta «le las actuaciones «le |>rueba de la 
propia actora. ese «punto y el relativo a las opwicione< «le va- 
rios pimwdores «|«e se han resi»ti«to a «lar la |io*esi«'.n a los 
herederos de Amaría, alegando iterecnoa «le prupiedail' 1 f«>- 
jas ío\ vuelta v siguientes», han «pwdad» pcndkntes «le re- 
.oIuchm. «le tos tribunales provineiaks y «1c consiguiente lie* 
nen que fenecer ante ellos, con arreglo al amiento 14 «le la 
ley número -i* y la reiterada júrispnukncia «le esta Corte 
Suprema . 

One examina«la prácticamente la cuestióji planteada, se 
advierte además, «pie la lilis afecta a U» |>osmh»res precita 
«los. no obstante no ser parte» en este juicio. |mes en el sil, 
jpesto de una decisión cwknatoria. la pn*¡ueia p«Klria op- 
tar por pagar la ¡mktroiizacioii o «kvolver las tierras no alee, 
tadjs » srrvieto» pÁblkos. y en esta última hipótesis la sen- 
temia se rjecutaria contra el «krecho de terceros c«Mi<knaclo< 
sin amlirncia 

Por esto* ftimlameiims á «helara í|UC la presente causa 
lio correspoude la jurisdicción originaria de esta Corte Su- 
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prcnia. sin cusías, «lacla la natu aléía de la cuestión resucita. 
Xotifiquesc original y repuest el papel archhvse. devol- 
viéndose los ex^dientes agrega os sin acumularse. 

i 

.A. Hcrmkjo. — Xicaxor G. nt:i. 
- SoiA*. — D. E. Palacio. — 

J. Fi«;vkko\ Aiaort a. — Ra- 
món Mkm»kz. 



Pon Hfrain Kocha conlra el Consejo Macionat de Educación, 
en W jun io sucesorio de don Polidoro Rocha, 

Sumario : Ks improcedente el recurso de apelación «««or- 
dinario autorizado por el inciso 2." «leí artículo 3." ríe la 
ley 4.055. interpuesto en tuia causa «|ue «o es contra la 
Nación, ni es acción fiscal, ni se halla comprendida en el 
inciso 2." articule» j." de la ley 4*°55- 

Casa: Ks un juicio sucesorio seguido ante el Juez Letrado 
del Cliulmt. el ministerio fiscal y el representante del 
C*onsej«» Nacional <lc Kducactó» formularon oposición a 
la presentación liecji.t |>or una |iersona como presunto 
heredero <lel causante. Kl juez falló «teclaratido único y 
universal heredero al representante, sentencia que, fue 
confirmada jxir la Cámara Federal <le l<a líala, ta que con- 
cedió fiara ante la Corte Suprema el recurso mencionado 
en el sumario 

DICTAMRX ífííU SKNOR HtOCl'KAfMIR I.KXKRAt. 

****** Air*», A***» M ém iMt. 

Sii|irema Corte: 

No tratándose de tata demanda contra la Nación, ni de 
una acción fiscal, ni de otra canse comprendida en d inri*» 2". 
artículo j.". ley 4.055. *irtb <le un juicio sucesorio que debe 
terminar en la Cámara de \|»claoóit. con arreglo al articulo 
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17 <le la iiiuiin te>% |*do a V. K. se sirva «Icclarar improce- 
dente el recurso concedido jmr la Cántara Federal <k Apela- 
ción tle Ka Plata, en lo* autos efe la sucesión de don Polidoro 
Rocha; 

José Xicálás Matisnzo. 
Um**» Mm, 0**®** « «t MÍ* 

Y vistos: Téngase por resolución el |>rccedente dictamen 
del señor Procurador íktieral y devuélvase nre\-ia iHrtifieación 
con el original. Ke|xjnga*e el papel* 

A. Hkrmrjo. — Xicano» 0. wsu 
Soi.ak. — I>. K. Palacio. — 
J. Fioukroa Au*oat.\. — Ra- 
món Mí:st>Kz. 



l/anseiuleier y Ció. contra Juan A. Argeríeh, sobre (abra 

de pesos 

Sumario : Xo hay lugar al recurso extraordinario del articu- 
lo 14. ley 48, «mira una resolución que declara no haber- 
se co^rohádo. a los efecto» de la procedencia del futro 
federal, el extremo «le poder ser invocado éste, «n «I caso, 
!»r o contra todos los miembros que constituyen la so- 
ciedad colectiva que interviene en el litigio. (Decisión 
sobre un punto fie hecho que no puede ser revisado en 
la instancia extraordinaria^. 

Caso: 1*1 explican las piezas siguientes: 

IIICTAMKX UKI. SKXOK l'KtKt RAPO» C.KSKItAl. 

Corte Suprema. 
Demandad*! el señor Juan Antonio Argerich |H»r la so- 
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crxbd Hanscncfever y Compañía ana? el Juzgado «fe Pmñé- 
ra Instancia ni lo Comercial de la Capital «le la Nación, por 
cobro «fe pesos, opuso la excepción de incon%>etenc¡a de ju- 
risdicción «fe la justicia local jwr entender que, estando do 
miciliado en la Provincia «le Buenoa Aires, según «lijo, proa* 
«lia ser «leman«la<lo ante In justicia nacional. 

La sentencia «fe f«>jas lyy «lictada |*>r la Cámara en l«> 
Comercial desestima la excepción opuesta. jx>r entender ; «pie 
no se lia proba«lo que todos los demandantes sean argentinos. 
rotKÜrión necesaria en el caso j>ara la procedencia del fuero 
federal. Se funda, pues, en consideraciones «fe hecho cuya 
revisión e*\ipa a la jurií*lkvit ni «fe la Corte Suprema en la 
.i|>elac¡«>n s<>l>re cuestiones «le derecho federal que autori/a 
el ai*. 14 y ó." «fe la 4.055 (115 fallos É23 fallón 398». 

Por ell«>. pido a V, K. se sirva «leelarar mal concednfc» el 
presente recurso. 

JMé N ¡cofas MaticiiZih 

&MJ.O l»K I.A OJKTK sri'kKMA 

B^nox Airti, Dtdemtrt 1H 4e 1919. 

5 'istt >s iy considerando : 

Our el fuero federal |K>r raxón «le la «listinta vuc¡nda<! 
«fe las parte*, sólo surge en los casos en «|ue tanto el demati- 
«kntte como el «leiiMiv^lo #pn lUÉridnate» (Fallos «fe esta 
Oírte, torno UL página ij£ y tomo 125, ]>ágina 155). . 

Que ¡nterviittemlo en el litigio '«na sociedad colectiva, 
es indispensable a los efectos de «liclvi fuero. <|iie pueda ser 
mv«icado por «> o mira todo» los miembros «pie la constitu- 
yen (articulo 10 «fe la ley número 48». 

«¿tic tal extremo no ha sido eomprolwdo en el caté?, co- 
iik> lo establece la Cámara «le Apelaciones en l«> Comercial «fe- 
lá Capital a fojas tjp, cuya decisión sobre esc punto de hecho 
no puede ser misóla en virtud del recurso extraordinario 
■ Fallos, tomo 115, página 346: lomo 123. 39*>. 
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!»«r ello v tic acuerdo con b» dictaminado |«»r el señor 
Pnicuradnr General se declara no haber higar al recurso. No- 
tifiqueM y devuélvanse debiendo reponen* los «ellos ante el 
juzgado de origen. 

A. Hkrmkjo. — Nicanor G. mu 
Sola*- — ?• fe- PAWCio. — 

J. FnUKKOA Al.CORTA. 



y-'/xr.» Nacional contra la Sociedad de Navegación Argentina 
Meólos Mihanovieh Limitado, sobre, desalojamiento 

Sumar ir |.a acción de desalojo procede contra c-i que 

ocupa un inmueble a tfittil© <k locatario, el que iiM puede 
utgar.se a restituirlo al vwimtentn tiel témiiiio de la lo. 
cavióti. 

2» Tratándose de un intnuehle adquirido |Kira fi- 
lies <k utilidad puMka y en virtud «k cxpropiackiu au- 
torizada j»r ley y convenio ron el expropiad, su dpuií- 
nio \msí a la Nación, aún cuando , no se Hitl»cra otorgado 
rscriftira púoifca. 

j,« Comprobado que tm terreno de riliera fué ad- 
quirido |WC el <k*ierm> de la Nación, procede *u restitu 
cíoii |M»? él |>artkular que lo ocupa, segnido del ügjj 
precio y «tk la tradición. 
(Wa: í¿¿¿ explkau Jas piezas siguientes: 

SKVTKMIA Mfil- JV«<* «>:OKK\|. 

U fM«. A%fil I» 4e MU. 

Y ivistos: esto* autos segukks ficir el Fwoi Xackiual 
contra la Sociedad Navegación Argentina Nicolás Mdwm- 
vich Limitada. ]H»r «ksalojo. 
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Resulta : 

1. w < % hie el seiVw- i Y« -curador Fiscal con intrucei«rtics «lél 
Poder Kjecutivo «le la Nación, demanda a la Sociedad Ar- 
gentina de Navegación Nicolás Milianovich, Limitada, el 
desalojo cíe fin terreno <k 0.845 metros cuadrados, ubicado en 
la ritiera Sml tlel Riachuelo. <le propiciad fiscal. <le cuya su 
jierlieie el IVxIcr Kjecutñt» concedió en arr*n«lamient«i a la 
demandada |*>r dtVreto «le 17 «le líner«i «le mk»;. una frac- 
ción «fe 757 metros 57 centímetros eua«lrado>. y el re*to hasta 
completar la siqierficie antedicha, lo ha ocupado desde la 
misma fecha sin concesión. por lo que «le adíenlo con lo 
<|iie «lispone el articulo 1.197 y fonconlantes «leí CYxligo Ci- 
vil, deduce la demanda y pkle se condene* a dicha empresa al 
«lesa!.) jo impetrado c mt|M>sic¡ón de costas, si se opirsiere. 

2. " Que siendo «fe la c«>m|>etc«icia «le este juzgado el co- 
nocimiento de esia causa, por ser el actor el Fisco Nacional, 
se corrió traslado «le la «lemaiwla en virtud de «le«líicir>e pof 
la vía ordinaria, c«iutc-táudc>sc a fojas ¿3, negando" el dere- 
dte» «leí actor para deducirla en virtud de los siguientes fuu 
dai tientos que se sustentan: <il que la empresa demandada nn 

es arrendataria del fisco: M que éste 110 es propietario de! % 
terreno sobre el cual se tijereita la acción y c I. por«|ujt no «-* 
existe vinculo alguno «le derecho entre actor y demandado: 
pues para «fue proceda el desdojo es preciso «|Ue el deman- 
«lante sea loca«lor e inquilino el demandado, lo que no existe 
en el presente caso. |,a socie«lad. afirma, ocupa Iris terrenos 
a titulo propio, lo* |*>see a su nomhre y no reconoce la pro 
piedad que se pretende, y que l>arecién<l«>le «|ue el actor se' 
ajHiya en la ley civil «le la cual deriva mi propiedad sobre las 
ritieras. «Míe a«l vertir que el (Hibierno cení ral. no tiene tal 
propiedad ni aun «le la calle «le $5 metros a «|tie se refiere 
la ley civil: sol» ejerce jurisdicción; |>ero carea* de dominio, 
como asi lo ha interpretado la Oírte Suprema de Jn*tich 
«le la Nación en el fallo que se encuentra publicado en el 
tatito ni. iKtgtna i«>7, «le la c«iloce¡«m de sentencias de ese 
alto tribunal. 
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U restricción al domin» impuesta |mr el Código Civil, 
no puede alterar derecho» adquiridos, antes de la vigencia 
«k- aquél; pues las personas que compraron antes de esa vi 
gencia no f»ueden ser despojadas por mandato de la ley por 
..ue la ConstHuctón Nacional, dke que la propiedad es invio- 
table y que «do se puede privar de ella i>or causa de tuwdad 
nAbiica y previa indemniiación del precio y de los perjui- 
cios U demandada, dice, lia comprad.» los lotes de térro» 
-ue ocupa contiguos a la ribera, como lo prueban los «uto* 
agregados al expediente, seguido entre las mismas partes por 
cobro de jiesos. que los ofrece como prueba. *n los cuales se 
i-staldece establece como limites <le las propiedades compra 
das, el Riachuelo; cstaMeciéndose en uno de esos titulo* una 
referencia relativa a una fracción cxproiiiada por el fisco 
nacional, que no ocupa el expolíente. Termina pidiendo se re- 
chace la demanda con especial condenación con costas. 

V Que recibiila la causa a prueba, se produce l»r la* 
parte», la certificada a fojas 1 18 vuelta, alegándose sobre su 
mérko después <le lo cual se llamó autos para sentencia. 

Y considerando : 
yue la demanda contiene dos acciones bien distintas, a 
,aber: l;° Ue desalojo de la extensión de veintiún metros, se- 
senta v cinco centímetros de frente, por treinta y cinco me 
tros de fondo, o sea una superficie de setecientos cmcuenta 
y siete metros, cincuenta y siete centímetros cuadrados sobre 
la ribera Sud del Riachuelo. basada en arrendamiento con 
-cedido a la Sociedad Argentina de u\avegación Nicolás Mi- 
hanovicli Limitada, jH»r decreto del Superior Gobierno de la 
Nación de i7 de Enero «le 1905. 2." 1* restiuición «le «>tra ex- 
tensión de terreno en el mismo lugar hasta completar la su- 
perficie «k seis mil ochocientos veintkinei» metros cuadrados, 
que dicha sociedad ocupa indelmlamcnte. 

gue en cuanto a la acción de desalojo, basada en el 
arrendamiento, consta en autos |>«»r la copla <lcl sii|jerior «k- 
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creto «le fecha 17 «le Enero «le 1905, corriente a fojas 154 y 
que el Juzgado ha constatad» está inserto en el llolctin Ofi- 
cial número ¿377, * 18 4* Enero «le MJ05; «pie el 
arreglamiento de la expresada superficie, fué conceelulo a 
solicitud «le la sociedad « leo «ww toda, con carácter precario, y 
siendo ello asi. im puede el deiiiamktdo »vgar la ex? tere* de 
todo vinculo de derecho c«m el fisco, y si es pi'ipicutrio de 
terrenos en esa zona, pueble ejercitar la» fe-cune* «|ite le c«im- 
petan por las vías legales, pero no desconocer litfci locación 
\nv él mismo solicitada, la acción |wr desalojo es pues, prtwo 
tiente. 

i¿iw en cuanto a la acción sobre vestí lució» fiel inmue- 
ble, ella solo puede basarse en el dominio, y como la mayor 
extensión de tt-rrem» que se tlice ocuparlo \*»r la socie«la«l «lc- 
manda«la, lio pertenece al Fisco Nacional, según la definición 
«le los artículos 2.34». 2.341 y ¿.34-e «leí Código Civil, ni se lia 
proUnlo <ptc le corresponda por i>tro titulo, fines al oMitrario 
se reconoce expresamente por el señor Ministro «le llacien- 
«la «le la 5¡aci«ín. en su oficio de fojas jtio, eontestaiMlo al 
«leí juzgado, dirigido para mejor proveer, puliendo la remi- 
sión de los títulos de pr«>píeda«I de la Nación, cpie no hay títu- 
los, pues manifiesta «pie no le es posible adjuntarlos, resttlta 
evidente «pie sohre este punto la demanda no (Hiede proá- 
perar. 

Por tanto y omitiendo por inconduceiiles otras conside- 
raciones, definitivamente juzgamk» fallo: Haciendo lugar a la 
acción de desaloj«> «le la superficie <le terreno «le setecientos 
cinc renta y sirte metros cincuenta y siete ctH. cuadrado* en la 
ribera Siul «leí Riachuelo, «lesliiidada en los jwritajes de fó- 
ja* 72 y 88 el «pie «leberá efectuarse en el plazo «le «liez «lias, 
y rechazando la acción «le restitución «le la mayor extensión 
a «|ue se hace referencia en la «lematvla. sin costas, da«la la 
constancia «le los autos. Xotifiqucse, reténgase y archívese 
eti su «ijtorttmulad. - — í*. Zaratía. 
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ia Plato, Mcieariwe »• 4* W». 

V vistos isu»s aui«s seguidos por vi Fisco Nacional con. 
tra la Con^aAía de Navegación Nicolás Xlihanovich. l«or 
«lesalojo. |«ra resolver los recudo* <k- a|ielación deducidos 
por ,-imta* partes. 

Considerando : 

yuc los terrenos cuyo desalojo persigue el GoMcroo Na- 
¿iwiái son los señalados por los peritos de ambas partes en 
-iis ulanos de fojas K4 y «i. respectivamente, y forman la ca- 
lle actual de treinta y cinco inetr.» vn la ribera Sud del Ria- 
chuelo, frente a inmuebles di- propiedad de la Compañía de- 
mandada en lina extensiVm total de seis mil ochocientos vem 
ticinco metro* cuadrados. 

Une esos terreni>s lian sido ocniwdos por la Compañía 
Miuanovicli. en pequeña i»arte con autorización del Ciobferno 
Nacional, coñjo arrendataria, y en jiorción mayor, sin permi- 
so alguno. 

Une, contestando la demainla »k- desalojo, que vn juicio 
ordinario le ha sido entablada en estos autos, la compañía 
reconoce el arrendamiento como origen de su posesión. gjgm 
alega V¿ov títulos propios |ara decir* dueña, no solo <k- la 
fracción arrendada primitivamente, sino .le t.nla la extensión 
demandada, a la ve* que niega al Oobtemo Nacional todo de- 
recho <le dominio <|iic k» habilite |wra deducir la demanda 

tjite. ante todo, conviene tener presente que la canaliza 
c ¡ún v n-ctificación del Uiachnvlo. inicia<las por la Provincia 
•le Buenos Aires, fueron proseguidas |*»r la Ñación. que or- 
¿teñó la expropiación «le unías las obras, quedando a su cargo 
los <kreclH»s obligaciones que antes competían a la provin- 
cia «vía»*- lev K19. ile 12 de Octubre de 187»: ley 1.124- de 
_» 4 .le Octubre de i8»i : k-y 1.385 de aó de Octubre «k? 1883 : 
| CV ,.375. (te 3 de Noviembre «k- i8*j. y este solo titulo habí- 
lita ai GAlñernó Nacional para tomar iposésión de todas las 
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tierra* .ifecia.las por las «d»ra.s de canalización y rectificación 
«leí Kiachueki. ocupada* sin titulo suficiente, y para expro- 
piar las que fueren del dominio privado. 

(Jtie ajdieando esta regla a b» terrenos «k- la «k-mamía 
se advierta 1.» onnpkta concnrilancia (le los jierUns de aro. 
las jarles en la uldcación «le los titlil.* que la <.«nnpañia «k« 
mandada lia alegado en autos « véase jJanos de foja* 87 y 
y de esa ulncackVn resulta que. excepck'm hecha del lote 
arrendado v de tina |««pieña fracción N. M, O. señalada en 
el primer plano citado, todo el resto de la tierra demandada 
estaría ocwpaila por la Omipañia Mihamn-ich sin tituló algu- 
no, y la demanda en esta |arte seria. i*»r lo unto, proee- 
tk-nte. 

Que, adema- «k- ese lituk» emanad» de la ley. la Nación 
tiene el dominio <k- esas tierras, excepción hecha de las dos 
fracciones antedicha» jwr compra hecha a los prc^aricg a 
«¡uience c*.rre>i»oiidÍÓ. antes «pie el t ruado actual del Ria- 
chuelo las hubiese convertido en calle (fc treinta y nuco me- 
tro* que hoy forman, como lo «teir.uestra el plano de fo 
jas 57 y lo constatan las escrituras otorgadas |*>r «Ion Juan 
R, íkriioc«>yoignin en Jf» de Abril «le i«joi < lotes 2 y 3 «le 
dicho plano) ; i«»r don Mant*1X«ót»ec en 8 «k Junio «leí mis- 
1110 año, «Inte 4». y por don Antonio Carbooi en 15 «leí mismo 
me> v año. ilote grande separatto «leí anterior j*»r la calle 
Ruern* Air».»: toda* a favor del nrinerno Nacional, pasa- 
«las ante el escribano Mayor «leí Ikilñemo. a mnscc'encia tic 
..tros tantos juicios «le expropiación seguidos «le conformida.' 
a la lev de la materia (véase testimonios agregados en cum- 
plimiento «leí auto de fojas *«» : sk-mlo de notar que la frac, 
ción restante está constituida p«>r la citatla calle pública ( Bue- 
m Aires» «pie «la acceso al rio. y tamlrién «cuja la coirpn- 
ñia «kinamlada. 

«¿tic en ruante) a la fracción arrendada que forma jarle 
«leí lote numero 5 del plano cita«U» «le fojas 107. hay confor- 
midad de los i«erit«w de amias partes en «jue está compren- 
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«litio rn el titulo «k Mihanovich, por compra «pie éste hiao a 
Canetsa y Bnixwmc. m 3 tic Marw* de i*H, «1 mayor *x- 
tmsión. anie el escriban» Alvar** «le Granada < véase ¡tono* 
«le foja» 68, ** y 87 y respectiva* |*ricias en ki pertinente^. 
No otMtante asta compra. Mihanovkh sol»» entro en i*we*M f w» 
«kl iiroweWe con^rado en la parte no compretnlida .más tar- 
«k por el contrato «k arremlamient<>, inte* la fracrióo ht*r 
arrendada había nido ocupada con mucha anterioridad por el 
OoMeroo Nacional, en Knem «k 18W». en virtud «kl contrato 
«k compra- venta cekbrado con «km Nicolás l>«líani. antea*- 
sor «k Canessa y Hruxzone (que vendkron a Mihan«*vich 1. 
según resulta fie los antecedentes prolijamente eximcstos en 
el ip forme de foja* 15(1 (véase especialmente, fojas 67 y 
anexos ilustrativos», líe ellos resulta que, eual«iukra que sea 
rl valor «k ese acto pri\*tdo. <pic n«i aparece reducá a es- 
critura pública y etiaks«|ukra que hayan si«lo los «krechos 
•pir Dogltamn limera en esa fecha |iara efectuar la enajena- 
ción ( 1*86). el liech«> es que la posesión <k la cosa \msñ ett 
ese año a l*wkr del <*ihknm Nacional; y que en 1*104. cuan- 
do Mihanovich qiiiso servirse «k esa fraeemn para c«>mple 
tar su vaiwlero. se presentó al r,«ihkru<i con la solicitud. <0- 
iñada a í«>jas ¿18, solicitando en arrendamiento la fraceimi 
dé terreno «kl lote 5. "«pie es considerada <k pro|ñe«h«t fi=<- 
raF\ lo que fué acóntalo previa formal aceración «k la 
o>:n|Kiñia a las condiciones aconsejadas fatr la «Im-cción ge- 
neral «k libras* hulráulkas ; y estas condiciones consistieron^ 
entre otras, cii el carácter precario «kl uso del terreno, que 
«khta ser «ksulojack» a la primera intnoación del CJoWeritcr 
con péttlida para la «Mtq*»ía <k tnA* los materiales ex¡«¡* 
trilles. Si después ik transeurri«k>s «punce días «k la intima- 
ción, el r»otikro«» se vería oblipuio. él mismo, a efectuar el 
«ksalojo. Asi, pues, Mihanovich está obligado a la restitución 
de la fracción que tflroft en arrcmlaimento, <|ue nunca poseyó, 
pilé» su tenencia ha sid«i a nombre «kl tinMerno Nacional, 
w no ha iKxlült» cambiar por sí. -sin un acto jurídico |HMterior 
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que a olio 1n autorizara, la causa 
del C. C. 

(¿Me en cuanto a la «*ra |ieqtieña fr 
imi «le fojas 87) hay. como se ha dieho. 
los de amlias partes (véase, también 
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08) dr qué está comprendido en ta compra que en mayor 
tensión hiw> Mihanovkh a doña Ccsarina Moheni «Ir Or- 
clli. en i7 de Mareo de I«)l8. ante el escribano don Aristide* 
Bissio referencia <le fojas 78). Esa fraccí«Mi es pues, de 
compañía demandada y su cxpropiaciim por parte del do- 
mo Nacional, no ha sido demostrada. |x>r lo que no co. 
resimnde privar de sí» posesión al propietario, mientra* el 
Astado no haga nao del derecho que lw leyes le acuerdan 
para orjqtfr la promedad privada \**r razones de utilidad pú- 
Mica. 

|>or estos fundamentos, y niotli ficámlosr la sentencia de 
fojas aíi.t. se hace lugar al desalojo en tuda la extensión de- 
mandada, con la sota excepción de ta referida fracción X. 
M. O. del plano de fojas 87. Las costas por su orden. Moti- 
fiquese y devuélvase. — Antonio /.. Morcettaro. — R. Guido 
¡.avalle. ."— Kn disidencia: l/<w Marcó, 
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Vistos y considerando: 
Que según lo reconoce la misma sociedad demandada 
en su expresión de agravios (fojas 380). la presente donan 
«la onnprcmle dos acciones distintas, a saber: i.« de desalo jo 
de una extensión de setecientos cincuenta y siete metros seten- 
ta y cinco decímetros cuadrados sobre la ribera Sud «leí Ria- 
chuelo, ocupada por la Cía. Argentina de Navegación Nieo»á< 
Mihanovich Limitada, a titulo de arrendataria: y a.' restittf- 
eión de otra extensión de terreno contigua a la anterior, so- 



hre la misma ribera, hasta completar «na superficie «le Seis 
mil odhicieittti* metros cti»«lrados. 

One la forma ordinaria a «pie >e ha ajustado el prnce«!i- 
miento «leí juicio, lia |iennitido a los litigantes discutir y |m>- 
Iwr con tonla amplitud l<»s ñereclios qtfc re*i>ectivanienU' han 
alegado sobre las distinta* fraccionen del inmueble cuestio- 
nado; y ha autorizado el pnicetlimieMo solire tales «lercciW 
y solm- bis tittúW «pie al efecto han invocado y produciihi 
antltas imanes. 

Ono re*¡qjeeUi «le la primera acción, esto es, de la «¡ue |>er- 
siguc conui finalidad el tlrsab^t» de la fracción «le terreno de 
vH'teeirnlos cincuenta y siete metros seu-nta y cinco decíme- 
tros cuadrados de sit|ierficie. el derecho de la Nación |*ara 
ejercitarla se encuentra «leíale hn'go justificado *|Mir los ante- 
cedeutes agrega<los a fojas 154 y de fojas ¿I* a «le 
aulos, |Hies ile ellos surge !a pruelia plena de «pie la sociedad 
anónima 'Navegación a \;i|ior Nicolás Mihanovidi" de la 
que i-, sucesora la demandada, solicitó y olnuvo di'l IVnler 
Kjccutivn la concesión «le dicho inmuehle en arreglamiento. 
0*1 la condiciónale í|UC seria desocupado cuando el lm*ador 
lo e<4imase conveniente, «lentro «leí término de «|U¡nee días de 
1a respectiva comuiticactón : encontrándose asimismo e«impr«>- 
bailó que desale ef ano HJ05 en que se le hizo dicha concesión, 
la demandada lia ocupado el inmuehle con titulo precario, 
pues ha satisfecho los arrendamiento», convenido* basta la 
eiMH*a de la demanda (informe de fojas 8 vuelta). 

One el solo hecho de la oCtl|»aCÍón de esta parle del in- 
muehle a título de locación c* concluyeme jmra legitimar !n 
acción de desalojo y ipara excluir cualquier pretensión «le h 
demanda «pie implique el desconocimiento fie lo- «lerechos «le 
la XaeiiHt, Itala vez «pie el |>oseedor no puede caminar por su 
propia \ ultimad el carácter de su poción u¡ ornto IWat 1 
rin puc«le mearse a restituir el inmueble al veiiciniiento ifcl 
termino «le la hieación tCódigi» Civil articulo i/n$ y 2.353) : 
in-ro aún planteada la cuestión en el terreno del derecho «le 
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«propiedad a que ha sido llevada por la s«»cie«la«l «kMmitHtailn. 
la solución resulta igualmente favorable jmra los dercclW 
alegados -por la demandante, dados Kk éfeitiéiito^ «le juicio 
acumulados en las instancias precedente*. 

«¿lie en efecto, si Iiieii es cierto <|iie en la escritura agre- 
dida a fojas ¿04 de los autos seguidos entre las mismas fiar- 
tes por cobro de |>esos, la compañía arrendataria figura co- 
mo adquireiitc. |*»r compra a los señores Conessa y llnuwnc 
en el año 1**4. del lote numero 5 <le la manzana K, ile la que 
formal»» ¡«arte la fracción cuyo desalojo se ha demandado, 
no lo es menos que el <»>hierm» de la Nación, autorizad.» 
l>or la< leyes números 8i«>. 1.1^4 y 1.315 l ara expropiar los 
terrenos destinados al ensanche «leí Riachuelo. Iialiia compra- 
do en el año 1880 a don Nicolás |>ogltanin. antecesor «le Co- 
ncitó» y tle Rniizotie una parte de «licho lote 5 en la que se 
halla comprendida la fracción ctie-ttonatla. había pagado el 
precio y haliia toma«k» |>>sesióu del inmueble con fecha *> tle 
Kncro «le ese mismo año < Informe de fojas 88 y 107: planos 
de fojas 83 a 87, 187 y 187 bis y documento* testinumiadi»* 
de tojas Mjo a fojas ¿17, esjxviahneute h»s de fojas ojo. *95« 
mi*». M(Tt ¿K*fc ¿oí» y ¿071. 

<¿t«e tratándose <!e un ¡nutuehle adquirido |»ara fines de 
utilidad piildica y en virtud «le c\f>n»piacH>n autorizada por 
ley. $u domini«i ¡wisó a la Nación |*»r el c«mvento con el ex- 
propiado, seguido del (»ag<» «leí precio y «le ta tradición, aún 
cuando no se hubiere otorgad" escritura pública (Código Ci- 
vil artículos J.511 y j.(>io; ley numen» i8m. artículos 4 y 8; 
Palhw de esta Corte Suprema, tumo ¿5, trigina ¿73 y MW» 
toj. ingina 77 ». 

Oue pc»r otra i»arte. la pi»sesióu eontintia que lia manleni- 
do la Nación sobre esa parte «le la tierra cuestionada, desde 
el año 1886, constituyó un ol»stáculo insalvaMc |»ara que 1«w 
sttce*ores a título singular «le «Ion Nicolás DogUanin. en vir 
ind «le los contratos alebrados «mi l8t)l. i«%>i y 18114 (testi- 
monio «le tojas 381 y siguientes «leí jnici«» snlire cobro «le 
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sosi adquirieran rl dominio de dicho inmueble t Código Ci 
vil artículos 577 y 3.263). obstáculo que no ha podido eludir- 
se por medio' dr ia ocupación autorizada por decreto de 17 de 
Enero de ifr*. el carácter precario de la misma, cuya 
aceración por parte de la compañía arrcndaUria y de su su- 
cesor» implicaba el completo reconocimiento de los derechos 
de la Nación. 

yne respecto de la restitución «leí resto del terreno de 
ribero ocupado por la sociedad demandada, los «terechos de. 
la Nació» para exigirla tampoco pueden ser cuestionailos si 
no en lo relativo al pequeño lote de forma triangular indica- 
do con las letras M. X. O. en el plano de fojas * 7 « l Mle * *°* 



por una v «*ra parte demuestran en forma concluyeme que 
dicha tierra no se encuentra comprendida dentro de los titu- 
léis ile la «.cu-dad demandada, comprobando en camino que 
fué adquirida por el Gobierno <le la Nación por compra a 
sus legítimos dueños Juan K. rfcrhocugrigom. Manuel A. Gó 
• imr y Antonio Carboni en X* de Abril. 8 de Junio y 15 de 
Minió, respectivamente, previo juicio de expropiación en ea 
da caro (informes de foja» 7»> y 174; phmos de fojas (* y 
_»57 : t«timon«>s «le 'fojas 294- 304 > 3M>. resuhando de to- 
do ello que el demandante adquirió el dominio de esa parte 
del inmueble varios años antes de ser ocupada por la Com. 
,«ñia de Navegación Argentina Nicolás Mihahnhovieh o ñor 
su antecesora la Sociedad Anónima de Navegación a Vapor 
del inferno manto*, y que 'por lo tanto tiene el derecho de 
poseer esa tierra. 

Que no ha habido p.r parte de la sociedad demandada 
razón" jora litigar y deben |*»r lo tanto ser a su cargo las cos- 



Por ello se confirma en lo ininciual la sentencia apelada 
de fojas 326. v se revoca en cuanto a las costas, siendo a car- 
go de la* parte demandada las producidaa en todo e1 juicio. 
Notifiques* v devuélvanse, debiendo hacerse la reposición en 




las de todo el juicio. 
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/». II Palada. 
Irnesla Slaaero. 
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■jiña. — S ¡cañar G. del Solar. 
Méndez. — Francisco /. <>/nrr 



Nacional contra la Sociedad de Navetjaeión Afg&iiíitia 
Nicolás Mthanorich U titilada, sohrc cobro de fiesos 

Sumario: Ocúpalas por un particular ele* fracciones «le te- 
rreno ilc t>ropie<!a<l de la Nación» de las cuales una sepia 
por convenio de partes/ no es dudosa la obligación de 
aquél de indemnizar a ésta por los frutos civiles que ha- 
Uria podido producir la cusa usufructuada, tmnamli» como 
tase |Kira esa iwlemnizaciún, el valor locativo conveliólo 
para la fracción arrendada. 
Casó: I«o explican las piezas siguiente* : 

1 

skntkxcia mi. Sfi&Qjc «iSfij l'KUK«AI. 

U M, Abtft » «te 1117. 

Y vistos : estos autos seguidos por el Fisco Nacional con- 
tra la Sociedad Navegación Argentina Nicolás Mihatmvich 
,imita«la por colín» «le ¡*s¿* en vía ordinaria. 

Resulta : 

1. " ijíw el tseitor IWuia«lor Fiscal con uiMnimoties 
del Poder Kjecutivo de la Nación, demanda a la Sociedad 
Navegación Argentina Nicolás Míhanovkh Limitada, por co. 
ta» ile la suma de seis mil ochocientos veinte y cinco peso? 
moneda nacional, por arrendamiento del terreno determina- 
<lo en la planilla acompaAa<la y pifie se le condene en defini- 
tiva al |>ago «leí capital, interese» y costas. 

2. " Que siendo de la competencia de este J tugado el 
..iKiriniicnto «le esta causa por ser el actor el Fisco Nacio- 
nal, «é corrió traslado «k la demanda en virtud «le deducirse 
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,H,r la via ordinaria. coiite*tánd«*e a foja* ¿o. negando ti de- 
recho «leí actor para deducirla en virtud .de los siguientes 
fundamento» que se sustentan: o) «pie la empresa demanda- 
da, no es arrendataria «leí k£isco : I' » que este no es pr.qñeta- 
rio «leí terreiH> s«>bve el cual se ejercita la acción y c . porque 
no existe vinculo alguno «le tlerech«. entre actor demamla- 
<lóí |rtie> el Gobierno no le ha arrendólo terreno alguno. 
QOé el Gobiertio m ha contratado arrendamiento ni conve- 
nido el precio «jüe se pretende, y <pte iwrte «leí terreim le |ier- 

tenecé. . 

i," One recilriila la cansa a prueba, se. produce |*»r las 
parte"* la certificada a fojas m vuelta alegándose sobre su 
mérito* tfeJptt& de lo Clial se Han» - » auíoj* |»ara sentencia y 

Consi«kran«lu: 

< hie este ¡negado ha fallado el juicio |*t desal«»jo se, 
Kiii-lo" por el Fisco Nacional contra la misma socie«lad altora 
demandóla dcclaramk» «pie se ha cinprolKulo ert aq.M-.los att- 
tos que el supremo Decreto de fecha dié« y stete «le Enero 
de mil novecientos cinco, insertó en el lloletin Oficial «unte 
ro }.377 de fecha «hecioclio de Enero de mil novecientos cin- 
to, ha aincedido a la socalad demandóla y a solicitud «le la 
misma en arrendainieiiU». el terreno que motiva esta «lemán- 
da jK»r col.ro tk- alquileres y que e« procedente el desalojo. 

Que este juicio |*»r cobo» «le ak|uileres. es nna conse- 
cuencia «leí arremlamiento rec«.n«K-i«lo ya en sentencia «lefm». 
ti va en el juicio citad.» y si a esto se agrega que está COm- 
probado en est«.> anta* con los ceitifica«los «le f«>jas 37 y 3H. 
«lite la Sociedad Xavegación Argentina Nicolás Milutnovich 
Limitada, ha almnack» arrendamient«»s |H»r la ocupación» de 
un terreno en la Rivera Sud del Riachuelo deMk* Enero «le 
hasta Marzo de ion. sotíli una Mi|«rfkie «le 557 '»*- 
tros 57 centímetros cuadrados. Que se ha notificado a la 
Mvciwiad la intimaci.ni «leí pago de la suma «>bjet«. de la de- 
manda y que .lidia liotificación a«lministrativa fue aceptóla 
sin observación alguna. 
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ijitv en el citado decreto de concesión de la locación se 
determina el precio y es en virtud <k- esa determinación í|0? 
el ti so» inicia la demanda. 

Qüe resulta jmes evidente, la .justicia de la demanda é 
inaceptable el desxowicimiento de ta socicilad demamlaila de 
una locación <|ue ella misma solicitó. 

mt tanto y definitivamente juzgando, fallo: hactemlo lu- 
gar a h demamla iniciada por el Ministerio Público en repre- 
sentación del Fisco, contra la Socie<lad Navegación AfRen ti- 
na Nicolás Mihanovich Limitada, quien deberá abonar la su- 
roa de 6.8*5 I*** monjía nacional, con más los interese- a 
estilo Imncarío, desale la notificación de la demanda, dentro 
del plazo efe 10 dias. con costas. Notifiquen y enmenia que 
sea. archívese previa reposición «le sellos. — <T. ¿arof'tf. 

SKNtKNCIA OIS IA CÁMAkA l'KUKRAI. 

La Plata, Dtoltwtre ;* «e ihis. 

Y vi*to*: 

Considerando que en estos autos el Fisco Nacional pfer- 
sigoe el cobro <lel importe del arrendamiento de una área de 
terreno en la ribera Swd del Riachuelo, que ocupa la Comí*, 
tiía Mihauo%kh*en la extensión tk 6A15 «ictros cuadrados. 

yuo esta «wnpación tuvo su origen en ttn conirato de 
arrendamiento celebrado entre ambas |«trtes por una exten- 
sión men«.r. i*ro, ]>osteriormentc. la compaaía extendió su 
ocupación a la siqierficie deteiwinada. i*>r lo que la adminis- 
tración twWica. a su vez. amplió en igual prot>orc¡ón. el pre- 
cío «Itrl arrendamiento. 

Que la cominñia objeta esc cobro fundada en qtie no 
ocupadla extensión de terreno que dice el actor, ni ha halwlo 
tal contrato de arrendamiento, ni fijación <le precio, afirman- 
1I0 al mismo tienen», qtte «M^ipa terreno propio en su mayor 
parte, y el resto no es terreno fiscal. 

Que res|wcto al primer punto, hay conformidad en los 
dictámenes efe los peritos de ambas partes, de cjiie la Coirfw- 
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ñia MihaiKA idi ocupa la extensión que dfce la «lemanda í véa- 
se plano; de fojas 55 > > imrtt: ixrtinentc de los infonnes 
respectivos). 

Que «i cuanto al segtindo, aparte «k- que hay antéceden- 
tes en autos qué prueban la existencia <lel contrato de airen- 
«laimento v fijación «le préefo, respecto de «na superficie me- 
nor de la ««upada, como lo reconoce esa misma parte, expre- 
sando agravios en e«ta instancia l fojas A¿ y vuelta», ha que 
.lado plenamente cstaMeddó en la sentencia que eti esta mis- 
ma fecha dicta el Tribunal en los autos i»* desalojo, seguido 
entre los mismos litigantes, los temimos «le ese contrato y el 
asentimiento previo y expresó «pie la Compañía Mihanovich 
prestó a las «indicanics «pie la dirección de obras hidráulicas 
«letenninó para que le fuera acordado el arremlaniient«> «pie 
.••«piella halda solicitado, v entre otros, la fijación del preció 
de un peso moneda nacmnal. al año. por cada metro de te- 
rreno: de modo que es injustificado el deseonócimierito «U-! 
contrato por parte de la compañía «leinamla«ta. 

One en lo referente al dominio, lia quedado igualmente 
establecido en los. autos preiiKiicionados. que el terrein» Ocu- 
pado por Miliamividi se compone de la fracción arinndatla, 
efe una porción «le la calle Buenos Aires qne ilá acceso al 
ri«> y «le tres fracciones más. todas «le propiedad del I Fisco, 
que lo hubo, en l«>s H|Heecrivos juicios «k- expropiaci.'wi por 
compra a los proletarios. siendo solo de propiedad de la 
compañía la pequeña fracción triangular M. N. O. del plano 
«le f.das 58. única extensión que ella tiene derecho a ocupar 
sin cargo. 

One aún cuándo el precio fija«k» flwra el arrendamieiiro 
solo se refirió a la extensión ocupada por Mihanovich con 
permiso (leí Gobierno, ¿se preci«» debe regir para la mayor 
extensión que octipó la c«»mpañia. fijada a tanto el metro, 
sea a titulo dé alquiler, sea como justa compensacHm por id 
uso «h- la c«.sa. no skmdo licito a la empresa demandada enrt. 
quecérse con (desmedro de !«•* «fcreciW «leí vcr«la<lero propie- 
tario. 
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Por estos fundamentos y concordante» de la sentencia 
de fojas 417. se continua en lo principal, debiendo rebajarse 
de la suina que en ella se manda abonar, la que corresponde 
a la superficie del triángulo M. N. O., plano de fojas 58. 
l.as costas de esta instancia por su orden. Xotifiquesc y de- 
vuélvanse. 

Antonio L. MauckxaRO. — R. Gilí- 
no Lavam.k. — José Makoó 
(en disidencia). 



VALUO 0. I.A COMfK SlrKKMA 

BMM Alte*. DfeMM I* te I»»»- 

Que se encuentra plenamente comprobado que |»r de- 
creto dé fecha 17 de Kttero de 1905 el (Hibierno de la Na- 
ción dió en arreiulainiento a la sockdad demandada una frac- 
ción de terreno situada en la riliera Snd del Riachuelo, eom 
{tuesta de 757 metro». 75 decímetros cuadrados, para la ins- 
talación de nn varadero, fijándose como alquiler mensual un 
peso por cada metro cuadrado. 

(Juc se lia cotnprolwlo. igualmente, que la expresada su- 
ciedad no limitó su ocupación a la superficie de tierra que le 
fué concedida por el mencionado decreto, pues ocupó también 
los terrenos de ribera adyacentes a dicha fracción, hasta comple- 
tar una extensión de 6.825 metros. 

Que la propiedad de todas estas tierras, con la sola ex*- 
cc| tetón clcl pequen» triángulo designado con las letras M. X. 
O. en el plano de fojas 58. corresponde a la Nación por ha- 
berlas expropiado para el ensanche del Riachuelo, en virtud 
de autoriiackmes conferidas i»r leyes especiales: y por ha- 
ber sido pagas y tomada su pownón 'según se declara en el 
fallo pronunciado con fecha 16 «leí corriente mes en el juicio 
sobre desalojo seguido entre las mismas i«artes que intervie- 
nen en el presente litigio. 
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<¿uc la «rfilifpicHMi n#w«ta V>* ía,, ° »l*ty' do I* 1 * 
gar los arrendamientos rarrr*|mt«limt«s a la superficie «le 
757 metros y 1$ ilecimetnw cuadrólos, no es dtacutiMc. |Mt¿j 
surge «le un convenid expreso «pie tiene. |»ara las jiartes que 
lo celebraron fuerza «le ley i Codito Civil, articulo Íyl07). 

tjxw la «Migaeimi impuesta |»r el misino falto a cansa 
dé kt '«cuinirióii «le la siqwrficie «le terreno restante es taiii- 
Mén justa, sea «pie «lidia «mqwctfn se atribuya a una exten- 
sifón tácita «leí arreiulainienti» acnntail» por «fecittn de \J 'fe 
línero «le OJ05. sea «|iie se la consi«lere «jillp un -acto «le la 
com)>aíiia «lemamftda extraño a t«*la relación contractual, des- 
líe «|tte en el primer c¿so regiría el preri» unitario señalado 
|>or «lidio decreto y aceptado por la sociedad airemlatnria. y 
otro tanto «mirria en el secundo supuesto, «lesile «pie no se- 
ria dudosa la «iMigacióu de imtannizar al propietario «le los 
frutos civiles «pie lialiria |**lid«> pr«*hieir la cosa usufructua- 
da sin título (Coligo Civil, artículo 2.439) y toda vez «pie 1p 
k-.se |iara esa imlemnixaciiMi o sea el valor locativo «leí in- 
muehle se encuentra ya fijado |>or el convenio sobre arrenda- 
miento de la «Hra fracción. 

Por ello y sus fundamentos o «Rumiantes, se continua la 
sentencia apelada. Cojáü i$h Pagúense las costas en el or«icn 
causado. \'utifí«piese y devuélvase. «Wwend«> reponerse bis 
scIhís en el jnzga«lo de origen, r— Xicaior Gi rfW Solar. — JK 
/:. Palana. - Ramón Uémies. En disidencia: /». Olaahea y 
Akorhi y Pedfr 1*. tfffrté. 

DISIDKXCIA: 

One el «leeret«> «le 17 «V Éiteró de Mjp| se refiere exclu- 
sivanwnte a la fracción de 757 metros. 75 deeinuMn* cuadra- 
<|os. fMenewmade en el o Hwkleramln primero. 

AJne la acción por catiro de arrendamiento solnre la frac- 
clón restante no es pr«*cwlentc por cnanto -su ocupaci«>n no ha 
sido materia de contrato de bwacwm. no pndieiulo por tant» 
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establearse una cantidad determinada por concepto ife 
arriendo. 

Que 110 habiendo existido Waciou y alegándose |*»r la 
liarte demandada lühM a la propiedad del inmucldc. debe- 
rá 6 no lo* frutos según sea o no poseedor de buena í*. 

!W ello se confirma la sentencia apelada dé fojas 0) W 
la {jarte que ha sido materia «Jámente del contrato de arren- 
damiento. Molifiqúese y devuélvanse debiendo reponerse los 
sellos ante e! juzgado t\e origen. — Olaethea y Jkorta. — 
Pedro l\ Agote. 



lixtradtcUht de Juan Kapfl á solicitad de tas autoridades M 

Remo de Italia 

Sumario; i" Cuando» la dottimentecióli con que se solicita 
mía extradición es presentada |>or la vía dipkniiatica, sil 
autenticidad es indiscutible. 

j. n Procede la ' extradición de un subdito italiano 
l»or el delito de estafa imputado al ratueritln. en un caso 
en que han sido llenado» km tres requisitos determinados 
en el articulo 12 de la Convención celebrada con el Rciuo • 
«le Italia el 12 de Junio de iflK (articulo 048 del Código 
«le rnwdiniiennis en k> Criminal 1 o sea. el mandato de 
prisión u otro acto equivalente, con la designación exacta 
y la fecha del delito. 

Caso: Lo explican las piteas siguientes: 

SKXTKXCIA IH£l, SKXOR JílfjZ I- Kl»tiKA1, 

Hjnm Aira», &*w* '» ét Iuih. 

Autos y vistor: 
Kl préseme pedido de extradición -presentado por el Mi- 
nistro ¿ Italia, a requerimiento del Jue* Instructor del Tri- 
Imnal de Milán, en la perwina «leí detenido Juan Sn\ml «n 



HE LA COHTK SCPKKMA 

• l 

«.hre-imnibrc. MaliatKi «le 35 año* <le edad, soltero, cortador 
sastre; 

Y considerando: 
i." Que en el carácter «le urgente se presentó el 13 de 
Ionio «leí corriente año un pwlido «leí Ministro de Italia «di- 
citando la «letenciún de Nappi. que debía llegar al país al día 
siguiente a bordo del vapor "Tomaso di Savoia* y prometien- 
.1.» presentar al juagado en tiempo oportuno l«» recaiulos ne- 
cesarios. 

(Jne dentro «leí jJaxo legal se presentaron al juzgado 
la orden de captura y las disposiciones pertinentes del Ctaliflo 
l'cnal Italiano, las que' obran de fojas ¿8 a *) de estos 
auto*. 

3 « (Xu? la orden de captura de fojas 38 ha sido dirigi- 
da a los agentes de |iolicía judicial de Italia y no con el ob- 
jeto «le «dicitar la extradictón «le Nappi. no haMendn cons. 
taucia en el presente expediente «le que se baya dictado auto 
.le extradición por el juez competente. requ¡sit«> que temil- 
itaittcnwMr establece el articulo 651 «leí Código «le Procedi- 
itnctitba Criminales y «|tie el proveyente «tobe conocer i«ra sa- 
her si esa lia «id» la voluntad del juez re«piiriente y proveer o 
no «le confonnidad según los casos. 

l»or estas «in.d«teraciones resuelvo no hacer lugar a la 
extradición «le Juan Nappi: consentnla «pie sea esta resolu- 
oón. 1 Mingase en libertad al «letenUlo. 

Miguel li. JmUis'. 

MSXTKXCIA W. l.\ C.Vm.\KA HKOKKAI. W. AI'KI.U'IONKS 

Imnit Airea, Octabre *< ** >•>». 

Vista la causa sobre la extradición de Juan Nappi a so- 
licitud de las autoridades del (kdxerno «le Italia, y conside- 
rando el tribunal que la «locumentación presentada no reúne 
lo» requisitos «|ue exige el articulo 1 a de la convención de ex- 
tinción con el Reino «le Italia «le Junio ló de 188Ó. se con- 
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firma el fallo recurrid» de fojas 47 «pie no hace lugar a la 
extradición del mencionado Juan Napi»i. 

Marcelino Kxalaia. — .4. Urdinarrain. — T. Añas. 

DícrAMÜs tm. sRstm paocúltMDOB oknriiai. 

Bucms JMrw, Dkieatot « «* 

Suprema Corte: . 

lis evidente que cumu lo establece el articulo 048 del 
Código de E'rocedimientos en k» Criminal, haliicndo tratados, 
la extradición debe ser pedida y otorgada en la -forma y con 
lo» requisitos «pie ellos prescriben. 

I-ara la extradición de Juan Nappi delie. pues, aplícame 
el Tratado con Italia, que es el país requirente; y ese tratado 
enumera en el articulo 12 k»s ilocumcntos con que delie acom- 
I tañarse el |>edido de extradición. 

La temara Federal de Apelación de la Caphal dice en 
la resolución apelada, que la (locuinentación presentada n» 
reúne los requisitos exigidos por el citado articulo 12: pero 
no indica concretamente cuáles son los m|U¡*ito¡i que a SU jni- 
cio faltan, siendo asi imposible apreciar el alcance de esa ne- 
gativa. 

fin camino, el señor Procurador Fiscal de Cámara lia 
examinado en detalle la documentación en el dictamen de fo- 
jas 50, y lia demostrado rlaramrntc que ella tío reúne los re- 
quisitos del tratado. 

Kl mandato de prisión u otro acto equivalente expedido 
por los tribunales italianos con designación del delito y su fe- 
cita, se ludia agregado al expediente en dos ejemplares :» fo- 
jas 28 y 5-, obrando su traducción, fojas 33. 

Por ello y no habiendo duda de que el delito ilescrijito 
en el auto de prisión está comprendido en d articulo 6- del 
tratado, pido a V. E. se sirva revocar la resolución apelada y 
acordar la extradición solicitada por el (iohierno de Italia. 

J&sé Skúlós MatwMTo 
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■mmh Aír», Dtoieakrc l« 4e isnX 

Y \islos: 

listos autos de extradición del subdito italiano Juan X:M> 
pi, introdocidos por la vía ttiploniática y traídos eu apelación 
a esta Corte con arreglo al articulo y\ inciso 4." «te la ley nú- 
mero 4.055. 

Y considerando: 

One las rcstiltieiones del señor Juez Federal y Criara de 
Apelaciones de la Capital, deniegan el ludido «te extradición, 
la primera, porque tu» se ha «Ktqañado constancia dé que se 
luya dictad-» ant«» de extradición cunto lo prescribí! el articulo 
651 del Código «le l'rocwlunientos «fojas 47». > I» 
pirque "la docunK-ntación presentada no remie los requisitos 
qtíé exige el articulo 13 de la Convención «le extradicu.ii con 
el Ruin.» «le Italia de Junio 16 «te iHf*»" < tojas 55 ». 

< hte. además, la itefensa del requerido lia alegad» en con- 
tra «te la extradición «te Na|«|M diversos argumentos extwcstos 
a fojas 35 y 44 y amplia«l«>s en el meinorial «te fojas <»*. !o 
que cptwspoiule sean tomados en cimsnteracion. 

< hte. «lesde luego, debe «ptclar establéenlo que el presen- 
tí- can» está regulo i»«»r la Convención de extradición citada «te 
itf*> envas ratificaciones fueron canje*»»» en 14 «te X«>viem- 
bre «te i«joo, v con arrcgbi a k» dispuesto en el articulo 648 
«tel Código «te l'roeediinentos en lo Criminal ''talifcndn trata- 
dos, la ^tradición será i*dida u «»t«»rgada en la forma y con 
tus reqnisnos une aquellos prescriban . 

Que esos W|uisttm se encuentran «tetennina«U»s tu el ar- 
líenlo \¿ de esa ttmvencúm. y han sute Ifatadn» en el cas«» 
Im tres que en él se menciiman: "el inandato de prisión u 
..tro acto eipávakMe. con la «tesignación exacta y la fecha «leí 
delito que lo motivaron", en el documento «te fojas j8 tradu- 
cido a fojas « v cuva autenticidad es indudable desde que 
ha sido presentad.» por el señor Ministro IKptatt.co <tel 
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Reino «Ir Italia. (Torno 117. (rigina n> y jurisprudencia allí 
citarla >. 

Oue a fojas J*) y 34 consta la "copia «le las «lisposieiones 
l« «ales aplicables al hecho imputado*" o sea. las «|"«? Se itfv*> 
can en el mismo auto <le prisión. 

<¿ue los datos y antecedentes consignadlos en la mita «le 
foja» 1 y auto de captura fojas & conenntantes cotí la «le 
ctaractoi indagatoria «le fojas 4 vuelta, justifican la identi- 
dad de la fiersona requerüla. a lo* efectos de esta extradición 
que na«la resuelve ni .jatéele resolver respecto a la inocencia 
o cul]>ahilidad ctef requerido en el «lelito tle que se trata. 

(Jite el documento de fojas 37 cttya agregación se ini- 
ptiipia como exteni|*>ránea en el memorial «le fojas 63. no es 
más que la reproducciin innecesaria del de fojas 28» cuya au- 
tenticidad se ha hedi«> constar en el considerando 4/'. 

(¿lie el «lelito de estafa imputado al requerido y que apa- 
rece (>enatlo con reclusión hasta <le tres años y multa < fojas 
á»>), se encuentra entre los previstos en el articulo tV, inci- 
so «le la Convención vigente. <|tie consigna la «lesignacHin 
genérica de estelionato, come» lo hace contar la resolución «le 
fojas Jí». 

(¿tu- sería ¡nctmtlucente tomar en e«msi«leración los argu- 
mentos «pie basa la defensa a fojas 44 y 63 en los artículos 1." 
y a¿ del Prot«HN>l«> «le i«) tle Julio <le UJ04 |mrque no ha te 
nulo la aprotacióu del Honorable Congreso solicitada en e! 
Mensaje del Poder Kjeetitivo «le 10 «le Mayo «le HjO$ I IKa- 
rio «le Sesiona Diputado*. MJ05, (ingina 7«>. 

IW estos fundamentos y de conformidad con lo pedido 
|M>r el ¡wñor Procurador «Ilcneral. se revi »ca la res«ilnctón aj>e- 
lacla de fojas 55. y se declara que hay lugar a conceller la e\- 
tratltcitVn clel subdito italiano Juan Nap|M, con arreg!o a la 
Convenció vigente entre la República y el Reino «le Italia 
«le 16 «le jimio «le tttW>. Devuélvanse estas actuaciones al jttx- 
ga«lo «le origen para «|tte se proceda «le conformidad con el 
artículo <»5«> «leí Código de Procedimiento en lo Criminal. po? 
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niéndose el reo a disposición tlcl IWr Ejecutivo Nacional, 
conjuntamente con los objetos encontrados en su poder. 

• 

A. HKKMfcjo. — IX K. Palacio. — 

FlGUKRUA Al.«»RTA — Ra- 

móx Mknukz. 



José Maradci contra el Gobierno Nacional, ¿olm iH? 
demudación Je daños y perjuicios 

Sumario: Tiene derecho a ser indemnizado \tur la Nación 
con arreglo a lo dispuesto en el articulo 23. incisos «i. b 
y c de la ley 9.ÍÍ88, el obrero que hallándi »h- al servicio 
ilc aquélla» contrac b enfermedad llamada saturnismo y 
queda incapacitado para dedicarse a su profesión y dis- 
minuida en un 50 por ciento su capacidad j»n« el ira- 
bajo. 

Caso ; l,i» explican las |ñczas Hfguicntes : 

SKXTKXl'IA mu )VU KKliKRX!. 

Ikioi Aim. sefttmlm i» * mu. 

V vistos: los prumovkkw jior José Maradei, contra el 
(hibierno «le la Nació», sobre incleiiinixacHiti «le «laftos y j>cr- 
jttícios, ile lo* que resulta: 

i. n (Jue de fojas 10 a 11 se presenta «Ion Arturo Oelle- 
piaue, en represciHaCKw de don José Mara«lei — documento 
«le fojas 1 — manifestando que promueve demanda contra 
la Nación, por cobro (Ir la cantidad de 3.1» |m?*w moneda 
nacional, qtte le corresponde a su mandante como indemniza- 
ción «le acner«k> con las disposiciones de la ley número o.<*8 
y Decreto Reglamentario. 

.V Que su representado traliajaba «01110 pintor en el Mi- 
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nigerio de Obras l*úMicas, ganando 4 peso* 50 centavo* mo- 
neda nacional diarios, hasta últimamente en que se le aumen- 
tó a 4 1**0$ rio centavos de igual moneda. 

3t¿ Que su mandante empezó a sentirse enfermo el 29 
de Septiembre de 1917, pero no obstante continuó trabajan- 
do hasta el 18 de Octubre de ese año, fecha en que tuvo que 
dejar el trabajo, dando parte al Ministerio, de donde se le en- 
vió al médico oficial para que lo reconociera, cosa que hi/o 
■lando tm I ¡agnóstico idéntico al del doctor Honorio Tolosa, 
quien dijo que padecía de saturnismo adquirido en el trabajo 
que en el citado Ministerio se le había encomendado, acórisc* 
jántlole que dejase su oficio «le pintor. 

4." Que en mérito fie ello el Ministerio le abonó des- 
pués de cuatro meses que- hubo dejado el trabajo, medio suel- 
do durante cuatro meses. Posteriormente se le citó al Depar- 
tamento Nacional <le Higiene» |wra ser reconocido de mievo 
y como esta dependencia informara que estaba sano le sus- 
fiendieron el medio sueldo prometiéndole traliajo. cosa que 110 
han cumplido. 

5:? Que su mandante se ve ¡mposiliilitado para todi> ira 
Iwijo por los marera y «lolnres que ]iarece sufriendo también 
de la vista. 

Por todo lo cual pide se condene al demandado al pago 
dé la cantidad reclamaila que es la que corresponde, tlescon- 
taudo el *5 jwr ciento y la suma de 255 pesos moneda nació- 
nal cpie le entregó a su representado en calidad <tc medio 
ueldo, con más sus intereses y las costas <krl juicio. 

Declarada la competencia ilel juzgado (fojas ta) y ci». 
rrklo traslado de la demanda la contesta de fojas 14 a 1; 
el señor IVocurador Fiscal por la Nación — decreto de fo- 
jas 32, expediente agregado diciendo: 

1 * Que desconoce los hechos en que se funda la de- 
manda, y de acuerdo con el informe fiel Departamento Na- 
cional de Higiene, citado por el actor, desconoce que éste 
haya adquirido en el trabajo la enfermedad permanente cu 
nocida con el nombre de saturnismo. 
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.v J^ue para ti ÚépartMiwnto de Higiene y par» su 

iiwMiaute croe debe ac*|*ar esa opinión técnica el actor está 

nano y oiu el medio sueldo que se k- ha abonado omimi !•> 

confiesa el dcuiaiiilante. mientras estaba enfermo el (Wücr- 

no lia cunq>lklo su obligación legal establecida en el articulo 8, 

inciso <f » de la ley número «/*». 

Acompaña el expeliente administrativo eorres|>ondicntc 

v |Ñ«le el reehaüo <ie la dcmaiMla. 

Abierta la cansa a prueba i"»r auto de fojas 17. qile de- 
termina el procedimiento a seguirse en este juicio, se produ- 
ce I» que expresa el certificado de fojas 54 vuelta, llaman- 

dos* autos a fojas 55 »*lta. A & vw,,a # coTre 

nuevo traslado jH.r su orden a las partes quienes lo evacúan 
( fc f„,jas 57 a 5$ la actara y «le fojas 60 a «1 la demandada, 
con lo qUe quedó el juicio en estado de «tuteneia. 

Y oniisitlerando: 

......... . . . - ; 

1 • < m cíe acuerdó con lo tKspiicsto en el articulo ^8 
de la lev número «>.«« y "7 «M Decret.» Reglamentario, 
cuando la Nación es res,-.nsalde del accidente p«»c«k- ser so- 
inetiila a juicio sin necesiilad de la reclanwción previa adirn- 
nUtrativa b de la venia del Congreso que exige la ley mime- 
ro {.95a. En nnisecuencia y talnéndosc declanulo la compe- 
tencia del Imgad». a mérito de lo dispuesto en el articulo 2.« 
inciso (,." (le la ley número 4». corresp«>mle en lo presente re- 
solver lo que proceda. 

j." (jne el testigo «km Nicolás Capiataano. declara a fo- 
jas 37 «|tie el actor ¡|)a<kve de saturnismo: i|tte en la época 
en que lo examino lo arposilnlital» jwra ejercer su profesión 
v que los sintonías que presentalla eran exclusivamente dc 

esa enfermedad. . . 

Kl testigo doctor l'oliti a fojas *> vuelta expresa asinus- 
„u. que Maradc» |««lcce «k saturnismo : pero im. puede asegu- 
rar si esto lo imposibilita para ejercer su profesión «k- pul- 
lo,-, dad., el tiempo transcurrid.» desde que k» caminó basta 
la fecha de *ti «Veta 
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líii cuanto al um¡k«» doctor Tolosa declara a fojas 40 
de acuerdo con los anteriores que el actor sufre de saturnis- 
mo y que cuantió lo examinó «staha litante nial* agregando 
que e! diagnóstico clínico es sumamente difícil en el presente 
caso, aún cuando los caracteres generales correspondan a esa 
en íemiedad. así como los antecedentes «leí actor, entre otros 
el hecho de haber sido pintor durante mttcln* años y que solo 
podría hacer ese diagnóstico en forma terminante un profe- 
sional que b> hubiera asistido y ol»servado durante largo ticin- 
pp y tu hubiera sometido a las investigaciones biológicas co- 
respondientes. 

.Respecto del testigo doctor Tessi fojas 28, su declara- 
ción no reviste mayor im<M>rtancia. desde que manifiesta en- 
tre otras cosas que 110 puede puntualizar si los síntomas que 
presenta Maradei se delwñ exclusivamente al saturnismo* 
porque 110 lia efectuado un examen completo del actor. 

Todos estos testigos se ratifican «le los certificados co- 
rriente» a fojas 2, 4. " v 8 <le estos autos. 

Que de fojas 50 a 53 el facultativo doctor Carlos 
F. Matta informa, evidenciando en un detenido examen clí- 
nico del actor con la contracción de quien delie asesorar al 
Tribunal, que en la actualidad sólo se advierten en Maradei 
vagos vestigios de un imbuimiento que ha pasado en su 
sintomatologia objetiva y del que sólo resta la subjetiva. Pe- 
ro .si en este sentido dicho informe no llega a una conclusión 
indudable, es de observar que ele todo su contexto se des- 
prende que se trata de un intoxicado por el plomo y que en 
síntesis establece en forma categórica que el actor "no ;k>- 
drá volver a su oficio de pintor i>orquc le expondría a sufrir 
de nuevo los mismos trastornos" y "que su capacidad produc- 
tiva se ha reducido en un 50 por ciento". 

Como se vv este informe coincide con lo manifestado 
por los testigos mencionados en el eonsñlcranilo anterior, en 
cuanto se refiere a la enfermedad de que padece el actor, e 
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¡ln<tra además el criterio «M juzgado, sobre su situación ítt- 
uira en relación a mi capaci«la«l para el trabajo. 

4/ One las constancias del esqwdiente administrativo «leí 
Ministerio de Obras PÚMkas, agrególo a los autos a solici- 
tud del leñar ¡■roturador Fiscal. no consignen desvirtuar la 
proel* pnvdmida por el actor. Por el contrario los informes 
de foja* í y '» * **• expediente currolioran lo afirmado 
por éste v' sobre el «le f«.jas 20 expedido por_el Departanittrto 
Nacional' ilc Higiene, .es «le advertir que sus cMicliHmtks no 
pueden influir mayormente en la resolución del pleito, daifa 
su singularidad. 

5» One atento lo expuesto precedentemente y lo dis- 
puesto en los artículos 1. 5 >' ** de la ley nítinero «>.<*» V 
145. y 149 del Decreto Reglamentario de Knero 14/101'», 
cabe «leclarar qtte la Xacitm debe imlemnizar al actor de lo» 
¡lerjunios que le «icasiona su incapacidad actual. pnjducúfa 
jic»r la enfermedad qtte contrajo a raíz del tralmjo a qtte se 
«ledicaba. 

IS« Oue de acuerdo con lo establecido en l«m artículos S 
inciso rf)' He la ley número «j.o88 y 4*. & ■»«*> >' - ; " # 
pé C r«to Kefrfamentarm. se trata en el MflVjudice de una ¡nen- 
pacnlad al»soluta v permanente y a mérito <le lo iníorota.b» 
por la DireccWVn Cenera! de Arquitectura a,f<»jas & > lo pre- 
ceptuólo en el inciso fri del mencionaík» articulo debe apli- 
carse lo dispuesto en el inciso a l «le «bebo articulo. *egtw 
el cual la imlenmizackm en los cas.» como el presente se eom- 
potará mnltiidicando por mil el salario me«lio que «ano fa 
victima durante el tiemp.» que trabajo con el patrVff. 

7." Oue tetiiemlo en cuenta el joma' «le 4 pesos. 50 cen 
tatos mmw«la nacumal diarios de que guaba el actor — in- 
forme «le uñas jf» — la iwleinniíaeVm «pie le corresponde 
ascicmle a la cantúfad de 4-5«» pesos moneda nacional; «le la 
qtte «lelierá «lescotttarse la suma de 255 l*- ,s - «I»* «a*» 1 ' est f 
le fué entregada en calkfad «le me«lio sueldo, con Ib que esta 
«le acuerdo el «lcman«la«lo Articulo R". ¡neis.» rf lev número 
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ijfiÜS, Deberá hacerse también como |o solicita el actor el des- 
cuento c|tie establece el articulo 25 de dicha ley y 17 del l>e- 
creto Reglamentario. 

Por éstos fundamentos fallo: declaran* lo que el <inhierno 
ele la Nación debe alionar al obrero José Maradci en concepto 
de total indemnización |ior los daños y {íerjuirios que le pea- 
siona su iiica|KicMlad i«ra el trabajo, derivada de la enferme- 
dad a <|ite se refiere la demandada. la cantidad de 3.1 jo pe- 
sos moneda nacional, más sus intereses a estilo Maneo de la 
Nación Argentina, desde el «lía de la notificación de la de- 
manda y las costas del juicio. Xottfiqitesc y oportunamente 
archívese, previa. devolución a la re|iarticióii de origen del 
expediente agregado. 

Sutil M. Escobar. 

SKNTtfXCIA DK I.A CAMARA FKDEKAL »K APKLACIOXtfS 

iu*nos Aim. Octitft 80 de itt». 

Vistos y considerando: 

yue la acción instaurada se fundamenta en la f|tie auto 
riza la ley número 9.688. 

CJue la existencia pan» la incapacidad para el trabajo, de- 
rivadla de la enfermedad contraída |»í José Maradeí. hállase 
plenamente acreditada en autos, y sus- consecuencias lian sido 
analizadas en forma detalladla |jor el perito imMieo único db¿- 
tor Carlos Matta en su informe de fojas 50. 

ytie la sentencia ajndada apreciando justicieramente las 
constancias de autos y las conclusiones a que arriba el infor- 
me médico citado lia aplicado con arreglo a derecho las «lis- 
I>osiciones pertinentes de la ley número o.f>88 y su rcglamen- 

Que resulta igualmente justa y equitativa la cantidad de 
20 pesos moneda nacional en concepto de toda indemniza- 
ción por los (Liños y ¡ht juicios que le ha ocasionado al actor 
su incapacidad fiara el trabajo de jiintor. 
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Por esto y sus fundamentos se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de fojas *>-'. 

Devuélvase v repongan las fojas en prBnfta instancia. 
. Marcelino kstolada. - A Vráimrrah. — T. Aria*. 

FAIJCO DK I.A CORtl? srl-RKMA 

Buttios Oicieiiibte *■ *t IK9. 

Vistos y considerando: 
Que se encuentra suficientemente coniprobado el hecho 
de «tie fosé Maradci. oficial pintor*, contrajo la enfermedad 
denominada saturnismo, mientras préstala al (¿Alterno Na- 
cional servicios inherentes a so profesión «informe pericial 
de fojas 50 y constancias del expedienté administrativo agre- 
gado 1 . 

Que se halla igualmente comprobado que si bien han «les- 
acrecido los fenómenos objetiva «le la enfermetlail. merced 
a un prolongado tratamiento, Maradei se encuentra sin cu- 
bargo incapacitado para dedicarse a su profesión de pintor. 
- quedando además disminuida en un 50 i»>r ciento su capa- 
cidad para el trabajo. ~ *»° con! ° ^*« lH?nc,a ,!cl 
.tahiruimp de que estuvo atacado (informe de foja- 50*. 

Qiíe el derecho a la i.menn»¡zación existe en el caso por 
tratare de una enfenue«lad profesional, adquirida l>or efecto 
exclusivo de la clase de trabajo a que estaba dedicado el de- 
mandante .articulo iz inciso «> de la ley numero 9.688. ar- 
ticulo 14.1 del decreto reglamentario de la misma e informe 
de fojas 50). 

tiuc la ,ismms.«l)ili«Uid del demandado «urge del Itócliq 
de haber sido ci último patrón a cuyo servicio trabajó la vio 
tima, sin que medie indicio «Ignito de que este hubiera estado 
enfermo antes de tomar dicha OC^tpacjón l Ley citada arti- 
culo i2 incisos b) y f). 

Por «lio v demás ftindanientos ¡concordantes de los fa- 
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líos «le fojas (*2 y fojas 72. s*- confirma la sentencia apelada, 
con costas. Xotifkptese y devuélvase. 

A. ItKRMKjO. — XlCAX«W (1. tmU 

Solar. — Dfi K. Palacio. — 
J. Fh;ukroa Aia'okta. — Ra. 

MÓN MkNOKZ. 



Martín Martineta, en lo causa setjuiJa en su contra, ¡>or í#i- 
ftúceian a la ley de marcas. Recurso Je hecho 

Sumaria : iJP U invocación de uua cláusula de la Constitu- 
. ción al interiKrtier el recurso <k-l articulo 14. ley 48. es e v 
umiwrawca a los fines «leí 1 misino. 

2." No procwle «I expresatfc» recurso. «1 un CfltSO? 
en que invocándose el articulo 58 «le la ley «le marcas de 
comercio y agricultura, el recurrente funda su falla «te 
responsabilidad en la no ejecución «le «leterniinatlos au- 
tos y en su ignorancia «le que productos éxptMtdulo* 
púx él fuesen falsificados, e mtcipursto contra una m- 
tencia l»asa«la en que de tleterniina«lo «Jocumento se de- 
- prende la prueba «le que el querellado vendió a saWen- 
<las tos productos falsificados y actu«í como cómplice ele 
k» falsificadores: «inclusión de hecho, como las ante 
riores y ¡wr consiguiente, nó revisililes \h>t la Corle Su- 
prema cu la instancia cxtra«»r«linaria, <|ue basta por « 
sola liara sustentar la sentencia apelada. 

Caso; Im ex|dican las piezas siguientes: 

DICTAMKN IiKI. SKXOR PROCURA!*» CKNRRAL 

*mm JIM, Okfevtot a * it* 

Suprema Corte : 
Don Martin Martinetti ha interpuesto recurso de lucho 
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contra la resolución «le la Cámara Federal «le Aj^lációnes de 
I«a Hala, «lencgámkde la ablación interpuesta contra la sen- 
tencia del mismo tribunal «|tte le impuso una |>ena en el jui- 
cin criminal «|iie p«r falsificación y us*ur|>» ci ón de marca le 
siguió la Socieilad Fratelli Branca y otros. 

I\»s son los fundamentos del recurso: 
Itajo la apariencia «le aplicar el principio constitucional 
de (|«e nadir puede ser sacado «le lo* jueces préwtaMecidos 
por la ley. d recurrente en realidad declina extempiw**- 
mente de la jurisdicción federal. «lespués «le haberla accjH.v 
do hsa y natíamente «lurante el juicio. Sólo después «le la sen- 
tencia «pie le condena ha (pensado que la causa «lehió ser se. 
¿piula ante los jueces «le la pr«ivincia. -Como V. K. lo tía «le- 
clara«lo rcitera«lainente. articulaciones posteriores a la seiiteu 
cia definitiva tu» pueden dar lugar al recurso extraordinario 
ciado por el articulo 14 de la ley 4$ y ta Cámara hfeo bien en 
«leí ufarlo. 

Kn cuanto a la invocación «leí articulo 58 «le la ley íp 
marcas «le fábrica y «le comercio, ella tityo lugar antes «le la 
sentencia y cuino ésta resuelve contra el «lereeho que el recu- 
rrente pretende fundar en dicha cláusula, cuya inteligench 
lia discutido, el recurso extraordinario hubiera ]>odido ser 
concedido en este punto, sitio mediaran otras nuones. 

Opino que la inteligencia atribuida |Hir el recurrente a la 
ley es errónea. 

Kl -articulo 58 «le la ley «te marcas «le fábrica, «aneivi» 
y agricultura, no otorga titulo, derecho privilegio o exención 
a los acusad sim» que estaWece una «ddigactón par» los co- 
metviantes «le dar a bu «luefios «Ir las marcas de las mercade- 
rías, noticias competas por escrito sobre el nomlme y direc- 
ción «le «piien la* ven lió o pnctiró la mercadería con marca 
usurpada, imitada o falsificada y sobre la ¿poca en que co. 
ineñxó el expendio, bajo |)ena «le ser compelMm judidalmen- 
te y de ser eon¡údcra«l«»s «.Vnnpliees «Id «lelincnente. 

X«i es exacto tani|toc«i que dicho articulo exima «le piró- 
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ce .-amiento a quien dé esas noticias: y nada se o|mne a «jije, 
comen en vi presente caso, las noticias sean declaradas inexac- 
tas y se establezca la culpabilidad de su autor por otras cir- 
cunstancias b pruebas que V. K. no puede apreciar, porque 
son cuestiones cíe hecho ajenas a la naturaleza del recurso ele 
derecho legislado por el artículo 14 cíe la ley -48 y 6." de la 

fc}" 4-0&5- 

Por tanto, pido a Y. K. se sirva desestimar la c|tivja. 

José Nicolás Matfonso. 

JWI.I.O l»K l,A COKTg sri'KKM.V 

hnN AkM. Dicfttabrc 3» 4t IMt. 

Autos y vistos: 

líl recurso de hecho por denegación del extraordinario 
interpuesto \%\r clon Martín Martiuetti en el proceso que se le 
sigue por infracción a la tey de marcas. 

Y considerando. 

C¿ue según lo hace constar el auto denegatorio del recur- 
so deducido ante la Cámara Federal de La Plata (fojas 141 >. 
la garantía que consagra el art. I» ele la Constitución, no ha si- 
do motivo «le controversia en el proceso y se ha invocado al in- 
terponer dicho recurso, lo <|uc vale decir extemporáneamente, 
con arreglo a in reiterada jurisprudencia ele este tribunal. 
I Fallos, tomo 114, pagina 311, entre otros h 

<¿ue por lo c|iie hace a la aplicación ai caso del articulo 58 
de la ley de marcas. corres] K>nde considerar que en las actas 
de fojas 5 y 17 se hace constar por el defensor «le Martinetti 
que éste "no ha falsificado la marca que se le atribuye, ni ex- 
(tendido a sabiendas productos falsificados", lo f|tte importa 
que la falta de resj*>nsal>iHdad alegada se furnia en la no eje- 
cución ele detvrmhwlosi actos y en la ignorancia |K>r j»arte 
del querellado de que los productos expendidos por él fuesen 
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fafciticad«»s. circonstaitcia* dé hcelm ajenas al recite» extra- 
en lina rio interpuesto. 

Ouc la ¿enuncia «le primera instancia y la «le fojas 1 10 
de los autos principies, cmfinnatoria <!e a«|tiélla. se fundan 
es]iecialinente en la carta testimoniada a fojas 65, «le la que, 
en concepto del juez «le la causa, se deprende la prueba <te 
«lite el querellad» vendió a saliieiidas los ptvMluctos falsifica- 
dos y aci mó como eómplicr de los falsificadores, y esta con* 
chivón «le hedió, corno las anteriores, y jpfór consiguiente lid 
revisilrie |*>r esta Corte en la presente instancia, basta i»»r sí 
sola para sustentar la sentencia ajH-latla. 1 Fallos, tomo 
página 77. rntre otros). 

Vnr estos fundamentos y l«i i*'<ikln jior el señor Procu- 
rador General, se declara bien deiiega<Io el recurso. Xotifi- 
i|iiese y repuesto el |ia|iel archívese. Devuélvanse l«>s autos ve- 
nidlos a requisición del señor lYiKttrador tieneral al triliunal 
«le procccfencia. con transcri|K. a ión «le la presente. 

r 

A. BKKMKJO. — NICANOR Ti. IiEL . 

Som*. — D. R. Palacio. — 
J. FicuKroa Aiaorta. — Ra- 
món* Mkxokz. 



I'isi-o Nacional, «vi los autos \ m honor tí. ttél Sotar (Mfb). cm- 
íra ta Caja \aaonal de J ubilatioovs y Pensione* Con 
tu ndo </«' compttcnciñ. 

Sumario: Corresponde a la justicia federal el coiiocin liento 
«le una demanda contra la Caja Nacional de JtiliKacio. 
nes y IVnsuincs. <|tte. en lo substancial, tiene jior objeto 
«lejar sin cierto una resolución general «le «lidia institu- 
ción jM*r la que "tfisfHiso prescimlir «le Unios lo* manda- 
tos y ño i»gar sino a !«* jubilados en tabla y pmjiia nía- 



1JK .UVTICIA btt LA NACIÓV 



309 



tu»". Tratábase de un caso regido jxir una ley es]>ecial del 
Congreso, la número 4.340. y el decreto reglamentario de 
la minina. 

V»TA FISCAL 

Sefu ir Itiez: 

Kl Procurador Fiscal que subsgftfM?. a V. S. se presenta 
V dice: 

One de acuerdo con el IXtreto del Poder Kjeeutivo (fe. 
fecha o del corriente mes y año y ©Mí instrucciones recibidas. 
\iene ame V. S. a promover la contienda de competencia 
]H)v inhilritoria a fin de que V. S., declarándose competente 
para entender en la causa iniciada por el doctor Nicanor GdH- 
zález del Solar 4 hijo) contra la Caja Nacional <le Jubilado, 
nes y Pensiones, dirija oficio al señor Juei en lo Civil doctor 
Juan Carlos Lag»»s. secretaria Calleja, jwra que se inhilia de 
entender en dicha causa. 

La eoinjietencia de la Justicia Federal i>ara entender en 
esa causa resulta evidente ]>or razón de las |*rsonas. Ka de 
mandada es tina rama <lel Poder Administrador, una «lepen 
deucía de un poder del listado que no puede ser traída a juicio 
sino ante sus Jtieces naturales f|tie lo son los Jueces naciona- 
les y no los loeales o provinciales, sin perjuicio de que una 
vez radicada la causa ante el TrilMinal competente el actor 
justifique haber cumplido con los requisito- legales para que 
el Juzgado pueda dar curso a la demanda. 

La justicia ordinaria — que es local o provincial — é& 
rece de jurisdicción para entender en una causa en la que es 
¡«irte la Nación |»r intermedio de un poder <lel listado. ( Ar- 
tículo inciso ile la Ley 48 *. 

Por lo expuesto y en atención al objeto ile la demanda cu- 
yas capias acompaño en el expediente que adjunto con este es 
erito. a V. S- |wlo se declare competente y dirija el of>H6 
correspondiente al Juzgado expresado, todo fie acuerdo con 
los artículos 45 y 46 de la Ley número 50. 



Proveer iW «Hitomiitlad. séia justicia. — AtfStfr .-fu- 

.Vl'TÓ ■»*•:■, SKÑOR JI KZ FKOKK.U. 

■ucm* AítM, |HBI« IB i* MU 

por intentado y por parte a mente del decreto acom- 
pañad^. 

lie acuerdo con lo disjHiesto en el articulo 2." inciso o." 
de la bey número 48. declárase competente este Juzgado para 
entender en el juicio a que se refieren las presentes actuacH»- 
nes. y en conSecuenciá líbrese oficio al señor Juez en lo Civil 
doctor Juan Cario* Lagos. luciéndole salwr esta resoltictón y 
apuntándole testimonio en forma del precedente escrito, a 
lio de míe se sirva inhilnrse «le continuar onwciendo en el 
citado juicio y remitir a este Juzgado el respectivo «expe- 
diente- Martes y viernes fiará unificaciones en Secretaria. — 
rfnchorem. 

VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

Atenta la resolución dé la Kxcma. Cámara, este Minis- 
terio entiende que V. S. no puede sino comunicar al señor 
Juez Federal mié no accede a la inJrib¡c¡ón deducida, a los 
efectos «le «|ue él si por su parte insistiera tenga por tía- 
Inda la eficstión «k- cbifi|H>tcncia «pie habrá de ser a-suelta |*>r 
la Suprema Corte. 

M. DE VtDIA V MlTK 

AUTO OEt SESO» JUEZ EH LO CIVIL 

Buent» Aire», J*Uo '•• d« i' ¡ » 
Autos v Vistos: Kn atención a la res^uemn recaída en 
estos amos' s«»l»rc emupeteucia «leí Juzgado, se resuelve no 
hacer lugar a la inhiMckin solicitada. Téngase en consecuen- 
cia por trabada la contienda «k- cmnpetencia; hágase salwr 
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|K>r oficio al sefior Jim* Federal doctor Anehorcna a sus efee- 
tos y elévense estas actuaciones con oficio a la Suprema Corte 
Artículo 9, inciso C. t/¿y 4.055*- — J' tan Caríos Layo*. - 
Ante mi: Á. Pallcjá. 

■DICTAMEN MU. UN* PROCURADOR HtWRAL 

BueftM iürti, Scftlmbrttt <*• ItlK 

Suprema Corte: 
Se trata de mía deniatula cntaMada ante la Justicia IpcaJ tic la 
Capital jMir el iloctor Nicanor íkmjález del Solar (Hijo) con- 
tra la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensione* para que 1c 
reconozca el derecho «le cobrar sil jubilación \*>r medio ele áj*fc 
deracfp. 

1.a Caja acudió al Ministerio de Hacienda. pídiémlole de- 
Manase un Agente Fiscal que la defendiera. 

Kl Ministerio, olvidando que en 22 de Julio de U)i9 habh 
adoptado jsor resolución un dictamen del l*rocura«lor Cené 
ral infrascrito en que se sostenía íjiifí la Nación no era i>ar- 
te en la cuestión suscitada entre el ikictor ílonralex y la Caja, 
firmó un decreto dcsignamlo al Procurador Fiscal en tur- 
no jiara que represente al Fisco en la demanda instauraba 
j*>r el jubilado doctor Nicanor Ctonzález del Solar íhijm» 
rotura la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles. 

Kl Procurador Fiscal entabló jw inhibitoria «na cuestión 
<lc mmpetcncia en favor del fuero federal. Kl Juxgatlo fie 
Sección se declaró conqietente |*»r entender que la Nación es 
parte en el pleito y como la Justicia local se ha declara.!» 
conqietentc también fumlándose en que la Nación fio ha sido 
ileinanclada. ni se trata de pantos regidos ]*>r la Coostíuiciór. 
las leyes los tratados de la Nación. la contienda ha venido 
a la (ieeisióti de la Corte Suprema,. 

Mantengo ante V. K. la opinión que ..he manifestad" al 
PiMler Kjecutivo. Kl Fisco im> es parte cii este juicio. No ha 
sitio demandado, ni tiene interés en la cansa. 

Kl Fisco no es pn dietario ni admmistrador de la Caja. 



:** KAI.I.OS PK I.A CQKTE SUMU5MA 

liOS fondos y rentas ele este e^aMeatniento son «te |»n»|>iv«!a<l 
«le los ínnckmarios. cmp«ea<los y agentes civiles «pie contribn- 
ven a '«irmarhis con «tescuentos (le sus suel«l«>s. Asi I*> dispone 
el articulo i." «le la Ley número 4.349 <h- «fe Setiembre «te 
i«)«>4. y l«»s artículos 5." y «>" encargan la adnnnistráción «le la 
Caja a una Junta compuesta de tres miembros, la cual está 
expresamente encargad;! fie |>ercil>¡r l<* fond«w y pagar las 
julMlacioncs y pensiones. 

Dentro del régimen de esta Ley, el Ciobierno no tiene re- 
laciones de derecho con los Jubilailos y Pensionistas, ni pue- 
de disjwner del tesoro nacional |»ara pagarks. ta oMiga.la es 
la Caja y con sus propios recursos. Por; eso el articulo S9 au,,> - 
riaa al Poder Kjecutivo a suspemlcr temporalmente la. con- 
cesión «le nuevas jubilaciones y lesiones en el caso de que Jos 
recursos de la Caja no fuesen suficientes f ara atenderlas. 

I'ero de que la Nación no sea j>arte no se signe «pie este 
asunto corresiK.n.la a la Justicia local, porque la causa versa 
sobre puntos regidos por una Ley de la Nación, como es la 
Humero 4.349- 

bis lacultades y tibligacumcs tk- la Caja Nacional de 
- lubilacioncs y Pensiones están regulas |*»r esa Ley, que es la 
crea«k>ra «le «licho establecimienío y cuya inteligencia es nuce* 
sario cletenninar i»ra decidir correctamente este pleito. 

No seria prudente confiar a las autor¡da«k-s provinciales 
la solocum de cuestiones que afectan el fnndonamiénto de 
una institución organizada por la Nación, en vista de intere- 
ses nacionales. 

A ñn de evitar peligros de esa naturaleza, la Omstiul- 
ción Nacional ha establecido en el artículo 100 que correspon- 
de a la Corte Suprema y <k-más Tribunales «le la Nación, el 
conocimiento y ilecisión «k todas las causas «píe versen sobre 
puntos regid.» por la Constitución, las Uves tk- la Nación 
v los tratados con las potencias extranjeras. Y pan «Me una 
causa verse sobre puntos regidos por las Uves de la Nación, 
hasta f|iic su correcta «lecisi.ni depelltta «le la interpretación 
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«le dicha* Leyes, enmo. aplicando una cláusula miáliiRa «le la 
Constitución de los Estados ruidos, lo dijo Marshall en e! 
caso de Cofan* versos Virginia <6 V\*lfcátoft. ffijí y lo ex- 
plicó detenidamente al fundar la sentencia efe la Suprema Cor- 
en el caso <>sl>orn versus The Bank pf the United States 19 

AYheatoil. 738. 816 >. 

Kn conclusión, opino que la contienda trátala entre el 
Juez Federal y el Juez ordinario de la Capital, del» decidirse 
en favor del primero, y emito este dictamen en la inteligencia 
de <|ttc el Procurador Fiscal de Primera Instancia ha intem* 
nido en su calidad de representante y defensor de la caíisn 
'Hihlica v de la jurisdicción de los tribunales federales y no co- 
ino re|iresentantc del Fisco, ni de la Caja, la cual deberá ser 
oportunamente notificada de la solución de este incidente. 

fosé Nicolás Mttticnso* 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BiiMM Aire», DMembre 30 «te W. 

Autos y Vistos: U>s <le contienda «le cont|>etencia entre 
un Juez Feileral de la Capital y otro de Primera Instancia en 
lo Civil de la misma |»ara conocer del juicio instaurado por 
el doctor Nicanor González del Solar (hijo) contra la Caja 
Nacional de Julrilacioncs y Ilusiones. 
Y considerando: 

tjue la demanda en lo substancial tiene j>ur objeto dejar 
sin cM-cto una resolución general de la Cajú, te ha 14 
Mayo del ano 1917. l*>r la €|tie "disintso ¡uvs-indir de to- 
dos los mandatos y 110 pagar sin*» a los jubilados en tabla y 
maro» propia" (fojas 1 vuelta». 

Que tal nsolución fué dictada en aplicación de lo li- 
IMiesto por los artículos q y 15 iW Decreto Regrlainentario de 
Octubre 19 del año »W 

Que notificado el Presidente de la Caja de dicha deman- 
da p!vsentada ante la justicia ordinaria, aquél la elevó al Mi- 
nisterio de Hacienda con los antecedentes fiel caso a fin de 
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•jue se designara al señor Agente Fiscal para «pie asuma !a 
defensa corw*pondiente (foja* J«j «le los autos ante la Jus- 
ticia Federal», y en tal virtud el Poder Kjeeutivo \hít decreto 
de fecha 6 de Junio, jiaso i fojas ¿i ) los antecedentes al Pro- 
curad* »r Fiscal en tumo. 

(Jtie el señor Procurador Fiscal ocurrió a la Justicia Fe- 
deral proviniendo la inhibitoria jmr razón de las |>ersona>, j>or- 
«pie siemlo la Caja una dcpewlencia «leí Kstailo no pneile ser 
iraida a juicio sino ante sus jueces naturales <|iie lo son los 
jueces nacionales y no los locales o provinciales, etc. ( fojas 
$r>, lo <|tie fué aceptado por el Juez Federal, promoviendo en 
consecuencia, la contienda. 

(hie la justicia común a su vez estuvo su competencia 
para conocer en la causa ( fojas ió> por los motivos expuestos 
en el dictamen fiscal de fojas 14. 

(¿w aún prescindiendo «leí carácter de la intervención 
del Procurador Fiscal, es lo cierto que se trata de un ea*o re- 
rmIo jWir disj)osicií»nes de una ley es|>ec¡al del Congreso, como 
es da número 4.349 y el Decreto Keglatnentario de la misma 
antes citado, en cuya virtud los funcionarios nacionales <|ttc 
administran la institución de la referencia dictaron la disj>os¡- 
ción qrte e* impugnada en el juicio invocándose principios del 
derecho común. 

<Jue en tal condición el casó es uno de los comprendidos 
en el articulo 100 de la Constitución y articulo inciso 1." tic 
la Ley número 48 de jurisdicción y competencia. 

Por ello v de acuello con lo dictaminado por el señor 
Procurador íieneral, se declara la ctMnjietencia del Juez Fede- 
ral |>ara cotunrer en los autos «le la referencia. Remítansele 
en consecuencia, avisándose al Juez en lo Civil de la Capital 
en la forma de estilo. Kei>óngase el |>a-|wl. 

A. Bkrmkjo. — D. E. Pamuo. — 
J. Fic.uKroa Alcorta. 
R\Mñx Mknmi. 
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ihm Sareiso farriols {sus herederos k conira el Gobierno Sa~ 
cio'iaf. por cobro de pesos; sobre competencia 

Sumario: IX'be estimar*' como uno «fe los actos comprendidos' 
cn el articulo i¿" «fe la ley número 3.9524 y por lo que no 
es necesaria la \enta del Congreso pan¡ demandar a ta 
Nación por cobro de precio o indemnización, estando 
acreditado* haberse cumplid» la* exigencias «fe ta referida 
d¡s|x>sicr»'»n legal, el «le ocupací«»u |>or j>arte del (tobterito 
«le un lote cíe ierren», sin el requisito «fe la e.\ ( »ropiaci«i» 
a que estaba autorizad*» por ley. considerándose dueño 
del mismo y entregándolo, ni tal concepto, a una empresa 
particular. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL SlfiOR JUEZ FEDERAL 

Imam Alm NoUembr* dt 1917. 

Y Vistos: I««»s pmmov¡d»s ¡ipr los sucesores universales 
«!e <l«»n Narciso Farrmls contra el <lobierm> «le la Nación, so- 
bre cumplimiento de la Ley de I Expropiación. 

Y C« msiderando : 

I. <Jue en el presente juicio se demanda al <»obicrno Na- 
cional, a efecto de que alione a los actores, «le acuerdo con J|> 
dispuesto en la Ley de Ivvpropiació», el precio «leí ierren», m- 
ttiado en el Muerto «leí Rosario, cuya propiedad i«tns se atri- 
buven. 

i 1 

II. Que la |>ark" demandada niega el carácter de propie- 
tarios «pie aquellos invocan, no existiend«> entre la Nación y 
h»s actores ninguna vinculación jurídica de carácter contrae- 

al. que ¡termita aplicar al cas» lo presertpto en el artículo l* 
de Ja Ley número 3.052. referentes a las demandas qtie se en- 
tallan o Hit ra la X ación en su carácter «te f>ers«>!lr. jurídica. 

III. Que el hecho generador de la litis lo constituye un 
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acto <fe poder soberano «leí (iobienio Nacional, siendo en con- 
secuencia necesario |>ara demandarlo la corres|>ondiente venía 
cid II. Congrego. 

IV. Que nada implica que la* relaciones entre el Poder 
ftjectitiyo y la Empresa constructora «leí Puerto del Rosario, 
revistan un carácter contractual, puesto que ellas son comple- 
tamente ajenan a este litigio. 

Por «esto resuelvo declarar la incwoptteueia «leí Juzgado 
para seguir entendiendo en esta causa. Notifiquesc. repónga- 
se y «leviulvase al Ministerio <le Obras Pública» el expediente 
agregado sin acumularse y oportunamente archívese. — Sañl 
M. ' Kscóhar. 

VISTA riSCAL 

Basaos Airea, Abril i ét M*> 

Kxcma. Cámaras 
Datla la naturaleza de la acción deducida y de los hecho!» 
que la fundamentan este Ministerio PúWico es «le opinión que 
la Nación es demandada en el casi» de autos en su carácter 
de persona jurídica, es decir, como ente susceptible «le adqui 
rir derechos y contraer oMigaciones regladas por el ilerecho 
común, y que. en tal concepto, la presente demanda encua 
dra «lentro de los términos del articulo te de la Ley nume- 
ro ,VD5¿. 

l*or tanto y resultando de las constancias «leí expediente 
administrativo tiaido "ad efféctum videml¡'\ que se lian lle- 
nado en el suh-judice los extremos exigidos |>or el citado ar- 
ticulo i «le la bey número ¿.952 relativos a la previa reclama- 
ción de lo* derechos controvertidos ante el Roder Ejecutivo 
y su delegación por parte «le éste, estim» en mi carácter de 
representante «leí Ministerio fúMico. «que corrcq>on«leria re vet- 
ear la resolución apiada «le f«ijas *¡. ppr la que el señor Juez 
"a quo" declara su ¡ncon«|»eteiKÍa para seguir entendiendo en 
esta causa instaurada por doña Manuela Fernindet de Fa- 
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mol» y otro* contra d Gobierno dt b Nación, sobre cobro de 
peso*. — Roérigurs Urrrie. 

SEXTSJXCIA 0* I.A CAMAEA nMBAfc DR. APCL-ICSOM BS 



Vistos y Considerando: 

Que ea el aw» se ejercita uta acetó» crvtt por cobro de 
pesos, emetfnite de «na npfo pia thw que habría rtalaradn la 
Nación por concepto — ■atutahimiti - de otiKded panuca. 

Que de mn sia u icuU, «¿rudo h» expropwcwii por urifidad 
póbtica ana |n rwajaliwa emreprional reconocida al Batado 
«orno entidad política y que cono d no pueden ejercitar tas 
otra» personas de ex i s tencw ) ñ iiu U o jwMka por sí, es wdu 
dable que la acción** Hit esconsccncacia de un acto de la 
opino entidad dd de redas púMico. 
Qoe siendo db» asi, no procede cate se dé cuno a la de- 
manda mientras no m obten** la respectiva veai- dd Hora». 
iWe Congreso: 

ui óar acsoues y los f anden tiiaos dd anto 
•pac no corresponde par ahora dar curso a 
m doia Manada Fir n i nd u de Fa- 
rriob» y otn * contra d Gobierno de la Nación. — f. Awku. — 
En «aidnda dt íundamentnt: Majad L. Jmtut. — Mtmntl 
B. «V Amtkmvm — En disidencia: Umretümo R tt tb im . — 
Á, Vi 





.... - > 
Vistos y 

i.* Que pata la ih wr nana t wi i i dd carácter con que ha 
procedido la Nación en d caso «a» jmKtt deba apreciarse la 
naturaleza dd acto que ha dado motivo d presente jtrieto. 

3* Que sefún comta de a u to s la Nación bñ 1 ocupado 
d sote da terreno de que se trata y cuya prnpiiáad descono- 
ce al demandante, en su carácter de propietario de dicho uv 
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mueble, y como tal. lo ha destinado a las obras <lel Puerto del 
Rosario. 

3» Que en tal virtud y no existiendo vinculo contractual 
con el demandante, es indudable que la Nación al destinarlo 
a una obra pública, ha procedido como poder administrador 
o entidad del derecho público y no como persona jurídica. 

Por esto, de acuerdo con l<> resuelto por esta misma Cá- 
mara en el caso análogo seguido por doña Adela Madema de 
Frederking contra el Fisco en 3 de Julio de 1917 y funda- 
mentos de la resolución apelada de fojas 27, se declara la im- 
procedencia de la demanda por falta de autorización legisla 
tiva. — Miguel L. Jantus. — Manuel B. de Anchorcna. 

DMIMNCtA 

V Vistos y Considerando: 
thie el señor Juez a <¡no, por las consideraciones aduci- 
das en su resolución de fojas 27, ha declarado de oficio su in 
competencia para conocer en esta causa, por entender que el 
hecho generador de la litis, lo constituye un acto «le potler so- 
berano del ('.©bienio de la Nación, siendo en consecuencia ne- 
cesario para demandarlo la connietente venia del Honorable 
Congreso. 

(¿ue en atención a la naturaleza «le la acción sub lite que 
versa especialmente sobre reclamación al Gobierno de la Na- 
ción de la suma «le pesos 108.500 moneda nacional, en con- 
cepto de precio de un lote «le terreno que se dice fué ocupa- 
do por las obras ejecutadas en el puerto del Rosario, y que 
afirman ser de su propiedad, por haberlo adquirido del Go- 
bierno «le la Provincia de Santa Fe. es indudable que la Na- 
ción es demandada en su carácter de persona jurídica y en 
tal concepto la demanda encuadra en la disposición «leí ar- 
ticulo iif de la ley número 3.95a (Corte Suprema, tomo 122, 
página 318 y 100. página 326) . 

iQue las exigencias «le dicho artículn, de haberse justi- 
ficado, haber procedido la reclamación «le los derechos con 
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trovertidos ante el Poder Ejecutivo y su denegación por parte 
de este, hállase acreditada en forma, én el expediente que co- 
rre jx>r cuerda reparada. 

Por ello y de conformidad a lo aconsejado y pedido por 
el señor Procurador Fiscal de Cámara, se revoca la resolu- 
ción ajvtada de fojas 27 y se diseñe bajen los autos a prime- 
ra instancia pura que reasumiendo el señor Juez de sección la 
jurisdicción de qué se ha desprendido, sentencie la causa con 
arreglo a «lerecho. Notifiquese y repóngase el sellado en el 
juzgado de su radicación. — A. Vrdinarram. — Marcciwo 
Escalada. 

F.\M.O DE LA CORTE SLTBKM A 

Bmm Alm. Dftctmtrt * é* IM». 

Vistos y considerando; 

Que la incompetencia «le la atstuia federal pura conocer 
del caso» se hasa en que el recurrente no ha obtenido la venia 
previa del Honorable Congreso para demandar a la Xaelón, 
siendo que no se trata de una de la acciones civiles a que ;e 
refiere la ley 3.952. por cuanto no existe vinculo contractual 
con el demandante. 

Que la acción instaurada tiende a cobrar en su caso el 
precio e indemnización del fcjte 59 de los terrcios conocidos 
por el Bajo del Rosario, ocupado por el Gobierno sin el re- 
quisito de la expropiación a que estaba autorizado |>or la ley 
número 3.885» considerándose dtteik» del misino y entregán- 
dolo en tal concepto a la Empresa constructora del Puerto 
de dicha ciudad. 

- 

Que la adquisición aunque se trate «le venta forzosa no 
pierde su carácter de convenio de derecho común y en tal con- 
cepto no es de estimarse qtie el expropiante proceda como 
poder público si 110 como persona jurídica. 

Que la circunstancia de ocupar bienes ubicados dentro Je 
la zona cuya expropiación está autorizada y que se reclaman 
por los que se consideran con derecho a ellos no puede hacer 
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variar la naturaleza del acto a los fine- del juicio íte opio- 
(nación. 

Que en consecuencia dicho acto del* estimárselo como 
uno de los comprendidos en el articulo i." ele la lev hútnc- 
ro 3.952- 

<Jue además, es de tenerse presente que la discusión acer- 
ca de la propiedad «le un inmueble sujeto a expropiación y 
cuya |M>sesión se ha tomado ]>or el expropiante sin llenar pre- 
viamente las requisitos establecidos :por el articulo 17 de la 
' Constitución y por la ley de la materia, es de e-timársela 
como emergencia o consecuencia del juicio mismo de expro- 
piación. j»ra dilucidar más ampliamente los derechos que las 
partes creen tener, al igual de lo que ocurre aún dentro de 
los procedimientos normales de dicho juicio, y en otros en que 
la XacHin procede como poder púlriico. 

Kn su mérito y fundamentos concordantes de la disiden- 
cia de fojas 42. -c revoca la sentencia apelada en cuanto de- 
clara la inconqtttcncía de la justicia federal. Devuélvase al 
juzgado de origen para que reasumiendo la jurisdicción de 
que se ha desprendido conozca en el pleito. Xotifiqucse ori- 
ginal. 

A. líKKMEjo. — Nicanor G. del 
Solar, — D. E. Palacio. — 
Fmxkkoa Aixokta. — Ra- 
món M KXlltiZ. 



Don /<M¿ HVcish contra don Carlos itarraffíe y otros, solm 

rcfrniiidiauivH* 

Sumario: t¿ La excepción de falta de acción opuesta como 
ilefensa general al contestarse la demanda, es de carác- 
ter |K*rentorio, cuando importa negación jlel deréclló que 
se reclama como materia principal del pleito, y su rcsoltl. 
ción del* ser previa al de la prescripción, ciado que esta 
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tiene .¡>or admitida la existencia del derecho y sanciona 
su pérdida. «por excepción, «n virtud de circunstancias 
rjne la ley determina al efecto. 

*. n La falta <lc personería fundada en la inexisten- 
cia y la nulidad del titulo que invoca el demandante, O 
-ea en el caso, la cesión de derechos, es, en rigor, falta 
de acción. 

3f No puede prosperar una acción reinvindicaio- 
ría que se funda en una cesión dé derechos que el ceden- 
te no tenia ya, |>or haber sido ellos vendidos. c»n anteriori- 
dad, eii pública subasta, en cumplimiento' de resoluciones 
¿judiciales dictadas contra él. 

4, " I«as resoluciones de tos tribunales provinciales 
dictadas dentro de su competencia, no pueden ser revisa- 
das por los de la Nación, sino en los casos del articulo 14. 
ley 4«, y la reparación del agravio que aquéllas produz- 
can detw Imscarse en los mismos, salvo cuando se hayan 
discutido cuestiones que puedan dar lugar al recurso ex- 
traordinrio que autoriza la referida disposición lega!. 

5. " 1.a reserva de derechos solicitada subsidiaria 
mente |>or el actor ]iara ¿er pagado con preferencia a 
otros, de fondos pertenecientes a otro juicio, es una cues- 
tión que no corresponde resolver a la Corte Suprema sino 
al juez de dicha cattsa, como incidente de la misma. 

Caso: Resulta del siguiente: 
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Bmn Aires. Dteinfere 26 4t 1110. 

Y vistos: Los seguidos |>or don José Milessi contra dotó 
Carlos Iturraspe y otros, jwr reivindicación del campo de- 
nominado "Monte de 'a Oscuridad", de los «pie resulta:* 

l.° Qw en Agosto 10 de 19Í6 (cargo del escrito de 
fojas 27 » el a^tor. por medio de apoderado se presenta ante 
lo* Tribunales Ordinarios de la Provincia de Córdoba ex- 
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poniendo ciue el i. 9 de Agosto de i&>i, don Pascual Lenei- 
na, con autorización de don Hcraclio Román otorgó boleto 
de \*nta a favor de los señores íVdro y José Milessi, por el 
inmueble "Monte de la Oscuridad", ubicado en la Pedania 
"Libertad". Departamento de San Justo, con trece mil qui- 
mentas ochenta y tres hectáreas, ochenta y cuatro metros cua- 
drados. 

2. °^ (Jue el inmueble de referencia tiene como colindan- 
te al Fisco |>or el Norte. Este y Oeste, y al Sur la suerte nú- 
mero 85. Serie B. 

3. " tjue. 1*>r el Ixjleto mencionado. Román se obligó a 
escriturar en el mismo año, previa mensura judicial: venci- 
do el término y habiéndose negado el vendé<k>r a otorgar la 
escritura, los señores Mtlessi le siguieron juicio, y por fallo 
de esta Corte, de Octubre 24 de 1895, fué condenado a es- 
criturar y tal obligación fué cumplida en Diciembre 5 f& 
mismo ano. pero sólo se les «lió la posesión de una fracción 
pequeña, en razón de que los actores debían esperar que se 
fallasen otros pleitos que Román seguía contra terceros, se- 
gún otra decisión dé esta Suprema Corte en el juicio seguido 
por entrega de la posesión. 

4/ Que atenta esta situación de hecÍK>, los señores M¡- 
lessi y Kontáa celebran m un convenio por el que el segundo, 
entregaba a lo* comprador* *, mil trescientas nueve hectáreas 
libres de toda otra posesión : el resto lo entregaría una vez 
fenecidos los juicios pendientes . Milessi por su patte, an- 
ticipó a Román cuarenta mil pesos, a cuenta del precio de 
venta, Ua tradición <le la superficie que Román entregó por 
el convenio referido, se dió por el Juez de Paz de ^Monteros" 
en cumplimiento de decisiones del Juez Federal, y en conse- 
cuencia los actores están en posesión de <k>$ mil novecientas 
hectáreas más o ifeno*. «lesde Octubre 7 de 1897. 

5." Que iniciada la mensura de todo el campo en el 
año 1891 fué protestada jx>r los señores Tristán A. Malbrán 
y otros que alegaron ser propietarios del mismo; pero pro- 
ínoviila la respectiva contienda judicial, fué decidida en Sep. 



tiembre 16 de hjo¿. i>or la Cántara Federal de Córdoba, «te- 
clarándose insubsistente la oposición de Malbrán y otros, y 
se aprobó la operación de mensura y nepdsiciÓn de mojones 
protestadas por éstos. 

6. ° Que al pretender Kotnán tornar ia posesión del cam- 
po, lo encontró ocupado por terceros que detentaban una su- 
perficie de diez mil setecientas ochenta y tres hectáreas, ochen- 
ta y cuatro metros cuadrados más ó menos. 

7. " Que Kotnán fué legítimo propietario y jioseedor del 
campo que se reivindica; tuvo la jk> sesión efectiva al adqui- 
rirlo en Julio 18 de 1887 de Xqpoleón Saravia y de Elisa Sa- 
nma de Saravia. quienes lo adquirieron por cesión que en 
Abril ¿o de 1886 les hizo el tiobiento de Córdoba en com- 
pensación de terrenos que el mismo les había tomado en el 
Departamento de "Río Seco". 

8: 1 Que en la escritura otorgada a los señores Saravia 
por el dobiemo de Córdoba se estipuló que si al trazarse la 
linea divisoria con la Provincia de Santa Fe quedaba dismi- 
nuida la superficie vendida, el Oobierno la integraría con cam- 
pos fiscales adyacentes. 

9. ** Que según resulta de la escritura que acompaña, 
los herederos de Román, señores José A., Heraclio C, Ven- 
tura y Clara Román d- Román con venia de su es|>oso José R. 
Román, ratifican y confirman la cesión que el causante hi- 
ciera en 191 1 a favor de don José Milessi. de todos los de- 
rechos y acciones litigiosas que les comj>eiíaii en el inmue- 
ble reivindicado, a cuyo efecto el actor y el señor Román, en 
cumplimiento de un convenio que tenían celebrado, se presen- 
taron ante la Cámara de Apelaciones en lo Civil, en el juicio 
que por cobro de jwsos iniciaron los señores Román y .Allende 
contra el señor Heraclio Román, declarando éste que la suma 
de veintiocho mil pesos consignada en ese acto por Miles*}, 
como propietario del campo "Monte de la Oscuridad", para 
abonar capital, intereses y costas, es decir, el saldo de precio 
de dicho campo. 

10. " <Jue. con arreglo al convenio preindícado, e| actor se 
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considera con todos los derechos reales y persoiiale» «|ue lm- 
hicscn iiertenccnlo a Román sobre el cainpo en cuestión, tolla 
vez que iior la cesión referida, se le ha facilitado a elk>. y «i. 
vindica con» firpeurator m rem suam. prescindiendo de si la 
ha hecho «> no tradición material de la cosa reivindicada. 

ii." yne autorizan esta acción los articulo* 1.444 ••44? 
v 1.196 del Código Civil, y »»í íó ha establecido también la 
•jtirispntdenda de la Suprema Corte en los fallos de los to. 
¡tíbs itágina 372 y tomo 59. página 3*4. «mw lógica con- 
secuencia de la deposición del artículo I.196 del Código Ci- 
vil, que «la al acreedor el derecho de hacer uso de todo* los 
derechos y acciones que corres|x>ndan a su deudor : V de con- 
siguiente si el señor Román, causante del actor, no le hito 
tradición este puede, haciendo uso de las acciones que tema 
aquél, obtener de terceros la entrega de la cosa vendida. 

nr Qne fundado en lás disposiciones citadas y en la- 
de los artículos 2.758 y 2.790 del Código Civil, viene a hacer 
valer de los derechos que les corresponden como cesionarios de 
Román y. al efecto, deduce demanda reivindicatoría contra 
los ocupantes del campo reivindicado señores Carlos. Fran- 
cisco. Ignacio. Rodolfo y Enrique íttirraspe- Federico Cabot. 
Adela Iturrasj* de Dannusoo y Angela Ituitaipe dé Galin- 
dez. a fin de que. en definitiva, sean condenados a la restitu- 
ción dél inmueble deslindado, a la indemnización de daños y 
perjuicios, frutos y costas del juicio. 

■ 3" Q«c l«™ el caso «le que no se hiciera lugar a la 
demandan, se reserva el derecho de exigir que sea pagado su 
crédito con preferencia al de los señores Uomán y Allende 
o d« cualquier otro contra el señor Heraclio Román. — pago 
que se i>ersigiie ante b» Tribunales locales. — a cuyo efec- 
to pide se trabe embargo preventivo én la suma de noventa y 
seis mil seiscientos quince pesos consignada i*»r el •>«■ Carlos 
A. Ahumada én representación «le «Ion Amadeo Duche, como 
precio de la compra en remate publico del campo "Monte de 
la Oscuridad", y sin que esto importé reconocer la validez 
de dicha compra. 
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■ 4" Ü« licita también se decrete el embargo pre- 
wntivo del inmueble y se cite de evicckVn al Ctobierno de la 
Provincia «le G'»rdol>a en su carácter de enajenante origi- 
nario del cam|K> reivindicado. 

■ 5." Que emplazados los demandados por auto de fo- 
jas ¡jari citaron de evicción a la Provincia de Santa Fe. y ésta 
se hizo parte en el juicio i fojas 83 > sin aceptar la conqicten- 
cia de los Trilntnales de la Provincia de Córdoba, en virtud 
de lo cual el Juez de la causa dictó el amo de fojas 8i> vuelta 
declarándose mconi intente a mérito de lo dispuesto 1>or el ar- 
ticulo 101 de la Constitución y artículo i.° inciso l.' 1 de la 
Ley 4*. 

16/ Que acreditada la jurisdicción originaria de esta 
Corte i fojas loy vuelta » en mérito de los documentos corrien- 
tes de foja* 102 a foja-; 108. se corrió traslado de la deman- 
da y la Provincia de Santa Fe compareció a contestarla a 
fojas r 19. 

( J ue ,a Provincia citada pide el rechazo de la de- 
manda oh: costas, y expone : 

iK." Qiuf antes de entrar al exstn » de la acción dedu- 
cida, cree «leí caso observar <pie el actor empieza mencionan- 
do una venta hecha en ift>5 por lleraclio Román a Milcssi 
hermanos, como antecedente de su derecho, y concluye por 
fundar la demanda en una cesión cjue dice fué otorgada por 
' Koirán no ya a Milesi hermanos, sino al actor, en virtud de 
una escritura tic 19I I, de la que no se menciona antecedente 
alguno que jiermiu demostrar su existencia. 

in," Qué aíin cuando al escritura aludida fué ratificada 
jior la <pie se otorgó en Julio 31 de 1016 ante el escribano Ca- 
rranza, y aún sien<lo exacto «pie el actor es sucesor de Mi- 
lessi hermanos no está demostrado en la escritura otorgada 
ante el escribano Carranca, une los «pie allí se dicen herede- 
ros de «Ion Heraclío Román, tengan en verdad el derecho que 
se atribuyen, ni se acompañan ni mencionan los comproban. 
tes que acrediten la existencia real cíe la cesión en ■»>• ■ que 
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se invoca., ni la calillad de único sucesor de Milessi herma* 
nos que el actor se atribuye. 

M." Que desconoce pues, los extremo* respectivo* y no 
formula excepciones previas, porque interesa tambiwi a la 
provincia definir la situación de la* legítimos propietarios del 
campo que se reivindica, perturbada por la insistencia del ac- 
tor -ue damanda ahora a los señores Iturraspe después de ha- 
lier litigado sin éxito durante muchos años invocando siempre 
él mismo título ineficaz, sino nulo, contra Román y otra* 

personas. * 

21. » Que las manifestaciones del actor fundadas en ac- 
tos que pasaron en fecha incierta 6 en expediente* que no pue- 
den consultar, lo pone en el caso de desconocer la personería 
.pie el demandante se atribuye para accionar como sucesor de 
Milessi hennanos en nombre de sus titulados cedentes, y nie- 
ga también todos los derechos invocados como fundamente 
«le la demanda y que no se comprueben en fonna. 

22. " Que debe observar, además, epte por ante esta Corte 
Suprema se tramita un juicio análogo al presente en que apa- 
rece como reivindicante del campo que aquí se discute, el Se, 
ñor Amadeo Duche, quien invoca también el titdlo de Román, 
y de aquellos autos resulta : o> que en Córdoba y por ante el 
Juzgado del doctor Morcillo, secretaria Galindez. ha existido un 
juicio ejecutivo seguido por los señores Román y Allende 
contra «Ion Heraclio Román, en el cual fué embargada en ma- 
yor superficie la totalidad del campo que aquí se reivindica : 
b) que ese embargo dió lugar a una tercería de dominio de- 
ducida por Milessi. desestimada en Altana instancia por los 
Tribunales <le Córdoba ; c ) que se ordeno la venta judicial del 
campo, la que se efectuó y fué (protestada |>or don Heraclio 
Román v pur don José .Milessi; d) que la protesta motivó un 
incidente que fué fallado en Marzo «le 1014 l*>r la Cámara 
de Córdoba, contra los señores Román y Milessi, y una vez 
oblado el precio se mandó dar la posesión al comprador pu- 
che e inscribir el titulo: f) que la posesión quedó en supu- 
so porque al pasar al naciente de un alambrado que atrane 
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*a el campo, donde existe un mojón provisorio de riel de do* 
metros treinta centímetros de altura con la inscripción al Sud 
"Córdoba", al Xorte "Santa Fe", se presentó el señor Carlos 
ltttrraspe cotí el Juez de Paz de San Guillermo (Santa Fe), 
y protestó la operación, que tur suspendida en la parte pro- 
testada, dándose por terminado el acto. 

23" Que de los antecedentes preindicados, resulta que 
el señor Milessi intenta reclamar ante esta Suprema Corte lo 
f|tie reiteradamente le .ha sido negado en juicios seguidos por 
él ante los Tribunales de Córdoba, sin tener en cuenta que 
los Tribunales de la Nación 110 pueden rever los fallos de lo* 
/e las provincias, ni reabrir juicios fenecidos. 

24. Que el actor ha mencionado el juicio de Román y 
Allende y la consignación que 'Milessi hiciera en ese jinc 
jx?ro se ha abstenido de agregar que desistió «le la consigna- 
ción a ihxo de realizada. 

25.* Que tampoco ha hecho presente que reconociendo 
y aceptando el rechazo de las tercerías deducidas por él en 
el juicio de Román y Allende, una vez aprobado el remate, 
dedujo una tercería de mejor derecho ]>ara ser reintegrad 
con preferencia a los ejecutantes, de la suma de pesos «la? 
renta mil más o menos, que constituían la -parte de precio en- 
tregado por él a Román a cuenta de las tierras que motivan 
este juicio, y que Román no había podido entregarle por no 
tener la posesión de lo vendólo, ni recuerda que esa tercería 
de mejor derecho fué desistida después de trabada la litis, 

'26+ Que tales 'antecedentes permiten afirmar que el 
actor procede con malicia pretendiendo desconocer la autori- 
dad -«le la cosa juzgada, establecida ]>or reiteradas sentencias 
ejecutoriadas o por desistimientos que producen iguales 
efectos. 

27." Que rechazadas las tercerías y declarada firme la ad- 
judicación en remate judicial, .hecha a favor de Amadeo Du- 
che, es indudable que éste es el único actual titular legitimo de 
cualquier derecho que a dichas, tierras pudiera haber te- 
nido Román, desde que Duche es (filien por sentencia ha 
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sido judicialmente decl»ra<l<> adjudicatari.» de los derechos 

de Román. ... . . 

¿g" Que habiemlo intervenido en el juicio ejecutivo el 
propio los¿ Milesi. « t >oiüéndose al remate por medio de una 
tercería" de dominio, en la que resultó vencido, no puede hoy 
de*coi*.cer 11 objetar en forma alguna la legitimidad o validez 
d«r la adquisición «le Duche, fundado en el mismo titulo en que 
basó la tercería v que lo fui desconocida ,K»r sentencia eje- 
entonada, pues lo entraño equivaldría a reabrir juicios fe- 
necidos v desconocer la autoridad de la cosa juzgada. 

Que de los antecedente» de la tercería resulta ade 
,„á< «pie no ha existi.lo la supuesta cesión de tQl i conhnmvla 
v ratificada en i«>ió. liecho qlte probará si fuera negado, ade- 
más «le que esa tercería fué desistida, lisa y llanamente l«> que 
impediría al actor reentrar la parte «le precio «pie dice na- 
ber |»agado a Romá" ,por ticrr « «pie no se le entregaron. 

VO" Que no se hizo tradición «le las tierras «pie se reí 
vindican a Milessi hermanos, ni a Reman, ni a sus causa-ha- 
bientes ih>t SUS res|*ctivos causantes. 

,, <• Que la escritura de fojas 19 no vale como ce«.« 
ni coito raÚtícacíón «le la cesión anterior. j»on|Ue 110 esta ju>. 
tifica«la la ,*rso oria «Je los otorgantes: y el documento pri- 
vado anterior, cuyas estipulaciones se trata de ratificar, no ta 
sido extendido en la forma de ley. 

Que en el mejor «le los casos la cesión privada »c 
habría hecho tres años después de la adquisición dé Duche, 
v la escritura de ratificaci. .11. con interioridad al rechazo de 
la tercería que dedujera Milessi en el juicio ejecutivo que se 

lia incncH>iia«lo. . 

33" One prcscindiemU . «le otras considcracmtie* relati- 
vas a la falta «le titulo de Milessi. sea como compra.lor O ce- 
Sionario de derechos, la demanda es improcedente. ,x»rque se- 
gím resulta «leí titulo «le Abril 30 «le .886. otorga.lo por el 
Gobierno «le Córdol» a los señores Napoleón Saravia y Eh- 
sa Saravia. «punió convenido que en el caso «le ..pie al trazar- 
se la linea divisoria con ta Provincia de Santa Fe se tomara 
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alguna partv cié este terreno, i! Gobierno de Córdoba la in- 
tegraría con terrenos fiscales adyacentes. 

34." Que. además de que los causa-habientes tic Milessi 
contratarán a sabiendas sobre una cosa cuestionada, esas tie- 
rras estal>an v ya desde aquel entonce*, reservadas a los deman» 
dados y ocupadas por éstos en virtud de enajenaciones hedías 
]x>r Santa Fe en 1883. 

35-" Qíie el titulo cQ que >e funda la demanda, no se re 
fiere al terreno reivindicado, pues, según se expresa en la 
escritura otorgada a Sara vía en i886 f el deslinde debía ha- 
cerse midiendo dos leguas al Norte, rumbo corregido, desde 
el lindero Xor-Kstc de la Suerte 85 B. y dos leguas \-einte 
cuadras y treinta y siete varas, desde donde terminaran aqué- 
llas, con rumbo Oeste magnético", y procediendo *le esa ma- 
nera resulta que el terreno asi deslindado, queda al Oeste O 
Xor-Oestc del que se intenta reivindicar. 

y*-° Q uc «"anclo los Saravia ver-dieron a Román. no 
pudieron darle la posesión parqué a su vez no la habían reci- 
bido <le la Provincia de Córdoba, y que ai cumplirse por Ro- 
man la obligación de escriturar, impuesta por sentencia y a 
mérito del boleto otorgado a Milesi en Agosto 1." de iftji. se 
hizo constar que no |>odia entregarse la posesión a &ÍHtí3>i 
porque el campo estala en posesión de terceros. 

37" U uc e ' título <le tes demandados tiene por origen 
una venta hecha |>or Santa Fe a favor de los señores López, 
y Arias a mérito de una ley de Julio 25 de 1881. y pór es: f. 
turas de Julio t8 y Diciembre 21 de 1883. 

38." (Jue los compradores solicitaron al Juez de í.° ins- 
tancia de Santa Fe, el deslinde y amojonamiento <lel campo; 
el agrimensor don Abelardo Bayona efectuó la mensura, y 
ésta fué judicialmente aprobada. 

39* Que, como consecuencia t\c la meivsura. el señor Ho- 
norio Rigand alegó ante el Coiné rno que se le tomaba una 
gran fracción de tierra comprada a la Nación, y el Gobierno 
de Santa Fe dispuso que al Oeste de las tierras ya escritura- 
das a López y Arias, se reservase una su|>erfic¡e de once te- 
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gua* más «) menos, para integrar la superficie que pucdtera 
faltar, hasta el t«>tal de lo vendido. 

4D. rt Que en 1887, a petición dd ¿eftor J. Bernardo Itu- 
rraspe, representante de los sucesores de L,ópez y Arias, el 
Gobernador designó al ingeniero Foster ¡para que mullera a 
Costa de los interesados el terreno existente dentro ele los 
linderos que expresaba el titulo de 1885. y ubicara el área que 
resultara faltar a causa de la superposición alegada por 
Bigand. 

41. " Que efectuada la mensura por el ingeniero Foster. 
fué aprobada administrativa y judicialmente: y en 1889 se 
otorgó a los señores Agreto. Kossi, Iturraspe y Méndez iXotu 
zálvez, un titulo succiono o de integración en el que se ha- 
cía constar que las ventas de 1883. se superponían a tierras, de 
Honorio Bigand y en consecuencia se otorgaba a los sitce- 
sores de I^pez y Arias una superficie igual a la superposición 
resultante de la mensura o sean veintisiete mil ochenta y sie- 
te hectáreas, quince áreas y cuarenta y seis centiáreas. ilentro- 
de \u que se encuentra el campo de que se trata ele reivindicar. 

42. u Que esas tierras están en jurisdicción de Santa Fe; 
aunque Córdoba las hubiera enajenado, nunca um> la pose- 
sión efectiva o jurídica, jnies sien^re fué ejercida pública- 
mente por la Provincia de Santa Fe. antes y después del laudo 
arbitral dictado |K>r esta Corte Suprema. 

|4* Que los sucesores de Santa Fe. en el dominio -Je 
esas tierras, tomaron la posesión a raiz del decreto de 1886. 
levantaron poblaciones y en 1887 constniyeron alambrados 
que aún subsisten, en todo el perímetro del cami>o, y que es 
el misino que trataron de trasponer los que pretendían dar 
la |H>sesión a Du^he y que motivó la o|>osición del señor Car- 
los Iturraspe. 

44. Que la rein vindicación fundada en el titulo de ce- 
sionario no proceile. porque el vendedor originario, la Pro- 
vincia «le Córdoba, nunca tuvo la propiedad <le esas tierras; 
jorque el titulo no se refiere al campo que motiva d litigio. 
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3- porque en el supuesto de un conflicto de títulos ¡guale*, la 
propiedad pertenece al |>oseedor.- 

45. Que opone, adema-, la prescripción treintena ri a. 
pues si bien los sucesores de Santa Fe tomaron pasesión en 
1886 y se les otorgó la escritura en 1889, {Hieden unir su po- 
.sesión a la de su antecesor que es la Provínciá de Santa Fe. 
que la tiene desde tiempo inmemorial. 

46. " -Que la confusión <le limites no obsta a la prescrip- 
ción, pues cesó «le derecho en 1882 y de hecho en 1885 : y sien- 
do la división de condominio simplemente declarativa, la po- 
sesión «le Santa Fe, reitera, es inmemorial, pues los terrenos 
reinvindicados quedan dentro de la jurisdicción fijada ]x>r el 
laudo de esta Corte Suprema. 

47. " (Jue también opone la prescripción ordinaria, pues 
aún suponiendo que fueran discutibles los derechos de Santa 
Fe. los demandados «poseen justo titulo con arreglo al artícu- 
lo 4.010 «leí Código Civil y han poseído iriás tiempo del re- 
querido por la ley para que esa prescripción se opere, simdo 
esa posestán de buena fe, rano se ha establecido en casos 
análogos por la jurisprudencia de esta Corte. 

48, Que conferido traslatlo de la excepción de prescrip- 
ción (fojas 139 vuelta) el actor la contestó a fojas 141 ale- 
gando en lo sustancial : a) que no le consta ninguno de los 
hedios itnv. -rulos por la demandada como fundamento ele lá 
excepción: b) que desconoce el carácter qtte se atribuye a 
la mensura y demarcación de limites interprovinciales por el 
agrimensor Agttirre; c) que las tierras se hallan en la Pro- 
vincia de Córdoba y por tanto la provincia carece de titulo y 
no pueden tenerlo su» causa-habientes para prescribir; 4) que 
en todo caso la posesión ha sido clandestina ; e) que en Di- 
ciembre de 1887 según la mensura de Narvaja, no había en 
el campo señales de ocupación, ni hubo lindero que protesta- 
ra la operación, aparte de que según lo expresa la demanda, 
el campo fué entregado en Abril 24 de 1889 y dos años des- 
pués al efectuarse una segunda mensura se encontró ocupado 
|>or Tristán Maíbrán y otros; f) que en el mejor ele los casos 
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tas prescripciones invocadas toarían interrumpidas jH>r de- 
mandas seguidas sin solución -«le continuidad contra los deten- 
ta* lores dd cambio remviitidkado. 

C 4M-" Que* VOT lo demás, niega qw se ejecutaran las 
tierras que se litigan en este juicio, y niega también que Jlo 
pudiera hacerse sin alterar y desacatar la cosa juzgada, 
asimismo que en tal ejecución se hallara comprendida la si*- 
jierficie que existe en fmk»r del actor, |x>r haberle sido en- 
tregada la |*>scsióii judicial, y solicita se desestime la pres- 
cripción opuesta. 

50." Que abierta la causa a prueba «fojas 149) se pro- 
dujo la que expresa el certificado de fojas 459, se presenta- 
ron los alegatos de fojas 466 y 554. y se llamó autos para 
definitiva (fojas 633 vuelta». 

- 

Y Consideramlo: 
1." Que cim arreglo a los términos de la "lilis contesta* 
tiu'\ la acción reivindicatoría no se funda en un derecho orí- 
guiarlo del demandante, pues éste no alega su propio dominio 
ni gestiona la reintegración de la posesión que ha perdido; in- 
voca los derecho» emergentes de la cesión que según afirma 
te fué hecha \*>r Román. Y en tal sentitlo es bien explícita 
la manifestación del propio actor, que actúa según lo expresa, 
como "procurator in rem suani" y con prescindeneia «le mdo 
derecho real propio, ejercí taUe solamente en el caso de estar 
cumplido el requisito esencial tle la tradición que estatuye el 
articulo 577 del Coligo Civil t Fallos, tomo 55- pájptta 3?2: 
lomo 123. |KÍgina 224 y otrosí, 

A" Que ello establecido como punto de partida para el 
examen y decisión de la causa, es del cas*» considerar ante 
todo, la excepción de falta de acción opuesta como defensa 
general al contestar la demanda, pues como lo hn consagrado 
la jurisprudencia de esta Corte Suprema, tal defensa es una 
excepción i>crcntoria ( Fallos, tomo Jo. -¡w'iginn 14': tono 
página entre otros > cuando importa negación tlel dere- 
cho que se reclama como materia principal del pleito t Fallos. 
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tomo y. j»ágiiia 568), pues <laría por concluida la litis en caso 
de justificarse (Fallos, tomo 18. página hjok 

3« yue el examen de l<»s Wtéem fui>damentos que *e 
invocan para sustentar esa defensa, tiene que ser previo al de 
la prescripción <¡ue tamtñéti se ha «puesto, toda vez que la 
jTescriiwhMi tiene por admitida la existencia deJ derecho y san- 
ciona su pérdida por «xceiwióii *n virtud <le circmrstaiicias 
.pie la ley determina al efecto, ocurridas con interioridad a 
la adquisición del derecho, de donde se desprende lógicamen- 
te que solo pue<le perderse |*>r prescripción un derecho efec- 
li vanante adquirido, Ua falta de personería, en los términos 
en «pie aparece fundada, es en rigor, falta de acción en cuan, 
to se alega, entre otras ciretmstancias. la inexistencia y la mi 
Helad de la cesión (pie es el titulo cpie invoca el demandante, 
y ello importa la negación ahsolnta del derecho que el actor 
se atribuye sin consideración a circunstancias posteriores a 
>u adquisición originaria capaces de enervarlo por prescrip- 
ción. 

4. " Que el punto primordial de la litis re|>osa ¡mes. en 
una cuestión previa a todas las demás que se han sometido at 
pronunciamiento de esta Corte: «pie el actor tenga el derecho 
que se atriliuye por habérsele efectivamente transmitido, y 
pueda como consecuencia, accionar |»ara pedir su reconoci- 
miento, prescindiendo «le si ha |iodido o no extinguirse por 
prescrqición el que sus causa habientes entendieron transmi- 
tirle. 

5. " One se ha sostenido por la Provincia de Santa Fe 
que él reivindicante no ha acreditado ser el único sucesor «le 
Milessi Hermanos, ni que existiera efectivamente la cesión de 
Román a su favor que se dice efectuada en ton y que dio 
)w¿ar a la llamada ratificación hecha por escritura pública 
en iyi6 por titulados herederos de Román. 

ó." Que la Provincia de Santa Fe ha síistciiido igual- 
mente, cpie aún supuesta la existencia de la cesión de 101 1. 
ella carecería de validez legal |»ra un doble concejrto: I." 
porque el instrumento respectivo no reúne las formas que hn- 
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perativamente impone la lev a los que vvrsati sobre bienes 
inmuebles; 2." porque cuando se realizó la cesión nada tenia 
Román que transmitir ¡mesto que sus derecho* ciertos o even- 
tuales sobre el campo en cuestión habían sido transferidos a 
tercero en ejecución de sentencias judiciales pronunciadas \*>r 
los tribunales de la Provincia de Córdoba. 

7. " Que descartada !*>r t\ actor toda acción real pro- 
pia fundada en la escritura de venta <|ue otorgó don Hera- 
clio Román a favor de los señores Milessi Hermanos en 5 
de Diciembre «le 1895 (escritura de fojas i),y estando ba- 
sada su acción *en la cesión -directa hecha por el señor Ro- 
mán a su favor, según referencias de la escritura corriente 
a tojas 182 de autos, carece de influencia para la solución «le 
la cuestión planteada examinar si don José Milessi es suce- 
sor de la razón social Milessi Mérmanos, además de que ta! 
carácter está debidamente comprobado en la escritura corrien- 
te a fojas 158. otorgada en cumplimiento del contrato de di- 
solución social que en ella se invoca. 

8. " Que es igualmente innecesario resolver lo relativo a 
si el instrumento de cesión que menciona la escritura de tu- 
jas 182 estaba o no revestido de las formas requeridas por 
la ley, en cuanto no hay acerca de su existencia otra circuns* 
fáücia que la afirmación hecha jior los otorgantes de la escri- 
tura ya citada. 

9? Que no está acreditado que el reivindicante fuera 
cesionario de Román, ni que el respectivo instrumento <e otor- 
gara con arreglo al articulo 1.455 <M Código Civil; y supues- 
to que la escritura de fojas 182 pudiera ser considerada co- 
mo cesión de los sucesores de Román que concurren a el!a 
y por la «parte que en el referido campo pudiera iwrtenecer- 
les en razón de la declaratoria de heredero» testimoniada a 
fojas 167 ( Código Civil, artículos 2.676. 2.677 y correlati- 
no tendría más eficacia que la admitida |x>r la ley <ar 
tictilo 3470 Código Civil). 

io.° Que los antecedentes analizados permiten estable- 
cer que el reivindicante acciona con personería bastante y te- 



'dK JUSTICIA DE LA NACIÓN 

gahnente acreditada, como cesionario <le los derechos que p»- 
dieran tener sobre el campo cuestionado los otorgantes de la 
referida escritura de fojas tfcí. toda vez que los derechos que 
invoca como fundamento de su demanda, le han sido efecti- 
vamente transmitidos, «i bien solo en los términos estableci- 
dos por la ley. esto es. etv las condiciones y extensión en 
«iue pudieron tenerlos tos otorgantes de aquella escritura en 
la fecha de la transmisión (Código Civil, articuló $270 ci- 
tado). 

ii- Que entretanto se observa que la cesión de refe- 
rencia aparece efectuada en Al de Julio de iqió (escritura 
de fojas 182 citada), y su eficacia a los efectos de esta lili?, 
con las reservas consignadas en el 9." considerando, está su- 
bordinada a la existencia en la fecha citada, de los ilerechos 
que por ella se entienden transmitir. 

12. " Que según consta en autos, en Abril 9 de 1008, V 
en el juicio seguido por la razón social I. Román y Allende 
contra Hendió Román, se requirió el embargo de los dere- 
chos que a este pudieran corresponder sobre el campo ''Mon- 
te «le la Oscuridad" en el litigio que el miguo seguia contra 
los señores Tristán Malbrán y otros , íojas 2< "í y siguientes : 
f,.jas ¿84 y siguientes: fojas 382*. 

13. » Que consta igualmente que esos derechos fueron 
vendidos en subasta pública, en cumplimiento de resoluciones 
judidales emanadas de <«>s tribunales de la Provincia «le Cor- 
doba. después de discutidos entre los mismos por via «!e ter- 
cería excluyente. los derechos de dominio invocado» por don 
José Milessi jwra oponerse a la referida venta judicial i testi- 
monios cita«los de fojas 202 y 382). 

14. " Que. en consecuencia y a partir «Je la fecha «le !a 
aprobación definitiva «le esa venta, ningún derecho habría 
quedado a don Hendió Román sobre el campo que es moÜ- 
>© de la acción reivindicatoría "sub lite"; y es obvio que 
los herederos «le Román, otorgantes de la esentura de fojas 
182 no han podido transmitir legalmente derechos que habían 
desaparecido por ejecución de sentencia contra Román en vír- 
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tud dd postulado juridao según e! cual nadie puede transmi- 
tir derechos que no tiene. 

15. " (¿ne la |>arte actora al alegar -de Iftién probado sos- 
tiene que en la venta de referencia no pudieron estar compren- 
didos más derechos que los que Román pudo tener en aque- 
lla fecha, y agrega que no tenía ninguno, toda vez que los 
había transferido a los Señores Milcssi hermanos en cumpli- 
miento de sentencias judiciales (alegato citado, fojas 530 y 
siguientes) : pero dio supuesto cierto, no modifica la situación 
legal del actor. |w>rque, entre otras razones, no se han sometido 
a esta corte los derechos emergentes de la venta hecha a favor 
de los -ieñores Milcssi Hermanos, sino, como se ha establecido, 
la cesión |>osterior de 1916; distinta de aquella: y porque >i bien 
la venta de 180,5 ¡nido invocarse corno titulo |>ara deducir la ter- 
cería excluyeme ante los tribunales de Córdolia. fallada en los 
términos, que expresan los testimonios de fojas 382. 110 se la 
puede ¡mocar j»r segunda vez ante esta Corte desde que, de- 
sestimada la tercería por los tribunales provinciales, la venta de 
180,1 y escritura de 1895 han dejado de existir como títulos 
capaces de fundar derechos que quedaron extinguidos por sen- 
tencia ejecutoriada. 

16. " Que en aquella oportunidad y con motivo de la eje- 
cución de sentencia contra Heraclio Komáu, pudo ponerse en 
discusión, como se hizo, el derecho de Milessi Hermano* fun- 
dado en la venta de 180,5. para obstruir la acción de los eje- 
cutantes, respeto de un bien que había sido motivo de, un 
contrato de compra-venta anterior; |>ero desestimada la ter- 
cería en razón de fundamentos que esta Corte no puede en- 
trar a revisar en este juicio I fojas 382). y vendido el cam- 
po cómo de Heraclio Román, no es posible sostener ahora 
«pie ese inmueble no pudo venderse en virtud de que se ven- 
dieron las acciones y derechos (pie éste tuviera y que éste no 
tenia ninguno porque había contratado la venta con Miless: 
Hermanos en 1895. 

■7" Í¡N* MO Stf comprende cómo puedan concillarse dos 
afirmaciones manifiestamente contradictorias, pues |x»r uní 
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parte se- ¡poca la cesión «le 1916. como título habilitante pi- 
ra la acción "süb judice", y al propio tiempo se pretende qne 
am anterioridad al año 1908. el señor Román había perdido 
sus derechos en razón «le la escritura de venta otorgada a Mt- 
less» Hermanos en 1895. Kilo establecido, seria el caso de pre- 
guntar qué le cedió Ronián a Mile^si en 1911, y sus herede- 
ros en 1916, y supuesto exacto el argumento, cuál es el de- 
recho que puede autorizar la presente demanda, toda vez tpie 
la escritura de fojas 1 no confiere derechos reales según le» 
admite el propio actor y lo consigna explícitamente la ley CO- 
ITO >e ha establecido precedentemente (Código Civil, articulo 
577 citado: artículos ¿.377. 3&5 > argumento articulo 1.371. 
inciso 2. a ). 

18." Que de las constancias de autos resulta que el se- 
ñor Heraclio Roiron en la fecha de la venta judicial de qué sé 
trata tenia cuando menos, los derechos litgíosos que se subas- 
taron. Y si bien pesaba sobre ¿1 la oMigacíón de dar. emer- 
gente del boleto escriturad cu 1805. tal obligación no confe- 
ria al señor Milessi derecho «le propiedad sobre el campo de 
que se hace mérito (Código Civil, articulo 577 citado» sino 
el de reclamar daños e intereses con arreglo a lo que dispone 
la lev (Código Civil, articulo 889 y correlativos 1 . porque su- 
poner que el señor Román cumpliese integramente su obliga- 
ción |>ara con Milessi Hermanos teniendo al propio tiempo 
otras obligaciones igualmente exigihles según resulta del jui- 
cio ejecutivo de Román y Allende, milita ponerse en la hi- 
pótesis que sirve 1 de fundamento a la sanción de nulidad que 
contienen los artículos 736 y 737 « Código Civil, a !o.<»ue 
cabe agregar: Que el artículo 3.275 «pie se invoca i»ara fun- 
dar la consideración que se analiza, es inaplicable al "sub-ju- 
dice\ pues se refiere al dcreclu» de uso y no a la traslación 
de dominio. 

•9" Que no puede -ostenerse, pues, con ver<la<l. <|ue la 
venta aludida carezca de eficacia legal, ni que Román hubiese 
dejado de tener los derechos legítimos subastados judía- 
mente, ni qué esa venta contraríe resoluciones de los tribu 
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nales nacionales, como se alega ; .porque si bien las resolucio- 
nes <|iie se invocan corno se establecerá más adelante, decla- 
raron obligaciones a cargo de Román, no consagraron el do- 
líanlo de Milessi ; y estando el primero en posesión «le los bie* 
*es que se subastaron, desaparecieron posteriormente de su 
dominio, no ponpic se desconociesen las semencias que habían 
declarado su dereclio de propiedad, sino en virtud de obliga, 
dones que sus acreedores estaban habilitados para exigir y 
que dieron lugar a la ejecución en que se vendió el inmueble. 

Que el titulo emanado de la venta judicial de que se 
lia hecho mérito es anterior a la cesión en que furnia su ac- 
ción el reivindicante ; de suerte que los derecho» que por aque- 
lla cesión se pretendió transmitir, supuesta su validez habían 
|>asadn en Uxlo caso a terceros que habrían adquirido, asi. en 
el remate judicial decretado por los tribunales de Córdoba, 
en el juicio seguido por Román y Allende, los derechos que 
pudiera haber tenido Román sobre el inmueble cuestionado. 

¿i. M Que esta Corte tiene establecido en numerosas y 
reiteradas decisiones, que con arreglo al articulo 7 de la 
Constitución las resoluciones de los tribunales provinciales den- 
tro de *u competencia no pueden ser revisadas por los de la 
Nación, sino en los casos del artículo 14 de la ley 48. 

22" Que en la jurisprudencia precedentemente invoca- 
da se ha declarado que la reparación de los agravios origina- 
dos por resoluciones de los tribunales locales, debe buscarse 
recurriendo a los mismos tribunales locales salvo cuando se 
hayan discutido cuestiones que puedan autorizar el recurso 
del articulo 14 de la ley 48, pues tales resoluciones son actos 
de solierania cuando los tribunales de provincia obran dentro *- 
de los limites de su competencia, y la justicia nacional no puc- 
d- revisarlas, ya sea admitiendo recursos que de ellas se in 
terpongan, ya conociendo de demandas que tiendan al mis- 
mo ti n. 

2¿. n Que consagrando tales principio* en el tomo 4. j>á- 
gina 7 de los fallos, han sido reiterados en la- decisiones de 
los tomos 5 página 50; \2 página 4*8 ; 13 l»g"i» 4«5 * «5 pá- 
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gina «7. pápna ^3: Ingina 79 y 39!/: 20. página 66: 
44. página 182 ; 48, página 373 : ■ P»8"* 3*: página 36 
v otros reconociendo la autonomía fiel poder judicial de las 
provincia* en las camas de su competencia y la consiguiente 
irrevocabilidad de las semencias pasadas en autoridad de co- 
sa juzgada, con la excepción de los casos enumerados |*>r el 
artíado 14 de la ley 48 y 6." de la ley 4.055. 

24. " Que el res|>eto debido al precitado artículo 7 de la 
Constitución, según se ha declarado reiteradamente por esta 
Corte, exige no solo que se dé entera fe y credito en una pro- 
vincia, o en los tribunales nacionales en su caso, a los actos 
y procedimientos judiciales de otra, debidamente autenticado*, 
sino que ordene se les atribuya los mismos efectos que hubie- 
ran de producir en la provincia <le donde emanasen, pues no 
puede admitirse que los tribunales de otra provincia, o los na- 
cionales, examinen las sentencias ejecutoriadas de otros tri- 
bunales competentes, porque esto importaría la facultad de al- 
terar la cosa juzgada, operada entre aquéllos, lo que es mani- 
fiestamente contrario a la naturaleza de nuestras institucio 
nes (doctrina del fallo tomo 17. página 286). 

25° Que si bien, como se lia recordado precedenteineu 
te. el actor arguye que el remate efectuado en cumplimiento 
de resoluciones de los tribunales ordinarios de Córdoba im- 
porta- la violación de sentencias ejecutoriarlas de los tribunales 
nacionales, es bastante considerar: a) que la sentencia de es- 
tá Corte, que se invoca por el actor, de OctuHre de 1895, 
limitó a establecer que don Hcradio Román debia cumplir 
la obligación de reducir a escritura pública el boleto de com- 
pra-venta otorgado «en 1891 a favor de Milessi Hermanos 
< Fallos, tomo 62, página 71, considerando final, página 74 >: 
b > que la segunda sentencia hizo constar que no se podía exi- 
gir de Román la entrega «leí campo materia del contrato, pues 
estaba poseído por terceros, y dejó a salvo las acciones de los 
señores Milessi "para pedir lo que en derecho corresponda", 
V Fallos, tomo 66, página 3Ó3 >• 

26." (¿ue |>or lo que hace a la sentencia de la Cámara Fe- 
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«leral «le Córdoba que también se invoca en el escrito «le «le 
mamla i fojas 28) y en el alegato «le bien probado I fojas 477 
y testimonio fojas 255 vuelta), solo declan'» que Román balita 
acreditado su dominio sobre el campo de referencia, pero no 
transfirió ese dominio a Mílessi. 

¿7 " Que itmlidp e>e campo como de Román por ejecu- 
ción «le sentencia de los tribunales «le Córd«>ba. no puede de- 
cirse que tales re-«>lncioncs importaran violar la autoridad le 
la cosa jtupida emergente de resoluciones «le los tribunatc* 
«le la Nación que habían reconocí A > el ¡dominio «le aquél : 
por el contrano, los tribunales «le Córdoba, a«lmitieron ese 
doriiíHfc a favor de Román, y es en tal virtud y por no ba- 
larse perfeccionarlo la transmisión a Milessi qtte i»or obliga 
ciones «le aquel ordenaron que ftifese vendido en pública Mi- 
basta y «lesestimanni la tercería excluyeme con que se pre- 
tendió obstaculizar la venta. 

jH." i¿w ]H>r lo dc4iiá> y como lia quedado establecido 
precedentemente, la acción qite se lia deducido se funda en la 
escritura «le cesión «le los herederos «le Román, «lenomina«la 
por el actor de ••ratíficacum'' y no en la escritura «le venta 
de fojas 1. Si en razón «le ésta los señores .Milessi Hermanos 
estuvieron facultados j«ira alegar derechos sobre el campo 
como lo hicieron ante los tribunales «le Córdoba, la cesión 
en cambio no los habilita para reclamar el reconocimiento de 
derechos que habrían quedad» extinguidos antes de ella y que 
de consiguiente no han podido ser transferi«los válidamente 
al actor. 

jjgf yue atentas la> conclusiones precedentes, es innece- 
sario examinar las «temas defensas opuestas, tales como la 
prescripción ordinaria y extraordinaria, la identidad de la co- 
sa reivindicada, la validez de los resjiectivos títulos, y los 
elementos constitutivos de dominio invocados en la causa. 

30." Que por I» que bace a la reserva de derechos «lici- 
tada sul*¡«liai ¿amenté, para ser ¡*gado con preferencia a otros, 
de l«>s fondo* provenientes «leí remate efectua«lo jxir resoni. 
ción de los tribunales «le la Provincia de Cór«k)ba, ese pun- 
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io no puede ser decidido por está Curie Suprema en un juicio 
como el lite" porque, entre otras razones, la firma so- 

cial Román y Allende eventtmlmerite perjiáHcáda si se «leda 
rasé el derecho preferente que reclama el actor, no habria si- 
do oída, y porque lal gestión es un incidente del juicio en que 
se decreló el reñíate y en que están depositados los fondos res- 
pecto de lo* cuales se pretende ejercitar el derecho de prefe- 
rencia. 

31.* tjnc es de jurisprudencia constante que el Juez de 
lo principal extiende sil jurisdicción a los incidentes; y estan- 
do radicado el juicio de que se ha liedlo mérito ante los tri- 
bunales ordinarios de la Provincia de Córdoba, el derecho de 
preferencia no puede discutirse ante esta Corte Suprema en 
razón de que con arreglo al articulo 14 dé la ley número 4X 
una vez radicado un juicio ante los tribunales dé provincia 
será sentenciado y fenecido en la jurisdicción provincial sin 
otro recurro que el extraordinario que autoriza el articulo cí 
tado (doctrina del fallo tomo 1229 página ¿65, considerandos 
«>". pagina 270 y 14* página 271. y jurisprudencia allí ci- 
tada). 

Por ello se desestima la demanda de fojas ¿8, sin costas 
atenta la naturaleza de las cuestiones debatidas. Notifiqiiese 
original, devuélvanse los autos agregados como prueba sin acu- 
mular, y repuesto el papel archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G¿ ni:r. 
Sor.\R. — D. E. PAUCIO. — 
J. FiguEROa Ai.cokta — Jacin- 
to CÁRDENAS. 



Ferrocarril Central Argentino contra el Procurador Fiscal de 
la Cámara Federal de Apelaciones de Rosario, por repe- 
tición de tina suma de dinero. 

Sumario: l.° Invocado por el recurrente el articulo 70 de la 
ley 4#33 I» r * eximirse del pago de honorarios regulados 
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al representante del ministerio fiscal, procede el récu/so 
extraordinario del artículo 14. ley 48. contra Ya semencia 
denegatoria del «lerecho fundado en aquella disposición 
legal. 

2. El «precepto del articulo 70 de la ley número 4.93 a ) 
que autoriza a los funcionarios del ministerio" fiscal para 
jiercibir honorarios causados en juicios de contrabando, 
es de carácter excepcional y su aplicación debe limitarse, 
en consecuencia, a los casos expresamente señalados, sin 
que sea permitido extenderla, por vía de interpretación 
analógica, a incidencias del juicio criminal, cüato es la 
cuestión de previo y especial pronunciamiento articulada 
en el mismo. 
Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SKNTKSCIA PEL JCKZ FKDKR.M. 

Rotarte, Dicfcabre W 4t l«& 

Y vistos: liste juicio ordinario seguido |>or el represen- 
tante de la Empresa del Ferrocarril Central Argentino, don 
Hugo Férguson. contra el doctor don Carlos M. Avila, por 
repetición de la suma de un mil trescientos treinta v dos pe«os 
con ochenta centavos moneda nacional (S 1.332.801. percibi- 
da mediante la vía de apremio concluida en este juzgado por el 
demandado contra la empresa. 

Resultando : 

De fojas 5 a 7, en el escrito inicial, el actor manifiesta 
que en virtud de lo dispuesto por el articulo 320 de la Ley de 
Procedimientos, viene a entablar demanda ordinaria por repe- 
tición de la simia arriba expresada, fundándose en el articulo 
818 y sus concordantes <lel Código Civil, y en las dos razones 
siguientes : a ) según el articulo 70 de la ley número 4.933 los 
procuradores fiscales |>ercibirán honorarios en los casos en que 
hubiese condena por defraudación : y no habiendo e*to ocurri- 
do en el juicio respectivo, la empresa no puede estar obligada 
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a pagar honorarios; y b) dado que el señor procurador fiscal 
de ta Cámara hubiera tenido dereclu> al cobro, debía halwrío 
perseguido par si mismo, sin nombrar apoderado ni procura- 
dor, porque esto implica delegar facultades absolutamente in- 
delegables. 

Corrido traslado de la demanda, se contesta a fojas 9; pi- 
diendo el rechazo de aquella, con expresa imposición de cos- 
tas, a mérito de las excepciones siguientes: 1/ Porque como 
Procurador Fiscal representa el interés del fi o de la Xacíón 
y no puede ser demandad» en esc carácter; 2. a porque los ho- 
norarios cobrados han sido legítimamente devengados y debi- 
damente regulados, con la intervención del actor quien se li- 
mito a observar la estimación hecha; y 3,* porque ambas cues- 
tiones han sido propuetsas y resueltas en el juicio concluí lo. 
habiendo asi cosa juzgada sobre el particular. 

Abierta la causa a prueba por el termino de ley ( fojas 
10 ». el demandado ofrece y produce en tiempo y forma la que 
corre agregada a fojas 11 y 14 a 23. El actor ofrece la «pre- 
sada a fojas 13 y se provee de conformidad. Vencido el tér- 
mino y puesta la certificación de fojas 26 vuelta, las partes 
presentan sus alegatos sobre la prueba producida ( fojas 29 a 
35) ; después de lo cual se dictó la providencia de "Autos", 
con fecha 9 del corriente, y 

Considerando: 

1." Que el asunto a fallar no ofrece dificultades, ni del 
punto de vista de los hechos ni del derecho, dada la claridad 
de las dis|x>siciones legales aplicables y la conformidad o coin- 
cidencia de las partes sobre aquellos, asi como en lo* medio* 
empleados para probarlos. 

2. Que el articulo 70 de la ley 4.933 invocado, es ta:i 
concluycnte que huelga todo comentario sobre sus términos 
inequívocos. El establece el dereclio que. llegado el caso, el 
demandado ha adquirido de un modo pleno e irrevocable, me- 
diando todavía para mayor fuerza, la sanción inapelable de la 
Kxma. Cámara, al regular el honorario devengado. 
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.V Que la interpretación de) actor, en sentido de que 
según el citado artículo 70 de la ley 4.933, sólo habrá lugar a 
honorario* cuando exista condena en el juicio principal, por 
contrallando, defraudación o contravenciones, rto es arreglada 
a derecho: puesto que el concepto de juicio envuelve tanto él 
princi¡>al como los incidentes, siendo evidente que la excep- 
ción de faka de acción, motivo de las sentencias «le primera y 
segunda instancias, importó un verdadero juicio, que cotfchtvó 
con la imposición de las costas a la |>artc del ferrocarril : como 
pudo haber terminado toda la cuestión, caso de confirmarle 

el fallo del juzgado. 

4. " Oue en cuanto a la delegación de facultades inheren- 
tes al cargo que el demandado desemjieña. el proveyente cree 
que no ha existido. Ks verdad que los honorarios le han «ido 
regulados al señor fiscal ,ix>r su trabajo actuando como tal 
funcionario rentado ¡xir el Estado: pero una vez concluido el 
trámite de la regulación y firme el auto respectivo, es el patri- 
monio del señor fiscal el favorecido de hecho y en virtud (te 
la ley expresa. <¿ue ésta sea objetable, como lo insinúa el actor 
cu sus escritos, no es argumento admisible : puesto que hacerse 
cargo de él. importaría apreciar la equidad y juzgar el valor 

intrínseco de aquella. 

5, " Que no puede haber inconveniente legal alguno para 
que el fiscal, en su carácter de acreedor particular, encomien- 
de a un apoderado la gestión del cobro de su crédito por la 
vía judicial: por el contrario, parece tal procedimiento el más 
indicado para mantener bien marcada la distancia entre su 
actuación pública, en ejercicio de su alto cargo, y sus actos 
privados. Y de que obró como particular al ejecutar la senten- 
cia o resolución sobre sus honorarios, no puede caber duda, 
si se consideran los argumentos del auto de fojas 25 (Expe- 
diente sobre apremio) que se dan i>or reproducidos aquí, en 
mérito de su aplicabilidad y en prueba también de que el de- 
mandad*? tiene razón al sostener que este punto ha sido discu- 
tido y resuelto en forma que no admite volver sobre ello, por 
más que se cambie de juicio. 
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Por las consideraciones apuntadas, las demás que surgen 
de autos y las j>ertinentes expuestas por el demandado, fallo: 
Rechazando la demanda, con costas. Insértese, hágase sal>er y 
•)¡N>nunamente arehtve-e. * 

Manuel Carrillo. 

SRXTKXCIA D6 I.A CÁMARA VKDI-RAI. DK APKLACiOXCS 

Rosario. Diciembre 28 de 191?. 

Vistos y considerando: 

Que jK>r la resolución de esta Cámara, que en copia corre 
a tojas 16. recaida en el juicio que sobre defraudación de la 
retita aduanera sigue el Procurador Fiscal contra el Ferrocn 
rril Rueños Aires y Rosario, se declaró que las costas eran a 
cargo de la Kmpresa <lemanda<la. 

Qiie la condenación en costas, que comprende los honora- 
rios devengados en el juicio (articulo 140 del Código de Pro. 
cediinientos en lo Criminal. Suprema Corte, tomo 5, páipna 
2O3). da 'lili titulo de crédito a favor del vencedor contra el 
vencido, a fin de que éste reembolse a aquel, los gastos judicia- 
teá hechos en autos para la defensa de sus derechos, por el im- 
porte de la cantidad que se hayan regulado debidamente con 
su intervención ( S. C. tumo 110. página 14^». 

One ese derecho o crédito que la mencionada resolución de 
la Cámara creaba a favor del vencedor, ha podido hacerse 
efectivo por éste tan luego que esa resolución quedó firme y 
fueron estimado* los honorarios. 

Que por otra ]>artc. presentada por el señor Procurador 
Fiscal la solicitud de estimación de sus honorarios, solicitud 
que. como lo ha establecido la Suprema Corte en el fallo del 
tomo ni. página $f$, tiene el carácter eri lo substancia!, de 
una verdadera demanda, la que se ha tramitado por el proce- 
dimiento establecido í>or la ley al efecto, la empresa no cues- 
tionó ni desconoció el derecho del señor procurador fiscal pa- 
ra reclamar la apreciación de sus honorarios, limitándole a 
manifestar que rio estaba conforme con la suma reclamada jnir 
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considerarla exorbitante y a aislar de la estimación hecha j*or 
e! secretario, pidiendo que la Cámara la rebajara a sus justos 
limites, lo que demuestra que la disconformidad era relativa 
tan «oto al monto de los honorarios. 

Que en consecuencia la empresa lia consentido en el de- 
recho del señor procurador fiscal para cobrar los honorarios 
que reclama, en la oportunidad en que debió oponerse a ello. 

<¿m- además, esta misma cuestión ha sido ya ventilada y 
resuelta en la ejecución que siguió el señor procurador fiscal 
l»or cobro de dichos honorarios. 

Qüí habiendo teñid» la parte vencida razón probable pa- 
ra litigar, no procede inqxmcrlc las costas. 

Por esto y los fundamentos concordantes «le la resolución 
apelada de fojas ¿6 a ¿8 vuelta, se la confirma en cuanto re- 
chaza la demanda. La> costas de ambas instancias deberán 
abonarse en el orden causado. Xotiliquese y devuélvase al juz- 
gado de su origen, donde se repudra el sellado. 

Josk mu BARCO. — Nicolás Vi?r\ Ba- 
rros. — gn disidencia: PiíR- 

MIN LK.TAKZA, 

DltlOINCIA: 

Rosario, Diciembrt H de 1917. 

Vistos y considerando: 

í." Oue. por l> que respeta a la excepción de falla de 
personería" o|Hiesta |M>r el señor fiscal de Cámara, doctor Car- 
los M. Avila, fundada en que es demandado en tal carácter, 
entre tar.to que los hechos originarios de la acción se rene 
ren a su interés particular, no es admisible tal distingo porque 
la demanda está entablada contra el nombrado doctor Avila, 
a quien se le señala también con el carpí que desem(>eña, sien, 
do indudable que fué en este carácter que intervino en el jui- 
cio en que se produjeron los honorarios cuyo cobro demáhdü 
más tarde. 
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2." Qtic la circunstancia que invoca el señor fiscal de 
haber en el hecho aceptado él Ferrocarril Central Argentino 
la obligación de pagar los honorarios, al ojKjnerse simplemen- 
te al monto en <|ue él los apreciaba, no puede tener tal alcance. 
La Suprema Corte Nacional, ha dicho en el fallo del tomo 
II ti página 315. que la solicitud de regulado.! de honorarios 
tiene, en lo substancial, el carácter de mía verdadera demanda 
y que. siendo asi, el tribunal no puede pronunciarse de oficio 
sobre la procedencia o improcedencia de la misina; pero e* 
que en el caso en discusión el fiscal podía solicitar la regula- 
ción y el ferrocarril no podía a su vez resistirla, porqpe la ley 
número 4.<>¿3, a 411c luego se aludirán más circunstancia- 
«lamepte. autoriza a dicho funcionario jmra cobrar honora- 
rios, si se produjera la ordenación del denunciado como au- 
tor de alguno de los delitos allí aludidos. Si el ferrocarril, en 
consecuencia, tomando como una verdadera demanda la soli- 
citud de regulación se hubiese opuesto a que fuese tramitada, 
habría jierdido con seguridad la cuestión. El Fiscal, en efecto, 
que habría tenido derecho de cobrar sus luntorarios. y la sen 
tencia final del juicio principal hubiese sido condenatoria, ]h>- 
dia exigir que le fuesen estimados, con el propósito de ha- 
llarse preparado para reclamar su pago en la estación oportu- 
na, y en previsión, si >e quiere, de la jiosible prescripción del 
derecho a cobrarlos, ya que, según lo ha establecido la más 
reiterada jurisprudencia la prescripción bienal sólo es aplica- 
ble a los honorarios antes de la regulación, prescribiéndose, 
después de efectuada ésta, sólo a los diez años como deuda 
personal { Cámara Civil de la Capital Federal. Boletin Judi- 
cié! 359". Mariani contra Sociedad de Molinos; tomo 161. 
página 222; tomo 167, página $82). 

3. Que. en cuanto concierne al fondo mismo de la cues- 
tión en debate, es ¡guarniente ¡ndi> -utible que. en general, la 
imposición de las costas a una de las i»rtes litigantes de un 
juicio, no da derecho al funcionario que interviene en el mis- 
mo, sea el fiscal, sea el defensor de menores, para cobrar líe 
norarios. ¡jor más que la sentencia haya sido pronunciada de 
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acuerdo con la tesis que el funcionario hubiere soíténido. Asi 
lo lia resucito la Suprema Corte Nacional en el mino yo, pá 
gina 94, citado por el actor en su escrito <le expresión dé 
agravios < foja ? 45», decidiendo que sólo en Caso de exjep. 
ci&ií autorizados \*>r leyes esleíales pueden cobrar liénora- 
rios los agentes fiscales. 

4." (¿tic la condenación en costas que motivó el cobro 
de honorarios la fundó la Exma. Cámara en la disposición 
del articulo 144 del Código de fingimientos Criminales, y 
no en el artículo 70 de la ley número 4.933, que es la que ba 
constituido la materia de la discusión en el presente juicio. 
A estar pues, al irolivo determinante de esa imposición de 
estas, o sea la regla de orden general del Código citado de- 
que, en materia de procedimientos criminales. corres|>onde 
que las costas sean «le cargo de la parte vencida, no es j>osibie 
admitir el «lerecho del fiscal, para cobrar honorarios. |*u\|Ue 
no lo tiene, enante» actúa en procesos de esa naturaleza, es 
decir, cíe orden criminal. Ksa comlenación al jwtgo de costa*, 
se referiría, en consecuencia, a las de actuación, las que hu- 
bieren originado eriales diligencias probatorias, las del de- 
nunciante iKirticular. en. su caso. etc. 

5." yue la cuestión fundamental a resolver en el presen- 
te juicio con>iste cu la interpretación que debe darse al ar- 
tículo 70 de la ley número 4.933- ,:I M#*or entiende que las 
excepciones opuestas y resueltas en el juicio cu que se deven- 
garon le* honorarios jwrcibidos |*>r el señor fiscal de Cama 
ra. y que han dado lugar a las actuaciones del juicio en tra- 
mitación y que se reclama la reix-tición de lo pagado, impor- 
taron baiw seguido utn juicio, al cual debí aplicarse lo qué 
prc>cril>c aquella disposición, con relación al pago de las cos- 
tas. U decisión contraria surge, sin embargo, del texto ex- 
preso de la prescripción legal a que se viene aludiendo 
"cuando en los juicios de contrallando, defraudación o contra 
venciones de rentas, sus autores fueran condenados al pago 
de costas*, etc., dice el articulo 70 de la mencionada lev. 
Y bien, sitio hay una sentencia condenatoria que estable* 
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ca que tal persona es autor del contrallando, de defraudación 
o contravención de rentas, la condenación en costas pronun- 
ciada en un incidente, y en cu amo atañe a los honorarios del 
fiscal, no j sucde Iiacerse pesar sobre la parte vencida, o sen 
sobre aquel a quien han sido hechas las imputaciones del «le- 
Uto, porque es condición, para que dicho funcionario pueda 
percibirlo, que exista cosa juzgada acerca de la existencia del 
delito y la determinación del autor del mismo. 

Por las consideraciones expuestas se revoca la sentencia 
de fojas 36 y siguientes y se declara procedente la demanda 
entablada, condenándose al demandado a la devolución al ac- 
tor de la suma que éste reclama, con más los intereses lega- 
les correspondientes, desde la fecha de la inter|x>stóón de la 
demanda. Las costas, en el orden causado. N'ottfiquese y re- 
póngase. 

Fermín Le jarea. 

AVÍO DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Rotarte. Abra II ét 1918. 

Vistos y considerando: 

Que si bien la resolución de esta Cámara puede dar lu- 
gar al recurso extraordinario por razón de haber recaído en 
asunto seguido a base de la interpretación dada a una disposi- 
ción de la ley númcr<9 4.933, temiendo en cuenta que dicha re- 
solución también se funda en cuestiones de hecho y en aplica- 
ción del procedimiento, suficiente a mantenerla por sí sola, el 
expresado recurso no procede, conforme a la jurisprudencia 
recaída en casos análogos < Suprema Corte, tomo 106. página 
179; tomo 115, página 405; tomo 120. pagina 435). 

Por esto no ha lugar a la apelación de la sentencia de fo- 
jas 54 vuelta a 56 \-uelta interpuesta para ante la Corte Su- 
prema por el actor en el escrito de fojas 60. N* |iiese y 
devuélvanse y rejxMigase como está ordenado. 

Nicolás Vera Barros. — Josk pül 
Barco. — Mateo QuijanO. 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

•ntRM Aire». Ma»« O 4e 191* 

Suprema Corte : 

La Empresa del Ferrocarril Central Argentino funda su 
demanda en la inteligencia que ella atribuye al artiailo 70 de 
la ley de Aduana. I-a sentencia definitiva ha sido contraria al 
derecho que pretende el actor y que éste funda en dicha cláu- 
sula. Es pues el caso del inc. 3". art. 14. ley 48- 

Pido, en consecuencia, que se declare mal denegado el re- 
curso y se pidan los autos originales para decidir el punto ape- 
lado, . . 

José Nicolás Múhenso. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aitet. DklMkM "> ae IRIB- 

Autos y vistos: 

Kl recurso «le hecho por denegación del extraordinario 
interpuesto j»or el Ferrocarril Central Argentino en el juicio 
que i>or repetición sigue contra el Fiscal de la Cámara Fede- 
ral de Rosario. 

Y considerando: 

Que el recurrente invocó en términos hábiles el articulo 
70 lie la ley 4.933 |>ara eximirse de pagar los honorarios re- 
gulados al Fiscal «le la Cámara Federal de Rosario, en un in- 
cidente <lel juicio que este funcionario sigue en representación 
del fiso contra el Ferrocarril Central Argentino por supuesta 
defraudación; 

( htc la sentencia definitiva de la Cámara l-gkral fie Ro- 
sario ha sido contraria al derecho fundado por eT recurrente 
en el articulo 70 «l<* '» W 4-933 >' consecuencia procede 
el recurso autorizado por el articulo 14 inciso 3" «le la ley nume- 
ro 4^- D 

Por ello y atento lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General líbrese oficio a la Cámara Federal de Apela- 
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ción del Rosario para que remita los ñutos a esta Corte Su- 
prema. Notifiquese y repóngase el papel. 

A. Bermejo. — D. E. Palacio. — 
J. FlCL'EROA Alcorta. 

FALLO W W COME SUPREMA 

BtMnot Airw. Oicktabte S6 * ttl». 

Vistos y considerando: 
Que en el presente juicio el recurrente lia sostenido que 
con arreglo al artículo 70 de la ley número 4.933 estaba exen- 
de pagar los honorarios regula<los al señor Procurailor Fiscal 
de Cámara mientras no recayere sentencia definitiva que lo 
declarase responsable j>or el delito «le defraudación que se 1c 
imputaba. 

Que de !os antecedentes «pie suministran los autos, re- 
sulta que la imposición de costas a la empresa del Ferrocarril 
Central Argentino y la consiguiente regulación de honora- 
rios a favor del funcionario demandado, tuvieron lugar con 
motivo <le una cuestión de previo y especial pronunciamiento 
articulado en el juicio sobre defraudación, sin que hubiere 
recaído decisión firme sobre la existencia del delito ni sobre 
la individualización de sus autores. 

Que de las témanos «le! articulo 70 de la ley número 
4.933 se infiere que la facultad de los funcionarios del minis- 
terio fiscal para percibir honorarios dej>cnde necesariamente 
de la circunstancia de haberse dictado fallo condenatorio y 
definitivo en el proceso respectivo, toda vez que sin ese re- 
quisíto no es posible determinar legalmente k>> autores 
de los delitos a quienes impone la menciónala ley la obliga- 
ción de satisfacer las costas <lel proceso. . 

Que tratándose de un precepto de carácter excepcional, 
según lo ha dcclardo esta Corte < Fallos, tomo yo, página 04) 
su aplicación de limitarse a los casos expresamente señalados; 
y fcwr consiguiente no es permitido extenderla por vía de iti- 
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terpretacíón analógica como lo hace Ja sentencia recurrida a 
incidencias del juicio criminal, pues por otra parte ello impor 
taria imponer a simples procesados, cuya culpabilidad no pue- 
de presumirse, sanciones reservadas contra aquellos que en 
definitiva sean declarados autores <kl delito. 

Que resuelta la cuestión federal en sentido favorable a la 
exención invocada por el actor, la sentencia arlada que lle- 
ga a conclusiones distintas sobre el punto, no puede susten- 
tarle a mérito de fundamentos de derecho común o de cir- 
cunstancias de hecho, porque en primer lugar el derecho de 
los procuradores fiscales a percibir honorarios en los juicios 
de contrabando o defraudación es asunto especialmente ré- 
glelo por el articulo 70 de la ley de Aduana número 4.933. 
cuya inteligencia ha constituido el motivo central de la con- 
troversia en el pleito, no pudiendo encontrarse apoyo suficien- 
te para la tesis contraria en la* leyes procesales tt otra> de ca- 
rácter cotfíiún. dado que el principio dominante en ellas es a 1- 
verso a la atribución dé honorarios a los funcionario judi- 
ciales; y porque tampoco es posible hacer derivar de simples 
circunstancias de hecho la existencia de una acción o de un 
derecho que la ley deniega. 

Por estos fundamentos y los de la disidencia de tojas 57 
se revoca la sentencia apelada de fojas 55 y en consecuencia 
se declara procedente la demanda promovida por la Empresa 
del Ferrocarril Central Argentino por repetición de honora- 
rio*. Pagúense las costas en el orden causado. Notifiquen 
y devuélvanse, debiendo reponerse los sellos en el juzgado de 
origen. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. FiGCMtOA Alcorta. — Ra- 
món Méndez. 
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Extradición de Esteban Kusso. a solicitud Je las autoridades 
de la República de Bfilk'fc 

Sumario: Es procedente la extradición de un ciudadano Imv 
liviano. solicitada f>or las autoridades de la Repñblicr. de 
Rolivia. en un caso en que aparecen llenados los requisi- 
to* exigidos por los artículos 19, 21 y 30 del Tratado de 
Derecho Penal Internacional vigente entre aquélla y esta 
república. 

Coso: Lo explican las piezas siguientes: 

>K\Ti:\tlA p&h SKÑOR Ji KZ KKDKRAK 

dueacft Alrtt, ©tf ubre 6 «í* 1010. 

Autos y vistos y considerando ; 

i." Que el artículo 30. inciso l. u del Tratado do Dfe- 
recho Penal Internacional celebrado en Montevideo en el año 
1888 y al que se ha adherido la República de Rolivia. esta- 
blece que, |>ara que proceda la extradición, respecto a los pre- 
suntos delincuentes, deberá acompañarse copia legalizada de 
la ley penal aplicable a la infracción que motiva el pedidlo, y 
del auto de detención, como asimismo los documentos a 
que se refiere el ¿¿liculo 19. inciso 3." del mismo tratado. 

3* Que en el presente caso los requisitos acompañados 
no reúnen las condiciones establecidas. desde que no >e acom- 
paña testimonio del auto de detención, ni se han presentado 
los documentos a que hace referencia el citado artículo 19 
en su inciso 3.°. 

3/ (¿uc por otra parte, si bien el pedido de extradición 
se ha introducido por la vía diplomática ante el Gobierno Ar- 
gentino, «le los propíos documentos acompañados resulta que 
la autoridad judicial del país requirente no ha dictado atito re- 
solviendo el pcdiilo de extradición para la Argentina sino para 
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Chile, explicándose asi que no se hayan llenado tos rehuís!, 
tos exigidos por el Tratado de Montevideo. 

Por estas consideraciones y no obstante lo dictaminado 
por el Procurador Fiscal, resuelvo: no hacer lugar la ex- 
tradición de Esteban Russo solicitada i>or las autoridades de 
la República de Bolivia. Consentida qué sea. oficíese a la po- 
licía para que el nombrado Ru^so sea puesto en libertad. 
Comuniqúese al Poder Ejecutivo con remisión de un testi- 
monio de esta sentencia a sus efectos. — Miguel L. Jautas. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Batata Airea, Novltafcre U * W». 

Y visto: Kl pedido de extradición de Esteban Russo <o- 
licitado iwr las autoridades de la República de Bolivia, y 

Considcroiido ; 

Qiue como Ib ha resuelto la Corte Suprema con fecha 33 
de Octubre del corriente año. en el ca*» de Juan C. Catracho, 
existiendo tratado entre la Nación requirente y la de asjlo 
«leí requerido, ya sea como condenado o como presunto de- 
lincuente, la extradición debe ser pedida U otorgada en la for- 
ma y con los requisitos que en él se prescriben (articulo 648 
del Código de Procedimientos en lo Criminal». 

One el tratado de Derecho Penal Internacional suscrip- 
to en Montevideo el 23 de Enero de 1889. aplicable a! caso, 
dispone que los recaudos de un pedido de extradición, serán : 
respecto de los presuntos delincuente». co|»ia legalizada de la 
ley i*nal aplicable a la infracción que motiva el pedido y de 
auto de detención v demás antecedentes a que se refiere el 
inciso i.' del articulo 19: f. que los delitos imputados al re- 
querido sean de los que. de acuerdo con el articulo -*i me* 
so :i. n . autorizan la entrega del reo. 

Que consta a fojas 1 1 la copia de la ley penal corres, 
pendiente V a fojas 9 vuelta y 21 el auto que ordena la detención 
al mis.no tiempo que la extradición solicitada por el querellan. 
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te y el Ministerio Fiscal, sin que |me<la desconocerse qué lo» 
documentos que presienta la Nación reclamante, según las le- 
ve* testimoniadas, autorizan la prisión y el enjuiciamiento del 
reo, como k> requiere el inciso 3. del artículo 19 del Tratado. 

Que en esos documentos aparece que en el Segundo Juzgado 
de Instrucción de la Paz, República de Bolivía, se procesa a 
Esteban Kusso. como socio de Pascual Lupo y por estafa 
y hurto de la cantidad de cuarenta mil pesos bolivianos, in- 
fracción que las leyes en copia acompañadas reprimen con la 
j>ena de cuatro a ocho años de reclusión y que. atento lo dis- 
puesto en el inciso !.° del artículo 21 «leí tratado, autoriza la 
extradición. 

Por ello y de acucio con lo dictaminado por el <eñor 
Procurador Fiscal de tatuara, se revoca la resolución apela- 
da de fojas 17. haciéndose lugar a la extradición de Esteban 
Russo a pedido de las autoridades de la República de Bolivia. 
Devuelvan e a primera instancia a sus efectos. — Marcelino 
Escalada. — A. Vrdinarrain. — T. Arias. 

DICTAMEN* DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

BuMo« Airee, Dtdembrc * 4t m*. 

Suprema Corte: 

La objeción de qiie la autoridad Judicial de Bolivia no ha 
autorizado que se pida la extradición de Esteban Kusso a la 
República Argentina sino a Chile, es infundada, no siendo los 
tribunales, sino las Naciones, representadas por sus Gobier- 
nos quienes tramitan esta clase de asuntos, según el tratado 
rigente. 

Por otra parte consta a íojas 24 que el juez de la cansa 
ha dado curso a la demanda de extradición formulada ante el 
(iobierno Argentino. 

Por esto y por las consideraciones aducidas en la vista 
riscal de fojas 29 y la resolución de la Cámara Federal de la 
Capital, pido a V. E. la confirmación de esta resolución que 
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acuerda la extradición de Esteban ¡Russo a |iedido de la* auto- 
ridades de la República de Bolivia. 

José Nicolás Matknzo. 

FALLO DK L.\ CORTE SUPREMA 

BucMt Aire*. Dfcieakn » <• 

Y vistos: 

Por sus fundamentos y de conformidad con lo dictami- 
nado jH>r el señor Procurador General; se confirma la rcsolu- 
ctón apelada de fojas ¿i que hace lugar a la extradición de 
Esteban Ru*so con arreglo a k>s artículos l% 21 y 30 dd 1ra- 
tado de Derecho Penal Internacional vigente entre esta Re- 
plica v la de Bolivia. Devuélvanse al Juzgado de proceden- 
cía a cuya disposición se encuentra el requerido a fin de que lo 
baga saber al Poder Ejecutivo a los efectos del articulo 37 pá- 
rrafo primero del mismo Tratado. 

A. Bermkjo. — NlCAKO» O. DfX 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Fio.cERO.v Alcorta — Ra- 
món MÉNDEZ. 
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